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SECCION JUDICIAL 
Resoluciones de la Corte Suprema de Justicia 

AMPARO 
Interpuesto por la señora Zoila Holanda Rodríguez 

Barillas de Revolorio, contra el Ministro de Fi­
nanzas Públicas. 

DOCTRINA: Es improcedente el Amparo con el 
que se pretende que se exija a una Autoridad 
Administrativa que se pronuncie sobre determi­
nada pretensión si no consta que el proceso ad­
ministrativo ha concluido. 

CORTE SUPREMA DE· JUSTICIA. CAMARA PE­
NAL CONSTITUIDA EN TRIBUNAL DE AMPA 
RO: Guatemala, tres de julio de mil novecientos 
setenta y nueve. 

Se tiene a la vista para dictar sentencia el Re­
curso de Amparo interpuesto por la señora Zoila 
Holanda Rodríguez Barillas de Revolorio, contra 
el Miilistro de Finanzas Públicas, .en representa­
ción de la señora Victorina Elvira Barillas Santa­
maría viuda de Steffen. 

ANTECEDENTES: 

La recurrente expresa: "1. De acuerdo con el 
poder que acompaño, otorgado ante los oficios no­
tariales de la Licenciada Rosa Elena Calderón Aya­
la en esta ciudad con fecha trece de junio de 
1967, tengo facultades suficientes para represen­
tar a mi mandante en todos aquellos asuntos de 
su interés; en consecuencia, con la calidad que 
acredito actúo en el presente Recurso de Amparo. 
2. Con fecha 27 de abr:i.I de 1977, me presenté ante 
el Ministerio de Finanzas Públicas exponiendo que 
el Estado de Guatemala, había expropiado bienes 
de propiedad particular, cuya obligación de pago, 
en virtud de que mi señora madre había sido de­
clarada heredera de la persona expropiada, le co­
rrespondía como indemnización y cuya obligaci,ón 
fue asumida por el Estado de Guatemala, en es­
crituras públicas cuyas copias legalizadas fueron 
acompañadas al expediente; pero que no obstante 
las distintas gestiones ante diferentes épocas y go­
biernos, no ha sido posible que el Estado cumpla 
con indemnizar a los herederos de la persona ex­
propiada, mas sí le fue fijada por el Gobierno en 
el año de 1961. una pensión a cuenta de la indem­
nización .. que le corresponde. ~- El expediente ini­
ciado por mí en la calidad ya mencionada, sufrió 

el trámite respectivo, pidiéndose todos los antece­
dentes a las distintas dependencias ofici,ales, emi­
tió dictamen a la Asesoría Jurídica del Ministerio 
aludido y al correrle audiencia al Ministerio Pú­
olico, tal institución preyja audiencia al Ministe­
rio de Relaciones Exteriores, la evac11ó desde el 
mes de Julio del año pasado. 4. Pero resulta se­
ñores Magistrados, que desde el día primero de 
agosto de 1978 el expediente fue devuelto al Mi­
nisterio de Finanzas por el Ministerio Público, no 
quedando en con,secuencia otro trámi1te por hacer 
sino dictar Ja resolución que corresponde. Pero a pe­
sar de mis reiteradas gestiones verbales, así co­
mo de solicitudes por escrito, tal resolución no se 
ha producido, por lo que habiendo transcurrido un 
tiempo más que prudencial o sean más de ocho 
meses desde que el expediente regresó al Minis­
terio de· Finanzas, sin que se resuelva el fondo de 
la pretensión, procede el Amparo para el solo he­
cho de fijar término a Autoridad Administrativa 
para que resuelva lo procedente". Agregó que ba­
saba el recurso en la documentación que se en­
cuentra en el ·expediente substanciaao ante el Mi­
nisterio de Finanzas Públicas en donde consta ade­
más el trámite sufrido, especialmente lo relativo 
a q11e desde la fecha ya j¡ndicada se encuentra en 
estado de resolver .sin que se produzca tal reso­
lución. Citó las normas Constitucionales que esti­
mó violadas, entre ellas el artícu10 32 de aa Cons­
titución de la República. Luego de cumplir con 
otros requisitos pidió que se le diera trámite al 
Recurso de Amparo y quP. finalmente se declara­
ra procedente el mismo fijandó un térrrrino final 
al Ministerio de Finanzas Públicas para que re­
solviera el fondo de la petición. El veintiocho de 
mayo fue admitido por el Tribunal el recurso de 
mérito pidiendo los antecedentes al Ministerio de 
Finanzas Públicas; luego se dio audiencia a la re­
currente, al Ministerio Público y al Jefe de la 
Contraloría de Cuentas. La recurrente al evacuar 
la audiencia pidió que se fijara al Mini¡;;terio de 
Finanzas Públicas término para que se pronun­
ciara; eJ Ministerio Público se inclinó por la im­
procedencia del recurso por las razones que expo­
ne en su memorial; se le relevó de prueba el jui­
cio debiéndose resolver lo que c-orresponde. 

CONSIDERANDO: 

Esta Cámara, después de verificado el estudio 
de los antecedentes que dan sustento al Recurso 
de Amparo concluye en su improcedencia por las 
siguientes rawnes: a) Porque no consta en el ex-
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pediente que a partir de la fecha en que el Pro­
curador General de la Nación y Jefe del Ministe­
rio Público dio su aprobación al dictamen de! vein­
tiuno de Febrero del año pasado. haya habido 
nueva gestión por parte de los interesados en la 
resolución de su solicitud. lo que se estima ne­
cesario, pues el impulso procesal en esta clase 
de expedientes no es obligatorio; y b) Porque no 
consta en el expediente la fecha de recepción por 
parte del Ministerio de Finanzas del dictamen an­
terior, que sirva de base para concluir en que tal 
Min1sterio ha mantenido silencio o no, en cuanto 
a la solicitud que oportunamente fuera planteada 
por la recurrente en. el Ministerio de Finanzas_ En 
otras palabras no existe una fecha que se pueda 
tomar como base de la que pueda deducirse que 
el proceso administrativo ha concluido_ 

LEYES CITADAS: 

Artículos 44, 62, 226, 240, 246 de la Constitución 
de la República; 1, 14, 19, 65, 74 de la Ley de Am­
paro, Hábeas Corpus y Constitucionalidad; 1, 27, 
párrafo B), 32, 38, 157, 158, 159, 163 de la Ley del 
Organismo Judicial; 

POR TANTO, 

LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, CAMARA 
PENAL CONSTITUIDA EN TRIBUNAL DE AM­
PARO, DECLARA: Improcedente el Recurso de 
Amparo interpuesto por la señola Zoila Holanda 
Rodríguez Barillas de Revolorio en representación 
de la señora Víctorina Elvira Baríllas Santamaría 
viuda de Steffen, contra el Ministro de Finanzas 
Públicas. Notifíquese y compúlsese la copi,a res­
pectiva a la Secretaría de este Tribunal para los 
efectos jurisprudenciales. 

(Fs.).-C. E. Ovando B. - A. E. Mazariegos G. 
Juan José Rodas. J. Felipe Dardón G. 
- R. Rodríguez R. - Ante mí: M. Alvarez Lobos. 

AMPARO 
Interpuesto por "Industrias Acrílicas de Guatemala, 

Sociedad Anónima" contra el Ministro de Traba­
jo y Previsión Social. 

DOCTRINA: No es procedente el Recurso de Am­
paro en aquellOS! asuntos administrativos, cuan­
do existan recursos judiciales que permítan di­
~uclidar adecuadamente el asunto, mediante el 
principio del debido proceso. 

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, CAMARA PE­
NAL CONSTITUIDA EN TRIBUNAL DE AMPA­
RO: Guatemala, doce de Julio de mil novecientos 
setenta y nueve. 

Se tiene a la vista para dictar sentencia el Re­
curso de Amparo planteado por KEIJI FURUTA­
NI TAMAl, en representación de "INDUSTRIAS 
ACRILICAS DE CENTRO AMERICA, SOCIEDAD 
ANONIMA" (ACRICASA), bajo la dirección del 
Abogado PABLO EMILIO VALLE DE LA PE:&A; 

de acuerdo a las constancias de autos los datos de 
identificación personal del recurrente son !los si­
guientes: de cuarenta y un años de edad, casado, 
Ejecuth-o. de nacionalidad japonesa, con domici­
lio en el departamento de Guatemala y con vecin­
dad en este municipio. señaló para recibir notifi­
caciones la oficina del profesional que lo dirige; y 
del estudio que se hace de los autos, 

RESULTA: 

El veintisiete de juruo del corriente año compa­
reció ante este Tribunal, el representante legal de 
"INDUSTRIAS ACRILICAS DE CENTRO AME­

RICA, SOCIEDAD ANOl'I"'IMA" (ACRICASA), inter­
poniendo Recurso de Amparo contra el Ministro 
de Trabajo y Previsión Social, manifestando que 
de acuerdo al Artículo 80 de la Constitución de la 
República, ''toda persona tiene derecho a pedir am­
paro en los casos siguientes: lo. Para que se le 
mantega o restituya en el goce de los derechos y 
garantías constitucionales. 2o. Para que se decla­
re en casos concretos, que una resolución o un acto 
de autoridad no obliga al recurrente, por contra­
venir o restringir cualquiera de los derechos ga­
rantizados por _la Constitución ... " dice además el 
recurrente: "En materia administrativa, procede 
el amparo cuando, ilegalmente o por abuso de 
poder, la autoridad dicte resolución o medida que 
cause agravio o se tenga justo temor de sufrirlo, 
o se exijan al peticionario requisitos n.o razonables, 
siempre que contra el acto impugnado no haya 
recurso administrativo con efecto suspensivo o que 
el agravio no sea reparable por otro medio legal 
de defensa ... ", manifiesta además el recurrente: 
"En ningún caso puede el señor Ministro de Tra­
bajo y Previsión Social hacer una consideración 
que por su apreciación al hacer aplicación de prin­
cipios que no deben ni pueden tener asidero legal, 
resulta totalmente incompatible en la institución''; 
el recurrente en el memorial introductivo del re­
curso invoca a su favor y como fundamento de 
la acción intentada, que la actitud del señor Mi­
nistro de Trabajo y Previsión Social, la ha puesto 
en una situación de absoluta "indefensión proce­
sal" por su notorio abuso de poder, lo cual es con­
trario a lo dispuesto en ei artículo 53 de la Cons­
t;,tución de la República. Menciona además los ar­
tículos 53 y 55 del Código de Trabajo formulando 
·una serie de argumentaciones jurídicas para fun­
damentar su pretensión; solicitando al final que se 
declare PROCEDENTE el recurso planteado. De 
acuerdo a los "hechos" que expone en el memo­
rial que contiene el recurso, después de una serie 
de trámites en las dependencias del Ministerio de 
Trabajo correspondiente, se concluye que el recu­
rrente considera que el titular de dicho ministerio 
al declarar con lugar un recurso de reposición in­
terpuesto contra la resolución 2544, por medio de 
la resolución número 2998, lo coloca en situación 
de "INDEFENSION procesal", pues todo se ori­
ginó en un expediente iniciado por el SINDICA­
TO DE INDUSTRIAS ACRILICAS DE CENTRO 
AMERICA, el día dos de febrero de mil novecien­
tos setenta y ocho, para lograr la aprobación de 
un pacto colectivo de condiciones de trabajo; "co­
metiendo la autoridad recurrida abuso de poder''. 
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RESl:LTA: 

Que la acm.rd del funcionan o recur~;dJ que. ~s 
impugnaad mediante el amparo, esta. contem~a 
en la resolució11 ministerial de fecha Siete de JU­
nio de mil novecientos setenta y nueve por medio 
de la cual después de hacer consideraci.ones de de­
recho que estimó pertinentes, resolviendo: "Con 
lugar el recurso de reposici~n interpuesto. . . No­
tifíquese y pase a la Inspeccwn General de Traba­
jo, para que proceda a notificar a l~ Empresa ~ 
mérito la denuncia del pacto colectivo de condi­
ciones de trabajo". 

RESULTA: 

El veintisiete de junio del corriente año, esta 
Cámara constituida en Tribun,al de Amparo, acep­
tó el recurso para su trámite, se reconoció la per­
sonería con que actuó el recurrente, se solicita­
ron los antecedentes al Ministerio recurrente, den­
tro del perentorio término de cuarenta y ocho 
horas, los que fueron recibidos dentro del término 
correspondiente; se tuvo además. como Abogado 
D.i¡rector del recurrente al profesional q~e. lo au­
xilió en el memorial inicial. El dos de JuliO tam· 
bién del corriente se ordenó dar vista de los an­
tecedentes enviados: a) Al recurrente con la ca­
lidad con que actuó dentro del presente proces? 
de amparo· b) Al Ministerio Público; e) Al Sindi­
cato de Thabajadores de la Empresa "Industrias 
Acrílicas de Centro América, Sociedad Anónima"; 
d) A Zoila Isabel Oliva Pineda; e) A Elsa Solís de 
único apellido; y f) A Jorge Alberto Peña Mora­
les. Transcurrido el término de ley, hizo uso de la 
audiencia la entidad recurrente; la que presentó 
un extenso memorial reiterando sus argumentos 
contenidos en el memorial inicial, acompañando 
unos documentos, solicitando se tuviera por eva­
cuada la audiencia conferida y finalmente solicitan­
do que el recurso de amparo presentado fuera 
declarado con lugar; también hizo uso de la au­
diencia el Ministerio Público. No está demás hacer 
constar que en uso de la facultad discrecional de 
que están investidos los Tribunales de Amparo, se 
relevó de prueba a las partes en el presente ~sun· 
to; en tal concepto es el caso de hacer las estima­
ci,ones jurídicas correspondientes; y, 

CONSIDERANDO: 

I 

De conformidad con la doctrina más generalmen­
te aceptada el Recurso de Amparo, es un juicio 
destinado a impugnar los ·actos de autoridad. viO­
la torios de las garantías individuales y sociales, 
y demás preceptos que constituyen derechos y que 
se encuentran contenidos en la Constitución de la 
República y leyes complementarias; y por otra 
parte en su aspecto meramente teleológic? . ~:!ene 
objetivo esencial, mantener el respeto. y positlvidad 
de nuestro régimen de legalidad, mediante la exac­
ta aplicación del derecho. 

Keiji Furutani Tamai en su carácter de repre­
sentante legal de la entidad comercial de INDUS­
TRIAS ACRILICAS DE CENTRO AMERICA, SO­
CIEDAD ANONIMA (ACRICASA), hizo valer su 
pretensión ·mediante el Recurso de Amparo, inter­
poniéndolo contra el Ministro de Trabajo y Pre-

,.Elvli. Srxial; principa1T.ente con 1~ argur.1er.to.s 
que "- cvntinuación se analizan: l. BASE FACfl· 
CA DEL RECURRENTE: La situación que moti­
vó la interposición del Recurso de Amparo que 
hoy se estudia es la resolución ministerial de fe­
cha siete de junio del corriente año, la que lleva 
el número dos mil novecientos noventa y ocho y 
que en parte considerativa y resolutiva, te~~al­
mente dice: "CONSIDERANDO: Que el Cód1go 
de Trabajo tiene como fin,alidad fundamental; tu­
telar Jos derecl:los del trabajador, que comprende 
prestaciones mínimas de garantías sociales llama­
das a desarrollarse en forma dinámica, mediante 
la contratación individual o colectiva; CONSIDE­
RANDO: Que si bien es cierto que los ponentes 
del recurso mencionado (se refieren a una repo­
sición interpuesta por los representantes de los 
trabajadores), erróneamente citaron el artículo cin­
cuenta y cinco en lugar del artículo c:i.ncuenta y 
tres del Código de Trabajo y además no firmaron 
la parte final de !a hoja que contiene el recurso 
indicado, también lo es que el Código de Trabajo 
es antiformalista y no estipula que se deban seña­
lar los artículos en las peticione.s, y que cada 
una de las hojas que contienen el mencionado. re­
curso vienen calzadas con las fi,rmas de los rmem­
bros del comité ejecutivo; CONSil:>ERANDO: Que 
para la interpretación de la legislación laboral vi­
gente, el articulo diecisiete del Código de Trabajo 
establece, que se debe tomar en cuenta funda­
mentalmente, el interés de los trabajadores en ar­
monía con la conveniencia social; y el Ministerio 
de Trabajo y Previs~ón Social ha sostenido el cri­
terio que, para determinar los derechos de los 
trabajadores, debe hacerse aplicación efectiva de 
la norma más favorable para el trabajador. POR 
TANTO: Este Min~sterio, al resolver DECLARA: 
con lugar el recurso de reposición interpuesto por 
los miembros del comité ejecutivo del Sindicato 
de Trabajadores. . . contra la resolución número 
dos mil quinientos cuarenta y cuatro. . . la cual 
por este acto se deja sin efecto. Notifíquese y pa­
se a la Inspección de Trabajo para que proceda 
a notificar a la empresa de mérito la denuncia del 
pacto colectivo de condiciones de trabajo". 

Del estudio de Jos antecedentes enviados por el 
Ministerio de Trabajo se establece que la reso­
lución que quedó sin efecto al ser declarado con 
lugar el recurso de reposición es la que decía 
"HAGASE DEL CONOCIMIENTO DE LOS PRE­
SENTADOS (se refiere a los trabajadores) QUE 
NO HA LUGAR A LO SOLICITADO, toda vez 
que el pacto colectivo de condiciones de trabajo 
que los une a la empresa ... , NO ES UN PACTO DE 
INDUSTRIA, DE ACTIVIDAD ECONOMICA O DE 
REGION determinada a que se refieren los artícu­
los cincuenta y cuatro, cincuenta y cinco y cin­
cuenta y seis del citado cuerpo de leyes"; es decir, 
que esta última es la que quedó sin efecto, ~r 
medio de la que hoy es impugnada mediante Re­
curso de Amparo, y que fue la resolución mipis­
terial que declarb con lugar un recurso de REPO­
SICÍON de donde se deduce que su naturaleza ju­
rídica es la de una resolución EMINENTEMENTE 
ADMINISTRATIVA: 

II. RESUMEN DE LA BASE JURIDICA DEL 
REiCURRENTE: El interponen te del recurso lo 
hace a nombre de una entidad comercial que ya 
fue indentificada anteriormente, fundamenta la ac­
ción intentada en la doctrina del artículo ochenta 
de la Constitución de la República, que estipula 
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cuáles son los casos en que toda persona tiene de­
recho a pedir amparo; princip<:lmente pé'ra que 
se declare que una disposición o acto de autor:­
dad no le es aplicable por contravenir claros pre­
ceptos constitucionales o en otras leyes siempre 
que contengan derechos protegibles por el ordena­
miento jur1dico, y en que en lo adrninistratiyo es 
procedente el amparo cuando la autoridad ILE­
GALMENTE o con ABUSO DE PODER. dicte re­
glamento, resolución, o medida que cause agra­
vio se tenga justo temor de sufrirlo ... ~.iemprc 
que contra el acto impugnado no haya recurso ad­
ministrativo con efectos· suspensivos, o el agravio 
no sea reparable por otro medio legal de defensa. 
!Ildicó además el recurrente que al proceder el 
Ministerio con Uegalidad y abuso de poder lo colo­
caba en situación de indefensión. 

n 
Siendo la resolución impugnada de naturaleza 

jurídica estrictamente administrativa como quedó 
evidenciado en las consideraciones anteriores, des­
pués del análisis y estudio de la controversia plan­
teada; este Tribunal de Amparo es del criterio que 
el camino jurídico para impugnarla en todo caso 
seria el RECURSO CONTENCIOSO-ADMINISTRA­
TIVO; pues es conveniente analizar lo que aJ res 
pecto dispone la doctrina de los artículos DOS­
CIENTOS SETENTA Y CUATRO Y DOSCIENTOS 
SETENTA Y CINCO del Código de Trabajo que 
en esencia dice: el primero · que el Ministerio de 
Trabajo y Previsión Social tiene a su cargo la di­
rección, estudio y despaclio. . . y aplicación de to­
das las disposiciones legales referentes a esta ma-
teria ... que no sean competencia de los Tribuna-
les ... ; y el segundo: en consecuencia, las RESO-
LUCIONES QUE EL MINISTERIO DE TRABA 
JO Y PREVISION SOCIAL O SUS DEPENDEN­
CIAS DICTEN SOLO PUEDEN SER IMPUGNA­
DOS. . . por medio de los recursos de revocatoria 
y de reposición. . Transcurri~os ocho días sin que 
el Ministerio haya proferido su resolución se ten­
drá por agotada Ja vía gubernativa y por resuel­
tos desfavorablemente los recursos de revocatoria 
o de reposición según el caso. El artículo noveno 
de la Ley de lo Contencioso-Administrativo dice: 
"LA PERSONA QUE SE CREA PERJUDICADA 
POR UNA RESOLUCION ADMINISTRATIVA, ten­
drá derecho para hacer su reclamo ante el tribu­
nal competente, por medio del recurso CONTEN­
CIOSO-ADMINISTRATIVO" y al respecto cabe 
agregarle que la doctrina del artículo DOSCIEN­
TOS CINCUENTA Y CINCO, de la Constitución de 
la República en su parte conducente dice: ''El 
Tribunal de lo Contencioso-Administrativo tiene 
atribuciones para conocer en casos de contienda 
originada por actos o resoluciones de la adminis­
tración pública. . . cuando proceda en el ejercicio. 
de sus facultades regladas (en el caso de estudio 
las facultades del Ministerio de Trabajo, están re­
gladas por los artículos del Código de Trabajo que 
ya fueron parafraseados). Al respecto, ha sido rei­
terado critei-io sostenido por este Tribunal privativo 
de Amparo, que no podrá ser analizado mediante 
el proceso que origina el Recurso de Amparo, to­
do aquel asunto o controversia jurídica, que tu­
vieren establecidos en la ley procedimientos o re­
cursos, por cuyo medio puedan sustanciarse ade­
cuadamente mediante el principio del debido pro­
ceso, En tal eoncepto debe resolverse lo proce­
den,te. 

LEYES APLICABLES: 

.-\rtículos 80. 82. 83. 246 y 255 de la Constitución 
de la República; 7o. inciso 2o., 17, 19, 22, 24, 29, 
3L 33. 3-t 35. 61. 67. 70. 73. 74 del Decreto número 
8 de la Asamblea X~cíonal Constituyente, 6o. 7o., 
9o.. 10. 12. 15. 20. 50. 51 del Decreto Gubernativo 
1881 que contiene la Ley de lo Contencioso-Admi­
nistrativo; 4o .• 7o .. 9o .. 19. 26, 27. 32. 38 inciso 14, 
157, 159, 160, 162, 163. 169. del Decreto Legislativo 
1762; 45, 66, 67, 70, 512, 574, 579, 58() del Decreto 
Ley 107; 74. y 75 del Código de Trabajo; 

POR TANTO, 

La Corte Suprema de Justicia, Cámara Penal 
constituida en Tribunal de Amparo, al resolver. 
declara: l. SIN LUGAR el Recurso de Amparo 
planteado por Keiji Furutani Tamai en su carác­
ter de representan,te legal de Industrias Acrílicas 
de Centro: América, Sociedad Anónima (ACRICA­
SA), contra el Ministro de Trabajo y Previsión 
Social por haber emitido la resolución adminis­
trativa número dos mil noveci~tos noventa y 
ocho; II. Por notoriamente improcedente se con­
dena al recurrente a las costas del recurso inter­
puesto y al Abogado auxiliante y director Licen­
ciado Pablo Emilio Valle de la Peña, a cincuenta 
quetzales de multa; III. Devuélvase el expedien­
te administrativo que en su calidad de anteceden­
tes a requirimiento de este Tribunal de Amparo, 
fuera enviado por el Ministerio de Trabajo y Pre­
visión Social; IV Notifíquese, si fuere procedente 
repóngase el papel suplido al sello de ley, com­
púl.Sese certificación pata por Keiji Furutani 
Tamai c/Ministro de Trabajo y Prev. Soc. Los 
efectos jurisprudenciales y procesales y archívese. 

(Fs.).-C, E. Ovando B. - A. E. Mazariegos G. 
- Juan José RodaS!. - J. Felipe Dardón. - R. 
Rodríguez R. - Ante mí: M. Alvarez Lobos. 

AMPARO 
Apelación de amparo interpuesto por José Gonza­

lo Santos, contra la Empresa Portuaria Nacional 
Santo Tomás de Castilla. 

DOCTRINA: Es improcedente el Recurso de Am­
paro cuando del asunto sujeto a estudio se con­
ciJiye en que no se ha conculcado ningún precep­
to constitucional. 

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, CAMARA PE­
NAL CONSTITUIDA EN TRffiUNAL DE AMPA­
RO: Guatemala, veinticuatro de Julio de mil no­
vecientos setenta y nueve. 

Por recurso de apelación y con sus anteceden­
tes, se examina la sentencia dictada por la Sala 
Sexta de la Corte de Apelaciones, el ocho de jun~o 
del presente año, en el Recurso de Amparo que 
fuera interpuesto por José Gonzalo Santos Santos, 
contra la Empresa Portuaria NacionaJ Santo To­
más de Castilla. 
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A.'\TECEDE:"TES • 

IJ C.:m fecha cinco de abril del año en curso. 
JOSE GO~ZALO SA;...,.TOS SANTOS, interpuso an­
te la Sala Sexta de la Corte de Apelaciones. Re­
curso de Amparo contra la Empresa Portuaria Na­
cional Santo Tomás de Castilla exponiendo: que 
acreditaba con la documentación a la que se re­
fiere en el memorial respectivo, que era propie­
tario de la -Empresa "Transportes Marítimos Via­
jera", registrada en rentas internas, con su pa­
tente de comercio e inscrita en el régimen de Se­
guridad Social; que desde el mes de Julio de mi\ 
novecientos setenta y tres, su empresa de trans­
portes marítimos se encuentra debidamente fun­
cionando, cumpliendo con todos Jos requisitos que 
las leyes le imponen; que sus servicios consisten 
en llevar y traer marinos (tripulantes) de los bar­
cos que se encuentran en la Bahía de Amatique, 
trasladar personal de las agencias navieras a vi­
sitas oficiales de dichos buques y servicios, y ser­
vicios a las agencias navieras en la atención de 
los buques que las mismas atienden cuando se en­
cuentran en la bahía, mencionando entre otras, la 
Flota Mercante, Gran Centroamericana, Sociedad 
Anónima; Comercial Marítima Sociedad Anónima; 
Terminales Portuarias Francisco Chang Sosa, Com­
pañía Comercial Transmares, Sociedad Anónima. 
Que con fecha veintidós de marzo del año en curso, 
tres de las mencionaqas compañías le notificaron 
que por orden de la División Fresco, de la Em­
presa Portuaria Nacional Santo Tomás de Casti­
lla, que los servicios que les prestaba no deberían 
ser utilizados ya que los mismos serían prestados 
obligatoriamente por la empresa recurrida por me­
dio de Jas lanchas de su propiedad "Río Escondi­
do" y "La Graciosa". Que esto significa que la 
Empresa mencionada por medio de la división 
Fresco está prohibiendo a sus usuarios que utili­
cen sus servicios y que por el contrario, deben uti­
lizar obligatoriamente los que la misma presta­
enmarcando su actuación dentro de una competen­
cia deseable e impositiva con la que se pretende 
desplazarlo juntamente con sus trabajadores; que 
la actitud competitiva impositiva de la Empresa 
Portuaria Nacional Santo Tomás de Castilla, es in­
constitucional y acatarlas significa irrespeto a las 
normas constitucionales que nos rigen, debiendo 
Jas autoridades hacer porque se cumpla con tales 
mandatos y leyes que garantizan libertades con· 
sagradas en el sistema democrático. Citó sus fun­
damentos de derechos transcribiendo normas cons­
titucionales que según él han sido conculcadas con 
el proceder de la Empresa contra la que se ende­
reza el recurso, ofreció sus pruebas y luego de 
hacer su petición de trámite, pidió que al resol­
ver el recurso se declarara procedente y que se de 
jara en suspenso el acto prohibitivo de utilizar las 
unidades naves marítimas de su empresa, ema­
nado de dicha Empresa Portuaria y que por lo 
consiguiente, · se · restablezcan sus derechos consti­
tucionales violados por dicha empresa y se le per­
mita trabajar libremente. Acompañó la documen­
tación que estimó pertinente entre ellas las circu­
lares 005 y 002 de la Empresa Portuaria. II) La 
Sala ante quien se acudió amparo, le dio al re­
curso el trámite de ley, pidiendo los antecedentes 
o informe circunstanciado; y se dio intervención 
al Ministerio Público. Evacuaron esta institución 
para que se le tuviera presente en la substancia­
ción y el interventor de la Empresa rindió ínfor-

rr:e G!·c·.:r..o·anciado. Y posteriormente el recurren­
te, al usar de la audiencia que le fuera señalada 
expuso lr>s IT'Otivos que dan sustento a su recurso 
pidiemo que se abriera a prueba. El representan­
te del ~Iinisterio Público acompañó unas declara­
ciones testimoniales recibidas en su despacho al 
que califica de Tribunal. y pide que se declare con 
lugar el recurso; el juicio se abrió a prueba, y en 
regolución posterior el Tribunal en mención expre­
só que la documentación presentada en, su oportu­
nidad, se tendrá como prueba con citación con­
traria. Concluido el período de prueba, se dio au­
diencia a los sujetos- procesales habiendo pedido 
cada uno lo que estimaron pertinente. Se seña­
ló día para la vista, y con fecha ocho de junio 
del año en curso, se dictó sentencia, declarando 
improcedente el Recurso de Amparo lo que moti­
vó que el recurrente introdujera el recurso de ape­
lación contra tal sentencia, del que hoy se cono­
ce, y decide por haber transcurrido el día para la 
vista en esta instancia. 

CONSIDERANDO: 

En el planteamiento, substanciación y decisión 
del recurso que se ve y cuya sentericiá se exami­
na en apelación, debe estimarse que la Sala Sexta 
de la Corte de Apelaciones, con fecha diecisiete 
de mayo del año en curso, resolvió que la docu­
mentación incorporada al expediente "se tendrá" 
como prueba, pero no consta que con pósterioridad 
"se haya tenido" con ese carácter. Dentro de la 
semántica se concluye en que la oración "se ten­
drá" tiene una significación distinta a la que pre­
tendió darle el TribunaJ, pues en lo que a la prueba 
documental se refiere, no quedó legalmente in­
corpOrada · al proceso, sino en una expectativa o 
en una posibiJidad. No obstante esta circunstancia, 
tomando en cuenta la naturaleza tan especial de 
este recurso, la interpretación extensiva que está 
investido, así como el aspecto inquisitivo del que 
se le dota por disposición legal, se estima que la 
Sala cuya sentencia se examina, actuó dentro de 
la ley al conocer el mencionado recurso y, con­
cluir en su improcedencia, pues es indudable que 
de los documentos que fueron acompañados al me­
morial introductivo del recurso, no puede arribar­
se a otra conclusión. En efecto, al hacer un estu­
dio de las circulares, 005 de fecha veinte de Di­
ciembre del año pasado, y 002 de fecha diecisiete 
de Marzo del año en curso, se concluye en que 
con las mismas, la Empresa Portuaria Nacional 
Santo Tomás de Castilla, no conculca en nada de­
rechos constitucionales relativos al recurrente, por 
los motivos y análisis que verifica la Sala, y que 
se hace innecesario repetir; en todo caso debe te­
nerse presente que si la empresa contra la que . se 
recurre, puso en el tráfico marítimo las unidades 
• 'Río Escondido" y "La Graciosa", fue con los 
tines que expone en el informe circunstanciado 
que se rindiera, lo cual se estima aceptable y des­
de luego en tal proceder se ajustó a sus. principios 
orgánicos contenidos en el Decreto Ley Número· 63, 
del Jefe de Gobierno de la República, En esencia, 
el recurrente no se le está vedando en ningún mo­
mento eJ desarrollo de sus actividades de tráfico 
y, consecuentemente, no se está violando ningún 
precepto constitucional y ley que posibilite la pro­
cedencia del amparo, de manera que en tales cir­
cunstancias debe conftrmarse la decisión de la Sa­
la Sexta de la Corte de Apelaciones con respecto 
al mismo. 
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.:\i-ticJ.l~-.s: "1-i. tS3. 62 :J. t.~=~. \_.::!. 2 ~. (;~ .:.-~ _ ~ ... -:. 
a~C· la Cunst:t:.;~_.Jr. de :a Rc:ol:loi::~, - :il · .,, "' 
52. 53. 5-!. 55, :~ i:-- ~a L<-~ d¿- A::-.i)~~ ~, ..:-:~::·~~5 '- ::'-
l~ \o~~r¡~j:·i~/t~¡T: j{.;~: f :§rg;~::o1;~,' J~~l e~~; 

POR T.-\.:\TG. 

LA CORTE SCFREJIA DE JUSTICL.\. CA:\IARA 
PENAL CONSTITUIDA EN TRIBL'"NAL DE AJJ 
PARO, al resolver DECLARA: Sin lugar el Recur­
so de Apelación y como consecuencia confirma la 
sentencia apelada. Notifíquese, con certificación de 
lo resuelto devuélvanse los autos a donde corres­
ponde y compúlsese la copia de ley para los efec­
tos jurisprudenciales. 

(Fs.).-C. E. Ovando B. - A. E. Mazariegos G. 
- Juan José Rodas. - J. Felipe Dardón G. R. 
Rodríguez R. - Ante nú: M. Alvarez Lobos. 

AMPARO 
Interpuesto por RAFAEL ANGEL BOLAÑOS ES· 

CO.BAR, contra la "CORPORACION MUNICIPAL 
DE LA CABECERA DEPARTAMENTAL DE 
GUATEMALA". 

DOCTRINA: Es improcedente el Recurso de Ampa­
ro en asuntos del orden administrativo, si el agra­
viado no hace valer los recursos ordinarios ad­
ministrativos o del orden jurisdiccional que fue·· 
ren viables. 

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, CAMARA PE­
NAL CONSTITUIDA EN TRIBUNAL DE AMPA­
RO: Guatemala, treinta y uno de julio de mil nove­
cientos setenta y nueve. 

En apelación se examina la sentencia dictada 
por la Sala Primera de la Corte de Apelaciones 
constituida en Tribunal de Amparo la que resol­
vió en primer grado el Recurso de Amparo inter­
puesto por RAFAEL ANGEL BOLAÑOS ESCOBAR, 
contra la "CORPORACION MUNICIPAL DE LA 
CABECERA DEPARTAMENTAL DE GUATEMA­
LA". de acuerdo con las constancias de autos el 
recurrente es de ~os siguientes datos de identifi­
cación personal: de treinta y nueve años de edad, 
casado, guatemalteco, Ingeniero Civil, con domi­
cilio en el departamento de Guatemala y con ve­
cindad en este municipi,o; en el presente caso ac­
tuó bajo la dirección y procuración del Abogado 
Jorge Rafael Urrea Lorenzini, señalando para re­
cibir notificaciones la oficina del profesional ante­
riormente mencionado; y del estudio que se hace 
de las constancias procesales, 

RESULTA: 

El ocho de julio de mil novecientos setenta y 
nueve se presentó la primera de las personas ci­
tadas, por medio de memorial dirigido a la Sala 
Primera de la Corte de Apelaciones constituida en 

T ... ·~:: .... ~:.:¡l ~e A~::¡:::~- ~·~ ~·;:::-· _-: .d~) cerno aspectos 
;::c.~ El:,: ::·:c.::t<c~ c:·c ~ :·-::;·,;:.~~.:on los siguientes: 
- (_¿ ~¿g.;:: a::"' ~ _-;· ::: ', ~;,_¡;;,-;: ;ui6i1 setenta y 
::.~:::· .:;~ =~-:::~ é.:~c-'.:e:c- .::_¿ abril dt>l año pasado, 
:¿.;t: :-:.;-. ::ec¿ .;;-_e_ :::ce.::: "'- it:I C nse-j.J Electoral. 
:e : . .;e c.:::.;:::;:::. e: e¿:,;: ie Cc-::.~-=i.;: Octavo de 
~a C·J:-p·:rac~,:::.:-. ~.!-_:;-¿~.::pe: :::: u_:2.:--2~-:~2;;:2:. habie¡:do 
~:·=~· .:itcla:-é.éC< lcg:::~:::..a.rr:.r::1:c e:¿(:::·- ;:·&..:.a dest:n:­
¡..-..;ñ.s.: el carg(, ·ie c>~:-i·:;:·:-:.iCc.: e::--+ ~.:: 1=:~+ ;¡u e to­
mó f>:Jsesiór: de~ ~:::sn1 1J tl q·.;.:::.:-c :-.- :...:.:-._: .:.el afH.~ 
pasE<.do. lo que ccnsra ¿,::_-cGn1t2:-1:3~::-.~:::z a. f._,l:>~ 

cir:co al diez dEl res_¡:"'cti\·o exp,;d:e:::c: :2 Se,;~~ 
el recurrentfr: "el diEciocho de agcstü de :~"l r,o­
vecientos setenta y ocho, el señor~ FL\ \-I0 BOL\ 
ÑOS se presentó por escrito al Alcalde :\lc<n;cipal 
'denunciando' serie de actGs que se_ reducen a 
afirmar que en mi caso concurre la prohibición 
contenida en el artrculo 36 inciso f¡ del Código 
Municipal que me impide ejercitar el cargo para 
el que fui electo" sigue manifestando el interpo­
nente del recurso, que a su juicio dicho señor en 
forma completamente ambigua en el memorial de 
mérito solicitó: "Se sirva tener presentado este 
memorial, que elevo a su consideración en mi ca­
lidad de ciudadano y de vecino de esta capital, 
con base en el derecho de petición y además en la 
garantía de denuncia a que se refiere el artículo 
65 de la Constitución y dar a este escrito el trá­
mite que corresponde": 3) expone el presentado 
que el señoF Alcalde dictó lo que llama "primera 
resolución·'. mandando a ratificarlo, previo a dar­
le el trámite correspondiente, denuncia que fue 
ratificada el día veintiuno de agosto del año re­
tropróximo, habiendo resuelto el Alcalde Municipal 
concederme audiencia por dos días. para ello se 
basó en el contenido de Jos artículos 53 de la Cons­
titución de la República y 149 y 154 de la Ley del­
Organismo Judicial; indica el recurrente: "se pre­
tendió notificarme, a las diecinueve horas con trein­
ta minutos del veint~uno de agosto pasado (folio 
doce). Mi actitud ante tan insólita actuación fue 
de ignorarla, ya que ninguna competencia tiene 
un Alcalde para conocer 'denuncias' como la 
que motiva u origina el expediente; tales funcio­
narios no ejercen jurisdicción sobre los Conceja­
les: no existe procedimiento al que pueda acoger­
se válidamente, y la analogía que pretendía apli­
car con relación a los INCIDENTES que contem­
la Ley del Organismo JudiciaJ es ilógica, ab­
surda. ya que para ello es necesario la existencia 
como presupuesto, de algo que se denomina o 
constituye el negocio principaL Legalmente los 
incidentes (salvo que Ja ley lo indique expresa­
mente) no existen por sí. sino con relación inme­
diata a un negocio principaL Artículos 149 al 156 
de la Ley del Organismo Judicial''. En su expo­
sición el presentado manifiesta que posteriormen 
te fue cursado el expediente que se había iniciado 
al Departamento Jurídico de la Municipalidad Capi­
talina que el mismo se encuentra: "desempeñan­
do ilegalmente el cargo de Concejal, por haber 
tomado posesión contra la prohibición expresa, con 
tenido en el inciso f) del artículo 36 del Código 
Municipal. y en consecuencia carecen de validez 
legal todas sus actuaciones como Concejal; b) Que 
dada la seriedad y gravedad de los hechos a que 
se refiere la denuncia relacionada, es procedente 
que se oiga a la Contralorla de Cuentas y <ill Mi­
nisterio Público. al respecto. para determinar las 
responsabilidades pertinentes: e) Que oportunamen­
te al haberse completado el expediente respectivo, 
se haga. del conocimiento del Honorable Concejo 
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el prese-r:t'? c~c·J. roo::-c?, ::s -:::E·:::< lE§:<'~E~ :}n<o:­
gui .. eE:~s"": .; _ ~L=:!::!ié::~ ::1 prEse:.~:::d:· e¿~~ _::·~_?o­
pues c:e cG:::p.:2:·3e l-::::·n 12s E-!:C~·r::E:r .. ·:;c:_::>:::r-:-~ '~f _: 

.-\ses ería Jurid:c a p:-ec~-:-al:a C!'! 5:n:e~· s. 12 (.:: ~:t:-~­
Ioria de- C-;..rentas üp::-¡6 q•Je el prese~-.:::2:_:.:· I>J ~x.::c:­
de ser Ccncejal ~e la ~·I1.1:-llc1palidc.d de G .:a-:-e~12 
la, por lo que su toma de psesi6n eO' nula y debe 
hacerse saber al Registro ElectoraL . . y re:nte­
grar las dietas cobradas. . . El Ministerio Públi­
co el veintisiete de septiembre del año pasado 
manifestó: "En consecuencia, es procedente a jui­
cio de este Ministerio, desaforar al señor Bolaños 
Escobar del cargo de Concejal Octavo que actual­
mente ocupa por la razón legal invocada, debién 
dose remitir las actuaciones al Registro Electoral 
para los efectos pertinentes (fundamento legal, ar­
tículos 35 y 43 de la Ley Electoral, folio veinti­
dós)"; 5) Según lo indica el recurrente el Alcalde 
Municipal de Guatemala, en providencia del vein­
tiocho de septiembre pasado declaró: "I) vacante 
el cargo de Concejal Octavo de la Corporación Mu­
nicipal de Guatemala, por ser nula e inexistente 
la toma de posesión del mismo por parte del In­
geniero Rafael Angel Bolaños Escobar, en virtud 
del impedimento contenido en el inciso f) Del ar­
tículo 36 del Código Municipal; l!) Que debe lle­
narse la vacante con el suplente respectivo .. .'' 
contra esa resolución se interpuso según indica 
el recurrente un recurso de revisión y la Alcal­
día dio cuenta al Concejo Municipal del mismo; 
en su oportunidad el Concejo resolvió: I. No en­
trar a conocer del recurso de revisión dejando a 
salvo los derechos del interponen te; y II. Remitü· 
el correspondiente expediente al Registro Electo­
ral, para los efectos pertinentes el Consejo Electo­
ral sin estar legalmente constituido, es decir, sin 
estar legalmente funcionando resolvió anular par­
te de lo actuado y lo remitió nuevamente; resolu­
ción que el Concejo l\Iunicipal. únicamente se li­
mi,tó a mandar que se pgregara a sus correspon­
dientes antecedentes; 

RESULTA: 

La resolución impugnada mediante Recurso de 
Amparo, es en síntesis la siguiente: "1) La Cor 
poración Municipal se declara competente para co­
nocer del presente asunto; 2) se declara con lu­
gar el recurso interpuesto, revocando la resolución 
del Alcalde de fecha veintiocho de septiembre de 
mil novecientos setenta y ocho; 3) declara que re­
conoce la existencia del impedimento o prohibi­
ción del inciso f) del artículo 36 del Código Muni­
cipal en cuanto al Ingeniero Rafael Angel Bola­
ños Escobar para ser Concejal, y en consecuencia 
debe separarse de este Concejo''; contra esa reso­
lución indica el recurrente que de inmediato in­
terpuso recurso de reconsideración y después de 
revocatoria; pero ambos fueron denegados, por el 
cuerpo colegiado, contra el cual recurre en am­
paro ante la Sala Primera de la Corte de Apela­
ciones constituida en Tribunal de Amparo; a con­
tinuación el recurrente hace una relación de las 
notificaciones, con el objeto de demostrar que a su 
juicio el mismo fue interpuesto en tiempo, de con­
formidad con la ley privativa especial; 

RESULTA: 

El fundamento jurídico invocado por el interpo­
nente del recurso en concreto puede resumirse en 
los términos siguientes: Que de conformidad con 

~ <2:3p·.:;-;to e~ el artículo ochenta de la Constitu­
~. ::: ,:.; a Re¡;0blka toda persona tiene derecho 
.:: .... =-..:~T' ~ .. .,_ ... ¡y=- ...... -~ ~"'1 11"\::: ,~rrp1p...,te~ cr:.~o~.· lo·, para 
q::r;~- :: -;~z~!e~g·a -~- :--~~!':~;:~ -en ~~1-g-:x:e. ·de lús 
·::E~~--=-=~~-~ q:.;E- l;:: Cc,r.stitució: e~teblece: ~o.) para 
.:t::-:- ::E- C.t>=~a~.; e!1 c~so5 c·Jncretos. qu::- una ley. 
.;:-. ~-c~:am7-I::·: o t::!a ::·esoh.::::O!: r:_; ac:o de autu!"i­
C:c:(! :1·~; ~-::bliga a1 !ECJrrer~te. por e::.rlt:-a~r~:--~~r- e ~e~­
tr-ngir c:1alesquiera ·=~ ~0s Cerec~tJ.s garF~::-::z?d03 
por la C"Jnstitución: E-n n1ateria ad::-.i~:st:a~:va. 
procederá el amparo. cuando ilegalmeme e• ;;.:::: 
abuso de poder }a autoridad dicte reg'arr::e!J:o. 
acuerdo. resolución, o medida que cause agrcxic. 
o que se tenga justo temor de sufrirlo: o se ex:­
jan al peticionario requisitos no razonables. sle¡c: 
pre que en contra del reglamento o acto impug­
nado, no haya recurso administrativo con efectos 
suspensivos o que el agravio no sea reparable por 
otro medio legal de defensa. Cita también el recu­
rrente lo dispuesto en el artículo ochenta y dos 
también de la Constitución; lo dispuesto en el ar­
tículo 83 que fundamentalmente se refiere a la in· 
terpretación extensiva que debe darse a la ley 
en los procesos de amparo; al artículo catorce 
inciso primero de nuestra Carta Magna; lo dis­
puesto en el artículo ci,ento siete de la Ley Elec­
toral y el cincuenta y tres de la Constitución, que 
consagra la doctrina de que nadie podrá ser con­
denado, sin haber sido antes citado, oído y ven­
cido en juicio tramitado con todas las formalida­
des de ley, o bien que nadie podrá ser afectado 
en sus derechos. si no se producen los presupues­
tos anteriormente enunciados; argumentando que 
la resolución del Concejo Municipal de Guatemala, 
d'.ctó una sin llenar ningún requisito legal, ilegal­
mente y con abuso de poder, razones por las cua­
les estima que el recurso por él planteado es ju­
rídicamente procedente; 

RESULTA: 

El once de junio de mil novecientos setenta y 
nueve, la Sala Primera de la Corte de Apelacio­
nes constituida en Tribunal de Amparo, aceptó pa­
ra su trámite el recurso presentado, solicitó los 
antecedentes a la Corporación Municipal de Gua­
temala, dentro del perentorio término de cuaren­
ta y ocho horas; y OTORGO EL AMPARO PRO­
VISIONAL AL RECURRENTE. dejando en suspen­
so el acto recurrido, ordenando que se le reinte­
grara en el cargo, con todas las atribucipnes y 
prerrogativas que el mismo conlleva. El catorce 
del mismo mes y año, habiendo sido recibidos los 
antecedentes y un informe, dio vista de los mis­
mos al recurrente, a los interesados y al Minis­
terio Público y CONFIRMO EL AMPARO PROVI­
SIONAL QUE RABIA SIDO DECRETADO; el die­
ciocho de junio abrió a prueba el proceso de am­
paro que hoy se examina en apelación por el tér­
mino de ocho días comunes a todos los sujetos pro­
cesales e interesados; durante ese término las par­
tes presentaron las pruebas que estimaron perti­
nentes y que las que tengan relevancia serán ana­
lizadas en la parte considerativa del presente fa­
llo. y habiendo finalizado el término de prueba 
correspondiente. Concluido el término probatorio 
el tribunal dictó resolución disponiendo que se die­
rR audiencia al recurrente. a la autoridad recurrí· 
da y al Ministerio Público por el término común 
de veinticuatro horas, dando audiencia también a 
!os interesados en el proceso de amparo. Los su­
jetos procesales. el Ministerio Público hiciE-ron uso 
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de la audiencia de veinticuatro hora.,; que OyJrt.l· 
namente les fue otorgada, y presentaron sendo:o 
memoriales, ratificando cada memorial su. pú.nté 
de vista, argumen,tando a fa\or de su pre.:nsrcr: 
y solicitando la declaración de derecho que 2a·:ia 
uno estimó conveniente. 

RESULTA: 

De la vista pública: Siendo las nueve horas en 
punto del día veintitrés de julio del corriente año. 
en este Tribunal dio principio la VISTA PUBLICA, 
la que se practicó a solicitud del recurrente, en la 
núsma: a) El Secretario del Tribunal dio lectura 
a los principales pasajes del proceso de amparo; 
b) El Abogado del interponente del recurso, Licen­
ciado Jorge Rafael Urrea Lorenzini, amplió de 
acuerdo a su punto de vista todo lo expuesto du­
rante el proceso de amparo, manifestando entre 
otras cosas que se permitía indicar que en Gua­
temala "los Tribunales son de derecho y no de 
conciencia", que a su juicio el recurso era proce­
dente porque una corporación incompetente y sin 
ninguna base legal, había desaforado a su cliente 
con absoluta violació.n del artículo cincuenta y tres 
de la Constitución; fue amplio en su exposición; 
e) Posteriormente tomó la palabra el Abogado de 
la Corporación Municipal, Licenciado Ricardo Sa­
gastume Vidaurre, quien con argumentos jurídi­
cos que consideró pertinentes se opuso a todos los 
conceptos y argumentos de quien le antecedió en 
el uso de la palabra, solicitando que se confirma­
ra la declaratoria de improcedencia del Recurso 
de Amparo planteado contenida en la sentencia 
apelada; d) El Presidente del Tribunal concedió 
la palabra a los sujetos procesales y Rafael Angel 
Bolaños Escobar, manifestó la cronología de los 
hechos, indicando que hasta el señor Alcalde "le 
había congelado sus dietas a que tiene derecho 
como Concejal; ternúnó diciendo que solicitaba jus­
ticia; e) Finalmente hizo uso de la palabra el Al­
calde Capitalino quien manifestó que ratificaba los 
conceptos jurídicos ya manifestados por el Licen­
ciado Sagastume Vidaurre. La vista pública con­
~luyó minutos después de las doce horas. Ambas 
partes presentaron sendos alegatos por escrito, y 
el Alcalde Capitalino solicitó le fuera reconocida 
la personería como representante de la Corpora­
ción Municipal, habiendo el Tribunal de Amparo, 
mandado a que se agregaran a sus antecedentes 
los alegatos correspondientes, y profiriendo reso­
lución reconociendo la personería del Alcalde: en 
virtud de lo anterior es el caso de hacer el aná­
lisis correspondiente; y, 

CONSIDERANDO: 

Para que no pasen de ser simples enunciaciones 
teoréticas los derechos que la Constitución de la 
Rep~blica reconoce a sus habitantes, se precisa 
de Instrumentos técnico-jurídicos que hagan posi­
ble su ejercicio, contándose dentro de estos el Re­
curso de Amparo como un remedio excepcional que 
requiere para su viabilidad el agotamiento de toda 
posibilidad de reparación por la vía administrativa 
o judicial, al grado que, existiendo vías legales 
para la restauración de los derechos que se dicen 
violados, no es posible el uso del amparo. El que 
fuera interpuesto por el Ingeniero Rafael Angel 
Bolaños Escobar ante la Sala Primera de la Corte 
de Apelaciones y enderezado contra la Corporación 
Municipal de la Cabecera Departamental de Gua-

c<=.ii.l.O.~a fue declarado unproct:dente. lo que moti­
\•] la Jr,..::onf0rmidad dd recurrente y CXlmo virtual 
c•:.r.s::2u.:nca e~ usü del recurso de apelación con­
:ra taé SEnteiH:ia. y del cual. satisfecho el trámite 
.:;., :.:y se entra a c0nv-:-er. Cuestión fundamental 
qut: ue:ne que analizarse c0n prioridad a cualquier 
apr.;cración de fondo qU€ deba hacerse de la reso­
lución proft<rida por la Corporación del :\Iunicipio 
de Guatemala. el diecisiete de mayo del año en 
curso, y que se pretende dejar sin efecto por ser 
violatorio a sus derechos -según el recurrente-. 
es la de si esa resolución, es susceptible en el 
estado .que guarda el expediebte administrati\·o 
de mérito, de impugnación mediante recurso de 
amparo_ Debe tenerse presente que tal resolución 
fue impugnada por el Ingeniero Bolaños Escobar, 
por recurso· de revocatoria para privarla de su 
eficacia, el que como consta, fue rechazado de 
plano por la Municipalidad Capitalina, rechazo que 
al haber sido consentido y no objetado legalmente, 
le veda al recurrente el derecho de usar la vía 
del amparo para ese fin. Es innegable que el 
agravi1ado inconforme con la resolución mencio­
nada de fecha diecisiete de mayo del año que co­
rre, escogió para evidenciar su ilegalidad el ca­
mino legal adecuado (recurso de revocatoria) y si 
este le fue denegado por la autoridad recurrida, 
la que se convirtió por esa circunstancia en con­
tralora de ·sus propios actos, debió ser esta nega­
tiva de tramitar el recurso de revocatoria la que 
se impugnara mediante Recurso de Amparo, pues 
es lógico que de acuerdo con la ley, interpuesto 
el recurso de revocatoria, la Corporación Munici­
pal estaba en la obligación de tramitado y elevar­
lo a la estructura adnúnistrativa superior, sin que 
pudiera calificar su procedencia o improcedencia, 
o bien pronunciarse sobre su rechazo. 

La decisión de un recurso de revocatoria como 
el que fue planteado, está atribuida a un órgano su 
peri.or- en el presente caso, el Ministerio de Gober­
nación - que tiene competencia para ese efecto, pe­
ro ningún ord~namiento legal faculta a la Muni::ipa­
lidad Capi.talina para decidir ella núsma si un re­
curso de esta naturaleza es procedente o no, o re­
chazarlo ya que "esta facultad es típica de los 
Tribunales de Justicia a quienes las leyes facultan 
para decidir ab initio, si un medio de impugna­
ción llena o no los requisitos formales necesa­
rios de procedencia y viabilidad, pero los órganos 
administrativos están sujetos a un riguroso orden 
jerárquico en sus actividades y de ninguna manera 
pueden erigirse en contralores de sus propios ac­
tos, ni sustraerse del cumplímiento de las leyes". 

En conclusión, aceptado el rechazo de plano del 
recurso de revocatoria, como sucede en autos, ya 
no quedaba la interposición de otro recurso con 
idénticos propósitos. Con base en estos razona­
mientos que sustentan criterio anterior sostenido 
por esta Corte Suprema, debe confirmarse la sen-
tencia apelada. · 

LEYES APLICABLES: 

Artículos: 44, 53, 62, 80, 81, 82, 143, 145, 240, 246 
de la Constitución de la República; 1, 8, 19, 22, 31, 
48, 51, 53, 54, 55, 59, 60, 61, 65, 73, 74 de la Ley 
de Amparo, Hábeas Corpus y Constitucionalidad; 
l. 3, 4, 6, 32, 64, 70, 71, 143 del Decreto 1183 del 
Congreso <]e la República de Guatemala; 4o. del 
Decreto 1815 del Congreso de la República: 12, 19 
del Decreto 93 del Congreso de la República; 7o. 
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de la Ley de lo Contencioso Administrativo; 32. 38, 
157, 158, 159, 163, 168 de la Ley del Organismo 
Judicial; 

POR TA.~.'I¡"TO. 

La Corte Suprema de Justicia. Cámara Pénal 
constituida en Tribunal de Amparo, DECLAR.-\: 
1) Sin lugar el recurso de apelación interpuesto 
por el Ingeniero Rafael Angel Bolaños Escobar 
contra la sentencia en estudio; y 2) como conse­
cuencia, CONFIRMA la sentencia apelada. Notífí­
quese, con certificación de lo resuelto, devuélvan­
se los antecedentes a donde corresponde, compul­
sando la copia certificada de ley para los efectos 
jurisprudenciales. 

(Fs.)-C. E. Ovando B. - Firma con voto razo­
nado: A. A. Mazariegos G. - Juan José Rodas. 
- J. Felipe Dardón. - R. Rodríguez R. - Ante 
mí: M. Alvarez Lobos. 

AMPARO 
Recurso de Amparo intet·puesto por Emílio Gabriel 

Abularach, en su calidad de representante legal 
de la entidad "Distribuidora El Tirador Sociedad 
Anónima", contra el Tribunal de Segunda Ins­
tancia de Cuootas. 

DOCTRINA: Es improcedente el Recurso de Am­
paro, en asuntos del orden judicial respecto a las 
personas y personas que intervienen en ellos. 

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, CAMARA 
PENAL CONSTITUIDA EN TRIBUNAL DE AM­
PARO: Guatemala, catorce de Agosto de mil no­
vecientos setenta y nueve. 

Se tiene a la vista para dictar. sentencia el Re­
curso de Amparo interpuesto por Emilio Gabriel 
Abularach, en su calidad de representante legal de 
la entidad "Distribuidora El Tirador Sociedad 
Anónima", contra el Tribunal de Segunda Instan­
cia de Cuentas. 

ANTECEDENTES: 

I) Después de hacer referencia a la constitución 
e inscripción de la entidad mencionada expone el 
recurrente: "Que con fecha 15 de marzo del pre­
sente año, la Dirección General de Rentas Inter­
nas, a través de su Abogado de la División Legal 
del Departamento de Receptoría y Cobros, licen­
ciada Blanca Estela Acevedt> Leonardo, deman­
dó a mi representada "DISTRIBUIDORA EL TI­
RADOR, SOCIEDAD ANONIMA", en la vía econó­
mico-coactiva, reclamando el pago de TRESCIEN­
TOS CINCUENTA Y SIETE MIL QUINIENTOS 
CINCUENTA Y SEIS QUE'fZALES ·coN CUAREN­
TA Y CINCO CENTAVOS (357,556.45) en concep­
to de adeudo al Fisco, proceso que se tramitó en 
el Juzgado Segundo de lo Económico-Coactivo y 
que se identifit::6 con el número DOSCIENTOS 
CINCO SETENTA Y NUEVE (205-79) a cargo del 
Oficial Primero, pretensión a la cual nos opusi-

mas durante la secuela del proceso, no obstante 
se dictó SEJI¡"fENCIA CONDENATORIA con fecha 
16 de abril de 1979. 3. Contra la citada sentencia 
interpuso Recurso de Apelación por no estar de 
acuerdo con la tvtalidad de dicho fallo, habiendo 
conocido de dicha apelación el Tribunal de Se­
gunda Ir.stancia de Cuentas. el cual, no obstante 
nuestras sólidas argumentaciones desvirtuando la 
sentl':ncia apelada. pNcedió con NOTORIA ILE­
GALIDAD y confirmó la sentencia dictada por el 
Juzgado Segundo de lo Económico-coactivo. con 
fecha 27 de junio de 19i9 y que nos fue notificada 
el día cuatro de juliv del presente año. 4. Que el 
Tribunal de Segunda Instancia de Cuentas. al igual 
que el Juzgado Segundo de lo Económico-Coo.ctivo. 
obró con NOTORIA ILEGALIDAD por las siguien­
tes razones: PRIMERA: Porque en la fecha en la 
que se interpuso la demanda económico-coactiva. 
15 de marzo de 1979, notificada el día nueve del 
citado mes y año, se encontraba en suspenso todo 
trámite en el asunto, en virtud, de la resolución 
dictada por el TRIBUNAL DE CONFLICTOS DE 
JURISDICCION con fecha 7 de febrero del pre­
sente año, en la cual se establecía que de confor­
midad con artículo noveno inciso "A" del Decre­
to número 64-76, Ley del Tribunal de Conflictos de 
Jurisdicción quedaba en suspenso todo trámite en 
el asunto, a partir de la fecha en que se había 
presentado el memorial, primero de febrero de 
1979, y que se pasaran los autos al Juzgado Pri­
mero de Primera Instancia del Ramo Civil, para 
que éste resolviera si son o no, contratos los for­
mularios objeto del reparo que originó la citada 
ejecución. Posteriormente, oon fecha 13 de marzo 
del presente año el señor Procurador General de 
la Nación y Jefe del Ministerio Público recurrió 
en AMPARO en contra de la resolución dictada 
por el Tribunal de Conflictos de Jurisdicción, ha­
biéndose declarado con lugar el Recurso de Am­
paro planteado, sentencia dictada con fecha 28 de 
marzo de 1979 y notificada en las" 24 horas siguien­
tes. Debe tenerse claro que por virtud de la Ley 
TODO TRAMITE EN ESTE ASUNTO ESTABA EN 
SUSPENSO, es decir, que la propia Ley ordenaba 
que no debía seguirse ningún trámite en este asun­
to, en tanto no se resolviera el conflicto plantea­
do, por lo tanto la Dirección General de Rentas 
Internas tenía prohibición legal para interponer 
la demanda económico-coactiva, violando de esta 
manera el ordenamiento legal que nos rige, puesto 
que al suspenderse todo trámite también se sus­
pendió el término para interponer el RECURSO 
DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO ya que 
el término es una fase del trámite de todo proce­
so judicial o administrativo, por lo que la deman­
da económico-coactiva claramente se puede apre­
ciar que era prematura ·e improcedente a todas lu­
ces, por lo que el Tribunal de lo económico-coacti­
vo debió rechazar para su trámite la demanda, 
no obstante lo anterior el Juzgado de lo económico­
coactivo le dio trámite a la demanda declarán­
dola posteriormente con lugar. De la relación an­
terior se puede deducir, que en la fecha en que se 
presentó la demanda ejecutiva en el Juzgado de 
lo económico-coactivo estaba suspendido todo trá­
mite en el asunto, situación que prevaleció hasta 
el 29 de marzo de 1979. fecha en que fue notifi­
cada la sentencia dictada por el Tribunal de Am­
paro; es más, hay que dejar claro que dicho fa­
llo no entró a resolver sobre la suspensión de todo 
trámite en él asunto, por lo tanto, se entiende que 
el término volvi.ó a correr desde el momento en 
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que la sentencia del Recurso de Ampacü fue TI·J­
tificadn; los documentos citad::>s fuere:> presenta­
dos al Juze:ado See:undo de lo EconóiT"ico<:·oac•'Y·: 
en mi memorial de fecha 24 de ahril del año en 
curso y obran en el proeew nú.!nero 205-79 a cargo 
del of;cíal primero, a través de las citadas pme, 
bas a la única conclusión que se llega es, que es 
Nl:"LO TODO LO ACTUADO desde la primera re­
solución dictada en, el juicio económico-coactivo 
hasta la sentencia dictada por el Tribunal de Se­
gunda Instancia de Cuentas dentro del mismo asun­
to, del cual conoció en apelación. SEGUNDA: Que 
el título ejecutivo en que se basó la Direc<;ión Ge­
neral de Rentas Internas para iniciar la demanda 
en contra de mi representada fue la Certificación 
de la Li¡Quidación definitiva, practicada por dicha 
dependencia, en la que se establece clarament€ 
que "NO HAY RECURSO NI NOTIFICACION 
PENDIENTE", lo cual de conformidad con lo ex­
presado anteriormente y los documentos que se 
aportaron dentro del juicio económico-coactivo, ES 
FALSO, pues como ya lo expuse, estaba pendiente 
la interposición del Recurso Contencioso-Adminis, 
trativo; se encontraba pendiente de resolución el 
Recurso de Amparo interpuesto por el Procurador 
General de la Nación y Jefe del Ministerio Públi­
co; y, el fallo que tendría que dictar el Juzgadc 
Primero de Primera Instancia Civil por órdenes 
del Tribunal de Conflictos de Jurisdicción para de­
terminar si son o no contratos los formularios ob­
jeto de reparo. En consecuencia la Certificación 
de la liquidación definitiva ya aludida, de con­
formidad con la ley no es título ejecutivo para 
iniciar la acción económico-coactiva. TERCERA: 
Que con fecha 30 de marzo del presente año se de­
positó bajo protesta en la Dirección General de 
Rentas Internas la suma reclamada en el juicio 
económico-coactivo ya relacionado y a la vez se 
planteó el Recurso Contencioso-Administrativo el 
cual está pendiente de dictarse una resolución de­
finitiva; por lo que el juicio económico-coactivo es­
taría supeditado a lo que resuelva el Tribunal dP 
lo Contencioso Administrativo, ya que será éste 
el encargado de resolver sobre la legitimidad o ile­
gitimidad del reparo que dio origen al cobro cuya 
acción ejecutiva se entabló en contra de mi repre­
sentada, entonces, sin este procedimiento previo, 
el título en que se fundó la demanda Económico­
coactiva carecía de eficacia jurídica por estar su­
peditado a lo que previamente deberá resolver el 
Tribunal de lo Contencioso-Administrati,vo, por lo 
que el Honorable Tribunal de Segunda Instancia 
de Cuentas al confirmar la sentencia condenatoria 
que declaraba con lugar la ejecución, dictada por 
el Juzgado Segundo de lo Económico-Coactivo, in­
~urrió en NOTORIA ILEGALIDAD. CUARTA: El 
Tribunal de Segunda Instancia de Cuentas, al dic­
tar sentencia, no obstante constar en autos todas 
y cada una de las afirmaciones y documentos an­
teú>rmente relacionados confirmó el fallo apelado 
y adujo dentro de sus considerandos que ninguna 
argumentación hecha en esa Instancia fue debi­
damente probada, lo cual no es cierto en virtud 
de que se acompañó a través de la secuela del 
proceso económico-coactivo la documentación pro­
batoria correspondiente, hecho éste que se hizo ver 
en el Alegato del Día de la Vista, única oportuni­
dad existente para argumentar dentro de la ape­
lación ya que en Segunda Instancia, de confor­
midad con la ley no hay apertura a prueba". Ci­
tó su fundamento de derecho; ·ofreció sus pruebas 
(documental y presuncional) pidiendo que se diera 

al r€curso el trámite de ley y como decisión de 
fü!ldo. que se declarara con lugar el recurso y en 
c:m';Ecuencía la sentencia dictada por el Honora­
ble T:íbi.mal de See:unda Instancia de Cuentas de 
fecha vei"lúsiete de- Junio de mil novecientos se­
tenta '1.' nue\·e. d€be quedar en suspenso. declaran­
:io a Ii1 vez que no afecta a D:stribuidora El Tira­
dor. Sociedad Anónima en el caso concreto por 
contravenir notoriamente la ley y se ordene la nu­
lidad de lo actuado en las dos instancias. ll) Esta 
Cámara con fecha veintitrés del mes pasado, dio 
trámite 'al •recurso, reconociendo la personería del 
presentado, admitiendo el recurso y ordenó pedir 
los antecedentes, al Tribunal de Segunda Instan­
cia de Cuentas. No se accedió al amparo provisio­
nal solicitado. Después de recibirse, ~os antece­
dentes se dio audiencia al recurrente, Mi­
nisterio Público, Dirección General de Rentas 
Internas, Tribunal de Conflictos de Jurisdicción y 
al Tribunal de lo Contencioso Administrativo por 
el término de cuarenta y ocho horas; fueron eva­
cuadas las audiencias y con fecha, treinta de Julio 
del año que corre, en uso de la facultad discre­
cional que la ley otorga a los tribunales, se rele­
vó de prueba el presente asunto, siendo del caso 
emi.tir el pronunciamiento correspondiente. 

CONSIDERANDO: 

La amplitud que la Constitución de la República 
concede al Recurso de Amparo en cuanto a sus 
alcances, no debe extremarse por parte de los que 
se estiman afectados, en el sentido de que en su 
planteamiento, se exijan declaraciones ajenas a 
su finalidad. En el que fuera interpuesto por Emi­
lio Gabriel Abularach se observa que se pide como 
cuestión toral que se ORDENE LA NULIDAD DE 
LO ACTUADO EN LAS DOS INSTANCIAS, y esto 
no puede ser objeto de una declaración por parte 
de un Tribunal de Amparo, pues en éstas los ac­
tos impugnados siguen viables, privándoseles úni­
camente sus efectos; pero pedir una declaración 
de nulidad en la forma qué se hace es ajena a la 
naturaleza del recurso, y si bien se intentó en la 
petición ajustarse a la ley, no se fue preciso en 
ese sentido por parte del recurrente; pero, si esto 
fuera poco, debe tenerse presente que de confor­
midad con la Constitución de la República, es im­
procedente el Recurso de Amparo en asuntos de 
orden judicial con respecto a las partes y perso­
nas que intervi.enen en ellos, y en el presente caso, 
salta a la vista que el recurrente ha sido parte 
del proceso en el que supone que se ha violado 
la ley por parte del Tribunal contra el que se 
recurre; y por último se abona en la improceden­
cia del recurso lo que expresa la Dirección Gene­
ral de Rentas Internas, en el sentido de que no 
era posible que el trámite del asunto quedara en 
suspenso hasta la resolución del conflicto de juris­
dicción planteado, por cuanto este planteamiento 
no afectó ni tenía por qué afectar legalmente el 
proceso administrativo de determinación de la obli­
gación tribunatatia, por cuanto en esa época tam­
bién corría el término al propio recurrente para 
interponer el recurso de lo Contencioso-Administra­
tivo, que en todo caso, acorde con las circuns­
tancia<> era el medio legal adecuado de defensa a 
utilizarse, lo que como consta se hizo en forma 
extemporánea. Lo anterior, como se dijo antes lJe, 
va a la conclusión de que el recurso es improce­
dente debiendo así declarse. 
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LEYES APLICABLES: 

Artículos: 1, 44, 53, 62, 80, ~1. 83, 240, 261 de la 
Constitución de la República; 1, 7, 14, 31, 33, 59, 
61, 74 de la Ley de Amparo Hábeas Corpus y 
Constitucionalidad; 1, 2, 33, 70, 71, 72, 73, 74, 75, 
79, 82, 87, 97 de la Ley Orgánica del Tribunal y 
Contraloría de CUentas, 9, 22 de la Ley de lo Con­
tencioso Administrativo; 1, 4, 27 párrafo B), 32, 
157, 158, 159, 163 de la Ley del Organismo Judicial; 

POR TANTO, 

LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA CAMARA 
PENAL CONSTITUIDA EN TRIBUNAL DE AM­
PARO, DECLARA: Improcedente el Rec;urso de 
Amparo interpuesto por EMILIO GABRIEL ABU­
LARACH, en su calidad de representante de "Dis­
tribuidora El Tirador, Sociedad Anónima, contra 
el Tribunal de Segunda Instancia de Cuentas. No­
tifíquese, devuélvanse los antecedentes, y en su 
oportunidad compúlsese copia del fallo para los 
efectos jurisprudenciales. 

(Fs.).-C. E. Ovando B. - Juan José Rodas. -
R. Rodríguez R .. - F. Fonseca. - L. Juárez y 
Aragón. - Ante mí: M. Alvarez Lobos. 

AMPARO 
Interpuesto por el Presidente de la Asociación de 

dueños de Microbuses MICROTAX contra el Con­
cejo Municipal de la Capital. 

DOCTRINA: Las disposiciones de observancia ge­
neral para el municipio, acordadas por la Cor­
poración Municipal, empezarán a regir deSIPués 
ile ocho días de su publicación en el Diario Ofi­
cial, salvo las excepciones establecidas por la 
ley. 

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, CAMARA PE­
NAL CONSTITUIDA EN TRIBUNAL DE AMPARO: 
Guatemala, veinte de agosto de mil novecientos 
setenta y nueve. 

Se tiene a la vista para resolver, con sus ante­
cedentes, la sentencia dictada por la Sala Prime­
ra de la Corte de Apelaciones con fecha treinta de 
julio del año en, curso, que se conoce en esta Cá­
mara en virtud de recurso de apelación interpues­
to por la parte demandada. En la sentencia de 
primer grado, la Sala declaró con lugar el Recur­
so de Amparo interpuesto, que el acuerdo aproba­
bado por el Concejo Municipal el cinco de abril 
del alío en curso no es aplicable a los recurrentes 
y que se condena en costas a la parte vencida. 

ANTECEDENTES: 

I. El señor Héctor Alonso Padilla, actuando co­
mo Presidente de la Asociación de Dueños de Mi. 
crobuses MICRCYI'AX según nombramiento que pre­
sentó, comparecíó ante la Sala Primera de la Cor­
te de Apelaciones el día cinco de julio del año en 
curso, por medio de un memorial autenticado y 

con auxilio del abogado Jorge Luis Magaña Gua!, 
interponiendo un Recurso de Amparo· contra la 
Corporación Municipal de Guatemala. En la parte 
expos~tiva del memorial dijo que agentes de la 
Policía Nacional y de la Policía Municipal les im­
pidieron trabajar en el transporte de personas, por 
no tener recibo de haber pagado el arbitrio fijado 
por la Corporación Municipal; agregó que el Con­
cejo Municipal acordó emitir un reglamento pro­
visi.onal que regulará el servicio de transporte ur­
bano por microbuses, que es de observancia gene­
ral, pero que no ha sido publicado en el Diario 
Oficial y por !Q tanto no ha cobrado vigencia y 
al impedírseles trabajar con base en ese acuerdo, 
se violaron preceptos constitucionales, citando CO­
mo violado el articulo 73 de la Constitución de la 
República; explicó también el recurrente que exis­
te un Acuerdo Gubernativo de fecha dieciocho de 
mayo de mil novecientos setenta y ocho que autO­
riza a la Municipalidad capitalina a cobrar un ar­
bitrio del siete y medio por ciento (7.5%) del Valor 
del· pasaje en microbuses, pero que el cobro del 
aróitrio no ha sido reglamentado en forma legal 
y es necesaria su reglamentación para poder tri­
butar y que además la Municipalidad pretende 
que se pague una tarifa adelantada y preestable­
cida en forma caprichosa; resumió su argumen­
tación diciendo que .la omisión de la publicación 
del acuerdo de cinco de abril del año en curso en 
el Diario Oficial, hace que carezca de fuerza le­
gal; ofreció prueba de su acción y acompañó un 
acta notarial levantada por el Notario Jorge Luis 
Magaña Gua!, en la que se hace constar, a solici­
tud del recurrente, que la Policía impidió a la 
EmprP.sa MICROTAX dedicarse al transporte de 
personas; en la parte petitoria de su memorial 
solicitó que en sentencia se declare que el reglá­
mento en referencia no es aplicable a la empresa 
que representa y que se condene en costas a la 
otra parte; declaró, bajo juramento, que los he­
chos que afirma son ciertos y que no le constan 
otros que desvirtúen la acción promovida. 

II. La Sala Primera de la Corte de Apelaciones, 
constituida en Tribunal de Amparo, aceptó para 
su trámite el recurso interpuesto, concedió el tér- · 
mino de cuarenta y ocho horas al Concejo Munici- l.., 
pal para que r~mitiera los antecedentes o informe 
circunstanciado en su defecto, pero denegó el am­
paro provisional que había solicitado el recurrente, 
según resolución de fecha seis del mismo mes de 
julio. Al en~cuar la audiencia concedida, el Alcal-
de Municipal Lic. Abundio Maldonado, en represen­
tación de la Municipalidad demandada, rindió in­
forme en los términos siguientes.: hace más de 10 
años nació en esta capital un .medio de transporta-
ción de pasajeros en vehículos pequeños, que alivia-
ron la deficiencia del transporte urbano, pero sin lle-
nar ninguna clase de requisitos ni legalizar su fun­
cionamiento; que el 8 de febrero de mil novecien-
tos setenta y siete fue aprobado por el Concejo Mu. 
nicipal y elevado al Ministerio de Gobernación pa· 
ra su consideración, un instrumento legal para 
controlar ese modo de transportación; en aquel Re­
glamento de Microbuses se consideraba tarifas, pa-
go de arbitrios y otros aspectos fundamentales, 
agregó el informante que el dieciocho de mayo de 
miJ novecientos setenta y ocho fue emitido un 
Acuerdo Gubernativo por medio del cual se autO­
rizaba a la Municipalidad de Guatemala, a cobrar 
un arbitrio del siete y medio por ciento (7.5%) 
sobre el valor del pasaje en microbús y ese ~cuer-
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do fue publicado el quince de junio del mismo año 
en el Diario Oficial; que el cinco de abril del año 
en curso el C<mcejo :\Iunicipal aprobó un acuerdo 
que autoriza el otorgamiento de licenc:as provisio­
nales a las empresas. cooperath·as o personas in­
dividuales. que llenen los requerimientos ml.llD:i­
pales, para el transporte de personas. previo el 
pago del arbitrio correspondiente y fijándose el 
plazo de dos meses; el plazo fijado venció el seis 
de junio y al no haberse cumplido por las empre­
sas con lo dispuesto, se solicitó colaboración de la 
Policía para impedir la circulación de los micro­
buses en el perímetro urbano, en cumplimiento del 
acuerdo del cinco de abril de este año; posterior­
mente el plazo fue ampliado hasta el treinta del 
mismo mes de junio, pero en vista de que las em­
presas no cumplieron con lo dispuesto, por medio 
de la Policía se restringió la circulación de los 
mi,crobuses. Hizo constar el informante que todas 
las empresas que prestan el servicio de transporte 
urbano por microbuses fueron informadas por la 
Municipalidad, tanto del acuerdo del cinco de abril 
del año en curso, como de la prórroga del plazo 
señalado para la legalización de su situación, ade­
más de que Jos acuerdos fueron dados a conocer 
por los medíos de divulgación escritos, radiodifun­
djdos y televisados; agregó que la entidad recu­
rrente no agotó previamente los recursos adminis­
trativos que otorga la ley y que la decisión to­
mada por el Concejo Municipal está plenamente 
respaldada por el artículo 4o.' inciso b) del Decre­
to 1183.del Congreso de la República, Código Mu. 
nicipal y constituye un ach~ legítimo dentro de las 
atribuciones propias de la Municipalidad y que el 
pago del arbitrio que motiva la impugnación por 
el recurrente, fue aprobado por el Acuerdo Guber­
nativo de dieciocho de mayo de mil novecientos 
setenta y ocho, publicado en el Diario Oficial el 
quince de junio del mismo año. Termipó su infor­
me diciendo que oportunamente enviaría los ante­
cedentes que originaron el recurso, que deben ser 
recabados en dístíntas dependencias, lo que no fue 
posible realizar en el término concedido para el 
efecto. 

ill. Después de recibido el informe, a solicitud 
del recurrente la Sala, en resolución del di~z de 
julio próximo pasado, suspendió provisionalmente la 
aplicación del acuerdo o reglamento a que se con­
trae el recurso; también resolvió abriendo a prue­
ba el asunto por el término de ocho días. 

IV. El doce del mismo mes de julio, el Alcalde 
Municipal presentó una ampliación del informe an­
tes rendido, dici~ndo que Ja Municipalidad ha lle­
gado a la conclusión de que el acuerdo del cinco 
de abril del corriente año no es una norma de apli­
cación general y por lo tanto no necesita ser pu­
blicado en el Diario Oficial, porque únicamente 
afecta a las empresas o propietarios de microbu­
&es y no a los intereses generales de los vecinos 
del municipio; acompañó fotocopia del acuerdo en 
referencia y de la prórroga del plazo cdncedido, 
así como de ~as notificaciones hechas a los due­
ños de microbuses y de un memorial en que és­
tos se dan por enterados de la prórroga; dijo tam­
bién que el Recurso de Amparo debe ser declara­
do sin lugar, por tratarse de un acto consentido, 
al no haberse interpuesto Recurso de Amparo den­
tro de los veinte días siguientes a su notificación. 
que fue hecha el catorce de junio del año en curso; 
acompañó también fotocopia de varios periódicos. 

donde aparece publicado el acuerdo de fecha cinco 
de abril del corriente año. y una del Diario Oficial 
en que fue publicado el Acuerdo Gubernativo de 
diN:íocho de mayo de mil novecientos setenta y 
ocho. Durante el término de prueba fue recabado, 
a solicitud del recurrente. un informe del Diario 
Of:cial en el que se hace constar que el acuerdo 
municipal de cinco de abril de este año no fue re­
cibido para su publicación. agregando que sí fue 
publicado el Acuerdo Gubemati~o del dieciocho de 
mayo de mil novecientos setenta y ocho. acompa­
ñando un . ejemplar del diario, de fecha veintiséis 
de septiembre de aquel año, en el qt:e está publi. 
cado el acuerdo indicado. 

V. Vencido el término de prueba, se dio au­
diencia nuevamente a las partes por cuarenta y 
ocho horas, habiendo prese~tado alegatos tanto el 
recurrente como la Municipalidad demandada y a 
continuación fue dictada la sentencia que ahora se 
examina en apelación. 

CONSIDERANDO: 

En el caso que se examina no existe controver­
sia en cuanto a los hechos que moti;van el recurso, 
pues ambas partes coinciden en lo fundamental, 
que puede resumirse así; a) El dieciocho de ma­
yo de mil novecientos setenta y ocho fue emitido 
un Acuerdo Gubernativo por el que se autorizó a 
la Municipalidad de Guatem,ala para que pueda 
cobrar un arbitrio del siete y medio por ciento 
(7.5%) sobre el valor del pasaje por microbús y 
este Acuerdo Gubernati.vo tiene plena vigencia por 
haber sido publicado en el Diario Oficial el día 
quince de junio del mismo año, según puede ver­
se en la fotocopia del de esa fecha que está agre­
gada al juicio; b) El cinco de abril del año en 
curso la Corporación Municipal de GuatemaJa emi­
tió un acuerdo tendiente a regularizar el servicio 
de transporte de personas _pOr microbús en el mu­
nicipio, en el que se dispone que la Municipalidad 
podrá otorgar licencias provisionales de operación, 
señalando requisitos que deberían ser cumplidos y 
dictando otras normas relacionadas con la cuestión, 
inclusive el pago del arbitrio fijado en el Acuerdo 
Gubernativo del diechio<!ho de mayo de mil nove­
cientos setenta y ocho; e) El mismo acuerdo esta­
blecía el plazo de dos meses, a partir de la fecha 
en que entrara en vigor, para que los propietarios 
de microbuses que desearan prestar el servicio, 
legali.zaran su situación y· en su artículo décimo 
primero establecía que entraría en vigor inmedia­
tamente; ese plazo de dos meses fue prorrogado 
más tarde, hasta el treinta de junio del año en 
curso; d) El día cinco de julio próximo pasado la 
Municipalidad requirió la colaboración de la Poli­
cía para restringir la circulación de los microbu­
ses que no hubiesen cumplido con lo dispuesto en 
el acuerdo emitido el cinco de abril de este año, 
y en cumplimiento de esa disposición se produjo 
el incidente que motiva este Recurso de Amparo; 
e) Coinciden tamb;én ambas partes en que el 
acuerdo emitido el cinco de abril de este año no 
ha sido publicado en el Diario Oficial. Ante los 
heéhos enunciados, aceptados por las partes, es pro­
-::edente hacer el análisis de la situación a fin de 
resolver y al respecto esta Cámara considera: que 
si bien es ci.erto que la Municipalidad tiene potes-. 
tad par~ emitir las ordenanzas y reglamentos del 
municipio y para ejecutarlos y hacerlos ejecutar, 
según lo establecido en el artículo 4o. inciso b) Del 
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Decreto 1183 del Congreso, Código Municipal, cuan­
do esas disposiciones sean de observancia general 
para el municipio, únicamente empezarán a regir 
después de ocho días de su publicación en el Diari:J 
Oficial; el término podrá ampliarse o restringirse, 
de acuerdo con los presupuestos del artículo 142 del 
citado Código, pero la publicación en el Diario Ofi­
cial es insoslayable. Es evidente que el acuerdo 
de fecha cinco de abril del corriente año contiene 
disposiciones de observancia general; no es exac­
ta la afirmación hecha por la parte demandad& en 
el sentido de que solamente afecta a un determi­
nado número de empresas y dueños de microbuses, 
pues cualquier persona que desee prestar el servicio 
de transporte por microbuses dentro de los límites 
del municip·o. en la actualidad o en el futuro, de­
berá acatar sus disposiciones en tanto que no sea 
derogado, lo cual le confiere la generalidad que 
obliga a su publicación en el Diario Oficial. La 
disposición aludida como condición imperativa pa­
ra que el acuerdo adquiera vigencia, no puede ser 
::1vplida por una información individual como las 
que fueron hechas a las empresas propietarias de 
microbuses y en consecuencia no puede comenzar 
a correr ningún término ni, plazo para su impug­
nación mientras el acuerdo no haya sido debida­
mente publicado en la forma ·legal. De conformi­
dad con todas las consideraciones hechas, esta Cá­
mara estima que la sentencia dictada por la Sala 
Primera de la Corte de Apelaciones consti­
tuida en Tribunal de Amparo, está arreglada 
a la ley al declarar con lugar el Recurso de Am­
paro interpuesto y que no obliga a la Asociación 
de dueños de Microbuses MICROTAX el acuerdo 
municipal de fecha cinco de abril del año en cur­
so; por la forma en que se resuelve es imiJerativa 
la condena en costas contra la Municipalidad de­
mandada. 

LEYES APLICABLES 

Artículos: 44, 45, 62, 73, 74, 80, 82, 83 y 84 de la 
Constitución de la República; lo., 19, 31, 34, 36, 45, 
48, 51, 54, 55 y 73 del Decreto número 8 Constitu­
cional (Ley de Amparo, Hábeas Corpus y de Cons­
titucionalidad); 38 inci,so 3o., 73, 75, 146, 157, 158, 
159, 163, 168, y 169 Decreto 1762 del Congreso; 3o., 
4o., inciso b) 23, 26, 57. 64, 71 y 142 Decreto 1181 
del Congreso (Código Municipal); 

POR TANTO, 

La Corte Suprema de Justicia, Cámara Pen'll 
constituida en Tribunal de Amparo, CONFIRMA 
en su totalidad la sentencia elevada en apelacrón. 
Notifíquese y devuélvase a la Sala Pr:mera de la 
Corte de Apelaciones con certificación de lo re­
suelto. 

(Fs).-C. E. Ovando B. - Juan José Rodas. 
- R. Rodríguez R. - F. Fonseca. - L. Juárez y 
Aragón. - Ante mí: M. Alvarez Lobos. 

AMPARO 
Interpuesto por Eduardo Arturo López Reyna, con­

tra el Juez Quinto de Primera Instancia del Ra­
mo Civil. 

DOCTRINA: Si el agraviado no utilizó los procedi­
mientos !.1 recursos por cuyos medios pudo ven­
tilar adecuadamente su pretensión de conformi­
dad cCI)n el principio jurídíco del debido prOCeSO, 
el Amparo deviene improcedente. 

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, CAMARA 
PENAL, CONSTITUIDA EN TRIBUNAL DE AM­
PARO: Guatemala, veinte de agosto de mil nove· 
cientos setenta y nu~ve. 

En virtud de apelación y con sus respectivos 
antecedentes se ve la sentencia proferida por la 
Sala Primera de la Corte de Apelaciones, consti­
tuida en Tribunal de Amparo, con fecha nueve de 
juli.o del año en curso, en el recurso interpuesto 
por Eduardo Arturo López Reyna, contra el Juez 
Quinto de Primera Instancia del Ramo Civil. 

OBJETO DEL RECURSO: 

Expone el recurrente que según escritura públi­
ca número setenta y ocho, autorizada por el No~a­
rio Carlos Ramiro Reyes Leal, de fecha veintidós 
de diciembre de mil novecientos setenta y ocho, cu­
ya copia legalizada acompaña, celebró contrato 
de arredandamiento con el señor Juan ReyeS del 
Cid, del Rastro de Ganado Mayor de la Municipa­
lidad de Chinautla de este departamento, tn la 
forma y condiciones que en dicho contrato se es­
tablecieron, teniendo el señor del Cid amplia<; fa 
cultades para subarrendar las instalacione3 del mis 
mo ·en virtud de contrato que dicha persona suscri­
biera con esta Corporación Municipal. Que como 
consecuencia de la demanda ord:.U,aria ins­
taurada por el Doctor Enrique Silverio Ajá Rodrí­
guez, el veinticinco de enero de este año, contra 
Juan Reyes del Cid, por la que le rec1arnaba el 
pago de salarios que le corresponden como Médico 
Veterinario del Rastro de Chinautla, a razón de 
trescientos cincuenta quetzales mensuales, el Juez 
decretó la intervención de dicho Rastro, habiendo 
tomado posesión de su cargo como tal, el inter­
ventor nombrado señor José Félix Estrada Ol:";va, 
el diecinueve de marzo del presente año. Conti­
núa manife,stando el recurrente que él . no tiene 
"ninguna relación con eJ señor Enrique Silverio 
Ajá Rodríguez, ni tengo ninguna obligación con él, 
ni celebrado ningún compromiso, me extraña so-­
bre manera la intervención que se ha decretado 
en el establecimiento que tengo en subarriendo; y 
como tal la intervención me ha causado graves da­
ños y únicamente se ha dado posesión al interven­
tor, sin que se haya a la fecha notificado la de­
manda, porque el señor Ajá Rodríguez no se ha 
interesado porque la misma se notifique, ya que 
tiene únicamente interés en causar daños con la 
intervención decretada"; además, "se ha causadc 
daños económicos, ya que con la intervención- se 
ha descontrolado el funcionamiento del mismo y 
los ingresos han sufrido merma, lo que me causa 
muchos daños y hasta el extremo de no poder cum­
plir con las obligaciones contraídas en el mismo". 
Citó los fundamentos de derecho que estimó per­
tinentes c;eñalando como violados los Artículos 53 
y 74 de la Constitución de la República, 1517, 1519, 
1880 y 1890 del Código Civil (Decreto Ley 106); in­
vocó como caso de procedencia el contenido en el 
Artículo 61 de la Ley de Amparo, Hábeas Corpus 
y de Constitucionalidad y pidió en definitiva que 
se declare posteriormente y en sentencia. la sus-
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pensión de la intervención del Rastro de Ganado 
Mayor de la Municipalidad de Chinautla. depar­
tamento de Guatemala, por el derecho de suba­
rrendamiento que tengo en el mismo. para resta­
blecer así mi situación jurídica de subarrendata­
rio de dicho Rastro y por no ser parte en el juicio 
antes mencinnado". 

SENTENCIA RECURRIDA: 

La Sala Primera de la Corte de Apelaciones. 
constituida en Tribunal de Amparo, substanció el 
recurso de conformidad, y con fecha nueve de ju­
lio del presente año dictó sentencia declarando im­
procedente el recurso de amparo interpuesto y que 
no hay especial condena en costas, fundamentando 
su decisión en que el acto generador del !lmparo, 
en la fecha de su interposición, estaba consen~ido 
por el agraviado, conforme la ley. 

CONSIDERANDO: 

No obstante que en el caso subjudice en ma­
nera alguna se da el supuesto legal en cuani:o a 
presumirse consentido por el agraviado el acto que 
motiva el Amparo, si no hubiere recurrido dentro 
de los veinte días siguientes al de su notificación, 
como lo afirma la Sala sentenciadora con base 
en las circunstancias que invoca, al estimar que 
dicha persona tuvo noticia de la medida precauto­
ria que constituye el acto que lo genera, el propio 
día de su realización o al ~ía siguiente, al que­
dar establecido del examen de los antecedentes 
tenidos a la vista que el recurrente no fue parte 
en el Juicio dentro del cual se decretó la interven­
ción, por consiguiente no se le notificó ninguna ac­
tuaci.ón en el mismo, lo que incluye tal medida 
cautelar; sí, la parte recurrente tenía cxpeclitos 
procedimientos o recursos por cuyo medio pudo 
ventilarse adecuadamente su pretensión de confor­
midad ~on el principio jurídico del debido proce­
so, deviniendo así improcedente el Amparo inter­
puesto por esta razón, y no por la invocada por la 
Sala; y no teniendo la calidad de "notoriamente 
improcedente" el recurso, es potestativo para el 
Tribunal lo relativo a la CONDENA EN COSTAS 
para el agraviado, estimándose ajustado a derecho 
lo que al respecto se decide en el fallo de examen. 

LEYES APLICABLES: 

Artículos: 53, 74, 80, 81, 82, 83 y 84 de la Cons­
titución de la República; lo. inciso 2o .. 34, 35, 48, 
50, 51, 53, 54, 55, 61 Ley de Amparo, Hábeas Cor­
pus y Constitucionalidad; 32, 34, 38 inciso 3o., 157, 
158, 159, 163 y 167 de la Ley del Organismo Ju­
dicial; 

POR TANTO, 

La Corte Suprema de Justicia, Cámara Penal, 
constituida en Tribunal de Amparo, al resolver, 
CONFIRMA, con la salvedad considerada, h. sen­
tencia recurrida. Notifíquese y con certificación de 
lo resuelto devuélvanse los antecedentes a donde 
corresponde. 

(Fs.).--C. E. Ovando B. - Juan José Rodas. 
- R. Rodríguez R. - F. Fonseca. - L. Juárez y 
Aragón. - Ante mí: M. Alvarefl Lobos. 

AMPARO 
lnterpues&o por Jacinto y Andrés de apellidos Tojín 

Laynez, cootra Ja Sala Octa~a de la Corte de 
Apelaciones con sede en Quezaltenango. 

DOCTRINA: Es improcedente el recurso de am(U'­
ro en asuntus del orden judicial, respecto a las 
partes y personas que intervinieron en ellos. 

CORTE SllPREMA DE JUSTICIA, CAMARA 
PENAL CONSTITUIDA EN TRIBUNAL DE AM­
PARO: Guatemala, veintinueve de agosto de mil 
novecientos setenta y nueve. 

Se tiene a la vista para dictar senteilcia el re­
curso de amparo interpuesto por Jacinto y Andrés 
de apellidos Tojin Laynez, contra la Sala Octava 
de la Corte de Apelaciones con sede rn Quezalte­
n::mgo. 

ANTECEDENTES: 

I 

Los recurrentes se presentaron exporuzado que: 
"La Sala Octava de la Corte de Apeiaciones ("011 

fecha catorce de mayo último, dictó sentencia en 
el Juicio Ejecutivo de Obligación de Dar, seguido 
por Margarita Tojín López, contra nuestra madre 
Catarina Laynez Reynoso; en dicha St!ntencia se 
revocó la de Primera Instancia dictada por el Juz­
gado de Primera Instancia Departamenial del Qui­
ché, que había declarado sin lugar la demanda 
Ejecutiva y absuelta a la demandada, nuestra ma­
dre, siendo el actor nuestro padre. Al REVOCAR 
la sentencia de Primer Grado la Sala Octava, pro­
cedió con notoria ilegalidad y abuso de poder, y 
está afectando los derechos de lOs presentados, 
quienes no somos ni hemos sido parte en aquel 
Juicio Ejecutivo, que se identifica con el número 
uno setenta y nueve del Tribunal de Pnmera Ins­
tancia."; que: "Actuó con abuso de pojer e ile­
galmente dicha Sala, pues a pesar de haber PLE­
NA PRUEBA de la existencia de un JuiciO Ordi­
nario de NULIDAD, precisamente de la Escritwa 
en que se basa la supuesta OBLIGACION DE DAR 
y que se está ejecutando, por complacencia hacia 
la parte actora y su abogado. REVOCO la senten­
cia interpretando antojadizamente la ley y desna­
turalizando por completo l;;ts excepciones interpues­
tas de Litis pender.cia y falta · de exigibilidad dfd 
título"; que: "Lo que es más grave y motivo fun­
damental para que nosotros interpongamos este 
recurso extraordmario de amparo, se está afectan­
do derechos de los presentados que sin ser par­
le en el Ejecutivo, se nos quiere despojar· de 
la finca rústica No. 10.136, folio 27 del libro 51 
del Quiché, que fue traspasada por el Juez de 
Primera Instancia Departamental a nuestro padre 
el actor, EN REBELDIA de nuestra madre, cuan­
do esta registra! y legalmente NO ERA DUEÑA 
de lo que se traspasó y que nos pertenecía, además 
de que siendo nuestra madre la dueña, existe pro­
hibición legal de que la misma apareciera o apa­
rezca vendiéndole a nuestro padre, su esposo de 
hecho. Y precisamente de anular la inscripción a 
ravor de nuestro padre y cancelación de la inscrip­
ción a nuestro favor, trata el Ordin;¡¡rio Número 
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setenta y ocho, cuya existencia ~e~ó por. ~n lado 
la Sala incurriendo en responsabilidad CIVIl, ade­
más deÍ abuso de poder e ilegalidad"; y concluyen 
pidiendo el trámite correspondiente del recurso, que 
par tratarse de un punto de derecho, .se releve. de 
abrirlo a prueba y que en su oporturudad se dicte 
sentencia declarando: "l) procedente el presente 
recurso de amparo interpuesto contra la Sala Oc­
tava de la Corte de Apelaciones por la sentencia del 
14 de mayo último, dictada en el Ejecuti~o identi­
ficado; II) como consecuencia, se deje sm efecto 
la resolución dictada sentencia de fecha 14 de 
mayo último, por ser totalmente ilegal y habe~~ 
cometido abuso de poder al dictar una resolucmn 
contraria a lo establecido en leyes vigentes de ob­
servancia obligatoria; y, III) que oportu.nament_e se 
ordene devolver el expediente o expedientes JUdi­
ciales a los Tribunales correspondientes. 

Il 

Esta Cámara, con fecha diez de julio próximo 
pasado, dio trámite al recurso admitiéndolo, y or­
denó pedir los antecedentes a. la Sala Octava ~~ la 
Corte de Apelaciones, recurrida. No se acced1o al 
amparo provisional solicitado. Recibidos los ante­
cedentes se dió audiencia a los recurrentes, a Ca­
tarina Laynez Reyn95o, Margarita Tojín López, y 
al Ministerio Público, por el término de cuarenta 
y ocho horas; fueron evacuadas las audiencias y 
con fecha trece de agosto del año que corrt", en 
uso de la facultad discrecional que la ley otorga a 
los Tribunales, se relevó de prueba el presen.te 
asunto, por lo que pertinente es emitir el pronun­
ciamiento correspondiente. 

CONSIDERANDO: 

Reiteradamente esta Corte, ha declarado la impro­
cedencia del recurso de amparo, en asuntos del 
orden judicial respecto a las partes y personas que 
intervienen en ellos, según lo establece el artículo 
81, inciso lo. de la Constitución de la República. 
En el caso que se examina se ve que los recurren­
tes a través de un JuiCio Ordinario, han demanda­
do la nulidad de la escritura número cuarenta y 
cuatro del veintisiete de enero de mil· novecientos 
setenta y siete, que constituye el título fundamento 
del Juicio Ejecutivo promovido por Margarita To­
jín López, contra Catarina Laynez Reynoso, lo que 
implica que han ejercitado su derec~o en. pr<J<:~So 
vinculado estrechamente con la referida eJecucwn, 
circunstancia que influye decididamente · para de­
ciarar la improcedencia del amparo ~olicitado,. con 
tanta más razón que mediante el mismo los mte­
resados pretenden se anule lo resuelto en sentencia 
por un órgano jurisdiccional, asunto que es total­
mente ajeno a la materia del amparo. y que . de~­
naturaliza su finalidad. En consecuencia, habiencto 
los interesados utilizado el medio adecuado confor­
me la ley para el ejercicio de su derecho, como 
se desprende de los antecedentes tenidos a la vista, 
el recurso interpuesto es improcedente y así debe 
declararse. 

LEYES APLICABLES: 

Artículos: l. 44, 53, 62, 80, 81, 83, 240, 261 de la 
Constitución de la República; l. 7, 14, 31, 33, 59, 
61, 74 de la Ley de Amparo, Hábeas Corpus y Cons­
titucionalidad; 1, 4, 27 párrafo A). 32, 82, 157, 158, 
159, 163 de la Ley del Organismo Judicial, 

POR TANTO. 

La Corte Suprema de Justicia, Cámara Penal, 
constituida en Tribunal de Amparo, DECLAHA: 
IMPROCEDENTE el recurso de Amparo interpues­
to por Jacinto y Andrés de apellidos Tojín Laynez. 
contra la Sala Octava de la Corte de Apelaciones. 
Notifíquese y con certificación de lo resuelto, de­
vuélvanse los antecedentes a donde corresponden. 
debiéndose compulsar las copias respectivas para 
los efectos jurisprudenciales. 

(fs.) C. E. Ovand~ B. - Juan José Rodas. - R. 
Rodríguez R. - F. Fonseca. - L. Juárez y Ara­
gón. - Ante nú: M. Alvarez Lobos. 

AMPARO 
Recurso de Amparo interpuesto JM)r Francisco Ra­

.món Alvarez (sin otro apellido), contra el Tribunal 
de Conflictos de Jurisdicción. 

DOCTRINA: Es procedente el Recurso de Amparo, 
cuando la autoridad contra la que se recUJ."U"e 
actúa violando garantras constitucionales. 

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, CAMARA PE­
NAL CONSTITUIDA EN TRIBUNAL DE AMPARO: 
Guatemala, cinco de noviembre de mil novecientos 
setenta y nueve. 

Se tiene a la vista para dictar sentencia el Re­
curso de Amparo interpuesto por Francisc;o Ramón 
Alvarez (sin otro apellido), contra el Tribunal de 
Conflictos de Jurisdicción. 

ANTECEDENTES: 

l. El recurrente Francisco Ramón Alvarez (sin 
otro apellido), ,se presentó a este Tribunal interpo­
niendo el Recurso de Amparo al que se ha hecho 
alusión exponiendo lo siguiente: I) Por medio c!e 
memorial de fecha cinco de marzo del año en cur­
so, presentado ante el Juzgado Cuarto de Primera 
Instancia del Ramo Civil de este departamento, 
demande en la vía sumaria, planteando un inter­
dicto de AMPARO DE POSESION O TENENCIA a 
la empresa INSTITUTO NACIONAL DE ELECTRI­
l<'ICACION (INDE), y a la empresa SOCIEDAD 
VENEZOLANA DE ELECTRIFICACION CENTRO­
AMERICANA (SVECA), proceso que se 'identifica. 
con el número 263/79 a cargo del oficial primero 
del referido Tribunal; mi pretensión se basa 'en 
forma resumida en que las empresas demandadas 
especialmente el INDE, está protegida P?r .una ley 
especial, el Decreto Ley 419, para consbtmr servi­
dumbres de paso de energía eléctrica; pero para 
poder constituir ·tales servidumbres debe llenar 
ciertos requisitos mínimos, como lo son al tenor 
el artículo llo. del referido Decreto: solicitar la 
constitución de la servidumbre ante la Gobernación 
Departamental; se le dará audiencia al afectado 
por ·el término de cinco dias, el afectado deberá 
probar dentro de ~os tres días sigui~ntes . a .esa no­
tificación la prOpiedad sobre el bien sirviente y 
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sin su ccntestaC::ón o sin ella se recib:rá a prue~a 
·el expediente por neir.ta d:as y se di::tará rcsc.­
:ucién dentro cel tercer día. es ce2:r. el p::-ücect­
miento para cc::st:uur una serY:dumbre ce ener;::& 
eléctrica. tie::e cerno reqilisito eseneal not.:icarle 
al afectado. en e: presente caso no se xzo asi 
quince días después d2 hab.:T interpuesto el In­
terdicto ante el Juzgado Cuarto de Primera Ins­
tancia del Ramo Civil; se me ·notificó por parte 
de Gobernación la solicitud de senidumbre de 
energía eléctrica iniciada por el INDE, sin llenar 
los requisitos que establece el Decreto 419, mi pw­
piedad me fue despojada ya que el INDE y la em­
presa SVECA, tenía más de un mes de estar tra­
bajando, construyendo una torre en mi propiedad 
sin ninguna autorización de mi parte y sin que 
mediara para ello notificación alguna de Goberna­
ción. Para darle mejor relevancia y argumenta­
ción a mi pretensión el artículo 15 del Decreto Ley 
419, en su parte conducente dice: Sin menoscabo 
de lo que resuelva en defimtiva en cuanto al monto 
de la compensación, el solicitante podrá depos!L'lr 
en una Institución Bancaria a la orden de Gober­
nación, la cantidad fijada por los expertos. Heci10 
el depósito podrá iniciar los trabajos ocupando los 
terrenos necesarios no obstante cualquier recurso, 
excep::ión o gestión dilatoria. El Gobernador orde­
nará a las autoridades de Policia que presten al 
&olicitante ayuda y protección adecuada; Il) Es 
el caso /que los demandados plantearon recurso de 
apelación ante el Juez Cuarto de Primera Instan­
cia de lo Civil, a la resolución de fecha dieciocho 
de mayo del año en curso, por medio del cual se 
declara sin lugar la excepción previa de incom­
petencia por razón de la materia planteada por 
el Abogado César Fernando Alvarez Guadamuz, en 
su carácter de Apoderado Especial Judicial del Ins­
tituto Nacional de Electrificación (INDE). y por 
el Abogado Roberto Arturo Cervantes Granados, en 
su calidad de Apoderado Judicial Especial de la 
Sociedad Venezolana de Electrificación Centroame­
ricana (SVECA). Al conccer el auto impugnado la 
HONORABLE SALA SEGUNDA DE LA CORTE 
DE APELACIONES, resolvió con fecha veinte de 
julio del año en curso. que se abstenía de conocer 
en grado del auto apelado y manda remitir los 
autos al Tribunal de Conflictos de Jurisdicción, por 
tratarse de una cuestión de competencia por razóu 
de la materia entre el Juzgado Jurisdiccional y la 
Administración Pública; Ill) EL TRIBUNAL DE 
CONFLICTOS DE JURISDICCION, al conocer el 
conflicto puesto de su conocimiento resolvió con 
fecha veintiuno de septiembre del año en curso, 
que en el presente caso existe conflicto de juris­
dicción y como consecuencia de ello, la autoridaa 
única y competente para conocer en el asunto es 
la Gobernación Departamental d:e esta ciudad capi­
tai; PERO ES EL CASO que dicho Tribunal en elfi­
dente violación de los derechos y garantías cons­
titucionales dicta tal resolución y únicamente en 
:m parte considerativa menciona el artículo lo., 
4o. y 5o. del Decreto Ley 419. No hace ningún aná­
Iisis del por qué el caso en concreto es competente 
para conocer Gobernación Departamental. La ac­
ción interdictal por mí no es un juicio ordinano 
de daños y perjuicios, sino que mi pretensión es 
un procedimiento, que no se puede interponer sino 
en un Juzgado Ordinario no ante Gobernación De­
partamental, toda vez que demuestre que se me 
estaba lesionando y despojando de terreno de mi 

p:opiedad: estoy consciente que para el reclamo de 
áafiu.s y p¿rju:.cío.s oca:>Lmados por el D:DE, en la 
::Jnstitución de !L'1a sc-Yidumb!"e de energía eléc­
t::ca. d~be ses:U:::-se u:: t!'ám:te ant<: Gobernación 
::epa:::tamer::aC t:stabkc:d·) po: el Decreto Ley 419; 
IJE'!'•:J señon:s ::1!.\GISTR.illOS DE LA HO~OR:\­
BLE CORTE SCPRE::IH. DE Jl.:STICH. este no es 
el p!L"lto de discusión en el p!'esente caso de co::t­
tlicto de jurisdicción. sino la PERITRB.-\CIO~ 
QCE TALES E:\!PRES.-\S H.-L'i CACS.IDO EX LO 
QCE SE REFIERE A U. POSESIOX O TEXEN­
CIA DEL IN:\I'CEBLE DE :\IT PROPIED.ID. come 
consta en .los autos respectivos; por actos que p<r 
nen de manifiesto la intención de despojarlo. como 
tantas veces lo ha dicho y demostrado en el expe­
diente de mérito y por lo que el Juez Cuarto de 
Primera Instancia del Ramo Civil, le dio trámite 
al Interdicto aludido. El Tribunal de Conflict0s de 
Jurisdicción, únicamente y en forma <superficial 
cita en su parte considerativa de la resolución alu­
dida; el artículo primero del Decreto Ley 419, pe­
ro no lo razona ni analiza ni lo interpreta en forma 
correcta, toda vez que el referido artículo se refie­
re únicamente como quedó manifestado que se 
tramitara ante Gobernación Departamental, las 
solicitudes para la constitución de servidumbres, 
pero EN MI CASO A LA FECHA DE PRESENTAR 
MI INTERDICTO ANTE el mencionado Juzgado 
menor, no se me babia notificado de ninguna soli­
citud por parte de Gobernación y tampoco de nin­
guna otra institución, el INDE y la empresa SVE­
CA, penetraron en el terreno de mi propiedad sin 
ninguna AUTORIZACION de mi parte, ni que me­
diara notificación de Gobernación tal como cvnsta 
en autos; VD En resumen el Tribunal de Conflic­
tos de Jurisdicción viola principios y garantías 
constitucionales tales como los contemplados en el 
artículo 53 de la Constitución de la República, que 
contempla el principio del debido proceso ya que 
nadie podrá ser condenado sin haber sido citado, 
oído y vencido en proceso legal,· seguido ante Tri­
bunales o autoridades competentes y preestable 
cidos en el que se observen las formalidades y ga­
rantías esenciales del mismo y tampoco podrá ser 
AFECTADO TEMPORAL.MENTE EN SUS DERE· 
CHOS SINO EN VIRTUD DE PROCEDIMIENTO 
QuE REUNA LOS MISMOS REQUISITOS, con h 
resolución del Honorab!e Tribunal, de Conflictos de 
Jurisdicción, no sólo se lesionan tales principios 
constitucionales (en mi caso concreto), pues por 
la naturaleza del Interdicto únicamente puede co­
nocerlo un Juez Ordinario, además así lo establece 
11uestro Derecho Procesal vigente, sino que tal re­
solución sentaría un grave precedente, ya que fa­
culta tácitamente al INDE o cualquier empresa 
particular, para que cuando se trate de colocar 
líneas de conducción, construir torres en terrenos 
¡¡jenos con el objeto de constituir servidumbres de 
paso de energía e!éctrica, primero la impongan po_r 
la fuerza y de hecho y luego se sigan los trámites 
para constitu.irla legalmente; facultándolos pues a 
poder allanar cualquier propiedad ajena; sería un 
grave atentado a nuestro estado de derecho, a la 
naturaleza jurídi::a de la acción interdictal contem­
plada muy acertadamente en nuestro OTdenamien­
to procesal, como uno de los medio~ más eficaces 
y justos .cuando se lesionan injustificadamente ros 
derechos de un ciudadano; por tales argumentos 
la Honorable Corte Suprema debe ampararme en 
el presente caso, el mismo INDE en memorial de 
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fecha treinta y uno de mayo del año en curso pre· 
sentó ante Gobernación Departamental. la solicitud 
para que se ordenara fijar el monto dal avalúo 
hecho de mi terreno en un Banco del sistema a la 
orden de Gobernación, solicitando en el referido 
memorial que se le facultara para poder penetrar 
y comenzar los trabajos de instalación de la torre, 
y eso ya lo habían hecho más de dos me:.cs atr·ás, 
por lo que me permito acompañar copia del refe­
rido memorial como "ANEXO B"; VII) El Decreto 
número 851 del Congreso de la República, es claro 
en cuanto a que el Tribunal de Conflictos de Ju­
risdicción, dirimirá los conflictos como puntos de 
derecho, mediante la aplicación de NORMAS CONS­
TITUCIONALES (es decir, sobre leyes especiales) 
y LEGALES, que regulan la materia de que se 
trate y conforme a los principios de hermenéutica 
que rigen las resoluciones de los Tribunales Ordi­
narios, en el presente caso la interpretación que 
el referido Tribunal hace de tres artículos del De­
creto Ley "419, son violatorios a los principios cons­
titucionales, además violan el propio Decreto Ley 
419, toda vez que la citada ley establece un pro­
cedimiento para solicitar y constituir una servidum­
bre, no podía yo interponer un INTERDICTO 1\J.'\1· 
TE LA GOBERNACION DEPARTAMENTAL, re· 
quisitos m!nimos que en el caso de estudio no fue· 
ron llenados tal como consta en el expediente res­
pectivo, NO SE ME NOTIFICO NINGUNA RESO­
LUCION POR PARTE DE GOBERNACION DE­
PARTAMENTAL; y el INDE Y LA EMPRESA 
SVECA. penetraron y . construyeron una torre de 
conducción sin nmguna autorización legal o de otra 
lndole; y el procedimiento es que se me dé audien­
cia por cinco días y sin mi contestación o sin ella, 
Gobernación autorizará para que se realicen los 
trabajos pertinentes, pero repito, no fui notificado 
Con lo anteriormente expuesto se pone de mani­
fiesto que la resolución dictada por el Tribunal de 
Conflictos de Jurisdicción, lesiona derechos y ga­
rantías constitucionales y es notoriamente ilegal e 
inrazonado porque un INTE'RDICTO TIENE se­
gún nuestras leyes vigentes, un procedimiento es­
pecial en un Tribunal Ordinario, y el Decreto Ley 
419 QO establece ninguna norma que contradiga ta­
les disposiciones. "A continuación, citó los funda­
mentos de derecho, y ofreció sus pruebas pidiendo 
entre otros puntos, que se diera audiencia por el 
término legal al Honorable Tribunal de Conflictos 
de Jurisdicción y al Ministeiio Público, que se pi­
dieran los antecedentes a los Tribunales que co­
rresponda,, que se suspendiera provisionalmente la 
resolución del veinticinco de septiembre del año en 
curso, dictada por el Tribunal recurrido y qw~ en 
su oportunidad se declarara con lugar el recurso, 
dejando en suspenso la resolución mencionada y 
que se hiciera la condena en costas. 

2. Recibido el recurso, el Tribunal constituido 
en Tribunal de Amparo. con fecha dieciocho del pa­
s~do. mes, le dio trámite, dando audiencia por el 
termmo de cuarenta y ocho horas al Ministerio 
Público, Gobernación Departamental, Magistrados 
del Tribunal de Conflictos de Jurisdicción, y se 
decretó la suspensión provisional de la resolución 
impugnada, y en ampliación de tal resolución, au­
diencia también al Instituto Nacional de Electrifi­
cación, y a la Sociedad Venezolana de J!:lectrifica­
ción Centroamericana, con fecha veintiséis del mes 
pasado. se tuvieron por evacuadas las audienCias 
respectivas. se confirmó la suspensión ,)rovisional 

acreditada y en uso de las facultades· qL->e otorga 
la ley, se relevó de prueba el amparo, dcbiendose 
resolver lo procedente. 

CONSIDERANDO: 

La Constitución de la República es precisa al es­
tablecer que nuestra Nación delega el ejercicio de 
su soberanía en los Organismos Ejecutivo, Legis­
lativo y Judicial, entre los cuales no hay subordi­
nación alguna; y tanto esta ley suprema como las 
que la complementan asignan a cada uno de esos 
poderes, determinadas funciones tendientes a nor­
mar las relaciones intersubjetivas en la mejor for­
ma a fin de logi ar la satisfacción de los intereses 
que exige la convivencia social, y acorde con esto, 
es indiscutible que las personas que se ven afec­
tadas en sus derechos pueden acudir a los órganos 
correspondientes, conduciendo sus gestiones por Jos 
procedimientos señalados por la ley. En el pre­
sente caso se tiene que el recurrente con fecha seis 
de marzo del año en curso, planteó ante el Juzgado 
Cuarto de Primera Instancia del Ramo Civil, un 
interdicto de amparo de posesión o tenencia con­
tra los señores Ernesto Ramírez Pereira, como ge­
rente de la empresa Sociedad Venezolana de Electri­
ficación Centroamericana (SVECA), y contra Ricardo 
Arguedas Martínez, en su calidad de Presidente del 
Instituto Nacional de -Electrificación (INDE), expre­
sando en su demanda ser propietario de la finca rús­
tica número de registro treinta y cinco mil seiscien­
tos cincuenta y siete (35,657), folio ciento cuarenta y 
siete (147) del libro ochocientos cincuenta y ocho 
(858) de Guatemala, ubicada en la aldea San José 
del municipio de Villa Nueva, de este departamen­
to, por haber sido el bien raíz objeto de acciones 
perturbadoras en la posesión por parte de los de­
mandados y que detalla en el libelo de demanda. 
Durante la substanciación odel proceso, los deman­
dados interpusieron la excepción previa de incom­
petencia la que fue declarada sin lugar en resolu­
ción del jurisdicente de Primera Instancia, lo que 
motivó la incorfomidad de los demandados y la 
interposición del recurso de apelación, y la Sala 
jurisdiccional, al resolver, sin entrar a conocer 
del fondo del ~sunto sometido a su conocimieni;o, 
envió el proceso al Tribunal de Conflictos de Ju­
risdicción el que sin argumentaciones jurídicas, en 
resolución de fecha veintiuno de septiembre cic 
este año, expresó que la única autoridad competen· 
te para conocer del asunto es la Gobernación De­
partamental de esta ciudad. Este Tribunal conclu­
ye en ia procedencia del recurso planteado por el 
señor Francisco Ramón Alvarez (sin otro apellido), 
pues resulta incuestionable que el Tribunal recu­
rrido con tal resolución, incurrió en violaciones a 
lds garantías constitucionales que expone el señor 
Alvarez, que hacen viable el recurso, al desplazar 
el conocimiento de un asunto que por ministerio 
de la ley y la Constitución de la República, corres­
ponde a Tribunales de Jurisdicción Ordinaria, a 
una dependencia administrativa, haciendo caso omi­
so de lo inicialmente asentado en esta parte con­
siderativa con respecto a las funciones que por 
disposición constitucional corresponde a cada uno 
de los poderes mencionados. La acción ejercitada 
por el recurrente ante Tribunales Ordinarios, por 
el procedimiento de los interdictos po¡ supuestas 
acciones pet'¡turbadoras en la po~sión del raíz 
cuya propiedad ha acreditado. corresponde a la 
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jurisdicción ordinaria y no a la Gobernación De­
partamental, como se asienta en la resolución que 
motivara el recurso de amparo, el que por esl.ai" 
estructurado con argumentaciones enmarcadas den­
tro de la ley, debe declararse procedente y hacer­
se los demás pronunciamientos que corresponden. 

LEYES APUCABLES: 

Artículos: 1, 44, 53, 62, 69, 70, 74, 80 inciso lo. 82, 
83, 240 de la Constitución de la República; 1, 7, H, 
18, 19, 22, 24, 30, 31, 33, 34, 35, 44, ~5. 67. 73. 74 
de la Ley de Amparo, Hábeas Corpus y Constitu­
cionalidad; 44, 45, 50, 51, 106, 107, 126. 229, 249, 253, 
256 del Código Procesal Civil y Mercantil; 32, 38, 157, 
158 y 159 de la Ley del Organismo Judicial; 1, 2, 
11 del Decreto 64-76 del Congreso de la República, 

POR TANTO, 

LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, CAMARA 
PENAL CONSTITUIDA EN TRIBUNAL DE AM­
PARO, DECLARA: I) Con lugar el recurso de 
amparo interpuesto por Francisco Ramón Alvarez 
(sin otro apellido), contra el Tribunal de Conflictos 
de Jurisdicción, y como consecuencia, que la reso­
lución de fecha veintiuno de septiembre del año en 
curso, dictada por tal Tribunal, no obliga al recu­
rrente. li) Condena al pago de las costas judiciales 
al Tribunal recurrido. Notifíquese, compúlsese la 
copia de ley para los efectos jurisprudenciales y 
oportunamente remítanse los antecedentes a donde 
corresponde. 

(fs.) C. E. Ovando B. - A. E. Mazariegos G. -
Juan José Rodas. - J. Felipe Dard'ón. - R. Ro­
ddguez R. - Ante mi:· M. Alvare:z Lobos. 

AMPARO 
Interpuesto por Mario Roberto Martínez Peña, en 

contra de la Sala Primera de la Corte de Ape­
laciones, con sede en esta capital. 

DOCTRINA: No precede el amparo en asuntos del 
orden judicial, respecto a ·Ias panes y personas 
que .intervinieren en ellos. 

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, CAMARA 
PENAL CONSTITUIDA EN TRIBUNAL DE AM­

. PARO: Guatemala, veintiocho de noviembre de mil 
novecientos setenta y nueve. 

Se tiene a la vista para dictar sentencia, el re· 
curso de amparo interpuesto por Mario Roberto 
Mattínez Peña, en contra de la Sala Primera de 
la Corte de Apelaciones, con sede en esta capital. 

ANTECEDENTES: 

l.-Con fecha nueve de mayo del año en curso, 
se dictó sentencia de Ptimera Instancia, declaran­
do sin lugar las excepciones de ''falta de persone­
ría en el señor Mario Roberto Martínez Peña, fal­
ta de titulo ejecutivo, inexistencia en la obligación 

de dar de parte de la demandada, improcedencia 
de la vía ejecutiva e ineficacia ejecutiva de lüs 
documentos esgrimidos por el actor; con lugar la 
ejecución promovida. en consecuencia, pago de los 
daños y perjuicios"; 

II.-Por apelac.rón de la parte demandada subió 
a la Sala Primera de la Corte de Apelaciones y se 
señaló el nueve de julio del año en curso oara 1a 
vista; 

III.-El cuatro de julio de este mismo año, la 
Sala dictó la sentencia respectiva de segundo gra­
do en la cual declara: "QUE CONFIRMA LA SEN­
TENCIA APELADA", en el punto resolutivo I), 
en -lo que hace declarar improcedentes las excep­
ciones de "falta de personería en el señor ~iario 
R3berto Martínez Peña, inexistencia de la obliga­
ción de dar de parte de la demandada, improce­
dencia de la vía ejecutiva e ineficacia ejecutiva 
en los títulos esgrimidos por el actor y la revoca 
en lo demás y declara con lugar la excepción de 
falta de título ejecutivo". 

!V.-Posteriormente el recurrente presentó re­
-curso de ampliación y aclaración en contra de la 
sentencia de segundo grado, el cual fue declarado 
sin lugar y finalmente el mismo interesado recusa 
a toda la Sala declarando ésta sin lugar dicha re­
cusación en virtud de haber dictado ya sentencia. 

V.-En vista de todo lo actuado, el interesado 
interpone recurso de nulidad, el cual también fu~ 
declarado sin lugar por improcedente. 

VI.-El ocho del corriente mes, el señor Mario 
Roberto Martínez Peña, interpone ante esta Cámara 
Penal, recurso de amparo, por considerar que sus 
intereses han sido lesionados y se le ha perjudicado 
en varios aspectos; recurso al cual se le dio el 
trámite de ley, pidiéndose para el efecto los an­
tecedentes a la Sala respectiva y ya recibidos éstos 
en esta Cámara, se dio audiencia a las partes, no 
se concedió el amparo provisional solicitado y por 
no considerarlos pertinente se le relevó de prueba. 

VIL-Con fecha dieciséis y diecisiete de noviem­
bre del año en curso, fueron evacuadas las audien­
cias respectivas, alegando las partes lo que para 
él efecto consideraron pertinente, por lo que es 
el caso emitir el fallo que en derecho corresponde; 

CONSIDERANDO: 

En forma reiterada, la Corte Suprema de Jus­
ticia, Cámara Penal, ha declarado la improceden­
cia del recurso de amparo en asuntos de orden 
judicial respecto a las partes y personas que in­
tervienen en ellos, como taxativamente lo informa 
el articulo ochenta y uno en su inciso primero de 
la Carta Magna y que dice: "Es improcedente· el 
amparo: lo. En asuntos del orden jud\cial respecto 
a las partes y personas que intervienl'!n en ellos. 
Sin embargo, cuando no se haya dictado sentencia, 
podrá recurrirse de amparo contra la infracción 
al procedimiento en que incurra la Corte Suprema 
de Justicia, en los asuntos sometidos a ~>u conoci­
miento", en el caso que nos ocupa, el recurrente 
a través de un juicio ejecutivo con obligación de 
dar, presentado en el Juzgado Quinto de Primera 
Instancia del Ramo Civil, demandó a la Compañía 
THYSSEN STEEL CARIBRAN INC., lo cual implí-
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ca que han ejercitado su derecho estrechamente 
vinculado con la referida ejecución, razón ésta 
que influye definitivamente para declarar impro­
cedente el recurso planteado. No obstmtte lo afir­
mado anteriormente, el recurrente pide ea su ex­
posición, que se anule todo lo actuado coo ante­
rioridad, incluso la sentencia dictada pur un órga­
no jurisdiccional, lo que legalmente es completa­
mente ajeno al espíritu que contempla d recurso 
de Amparo. Consecuentemente, habiendo los inte­
resados utilizado todos los medios adecuados con­
forme la ley para el ejercicio de su derecho, com() 
se desprende de los antecedentes tenidos a la vista, 
el recurso interpuesto es improcedente y asi debe 
declararse. 

LEYES APLICABLES: 

Las citadas y los artículos: 1. 44, 53, 62. 80, 83, 
240, 261 de la Constitución de la República: 1. 7. 
14, 31, 33, 59, 61, 74 de la Ley de Amparo Hábeas 
Corpus y Constitucionalidad; 1, 4, 27 párrafo A), 
32. 82, 157, 158, 159 y 163 del Decreto del C•mgreso 
1762, 

POR TANTO, 

La Corte Suprema de Justicia, Cámar¡, Penal 
Constituida en Tribunal de Amparo, DECLARA: 
IMPROCEDENTE el recursó de Amparo interpues· 
to por Mario Roberto Martínez Peña, en represen­
tación de Exportadora de Maderas Finas de Gua­
temala, Sociedad Anónima· (EXMAFIGUA. S. A.), 
en contra de la Sala Primera de la Corte dC' A)Je­
laciones. Notifíquese y con certificación de lo re­
suelto, devuélvanse los antecedentes a donde corres­
ponde debiéndose compulsar las copias respectivas 
para los· efectos jijl"isprudenciales. 

(fs.) C. E.. Ovando. B. - Juan Jo.sé Rodas. - J. 
F. Dardón Gll!l'Cía. - R. Rodríguez R. -- Rol. To· 
t•res Moss. - Ante mí: l\f. AlvUieZ Lobos. 

AMPARO 
Interpuesto por José Ramón Banús Molina, en 

C?Jltra de la Sala Segunda de la Corte de Apela­
cwnes de Trabajo y Previsión Social. 

DOCTRINA: Es improcedente el amparo en a~un­
tos del orden judicial, respecto a las partea y 
personas que intervinieren en ellos. 

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, CAMARA 
PENAL CONSTITUIDA EN TRIBUNAL DE AM­
PARO: Guatemala, cinco de diciembre de mil no­
vecientos setenta y nueve. 

Se tiene a la vista para resolver el re-::urso de 
Amparo interpuesto por José Ramón Banús Moli­
n~. contra la Sala Segunda de la Corte cie Apela­
CIO~~ de Trabajo y Previsión Social, por haber 
emitido la resolución de fecha doce de octubr.e del 
presente año. 

ANTECEDENTES: 

1.-,-En el Juzgado de Trabajo y Prensión Social 
de la Primera Zona Económica, se inició el juicio 
ordinario laboral número ochenta y cuatro guión 
setenta y nueve a cargo del oficial tercero y noti­
ficador primero, siendo la parte actora Edwll'do 
Estrada ~c-Donald, y la parte demandada la en­
tidad ·'CONSORCIO :MARITIM0 CENTROAMERICA­
NO. SOCIEDAD ANO~TIIA'' (COMACASA), cuyo 
representante legal indica ser el presentado. 

11.-Expresa el recurrente que en la resolución 
de fecha cuatro de mayo de mil no"-ecientos se­
tenta y nueve, dictada por el Juzgado Primero d~ 
Trabajo y Previsión Social de la Primera Zona 
Económica en el juicio identificado, se señaló au­
diencia para el día trece de junio de este año a 
las ocho horas en punto, y en tal resolución se 
previno a su representada o sea la demanilada para 
que el día y hora de la audiencia compareciera 
por medio de su representante legal a prestar con­
iesión judicial y reconocer documentos en su con­
tenido y firma, bajo apercibimiento de déclararla 
confesa en su rebeldía y tener por reconocidos los 
documentos respectivos, previniéndosele asirrusmo, 
bajo apercibimiento de continuar el juicio en rebel­
día de la parte que no compareciera a la audien­
cia, SALVO CAUSA JUSTA. Sigue expresando el 
recurrente, que el día doce de junio a las trece 
horas con cuarenta y cinco minutos, presentó un 
memorial fechado ese mismo dia, al Juzgado Pri· 
mero de Trabajo citado, por el cual acreditó su 
calidad de representante legal de la entidad de­
mandada y ''PRESENTO EXCUSA", amparado 
para ello en las constancias o· certificados médicos 
extendidos por los Doctores Federico Arévalo Bo­
laños y Julio A. Guirola L., de fechas doce y once 
de junio de este año respectivamente. "El Juzgado 
Primero de Trabajo y Previsión Social de la Pri­
mera Zona Económica, mediante resolución de fe­
cha doce del mes citado es decir, UN DIA ANTES 
DE LA AUDIENCIA, le reconoció ia ~rsoneria 
con que compareció a juicio a excusarse y con 
base en las certificaciones médicas aludidas ad­
mitió ~u excusa para la audiencia fijada en ~pre­
sentación de la parte demandada, y para continuar 
el trámite del juicio fijó nueva .audiencia para el 
dieciséis de julio de este año. Agrega el recurrente 
que contra la citada resolución del doce de junio 
de mil novecientos setenta y nueve; Eduardo Es­
~ra~a ~c-Donald, parte actora en el juicio que se 
mdica, mterpuso recurso de nulidad mediante me­
morial de veinte de junio de este año, que pre­
sentó al Tribunal de Primer Grado, aduciendo co­
mo fundamento de tal recurso, que la excusa acre­
ditaba. la enfermedad del presentado gerente de 
la entidad demandada; pero que no se había ci­
tado en lo personal sino que al representante legal, 
fuere quien fuere, asimismo afirma en el recurso 
de nulidad, que la entidad tiene dos representan­
tes legales más, el licenciado José Luis Gorizález 
Oubón y José Banún Mongrell, pero fundamental­
mente el recurso de nulidad lo apoyó el actor Es­
trada M?-Donald, en lo siguiente:· "por otra parte 
mdependientemente de ello se está aceptando una 
excusa por enfermedad de UN GERENTE DE 
COMP A:tiliA Y SE DA EL CASO DE QUE LAS 
PERSONAS JURIDICAS NO PUEDEN ENFER­
MARSE". Se le dio el trámite al recurso de nuli-
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dad planteado, se corrieron las audiencias respec­
tivas y el Juzgado de Trabajo pOr resolución de 
fecha doce de JUlio de este año, concluyó declaran­
do sin lugar y multando al recurrente. Contra di­
cho auto. el actor Estrada Mc-Donald, en escrito 
de treinta de julio, interpuso recurso de Apelación, 
por lo que " el Tribunal de Primer Grado, elevó 
los autos a la Sala contra la cual recurre de am­
paro quien revocó el fallo". 

TII.-La Sala Segunda de la Corte de Apelacio­
nes de Trabajo y Previsión Social, resolvió el doce 
de octubre del presente año, revocando la dictada 
por el Juez a-q~, por las razones que en la misma 
se indican. 

IV.-El recurrente expresa que interpone el ré­
curso de amparo contra la Sala Segunda de la Cor­
te de Apelaciones de Trabajo y Previsión Sócial, 
por haber dictado la resolución de doce de octubre 
de mil novecientos setenta y nueve, lo hace en base 
a los incisos lo. y 2o. del artículo ochenta (80) de 
la Constitución de la República; e incisos lo., 2o. 
y 4o. del artículo lo. y en el 2o. y 4o. del artículo 
lo., y en el 2o. párrafo del artículo 61 de la Ley 
de Amparo Hábeas Corpus y de Constitucionalidad. 
Concluye que: ''evidentemente la Sala recurrida se 
ha excedido en sus facultades, ha obrado con nv­
toria ilegalidad y abuso de poder y ha ejerciao 
sus facultades en forma tal, que el agravio que 
puede causarse a mi representado, no es reprable 
por otro medio legal de defensa". 

Esta Cámara constituida en Tribunal de Amparo. 
le dio el trámite de ley al recurso. 

El Ministerio Público al evacuar la que le fue 
c.i>nferida dice: "De la sola lectura de lo expuesto 
en el memorial inicial se establece que el recurso 
de amparo es improcedente, porque conforme el 
artículo &1, inciso lo. de la Constitución de la Re­
pública, no procede este recurso en asuntos del 
orden judicial respecto de las partes y personas 
que intervienen en ellos, y en el presente caso, 
la entidad Consorcio Marítimo Centroamericano, 
Sociedad Anónima, que es la interponente del re· 
curso de amparo, es la misma persona que aparece 
como demandada dentro del juicio ordinario labo­
ral, donde se dictó el auto que motiva a la inter­
posición del recurso de amparo. Además existe rei­
terada jurisprudencia de esa Honorable Corte de 
que en estos casos, el amparo no puede prosperar 
de conformidad con la norma constitucional citada". 

Los demás sujetos procesales evacuaron sus au­
diencias en sendos alegatos. 

CONSIDERANDO: 

Es improcedente el amparo en los asuntos del 
orden judicial con respecto a las partes que inter­
vinieron en el. En el caso que se .estudia se ve 
que el recurrente ha sido sujeto procesal en el 
juicio ordinario laboral número ochenta y cuatro 
guión setenta y nueve, que se tramita en el Juzgado 
Primero de Trabajo y Previsión Social de la Pri­
mera Zona Económica, y en consecuencia el in­
terpuesto por José Ramón Banús Molina, en re­
presentación de la entidad "Consorcio Marítimo 
Centroamericano, Soc'Jedad Anónima." (COMACA­
SA). no puede prcsperar por lo que debe resolver­
se lo procedente. 

LEYES APLICABLES: 

Artículos lo., 44, 53, 62, 80, 81, 83, 240, 260, de 
la Constitución de la República; lo., 7o., 14; 31, 
33, 35, 44, 59 inciso lo., 61, 67, 74 de la Ley de 
Amparo, Hábeas Corpus y de Constitucionalidad; 
lo., 4o., 27, 32, 82, 157, 158, 159 y 163 de la Ley 
Gel Organismo Judicial. 

POR TANTO, 

LA CORTE SuPREMA DE JUSTICIA, CAMAI-tA 
PENAL CONSTITUIDA EN TRIBUNAL DE Al\1-
PARO, al resolver, DECLARA: A) Notoriamente 
improcedente; el recurso de Amparo interpuesto 
por José Ramón Banús Molina, en representación 
de la entidad CONSORCIO MARITil\10 CENTRO­
AMERICANO SOCIEDAD ANONIMA (COMACA­
SA) contra la Sala Segunda de la Corte de Apela­
ciones de Trabajo y Previsión Social; B) Impone 
al abogado auxiliante de la recurrente, una multa 
de CINCUENTA QUETZALES (Q50.00), que hará 
efectiva dentro de los cinco días de su notificación, 
en la Tesorería de Fondos de Justicia, y en caso 
de insolvencias se convertirá en detención corporal, 
a razón de cinco qúetzales diarios; C) Condena en 
costas al recurrente. Notifíquese y con certificación 
de lo resuelto, para los efectos jurisprudencialrs, 
Gevuélvanse los antecedentes a donde corresponde. 

(Fs.) C. E. OvandO B. - A. E. Mazariegos G. -
J. Felipe Dardón. - R. Rodríguez R. - Rol. To· 
rres Moss. - Ante mí: M. Alvarez Lobos. 

AMPARO 
Interpuesto por el Licenciado Reyes Antooio .Jiérez 

Rojas, contra el Consejo Superior Universitario. 

DOCTRINA: Es procedente el Recurso de Ampi;ll'o, 
cuando la resolución haya s,ido proferida sin atri­
buciones legales para ello; y al haber actuado 
sin facultades regladas, no existe vía adminis­
trativa previa que se pueda agotar. 

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, CAMARA 
PENAL CONSTITUIDA EN TRIBUNAL DE AM­
PARO: Guatemala, diecisiete de diciembre de mil 
novecientos setenta y nueve. 

En apelación y con -sus antecedentes. se examma 
la sentencia dictada por la Sala Segunda de la 
Corte de Apelaciones, constituida en Tribunal cie 
Amparo, en el Recurso de Amparo presentado por 
el Licenciado Reyes Antonio Pérez Rojas, Contra 
el Consejo Superior Universitario. De conformidad 
con las constancias de autos, el recurrente es de 
los siguientes datos de identificación personal: De 
treinta y cinco años de edad. casado, Licenciad-: 
en Filosofía, guatemalteco, de este domicilio y ve­
cindario y actuó bajo la dirección y pro~uración 
del Licenciado Ricardo Sagastume Vidaurre. 
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I.-O>n fecha treinta de octubre del año en curso. 
compareció el Licenciado Reyes Antonio Pérez Re­
jas. ante la Sala Segunda de la Corte de Apelacic­
nes. constituida en Tribunal de Ampa:-o. interp:¡­
niendo recurso de Amparo en contra del ConsejO 
Superior Cniversitario, manifestando que acudía 
a esa vía, en virtud que por haberse cJ.Implido el 
período para el que fuera electo el representante 
del Colegio de Humanidades, Licenciado Francis 
Ramón Polo Sífontes, el Consejo Superior de la 
USAC convocó al Colegio de Humanidades para 
designar o elegir al sucesor, dicha convocatoria fue 
comunicada al Colegio; 

11.---Para la realización de la elección del nue";¡ 
representante ante el Consejo Superior Universitan.:> 
de la USAC, el Colegio de Humanidades, en sesión 
del veintinueve de mayo del año en curso, seüaló 
el veintinueve de junio de este mismo año para 
la realización de dicho acto; 

111.---El día señalado para la elección, se llevó 
a cabo la misma con un resultado de cuarenta vo­
tos para la Licenciada Edna Nuñez de Rodas, se­
tenta y ocho votos para el recurrente Licenciado 
Reyes Antonio Pérez Rojas, y dos votos nulos; pos­
teriormente la Junta Directiva de la Facultad de 
Humanidades aprobó la elección recaída en el Li­
cenciado Pérez Rojas, la cual fue objetada por la 
inconformidad de algunos colegiac!os, presentando 
para manifestar su objeción Apelación, contra lo 
resuelto por la Junta Directiva; 

!V.-El Consejo Superior Universitario en vía de 
recurso de hecho le dio trámite a la apelación y 
con fecha veintidós de agosto lo declaró sin lugar, 
pero a la vez sin que hubiera gestión ni impugna­
ción alguna, ·dispone anular la elección recaída 
en la persona del Licenciado Reyes Antonio Pérez 
Rojas, aduciendo que no había mediado el tiempo 
de treinta días entre el ''tiempo de treinta días 
entre la publicación de la citación correspondiente 
y el día fijado para el acto electoral"; 

V.-La Sala Segunda de la Corte de Apelaciones, 
constituida en Tribunal de Amparo, al dictar sen­
tencia el veintisiete de noviembre del año en curso, 
declara sin lugar, por improcedente el recurso de 
amparo interpuesto por el Licenciado Reyes Antonio 
Pérez Rojas; 

VI.-En virtud de esta resolución, el recurrente 
apeló con fecha treinta de los corrientes, habiéndole 
concedido dicho derecho la Sala Sentenciadora; y 

CONSIDERANDO: 

De conformidad con la doctrina más generalmen­
te aceptada, el recurso de Amparo es un juicio 
destinado a impugnar los autos de autoridad, vio­
latorios de las garantías individuales y sociales y 
dem?s preceptos que constituyen derechos y que se 
encuentran contenidos en la Constitución de la Re­
pública y leyes complementarias; por otra parte, 
en su aspecto meramente teleológico, tiene como 
objetivo esencial, mantener el respeto y positividad 
de nuestro régimen de legalidad, mediante la exac­
ta aplicación del derecho. Nuestro ordenamiento 
jurídico vi'gente, entre otros casos, estipula que 

toda persona tiene derecho a pedir amparo para 
que se le mantenga en el go::e de los derechos y 
garantías que la Constitución establece, para que 
en casos conc::-etos se declare que una ley, un re­
glamento o cualqmer otro acto de autoridad no 
obliga al recurrente. por contravenir o restringir 
cttalquiera de los derechos garantizados por la 
Cúilstitución o reconocidos por cualquier otra ley 
y además contiene otros casvs de procedencia que 
para los efectos del presente fallo. no se considera 
necesario mencionar. El Artículo cincuenta v cua­
tro t 54) del Decreto número ocho t8) de la Asam­
blea Nacional Constituyente, claramente estab!ece: 
"en la apelación se podrá confirmar, modificar o 
revocar lo resuelto por el Tribunal de Amparo". 
En el caso que se estudia, el Licenciado :Reyes 
Antonio l'érez Rojas, recurrió de Amparo ante la 
Salá Segunda de la Corte de Apelaciones constituida 
en esa jurisdicción privativa contra el CONSEJO 
SUPERIOR UNIVERSITARIO, principalmente con­
forme los fundamentos que se analizan: 

l.-BASE FACTICA DEL RECURRENTE: Invoca 
como motivación real del recurso de Amparo plan­
teado, la situación de que la autoridad recurrida 
no respetando que, "afortunadamente múltiples 
preceptos constitucionales y de diversas leyes gua­
temaltecas son clara evidencia de la máxima con­
sideración que para el estado guatemalteco merece 
la persona humana", no respetando que el recu­
nente había ganado una elección en el ColegiO 
Profesional de Humanidades, para ser representan­
te del mismo ante la autoridad recurrida, sin res­
petar que NO EXISTIA NINGUNA CLASE DE RE­
SOLUCION AL RESPECTO, concedió un recurso 
de apelación y le dio trámite, no obstante que por 
no existir resolución de primer grado, no le era 
dable jurídicamente entrar a conocer; y por otra 
parte, actuando absolutamente en contra de un dic­
tamen del Asesor Jurídico de dicho Consejo, el que 
en la oportunidad correspondiente se pronunció en 
PRO DE LA TOTAL VALIDEZ DE LA ELECCION 
RECAIDA EN EL RECURRENTE. Indica el pr~­
sentado: "Sin embargo el Acuerdo del Consejo Su· 
perior contenía dos apartados, que eran el resulta­
do de una actuación absolutamente oficiosa y arbi­
traria de parte de la máxima autoridad de la Uni­
versidad de San Carlos. En efecto, simultáneamen­
te al rechazo de la ape!ación como se indica en 
el punto que antecede en el apartado número dos 
d~l citado acuerdo, el Consejo Superior, DISPONE, 
Sin que paxa ello hubiera gestión ni impugnación 
alguna, anular la elección recaíd'a en 'mi persona, 
aduciendo que uo había mediado el tiempo de trein· 
ta días entre la publicación de la citación corres­
pondiente y el día fijado para el acto electoral. Pa­
ra emitir ese pronunciamiento indiscutiblemente 
oficioso y que seguramente obedecía a intereses 
que no aparec.en especificados ni confesados, el Ho­
norable Consejo Superior Universitario, pretendió 
escudarse en un singular sui generis ampliación 
ANALOGICA de los artículos 39 de la Ley Orgánica 
de la USAC, 99 de los estatutos de la Propia USAC 
y 9o., 21 y 23 de un instructivo de elecciones de la 
Universidad de San Carlos. Asimismo, manda se 
1epitiera la elección tan extrañamente anulada". En 
conclusión, la anulación de la elección recaída en 
la persona del recurrente como representanté del 
Colegio Profesional de Humanidades ante el Con­
sejo Superior Universitario, sin tener este último 
a juicio del presentado, ninguna facultad legal para 
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ello, es en sintesis el hecho que justificó la presen­
tación del Recurso de Amparo que hoy se exaillliJ.a 
en esta instanCia. 

ll.-BASE JCRIDICA DEL RECCRRE~TE: Prm­
cipalmente el recurrente 'invo~a a su favor .los 
preceptos constitucionales contenidos en los arucu­
los: lo., 43, 45, 53, 64, 77. 99. 100, 105. 142. 143. 
144, 145, 213 inciso 4o .• 246 y 264 inciso 2o. Continúa 
la sustentación jurídica de la acción de amparo 
intentada en el sentido de que: De acuerdo a su 
criterio: 1) La Universidad de San Carlos es una 
entidad autónoma que le corresponde urganizar, 
dirigir y desarrollar la enseñanza estatal superior 
de la Nación, debiendo además promover la inves­
tigación científica y filosófica y la difusión de la 
cultura; 2) La misma Constitución e~tabl~ce que 
las entidades autónomas como la Universidad de 
San Carlos, deben regirse por los preceptos cons­
titucionales que en forma clara se refieren a ella, 
por la Ley Orgánica de la Universidad, contenida 
en el Decreto 325 del Congreso de la República Y 
por sus estatutos, siempre y cuan,do estén en ab~o­
luta concordancia con las categonas de normas JU­
rídicas anteriormente ··enunciadas;. 3) El artículo 
52 de la Ley Orgánica de la Universidad, el Con­
sejo Superior Universitario determinará en los es­
tatutos y reglamentos, el funcionamiento de las 
FACULTADES Y DEMAS DEPENDENCIAS; y el 
articulo 6o. de la misma Ley y el 4o. de los estatu­
tos de la Universidad de San Carlos establecen que, 
la Universidad está integrada por las FACULTA­
DES Y DEPENDENCIAS existentes hasta la fecha 
e institutos, departamentos y dependencias ya exis­
tentes, y las facultades y centros que la Universi­
Ciad reconozca, incorpore y establezca en lo suce­
sivo; 4) Manifiesta también el recurrente que a la 
par de la Universidad estatal y adscrita a la mis­
ma, funcionan las organizaciones representativas 
de los profesionales universitarios y que con el 
ejercicio de esas mismas y el control de tal ejer~ 
cicio, contribuyen a la realización fundamental del 
Estado; 5) Indica el presentado que el artículo 105 
cie la Constitución de la República, es el que esta­
blece que quedan adscritoo, pero que ello de nin­
guna manera implica que exista relación de su­
BORDINACION entre las universidades y los cole­
gios profesionales, y que si se quiere encontrar la 
voluntad del legislador constituyente, basta leer el 
artículo 213, inciso 4o. de la Constitución, en el 
que la misma reconoce la posibilidad que puedan 
existir CONFLICTOS entre las universidades y los 
co!egios profesionales e indica que sólo puede 
existir conflicto entre dos entes jurídicos, entre los 
que no exista ninguna clase de subordinación; y 
que tal circunstancia se ve confirmada por la mis­
ma Carta Magna en su artículo 264, inciso 2o.; 
indica cuáles son las instituciones que están cons­
titucionalmente legitimadas para interponer el re­
curso especialísimo de Constitucionalidad, base de 
nuestro sistema jurídico democrático y hace ver 
a este Tribunal de Amparo, que la Constitución es 
absolutamente clara cuando preceptúa: "El Cole­
gio de Abogados, con la aprobación de su Asam­
blea General", de lo anterior se deduce que la 
Constitución de la República no reconoce a la 
Universidad NINGUNA CLASE DE JERARQUIA 
SOBRE LOS COLEGIOS PROFESIONALES, por­
que si así fuese, el artículo diría hipotéticamente 
"La Universidad por medio de su Colegio de Abo­
gados" o "El Colegio de Ahogados con autorización 

de la Universidad"; pero al permitir que el men­
Cionado colegio profesiooal tome una decisión de 
tanta trascendencia para la \ida jurídica de la 
Xación. sin tomar en cuenta a la Universidad, la 
indEpendencia jurídica de los colegios profesiOna­
les ha quedado plenamente ratificada por dos nur­
mas• constituciwales, las que como no podia ser 
de otra manera prevalecen sobre toda ley o tratado 
internacional que se les opanga; 6) Ind1ca ademas 
el recurrente que los colegios profesionales. se ri­
gen en general por la Ley de Colegiación O~iCial 
Ogligatoria para el ejercicio de las profesiOnes 
universitarias, contenida en el Decreto 332 del Con­
greso de lá República y sus reformas; y cada Co­
legio Profesional en particular se rige por sus es­
tatutos, ·los cuales deben ser aprobados por la 
Universidad de San Carlos, pero esa es la única 
atribución que en relación a los colegios permite 
a la Universidad de San Carlos la Constitución; 7) 
De conformidad con el artículo 100 de la Constitu­
ción de la República, los colegios profesionales 
tienen derecho a hacerse representar por un miem­
bro de los mismos ante el Consejo Superior Univer­
sitario, autoridad que según la misma Constitución 
l.:, corresponde exclusivamente la DIRECCION de 
la Universidad de San Carlos; 8) A juicio del re­
c:urrente, la convocatoria a elecciones realizada 
por el Colegio de Humanidades está dentro de las 
normas legales, pues no existe norma ni disposición 
legal que diga lo contrar:o y la Universidad al 
pretender anular dicha elección lo hizo sin base 
legal alguna y en forma . oficiosa, pasando soL.re 
claros y terminantes preceptos constitucionales; 
9) Como otros aspectos de la acción de Amparo 
intentada, es conveniente hacer constar que el re­
currente manifiesta que no ha interpuesto ante la 
Universidad ningún recurso de reconsideración, 
porque tal medio de impugnación no existe en las 
leyes universitarias que serían las aplicables; que 
se limitó a plantear una solicitud simple dentro 
del marco de la absoluta buena fe. Que asimismo, 
se lesionó su derecho adquirido sin haber sido cita­
do, oído y vencido, por lo que en su caso se infrm­
gió la garantía del debido proceso, contenido en 
el artículo 53 de la Constitución de la Re.pública; 
y finalmente, que el Consejo Superior Universita­
rio se extralimitó en sus funciones, pues no es Tri­
bunal de Justicia para estar realizando interpreta­
ciones analógicas de la ley, al darse cuenta que 
no tiene facultades legales y principalmente, por 
esas razones que considera absolutamente atendi­
bles, el Recurso de Amparo por él planteado debe 
ser declarado procedente, para mantener así la 
unidad del ordenamiento jurídico vigente. 

m.-BASE JURIDICA DE LA AUTORIDAD RE­
CURRIDA: La autoridad recurrida, por medio ae 
su representante legal en la oportunidad procesal 
correspondiente, comparec'ió a este Tribunal de 
Amparo, en síntesis argumentando los siguientes 
aspectos: 1) Que no es uno sino son dos los re­
cursos de amparo interpuestos por la misma causa 
en contra del Consejo Superior Universitario, uno 
interpuesto por el Licenciado Reyes Antonio Pérez 
Rojas y otro por el Colegio Profesional de Humani~ 
dades, con espacio de diez minutos entre uno y 
otro y ante diferentes Salas de la Corte de Apela­
ciones constituidas en Tribunal de Amparo, "pero 
ello no es producto de la casualidad, sino del dtli­
berado objetivo de utilizar el derecho de petición 
procesal y la propia actividad jurisdiccional con 
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frívolos propósitcs publicitarios. Las coincidencias 
son tan evidentes que pc:rmiten hacer con seguri­
da<;i esta afirmación"': 2} "Como consecuencia de 
ese paralelismo en el ejerdcio de la acción p:-xe­
sal, y dentro de ese marco que sup2dita la jJris­
dic:ción a la publicidad. se han producido hasta 
ahora, para el mism:> asunto. planteado dos \ec~s 
en forma coetánea, tres vistas públicas. con dis­
pendio de la actividad procesal y en detrimento de 
los principios de concentración de economía pro­
cesal y llevando a extrem:Js que la acción prxe:>al 
compete también a los que no tiene razón y que 
puede hacerse valer aun cuando la acción sea in­
fundada''~ 3) La débil posición jurídica de la parte 
recurrente. que ha tratado de compensar cou de­
claraciones de prensa, la ha llevado a decir por 
escrito expresiones tales que la buena fe del Tri­
bunal de Amparo, que ha sido lamentablemente 
sorprendida y que siempre de esa forma dual de 
promover las ac9ones, se ha dado la situación que 
paralelamente la acción jurisdiccional de los Tri­
bunales de Amparo; también ha promovido para­
lelamente la acción administrativa del Consejo Su­
perior Universitario por medio de UN RECURSO 
DE RECONSIDERACION; 4) Dicho lo anterror y 
tomando en consideración que ese Honorable Tri­
bunal ya tiene elementos para emitir un fallo con­
firmativo del de primer grado, me concretaré a 
reiterar y ampliar algunos argumentos sobre cua­
tro aspectos esenciales del CONFLICTO que son: 
"a) La interposición del recurso (los recursos) de 
Amparo, estando pendiente la resolución de un 
recurso administrativo; b) La relación entre la 
Universidad de San Carlos de Guatemala y los 
colegios profesionales; e) El fundamento legal del 
Acuerdo del Consejo Superior Universitario; y d) 
La supuesta indefensión del recurrente"; 5) . En 
relación al recurso de reconsideración la autoridad 
recurrida en conclusión indica: "Estando la Uni­
versidad de San Carlos sujeta a la Constitución de 
la República y a leyes y reglamentos que regulan 
su funcionamiento· y le asignan aribuciones respec­
to de los colegios profesionales adscritos a ella, 
de permitir la validez de 11na elección anómala, 
hubiera violado su propio régimen de legalidad": 
indica, además, "que al plantear el mencionado ya 
recurso de reconsideración lo que se pretendía era 
;:¡ue la resolución impugnada quedara sin efecto y 
que convalidara la elección anulada"; indica que 
si era su propósito, es obvio que antes de acuJir 
a la vía de amparo, debieron haber esperado GUe 
el Consejo Superior Universitario, resolviera lo 
que estimare procedente; por lo que estima que 
tal recurso, el de reconsideración. aún está pen · 
diente de resolver; 6) La autoridad recurrida sos­
tiene la tesis de que existe relación jurídica de 
carácter jerárquico e institucional, entre la Uni· 
versidad de San Carlos y los Colegios profesiona­
l~s de conformidad con el contenido del artículo 
105 de la Constitución, y que ello deviene de la 
acepción que en el idiom'l castellano tiene la pa­
labra "adscripción" o "adscritos''; y ello se debe 
también a que sólo la Universidad de San Carlos, 
con exclusión de cualquier ctra entidad, puede apro­
bar los estatutos de los colegios. Que la subordina­
ción legal de la Universidad está contenida en e} 
é'rtículo lo. de la Ley de Cole~iación Obligatoria, 
para el ejercicio de las profesiones universitarias, 
en donde se dice que la colegiación profesional obli­
gatoria, quedará bajo la dirección de la Univcrsi-

Jad de San Carlos de Guatemala. Seguidamente 
indica que es natural y obvio que el Consejo Supe­
rior r;niversitario, ejerza una función de contralor 
,;cbre determinados actos de los Colegios Profesio­
nale;, y que los artículos DIECISEIS, DIECISIETE, 
DIECIOCHO Y CIECll\L."EVE de la Ley de Cole­
giación. hace que los Colegios Profesionales nazcan 
a la vida juridica p:2r un a:!to de la Universidad 
de San Carlos, aduce además la autoridaJ recu­
rrida que en el propio memorial de interposición 
del recurso de re,visión, los mismos recurrentes 
reconocen la existencia de la jerarquía jurídica 
entre los colegios profesionales, como dependien­
tes de la Universidad, pues, textualmente dicen: 
"Que además forma parte de la estructura üJ1iver­
sitaria"; 7) En cuanto al fundamento jurídico de 
la resolución impugnada por medio del Recurso de 
Amparo, que como ya se consideró se estudia en 
esta instancia, la autoridad recurrida invoca una 
vez el contenido del artículo 105 de la Constitución, 
el artículo lo. de la Ley de Colegiación Obligat()­
ria; el 39 de su Ley Orgánica y 99 de los estatutos 
de la misma y hace descansar la parte· medular 
de dicha resolución, en la infracción de parte del 
Colegio de Humanidades -a juicio de la autoridad 
recurrida.:_ infringió varias normas del INSTRUC­
TIVO DE ELECCIONES DE LA UNlV~RSIDAD 
DE SAN CARLOS, APROBADO POR EL CONSE­
JO SUPERIOR UNIVERSITARIO, fundamentalmen­
te los artículos 9o., 46, 54 y 56 del n;ismo; de lo 
expuesto puede concluirse que en realidad, la par­
te puramente decisoria de la resolución impugnada 
por medio del amparo, está en lo que la autoridad 
recurrida consideró infracciones ai mencicr.a.do 
instructivo y finaliza diciendo: "E,; widente que 
el acuerdo de nulidad no fue emitido recurriendo 
a una analogía sui gener1s, siendo dentro de una 
estricta lógica y congruente sistemática jurídica·•; 
Los argumentos anteriores hacen que la au~oridad 
recurrida, solicite a este Tribunal de Amparo, que 
la sentencia de Primera Instancia impugnada me­
diante el recurso de apelación que posibilita el 
estudio por parte de esta Cámara, sea confmnado, 
por tener sustentación legal y ética jurídica. 

!V.-PRINCIPALES FUNDAMENTOS DE LA 
SENTENCIA IMPUGNADA MEDIANTE AP.ii:LA­
CION: En el aspecto fundamental, central v me­
dular de su fallo, el Tribunal de Amparo de primer 
grado indica textualmente: "La Ley de Amparo, 
Hábeas Corpus y Constitucionalidad, se emitió para 
garantizar el respeto debido a las libertades ciu­
dadanas, a. los derechos :del hombre y a las nor­
mas fundamentales que /rigen la vida del país, a 
fin de asegurar el régill!len de derecho; 11) Ahora 
bien, para que tan encomiables fines no sean bur­
lados y para que el amparo cumpla con la fun­
ción para la cual fue instituido, se precisa que el 
ciudadano o entidad que lo utiliza se apegue estric­
tamente a lo normado al respecto en la Constitu­
ción de la República y en la ley especüka a la 
que se acoge, se refiere además, que la ,;rtuación 
sometida a conocimiento del órgano jurisdiccional, 
se adecúe a los supuestos contenidos en lds refe­
ridas · normas; Ill) En el presente caso, resulta 
evidente que por imperativo constitucional, los Co­
legios Profesionales se encuentran adscritos a la 
Universidad de San Carlos de Guatemala, es decir, 
que se cuentan o se atribuyen a dicha entidad au­
tónoma, y la función directriz que la Universidad 
de San Carlos de Guatemala realiza por medio del 
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Consejo Superior l:niversitario. como órgano de má­
xima jerarquía administrativa. se pone de manJie~­
to en múltiples normas. tales: La 24 en su:;: ir>cis:;: 
e). h) y k1; la 39, la 44 y la 52 del Decreto de: CJ,¡­
greso 325 Ley Orgánica de la Cnh·ersida~i d: :;<>c:: 
Carlos de Guatemala; igualmente se demue;tra di­
cha jerarquía en lo dispuesto en los ar•;cv1o5 lo .. 
11 incisos b), e). i), o), s) y U, 22. 2-1 in~:so c,l 
y 95 de los estatutos de la Universidad de San 
Carlos de Guatemala; finalmente en lo que dispo­
nen los preceptos l. 2.. 12 y 14 estos últimos en su 
inciso d) del Decreto del Congreso de la República 
332. De manera que no existe independ\enda abso­
luta entre los colegios profesionales y el Consejo 
Superior Universitario, sino más bien una ¡·cllción 
de subordinación de los primeros entes -::on resp~c­
lo al segundo; VJ En consecuencia, con el solo ar­
gumento de existir pendiente de resolución un re· 
curso de carácter administrativo cou electo SUS!JE!n­
sivo, deviene legalmente improcedente el presente 
amparo; sin embargo, dada la singular importan· 
cia del caso, ,este Tribunal también L::.tima quP 
deviene improcedente también el recurso por ser 
de orden administrativo y por tener por ende es­
tablecido en la ley, procedimiento. o recurso por 
cuyo medio pueda ventilarse adecuadamente la 
cuestión, de conformidad con el principio del debi­
do proceso. En efecto: El Tribunal de lo Conten­
cioso-Administrativo tiene atribuciones para cono­
cer en caso de contienda originada por actos, 
resoluciones de la Administración Pública, de las 
municipalidades y entidades descentralizadas y au­
tónomas o semiautónomas, cuando procedan en el 
ejercicio de sus facultades regladas, así como en 
los casos de acciones de'rivadas de contratos y con­
cesiones de naturaleza administrativa''. Los ante­
riores fueron lQs fundamentos en que se basó el 
Tribunal que conoció en primer grado, para decla­
rar sin lugar el Recurso de Amparo que por virtud 
de Recurso de Apelación, hoy se analiza en este 
Tribunal superior. 

V.-ESTIMACION JURIDICA ENTRE LO EX­
PUESTO POR EL RECURRENTE. EL CRITERIO 
DE LA AUTORIDAD RECURRIDA Y LOS Fm<­
DAMENTOS DE LA SENTENCIA IMPUGNADA: 
Por cuestiones de orden metodológico, este Tribu­
nal principiará por hacer un análisis de la resolu­
ción que motivó la interposición del presente re­
curso, para seguir en este aspecto un paralelismo 
con la situación puramente facticia que dio lugar 
a la controversia jurídica objeto de estudio, por 
parte de este Tribunal privativo de Amparo: Pos­
teriormente se analizarán los argumentos del rE-. 
currente, los puntos de vbta del Consejo Sup<::nor 
Universitario, y el fundamento del fallo impugnado, 
confrontación a!'alitica. que servirá de orientaeiéll 
a la parte decisoria del presente fallo de este Tri­
bunal de Amparo. Cumpliendo con el procedimiento 
indicado anteriormente, se obtienen las siguiente& 
conclusiones de orden , práctico y legal: 1) Como 
ya se indicó, en realidad la parte medular. crucial 
o fundamental de la resolución del Consejo Superior 
Universitario, que motivó el Recurso d2 Amparo 
que hoy se estudia, TIENE SU VERDADERO ASI­
DERO LEGAL en la INFRACCION A JUICIO DE 
LA AUTORIDAD RECURRIDA. de parte del Cült:­
gio de Humanidades, de una serie de normas que 
esa autoridad denomina artículos. de varias dispo­
siciones contenidas en el llamado INSTRUCTIVO 
de elecciones de la Universidad de San Carlos. Al 

re;;o;:ct·J cabe considerar que de conformidad con 
::::e-ste·} c:::du::a;';1¡ento jurídiCo vigente y de confor­
·;:~da¿ tarc1bié:: C'C-!:: dcct!'i.nas jurídicas de acepta­
.:·é:: u::in':-s2: e:: paises de sistemas como el nues­
tro. la je~2:-qu:2 :5e la.; leyes está integrada así: 
CT\STITl:CIO~ DE L\ REPCBLICA. DECRETOS 
DE L\ _-\S_\:\IBLE:\ ~.-\CIO~ . .\L COXSTITL"YEX­
TE QCE DESARROLL\_'\ LEYES COXSTITI.:'CIO­
?\ALES. DECRETOS LEGISLATI\-05. ACl."ERDOS 
Gl!BERNATI\-05 SCSCRITOS POR EL PRESl­
DE~TE DE LA REPCBLICA. ACCERDOS ~ID;IS 
TERIALES.' REGLA:.OIEXTOS. CIRCCLARES y al­
gunas disposiciones complementarias de carácter 
administrativo. proferidas por autoridad con facul­
tades legales para ello: pero es prime:-a \·ez qu.e 
puede observarse Q'CE SE PRETE::-oiH DARLE 
FUERZA LEGAL Y EFICACB JCRIDIC.-\. A C)l 
SIMPLE I~STRUCTIVO. el que no está en ninguna 
de las jerarquías de nuestro sistema y de conformi­
dad con el Diccionario de la Real Academia Es­
pañola, que es ley supletoria de la república, la 
palabra INSTRUCTIVO viene de (instructo) adje­
tivo "DICESE DE LO QUE INSTRUYE O SIRVE 
PARA INSTRUIR". En conclusión es inaceptable 
jurídicamente que el Consejo Superior Universita­
rio, para proferir una resolución con indiscutibles 
consecuencias jurídicas, su fundamento principal 
sea lo que -denomina o estima como incumplimien­
to a las normas de un INSTRUCTIVO. Lo anterior 
hace que este Tribunal sea del criterio, que por 
ninguna razón, en ningún caso y bajo ninguna cir­
cunstancia, pueden reconocérsele efectos jurídicos 
a un SIMPLE INSTRUCTIVO; 2) De la conclusión 
anterior se colige que, el Consejo Superior Uni­
versitario, al emitir el acuerdo que anuló una elec­
ción del Colegio de Humanidades, referente a re­
presentante de dicho colegio profesional, quien es 
hoy recurrente, NO ACTUO EN EL USO DE SUS 
FACULTADES REGLADAS, pues éstas deben estar 
regladas en la ley y no en un instructivo como su­
cede en el presente caso. Al respecto este Tribunal 
estima adecuado y procedente transcribir el ar­
tículo 255 de la Constitución de la República, que 
copiado literalmente dice: "El Tribunal de lo Con 
tencioso-Administrativo tiene atribuciones para co­
nocer en caso de contienda originada por actas o 
resoluciones de la Administración Pública, de las 
Municipalidades y entidades descentralizadas, au­
tónomas o semiautónomas, CUANDO PROCEDAN 
EN EL EJERCICIO DE SUS FACULTADES RE­
GLADAS (lo que no sucedió en el presente caso), 
así como en los casos de acciones derivadas d~ 
contratos de naturaleza administrativa"; 3) La 
conclusión anterior derivada del numeral prece­
dente, lógicamente hace que este Tribunal de se­
gundo grado no acepte la argumentación de la 
sentencia impugnada en el sentido de que no po­
drá interponerse Recurso de Amparo en los asun­
tos del orden judicial o administrativo, que tu, 
vieran establecidos en la ley procedimientos o 
recursos por cuyo medio puedan ventilarse ade, 
cuadamente, de conformidad con el principio del 
debido proceso, pero sí podrá recurrirse dé ampa­
ro en lo administrativo, cuando no haya otro re­
curso con efectos suspensivos. Los conceptos ante­
riores aparecen en el Decreto número ocho de la 
Asamblea Nacional Constituyente, en su artículo 
número SESENTA Y UNO. Al respecto cabe con­
siderar que la anulación de la elección recaída en 
el recurrente fue hecha por el Consejo Superior 
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Universitario. y no dio trámite de inmediato a la 
petición o como la aut()ridad recurrida lo ir.dica 
Re::urso de Re\isión, planteado ante dicho Consejo, 
por lo que perfectamente hub:era p3.sado el térm.r:o 
para interponer el ampar-o y el acto impugnado 
se hubiera ccnvertido en HECHO CO:\SK.'-liDO. 
La no resolución de inmediato por part2 del Consejo 
de la solicitud o Recurso de Redsión. hacen que 
al recurrente no le hubiera quedad:> otro recurso 
con efectos suspens:vo-, más que el de amparo; 
es conveniente hacer constar que este Tribunal. 
entiende por EFECTO SUSPENSIVO, la calificación 
del conocimiento que toma un Juez. Tribunal o 
autoridad superior d-2 la resolución de un inferior 
SUSPENDIENDO SU EJECUCION. que fue preci­
samente lo que en el presente caso no sucedió, 
pues hasta la fecha de la presentación del Recur­
so de Amparo, la autoridad recurrida no había 
entrado a conocer de la solicitud o recurso de re­
consideración: 4) Es CJ111Veniente hacer constar 
que en ninguna de las leyes que rigen las actua­
ciones de la Universidad de San Carlos. como lo 
son la Constitución de la República. su Ley Or­
gánica y sus estatutos. aparece regulado el llama­
do R.ecurso de R.ECONSIDERACION, para casos 
como el presente; por lo que la apreciación del 
Tribunal de Segundo Grado, en el sentido de que 
está pendiente de resolverse un Recurso de Recon­
sideración, y que por ello no es dable jurídicamen­
~2 conocer del amparo planteado. es sencillamente 
insostenible, como lo es insostenible también que 
r.u se ha agotado la VIA ADMINISTRATIVA POR­
QUE COMO YA SE CONSIDER.O, LA AUTORIDAD 
RECURRIDA, no actuó en el uso de sus facultades 
regladas; 5) Al considerar este Tribunal que la 
autoridad recurrida no actuó en el uso de su<J 
facultades regladas, estima conveniente adem..!ls, 
hacer constar que el Tribunal de Primer Grado, 
establece una subordinación jerárquica de los cole­
gios profesionales a la Universidad de San Carlos, 
limitándose a citar una serie de disposiciones le­
gales. es decir, que ninguna consideración jurídica 
hace de las razones por las cuales estima que 
esas disposiciones legales citadas, son fundamento 
de una absoluta relación de subordinación jerárqui­
ca de los colegios profesionales a la Universidad 
de San Carlos, en otras palabras. hace una inter­
pretación no expresa. si no IMPLICITA O TACITA 
DE DICHAS LEYES. obteniendo un silogismo, sin 
sentar con claridad premisas que sirvan de funda­
mento a la conclusión: pero de todas maneras ha 
quedado demostrado, que el CONSEJO SUPERIOR 
UNIVERSITARIO. carece de facultades legales pa­
ra proferir resolución ANULANDO LA. ELECCION 
CUESTIONADA, invocando las razones y causas 
que le sirvieron de fundamento; 6) Lo manfestado 
en la conclusión anterior. hace que no sea lógico 
ni lega!mente necesario, entrar en el análisis del 
estado de INDEFENSION PROCESAL. alegado por 
el recurrente: porque p'lra que exista en realidad 
indefensión, se requiere que la autoridad que está 
lesionando derechos constitucionales e intereses -le­
galmente protegidos. tenga facultades para actuar, 
y privando al afectado del derecho constitucional 
de defensa, como resulta irrelevante también ana­
lizar la tesis del fallo de segundo grado, en rela­
ción a la absoluta subordinación jerárquica, pues con 
J sin subordinación. la que de conformi¿ad con 
nuestro sistema jurídico no es absoluta. eso no 
reviste de facultades legales a la autoridad recu-

rrida para actuar en la forma como lo hizo, fun­
dándose en facultades provenientes de un INSTRUC­
TI\-0. las que de tener validez y haber sido pro­
íeridas por autoridad legalmente constituida y fa­
cultada, vendr:an a completar aspectos •1o regula­
dos en las leves universitarias; 7) En realidad en 
el presente a;;ur;to, debe hacerse correcta aplica­
ción de lo dis0ll€sto en el artículo CIENTO CUA­
RE::\l'A Y Cr:\CO de la Constitución de la Repú­
blica. que es claro al afirmar que los Functcn.arios 
son depositarios de la ley y jamás superic~s a 
ella. es decir, que 'NIKGú'N FUNCIONARIO. AU­
TORIDAD o cuerpo colegiado. TIENE ::\!AS FA­
CULTADES QGE LAS QUE EXPRESAl'\IE!I.--rE LE 
CONCEDE LA LEY. De lo anteriormente ._onside­
rado y analizado, se concluye que no se trata de 
un conflicto entre un particular y la Administración 
Pública, sino de una cuestión de derecho público, 
devenida de la anulación de una elección. para 
representante de un ente jurídico como lo es un 
colegio profesi,onal ante el Consejo Superior Uni­
Yersitario, lo que viene a tener, más que un inte­
rés puramente particular. un interés de naturaleza 
pública, por otra parte es cierto que la Constitu­
ción de la R.epública, en su artículo DOSCIENTOS 
TRECE, inciso cuarto, acepta que pueden existir 
conflido9 entre los colegios profesionales y las 
universidades, lo qtle hace que la tesis· de subor­
dinación jerárquica absoluta. sea dubitativa y en 
consecuencia no aceptable por este Tribunal Su­
perior de Amparo; 8) Tomando en cuenta además 
que los colegios profesionales son entes autónomos, 
formados por egresados de todas las Universida­
des, y no sólo por egresados de la Universidad de 
San Carlos de Guatemala, y que el recurrente no 
fue electo como Hn simple funcionario de su colegio 
profesional, sino representante de todo el colegio 
al que pertenece, ante la Universidad de San Car­
los que es una entidad distinta; y siendo que de 
conformidad con la Constitución de la República, 
nadie está obligado al cumplimiento de órdenes o 
mandatos ilegales (artículo 45 de la Constitución), 
lo dispuesto por el Consejo. carece de obligatorie­
dad para el recurrente; 9) Al realizar el análisis 
de los arUculos veinticuatro, incisos e). h) y k); 
39, 44, y 52 de la Ley Orgánica de la Universidad 
de San Carlos; 10, 11 incisos b), e), i), o). s). t); 
22. 24 inciso d) y 95 de los estatutos de la misma 
Universidad, el primero de la Ley de Colegiación 
Obligatoria (que no concuerda a cabalidad con 
terminantes disposiciones constitucionales), uno, 
aos, catorce éstos últimos en su inciso d) de la 
Ley de Colegiación Profesional Obligatoria, se ob­
tiene como lógica conclusión que no existe subor­
dinación jerárgica entre la Universidad de San 
Carlos y los colegios profesionales, puesto que de 
ser así la ley fuera clara al decirlo; po;r otra parte 
y como ya se consideró debe tenerse presente que 
los mismos, están integrados por egresados de to­
d~s las Universidades que funcionan en el país, no 
únicamente por egresados de la Universidad de 
San Carlos, precisamente por ello el Tribunal de 
Primer Grado al analizar lo que puede resultar 
de lo dispuesto en todas las disposiciones que trans­
cribe SIN DECIR A QUE SE REFIEREN NI RE­
F'ERIR.SE A LA INCIDENCII\ DE LAS MISMAS 
PARA LLEGAR A UNA CONCLUSION CATEGO­
RICA; hace un especial y aparente juego de con­
clusiones distintas y RELATIVAMENTE COMPLE­
MENTARIAS así: Primero: indica que existe rela-
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cwn de subordinación jerárquica entre los colegios 
profesionales y el Consejo Superior "Cniversitario. 
y al final dice, que lo dispuesto en las leyes prt­
citadas, demuestra que ''No existe independe!:!cia 
absoluta entre los colegios profesionales y el Consejv 
Superior "Cniversitario". Aunque lo importante en 
el presente fallo es que el Consejo. no tiene ley 
vigente que sirva de base a su actuación, no ::e­
niendo mayor relevancia para el presente proceso 
de amparo, la existencia o no de jerarquía jurídica 
completa, es conveniente hacer notar que esa par­
te del fallo impugnado, no tiene la suficiente con­
sistencia jurídica, como para ser aceptada por este 
Tribunal Superior; 10) Este Tribunal de Amparo 
sin entrar a conocer sobre las razones que puúic­
ron haber justificado la nulidad de la elección a 
que se refiere el recurrente, estima que el Con5ejo 
Superior Universitario se EXTRALIMITO EN SUS 
FUNCIONES, al no tener una base legal, clai'a y 
categórica, para realizar el acto que motivó el 
amparo, y no existiendo otro recurso con efectos 
suspensivos, para mantener la protección efectiva 
de los derechos a que se refiere la Constitucrón, 
y que son nulos IPSO JURE, los actos que los dis­
minuyan, restrinjan o tergiversen, después del aná­
lisis y consideraciones ·anteriores, está en condicio­
nes de resolver lo procedente, 

LEYES APLICABLES: 

Las citadas y los artículos: 53, 77, 80, 82, 83, 
143, 240, 246 de la Constitución de la República; 
lo., 2o., 19, 22, 25, 31, 33, 34, 36, 38, 39, 40, 41. 42, 
43, 45, 47, 65, 66, 74 del Decreto de la Asamblea 
Nacional Constituyente número 8; 4o., 7o., So., 9o., 
26, 27, 32, 38 inciso 14, 157, 158, 159, 160, 163 del 
Decreto del Congreso 1762; 66, 67 del Decreto Ley 
107, 

POR TANTO, 

La Corte Suprema de Justicia: CAMARA PENAL 
CONSTITUIDA EN TRIBUNAL DE AMPARO, re­
voca el fallo venido en apelación y al resolver, DE­
CLARA: l.-CON LUGAR el recurso planteado por 
el Licenciado Reyes Antonio Pérez Rojas, contra 
el CONSEJO SUPERIOR UNIVERSITARIO de la 
Universidad de San Carlos de Guatemala; en con­
secuencia, se declara que la resolución emitida por 
la autoridad re·currida en fecha veintidós de agosto 
del año en curso, la que lleva el número 29-i9 in­
ciso 2, 3 apartado 1, no afecta al recurrente por 
haber sido dictada sin facultades legales para ello, 
y en consecuencia contravenir claros preceptos le­
gales; H.-Devuélvanse los antecedentes a donde 
corresponde, transcribiendo el presente fallo y re­
mítase el proceso al Tribunal de origen · cun cer­
tificación de lo resuelto; III.-Se condena a pagar 
las costas procesales del presente recw·so .al CON­
SEJO SUPERIOR UNIVERSITARIO de ia Univer­
sidad de San Carlos de Guatemala; IV.-NOTTFI­
QUESE. compúlsese certificación para lur:. efectos 
jurisprudenciales y previos los requisitos legales, 
ARCHIVESE. 

(fs.) C. E. Ovando B. - A. E. Mazariegos G. -
J. F. Dardón García. - Julio García C. - R. 
Rodríguez R. - Ante mí: Fernando Gutiérrez M. 

AMPARO 
Recurso de _.\pelación presentado poi' :\tarta Pania­

gua Aceituno viuda de Ruiz, contra la sentencia 
de la Sala Segunda de la Corte de Apelaciones. 

DOCTRINA: Es improcedente el amparo, en astm· 
tos del orden judicial, respecto a las partes y 
personas que intervinieren en eHos. 

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, CAl.\IARA 
PENAL CONSTITUIDA EN TRIBUNAL DE AM­
PARO: Guatemala, veinte de diciembre de mil 
novecientos setenta y nueve. 

Se tiene a la vista para resolver, el Recurso de 
Apelación, presentado por MARTA PANIAGUA 
ACEITUNO VIUDA DE RUIZ, contra la sentenc1a 
dictada por la Sala Segunda de la Corte de Ape­
ladones, constituida en Tribunal de Amparo, el 
veintisiete de nQ<viembre del año en curso. Según 
las constancias de autos la recurrente es de los 
datos de identificación siguientes: cuarenta y ocho 
años, soltera por viudez, de oficios domésticos, gua­
temalteca, de este domicilio y vecindad, 

ANTECEDENTES: 

Marta Paniagua Aceituno viuda de Ruiz, expresa: 
que en el Juzgado Primero de Trabajo y Previsión 
Social de la Primera Zona Económica, se inició 
el juicio ordinario laboral que lleva el número cua­
trocientos cincuenta guión setenta y ocho (450-7&), 
a cargo del notificadar Primero Oficial Segund.:>, 
el mismo fue seguido en su contra por ZOILA YO­
LANDA MARTINEZ AMEZQUITA, desde el vein­
tiocho de septiembre de mil novecientos setenta y 
ocho. Indica que por razones de salud, no pudo 
asistir a dos audiencias, habiéndose señalado una 
tercera, la cual no le fue notificada y que el vem­
ticuatro de mayo del año en curso, se dictó se11-
tencia declarándola rebelde y confesa, condenán­
dosele al pago de las prestaciones aducidas en la 
demanda. Agrega que se ha seguido en su contra, 
¡¡n procedimiento, sin que haya sido legalmente 
citada, oída y vencida en juício, y que por esas 
razones compareció interponiendo el Recurso de 
Amparo, en contra del Juez Primero de Trabajo 
y Previsión Social de la Primera Zona Económica. 
La Sala le dio el trámite correspondiente, corrien­
do las audiencias y abrió a prueba el negocio por 
el término de ley. La recurrente, finalmente pidió 
que se declarase procedente el recurso y como con­
secuencia se enmienda el procedimiento en el jui­
cio ordinario, impugnado a partir de la notificación 
de diecisiete de mayo del presente año. La Sala 
sentenciadora, mediante resolución de veintisiete de 
noviembre ya citada, declaró imprÓcedente el re­
curso, basándose para el efecto en lo que estable-
ce el artículo 81 de la Constitución de la República, 
inciso lo., y expresa que la recurrente fqe preci­
samente la parte demandada en el ordinario labo­
ral que motivó el amparó. Esta Cámara estima 
que los hechos que motivaron el recurso, han sido 
relacionados correctamente en la sentecia impug­
nada, por lo que hace falta adicionarlos, rectificar­
los o modificarlos. 
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CONSIDERANDO: 

De conformidad con las constancias de autos, 
ha quedado evidenciado que Marta Paniagua Acei­
tuno viuda de Ruiz, fue parte en el juicio ordinario 
laboral, referido por ella misma como persona de­
mandad, y tomando en cuenta lo preceptuado por 
el artículo 81 ínciso lo., de la Constitución de la 
República, que en lo conducente dice: "Es ímpro­
cedente el Amparo, lo.-En asuntos del orden ju· 
dicial respecto a las partes y personas que inter­
vinieren en ellos'', lo que desarrolla también el 
artículo 59 inciso lo., de la Ley de Amparo, Hábeas 
Corpus y de Constitucionalidad, y que ha sido rei­
terado criterio de este Tribunal, por lo que la Sala 
recurrida al resolver el recurso interpuesto por la 
citada persona en la forma indicada, ha actuado 
conforme a derecho, por lo que su fallo debe cJn­
firmarse parcialmente, 

LEYES APLICABLES: 

Articulas 80, 81, 83 y 84 de la COnstitución de la 
República; lo .. 44, 45, 48, 50, 51. 53, 54, 55, 59, 67 
de la Ley de Amparo, Hábeas Corpus y de Consti­
tucionalidad; 32, 38 inciso 2o., 157, 158, 159, 163 y 
169 de la Ley del Organismo Judicial, 

POR TANTO 

LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, CAMARA 
PENAL CONSTITUIDA EN TRIBUNAL DE AM­
PARO, al resolver declara: sin lugar el Recurso 
de Apelación, interpuesto en virtud de lo consi­
derado, CONFIRMA PARCIALMENTE la senten­
cia recurrida en cuanto declara sin lugar el Re­
curso de Amparo, interpuesto por Marta Paniagua 
Aceituno viuda de Ruiz; y REVOCA PARCIAL­
MENTE en cuanto a que no condena en costas; en 
consecuencia, resolviendo conforme a derecho, re­
voca parcialmente el fallo en el sentido de que 
se le condena a las costas del presente proceso 
de amparo a la recurrente Marta Paniagua Aceitu­
no viuda de Ruiz, y a su abogado al pago de una 
multa de CIEN QUETZALES (QlOO.OO), que hará 
efectiva en la Tesorería de Fondos de Justicia, por 
estimar que es notoriamente improCedente el re­
curso. 

(fs.) C. E. Ovando B. - A. E. Mazariegos. G. -
J. Felipe Dardón. - R. Rodriguez R. - Fed. G. 
Barillas G. - Ante mí: H. F. GutiéiTez l\1. 

PENAL 
Recurso de Cl~Slreión interpuesto por Manuel Eduar­

do de León Blanco, en su calid~ de defensOI' de 
Eduardo Elias Velásquez, contra la Sala Décima 
de l'a Corte ~ Apelaciones. 

DOCTRINA: Para que prospere el ~urso de Ca­
sación por error de derecho etn la apreciación de 
las pru-ebas, es ·imprescindible citar con preci­
sión la leyes referentes a l'a estimativa probato­
ria de las mismas. 

a>RTE SUPREMA DE JUSTICIA, CAMARA PE­
NAL: Guatemala, veinticinco de julio de mil nove­
cientos setenta y nueve. 

Se tiene a la vista para resolver el Recurso Ex­
traordinario de Casación. presentado por Manuel 
Eduardo de León Blanco. contra la sentencia defini­
tiva dictada por la Sala Décima de la Corte de 
Apelaciones, el siete de mayo de mil novecientos se­
tenta y nueve; de acuerdo a las coostancias de autos 
los datos de identificación personal del recurrente 
son: de veinticuatro años de edad, soltero, estu­
diante, guatemalteco, con residencia en la veinti­
ocho calle "A" diez-setenta y cuatro de la zona tre­
ce, colonia Santa Fe, de esta ciudad capital, lugar 
que señala para recibir citaciones y notificaciones, 
se presentó bajo la dirección del .Abogado Luis Gon­
zalo Vargas Bocanegra, cuya oficina profesional, 
también señaló para recibir notificaciones; del es­
tudio que se hace de las actuaciones, 

RESULTA: Del resumen de la seotenci;a recurrida, 
es la proferida por la Sala Décima de la Corte de 
Apelaciones, el siete de mayo del corriente año, en 
la parte resolutiva de la misma se indica textualmen­
te: "Declara: a) que EUARDO ELlAS VELASQUEZ 
es autor responsable. del delito de HURTO, perpe­
trado en el restaurante "Dairee Quenn", (no indica 
quién e8 el sujeto pasivo de la acción delictiva); 
b) que tal infracción le impone a cumplir la pena 
de DOS AÑOS DE PRISION, inconmutables, con 
abono de la prisión sufrida desde el momento de su 
detención; e) se le suspende en el goce de sus de­
rechos políticos durante el tiempo de la condena; 
d) se le condena al pago de las responsabilidades 
civiles provenientes del delito cometido, las cuales 
se fijan en la cantidad de CIEN QUETZALES, exac­
tos, los cuales deberán hacerse efectivos al 
ofendido, {la sentencia no indica quién es el ofen­
dido), dentro de tercero día de quedar firme este 
fallo y sin necesidad de cobro ni requerimiento al­
guno; e) por su notoria pobreza se le exonera de la 
reposición del papel empleado y del pago de las 
costas procesales (en ei fallo no dice a quién se le 
exonera). Notiffquese y como corresponde, vuelvan 
los autos al tribunal de ongen''; el anál:isis jurídico 
de la sentencia de segunda instancia, en lo que sea 
conducente de conformidad con el contenido del re­
curso y de las disposiciones legales vigentes, se hará 
en las consideraciones del presente fallo. Al anali­
zar la sentencia de segunda instancia, en la parte 
histórica de la misma, se encuentra que el hecho 
justiciable sobre el cual se pronunció el procesado 
es el siguiente en forma literal: "Que usted, e1 die­
cinueve de clidembre de mil novecientos setentiocho, 
en horas de la madrugada y en compañía de un 
individUo llamado Walter, penetraron al Restauran­
te "Dairee Quenn'', situado en séptima avenida l' 
doce calle zona uno, y de donde sustrajo sin la de­
bida autorización de su dueño una grabadora co­
mercial y una máquina sumadora marca Facit, 
hecho que llevó a cabo con violencia", hasta aquí el 
hecho justiciable ya indicado; 

RESULTA: De la rectificación de los hechos rela­
cionados con inexactitud: del estudio realizado no 
se encontró que ninguno de los descritos en el me­
morial que contiene el recurso haya sido relaciona­
do con inexactitud, entendiendo este concepto en su 
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sentido puramente fáctico; salvo cuestiones de mero 
crite~o jurídi~o; con la aclaración anteriOr se pue­
de afll'mar que se encuentra adecuada la realidad 
histórica que necesariamente ha de hacerse de los 
mismos; 

RESL"'LTA: De los aspectos fundamentales del me.. 
mMial introductivo del recurso: El Recurrente in­
terpuso Recurso Extraordinario de Casación, mvo­
cando como CASO DE PROCEDENCIA, el artículo 
SETECIENTOS CUARENTA Y CINCO, numeral VIII 
del Código Procesal Penal, acogiéndose al subcaso 
de ERROR DE DERECHO EN LA APRECIACION 
DE LA PRUEBA, según él manifiesta se refiere a 
la prueba documental y testimonial; citando como 
leyes infringidas los artículos TRESCIENTOS SE­
TENTA Y CINCO, CUATROCIENTOS VEINTI­
OCHO, CUATROCIENTOS CUARENTA Y CINCO, 
SEISCIENTOS CINCUENTA Y DOS, SEISCIEN­
TOS CINCUENTA Y CINCO, SEISCIENTOS TREIN­
TA Y OCHO, SEISCIENTOS CINCUENTA Y OCHO, 
último párrafo; también del Código Procesal Pe­
nal; el artículo número tres de 1a Ley del Orga­
ntsmo Judicial; MIL C'IENTO VEINTICINCO IN­
CISO CATORCE; MIL CIENTO VEINTINlJEVE 
DEL CODIGO CIVIL Y NOVENO DE LA LEY DE 
CEDULA DE VECINDAD, DECRETO LEGISLATI­
VO MIL SETECIENTOS TREINTA Y CINCO. Sin­
tetizando en relación al error de derecho en la 
apreciación de prueba de testigos el recurrente ma­
nifiesta: que a su criterio a) en la recepción de las 
dedaraciones de los testigos relacionados no se 
cumplió con lvs requisitos o formalldades que la ley 
exige, no habiéndosele tomado la protesta a un testi­
go que identifica como lo dispone la ley, indica ade­
más que al recibir la deé;laración de los agentes 
''captores" no se identificaron con su célula de vecin­
dad como lo dispone una ley específica; que nin­
guno de los tres detectives, manifestaron ser tes­
tigos presenciales del hecho investigado, manifes­
tando que e} pro~esado les confesó el hecho en el 
cuerpo de detectives; pero que a las mismas no 
puede dárseles valor probatorio, porque sólo con­
tienen referencias y una confesión extrajudicial. Fi­
naliza, indicando que al haberse recibido todas las 
declaraciones sin haberse llenado las formalidades 
legales, las mismas son nulas además, que confi­
guran a su juicio una confesión extrajudicial, que no 
puede tener ningún valor Iegal. Finalmente, hace 
el recurrente una serie de argumentaciones jurídi­
cas, se~ las cuales a su juicio, al ser infringidas 
en las diferentes formas que lo manifiesta, la Sala 
incurrió en error de derecho en la valoración de la 
prueba teS,tifical. 

En lo relacionado con ERROR DE DERECHO, 
en la aprec!ación de la prueba documental, también 
denunciado P?r el recurrente, porque la Sala aceptó 
como buenos los documentos con los que se demos­
tró los objetos, ,materia cuerpo del delito, adolecien­
do según e} ·criterio del recurrente una serie de Vi­
cios que de conformidad con la ley, y de acuerdo 
a su criterio, nun¡¡;a debió otorgárseles ningún efec­
to juridico, pues tr~ándose de b1enes inscribibles en 
el reg1stro correspo diente, tal requisito no se cum-
plió. 1 

El interponente del recurso, hace un análisis de 
cada una ele las normas legales que denunció como 
infringidas, haciendo de acuerdo a su punto de vista 

un estudro de cada una de ellas concluyendo que 
fueron violadas y que por tal razón el Recurso de 
Casación. planteado, debe prosperar. 

RES'CLTA: De las alegaCiones de las partes: El 
día de la vista. únicamente se recibió una memorial 
presentado por Manuel Eduardo de León Blanco, 
defensor del procesado. en el que después de hacer 
las argumentaciones jurídicas que estimó pertinen­
te, solicita se tome en cuenta lo manifestado en 
ese memor,ial para dictar sentencia, y concluye so­
licitando en forma concreta, que el Recurso Extra­
ordinario de Casación, planteado, sea declarado pro­
cedente; en tal concepto deben hacerse las estima­
c;iones jurídicas del caso; y 

CONSIDERANDO: 

Siendo el Recurso Extraordinario de Casación, ab­
solutamente técnico y las facultades del tribunal que 
conoce del mismo absolutamente LIMITADAS a las 
leyes que el interponente del r€lcurso denuncie co­
mo . infringidas;\ necesariamente el rigorismo del 
análisis comparativo debe realizarse entre: a) el 
memorial contentivo del recurso; b) la senten­
cia de segunda instancia, es impugnada; y e) las 
normas legales citadas como infringidas por el recu­
r~ente y los argumentos estrictamente juríd1cos que 
strven de fundamento a sus afirmaciones; si no se 
llenan a cabalidad los requisitos a que se refiere 
la litera} e), el Tribunal Supremo, n0 está jurídíca­
mente posibilitado de realizar el análisis compara­
tJlvo ya descrito, por falta de un ne~sario punto 
de comparacián, lógicamente indispensable. Ha 
sido reiterada jurisprudencia de este Tribunal Su­
premo, que cuando se invoque de parte de} recu­
rrente como caso de procedencia ERROR DE DE­
DERECHO EN LA APRECIACION DE LAS PRUE­
BAS, es requisito ineludible que e1 impugnador del 
fallo de segundo grado, cite con precisión normas 
legales, de naturaleza estrictamente adjetiva, que 
se refieran a la prueba en la que se indique se 
cometió el error denunciado, debiendo existir ad­
soluta concorda11¡cia entre la norma de valoración 
probatoria y la prueba correspondiente; es decir, 
que e} recurrente debe citar como infring¡das las 
leyes de estimativa probatoria que dieron lugar al 
ser violadas a que ·se produjera el error denunciado; 
es indispensable pues, la cita inequívoca de la ley 
y los argumentos que demuestren la existencia de la 
infracción y consecuentemente del error alegado. 
En e} caso que hoy se estud1a existen la siguientes 
situaciones: A) el recurrente, no citó en forma es­
pecífica, ninguna norma de valoración probatoria, 
relacionada con las pruebas en las que a juicio del 
mismo se realizó el error alegado; B) el impugnante 
del fallo de segunda instancia, indicó que se había 
cometido error de derecho en la apreciación de la 
prueba testifical y documental, citando como in­
fringidas normas procesales no rerativas a su 
estimativa y art'culos de otras leyes distintas al 
Código Procesal Penal, sin ninguna relación con 
el caso de pro~dencia, en que se fundó el recurso; 
C) Citó como ley infringida una norma de carácter 
general como lo es el artículo SEISCIENTOS 
TREINTA Y OCHO. del Código Procesal Penal, que 
se refiere a la apreciación de las pruebas (en gene­
ral) por medio del sistema de la sana crítica, no 
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aduciendo ninguna tesis al respecto; y en los fallos 
de este Tribunal de Casación. se ha venido soste­
niendo en forma constante, que cuando el recurren­
te estime y manifieste que existe error de derecho 
porque los Magistrados del Tribunal de Segundo 
Grado, no hicieron aplicación correcta, del siste­
ma de la sana crítica, siendo éste el aplicable; es 
condición necesaria que el recurrente formule tesis 
al respecto; sólo así posibilitará que el Tribunal Su­
premo realice e1 estudio correspondiente. En con­
clusión en el presente caso, al haber omitido el re­
currente la cita precisa y correcta de las leyes re­
ferentes a la estimativa probatoria, en rela¡ción a las 
pruebas en los que a su juicio se cometió el error 
de derecho, que motivó el recurso, este Tribuna1 Su­
premo, se encuentra en imposibilidad jurídica de 
realizar el análisis comparativo obligado, por falta 
de un punto de comparación lógicamente imprescin­
dible, defectos éstos en la interposición del recurso, 
que debido al rigorismo y la técnica que le son in­
herentes, no es jurídicamente dable subsanar a este 
Tribunal de Casación; en tal concepto, debe resol­
verse lo procedente. 

LEYES APLICABLES: 

Las citadas y artículos: 16, 20, 24, 31, 40, 69, 99, 
100, 125, 181, 193, 201, 244, 250, 475, 482, 631, 637, 
638, 639, 653, 657, 658, 660, 661, 662, 740, 741, 744, 
748, 745 numeral VIII 749, 750. 752, 757 y 760 del CÓ­
digo Procesal Penal; 32, 38 inciso 2o., 157, 159, 168, 
170 y 172 .del Decreto Legislativo 1762, 

POR TANTO, 

La Corte Suprema de Justicia, Cámara Penal, 
al resolver DECLARA: 1.- IMPROCEDENTE, e1 
Recurso Extraordinario de Casación, planteado por 
Manuel Eduardo de León Blanco, en su calidad de 
defensor del procesado de nombre Eduardo Elías Ve­
lásquez, contra la sentencia defmitiva proferida por 
la Sala Décima de la Corte de Apelaciones, e1 siete 
de ~ayo de mil novecientos setenta y nueve, y por 
medio de la cual se condena al último de los nom­
braqos, como autor responsable del delito de Hurto 
imponiéndole la pena y dedUciéndole las demás res­
ponsabilidades legales. Notifíquese y con certifica­
ción de lo resuelto, devuélvanse los antecedentes a 
los tribunales de origen. 

(fs.) C. E. Ovando B. - A. E. Mazariegos G. -
Ju11111. José Rodas.- J. Felipe Dardón. -R. Rodrí­
guez R.- Ante mí: M. Alvarez Lobos. 

PENAL 
Recurso EdriW!rdinario de Casación, interpuesto por 

Ezequías Raldilla ROdríguez, en oontra de la sen­
tencia dictada por la SaJia, Séptima de la Corte de 
Apelaciones, el .diecinueve de julio del año en cur­
so, por el delito de HOMICIDIO. 

DOCTRINA: Cuando se denuncia error de derecho 
en la aprec1ación de la prueba, el recurrente de·be 
fonnular tesis al respecto, debiendo existir con­
gruencia entre el subcaso rle procedencia, y las le­
yes citadas como infringidas. 

COR1E St:"PREM.-\ DE JtJSTICIA. CAMARA PE­
NAL: Guatemala, ocho de octubre de mil novecien­
tos setenta y nueve. 

Se tiene a la vista para resolver, el Recurso Extra­
ordinario de Casación, interpuesto por el procesado 
Ezequías Radilla Rodríguez, en contra de la sen­
tencia dictada por la Sala Séptima de la Corte de 
Apelaciones, el diecinueve de julio de mil novecien­
tos setenta y nuev~ en contra del recurrente, pot 
el delito de HOMICwiO. 

El procesado, según sus datos de identificación y 
quien hoy recurre es de cuarenta y seis años de 
edad, casado, pescador, guatemalteco, con residencta 
en el caserío Tílapa, del munkipio de Ocós, del de­
partamento de San Marcos. 

Fueron acusadores el señor, Cruz Angel Rodríguez 
y por parte del Estado el Ministerio Público. 

Como Director y Abogado auxiliante, actúa en el 
recurso el Abogado Jorge Rolando Oliva Villagrán; 
en virtud de lo expuesto es el caso de hacer la re­
lación histórica que corresponde y del estudio qúe 
se hace de los autos, 

RESULTA: 

!) DE LA SENTENCIA RECURRIDA: Se trata 
de la sentencia de segunda instancia, proferida por 
la Sala Séptima de la Corte de Apelaciones, con sede 
en la ciudad de Quezaltenango, el diecinueve de julio 
del año en ,curso, en la que resuelve: PRIMERO: 
"REVOCA la sentencia de primer grado, elevada 
en apelación; SEGUNDO: DECLARA: I) Que 
EZEQUIAS RADILLA RODRIGUEZ, es autor res­
ponsable del delito de HOMICIDIO, por haber da­
do muerte a la persona de ISRAEL ANGEL RO­
DRIGUEZ PALACIOS; II) Por haber cometido la 
referida infracción, se le impone la pena de OCHO 
AN"OS DE PRISION INCONMUTABLES, a purgar 
en el centro penal, que para el efecto señaló la su­
perioridad, y que se contará a partir de la fecha 
de detención, quedando suspenso durante el mismo 
término en el goce de SUs derechos políticos, y exo­
nerado por su pobreza de reponer el papel empleado 
en la causa y además gastos procesales; lli) Se le 
condena en concepto de responsabilidades civiles a 
pagar dentro de ter<e:er día de estar firme el fallo, 
sin necesidad de cobro o requerimiento, la suma de 
MIL QUETZALES, a los herederos de Irsael Angel 
Rodríguez Palacws, o al representante de la mor­
tuai; y IV) Cae en comiso el revólver marca Astra, 
calibre veintidós numero treinta y un mil trescien­
tos treinta y cinco, el cual ingresará a la dependen­
cia respectiva del Organismo Judicial. Notifíquese y 
como corresponde, devuélvanse los antecedentes'. 

ll) DE LA RECTIFICACION DE LOS HECHOS 
RELACIONADOS POR LAS PARTES CON INEXAC­
TITUD: Del estudio que se hiw de los autos, no se 
encontró que ninguno de los deS¡~ritos en el memo­
rial que contiene la interposición del recurso, haya 
sido relacionado con inexactitud. Estando adecuada 
la relación histórica que necesariamente ha de 
hacerse de los mismos. 

Ill) DE LOS ASPECTOS FUNDAMENTALES DEL 
RECURSO: El recurrente mterpuso Recurso Ex­
traordinario de Casación, invocando comQ r-asos 
de procedencia los contenidos ·en el art:culo 745, 
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numerales VIII y V del Código Procesal Penal, ma­
nüestando al tribunal que a su juicio en el fallo de 
Segunda Instancia, se cometieron graves errores 
de derecho en la apreciación de la prueba y en 
la calificaCioo de los hechos que se declaran pro­
bados. Los principales fundamentos jurídicos de 
la interposición del recurso en estudio, se analizan 
en la parte considerativa. 

IV) DE LOS Alegª"tos DE LAS P.ARTES: Ninguna 
de las partes presentó alegato. 

V) DEL RECURSO INTERPUESTO: Manifiesta 
el recurrente en su memorial de presentaCión, que 
interpone el Recurso de Casación, en c;ontra d~ la 
sentencia mencionada, dictada por la Sala Séptima 
de la Corte de Apelaciones por motivos de fondo y 
basa su interposición en las siguientes apreciaciones: 

A.-CASOS DE PROCEDENCIA Y LEYES IN­
FRINGIDAS: 

Caso uno1 Error de Derecho en la apreciación de 
la prueba de confesión del culpado: En esta parte 
de su exposición, atribuye dicho error a la Sala 
Sentenciadora, del contenido de su declaración in­
dagatoria y de la ampliación respectiva, al indi­
car que la calif.icación de los he.chos hecha por él, 
no es verosímil y argumenta, que la Sala indica en 
la ampliación de su declaración omitió y cambió 
circunstancias antes expresadas y esenciales, esti­
mándolas únicamente en la parte que le perjudica 
e indica que en este cas0 la Sala, infringió los ar­
tículos 491 y 707 del Código Procesal Penal y el caso 
de procedencia lo contempla el Artículo 754, numeral 
o inciso VIII del Código Procesal Penal. 

Caso tres: Error de Derecho en la apreciación de 
la prueba de documentos: Manifiesta en su memo­
rial el recurrente, que la Sala sentenciadora, hizo 
una valoración errónea del informe médico rendido, 
por el forense de la ciudad de Coatepeque, así como 
su ampliación, infringiendo así los Artículos 657 del 
Código Procesal Penal y noveno de la Ley del Or­
ganismo Judicial. 

Caso tres: Error de derecho en la apreciación de 
la prueba de testigos: En esta parte indica el re­
currente que la Sala valoró en forma errónea y de-

-ficiente las declaraciones testimoniales de Bernardo 
Samuel López Gramajo, Adolfo Arriola Méndez, 
Higinio Ramirez Cruz, Vicenta Reyes Parrilla de 
la Fuente y Fernando de la Fuente Arcano, infrin­
giendo los Articulas del 638 y 653 del Código Proce­
sal Penal. 

Caso cuatro: Error de Derecho en la aprecia­
ción de la prueba de documentos: La Sala sen­
tenciadora, según el recurrente, valoró erróneamen­
te y con deficiencia: a) La constancia de servicios 
extendida por el Mayor de Artillería, Efraín Alberto 
Rivera Castañeda, en donde consta que el procesado 
presta actualmente sus servicios como Jefe dé Co­
misionados Militares, en el municipio de Ocós, del 
departamento de San Marcos; b) Dos mensajes tele­
gráficos, fechados el cinco y seis de diciembre de 
mil novecientos setenta y ocho en Jutiapa, dirigidos 
al Jefe de Comisionados Militares y firmado por 
el Coronel Héctor Mario López F., y Capitán Guiller­
mo Enrique Ochoa G., Presidente del Tribunal Mi­
litar y Fiscal Accidental, respectivamente; y e) Ofi-

cio fechado en Jutiapa el cínco de marzo del año en 
curso. dirigidos al Fiscal Militar de la Brigada Mi­
litar General Manuel Lisandro Barillas, con sede en 
la ciudad de Quezaltenango, indicando que en la 
Fiscalía de Jutiapa, se tramitan dos procesos contra 
Israel Angel Palacios: Uno por homicidio y el otro 
por desercim agravada. habiéndose girado las cap­
turas correspondientes. El caso de procedencia está 
contenido en el Artículo 745 Numeral \i'III del Código 
Procesal Penal. infringiendo la Sala los • .\rticulos 
657 del Código Procesal Penal y Artículo 24 inciso, 
terrero del Código Penal. 

Caso cinco: Error de Derecho en Ia calificación de 
los hechos que se declaran probados en la senten­
cia de segundo grado: Manüiesta en esta parte de 
su recurso e1 sindicado, de que la Sala sentencia­
dora calificó mal los hechos conceptuándolos como 
C{)nstitutivos de delito de homicidio, sin reparar 
que constituyen circunstancias eximentes de respon­
sabilidad penal, dando lugar al caso de proceden­
cia del numeral V del Artículo 745 del Código Pro­
cesal Penal e infringiendo asi los Artículos 189 pá­
rrafo 3o., del Código Procesal Penal y 22 y 24 in­
ciso 3o., del Código Penal. 

CONSIDERANDO: 

-I-

E1 ínterponente del Recurso de Casación, fun­
damentó su pretensión procesar, en varios subca.­
sos de procedencia, los cuales enumera del uno al 
cinco. Al entrar a analizar cada uno de ellos, ésta 
Cámara Penal, omite hacerlo al , referido en el nú­
mero uno, puesto que el -recurrente pretende fun­
damentarlo en el numeral VIII. del ArtíCulú 754 
del Código Procesal Penal y la doctrina que con­
templa este artículo es completamente ajena a las 
pretensiones del recurrente y a este Tribunal, en 
su calidad de tal, no le compete hacer enmiendas 
a los errores de los litigantes. 

-TI-

Al realizar esta Cámara el estudio relacionado 
con el aspecto que el recurrente denomina "CASO 
DOS (2) ERROR DE DERECHO EN LA PRUEBA 
DE DOCUMENTOS", se hace evidente la equivoca­
ción del presentado al estimar, que un informe mé­
dico-forense, de acuerdo con la teoría general de 
la prueba en el proceso penal y de acuerdo a la 
doctrina generalmente aceptada y a nuestro de­
recho positivo vigente, debe ser considerado como 
PRUEBA DOCUMENTAL.. Esta Cámara, estable­
ce que la equivocación es evidente, puesto que el 
dictamen médico-forense es la expresión documen­
tal si se quiere, pero de una prueba pericial, pues 
el médico-forense, además de ser un auxiliar de la 
administración de justicia, es un PERITO en me­
dicina forense. que ofrece sus conocimientos téc­
nicos y científicos para ilustrar al Juez. sobre deter­
minadas situaciones o cuestiones tan especializadas 
que se necesitan conocimientos específicos y alta­
mente calif~~dos para dictamínar. Como cense­
cuencia de lo anterior; el recurrente cita como in­
fringido el Artículo 657, del Código Procesal Penal, 
que_ definitivamente nunca puede ser aplicable, ni 
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tener. ninguna clase de relación de estimativa pro­
batoria con la prueba de expertos o peritos, cuyas 
normas de orientación para su asunción, aprecia­
ción y valoración. se encuentran en otras normas 
del Código. La equivo::ación consistente en estimar 
el dictamen médico-forense, coma prueba documen­
tal hace que no exista concordancia entre las leyes 
citadas como infringidas y el subcaso de proceden­
cia invocado; error de técnica en la interposición 
del recurso que no es dable subsanar a este Tri­
bunal; el rigorismp del Recurso de Casación, en 
las condiciones anteriores, impiden la realización 
del estudio correspondiente. 

-m-
En cuanto a los documentos referidos también 

por el recurrente, en el caso numero dos, se limita 
a decir que la Sala sentenciadora los valoró en 
forma "EXTENSIVA. HIPOTETICA E ILEGAL­
MENTE", es decir, hace una afirmación, pero no 
sustenta ninguna tesis ni explica la razón de ser 
de su afirmación y ha sido reiterado criterio de 
esta Corte, que cuando el recurrente realice una 
afirmación referente a un error cometido por el 
Tribunal sentenciador en Segunda Instancia, ob1iga­
damente debe desarrollar una tesis al respe.cto, la 
que como lógica consecuencia permitirá el estudio 
correspondiente. Por las razones anteriores, }a Cá­
mara Penal de la Corte Suprema de Justicia, está 
imposibilitada de entrar a conocer del fondo del 
asunto. 

-IV-

Al analizar la parte del memorial que el recu­
rrente denomina "CASO NUMERO TRES'', se es­
tablece que el presentado sostiene que la Sala sen­
tenciadora cometió error de Derecho en la aprecia­
ción de la prueba al apreciar, las declaraciones de 
los testigos de nombres: Bernardo Samuel López 
Gramajo; .Adolfo Arriola Méndez; Higinio Ramí­
rez Gruz; Vicenta Reyes Barillas de la Fuente 
y Fernando de la Fuente Arcano; y que en conse­
cuencia infringió los artículos 638 y 653 del Código 
Procesal Penal. Al respecto viene al caso mencio­
nar que dichos artículos contienen la apreciación 
de la prueba en general el primero y e} segundo, 
la valoración de la prueba de testigos mediante el 
sistema de la SA..'\IA CRITICA; sin embargo, el 
recurrente se abstiene de indicar en qué forma la 
Sala infringió las normas de la sana crítica, omi­
tiendo también sostener tesis a1 respecto y es reite-
rado criterio de este Tribunal Supremo, que ~uan­
do se afirma que la Sala, ha infringido, al valorar 
una prueba determinada, las reglas de la ''sana crí­
tica'', debe manifestar con absoluta precisión cuáles 
de esas reglas són las infringidas en cada prueba 
analizada, irldividualizándolas y argumentar a su 
juicio en qué consiste cada una de esas infracciones, 
pero si no se cumple con ese requisito ineludible, el 
Tribunal de Casación, no cuenta con elementos de 
juicio, para analizar el estudio comparativo corres­
pondiente, que es precisamente lo que sucede en 
el presente caso. 

-V-
En el apartado número cinco del memorial con­

~tivo del recurso en estudio, el recurrente mani­
fiesta. que la Sala sentenciadora, incurrió en error 
de Derecho. en fa calificación de los hechzs que se 
declararon probados, argumentando como tesis fun­
damental que tal error se produjo al calificar la 
Sala, . como hmmcidio, el hecho motivo del proce­
so, sm tomar en cuenta la existencia de una cir­
~unstancia eximente de responsabilidad criminal, 
mvocando como subcaso de procedencia el conte­
nido en el numeral V del Articulo 745 del Código 
Procesal Penal. Al realizar esta Cámara el estu­
dio anaMtico correspon<hente encuentra 'absoluta­
incongruencia entre el subca~ de procedencia in­
vocado y la tesis sustentada, pues efe.ctivamente 
la norma legal en que se funda el recurrente se 
refiere en forma muy clara a la existencia de ei-z.or 
de Derecho e~ los. hechos que se declaren probados 
en la sentencia, SI constituyeren circunstancias exi­
mentes, atenuantes o agravantes de responsabili­
dad penal o de la pena, o se hubiere omitido con­
siderarlas como tales, ro que reqw.ere como presu­
puesto que los hechos que se declaren probados, 
tengan la naturaleza característica de ¡cualquiera 
de las tres c~tegorías enunciadas, pero en el pre­
sente caso, mnguno- de los hechos que la Sala tuvo 
por probados tienen ninguna de esas condiciones. 
ni naturaleza juridica de cualquier circunstancia 
eximente o modificativa de responsabilidad crimí­
nal. Efectivamente, de acuerdo al planteamiento 
es evidente que debió mvocarse otro subcaso d~ 
pro~edencia, contenido en otro numeral del mismo 
.Artic_ulo, pero al hab~rse citado el caso de proce­
dencia en. forma equiVocada, existe una da.·a in­
congruencia entre el subcaso de procedencia plan­
tea~ y la te~is fu~d!l~ental _que se sustenta, lo que 
obVIamente Imposibilita jundicamente a esta Cá­
mara, para hacer el análisis comparativo que 
corresponde, por lo que debe resolverse lo proce­
dente. 

LEYES APLICABLES: 

Las citadas y los Artículos: 64, 125, Í93, 201, 2.44, 
248, 2~9. 251, 740, numeral VI, 744, 75o, 757 y 75g 
del Código Procesal Penal; 32, 38 inciso 2o., 157, 
158, 159, 163, 168 y 169 de la Ley del Organismo 
Judicial, 

POR TANTO, 

La Corte' Suprema de Justicia, Cámara Penal al 
resolv~r DECLARA: Improcedente el Recurso' de 
Cas~ción, pl~nteado por el procesado Ezequias 
Radilla Rodriguez, en contra de la sentencia dicta­
?a por la Sala Séptima de la Corte de Apelaciones; 
Impone al recurre~te una multa de Quince Quetza­
l~s Y en c~s.~ de msolvencia, lo condena a quince 
d~as de pr1s10n conmutables en su totalidad a ra­
_zon. de Un Quetzal diario. Notif:quese, con ;eertifi­
cación de lo resuelto, devuélvanse los autos. 

(Fs.) C. E. Ovando B. - A. E. Mazariegos G. -
J~an JfJSé Rodas. - J. Dardón Garcia. - R Ro-
dri¡uez R. - Ante mí: M. 1Alvarez Lobos. · 
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PENAL 
Recurso de Ca~ión, interpuesto por Anselmo Jó 

Sánchez y Carlos Humberto León Chong, contra 
la Sentencia de Segundo Grado, proferida por la 
Sala Cnarta de la COrte tde Apelaciones. 

DOCTRINA: 

1-Para posiMlitar el análisis com¡parativo que 
necesariamente ha de realizar el TribUilllll de Ca­
sación, debe razonarse en forma precisa y adecua­
da, en concordancia con cada subcaso indicad&. 

11-El memorial contentivo del recurso que no lle­
ne· las formalida'des esenciales, no puede ser estu­
diado por el Tribunal de Casación. 

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, CAMARA PE­
NAL: Guatemala, cinco de noviembre de mil nove­
cientos setenta y nueve. 

Se tiene a la vista para resolver los recursos ex­
traordinarios de Casación, interpuestos, uno por el 
señor Anselmo Jó Sánchez, como acusador y el otro 
por Carlos Humberto León Chong, en el proceso que 
por los delitos de Homicid'ÍQ, Homicidio en e1 grado 
de Tentativa y Lesiones Leves, se instruyó contra 
éste y William Ha, en el Juzgado Octavo de Primera 
Instancia del Ramo Penal. Los mencionados recur­
sos van enderezados en contra de la Sentencia de 
Segundo Grado, proferida por la Sala Cuarta de la 
(:arte de Apelaciones, el diecisiete de abril del año 
en curso. Al encausado le aparecen en el proce­
so los datos de identificación siguientes: veinte 
años de edad, soltero, estudiante, guatemalteco, ori­
ginario y vecino de esta ciudad; como defensor ac­
tuó el Abogado Héctor Aurelio Pineda Yaeggy; y 
acusaron, Anselmo Jó Sánchez, quien es de treinti­
siete años de edad, soltero, comerciante, guatemal­
teco, de este domicilio y vecindad, comparece auxi­
liado por el Abogado Carlos Eduardo Lara Cruz; y 
el Ministerio Público. 

ANTECEDENTES: 

Como acusador, Anselmo Jó Sánchez, mediante 
memorial de fecha, cinco de junio del año en curso, 
interpuso Recurso Extraordinario de Casación, con­
tra la sentencia dictada por la Sala Cuarta de la 
Corte de Apelaciones, el diecisiete de abril de este 
año por motivos de fondo, invocando como casos de 
procedencia los establecidos en los numerales m. 
V y VIII; del artículo 745 del Código Procesal Pe­
nal y por quebrantamiento sustal)Cial del proce­
dimiento, fundamentándose en los casos de proce· 
dencia establecidos en el numeral Vill, del Artfcu· 
lo 746 del Código Procesal Penal. Hace sus argu­
mentaciones legales y las consideraciones que es­
timó pertinentes; pide que se :case la sentencia re­
currida y resolviendo conforme a derecho dictar 
el fallo que corresponde de condena por el delito 
que configuran los hechos y constancias del pro­
ceso. Comparece bajo la dirección y auxilio del 
Abogado Carlos Eduardo Lara Cruz. Carlos Hum­
berto León Chong, introduce su Recursq Extraordi­
nario de Casación, por medio del memorial sin 

fecha y con recep:ión en la Secretaria de la Corte, 
el doce de junio del año que corre. el mismo está 
planteado en contra de la senten3a ya citada, invo­
cando motivos de fondo y citando como casos de 
procedencm los incisos octavo (\"'ID, en lo refe­
rente al error de derecho en la apreciación de las 
pruebas y décimo (X), del artipulo setecientos cua­
renta y cinco (745) del Código Procesal Penal. Reali­
za sus argumentaciones legales y formula concreta­
mente su petición de fondo en el sentido de que 
se declare procedente, se case la sentencia y que 
al fallar sqbre el asunto principal se le absuelva 
ihmitadamente por no existir prueba para conde· 
narlo. Comparece auxiliado por el Abogado Héc­
tor Aurelio Pineda Yaeggy. La Corte Suprema de 
Justicia, Cámara Penal, q>n fecha doce de junio 
del presente año, admitió los recursos menciona­
dos y señaló, para la vista la audiencia del día lu­
nes dos de julio del mismo año, a las diez horas. 
Por petición del acusado, el procesado solicitó vis­
ta pública, pero la misma no se verificó por las 
razones que constan en el juicio, habiéndose seña­
lado audiencia el día martes treinta y uno de julio 
a las nueve horas, oportunidad en que las partes 
presentaron sendos alegatos) reiterando sus peti­
ciones. 

CONSIDERANDO: 

I 

En el presente caso, corresponderá a este Tribu­
nal colegiado, conocer de dos Recursos Extraordi­
narios de CASACION, el primero, interpuesto por 
Anselmo Jó Sánchez, quien por las razones de or­
den jurídico, contenidas en el memorial ;contenti­
vo del recurso, no estuvo de acuerdo con la parte 
decisoria de la sentencia proferida por la Sala Cuar­
ta de la Corte de Apelaciones, por los delitos de: 
HOMICIDIO SIMPLE, HOMICIDIO EN EL GRADO 
DE TENTATIVA Y LESIONES, contra los encausa­
dos de nombres William Ha y Carlos León Chong; 
por su parte el último de los nombrados, tampoco 
estuvo de acuerdo con el fallo proferido en su con­
tra, haciendo también por su cuenta uso de la de­
fensa extraordinaria que constituye de acUerdo a 
nuestro sistema procesal penal, el recurso precita­
do; por razones de orden puramente lógico esta Cá­
mara, entrará a conocer primero del recurso pre­
sentado por la parte acusadora, e inmediatamente 
después, del recurso presentado por uno de los pro­
cesados: 

A-FUNDAMENTOS JURIDICOS DEL RECURSO 
DE CASACION, ~RESENTADO POR ANSELMO JO 
SANCHEZ: La persona anteriormente indicada ma­
nifestó a esta Cámara, que interponía el recurso ya 
mencionado invocando como ''casos de procedencia" 
los contenidos en los numerales III, V, VI y VIII 
del Artículo 745 del Código Pmcesal Penal "que 
claramente establece que hab:rá lugar a Casa­
ción . . . m.-Cuando constituyendo delito los hechos 
que se declaren probados en la sentencia se haya 
cometido error de derecho en su calificación. V.­
Cuando se haya cometido error de derecho en los 
hechos que se declaren probados en la sentencia 
si constituyeren -circunstancias eximentes, atenuan­
tes o agravantes de responsabilidad penal o de la 
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pena 0 se hubiere omitido considerarlos corno_ tales. 
VI-Cuando la pena impuesta no corresponda. se· 
gún la ley a la calificación de los hechos justicia­
bles, a la participación del procesado o a la estima­
ción de circunstancias agravantes o atenuantes de 
las comprendidas en el numeral anterior (se re­
fiere al numeral V precitado). VIII-Cuando en la 
apreciación de la prueba se haya cometido error de 
derecho o de hecho. si este último resulta de docu­
mentos, diligencias judiciales o actos auténticos que 
demuestren de modo evidente 1a equivocación del 
juzgador" ... , los anteriores son los casos de proce­
dencia que corresponden al Recurso de Casación 
por MOTIVOS DE FONDO, en los que se funda para 
interponer su recurso el presentado Anselmo Jó Sán­
chez; inmediatamgnte después, en el renglón nú­
mero doce de la página nueve de su memorial apa­
re.c.e la leyenda "POR QUEBRANTAMIENTO DE 
PROCEDIMIENTO", lo que pone de rel"ieve que 
con falta de lógica procesal expone: primero los 
motivos de fondo y después parece ser que tam­
bién interpone recurso por quebrantamiento de pro­
cedimiento. como de conformidad con la ley, un 
recurso por los últimos motivos mencionados debe 
de ser resuelto, el hecho de invocar esos motivos 
posteriormente, como ya se consideró, evídencia fal­
ta de lógica procesal en la interposición del re,cur­
so. En relación a este segundo motivo, lo invoca 
como submotivo de procedencia contenido en el nu­
meral VTII del Artículo numero 746 del Código Pro­
cesal Penal, que según afirma el recurrente dice: 
"Por incongruencia del fallo CII)D los hechos y cir­
cu.oSta!ncias que hubieren sido motivo del proceso"; 
en relación a este subcaso de casación. este Tribu­
nal Supremo, haciendo aplicación de la doctrina 
contenida en el Artículo 756 del Código Procesal Pe­
nal, necesariamente debe entrar a resolver prime­
ro la parte del recurso que fue interpuesta. por QUE­
BRANTAMIENTO SUSTANC'IAL DEL PROCEDI· 
MIENTO; y al respecto el recurrente manifiesta 
textualmente: "La sentencia recurrida al conside­
rar en su parte atinente, y relativa al sindicado, 
León Chong (página seis de la sentencia de segun­
da instancia), determina que SI SE INTEGRO 
DURANTE LA SECUEL.A DEL JUICIO LA PLENA 
PRUEBA REQUERIDA EN DERECHO PARA UN 
FALLO DE CONDENA, plena prueba consiste ésta 
en presunciones graves y precisas entre sí concor­
dantes que determinan la responsabilidad del sindi­
cado en los hechos graves que se le atribuyen, estos 
elementos indiciarios son el hecho probatorio de la 
muerte súbita de la señora Estela Chang de Jó, 
acreditado con el acta de reconocimiento judicial 
del Juez instructor, el protocolo de la autopsia y 
la certificación del acta de defunción de la occisa, 
las lesiones causadas al señor Anselmo Jó Sánchez, 
por disparo de arma de fuego 0 sea la tentativa de 
causar la muerte del mismo, probado con las actas 
levantadas por el Juez Instructor. en los centros 
hospitalarios respectivos y los informes médicos fe­
renses y las lesiones causadas a la doméstica María 
Zúñiga Florián, a io que fa Sala agrega la conse­
cuencia sintomática de que como autor material, 
se sind~ca únicamente a León Chong, por las decla­
raciones de las partes ofendidas, habida cuenta que 
los hechos pesquisados, se realizaron en Ia casa del 
ofendido, de noche; agrega también la declaración 

del coprocesado Wílliam Ha. cuando acepta que el 
dia de los hechos lo fue a buscar a su residencia, 
sin que lo encontraran y fundamentalmente la prueba­
de la parafina (dermonitratos 1 positiva en el proce­
sado León Coong y todos los extremos acept&OOs por 
el Juez instruct:>r, que concuerda con la declaración 
del ofendido Jó Sánchez. La Sala da por probadoo los 
hechos y circunstancias del proceso y su objeto, 
agregando que el procesado no demostró que el día 
de los hechos fuera ajeno a las sindicaciones y sí 
la certeza jurídica, de que el señor León Chong, es 
el autor matenal de los hechos pesquisados, Impo­
méndose con ello el fallo de condena, con base en la 
plena prueba que así se integra", sigue manifes­
tando el recurrente ... ". Sin embargo la Honorable 
Sala setenciadora al concluir en su fallo hace caso 
omiso de sus propias conclusiones: y hechos acepta­
dos como relevantes, jurídicos y de plena prueba 
integrada y concluye cómo se indicó dictando un 
fallo totalmente incongruelllte, con los hechos y cir­
¡:;unstancias objeto del proceso, al determinar como 
HOMICIDIO SIMPLE, el delito cometido en 18. per­
sona de Estela Chang de Jó. Disparo de Arma y 
Lesiones, en la persona de Anselmo Jó Sánchez y 
lesiones leves, en la persona de María Zúñiga Flo­
rián, DESVIANDO ASI LA\ C.ARACTERIZAC'ION 
CORRECTA DEL DELITO Y CONTRADICIENDO­
SE A SI MISMA EN SUS AFIRMACIONES'' ... 
indica además que como las figuras delictivas son 
diferentes "INCURRE LA HONORABLE SALA. EN 
UNA TOT.AL INCONGRUENCIA DE SU FALLO, 
CON LOS HECHOS Y CIRC'UNSTANCIAS QUE 
FUERON OBJETO DEL PROCESO ... ". Esta Cá­
mara, es del criterio que el Recurso de Casación, 
por quebrantamiento de procedimiento es el medio 
~mpleado para denunciar ante el Tribunal Supremo 
el quebrantamiento, por los jueces de segundo gra­
do, de la Ley que regula la relación discutida; o 
sea la denuncia de un error en el proceso o bien un 
vicio o quebrantamiento de la ley procesal, de los 
que están claramente estipulados entre los casos y 
subcasos de procedencia por este motivo; es decir, 
una infracción a las leyes procesales de tal magni­
tud que se haga indispensable decretar la NULIDAD 
de todo lo actuado a partir del vicio denunciado 
para mantener la RECTA APLlCACION DE LA 
LEY, que es indiscutiblemente una de las finalida­
des esenciales del Recurso Extraordinario de Casa­
ción. Al estudiar el memorial contentivo del recur­
so en lo referente al QUEBRANTAMIENTO SUS­
TANCIAL DE PROCEDIMIENTO, esta Cámara, en­
cuentra dos situaciones dignas de ser tomadas en 
cuenta: 1) El recurrente indica en primer lugar EL 
CASO DE PROCEDENCIA, citando la ley correspon­
diente, seguidamente argumenta al respecto para 
Uegar a una conclusión bastante contundente consis­
tente en que existe INCONGRUENCIA, entre la sen­
tencia y los hechos y circunstancias que fueron ob­
jeto del proceso; pero sus argumentos se quedan 
en una mera afirmación, sin sostener tesis o sólidas 
argumentaciones al respecto que pudieran servir de 
material jurídico al Tribunal Snpremo, para deter­
minar la existencia del. vicio denunciado. No es 
suficiente que el recurrente al desarrollar su acción 
procesal, haga afirmaciones categóricas; es indis­
pensable que argumente razonadamente en rela,ción 
a la afirmación que sirve de base el recurso, lo que 
no sucede en el presente caso; y 2) entre los requi-
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sitos esenciales del memorial que contiene este re­
curso extraordinario, está el de CITAR CON CLA­
RIDAD Y PRECISION, los articulas e incisos de la 
Ley y. las doctrinas legales que se estimen infringi­
dos, EXPRESANDOSE LAS RAZONES O MOTIVOS 
DE LA INFRACCION; en el caso de estudio y en 
relación al recurso por quebrantamiento, no apare­
ce ningún apartado en el memorial que indique 
cuáles fueron las leyes y doctrinas legales infrin­
gidas por la Sala, al proferir la sentencia que el 
recurrente califica de "incongruentes''; circunstan­
cias que difinitivamente impide a este tribunal oo­
legiado entrar al fondo del asunto, por ausencia de un 
elemento o punto de comparación IMPRESCINDI­
BLE. Por las razones anteriores el Recurso de Ca­
sación por quebrantamiento de procedimiento, plan­
teado por el acusador particular, no reúne los requi­
sitos fundamentales para ser conqcido, por lo que 
debe resolverse lo procedente, en lo que a esa par­
te de su memorial se refiere. Habiendo analizado 
ya esta Corte, el Recurso que de conformidad con la 
ley debe ser resuelto previamente, es procedente 
hacer el estudio de la otra parte del recurso, en el 
que invoca varios casos de procedencia por MOTI­
VOS DE FONDO, los que ya fueron transcritos en 
la parte de este fallo, denominada "A-FUNDA­
MENTOS JURIDIC.OS DEL RECURSO DE CASA­
CION PRESENTADO POR ANSELMO JO SAN­
CHEZ". 

Del renglón número quince de la página diez, 
al renglón clieciocho de la página del mismo núme­
ro, aparece la argumentación relacionada con to­
dos los .casos de procedencia invocados por MOTI­
VOS DE FONDO, que obligadamente requieren la 
cita concreta y precisa de los artículos e incisos de 
las leyes o doctrinas legales en su caso, que el re­
currente estime que hayan sido viofadas, y las 
razones ·para llegar a tal convencimiento; los ca­
sos de procedencia son los que ya fueron citados 
en la parte correspondiente de este fallo; antes de 
principiar el análisis, esta Cámara, estima conve­
niente hacer constar; que en lo relativo a los mO­
tivos de fondo, el recurrente no indicó con clari­
dad y precisión las leyes que estimó violadas en 
relación a cada caso de procedencia, ni el debido 
razonamiento para sostener cada una de las tesis, 
referente a la infracción, también de cada una de 
las · normas legales invocadas como violadas; y en 
torma desordenada y por aparte citó aigunas leyes 
que consideró infringidas así: a) En relación al caso 
de procedencia contenido en el numeral ITI del Ar­
tículo 745 del Código Procesal Penal, el recurrente 
denunció principalmente como infringidos por la Sala 
el Articulo 132 del C(>digo Penal sin citar ningún in­
ciso; estimó también Infringidos los artículos 14, 63 
y 143 del mismo cuerpo legal; y los relaciona con 
la mala califica.ción que a su juicio hizo del delito 
la Sala sentenciadora, al no aclarar si considera 
totalmente infringido el 132 o alguno de sus incisos 
~omo lo manda la ley, y siendo los demás citados, 
1'lo relevantes, no existiendo además suficiente ra­
zonamiento sobre las causas de la violación, aunan­
do a esto la falta de técnica en la interposición del 
recurso al no haber precisado las leyes infringidas; 
esta Cámara es del criterio que con esos defectos, 
el ~urso de Casación, por este subcaso, no puede 

prosperar, pues no posibilita el estudio correspon­
diente; b) En lo atinente al NUMERAL V, del ar­
ticulo 745 del Código Procesal Penal, el recurrente 
manifiesta que la Sala, violó los incisos 2o., 3o., 
7o., 8o., 15, 18, 20 del Artículo 27 de1 Código Penal; 
31 y 132 incisos lo., 4o., So., 6o., y 7o., del mismo 
cuerpo legal; dando algunas razones y apreciacio­
nes pero no ofrece un adecuado razonamiento de­
bidamente separado por cada una de las normas e 
inciso;; denunciados como infringidos; e) Citando 
como caso de prQcedencia el numeral VI del Ar­
tículo 745 de1 Código Procesal Penal, el recurrente 
inclica que a su juicio, la Sala violó el Artículo 71 
inciso lo., 3o., 4o., y 5o., del Código Penal, JIUe se 
refiere a la doctrinli del "DELITO. CONTINUA­
DO", explica brevemente los elementos constitutivos 
de esta ficción jurídica favorable al procesado pero no 
indica razonadamente en qué consiste la infracción 
denunciada; d) Finalmente argumenta en rela,c:ión 
a los dos subcasos contenidos en el numeral VIIT 
del Articulo 745, también de1 Código Procesal Pe­
nal, en cuanto al error de derecho en la apreciación 
de la prueba, al argumentar no cita como infrin­
gidas ninguna norma procesal referente a la Es­
TIMATIVA PROBATORIA, lo que es un error ina­
ceptable, o mejor dicho una omisión que impide e1 
estudio correspondiente. En cuanto al error de 
hecho, en ·la apreciación de las pruebas, pretende 
que de una diligencia judicial, se establezca la exis­
tencia de perversidad brutal en el procesado, lo 
que es lógica y procesalmente, inaceptable; al ana­
lizar brevemente unas declaraciones testificales, 
hace una serie de apreciaciones, pero que no son lo 
suficientemente, consistentes, como para demostrar 
la existencia de dicho error (de hecho) y lo que es 
más, que el mismo haya o hubiera sido determi­
nante para demostrar de manera evidente la equi­
vocación del Juzgador. Las deficiencias en la in­
terposición del recurso, tales como la no precisión 
de las leyes citadas como infringidas, en el lugar 
correspondiente, más los defectos ya señalados, son 
omisiones que por el rigorismo y la técnica que son 
inherentes al Recurso Extraordinario de Casación, 
no es dable jurídicamente subsanar a esta Cámara, 
principalmente si se considera que sus facultades 
para conocer están absolutamente LIMITADAS 
a las leyes que en forma .correcta y precisa denun­
cie el ofendido como infringidas y siempre que 
guarden relación lógica con los subcasos de proce-
dencia; circunstancias estas que no se producen 
a cabalidad en el presente caso; en consecuencia 
el Recurso de Casación, presentado por el acusador 
particular de nombre Anselmo Jó Sánche:z;; pues 
esta Cámara, se encuentra imposibilitada jurídica­
mente de declararlo procedente, por lo que así de­
be resolverse. 

La forma como se resolvió el primer Recurso de 
Casación, interpuesto en el presente proceso, hizo 
innecesario hacer el análisis de la sentencia recu­
rrida, pues al no llenar a cabalidad los requisitos 
y condiciones exigidos imperativamente por la ley 
no posibilitó la realización del estudio por falta de 
un punto de comparación imprescindible, como ya 
~~e consideró. 
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CO:NSIDER..\c.'IDO: 

-II-

Como ya se analizó, el Recurso de Casación, es 
de una estructura jurídica absolutamente técnica 
y para posibilitar a1 Tribunal Supremo, el estudio 
del mismo, ineludiblemente deben llenarse a caba­
lidad todos y cada uno de los requisitos de toda 
primera solicitud y los específicos del Recurso de 
Casación, como se indicó anteriormente. En el 
presente caso, la doctrina del numeral VIII del ar­
tículo 214 del Código Procesal Penal, requiere en 
forma imperativa que la persona que presente un 
memorial indique ''LUGAR Y FECHA", requisito in­
dispensable con el que no cumplió el recurrente de 
nombre Carlos Humberto León Chong. Tal defi­
ciencia en la interposición del recurso, imposibili­
ta por comp!eto a este Tribunal de Casación, cono­
cer el fondo del mismo, no siendo dable por el ri­
gorismo quel es inherente a esta defensa extra­
ordinaria, suplir tal deficiencia, por lo que debe 
resolverse lo procedente. 

LEYES APLICABLES: 

Las ya citadas y 193, 201. 244, 248, 249, 251, 740. 
741, 759 del Código Procesal Penal; 32, 38 inciso 
2o .. 157, 158, 159, 163, 168 y 169 de la Ley del Or­
ganismo Judicial, 

POR TANTO, 

La Corte Suprema de Justicia, Cámara Penal, al 
resolver DECLARA: !-Sin lugar el Recurso Extra­
ordinario de Casación, que por motivo de fondo y 
quebrantamiento de procedimiento interpuso .An­
selmo Jó Sánchez, como parte acusadora, en 
contra de la sentencia de fecha diecisiete de 
de abr1l del año en curso, dic_tada por la Sala C'uar­
ta de la Corte de Apelaciones, por fas razones consi­
deradas. H.-Sin lugar el Recurso Extraordinario de 
Casación, presentado por Carlos Humberto León 
Chong, en su calidad de acusado, en virtud de que 
no fue juríd~camente posible entrar a conocer del 
fondo del mismo. m.-Impone a los recurrentes, 
una multa de veinticinco quetzales cada uno 
(Q.25.00), que en caso de insolvencia se convertirá 
en detención corporal a razón de un quetzal diario. 
Notifíquese y con certificación de lo resuelto, de­
vuélvanse los antecedentes. 

(fs.) C. E. Ovando B. - A. E. Maza.riegos G. -
Juan Jose Rodas. - J. Felipe Dardón. - R. Rodrí­
guez R. - Ante mí: M. Alvarez Lobos. 

PENAL 
Recur!IO de Casación interpuesto por el Licenciado 

Fernando Hurtado Prem, en su calidad de manda­
tario judicial,· con representación de Julio Césa1· 
AguiJar Jaramillo, contra la sente11cia adsolutoria 
dictada por la Sala Novena de la Corte de Apela­
eiones. 

DOCTRINA: 

1-Cuando no se produce el el'l'Dr de Derecho en la 
apreciación de la prueba, el Recurso de Casación 
planteado en tal sentid1 no puede PI'OSperar. 

II-Para que pueda casarse el fallo por error de 
hecho en la apreciación de la prueba, éste debe 
demostra:r de modo evidente, la equivocación del 
juzgad'or. 

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, CAM.ARA PE­
NAL: Guatemala, 'ocho de noviembre de mil nove­
cientos setenta y nueve. 

Se tiene a la vista para dictar sentencia el Re­
curso Extraordinario de Casación, presentado por 
el Licenciado Fernando Hurtado Prem, en su cali­
dad de Mandatario Judicial, con representación de 
Julio César Aguilar Jaramillo, contra la sentencia 
absolutoria dictada por la Sala Novena de la Corte 
de Apelaciones, el trece de agosto del corriente año, 
en el proceso que por el delito de HOMICIDIO, se 
siguió contra Francisco Mariano Arturo Arrivillaga 
Orantes, apareciendo como ofendido el occiso Mario 
Roberto Aguilar Jaramillo, como acusador ofi­
cial, el Ministerio Público y como acusador parti­
cular el poderdante ya mencionado. Como Abogado 
defensor del procesado durante toda la tramitación 
del proceso actuó .Alfredo Lurssen Barrios; el pro­
ceso, se inició en el Juzgado de Paz- de Patzún, e1 
veintiuno de enero de mil novecientos setenta y 
ocho, tribunal que lo curso al Juzgado de Primera 
Instancia del Departamento de Chimaltenango. El 
catorce de diciembre del año retropróximo, la Sala 
Novena de la Corte de Apelaciones, profirió reso­
lución designando al Juez de Primera Instancia de 
Sacatepéquez, para que siguiera conociendo. En 
el presente caso el recurrente compareció bajo su 
propia dirección y procuración, y los datos de iden­
tificación del mismo, según las actuaciones son: de 
treinta y dos años de edad, .casado, guatemalteco. 
Abogado y Notario, con residencia en la veintitrés 
avenida "A", cero guión cuarenta y dos de la zona 
quince de esta ciudad; señaló para recibir citacio­
nes y notificaciones su bufete profesional, situado 
en la séptima avenida ocho guión cincuenta y seis 
de la zona uno, y del estudio y análisis que se hace 
de las actuaciones. 

RESULTA DEI, RESUMEN DE LA SENTENCIA 
RECURRIDA: 

Se trata de la sentencia absolutoria proferida por 
la Sala Novena de la Corte de Apelaciones, el tre­
ce de agosto de mil novecientos setenta y nueve, 
en la cual en su parte resolutiva dice: "PRIMERO: 
confirma 1a sentencia apelada únicamente en su 
punto resolutivo (V) por el que se manda a certi­
ficar lo conducente al Juzgado del ramo penal com­
petente, para que se establezca si Ignacio Pérez 
Méndez, Roberto de Jesús López y José Miguel 
Gónzález, incurrieron en falso testimonio, con la re­
forma de que tal cosa deberá hacérse únicamente 
en cuanto a los dos primeros y. no así en lo que 
respecta a José Miguel González, por no haber mé­
rito suficiente para ello así como en sus puntos VI 
y VII. SEGUNDO: REVOCA dicha sentencia en sus 
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demás puntos resolutivos y resolviendo conforme a 
derechi>s DECLARA: ABSUELTO, a FRANCISCO 
MARIANO ARRIVILLAGA ORANTES. en relación 
a los hechos justiciables que se le señalaron como 
objeto de su enjutciamiento por los delitos de dispa­
ro .de arma y asesinato por falta de plena prueba 
para condenarlo; y TERCERO: ordena que se le 
ponga en libertad, debiéndose dar la orden respec­
tiva, inmediatamente por el medio más rápido. No­
tifíquese y con certificación de lo resuelto, devuél­
vase el proceso, dentro del término de ley. al tri­
bunal de origen". Leyendo la parte resolutiva del 
fallo de segunda instancia, es imposible en realidad 
enterarse de qué es lo que se resolvió, cuando se 
refiere a los puntos VI y VII de la sentencia de pri­
mer grado tal deficiencia, hace que en cuanto a 
ese aspecto, no sea lo suficiente explicativa y 
para formarse una idea completa del fallo, necesa­
riamente debe acudirse a la lectura de esos puntos 
en la sentencia de primer grado, para poder en 
su oportunidad, hacer el estudio comparativo que 
corresponde. Dicha sentencia en su punto VI se 
refiere a que el procesado queda a disposición de la 
Sala y el punto VII, indica que debe ser notificado 
a los sujetos procesales, haciéndoseles saber el tér­
mino, para apelar y que en su caso debera ser con­
sultado a1 tribunal superior. El análisis jurídico 
de la sentencia impugnada mediante el Recurso Ex­
traordinario de Casación, se hará juntamente con 
el estudio del mismo, en la parte considerativa del 
presente fallo. 

RESULTA: DE LA RECTIFICACION DE LOS HE­
CHOS RELACIONADOS CON INEXACTITUD: 

Del estudio realizado, no se encontró que ninguno 
de los descritos en el recurso, haya sido relaciona­
do con inexactitud, entendiendo este concepto en 
su sentido natural y obvio, salvo apreciaóones de 
mero criterio jurídico; con la aclara :::ión anterior. 
se puede afirmar que se encuentra adecuada la 
relación histórica que el recurrente hiw de los mis­
mos. 

RESULTA: DE I.OS ASPECTOS FUNDAMENTA­
LES DEL MEMORIAL CONTENTIVO DEL RE. 
CURSO: 

El recurrente, interpuso Recurso Extraordinario 
de Casación, por motivos de fondo, invocando co­
mo caso de procedencia Ios "contenidos en el nu­
mer-al VIII, del Artículo setecientos cuarenta y cin­
co de1 Código Procesal Penal, por adolecer la sen­
tencia recurrida de: a) ERROR DE DERECHO 
EN LA APRECIACION DE LA PRUEBA; y b) 
ERROR DE HECHO EN LA APRECIACION DE 
Lt\ PRUEBA'', manifestando, con abundantes ar­
gumentos que, a su juicio, en la sentencia de se­
gunda instancia que es impugnada, se cometieron 
los errores indicados, manifestando al Tribunal de 
Casación, los fundamentos jurídicos en que se basa 
las aseveraciones fundamentales de su recurso; las 
que como es lógico, se analizarán en la parte de la 
presente sentencia que se referirá a las corres· 
pondientes consideraciones jurídicas. 

RESULTA: DE LAS ALEGACIONES DE LAS 
PARTES: 

En la oportunidad procesal correspondiente úni­
camente compareció. el defensor del procesado, 
haciendo una serie de aseveraciones encaminadas 
a que el Recurso Extraordinario de Casación, plan­
teado, sea declarado improcedente, manifestando 
al tribunal que el mismo adole:?e de defectos que 
lo hacen inaceptable. 

RESULTA: 'DE LOS HECHOS JUSTICIABLES: 

Los que le fUeron señalados al encausado apare­
cen transcritos literalmente, en las sentencias de 
primero y segundo grado, por lo que la inclusión 
en el presente fallo es procesalmente innecesaria. 

Habiéndose señalado para la vista, el jueves 
veinticinco de octubre, a las nueve horas, es el 
caso de hacer las consideraciones jurídicas corres­
pondientes, las que han de servir para orientar la 
fase decisoria del presente fallo. 

CONSIDERANDO: 

PRIMERA BASE JURIDICA DE LA INTERPOSI­
CION DEL RECURSO: 

El recurrente manifestó, que con base, en la doc­
trina del artículo setecientos cuarenta ~:v cinco "in­
ciso" VIII, de1 Código Procesal Penal, de acuerdo 
al subcaso, de procedencia, que se refiere al error 
de derecho en la apreciación de la prueba que el 
tribunal sentenciador, cometió dicho error al apre­
ciar las declaraciones testificales de los agentes 
de la policía, Ignacio Pérez Méndez y Roberto de 
Jesús López, textualmente invoca a su favor las 
afirmaciones contenidas en dos numerales, baJo 
el rubro de "Tesis" así: "l.-COMETE ERROR 
DE DERECHO EN LA APRECIACION DE LA 
PRUEBA TESTIMONIAL EL TRIBUNAL SENTEN­
CIADOR QUE ANALIZA LAS DECLARACIONES 
DE TESTIGOS UTILIZt\NDO COMO REGLAS DE 
LA SANA CRITICA, EN LUGAR DE LAS CUATRO, 
UNlCAi'VIENTE Y AMBAS ILEGALMENTE APLI­
CADAS, LA EXPERIENCIA Y LA LOGICA" y en 
el numeral dos manifiesta: "SI EL TRIBUNAL 
SENTENCIADOR DESESTIMA PRUEBA TESTIFI­
CIAL POR TACHAS RELATIVAS TIENE OBLIGt\­
CION DE ANALIZARLA, SUBSIDIARIAMENTE 
POR VIA PRESUNCIONAL", indica que a su juicio 
.al analizar las declaraciones de los testigos ya men~ 
cionados, la Sala sentenciadora, infringió en sus dos 
párrafos el artículo Seiscientos Treinta y Ocho, del 
Código Procesal Penal y la primera fracción del 
artículo seiscientos cincuenta y cinco del Código ya 
citado; indica además, que de acuerdo a su criterio 
la Sala al valorar las declaraciones de fos testigos 
anteriormente mencionados "dice que lo hace con 
base en las reglas de la sana crítica que concreta 
en dos únicamente, la de la experiencia y la lógica" 
y comenta en forma textual, una parte de las consi­
deraciones del tribunal de segundo grado; agrega 
además que es ostensible a su juicio el error de de­
recho cometido, puesto que el artículo seiscientos 
treinta y ocho del Código Procesal Penal, citado en 
su segundo párrafo, en forma obligatoria indica 
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cuatro reglas fundamentales o esenciales. para aplL 
car debidamente el sistema valorativo de la sana 
crítica. indica además que de acuerdo a su punto de 
vrsta. si bien es cit;rto que el tribunal de segundo 
grado, hace en varias ocasiones menciones a siste­
ma de la sana :crítica, •'en ocasiones usa de tales ex­
presiones como simples argumentos o reflexiones y 
no concreta especüicamente como sistema obligado 
de valoración de las declaraciones y además al indi­
car al principio en forma categórica y expresamente 
-la experiencia y la lógica como únicas reglas de la 
sana crítica, debe entenderse aquí que a ellas se 
refiere, no aplicó la tercera, referente a la conca­
tenación o relación con otros medios de prueba ... 
y en cuanto al razonamiento debido lo hizo en for­
ma interesada y parcial, incurrió en el error de de­
racho de no aplicar conforme a la ley, las reglas 
de valoración que integran el sistema de la sana 
critica". indica además el recurrente que el sistema· 
de la sana crítica es eminentemente técnrco, pues es 
producto de una relación causal entre "el espíritu 
del Juez y la verdad real e histórica"; sostiene ade­
más el presentado "que no es aceptable ar criterio del 
Juez, que supone, duda o señala de manera vaga, 
y po,qo enfática sino el que conforma dentro del marc0 
de la ley, da para evitar decisiones caprichosas; en 
este sentido las cuatro reglas fundamentales de la 
sana crítica (y otras adicionales que el Juez puede 
analizar o señalar sin sujetarse a disposición expre­
sa de la ley), obligan al Juez a juzgar por terrenos 
de inteligencia, .con deducciones de sana razón; de­
biendo evitarse en todo sentido que la ignorancia, 
el desvío o el "mterés personal del Juez", hagan 
del sistema de la sana crítica "un 'vul'gar veh¡culo 
que pueda usar por interés, por prevaricación o por 
cohecho". En esta parte del memorial que contiene 
el Recurso Extraordtnario de Casación, que hoy se 
estudia, el presentado hace un análisis de las razo­
nes por las cuales a su juicio, la Sala al valorar 
las declaraciones de los testigos ya citados infrin­
gió las reglas de la sana crítica, en .cuanto a la ex­
periencia, indica que por esta regla el Juez debe 
conocer el medio en que actúa, el grado de cultura 
de los que participan en el proceso, el comporta­
miento general y se refiere a la DUALIDAD DE 
LA FUNCION DE JUEZ MENOR Y ALCALDE 
MUNICIPAL, indicando que es una "circunstancia 
histórica que en reiteradas oportunidades se ha 
tratado de suprimir, sin lograrlo por dificultades 
presupuestarias, pero que corrientemente determinan 
malas o pesimas investigaciones, no sólo por el 
sobrecargo de trabajo, sino porqu~ frecuentemente los 
alcaldes de los pueblos, son analfabetos y los des­
pachos son manejados por secretarios municipales 
et.c., etc,". Para concluir indicando que por virtud 
de la experiencia cada declaración testifical, debe 
hacerse en forma variada y especial para cada 
caso. Argumentó además el recurrente, que la Sala 
al desestimar las declaraciones de Ignacio Pérez 
Méndez y Roberto de Jesús López, indicando que las 
mismas varían en cuanto a la forma en que afirma­
ron procedieron a detener al procesado y el mo­
tivo por el cual lo htcieron, pues según la Sala, exis­
te contradicción entre lo dicho por ellos y lo afirma­
do en el parte de policía, consistente en lo siguien­
te: a) el pacte policíaco, indica, que los agentes 
.captores acompañaron al encausado Arrivillaga 
Orantes, a la finca donde se produjo el hecho a 

ped~mento de él mismo. pues le manüestó que es­
taba amenazado y no por denuncia de la señora 
María Lucrecia Arri\illaga Orantes. y porqlle se 
contradicen en sus dichos ya que la segunda vez 
que declaró cada uno, afirmaron hechos y circuns­
tancias que no indicaron en sus primeras dec!al'a­
ciones, finalmente indica que, "una presunción ra­
zonable que hace la Sala", en el sentido de que 
hubo concierto entre los testigos, parece ser un nue­
vo sistema que usa la Sala, no indica sistema para 
qué, pero puede suponerse que es para valorar la 
prueba, en el sentido amplio de la palabra, es de­
cir, para estimarla 0 desestimarla. 

El recurrente es sumamente· amplio en cuanto a 
argumentos para reafirmar su posición de que la 
experiencia como norma de valoración de la sana 
critica, fue infrmgida por la Sala sentenciadora, 
haciendo además una serie de comentarios y apre­
ciaciones sobre citas bibliográficas de la Sala y 
relacionando la regla de la experiencia ya indicada 
.con otras declaraciones existentes en el proceso, 
además de las que están GUestionadas en su recur­
so como susceptibles de error de derecho en su 
valoración; que las declaraciones testificales de 
los dos agentes ya mencionados, en la página ocho 
de su memorial, renglón número quince, el re­
currente insiste en que la regla fundamental de la 
experiencia ha sido insistentemente INFRINGIDA 
por la Sala ''dentro del fingido criterio de abso­
lución que por sí, dispuso mantener", pues basta 
para el efocto los comentarios, reflexiones y seña­
lamientos que siguen: "En rela,ción a la detención 
de Arriv1llaga Orantes, indica que por las escasas 
virtudes jurídicas y culturales de los agentes po.. 
liciales, cuyos testimonios se examinan, es común 
en los tribunales menores de provincia las inves­
tigaciones deficientes que incluso han creado ver­
daderos problemas; hace además el recurrente un 
análiSIS de acuerdo a su criterio sobre lo que in­
dica la contradicción señalada ... ", en las declara­
ciones de los agentes y hace una cronología de los 
hechos de acuerdo a su versión, argumentos estos 
todos que serán estudiados al hacer el estudio 
comparativo obligado de .conformidad c-on las dis­
posiciones Iegales aplicables. Asimismo y siem­
pre refiriéndose a las declaraciones de los mismos 
testigos, el recurrente también es abundante en 
argumentos refiriéndose a la LOGICA y a la CON­
CATENACION, como normas de orientación en el 
proceso valorativo correspondiente al sistema de 
la sana crítica; en cuanto a la lógica y haciendo 
un breve resumen en sus aspectos fundamentales 
dice: "La Sala, sostiene el criterio de la falsedad 
de los testigos y niega la verdad de que Arrivi­
llaga Orantes, haya llegado a Patzún a pedir auxi­
lio, como parte de su coartada. A este propósito, 
dentro del anáHsis de las reglas de la lógica, los 
testigos, según ese criterio, aparecieron por obra 
y gracia de quien sabe quien en el sitio del suceso, 
porque si no los llevó Arrivillaga y ya estaban en 
la finca cuando llegaron las autoridades (Juez y 
Jefe de Policía), quedaria como una explicación 
y posibilidad que tuvieran contacto directo con otros 
planetas y hubieran sido .conducidos especial y có­
modamente en platillos voladores. . . ¡Qué grandeza 
de criterio ei de la Sala y cómo exhibe tristemen­
te a los magistrados su voto mayoritario en la 
sentencia! la lógica requiere juicios especiales 
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de deducción, como que es juicio de comparaciOn 
mental de dos ideas para determinar y conocer sus 
relaciones; modo y forma del conocimiento cientí­
fico que obliga a determinado razonamiento; el si­
logismo con sus dos premisas de las cuales se saca 
la conclusión ... " 

Indica además el recurrente que: "Por lógica, 
en este caso de los testigos, el Juez, tiene que es­
timar por ejemplo: que la sindicación única es con­
tra -~1 en<;ausado, que n0 aparece en pasaje alguno 
relación de algún disgusto, discusión o dificultad 
con otra persona distinta a la de Arrivillaga Oran­
tes ... ". En lo referente a lo que el recurrente 
denomina CONCATENACION, indica que es el caso 
de la relación de cada uno de los medios de prue­
ba con los restantes, y que ello se deriva del prin­
cipio de no aislamiento de cada medio probatorio, 
manifestando que en su opinión la valoración de 
la prueba debe hacerse en forma individual para 
analizar cada uno, en cuanto a sus requisitos for­
males, pero en lo referente a su valor de prueba, 
tiene que hacerse con sistema integrado ... ; indi­
ca que como la Sala, aisló estos testigos y olvidó 
el razonamiento legal ya mencionado, esto configu­
ra el error de derecho en la apreciación de los 
mismos, y en ese sentido formula tésis sobre la 
primera parte del recurso. 

-II-

SEGUNDA BASE JURIDICA DE LA INTERPO­
SICION DEL RECURSO: 

Principia esta segunda parte medular de su re­
curso el presentado con la denominación: "ERROR 
DE DERECHO EN LA APRECIACION DE LAS 
PRUEBAS CONSISTENTES EN LA DECLARA­
CION DEL SUBJEFE DE LA POLICIA DE PAT­
ZUN, JOSE MIGUEL GONZALEZ Y EN ACTUA­
CIONES JUDICIALES" para el efecto señala como 
infringidos de parte del Tribunal sentenciador en 
segunda 1itstancia los artículos SEISCIENTOS 
TREINTA Y OCHO, en sus dos párrafos, SEISCIEN­
TOS CINCUENTA Y CINCO, primer párrafo, SETE­
CIENTOS NUEVE Y SETECIENTOS DIEZ, en re­
lación con el CUATROCIENTOS CINCUENTA- Y 
TRES, todos del Código Procesal Penal; manifes­
tando que de acuerdo a su criterio la Sala, al ana­
lizar la declaración de José Miguel González in­
dica "que se limitó a ratificar los dos partes Poli- · 
ciales que rindió al inicio de la investigación y a 
declarar que por un olvido involuntario había omi­
tido en ellos, que al .constituirse en el lugar de los 
hec~os acompañado el Juez instructor, cuando éste 
registraba el cadáver de Aguilar Jaramillo, le en­
contraron en el orificio de salida de la bala cali­
bre vein!idós, incrustado en la camiseta de punto 
que vest1a y que aparte de que la ratificación no 
es prestar una declaración como testigo debe tener­
se _presente que durante el período probatorio el 
Juez de Primera Instancia instructor del proceso 
pidió informe al juez menor de Patzún, sobre tai 
extremo y este último en ampliación del acta de 
reconocimiento respectiva ... '', pero que conforme 
a , 1~ ley (Artículo trescientos ochenta y siete del 
Código Procesa1 Penal) y el Juez al practicar el 
reconocimiento, es quien debe recoger y conservar 

los objetos e instrumentos respectivos, estando obli­
gados a CONSIGNAR y describir todo lo que tenga 
relación con la existencia y naturaleza del hecho, 
haciendo constar el sitio y estado de los objetos, las 
huellas y lo demás que contribuya a los fines de1 
proceso; SIENDO INACEPTABLE QCE POR UN 
INFORME POSTERIOR PtJEDA A.m>LIARSE EL 
ACTA DE RECONOCIMIE:. ... "TO Jl:l>ICL\L, informe 
que POR LO DEMAS NO SE ENCUENTRA AUTO­
RIZADO POR EL SECRETARIO RESPECTIVO. 
El recurrente hace un comentario sobre la forma 
como la Sala desecha la declaración del Jefe de 
policía, indicado, aduCiendo que la Sala "asienta 
la más ingrata de sus afirmaciones, en forma que 
cuesta trabajo creer que provienen de un Tribunal 
de Justicia de Guatemala, de que del análisis de 
las declaradones de los agentes Ignaciq Pérez 
Méndez y Roberto de Jesús López, así como el 
Jefe de la Subestación de Policía, debe concluirse 
indefectiblemente que no está debidamente pro­
bado que efectivamente (una verdadera sinfonía de 
la mente) que el encausado hubiera llegado a la 
subestación de policía de Patzún, a entregar el ri­
fle de autos, que le había quitado a Aguilar Jara­
millo y a qenunciar que éste lo había amenazado 
y a pedir auxilio ... ". 

En opinión del recurrente, la Sala desestimó la 
declaración de José Miguel González, sin señalar 
el método de valoración que pudo utilizar y que 
tratándose de sana crítica, único señalado por la 
ley, lógicamente debió indicarlo y hacer el análisis 
y los rawnamientos que córrespondían de acuerdo 
con la ley y las constancias procesales; que así 
mismo al no aceptar como complemento del acta 
descriptiva el informe rendido por el Juez de Paz, 
aduciendo que además que eso no lo permite la 
ley, tampoco está firmado por el Secretario, según 
el recurrente, la Sala Infringió los artículos SETE­
CIENTOS NUEVE y SETECIENTOS DIEZ, del Có­
digo Procesal Penal, que se refiere a la prueba por 
actuaciones judLC!iales. 

El recurrente, hace una serie de argumentacio­
nes y análisis del fallo de la Sala, así como una 
serie de comentarios sobre la actuación de los ma­
gistrados en el presente caso concluyendo en que 
"la Sala, incumplio con este precepto (se. refiere 
al art!culo cuatrocientos cincuenta y tres del Códi­
go Procesal Penal), porque, si desvirtuaba la in­
formación del Juez menor, debió primero darle a 

. eHa valor de testigo y luego desestimarla confor­
me a las reglas de la sana crítica; y este aspecto 
del recurso lo concluye sosteniendo la existencia 
del error de derecho en la declaración del Jefe de 
policía y en la prueba de actuaciones judiciales. 

-III-

TERCERA BASE JURIDICA CONTENIDA EN EL 
RECURSO: 

Al respecto el recurrente manifiesta qUe de acuer­
do a su criterio, la Sala, ha infrmgido el artículo 
SEISCIENTOS TREINTA Y OCHO, del Código Pro­
cesal Penal, en sus dos párrafos, el SEISCIENTOS 
CINCUENTA Y CINCO, en su primer párrafo, el 
SEISCIENTOS, en relación con e1 SEISCIENTOS 
CINCUENTA Y DOS, estos últimos también del Có-
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digo Procesal Penal y que ello ha dado lugar a que 
exista ERROR DE DERECHO EN LA APRECIA­
CION DE LA PRUEBA CONSISTENTE EN LAS 
DECLARACIONES DE LOS TESTIGOS AGUSTIN 
PEREZ Y PEREZ, ASUNCION CUXIL OXI, MAG­
DALENO UPUN TOCOCH, BASILIO TAQUIRA YOS 
y DESIDERIO CHEVEN GOMEZ. Al respecto, 
principia su .argumentación el recurrente indicando 
que: "La Sala, vuelve a incurrir en el mismo error 
e indica a1 comienzo del análisis de este grupo de 
testimonios que procede de conformidad con las 
reglas de la sana crítica, que con las de la lógica 
y la experiencia humana, así .oomo en cuanto a la 
legalidad ... (?), con que las mismas se produjeron 
en el proceso", también indicó el presentado: "La 
Sal<'l, señala que este grup0 de testigos constituye 
la principal prueba de cargo y quizás por ello quiso 
hacer acopio de toda clase de artimañas para des­
virtuarlas. Menos mal, para la justicia en Gua­
temala, que no hay crimen perfecto y que este, si 
bien sentará un funesto precedente, ha dejado causa 
suficiente para abrir puerta amplia a la casación". 
El recurrente, hace un comentario analítico sobre la 
forma como la Sala, hizo la valoración de los tes­
tigos ya indicados y después de transcribir en su 
recurso partes de las, consideraciones que al respec­
to formuló el tribunal de segundo grado, manifestó 
que se abstiene de seguir glosando el final, no sólo 
porque realmente "causan pena las expresiones de 
la Sala, sino porque se insiste en lo mismo", es de­
cir, que se habla según el recurrente a cada momen­
to de "espíritu crítico'' de "móviles 0 causas espe­
ciales" y de otras estimaciones, todas relacionadas 
con el hecho que fue investigado, que es precisamen­
te ~a muerte violenta del señor Aguilar Jaramillo, 
según el presentado, las razones que esgrime funda­
mentalmente la Sala, para desestimar las declara­
ciones indicadas, son precisamente relaciónadas con 
"divergencias en fragmentos mayores", las que a 
juicio del recurrente y ello se deduce del estudio de 
su memorial no existen, y al respecto en forma tex­
tual indica a este Tribunal Supremo ''la explicación 
de semejantes monstruosidades, está en que Ia Sala, 
se hizo devota y enfáticamente, la idea de que te­
nía que absolver al procesado el motivo de tal de­
terminación, quedará en la concien.cia de los seño­
res magistrados de voto mayoritario, pero como ya 
lo dijimos antes, únicamente puede ser explicado 
por prevaricación, cohecho o por algún tipo de pre­
sión política y entonces lógicamente ya no trató 
de analizar la prueba en su aspecto integral, sino 
se dedicó a buscar y a desentrañar para desvir­
tuarla ... ". El recurrente, hace una serie de ar­
gumentos fundando sus afirmaciones refer·entes at 
error cometido a su jui.~io por el tribunal de pri­
mer grado, al hacer el análisis valorativo de la 
prueba y al aspecto fundamental del mismo es que, 
el presentado estima que la Sala, únicamente hizo 
uso de dos reglas de la sana crítica, es decir, de 
la lógica y la experiencia en forma ilegal de acuer­
do a su criterio; lo que da lugar a la clara in­
fraceióñ de las disposiciones legales citadas preci­
samente como infringidas; indica además que el 
tribunal de segunda instancia, no hizo uso de las 
reglas de la concatenación, que es fundamental y 
el debido razonamiento lo aplicó en forma "intere­
sada e ilegal". Indicó, además que los magistra­
dos, tengan presente lo expuesto sobre la natura-

leza de una y otra regla y a que a su juicio las 
contradicc10nes encontradas en las declaraciones 
de los testigos, nunca pueden ser suficientes para 
restarles la credibilidad necesaria. Con otros ar­
gumentos similares el presentado fundamenta lo 
que representa la existencia del error alegado. 

-IV-

CUARTA BASE JURIDICA EN QUE SE FUNDA 
EL RECURSO: 

La misma se puede resumir en su aspecto fUn­
damental, que es precisamente el elemento indis­
pensable para hacer el anábsis, en el sentido de 
que el recurrente manifiesta que la Sala, incurrió 
en error de derecho en la aplicación de la PRUE­
BA PRESUNCIONAL, manifestando que ello se de­
be a que la Sala utilizó para fundamentar la abso­
ltpión del encausado, precisamente la prueba pre­
suncional y la misma según el presentado: "sólo 
puede aplicarse en el análisis o apreciactón de la 
culpabili,dad. del encausado", afirmando además que 
los hechos qUe tiene como indicios la Sala, no están 
debidamente probados y que no se está cuestionan­
do el proceso deductivo de la prueba presuncional, 
sino la aplicación de dicha prueba. Para el efec­
to, el recurrente seña.ló como infringidos los ar­
t~':lulos QUINIENTOS, SEISCIENTOS NOVENTA Y 
CUATRO, párrafo primero; CIENTO OCHENTA Y 
NUEVE, párrafo primero y primera parte del pá­
rrafo tercero. En esta parte del recurso no men­
ciona el recurrente el Código al que corresponden 
dichos artículos, pero más adelante se refiere al 
Código Procesal Penal; posteriormente formula una 
serie de argumentos para apoyar su tésis funda.. 
mental, consistente en que la Sala, cometió error 
de derecl1o en la aplicación de la prueba presun­
cional; indicando además la existencia de error de 
derecho en la apreciación de la prueba en los ln­
dicios que tuvo por establecidos. 

-V-

QUINTA BASE JURIDICA EN QUE SE FUNDA­
MENTA EL RECURSO: 

Como quinta BASE JURIDICA DE SUSTENTA­
CION, del recurso, el presentado plantea una situa­
ción consistente en que también invoca a su favor 
el subcaso de procedencia, denominado: ERROR 
DE HECHO EN LA APRECIACION DE LA PRUE­
BA, manifestando que: •'SE DA EL ERROR DE 
HECHO EN LA APRECIACION DE LA PRUEBA. 
CUANDO EL TRIBUNAL QUE SENTENCIO OMI­
TID LA CONSIDERACION DE MEDIOS PROBATO­
RIOS QUE INCIDEN EN EL RESULTADO DEL 
ASUNTO, ES DECIR EN LA DECISION DEL MIS­
MO". Al respecto y para fundamentar adecuada­
mente, esta parte de su Recurso Extraordirtario, el 
recurrente, manifiesta a este Tribunal de Casación, 
que la Sala Novelia de la Corte de Apelaciones, omi­
tió los siguientes medios de comprobación: a) de­
claraciones testimoniales de Edelmiro Leonidas 
García Benavente, Mario Rolando Monroy Gam­
boni, Mario Carranza López, René Cienfuegos Juá­
rez, Raúl López Véliz, Francisco Cristián Juarez 
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y JuáTez; José María Muxtay; y Julián Xinic.:> Tze­
quen; indicando después de cada nombre la fecha, 
sin duda indicando que ese día fue prestada cada 
una de las declaraciones ya indicadas; b) reconoci­
miento judicial, practicado por e} Juez de Paz de 
Patzún, en la finca La Sierra, el vemticuatro de 
mayo de mil novecientos setenta y ocho; e) acta le­
vantada por el Notario Julio Barrios Mirón, de la 
misma fecha indicada en el literal precedente; el 
recurrente manifiesta .además, que la OMISION, 
del análisis de los medios de prueba ya enuncia­
dos, son o fueron suficientes para cambiar la de­
cisión, pues si el tribunal los hubiera, tomado en 
cuenta "habría indudablemente arribado a diJeren­
tes conclusiones, pero ya 'se ha expresado· hasta la 
saciedad, impulsado por el afán desmedido de lo­
grar la absolución del procesado, omitió su consi­
deración"; seguidamente, hace de a¡;uerdo a su 
punto de vista un análisis de las razones por las 
cuales la omis1ón del análisis del los medios de 
prueba de parte de la Sala sentenciadora en segun­
da instancia. hubieran tenido como lógica conse­
cuencia un fallo proferido en otro sentido. 

-VI-

BASE JURIDICA DE LA SENTENCIA DE SEGUN­
DA INSTANCIA: 

La Safa sentenciadora, tuvo como fundamento de 
la decisión tomada en su fallo, principalmente los 
siguientes aspectos: 1) que e} subjefe de la Policía 
Nacional del municipio de Patzún, rind:ó en rela­
ción a los hechos objeto del proceso dos partes: el 
primero de fecha veintiuno de enero de mil nove" 
cientos setenta y ocho, y el segundo el veintidós del 
mismo mes y año; en el primero consigna como de­
tenido a F1ancisco Mariano Arrivillaga, que según 
indica fue capturado en la vía pública, en una de 
las calles de la finca ''San Antonio Panimaquin", 
por los agentes Roberto de Jesús López e Ignacio 
Pérez Méndez, el veintiuno de enero a la una hora, 
a petición de las señoras Amanda Jaramillo de 
Lara y Lucrec:ia Arrivillaga Orantes; que en vir­
tud de lo anterior, arriba del beneficio de café es 
decir. en el lugar del heaho, se constituyeron el 
Juez de Paz de Patzún, juntamente con el subjefe 
de policía, que rindió los partes ya indicados, ha­
biéndose constatado que en ese lugar se encontraba 
el occiso Mario Roberto Aguilar Jaramillo, sien­
do la causa de la muerte una bala calibre veinti­
dós largo. El segundo, se envió en ampl-iación del 
anterior y por el que se comunica, que seguidas 
las investigaciones, el responsable dej la muerte 
de Aguilar Jaramillo, había sido Francisco Ma­
riano Arrivillaga, quien le ruó muerte disparán­
dole con el rifle que portaba el occiso, que di:::ho. 
rifle, es propiedad de la señora Lucrecia .Arrivi­
\laga Oran tes; pues como consecuencia de que el 
occiso había llegado a controlar la pesa del café, 
había tenido una discusión con el hoy procesado y 
este último, le quitó el rifle y le disparó; que des­
pués de haber disparado al occiso, e1 procesado 
Arrivillaga Orantes, se dirigió a la subestación de 
la Policía Nacional, llegando a las diecinueve horas 
y treinta minutos, juntamente con Edelmir0 García 
Benevente y Raúl López Véliz, A PRESENTAR EL 
RIFLE, que le había auitado al occiso y pidiendo 

auxilio, para capturar a Aguilar Jaramillo (hoy 
occiso) por lo cual lo acompañaron los agentes IG­
NACIO PEREZ MENDEZ Y ROBERTO DE JE­
SUS LOPEZ, quienes al ilegar a la finca se enr 
centraron con el amenazante muerto, a una distan· 
cia de cien metros del beneficio de café, por lo 
que pro;:edieron a detener al denunciante Arrivi­
llaga Orantes. Sigue, según la Sala, manifestán­
dose en el segundo parte, que horas después se 
oresentó la señora Lucrecia Arrivillaga Orantes, 
acompañada de Asunción Xului,. manifestando que 
su hermano (el hoy pro~esado) había dado muerte 
a Mario Roberto Aguilar Jaramillo, habiéndola ame­
na:z?.do a ella posteriormente, entregando la seño­
ra Arrivil!aga Orantes, la tolva del rifle referido, 
que según ella, el procesado le había quitado al 
occiso y la había "aventado", dentro de1 vehículo 
de la denunciante. 

La Sala, en su fallo, realizó lo que denominó una 
confrontación de ambos partes pC>licíacos y al res­
pecto encontró que en uno se afirma que el proce­
sado compareció voluntariamente a la subjefatura 
de polic:a, acompañado de dos personas a denun­
ciar que hab'a sido amenazado por el hoy occiso, 
por lo cual se le proporcionaron los dos agentes 
ya mencionados para ir a capturar al fallecido 
Aguilar Jaramillo, que a} llega.r al lugar de los 
hechos, lo encontraron muerto, por una bala cali­
bre veintidós, por lo que procedieron a su deten­
ción y que horas después, se presentó la hermana 
indicando que era la dueña del rifle, con que se 
dio muerte a} señor Aguilar Jaramillo; la Sala, en­
cuentra una CONTRADICCION, en ambos partes 
policíacos, porque en el primero se dice que el pro­
.oesado fue capturado a petición de dos personas, 
una de los. mismos apellidos· del occiso y la otra 
hermana del procesado y que fue con base en esa 
denuncia que los age{ltes fueron enviados a captu­
rarlo y dicha detención se realizó en 1as calles 
de la finca, en la v'a pública; mientras que en el 
segundo se afirma que fue el encausado el que se 
presentó a la subestación de policía y "horas des­
pués se presentó la hermana del mismo a sindicar­
lo y según este otro parte los agentes lo detuvieron 
-en el lugar del hecho, cerc{l o arriba del beneficio 
de aafé, como a cien metros y n0 propiamente en 
la vía pública; 2) indica la Sala, en su sentencia 
que al oír a los agentes aprehensores Roberto de 
Jesús López este manifestó que por denuncia de 
una señora, había procedido a la captura del pro­
cesado, en igua} sentido se pronunció el otro agen­
te Ignacio Pérez Méndez; según la Sala, así se 
manifestaron ambos agentes en su declaración, 
de fecha veintitrés de enero del año pasado, es 
decir que con su declaración, ratificaron lo mani­
festado en el primero de los partes, siendo su de: 
claración, n0 coincidente que lo afirmado en el se­
gundo parte, que a manera de ampliación también 
se presentó a} Juzgado de Paz. El tribunal de 
segundo grado en su fallo, hace casi una trans­
cripción completa de lo declarado por ambos 
agentes, así como de las ampliaciones de las mis­
mas, indicando que los dos testigos omiten en su 
primera deClaración, extremos que indicaron al ser­
le ampliada, lo que hace que en realidad vengan a 
constituir sus declaraciones dos versiones diferen­
tes sobre los hechos. La Sala, hace una considera­
ción referente a la n0 coincidencia existente entre 
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las versiones de los testigos que son los agentes 
captores y la falta de concordancia en la descrip­
ción de los hechos, indicando además que el jefe 
de po.licía de nombre José Miguel González, quien 
al declarar en realidad no rindió una información 
testimonial sino que se limitó a ratificar los partes 
que el mismo tribunal de segundo grado consideró 
contradictorios, en lo que se refiere a la deten-::ión 
del procesado y las rawnes por las cuales la mis­
ma se produjo; 3) El tribunal de segunda instancia, 
también, hace incapié en que en el acta descripti­
va, levantada por el Juez instructor, no se hizo 
constar una circunstancia consistente en la exis­
tencia de un proyectil de bala calibre veintidós, 
.::)Ue después por medio de un informe oontenido en 
un oficio, se afirmó, fue encontrado; debajo del 
cadáver del occiso, cerca de 1a región umbilical, 
desestimando el efecto probatorio que podía tener 
dicho oficio, invocando la doctrina del art:culo tres­
cientos ochenta y siete del Códig0 Procesal Penal, 
indicando que a criterio de la Sala es inaceptable 
que por un informe posterior pueda ampliarse un 
reconocimiento judicial, como lo es el acta des­
criptiva,¡ indica también la Sala, que el testigo 
jefe de policía José Miguel González, manifestó: 
"este proyectil lo recogí y remití al Juez instruc­
tor, juntamente con el parte, así como el rifle que 
entregó e1 procesado Arrivillaga Orantes, cuando 
queriendo despistar su acción deli.Gtiva se presentó 
a su despacho", mientras que Ignacio Pére.z Mén­
dez, en su declaración del veintitrés de enero del 
año pasado, indt~ que entregó dicho proyectil, 
diciendo que el mismo se había omitido, cuando el 
jefe, es decir González, mandó el parte, por lo que 
ambas afirmaciones se contradicen; 4) La Sala, 
indica que la declaración de los agentes captores 
rela,c:ionándola con la del subjefe de la estación de 
policía de Patzún, debe concluirse que no se en­
cuentra probado que, el procesado se haya presen­
tado a entregar el rifle, que se afirmó, le habría 
quitado a1 occiso, quedando como más probable 
que fue detenido por haber sido denunciado por la 
señora María Lucrecia Arr:ivillaga Orantes; 5) 
El tribunal de segunda instancia, estimó que la 
principal prueba de cargo que existe en el proceso 
está constituida por las declaraciones de AGUSTIN 
PEREZ Y PEREZ, ASUNCION CUXIL OXI, MAG­
DALENO UPUN TOCOC'H. BASILIO TAQUIRA 
YOS y DESIDERIO CHEVEN GOMEZ, se aprecia 
que los tres, se refieren úni':!amente, al hecho con­
sistente entre la existencia de una dificultad entre 
el occiso y el procesado; y el .tribunal de segundo 
grado, hace según indica los señores magistrados 
en su fallo, una síntesis de las declaraciones de 
dichos testigos, para llegar a las siguientes con­
clusiones: A) Mientras que Agustín Pérez y Pérez, 
dijo que en esa oportunidad el procesado salió sor­
presivamente, e hizo un disparo al aire, sin re­
ferir absolutamente que hubiera sacado una es­
cuadra de-su carro, lo cual ya es significativo, 
Cuxil Oxi, no dijo. que el enjuic-ado hubiera dispa­
rado al aire, sino que le disparó pre::isamente a 
Mario Roberto Aguilar Jaramillo, cuando éste ya 
dispoi11a a abordar su vehículo; B) Mientras que 
Cuxi! Oxi, dice: como sé que ya Agu'lar Jara­
millo, se disponía a abordar su vehículo, cuando el 
procesado le disparó, P(·rez y Pérez, expuso que 
el occiso, salió corriendo para la calle después que 

el procesado disparó al aire; C) Mientras que Agus­
tín Pérez y Pérez, dice que no vio si Mario Ro­
berto J\guilar Jaramillo, tuviera algún rifle, Ta­
quira Yos, se refiere que en tal ocasión Mario 
Aguilar Jaramillo, llevaba un rifle, siendo precisa­
mente por eso que se enojó Arrivillaga Orantes, 
arma que según explica éste (el procesado) le 
arrebató, extremos ellos que no podía dejar de ver 
Pérez y Pérez .. ; D) Según Agustín Pérez y Pérez, 
en esta ocasión no hubo ninguna discusión entre 
Mario Roberto AguiJar Jaramillo y Franciscó Ar­
turo Arrivillaga Orantes, mientras que según Ba­
silio Taquira Yos, sí ocurrió tal discusión, pues 
precisamente porque Mario Roberto Aguilar Ja­
ramillo, llevaba un rifle fue que se enojó ... ; E) 
M1entras que Pérez y Pérez, dice que después que 
el procesado hizo un disparo con revólver al aire, 
inmediatamente salió corriendo para la calle Ma­
rio Roberto Aguilar; Taquira Yos, expone que no 
fue después de un disparo, sino posteriormente a 
ser insultado por el procesado, que AguiJar Jara­
millo, sin contestar1e salió del beneficio abordan­
do un "jeep" verde, en que había llegado se fue 
para la finca San José Panimanché, lo cual indica 
claramente que según 'este testigo el señor Aguilar 
Jaramillo, no salió corriendo como dice Pérez y 
Pérez, circunstancias éstas: 1a que de una persona 
se aleje de un lugar corr'iem;I0 o caminando muy 
diferenciadas entre sí, como para que haya lugar 
a confusión sobre ellas. Tales divergencias reca­
yendo sobre datos centrales de esa primera se­
cuencia de hechos, de los que aparecen protago­
nistas, el occiso y el enjuiciado, no pueden conside­
rarse como meras diferencias menores que me­
diante un examen circunspecto, puedan ser ).leva­
das a concordar, sino que por el contrario lógica y 
experimentalmente. de una manera natural e ine­
vitable, llevan seria duda al ánimo judicial sobre 
la veracidad de los testigos, sin que se esté solo 
a divergencias menores en cuanto a detalles, por e1 
contrario. . . las contradicciones en que incurren los 
testigos, pesan sobre hechos que en un contexto 
de acción, como el que se refiere apareaell! normal­
mente centrales, relevantes de inexcusable acepta­
ción, si tal acontecer se presencia_ . . en su fallo 
de segundo grado, al hacer e1 análi~is valorativo 
de las pruebas y determinar de acuerdo al ~iterio 
de los señores magistrados, la eficacia jurídica de 
las mismas, los miembros del tribunal Colegiado 
de segunda instancia tienen por probados varios 
hechos, entre ellos están los siguientes: a) que en la 
fecha indicada en el proceso, falleció de muerte 
violenta Mario Roberto Aguilar Jaramillo, a causa 
de haber sufrido herida penetrante del torax, por 
proyectll de arma de fuego; b) que su cadáver 
fue encontrado aproximadamente a sesenta y nue­
ve metros del beneficio de café de la finca San 
Antonio Panimaqu'n; habiéndose encontrado cerca 
del mismo una motocicleta marca "Honda"; e) 
que el procesado se encontraba el día veinte de 
enero de mil novecientos setenta y ocho en la finca 
San Antonio Panimaquín, a las diecistete horas y 
posiblemente un poco más tarde; d) que Mario 
Roberto, llegaba al'gunas veces a ver la recepción 
del café a la finca San José Panimaché, propiedad 
de las hermanas del enjuiciado, María Lucreciá 
Arrivillaga Orantes y Marta Elena Arrtvillaga qe 
Carpio; .e) que el procesado, tiene problemas de 
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herencia en litigio, con su hermana Lucrecia Arri­
villaga Orantes; f) que el procesado con fecha re­
ciente al treinta de enero, había disparado con ar­
ma de fuego, para ello la Sala, se fundó, en el in­
forme del Gabinete de Identificación de la Policía 
Nacional. Finaliza la sentencia la Sala, es decir 
la parte considerativa de la misma así: "De los 
hechos enumeradOs que se tienen por probados, to­
mados los mismos como indicios, no se infiere por 
la vía del razonamiento y de la experienCia, pre­
sunción judicial suficiente de carácter grave, me­
diante la cual se pueda tener por probada plena­
mente la comisión por el enjuiciado de los hechos 
que se imputan, pues entre tales hechos indiciarios 
y tal comisión no se da la necesaria ·relación de 
causalidad. En tal v:rtud, -la Sala concluye-, 
que no se llegó a integrar contra Francisco Maria­
no Arturo Arrivillaga Orantes, la plena prueba de 
su culpabilidad, necesaria para poderse proferir en 
su contra un fallo condenatorio, sin que sea nece­
sario analizar la prueba de descargo .. " . Hasta 
aquí los principales aspectos, en que la Sala, se 
fundó para la orientación decisoria de su fallo, hoy 
,cuestionado mediante la interposición del Recurso 
Extraordinario de Casación. Más adelante, se hará 
el estudio correspondiente. 

-Vil-

ESTIMACION JURIDICA ·ENTRE LOS ARGU­
MENTOS DEL RECURSO, LA SENTENCIA DE 
SEGUNDA INSTANCIA Y LAS LEYES APLICA­
BLES CITADAS COMO INFRINGIDAS POR EL 
RECURRENTE. 

Generalmente cuando el recurso se interpone por 
MOTIVO DE FONDO, las normas citadas como in­
fringidas son casi siempre de carácter sustantivo, 
con excepclón del recurso por error de derecno en 
la apreciación de la prueba. Para. el efecto no 
sólo es suficiente que se cite el número del ar­
tículo, sin especificarse con precisión los párrafos, 
incisos o parte de los mismos que se estiman viola­
dos; las razones p0r las cuales se denuncia la in­
fracción e identificar de manera inequívoca, el 
cuerpo legal a que pertenecen, las facultades del 
Tribunal Supremo, por la naturaleza técnica del 
Recurso de Casación, están LIMITADAS, para solo 
conocer los artículos e incisos cuya infracción ha 
sido oportunamente planteada; como existen distin­
tas formas de infringir las disposiciones legales 
vigentes, al rigorismo de este Recurso Extraordi­
nario, aconseja, que el reC'Urrente, manifieste a su 
juicio, cual de esas formas deja el camino jurí­
dico viable, para el éxito de la acción procesal 
planteada mediante su recurso. Al analizar en el 
presente caso el memorial introductivo del recurso, 
la sentencia de segundo grado y las disposiciones 
legales citadas como infringidas se concluye en lo 
siguiente: 

I.-El recuerrente, citó como infringidas por la 
Sala, las siguientes disposiciones legales: CIENTO 
OCHENTA Y NUEVE, párrafo primero y primera 
parte del párrafo tercero (se refiere a las clases 
de sentencias y la forma como se dictará la sen­
tencia condenatoria o absolutoria de manera muy 

general); CUATROCIENTOS NOVENTA, párrafo. 
primero y tercero (se refiere a las clases de con­
fesión: simple o calificada); CUATROCIENTOS 
NOVENTA Y SEIS Y QUINIENTOS (sobre estos 
dos el recurrente no indica si estima infringidos la 
totalidad de los artículos o una parte de los mis­
mos); QUINIENTOS CINCO, párrafo primero e in-

. ciso lli (se refiere a los requisitos que deben te­
ner los indicios para poder ser apreciados); SEIS­
CIENTOS TREINTA Y OCHO; en sus dos párrafos 
(se refiere a la apreciación de la prueba en gene­
ral por medio de sana crítica); SEISCIENTOS CIN­
CUENTA y CINCO primera y quinta fracción (se 
refiere a las tachas relativas de los testigos); SEIS­
CIENTOS NOVENTA Y CUATRO, párrafo primero 
en relación con el cuatrocientos cincuenta y tres 
(el primero se refiere a la subsidiaridad de la prue­
ba presuncional, y el segundo testimonios sobre in­
vestigaciones) ; SETECIENTOS (no indica si todo 

. el artículo o una fracción del mismo, se refiere a 
'que para integrar prueba presuncional derivada 
de testigos únicamente se aprecian declaraciones 
con tachas relativas); en relación con el seiscien­
tos cincuenta y cuatro párrafo primero (se refiere 
a las tachas absolutas para los testigos); y pri­
mera parte del inciso III del mismo artículo, el 
recuerrenhr-Jndica que todos se refieren al CODI­
GO PROCESAL PENAL, contenido en el De¡creto 
C'INCUENTA Y DOS -SETENTA Y TRES, del Con­
greso de la República-. Al respecto cabe considerar 
que ha sido reiterado criterio de este Tribunal Su­
premo, que cuando el recurso haya sido interpues­
to invocando como caso de procedencia ERROR 
DE DERECHO EN LA APRECIACION DE LA 
PRUEBA, ineludiblemente las leyes denunciadas 
además de ser de naturaleza estrictamente adjetiva 
necesariamente deben ser referentes a la estimativa 
probatoria en absoluta concordancia con las pruebas 
en fas que según el recurrente se hubiera come­
tido el error aludido; por lo que para los efectos 
del análisis comparativo del presente recurso se 
tomarán en cuenta aquellas disposiciones legales 
que tengan las dos últimas características indicadas 
no siendo jurídicamente' posible analizar las que no 
llenen esos requisitos, indispensables en la técnica 
del Recurso Extraordinar1o de Casación. 

II.-El recuerrente señaló en primer lugar, la exis­
tencia de error de derecho en la apreciación de 
las declaraciones testimoniales de los agentes de 
polic!a, Ignacio Pérez Méndez y Roberto de Jesús 
López, manifestando que al respecto considera in­
frígidos los artículos SEISCIENTOS TREINTA Y 
OCHO Y SEISCIENTOS CINC'UENTA Y CINCO, 
del Código Procesal Penal; indicando que la Sala a1 

apreciar las declaraciones de estos testigos se .con­
creto únicamente en dos las reglas de la sana cri 
tica que son la lógica y la experiencia, omitiendo 
las restantes, que son la concatenación y el debido 
razonamiento para a.')eptar o desestimar un medio 
de prueba; en 10 que se refiere al error de derecho 
relacionado con la no aplicación correcta de la apre­
ciación por sana crítica, el recurrente, en su parte 
medular, usa los mismos o muy similares argumen­
tos, por lo que en los aspectos lógicamente posibles, 
se hará el análisis respectivo, sin dejar de tomar 
en cuenta los puntos substanciales de diferencia que 
puedan existir. 
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ill.-El presentado, planteó también, por el mismo 
caso de procedencia, la existencia de error de dere­
cho en la declaración del subjefe de la policía de 
Patzún JOSE MIGUEL GONZALEZ, y de actuacio­
nes judiciales que señaló con precisión, manifestan­
do que af respecto CO!lsidera infringidos ·los art~ou­
}OS SEISCIENTOS TREINTA Y OCHO, en sus dos 
párrafos, SEISCIENTOS CINCUENTA Y CINCO pri­
mer párrafo y SETECIENTOS NUEVE. así como el 
SETECIENTOS DIEZ, del QSdigo Procesal Penal, 
que se refiere a la prueba por actuaciones judicia­
les; al hacer el análisis de las infracciones al sis­
tema de la sana crítica, relacionado con las tachas 
relativas; por lógka. se incluirá lo denunciado, en 
esta parte del recurso; no así lo relacionado con la 
infracción o error en la prueba por actuaciones ju­
diciales, porque las leyes que se refieren a esa prue­
ba y principalmente er artículo setecientos diez ci­
tado del Código Procesal Penal, exige que para que 
pueda ser apreciada como prueba una actuación ju­
dicial, deberá llenar todos los requisitos formales de 
ley. 

!V.-El recurrente, también pfanteó la existencia 
de error de derecho en la apreciación de las decla­
raciones testificales de .Agustín Pérez y Pérez, Asun­
aión Cuxil Oxi, Magdalena Upun Tococh, Basilio 
Taquira Yos y Desiderio C'heven Gómez, citando 
,como infringidos, en este error denunciado los ar­
tículos seiscientos treinta y ocho del Código Procesal 
Penal, seiscientos cincuenta y cinco, setecientos y 
seiscientos cincuenta y dos; los últimos, no se­
rán tomados en cuenta, el primero porque no se 
indicó con claridad y precisión si se consideró in­
fringido en toda su extensión 0 en una parte de la 
misma y el segundo tampoco, aunque fue citado 
en el apartado correspondiente a las "leyes 
infringidas" y por tal razón forma parte del ma­
terial jurídico def recurso, desde el punto de vista 
estrictamente técnico, que es característica del Re­
curso Extraordinario de Casación. Se hace cons­
tar, que no se citó el artículo seiscientos cincuenta 
y tres del Código Procesal Penal, espec'fico, para 
apreciar testigos por sana crítica. 

V.-También, contiene el recurso un subcaso, de 
procedencia que el recurrente denomina ERROR DE 
DERECHO EN LA APRECIACION DE LA PRUEBA 
PRESUNCIONAL, man:festando que el fundamento 
del m1smo es porque, la Sala la. utilizó para basar 
su absolUción. Al respecto, cita como infringidos los 
artículos quinientos, seiscientos noventa y cuatro, 
párrafo primero y ciento ochenta y nueve párrafo 
primero y primera parte del párrafo ter::ero del Có­
digo Procesal Penal. Este tribunal, hace constar 
que en cuanto al número quimentos, no se indicó si 
se oonsideraba infringido en su totalidad o en una 
parte del mismo y en cuanto al ciento ochenta y 
nueve, no es dable analizar su aplicación PORQUE 
NO SE REFIERE A CUESTIONES DE MERA ES­
TIMATIVA PROBATORIA y lo que se está cuestio­
mando por medio del recurso es un posible error de 
derecho en la apreciación de la prueba presuncw­
nal, es conveniente además hacer constar también 
que el recurrente manifestó que no ataca la prueba 
presuncional como un proceso lógico deductivo, sino 
que en ·to que se refiere a la existencta o no 
de hechos que se tuvieron como probados, según el 

recurrente la prueba presuncional únicamente puede 
aplicarse en el análisis de la culpabilidad der en­
causado. No obstante, lo anterior es el caso de con­
siderar que la prueba presuncional es el resultado de 
un proceso lógico deductivo, consistente en que de 
varios hechos probados (Jmlicios), se obtiene como 
única e inequívoca conclusión fa culpabilidad del 
procesado pero el artículo Seiscietnfus Noventa y Sie­
te del Código Procesal Penal, dice: ''Los indicios y 
las presunciones pueden considerarse contra el impu­
tado o a su favor ... "; es decir, que no es cierta en 
toda su amplitud la' afirmación <C()Iltundente que a:1 
respecto formula el recurrente. .Ahora bien, si el 
error consiste en que los hechos no están debida­
mente probados, entonces el argumento debe refe­
rirse a infracción de normas de ESTIMATIVA PRO­
BATORIA, relacionada con los hechos que a manera 
de INDICIOS, se tuvieron como probados. A criterio 
del recurrente, la funcionalidad de lo dispuesto en 
el artí.culo cuya parte conducente quedó transcrita, 
tiene como presupuesto que previamente se está 
aplicando o tratando de aplicar la prueba presun­
cional, para determinar la inocencia del procesado; 
indica el recurrente que la ley no contiene "tesis o 
teoría que establezca otra forma de absolución que 
la resultante del análisis de la prueba recabada, 
más que por falta de prueba", pareciendo que hace 
devenir el error de lo que podría llamarse una apre­
ciación a la inversa de la prueba presuncional; por 
lo que de acuerdo a lo considerado cabe analizar el 
contenido del artlculo seis.cientos noventa y cuatro, 
párrafo primero del Código Procesal Penal, hacien­
do constar que el recurrente, no citó como infrin­
gidas llenando todos los requisitos legales, normas 
de estimativa probatoria referentes a los hechos que 
se tuvieron probados y hay que tener presente, que 
e1 recurrente claramente indicó, que el error no 
consistía en el pro,~eso puramente deductivo de la 
prueba presuncional, sino a errores en la forma 
como aplicaron dicha prueba a favor del procesado, 
devenida de indicios que se tuvieron probados, los 
que el recurrente no considera demostrados. Efec­
tivamente, el párrafo primero del artículo SEIS­
CIENTOS NOVENTA Y CUATRO deb Código Proce­
sal Penal dice: "la prueba presuncional es subsi­
diaria; sólo se utilizará en ausencia de medios di­
rectos de prueba. Sin embargo, puede estimarse 
como medio corroborativo en circunstancias que se­
ñalará el Juez". La tesis que al respecto formufa el 
recurrente no guarda una clara relación con la nor­
ma citada, como infringida, que jurídicamente lo­
gre invalidar lo actuado por la Sala, al grado de in­
cidir en la decisión de la misma, pues el error de­
nunciado consistente en haber aplicado la prueba pre­
suncJ.Onal, como medio complementario, para absol­
ver ei procesado, no tiene un adecuado asidero ju­
rídico, en la ley transcrita, cuyo primer párrafo fue 
denunciado por el recurrente como infringido, para 
los efectos de este subcaso, de procedencia. Este 
tribunal, comprende a cabalidad el punto de vista 
del recurrente, pero no encuentra que haya sido 
citada con todas las formalidades, ley alguna de 
estimativa probatoria (que es la única que puede 
analizarse en esta clase de recurso por error de de­
rt)cho en la apreciación de la prueba) que concuer­
de lógicamente con la serie de argumentos aducidos 
por el recurrente, por lo que al respecto y erÍ refa­
ción a este subcaso, deberá resolverse 10 procedente. 
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En cuanto a. las declaraciones de Sidney Eduardo, 
Eduardo Shaw Arrivillaga y Maria Lucrecia Arrlvi­
llaga Orantes, el recurrente, indica que fUeron in­
fringidos varios artículos del Código Procesal Penal, 
"porque si las declaraciones de estos dos testigos 
fueron recibidas sin cumplir con el requisito de ad­
vertencia por declarar en contra de parientes, dentro 
dei grado de ley., no debieron ser descartadas abso­
lutamente y debieron ser objeto de análisis a través 
de la prueba presuncional". A1 respecto cabe consi­
derar que la Sala, tampoco los aceptó por haber es­
timado que ambos tenian interés personal en decla­
rar, lo cual de acuerdo a la doctrina del artículo 
SEISCIENTOS CINCUENTA Y CUATRO. numeral 
III del Código Procesal Penal, es una tacha abso­
luta y no relatlVa y por otra parte el artículo 
SETECIENTOS, del mismo cuerp0 legal, no es pre­
cisamente de estimativa probatoria, sino de circuns­
tancias previas a dicha estimativa; en tal virtud, 
como ya se consideró oportunamente, deberá resol­
verse lo procedente. 

VI.-El recurrente, fundamenta su acción, afegan­
do que 1a Sala, al realizar la estimativa probatoria, 
en las declaraciones de Ignacio Pérez Méndez, Ro­
berto de Jesús López, José Miguel González, .AguS­
t'n Pérez y Pérez, Asunción Guxil Oxi, Magdalena 
Upun Tococh, Basilio Taquira Yos y Desiderio Che­
ven Gómez. no realizó una completa aplicación de 
todas las normas de orientación contenidas en los 
dos párrafos de la doctrina del artículo número, 
SEISCIENTOS TREINTA Y OCHO. del Código Pro­
cesal Penal, que determina las condiciones jurídi­
cas, en que debe hacerse aplicación en el sistema 
judicial guatemalteco, de esa forma de aprecia­
ción de la prueba denommada sana critica. Mani­
fiesta, que el tribunal de segundo grado y de acuer­
do con estudios y análisis contenidos en su recurso, 
unicamente hizo, aplicación de las normas de la 
lógica y de la experiencia, h.ace una adecuada re­
lación de la estructura concéPtual de estas dos ca­
tegorías 0 clases de normas, para llegar a la con­
clusión que la Sala omitió e1 principio que denomina 
de la ".ooncatenación" o sea la relación de unos me­
dios de pruebas con otros y qUe por otra parte tam­
poc0 cumplió con hacer el "debido razonamiento, 
para estimar o desestimar un medio de prueba". y 
que las razones .anteriores, 'según el punto de vista 
en que fundamenta su acción procesal de casa­
ción, dan lugar a fa existencia de error de derecho 
en la valorad.ón de todas esas pruebas, por lo que 
es del criterio, que el recurso planteado por tal sub­
caso de procedencia en diferentes situaciones, debe 
prosperar. El argumento anterior lo plantea corro­
borándolo, con infracciones denunciadas al contenido 
del artí::mlo SEISCIENTOS CINCUENTA 'X__ CINCO, 
del Códtgo Procesal Penal, en sus incisos que se 
refieren concretamente a que existen tachas rela­
tivas en los testigos; primero por contradicción, se­
gundo por falta de probidad o de independencia con 
la persona a cuyo favor declare, es de::ir, hace una 
conjugación de la sana critica, con las causas' por 
las cuales debe considerarse la existencia de las 
mencionadas tachas relativas. 

Los ángulos anteriores son en realidad, la base 
fundamental del re,:urso por el subcaso indicado y 
como consecuencia los que deben ser analizados, 
para tomar una decisión en el presente fallo, en 

forma coadyuvante y complementaria con las con­
sideraciones anteriores. Al respecto, es .. convenien­
te indicar que la apre.:9ación de la prueba queda 
plenamente reservada a los tribunales de instancia; 
al Tribunal Supremo, le corresponde la función de 
control de esa calificación, dentro de un marco de 
rigurosa LEGALIDAD, siendo su función al cono­
cer en casaoión de carácter absolutamente jurí­
dica, no entrando a conocer de aspectos que pue­
den ser considerados atendibles con un criterio me­
nos riguroso, pero ello, no lo permite la natura­
leza de este· recurso extraordinario, pues como ya 
se consideró, para esas situaclOnes que pueden ser 
atendibles 0 no, están, precisamente las instancias. 
En cuanto a la infracción de las reglas de la sana 
critica, principalmente las de la lógica· y la expe­
riencia, cuando la misma. es de tal grado que pue­
de cambiar la incidencia probatoria de cada prue­
ba, pudiendo modificar o variar la decisión, siem­
pre que el fallo impugnado, en relación lógica con 
los argumentos del recurso, pueden dar lugar al 
surgimiento de presupuestos racionales indispensa­
bles, entonces puede la casación controlar estos 
ángulos del aspecto o aristas del problema. En el 
presente caso, el re~urrente consideró que e1 tri­
bunal sentenciador sí aplicó esas dos primeras re­
glas, es decir, las de la lógica y la experiencia; 
y como ya- se indicó, la parte medul-ar, central o 
fundamental de su recurso, consiste en que no se 
hizo aplicación adecuada del principio de la "con­
catenación" o sea la relación adecuada de unos 
medios de prueba con otros (al respecto el defen­
sor de1 procesado consideró en el alegato corres­
pondiente defectuoso el recurso, entre otras cosas 
porque según el defensor. diClho principio no exis­
te nominado en la ley, pero este Tribunal acepta 
el argumento del recurrente, porque si bien es 
cierto que no existe en la ley con esa denomina­
ción el mismo, inmediatamente después, indicó 
con toda claridad a que se refirió; tal circunstan­
cia, es decir, la relación de unos medios de prue­
ba con otros, dentro de su estructura es obvio, que 
contiene un proceso de deducción, consecuencia del 
análisis comparativo y para poder penetrar ahi, 
por medio .del Recurso de Casación, el tribunal. 
necesita un planteamiento absolutamente concreto 
categórico y muy adaptado a Ia realidad jurídica 
y procesal del caso. En el Recurso de Casación, 
que hoy se estudia en análisis comparativo con la 
sentencia impugnada y haciendo aplicación de las 
leyes de estimativa probatoria que han sido cita­
das, :C'Omo infringidas por e1 recurrente, la dificul­
tad está en que la sana critica, es un medio de 
apreciación de la prueba, que en la ley procesal, 
tiene una nómma de reglas para aplicarlo y al re­
ferirse a 1a obligación de los jueces, nuestra ley 
dice que los jueces, valorarán la prueba conforme 
a dichas reglas y que para el efecto "fundamental­
mente usarán", es decir, que pueden usar otras 
además de esas, las que podrfa decirse que esca­
pan al absoluto contro~ de la casación. Cuando los 
planteamientos denunciando su infracción,. no sor. 
suficientes para cambiar el grado de eficacia ju­
rídica probatoria de las pruebas westionadas (ya 
sea privándolas de su efectos probatorios, modi­
ficando los mismos, disminuyéndolos o aumentán­
dolos o dándoles efecto probatorio a pruebas que 
el tribunal sentenciador en segunda instencia se los 
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había negado), el error de derecho, no existe en 
toda su dimensión. El error de derecho. en la 
apreciación de la misma, no radica tanto_ en el pro­
cedimiento o evolu::J.ón de la valoración, coma en 
la consecuencia puramente procesal: si se llega a 
la conclusión que existió error de derecho, ello 
debe derivarse del hecho o circunstancia jurfdi.ca 
indudable, en que la comisión de dicho error, des­
pués del análisis estimativo de la misma, tiene 
como resultado cualquiera da las situaciones ya 
mencionadas entre paréntesis; pero si ello no su­
cede, el Recurso de Casación por este subcaso, no 
puede prosperar, porque no permite que el tribunal 
pueda casar la sentencia recurrida. En el pre­
sente caso, las declaraciones testificales a que se 
refiere el recurrente, según se desprende del memo­
rial, a juicio del mismo no fueron carrectamente 
recabadas y hace referencia a la no suficiente ca­
pacidad del' Juez de Paz y de los agentes; pero 
ello aunque fuere cierto no implica error de de­
recho en. la apredación de las pruebas y los ar­
gumentos esgrimidos si bien es cierta, que puede 
decirse que están planteados en farma bastante 
convincente y clara, también lo es que no son su.. 
ficientes, para demostrar a criterio de este tribu­
nal. que la Sala, infringió, las artículos seiscientos 
treinta y ocha, seisc,ientos cincuenta y cinco, en 
primera y quinta fracción, del Códiga Procesal 
Penal, puesto que los principales aspectos son la 
correcta aplicación de las reglas de la lógica y de 
la experienc:ia, las que según el recurrente la Sala, 
si las aplicó; y en cuanto a la "concatenación", o 
sea la relación de unos medios de prueba con otros 
y el debido razonamiento para estimar o desesti­
mar un medio de prueba; cabe considerar que efec­
tivamente, es cierto que el fallo de segunda ins" 
tancia, no está redactado en forma rigurosamente 
técnica, pero también debe aceptarse que el De­
recho Penal y el Procesal Penal. son realistas y 
objetivos y que sin decirlo, en su fallo como debie­
ron haberlo hecho, los magistrados, .;;i relacionaron 
unos medios de prueba con otros, pues de a::uerdo 
a su criterio, encontraron contradicciOnes en las 
pruebas y en las declaraciones testimoniales, cir­
cunstancia que únicamente puede encontrarse al 
relacionar unos medios de prueba con otros. Según 
el tribunal de segundo grado, las C{)ntradicciones 
existentes, no permitieron que se integrara la su­
ficiente prueba requerida por la ley, para funda­
mentar un fallo de condena. No obstante, el ex­
tenso análisis hecho por el recurrente, en el me­
morial introductivo del recurso, el mismo no es 
suficiente para demostrar, que en las pruebas a 
que se refiere, exista el error alegado (error de 
derecho en su apreciación), por ctra parte si bien 
es cierto, que como ya se an.,Uzó la sentencia de 
segundo grado, no está redactada en forma rigu. 
rosamente técnica como sería lo deseable, los ma­
gistrados, sí realizaron un razonamiento para no 
aceptar la existencia de suficiente prueba para 
condenar. Este tribunal, es del punto de vista que 
en esta clase de re::¡ursos extraordinarios, no basta 
alegar el interés lesionado -lo que queda reser­
vado para las instancias-', es necesario apoyarse 
en una causa legalmente determinada y que pueda 
dar vida jurídica a la procedencia de la casación. 
Los as~ctos metajurídicos, de una situación con­
trovertida, podrán hipotéticamente ser o no ciertos 

y como consecuencia, también hipotéticamente te­
ner ei recurrente la razón o no tenerla; pero la ley 
no permite que sean tomados en cuenta en este 
recurso extraordinario. El Tribunal de Casación, 
puede hacer e~ análisis sobre el valor de algunas 
pruebas. únicamente ,cuando después de haber de­
clarado procedente el recurso por razones estricta. 
mente técnico jurídicas, le corresponde fallar so­
bre el asunto en una sentencia ''en casación''; lo 
que no sucedió en el .caso de estudio, por lo que en 
cuanto a los errores' de derecho en la aprecJación 
de las pruebas denunciados se resolverá lo proce­
dente. 

-VIII-

EL RECURSO ESTA PLANTEADO ACUSANOO 
ERRORES DE HECHO EN LA APRECIACION DE 
LA PRUEBA: 

A1 realizar la confrontación analítica entre los 
argumentos del recurso y ra sentencia impugnada 
en relación a varios ERRORES DE HECHO EN 
LA APRECIACION DE LAS PRUEBAS, se encuen­
tra, que efectivamente la Sala, omitió la considera­
ción y análisis de dichas pruebas consistentes en: 
a) declarac10nes testificales; b) un reconocimien­
to judicial y e) un acta notarial. El error de hecllo 
se produce según la doctrina jurídica aplicable a 
fa realidad del caso, cuando en relación al conte­
nido de una prueba susceptible de este error, se 
comete por parte del· tribunal sentenciador, tergi­
versación, alteración 0 desfiguración y por OMI­
SION, del análisis; de donde se deduce que la Sala, 
sí incurrió en dicho error con las pruebas menciO­
nadas, aduciendo que por ser pruebas de descargo, 
su análisis, resultaba innecesario, al no encontrar 
fos magistrados votantes, la existencia de suficien­
te prueba de cargo. Al respecto cabe considerar: 
1) las declaraciones testificales identificadas al 
principio de esta parte del fallo, no tienden a de­
mostrar la culpabilidad del prmesado y algunas de 
ellas parecen ·ser consecuencia de la pretensión de 
exculparlo; 2) el reconocimiento judicial citado, 
podría ser útil para destruir los efectos probato.. 
rios de tales declara.<:rlones, pero al no ser anali­
zadas la consideración estimativa de dicho reco­
nocimiento, deviene innecesaria; 3) el acta notarial 
se encuentra en ras mismas condiciones procesales 
que el reconcdmiento judicial, pues guarda intima 
relación con las pruebas enunciadas en las literales 
que anteceden y por tal razón la omisión de su 
análisis carece de relevancia para el fallo. De ro 
anter10rmente analizado se concluye, que el error 
de hecho cometido en varias pruebas por la Sala 
sentenciadora, no es de tal iruidencia e importan­
cia que demuestre de modo evidente la equivoca­
ción del juzgador, circunstancia de carácter impe­
rativo que la ley procesal penal, requiere, para que 
ese error pueda servir de fundamento para casar la 
sentencia impugnada. Por otra parte, la presun­
ción es la opera.ción lógica mediante la cual, los 
juzgadores, de varios hechos (indicios que han 
considerado probados), obtienen como única e me:­
quivoca consecuencia la culpabilidad del pro.CieSa­
do. No puede negarse que a fa realizaciÓn de 
dicha prueba concurre el elemento de la subjetivi-
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dad, lo que impide que en esos aspectos de la mis­
ma, pueda estar controlada, mediante e} rigor 
estrictamente técnico y jurídico de la casación; se 
hace constar lo anterior en VIrtud de que el re­
currente formula tésis en ef sentido de que de 
acuerdo a su criterio, quedaron hechos probados 
que hubieran servido para hacer aplicación de la 
prueba presuncional o de presunciones judiciales. 
Es converuente también hacer constar que es un 
tanto dubitativa la naturaleza de1 artículo SEIS­
CIENTOS NOVENTA Y CUATRO, del Código Pro­
cesal Penal, en er sentido de que pueda ser consi­
derado como una norma de mera ESTIMATIVA 
PROBATORIA, pues el mismo se refiere a la na­
turaleza subsidiaria de ra prueba presuncional, pero 
no contiene normas para estimarla o desestimarla; 
es de~r. para realizar la labor intelectual de va­
loración propiamente dicha. La infracción denun­
ciada de la forma de obtener la conclusión de cul­
pabilidad, articulo QUINIENTOS CINCO INCISO 
SEGUNDO, no puede hacer prosperar un Recurso 
de Casación, en el presente caso, pre;:isamente 
porque no se hizo de parte de los juzgadores de 
segundo grado, aplicación de la prueba de presun­
ciones judiciales para condenar al encausado. 

- En la casación el Trtbunal Supremo, debe res­
petar los hechos probados, limitándose su función 
a calificar si se produjo error de derecho o de 
he.(llJ.o en la apreciación de los medios de prueba que 
sirvieron de base a la sentencia. La gran cantiaad 
de argumentos en otros aspectos esgrimidos por el 
recurrente, no se pueden analizar dentro de las LI­
MITADAS facultades del Tribunal de Casación, 
rawn por la cual aunqUe muchos de ellos pudieran 
ser atendibles en fas instancias, el rigorismo y la 
té.cniqa que son inherentes a este Recurso Extra­
ordinario, no permiten conocer del fondo de los 
mismos; en tal concepto, debe preferirse el fallo 
que en derecho corresponde. 

LEYES APLICABLES: 

Las citadas y artículos 16, 20, 24, 31, 33, 40, 69, 
99, 100, 101, 125, 189, 193, 201, 244, 250, 490 párrafo 
lo.. y 3o., 496, 500, 505 numeral III. 638, 653, 654, 
655, 694, 700, 740, 741, 745 numeral VIII, 749, 750, 
752, 754, 757 y 760 del Código Procesal Penal; 37, 
38 mciso 2o., 157, 158, 159, 168, 170 y 172 def De­
creto Legislativo 1762; 240, 245 de la Constitución 
de la Repúblic¡1. 

POR TANTO, 

La Corte Suprema de Justicia, Cámara Penal, al 
resolver DECLARA: a) IMPROCEDENTE, el Re­
curso Extraordinario de Casación, que en calidad 
de mandatario judicial, con representación de Ju­
lio César Aguilar JaramiJTo, interpuso el Licenciado 
Fernando Hurtado Prem, contra la sentencia AB­
SOLUTORIA, proferida por la Sala Novena de la 
Corte de Apelaciones; II.-Impone al recurrente 
una multa de veinticin.co quetzales; III.-El Tribu­
naf ejec~tor. deberá dictar de inmediato las pro­
videncias necesarias para la ejecución de lo re­
suelto; y IV.- Notiffquese y con certificación de 
10 resuelto devuélvanse los antecedentes al tribunal 
de origen. 

(fs.) C. E. Ovudo B.- A. E. Mazariegos G. -
Juao José Rodas. - J. Felipe Dar'dón. - R. Rodrí­
guez R. - Ante mi: M. Alvarez Lobos. 

PENAL 
Recurso Extraordinario de Casación interpuesto 

por OSwaldo Cabrera Cabrera, oontra la aentea. 
ciia proferida por la Sala Décima de la Corte de 
Apelaciones, el ocho de agosto del presente aiío. 

DOCTRINA: 

a) Si los hechos que se declaran !)l'Obados PIIJ' 
un 'flribonal de Segunda Instancia, se estiman co. 
mq un delito distinto del que corresponde confOl'­
me la realidad del proceso se incurre en error de 
derecho en su calif'Íicación. 

b) No es procedente el ReciD'SO de Casación pol' 
e.l'nlT de derecho en la apreciación de la prueba, si 
no se citan con precisión las leyes infring;das re­
lativas a -la estimativa probatoria. 

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, CAMARA PE­
NAL: Guatemala, veintiocho de noviembre de mil 
novecientos setenta y nueve. 

Se tiene a la vista para resolver, el Recurso 
Extxaordinario de Casación interpuesto por Oswal­
do Cabrera Cabrera, contra la sentencia proferi­
da por la Sala Décima de la Corte de Apelaciones, 
el .ocho de agosto del año en _!!UXSO, en el pro­
ceso que por los delitos de Hurto Agravado, En­
cubrimiento Propio y Encubrimiento Impropio, se 
instruyó en el Juzgado Noveno de Primera Ins­
tancia de lo Penal, contra Cartos Chaj Pérez, U­
día Tobar Ortiz, Manuet de Jesús Fuentes Ortega 
y Moisés Noriega Román, actuando como acusador 
oficial el Ministerio Público y como defensor de 
Lidia Tobar Ortiz, el recurrente quien comparece 
bajo la dirección del Abogado Luis GonzalQ Var­
gas Bocanegra. 

EXTRACTO DE LA SENTENCIA RECURRIDA: 

~ Sala dictó el fallo contra el que se recurre, 
confirmando el pronunciado ;por el jurisdicente de 
Primera Instancia con las siguientes refortl)as: la 
pena que impone a los procesados Carlos Chaj 
Pérez y Lidia Tobar Ortiz, es la de tres años, 
seis meses y veinte dias de prisión inconmutables; 
la que se impone a Moisés Noriega Román es la 
de un año de prisión conmutables a razón de vein­
ticinco centavos de quetzal diarios; y que las res­
ponsabilidades civiles se fijan en la cantidad de 
veinticinco quetzales, que cada uno de los pro­
cesados Chaj Pérez y Tobar Ortiz, deberán hacer 
efectiva a cada uno de los ofendidos Carlos En­
rique Guzmán, MaTleny Coburger de Venegas y 
Antonio Rodrrguez Martln y el procesado Noriega 
Román solamente a FAVOR de Rodriguez Martín. 
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En lo que se refiere a Lidia Tobar Ortiz, a cuyo 
favor se interpuso el presente recurso, el Tribu­
nal de Segunda Instancia da por sentado el he­
cho que le fuera deducido en el sentido de que 
la reo en diferentes ocasiones del año pasado, re­
cibió de Carlos Chaj Pérez en su residencia de 
la veintiséis avenida número dieciocho cero siete 
de la zona doce, diversos aparatos eléctricos, los 
que detalla, y sabiendo que dicho individuo no 
trabajaba ni tenia fuentes de ingreso, y que los 
aparatos eran de ilícita procedencia de común 
acuerdo con él y el ánimo de lucro y en su be­
neficio personal se dedicó a venderlos a diferen­
tes personas, compartiendo con él el producto de 
las ventas, y al haber sido captu:rado los agentes 
recuperaron los objetos sustraídos de las residen-

•. cias de las personas a quienes se les vendió ... ex­
presando la Sala sentenciadora que en lo que se 
refiere a la participación de Lidia Tobar Ortiz 
en los hechos por los cuales se le sujetó a proce­
dimiento criminal, quedó acreditada en el prO­
ceso, puesto que aunque ella en todo momento 
negó S!U culpabilidad, en su contra aparecen las 
deposiciones de los agentes captores del Comando 
Seis de la Polic1a Nacional, señores: Sergio René 
Zabaleta López y Rigoberto Orozco Girón, quienes 
fueron idóneos y unánimes en cuanto a la fecha, 
lugar y forma de la detención de la procesada a 
quien sorprendier.ón juntamente con Carlos Chaj 
Pérez llevando consigo los objetos materia del de­
lito, procediendo a su detención e incautación de 
tales objetos, siendo del caso proferir una sen­
tencia de condena sin que le beneficie lo declara­
do por Chaj Pérez, en el sentido de que ella ac­
tuó bajo amenazas que él Je hiciera, porque cla­
ramente se ve que lo que tal encausado pretende 
es liberarla de responsabilida<;l, puesto que cuando 
fue indagado eJCpresó tener su residencia en la 
mis,ma casa de la !reo y en cambio ésta expresó 
no conocerlo. . . Con base en tales declaraciones co­
mo se indica emitió el fallo condenando a la reo 
a la pena que antes se ha expresado. 

DE LAS ALEGACIONES DE LAS PARTES: 

Siendo la hora y día sefialado para la vista, eJ 
recu:rrente .presentó su alegato enfatizando en la 
circunstancia que de lo que declararon los agen­
tes captores, y que :la Sala estimó como prueba, 
se concLuía en que el hecho cometido por la reo, 
debla calificarse como encubrimiento propio y no 
como hurto agravado, como fue emitida condena en 
su contra y con base en eso casar la sentencia, 
fallando en tal sentido, que por darse los presu­
puestos legales se le otorgará a su defendida el 
beneficio de la suspensión condicional de- la pena 
ordenando su inmediata libertad. 

SUSTENTACION FAOTICA Y JURIDICA DEL 
RECURSO: 

Como puede apreciarse del recurso, Oswaldo Ca­
brera Cabrera lo interpuso por motivo de fondo, 
con base en los subcasos contenidos en los nu­
merales III y VIII del artículo '745 del Código Pro­
cesal Penal, este Úlltimo en lo relativo al error de 
derecho en la apreciación de la prueba. En lo 
que se refiere al primer subcaso, relativo a error 
de derecho en la calificación del deLito, comienza 

por exponer el hecho por el cual se sujetó a pro­
cedimiento criminal a su defendida, quien en nin­
gún momento aceptó participación alguna en el 
hecho rú se conformó en la diligencia de pronun­
ciamiento que se le hiciera de conformidad éon la 
ley. Que la Sala sentenciadora la condenó como 
responsable del delito de hurto agravado conti­
nuado con base en los artículos 71 y 247 del Có­
digo Penal; que estima que tal Tribunal incurrió 
en error de derecho en la calificación del delito 
en la forma que lo luciera, porque de acuerdo 
con la prueba de autos, el delito que se configura 
es el de encubrimiento propio; que con las de­
claraciones de los captores Sergio René Zabaleta 
López y Rigoberto Orozco no se evidencia su res­
ponsabilidad directa como autora del delito de 
hurto agravado, por las razones que expresa y que 
se est:ma innecesario enfatizar en las mismas ha­
bida cuenta de que se analizan en la parte con­
siderativa de este faJ!? y eso sí indica que la 
Sala en cuanto al error de derecho en la califi­
cación del delito infringió el articulo 247 del Có­
digo Penal pOr inaplicación indebida del mismo, 
ya que se adujo en la sentencia recurrida que la 
responsabilidad de su defendida en el delito de 
hurto quedó acreditada, sin embargo, no concurren 
las circunstancias que configuran el hecho delic­
tivo contenido en la norma en el cual se enmarca 
el hurto. Que se infringió también el artículo 474 
numeral IV del mJismo instrumento legal citado 
por inaplicación puesto que la intervención de su 
defendida en todo caso fue con pOsterior:dad a los 
hechos,- habiendo con su actitud ocultado o escon­
dido los objetos del delito. En lo que concierne 
el error de derecho en la apreciación de la prue­
ba testimonial, expone sus tesis concluyendo en 
que la Sala "infringió el articulo 118 del Código 
Procesal Penal en su tercer párrafo", por inapli­
cación, puesto que esta norma obliga al juzgador 
a vaLorar las declaraciones de los miembros de 
las policías del pa1s sobre hechos punibles en cu­
ya investigación hubieren intervenido, en la mis­
ma forma que las declaraciones testimoniales de 
particulares, o sea conforme las reglas de la sana 

'-critica, mientras que todo otro dato que suminis­
tren pero que no haya sido investigado personal­
mente por ellos debe ser tenido como denuncias, 
para ~os efectos legales, tal y como lo establece el 
primer párrafo de esta norma. La Sala sentenciado­
ra haciendo caso omiso de esta norma le dio va­
lor p!robatorio tanto a los hechos de conocimiento 
propio de los agentes captores, como a los he­
chos referenciah!s, confesión extrajudicial de Chaj 
·Pérez, sobre los cuales también declararon. 

El articulo 495 del ~mismo cuerpo legal, porque 
con base en la confesión extrajudicial prestada 
por el procesado Chaj Pérez, ante los agentes cap­
tores y que no fue ratificada ante Juez competen­
te, la Sala sentenciadora dio por probada la res­
ponsabilidad de mi defendida en la comisión del 
delito de hurto agravado continuado: cuando es­
tá norma únicamente le confiere valor probatorio 
a tal confesión cuando es ratificada ante Juez com­
petente y cuando se haga con los requisitos estable­
cidos por el articulo 489 del mismo Código citado. 
Esta norma se violó por inaplicación, <puesto como 
se constata deb fallo recurrido la misma no está 
citada como fundamento legal. Asi también el ar­
tículo 638 del Código iProcesal Penal se violó por 
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aplicación indebida, porque tal norma obliga al juz­
gador a valorar la prueba conforme las reglas de la 
sana crítica y a usar fundamentalmente la expe­
riencia, la lóg.ca, la relacián de cada uno de los me­
dios de prueba con los restantes, lo que no hizo la 
Sala sentenciadora por cuanto si hubiera relaciona­
do las declaraciones de los Agentes captores <X>n 
la declaración del Doctor Carlos Enrique Guzmán. 
propietario del aparato de sonido, hubiera dado 
por acreditado que el hecho no se había coosmna.. 
do en esa oportunidad, sino meses atrás, lo que 
en todo caso hacia incurrir en responsibilidad a 
m¡ defendida, pero por el delito de encubrimien­
to propio, puesto que con tal actitud estaba in­
terviniendo con posterioridad a obstaculizar a la 
administración de justicia el conocimiento de un 
hecho delicHvo. 

CONSIDERANDO: 

1 

Del análisis del recurso se ve que Oswaldo Ca­
brera Cabrera interpuso casación por motivo de 
fondo, citando como caso de procedencia el con­
tenido en el numeral Ill del articulo 745 del Có­
digo Procesal Penal. argumentando que la Sala 
sentenciadO!!" a incurrió en tal error, pues condenó 
a Lidia TobB.f Ortiz como aubora del delito de 
hurto agravado continuado con base en la doctri­
na contenida en los artículos 71 y 247 del Código 
Penal, cuando, de acuerdo con los elementos de 
prueba que toma en cuenta, la conducta illcita de 
la procesada se enmarca dentro del contenido del 
numeral IV del articulo 474 del mismo instrumen­
to punitivo citado, o sea un caso de encubrimien­
to propio. Ahora bien, para llegar a una conclu.. 
sión respecto al caso de estudio, se enfatiza que 
la Sala sentenciadora estimó como hecho sujeto 
a la decisión judicial, el de que la reo en di­
versas ocasiones del año pasado recibió de Carlos 
Chaj Pérez, en s;u residencia, los aparatos eléc­
tri{;OS que en tal hecho se detallan y sabiendo que 
dicho individuo no . trabajaba ni tenia fuentes de 
ingreso y que los aparatos eléctricos que se men­
cionan eran de ilícita procedencia, de común acuer­
do con él y con el áuimo de lucro se dedicó a 
vender los mismos a diferentes personas, com­
partiendo con el individuo indicado el producto de 
las ventas, lo que motivó su detención y recu­
peración de los objetos sustraídos de. las residen­
cias de las personas a quienes se les hab1an ven­
dido. Par otra parte del análisis de la sentencia 
se ve que el Tribunal que la dictó tomó como ~ 
se para la condena de la reo, las declaraciones 
de los agentes captores del Oorriando Seis de la 
PolicÍia Nacional, Sergio René Zabaleta López y 
Rigoberto Orozco Cordón, quienes fueron idóneos 
y unánimes -dice- en cuanto a la fecha, lugar y 
forma de la detención de la enjuiciada a quien 
sorprendieron juntamente con el procesado Chaj iPé­
rez, llevando consigo los objetos materia del delito, 
procediendo a su detención e incautación de tales 
objetos. En este subcaso que se invoca, debe te­
nerse presente que se da, cuando un Tribunal ha 
declarado p1"1obados determinados hechos jurídicos 
que revisten los caracteres propios del delito. pero 
que en el juicio que se verifica por el sentenciador, 

se comete error al momento de calificarlo, infrin­
giendo la norma que corresponde al delito imputado 
y más que todo la que lo tipifica. Acorde con 
tal preinJSa este Tribunal Supremo llega a la con­
clusión de que tal como se señala por el recurren­
tE:. la Sala sentenciadora incurrió en el error de­
nunClado, pues calificó el ili.dto investigado co­
mo <X>nstitutivo del delito de hurto agravado conti­
nuado, sin tener bases para hacerlo, pues ni del 
hecho justiciable que aceptó, ni de las declaracio­
nes de los agentes captores que estima para esa 
decisión, se desprenden elementos que puedan oon­
fi~ar el delito por el cual se condenó a la reo, 
pues de las mencionadas declaraciones se concluye 
en que la conducta de la procesada queda enmar­
cada dentro de la figura delictiva contenida en el 
inciso 4o. del articUlo 474 del Código Penal, que 
el recurrente denuncia como infringido; y esto es 
lógico, pues los agentes no indican que le hayan 
incautado a ella aparato de sonido al momento de 
detenerla. sino que uno de ellos dice que ella ha­
bía asegurado que era de su propiedad y ambos 
que le , había encontrado en su residencia otros 
aparatos, lo que fue negado .por la reo en cuya 
ilídta conducta no se dan los elementos del hur­
to y sí los del encubrimiento p!'lopio. Tal situa.. 
ción, constituida por los hechos que la Sala da 
por p!'lobados y que son los que deben ser respe­
tados para· el estudio comparativo, llevan al Tri­
bunal Su¡JTemo ineludiblemente a inclinarse por la 
procedencia del recurso por el subcaso invocado 
que es objeto de análisis, ya que es notorio que 
se incurrió por parte del Tribunal de Segunda Ins­
tancia en aplicación indebida de la ley, pues es 
obvio que al momento de ¡a aplicación de la nor­
ma al caso concreto se equivocó en su eséogencia, 
pues de ninguna ·manera podtan los hechos en la 
forma que f.ueron considerados por la Sala, en­
marearse en las normas que señala o sean los 
ru'tfculos 71 y 247 del Cóiligo Penal, por taJ mo.. 
tivo se cometió la infracción denunciada; por otra 
P~ también se incurrió en error por inapli­
cación, pues no lo hizo con el articulo 474 nume­
ral IV del mencionado instrumento, que era la 
norma aplicable al caso al estimarse que en su 
contenido quedaba involucrado el quehacer anti­
jurídico imputado a la procesada. ~1 las cosas, 
como antes se dijo, es incuestionable la viabilidad 
del recurso por este subcaso, debiendo hacerse las 
declaraciones correspondientes. 

CONSIDERANDO: 

n 
. Introdujo también el recurrente casación por mo.. 

Uvo de fondo con base en el subcaso contenido en 
el numeral VIII del artículo 745 del Código Pro­
cesal Penal, en lo que se refiere a error de de­
recho en la apreciación de la prueba, ccncretándose 
al análisis que hiciera la Sala sentenciadora de 
los testimonios de Sergi<> René Zabaleta López y 
Rigoberto Orozco, exponiendo argumentaciones que 
creyó pertinentes y que según él hacian viable el 
recurso por ese subcaso, criterio que no puede 
ser sostenido por este Tribunal Supremo pues tra­
tándose de un recurso extraordinario, fQII'ffialista 
Y eminentemente técnico, debió haberse <:umplido 
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con el planteamiento 9el que se analiza. con los 
requisitos de precisión, tanto en el señalamiento 
de los art.lculos violados, como en lo que se re­
fiere a la tesis expuesta; y es ahí donde radica 
precisamente la inconsistencia del recurso, pues 
quien lo planteó expuso: que la Sala sentenciado.. 
ra infringió el artículo 118 del Código Procesal 
Penal, tercer párrafo, mas es de advertirse que 
tal artículo no puede conceptuarse como norma 
de estimativa probatoria, en relación a la prueba 
testimonial ya que en el mismo se asienta " ... que 
los partes que rinda la policía se consideran como 
denuncias para los efectos :Legales ... " ; se sostiene 
también que tal Tribunal infringió el articulo 495 
del mismo instrumento adjetivo. pero no se indica 
si f,ue en su totalidad o en uno de sus párTafos, 
faltándose a la precisión exigida; también se citó 
como infringido el art~culo 638 de la misma aey 
que se refiere a la apreciación de la prueba en 
general por medio del sistema de la sana crítica, 
·mas no se indica si tal articulo fue violado en su 
totalidad, o en uno de sus párrafos o incisos; y 
no se formula tesis completa en relación a la in­
fracción ~por sana critica; .por otra ,parte, se omitió 
la cita del artículo 653 relacionado con la estimati­
va probatoria, y que es especifico. En concreto, 
acusando error de derecho en la apreciación de 
la prueba, citó como infringidas normas que no 
se re]¡acionan con la estimativa probatoria, y omi­
tió norma específica tal como se ha dicho con an. 
telación y en esas condiciones por la naturaleza 
del recurso, el Tribunal no puede verificar el es­
tudio comparativo de rigor inclinándose pOr la im. 
procedencia del mismo, por este subcaso que se 
analiza. 

CONSIDERANDO: 

m 
Procede a continuación dictar la sentencia en ca­

sación que corresponde al haber prosperado el re­
curso por el subcaso de error de derecho en la 
calificación del hecho que la Sala tuvo por proba­
do a la encausada, pues es evidente que no se 
calificó como debió hacerse de conformidad con 
la ley. En electo, el Código Penal establece que 
es responsable del delito de encubrimiento propio, 
quien sin concierto, convivencia o acuerdo, previos 
con los autores o cómplices del delito, pero con 
conocimiento de su perpetración, intervienen con 
posterioridad ejecutando alguno de los siguientes 
hechos " ... 4) recibir, ocultar, suprimir, inutilizar, 
aprove<:har, guardar, esconder, traficar o negociar 
en cualquier forma, efectos. instrumentos, prue­
bas o rastros del delito; y, del estudio del pro­
cesó se arriba a la conclusión de que la conduC­
ta desplegada por la ,procesada se enmarca den­
tro del contenido de tal norma, siendo por la 
misma autora responsable del delito de encubri­
miento propio, infracción por la cual deberá oon­
denársele a la pena de dos años de prisión conmu­
fubles a razón de veinticinco centavos diarios, 
habiéndose verificado para su imposición, el es­
tudio del proceso en cuanto a Los extremos a que 
se refiere el articulo 65 del Código Penal y de 
la compensación racional se concluye que la 'pe­
na adecuada es la que se 'ha hecho mención y 

que se impone en las conclciones que se expresa­
rán en la parte dispoSitiv-a, condenándose además 
al pago de las responsabilidades civiles que se fi­
jan en la suma de veinticinco quetzales para ca­
da uno de los ofendidos, que deberá pagar dentro 
del tercer día de estar firme el fallo. 

LEYES APLICABLES: 

ArUculos 44, 53, 62, 240, 246 de la Constitución 
de la República; 1, 7, 10, 12, 13, 35, 41, 44, 53, 
55, 62, 72, 73, 74, :75, 76, 77, 246; 247, 474 nume­
ral IV del Código Penal; 27, 32, 38, 157, 158 
y 159 de la Ley del Organismo Judicial; 1, 2, 21, 
22, 26, 29, 31, 32, 67, 68, 74, 85, 118, 142, 181, 189, 
428, 429, 489, 624, 638, 740, 741, 742, 744, 745, nu­
merales m y vm. 752, 754 ciea. Código Procesal 
Penal, 

POR TANTO, 

LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, CAMARA 
PENAL, DECLARA: PROCEDENTE EL RECUR­
SO DE CASACION pOl' motivo de error de dere. 
cho en la calificación del delito y cOIIW conse­
cuencia CASA la sentencia recurrida y resolvien­
do DECLARA: Que Lidia Tobar Ortiz, es autora 
responsable del delito de encubrimiento propio, 
infracción- por la cual Je impone la pena de dos 
años de prisión conmutables a razón de veinticinco 
centavos diarios; y que ha de purgar en un cen­
tro de detenciób de su se:x;o; con abono de la ya 
padecida, por su notoria pobreza la exonera de 
la reposición del papel sellado empleado en la cau­
sa, así como de las costas procesales; se Je sus­
pende en el goce de sus derechos políticos durante 
el tiempo que dure la condena, dándose el aviso 
correspondiente; se le condena al pago de la suma 
de veinticinco quetzales POr concepto de responsa­
bilidades civiles para cada uno de los ofendidos 
conforme autos y 'por darse aos requisitos de ley, 
se deja en suspenso el cumplimiento de tal pena 
por el término de tres años con las siguientes ad­
vertencias: a) que si durante el :per1odo de sus­
pensión delinque nuevamente, se revocará el be­
neficio ejecutándose esta pena que se deja en sus­
penso, más la correspondknte a.l nuevo o a los 
nuevos delitos; y apareciendo que la reo Lidia To­
bar Ortiz se encuentra detenida, .por ea medio más 
rápido se ordene su inmediata libertad. Notifíquese 
y con certificación de ·10 resuelto devuélvanse los 
~ ntecedentes a donde corresponde. 

(fs.) C. E. Ovando B. - Juan José ROOas. 
J. Felipe Danfórí G. - R. lblidriguez R. - Fed. 
Bari:ll:as C. - Ante mi: M. A:lvarez Lobos. 

PEN.AL 
Roo1ll'SO Extl'laOrdi:nario de Casación interpaesto 

po,r María Eugenia Carrillo Fernández viuda de 
Tarot, contra la sentencia dictada por la Sala 
~ima de la Corte de Apelaciones>. 
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DOCTRINA: Incurre en error de hecho. en la apre­
ciación de la prueba, el Tribunal que omite va­
lorizar Q lo hace parcialmente, documentns, ac. 
tuaci~es judiciales y actos auténticos, repercu.. 
tiendo el enw en el resultado del litigio. 

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, CAMARA PE­
NAL: Guatemala, veintiocho de noviembre de mil 
novecientos setenta y nueve. 

Se tiene a la vista para resolver, el Recurso E~­
traordinario de Casación interpuesto por Marta 
Eugenia Carrillo Fernández viuda de T~r~t. con­
tra la sentencia dictada por la Sala Décima de 
la Corte de Apelaciones, el dieciocho de julio de 
mil novecientos ~tenta y nueve, en el proceso 
que !por el delito de Parricidio ~e le instruye en 
el Juzgado Sexto de Primera Instancia del Ramo 
Pena~. no aparece acusador particular, y actúa 
como acusador oficial el Ministerio Público; co­
mo ·defensor el Licenciado Rafael Antonio ~ues~ 
Morales y como director del recurso el Licencia­
do Carlos Humberto Rosales Martínez. Como pue­
de a~preciarse del proceso la reo es de cua~I?-ta 
y dos años de edad, ~uda, ~uatemalteca, ~fictos 
domésticos, originaria y vecma de esta ctudad, 
hija de Francisco CarriLlo Magaña y de Mar1a 
Fernández Masferrer, ciudadana inscrita, sin apo. 
do conocido. 

EXTRACTO DE LA SENTENCIA RECURRIPA: 

Con argumentos similares. a los que el juris­
dicente de .primera instanCia tomara en cuenta 
para dictar un fallo de condena contra la pl'oce­
sada, la Sala Décima de la Corte de Apelaciones, 
confirmó tal fallo con la reforma en cuanto a Ja 
suma fijada por concepto' de responsabilidades ci. 
viles la que deja en CINCO MIL QUETZALES. 
Del estudio de la sentencia impugnada se infiere 
que el Tribunal de Segunda Instancia en la. oon­
dena toma como fundamento, las declaraciones in­
dagatorias de la procesada,. ~sentando que. no es 
difícil concluir en su cwpabilldad en el dehto que 
se le imputa, toda vez que al ser oida. e':l forma 
indagatoria, acepta hechos que le pefJudwan ta­
les oomo que, encontrándose juntos ella y el aho­
ra occiso en el primer nivel de la casa que com­
partíl<m, viendo q\1-e proced~ a rom¡;>er y que~rar 
cuanto objeto tema a la vista, opto por subrr a 
la pl¡anta alta donde tomó ~ ar.~a que el ~yuge 
le dejaba para su protecc10n, baJando y hactendo 
dos -disparos -Sostiene la Sala- uno con el ob­
jeto_ de calmarlo y el otro en forl?a fortuita se 
produjo cuando estaban en un force;~eo, ya que el 
ofendido trató de quitarle el arma y que fue el 
que precisamente lo hirió; sosteniendo el Tribu­
na¡ que en ningún momento llegó a probar tal 
extremo puesto que según consta en el dictamen 
emitido 'por el Jefe de Gabinete de Identificación 
y Experto de los Tribunales de Justicia, al prac­
ticarse la pruelba de dermonitratos tanto al falle­
cido como a la reo sólo resultó\ positiva en ésta, 
de donde se deduce que e~ occiso no' trató en nin­
gún momento de alcanzar el arma que la enjui­
ciada sostenía en Ja mano derecha, deduciéndose 
que n0 hubo riña y que tampoo, o0bró bajo fuerte 
temor y en resguaroo de su vi{la o Ja de sus hi­
jos; pues estos se encontraban • urmiendo en el se-

gundo nivel. Indica a.sliDlSmo el Tribunal que la 
testigo Maria Cristina Garcia de Escobar, domés­
tica de la casa. con su deposición no aporta mayor 
elemento de juicio en cuanto al momento en que 
ocurrió la muerte, ya que indica que Tarot Sierra 
la sacó cuando ella trató de entrar al oír el rui­
do de platos que quebraban, que después al salir 
de la cocina lo encontró ya embrocado. Luego no 
da valor a los testimonios de Mar.ía Cristina Her­
nández, Maria Alicia Sierra Cáoeres de Rubio, 
Marta Alicia Tarot Sierra, Eddy Floyd Tarot Da­
vis, María Graciela Hernández, Vilma Lucrecia. 
Oarrilh> Navas, José Payda Sancfm;, Doctor José 
Luis Letona Quiroa y Oiga Marina Gutiérrez de 
Meneses, pues indica que no conducen al escla­
recimiento de los hechos por las· razones que se 
expresa en el fallo, conckzyendo que a ninguno 
le consta efectivamente cómo se produjerou los 
hechos que motivaron el proceso; e igualmente 
indica respecto a las declaraciones de José Gui. 
llermo Pacheco, Héctor René Anleu Oorzo María 
Silvia Oliva Langerud García de Ra~z Ana 
María Femández de Villagrán, Felipa Salazai- Cas­
tellanos y Mario Roberto Hernández Paz. Agrega 
que: ''Durante el término probatorio se aportaron, 
tres dictámenes, uno de balistica, otro médico, emi­
tido por el Doctor Abel Girón Ortiz y el último 
ps:quiátrico rendido por el Doctor Rolando Fran. 
cisco Paredes, estimando esta Cámara que para 
el caso de estudio no aportan ningún medio oon­
victivo, por lo que es innecesario ,Pl'QCeder a su 
anális;s toda vez que para probar tales extremos 
ya se analizó y se le dio plena validez al infor­
me legal emitido por el médico forense Doctor 
Gilberto Sajché Sosa. Con los elementos a que 
se ha hecho relación y haciendo uso de la sana 
critica q.ue debe privar en el ánimo del juzga.. 
dor. basado en la lógica y la experiencia y lo que 
resulte de uno y otro medio de prueba, como se 
dijo al principio, fácil resulta concluir en la res. 
ponsabiJidad de la procesada, debiéndosele casti" 
gar, al haber tomado parte directa en el hecho, 
como autora del delito de Parricidio, que es el 
que se tipifica en este caso, con base en que está 
acreditado en autos a folio trescientos cuarenta . 
y ocho, con la partida respectiva, que contrajo 
matrimonio civil con el fallecido el día doce de 
diciembre de mil novecientos setenta. Califica el 
delito de Parricidio y le impone la pena de vein­
te años de prisión inconmutables y la cantidad de 
cinco mil quetzales que deberá ser efectiva a la 
persona o personas que resulten oon derecho a 
ella, en concepto de responsabilidades civiles. 

DE LAS ALEGACIONES DE LAS PARTES: 

Con fecha treinta de agosto de este año Ja reo 
presentó ante este Tribunal Supremo, un memo­
rial conteniendo el correspondiente alegato, en el 
que expone los motivos por los cuales estima que 
la Sala Ii>écima de la Corte de Apelaciones in­
currieran en los errores de hecho en la apreciación 
de la prueba que motivaran su inconformidad, pi­
diendo que se declarara con lugar el Recurso de 
Casación, y que como consecuencia se casara la 
sentencia y se le absolviera del hecho por la cual 
se le sujetó a procedimiento criminal. Los otros 
sujetos procesales no presentaron alesato alguno. 
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E.x,POSICION FACTICO Jl.JRIDICA DEL 
RECURSO: 

María Eugenia Carrillo Fernández viuda de Ta­
rot en el planteamiento del recurso por motivo 
de ~fondo, con base en el subcaso de error de he­
cho en la apreciación de la prueba señala que la 
Sala incurrió en los mismos, pues no valorizó o 
lo hizo parcialmente los documentos y actos autén­
ticos sig-uientes: . 1) Acta levan4tda en esta ciu­
dad el día veintiocho de noviembre del año pa­
sado a las seis horas, por el Juez Noveno de Paz 
del Ramo Civil y Penal; 2) Informe rendi,do por 
el departamento de Toxicología y .Química Apli­
cada de la Facultad de Ciencias Químicas y Far­
macia de fecha cuatro de diciembre de mil nove­
ciento~ setenta y 'ocho; 3) Dictamen Médico emi­
tido por el forense Doctor Abel Girón Ortiz, de 
fecha dieciséis de marzo de año en curso; 4) 
Dictamen Psiquiátrico rendido por el Doctor Ro­
lando F:ooncisco Paredes del diecinueve de marzo 
del año en curso; 5) Dictamen balístico del quin­
ce marzo del año que corre rendido por el Ba­
chiller José Antonio Quiñónez Flores; 6) Historia 
Clínica del señor Ramón Tarot Sierra con los do­
cumentos que indica y que se hace innecesario 
enumerar; 7) Fotocopia del expediente médico del 
occiso remitido por el Doctor Carlos Armando So­
to· 8) Fotocopia de la ficha médica del mismo 
¡x;ciente del Hospital Herrera Llerandi; 9) Foto­
copia del registro Médico cuyos originale~ o~ran 
en el Hospital Bella Aurora; 10) Fotocopia ficha 
cl:ínica del occiso del médico Psiquiatra Ro~ndo 
Paredes: 11) Expediente clínico del mismo psi­
quiatra; 12) Fotocopia de la historia c~ic~ del 
mismo paciente remitido por el Doctor PsiqUiatra 
Romeo Lucas Medina.; 13) Reconocimiento Judi­
cial practicado por el Juez Sexto de Primera Ins­
tancia el doce de diciembre de mil novecientos 
setenta y o·cho; 14) Reconocimiento Judicial prac­
ticado por el juez Sexto de Primera. Instancia del 
Ramo Penal el siete de marzo del año en cur­
so; 15) Declaración testimonial de Marí!a Cristina 
Garc1a de Escobar; 16) Declaraci.Qn testimonial 
del sacerdote José IPaiya Sanchis; 17) Declaración 
testimonial de Oiga Marina Gutiérrez Aragón de 
Meneses; 18) Declaración presentada por Aura Cris­
tina Almengor Elgueta de Osodo; 19) Declaración 
de José Guillermo Pacheco; 20) Declaración de Fe­
lipa Salazar Castellanos; 21) Fotografía del interior 
del inmueble que demuestra el grado de violencia. 
y destrozos ocurridos al momento de los hechos. 
Ahora bien, no obstante el pormenorizado señala­
miento de errores del Tribunal de Segunda Ins­
tancia, en documentos y actos auténticos que men­
ciona, lo cierto es que en la exposición de sus 
tesis o argumentaciones se circunscribe a lo si­
guiente: "A) Que se cometió este error porque 
en la sentencia que se impugna se analiza en for­
ma .parcial :!;a dilig~ns:ia de reconocimiento judi­
cial que practicó el Juez Noveno de Paz de los Ra­
mos Penal y Civil el veintiocho de noviembre del 
año pasado, diciendo que con J¡a misma y otras dili­
gencias quedó establecida la muerte de Ramón 
Edmundo Tarot Sierra, pero omite .r1nalizar he­
chos que se consignan en la misma acta, tales 
como que se encontró todo en desorden con seña­
les de que hubo riña, una mesa volteada, restos 

de tazas y platos, macetas quebradas_ con tierra 
regada en el suelo B) que no se analizó ni valo.. 
ró el informe rendido por el departamento de To­
xicologia. de la Facultad de Ciencias Químicas~ en 
el que consta que al hacer el análisis de la san­
gre del oeciso contenia alcohoi etílico en la pro­
porción de uno punto nueve gramos por litro de 
sangre, lo que Significa en términos vulgares que 
al fallecer tenía una borrachera alcohólica; C) Que 
cuando se dictó la sentencia impugnada se analizó 
el dictamen rendido por el Doctor Gilberto Sajché 
Sosa y según el Tribunal le da plena validez, sin 
embargo en forma expresa se asienta que durante 
el peripdo probatorio se aportaron tres dictáme-. 
nes, uno balistioo rendido por el Ba<;hiller José 
Antonio Quiñó¡nez Flores, otro médico emitido por 
el Doctor Abel Girón Ortiz y uno Psiquiátrico ren­
dido por el Doctor Rolando Francisco Paredes, 
los cuales fueron soslayados en su valor proba­
torio por la Sala expresando que era innecesario 
su análisis, lo que según ella constituyó una: omi­
sión :por parte del Tribunal que deliberadamente 
no quiso ·~acer el estudio a qUe estaba obligada, 
incurriendo en un error de hecho manifiesto y de­
clarado. De haberJos analizado hubiera llegado a 
las siguientes conclusiones: a) Si se hubiera valo­
rizado el dictamen del Doctor Abel Girón Ortiz 
relacionado con eL informe rendido por el Depar­
tamento de Toxicología, y el propio dio'tamen del 
Do~tor Gilberto Sajché Sosa y las respectivas his­
torias cLínicas, se concluiría en lo siguiente: que 
el occiso teni~a un corazón anormal, hígado en­
fermo y borrachera alcohólica en el momento de 
su muerte; que la proporciÓn de 'lffiO punto nueve 
gramos de alcohol por litro de sangre, es base 
sólida y suficiente para afirmar su borrachera; y 
que un individuo en esas condidiones y oon ór­
ganos enfermos está propenso a agravarse e in­
cluso a morir por las lesiones tramáticas. Se se­
ñalan anormalidades en el corazón e hi¡gado de 
Tar>ot Sierra generadas por abundante alcohol etL 
lico. Del mismo dictamen con relación al informe 
de necropsia, se concluye en que tomando en cuen­
ta el recorrido del proyectil éste no seccionó gran­
des vasos ni el corazón; o sea que no se trata 
de una lesión de las Llamadas en medic!ina legal 
"inevitablemente mortal" y en eso surge la duda 
con respecto al mecanismo de muerte en el su­
jeto mencionado. Que por otra parte acostumbra­
ba tomar "Dalmadorm'• en cantidades excesivas 
que con el alcohol que ingería se potencializa.ba 
y que tal droga en cantidades excesivas es mor­
t.:~!,; que también tení'a una elevación marc:ada de 
lipidos en la sangre que puede llegar a producir 
arterioesclerosis; que antes sufrió un infarto y pa­
decía de pérdidas brusc'as del conocimiento, por 
J.o que no debe descartarse que Ta.rot Sienra ha­
ya fallecido debido a otra causa ajena a la "he­
rida penetrante del tórax producida por arma de 
fuego''. Concluye en esta exposición indicando que 
la omisión del análisis del dictamen del Doctor 
Abel Girón Ortiz oon relación a los demás ele­
mentos de prueba. del proceso, especialmente las 
historias clínicas o fichas médicas y psiquiátricas, 
que se han indicado, determinó que el fallo fuera 
condenatorio; y que de haberse analizado esto de 
con~ormidad con la ley la sentencia hubiera sido 
absolutoria, por no haberse probado .plenamente 
la preexistencia del delito, ya que la muerte no 
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fue producida por ella sino debida a otras causas; 
b) Se cometió el error denunciado al omitir el d~o­
tamen del psiquiatra Doctor Rolando Francisco 
Paredes, quien arriba entre otras a las si~ 
tes conclusiones: poca tolerancia a la frustracc16n 
C'On problemática centrada en su conducta de ais· 
!amiento interno y su salida de a.gresivklad; que 
efectuado el estudio de su persona le apareceQ dos 
divorcios por infidelidad; que el patrón familiar 
de los hermanos parece ser de agresividad y li. 
cor. intei'relación con ellos en forma <:OOflictiva 
y agresiva y lo mismo con su madre, lo que ~· 
tea en él un impOrtante grado de rencor contra 
las mujeres como patrón general; sUfre de in­
somnio persistente, cuadro depresivo y uso de som· 
n.ífero (Dalmadorm) ; predominio de dificultad de 
enfrentar las frustraciones con gran necesidad de 
aprobación; agresividad muy alta y diagnóstico de 
personalidad pasivo diagonal agresivo. Tipo agre­
sivo. El: mism!! profesional e'll su dictamen y 
con relación a la procesada manifiesta al descri· 
bir su personalidad: protectora sacrificada, com. 
·placiente con tendencia a ceder ante los demás; 
que en las entrevistas más se preocupaba .por su 
esposo que por ella; explica que le narró casos 
al Doctor de agresión flsi<Ja por parte de su es­
poso y disparos que éste hizo poniendo en peligro 
la vida de sus hijos. Que la conducta de su es· 
poso influía en ella produciéndole gran temor y 
confusi~. cuando se rompía la armonía; que a la 
hora. en que se produjeron los hechos se encon. 
traba bajo efectos de gran angustia, confusión por 
tener que enfrentar a una .persona de .pers<malidad 
agresiva en un momento de manifiesto descontrol. 
Luego de la exposiciÓn de otras circ\li!lStancías 
relacionadas con la personalidad de ambos; enfa· 
tiza la recurrente el error de hecho cometido por 
la Sala al pasar por alto sin apreciarlo, el die· 
tamen que se analiza que refleja ~n forma ob. 
jetiva y convincente, las personaJidades de los 
dos sujetos que intervinieron en el hecho. Que 
la omisión del estudio de este dictamen junta­
mente con otros documentos incidió en el resul. 
tado del proceso, pues de haberse estudiado es in· 
dudaóle que se hubiera ·producido un fallo absolu· 
torio; e) El tercer dictamen omitido en su estudio 
par la Sala Décima de la Corte de Apelaciones, 
es el de balí&tica rendido con las formalidades 
de ley por el Bachiller José Antonio Quiñónez Flo. 
res, basado en lo que refleja el informe de la ne. 
cropsia, en que se describe la trayectoria del pro. 
yectil que se extrajo del eadáver, en el sentido 
de que el mismo se desplazó dentro del cuerpo 
del occiSo de abajo .para arriba. El experto indi· 
ca: Cuando la trayectoria de una baLa dentro del 
cuer.po humano es de arriba hacia abajo u ho. 
rizontal, el tirador está en una posición más alta 
o al mismo nivel que la víctima, de lo que lógica­
mente se infiere que la postura fue buscada a pro­
pósito y el disparo se verificó con intención directa 
de herir o lesionar en un blanco determinado; en 
cambio cuando la trayectoria es de abajo hacia 
arriba, lo único. que puede suponerse o afirmarse 
es que el disparo se hizo en forma accidental, in. 
clusive en un forcejeo, porque es a todas luces 
ilógico que quien pretende atentar con intención 
de hacerlo a una persona busque una posición in· 
cómoda, dificil e inefectiva. "En conclusión, afir. 

ma el experto que la tra~toria del proyectil da 
la clave si se disparó o n0 a pro~ito, y siendo 
que en la autopsia aparece que la trayectoria es 
de abajo, arriba se deduce que no hubo intención 
de hacerlo, no descartándose la posibilidad de un 
forcejeo entre dos personas, durante el cual pue· 
de el arma estar en posiciones realmente invero. 
s1miles. 

ERROR DE HECHO EN LA PRUEBA 
TESTIMONIAL: 

A) En 10 que respecta a la testigo Maria Cris· 
tina Gare:a de Escobar sí se analizó su declara.. 
ción pero en forma parcial, ya que no tomó en 
cuenta aspectos fundamentales de lli misma oo· 
mo son que, cuando el señor Edmundo Tarot 
Sie:tTa se ponía violento, siempre paraba pegán· 
dole, rompiendo todo !o que encontraba a su pa. 
so; que cuando lo embrutecía el li~ era dema­
siado agresivo, que hacia displll'os en la casa, 
habiendo perforado en una ocasión la pacha de 
uno de los hijos y a unos santos; con frecuencia 
se desmayaba y caía y que la noche de autos oyó 
gritos e insultos que Taro!_ dirigió a la procesada 
y roturas de trastos y muebles, oyendo también 
que ésta le decla al occiso que ya no le pegara; 
que lo Moiera por los niños; B) En cuanto a la 
declaración del sacerdote José tPaiya Sanchis, si 
bien la Sala al examinarla indica que todo lo que 
menciona lo obtuvo .por referencia de :la recurren· 
te, se omitió el examen de dicha dealaración en 
lo que se refiere a su estado anímico oon re8. 
pe<;to a su esposo a quien tell!Ía pánico, y miedo 
siempre que la gritaba. Conociéndola como; una 
señora con mucho sufrimiento y atemorizada; C) 
En ,cuanto a la testig0 Oiga Marina Gutiérrez de 
Meneses, que tampoco f,ue analizada en su tota­
lidad y que no tomó en cuenta lo manifestado 
en el sentido de que Tarot Sierra era muy agre­
sivo, que la recurrente le tenia miedo porque le 
pagaba, que hacía disparos y otros aspectos; D) 
En lo que concierne a la testigo Aura Cristina 
A1mengor Elgueta de Osorio sostiene la recurren. 
te que nL siquiera es mencionada en la sentenaia, 
no obstante de que contiene aspectos circunstan· 
ciales íntimamente ligados con el resultado fatal 
que motivó este proceso, como lo son que en cier· 
ta ocasión sus hijos jugando pelota la tiraron den. 
tro de la casa de Tarot Sierra, saliendo éste con 
una pistola en ~ mano y diciéndole a los niños 
que si volvlan a tirar la pelota les metería un 
par de balazos en las canillas; E) El testigo Jo. 
sé Guillermo Pacheco cuya declaración fue omi· 
tida ·pOr el Tribunal de Segundo Grado y quien 
expuso que cuando se presentó a la casa donde 
falleciq Tarot Sierra, había mueho desorden, prin. 
cipalmente en la sala, estando fuera todo de lu­
gar, la mesa volteada, las sillas tiradas; que ca. 
nocía muy de cerca a tal señor, que tomaba de. 
masiado y debido al licor perdia el control, má· 
:rime que esta¡,a- bajo tratamiento médico; que 
en varias ocasiones trató de matarlo; que ingerla 
gran cantidad de medicamentos lo que constató 
en una gira que hicieron por Retalhuleu y Maza­
tenango; F) En cuanto a la testigo Felipa Salazar 
Castellanos, omitió la Sala analizar aspectos im. 
portantes como lo son que el occiso tomaba mu­
cho, que sal~ a disparar su arma de fuego; que 
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en una oportunidad vio a la recurrente con un 
morete en la cara y en el cuello; que cuando es­
taba en estado de ebriedad, con un machete per­
siguió Tarot Sierra a un su hermano; que le 
constaba también que la recurrente tuvo que re­
fugiarse en casa de su suegra, llegando el occiso 
a disparar a tal inmueble. Continúa manifestan­
do la recurrente que admite que un Tribunal al 
valorar la prueba no tiene necesariamente que 
aceptar los dictámenes de los expertos, pero para 
no aceptarlos debe de analizarlos y con vista en 
loo mismos llegar a las conclusiones que sean per­
tinentes; pero lo que no puede un Tribunal es 
dejar de analizar una prueba y menos bajo el 
pretexto de que ya se estudió otra que supues­
tamente establece la culpabilidad del sindicádo; y 
en cuan·to a la prueba testimonial, tampoco llena 
su cometido el Juez al afirmar que a los testigos 
no les consta el hecho en s1 mismo, porque tam­
bién hay -obligación de analizar la prueba en su 
totalidad y extraer de ésta el conocimiento legal. 
Que consecuentemente el error de qecho cometido 
por la Sala se concreta en que no analizó los dic­
támenes identificados; que la prueba testimonial 
fue estudiada en forma parcial y somera e igual­
mente el a¡cta de reconocimiento; que de las pri­
meras diligencias sólo vio aspectos aparentemente 
desfavorables a su persona; que igualmente la 
Sala omitió el análisis del reconocimiento judi­
cial practicado por el Juez Sexto de Primera Ins­
tancia de lo Penal; el doce de diciembre de mil 
novecientos setenta y ocho en el inmueble de. la 
veintisiete calle número ronce guión veintisiete de 
la zona once de esta dudad y en el cual se hioo 
constar los impactos de bala o proyectiles dis­
parados con anterioridad por Ramón Edmundo Ta­
rot Sierra, en el interior de tal inmueble; y el 
reconocimiento judicial en el inmueble, ·por el Juez 
el día siete de marzo de este año en e1 cual hizo 
constar la huella del impacto del primer disparo 
por ella referido, el que está localizado en el sue­
lo precisamente en sentido contrario al lugart don­
de se encontraba su esposo, con lo cual se com­
prueba que su intención no era herirlo. sino úni­
camente prevenirlo y calmarlo tal como lo relató 
en su declaración. Concluye expresando que el 
Tribunal sentenciador parta condenarla, en forma 
deliberada omitió el estudio y análisis de las prue­
bas que demuestra su inculpabilidad. 

CONSIDERANDO: 

Maria Eugenia Carrillo Fernández viuda de Ta­
rot, interpuso Recrurso de Casación por motivo de 
fondo, contra la sentencia dictada por la Sala Dé. 
cima de la Corte de .1\pelaciones el dieciocho de 
julio del año en cUISo, citando como caso de pro­
cedencia el contenido en el numeral VIII del ar­
tículo 745 del Código Procesal Penal, .porque en 
la apreciación de la prueba se cometió ERROR DE 
HEOHO, resultante de documentos, diligencias o 
actos auténticos que demuestran de modo evidente 
la equivocación del juzgador, actuaciones que se­
rán analizadas en forma conjunta y lógica de 
acuerdo con las tesis o argurmentaciones que ex­
pone la recurrente, pues los hechos que en •las 
mismas se contienen y que desde luego muchos 
fueron omitidos o parcialmente analimdos por la 
Sala sentend!idora, están tan íntimamente ligados 

unos a otros, con una reciproca incidencia que 
como se ha dicho deben ser analizados en su ló­
gico y necesario enlace · para llegar a conclusiO­
nes de certeza con respecto al hecho sujeto a la 
decisión tribunalicia. Ha sido sostenido .por la doc­
trina y por la ley que en esta clase de l'EC'I.Irsos 
por motivo y subcaso invocadoo, debe · tenerse 
~nte que, para que el error de hecho se ~­
ngure y pueda hacer viable la casación es nece­
~ que infl.uya de tal manera en el lltigio, que 
sm el se hubi~a fallado en forma distinta y, por 
otra parte, que se demuestre de modo evidente 
la equivocación del juzgador. Acorde ron lo ex­
puesto, para determinar y concluir si efecti~ 
mente se produjo el error denuncil:ldo en su di­
mensi~ decisori~ con respecto al litigio, y si ~ 
bo evidente equivocación por parte de la Sala 
sentenci~dora, debe hacerse el estudio comparati­
vo de rigor de acuerdo con las tesis y argumenta­
ciones esgrimidas y, al verificarlo, se concluye 
en que tal como es sostenido por la recurrente y 
se desprende de la sentencia, hubo en la misma 
omisión o fueron parcialmente analizados, d0CU: 
men~, diligencias judiciales y actos auténticos 
que dieron como consecuencia la emisión de un 
fallo de cqndena, sin que se haya oontado para 
esa decisión con los elementos de prueba nece­
sarios, en abierta oposición con la ley. Conviene 
en este análisis tener presente que la SaLa sen­
tenciadora estima como elemento toral de su de­
cisión, la circunstancia de que da por probada 
la. culpabilidad de la procesada en hechos que 
aceptó en su indagator<ia y que le perjudican a 
sabe:: que encontrándose juntos ella y el occiso 
·el dJ.a de autos en el primer nivel de 1a casa que 
ambos compartían, al ver la reo que su cónyuge 
procedía violentamente .a romper y quebrar cuan­
to tenia a la vista, opt:q por subir al segundo 
nivel con el fin de ref.ugiarse, pero brego tomó 
el arma que el esposo le había proporcionado an­
tes para su defensa personal y al bajar hizo dos 
disparos, uno, se_!ún, dice, para, calmarlo y el otro 
que en forma fortuita se produjo cuandQ estaban 
en un forcejeo, ya que el occiso trataba de qui­
t~r~e el arma y que fue el que a la rpostre lo 
hmó, extremo que no probó según indica la Sala 
sentenciadora, puesto que al practicarse la prue­
ba de dermonitratos salió positiva en ella y ne­
gativa en cuanto al occiso; de donde tal Tribunal 
deduce que éste no trató en ningún momento de 
alcanzar con sus propias manos el arma que la 
enjuiciada sostenía en la mano derecha. De lo 
anterior se deduce que no hubo riña y que tam­
poco obró la reo bajo un fuerte temor en resguar­
do de su vida o la de sus hijos. Como razona 
la Sala, de acuerdo con la incompleta valoración 
ana!itica de los elementos de .prueba que hace, 
podia argumentarse que no hubo equivocación de 
su parte, .pero la realidad que se desprende del 
proceso (verdad formal), es otra, pues tal como 
lo indtca la recurrente se omitió valorar, o se 
hizo en forma parcial, ·las actuaciones a las que 
se refiere, as~ como los documentos indicados, que 
de haberlo hecho en forma correcta hubiera sin 
lugar a dudas llegado a otras conclusiones que in­
discutiblemente generan la emisión de un fallo 
abso1utorio. En efecto, del estudio de los elemen­
tos probatorios no se llega a l¡a certeza de que ha­
ya sido la ;>rocesada la autora de la muerte aQ-



54 GACETA DE LOS TRIBUNALES 

cidental de Tarot Sierra, pues si bien acepta que 
hizo un disparo para calmarlo, lo que ha quedado 
acreditado con la diligencia de reconocimiento ju­
dicial .practicada el s1ete de marzo de año en 
curso, que la Sala sentenc~dora omitió total~en­
te en su valoración probatoria, en la que se a,sJ.en­
ta que se constató la presencia de un impacto 
de bala en el piso a 'Ulla distancia de un metro 
ochenta centimetros de la pared que divide el co­
medor de la cocina, también lo es que no existe 
una aceptación exPresa de su parte, que haya 
sido ella quien ultimara a su cónyuge con el se­
gundo disparo que se produjo.. Anal~do las ac­
tuaciones se ve que la reo es categonca como se 
dijo antes que hizo un disparo con el ánimo de 
calmarlo, pero también indic~ que el se~do dis­
paro se produjo en el forcejeo que se d1o cuan­
do Tarot Sierra trató de quitarle el arma. La Sa­
la indica que el extremo de exculpación no fue pro­
bado por la sindicada, pero este Tribunal sostiene 
lo contrario con base en las actuaciones pro'*­
sales que fueron omitidas o fueron analizadas par­
cialmente. As1 se dejó de analizar totalmente el 
dictamen balístico rendido .por el Bachiller José 
Antonio Quiñónez Flores incurriendo en el error 
denunciado. Si tal Tribunal hubiera verificado un 
análisis integral de todos los elementos convicti­
vos que obran en el proceso, hubiera llegado a la 
conclusión que la procesada si probó que los he­
chos- se produjeron en las circunstancias que acep­
ta en sus indagatorias, y no como fueron esti­
madOs para la emisión del fallo condenatorio. De 
la ápreciación de tales declaraciones en concate­
nación con el dictamen balístico aludido, no puede 
arribarse a la certeza de que fuera ella quien 
disparara el arma para QCasionar la muerte de 
su cónyuge, y si que se trata de un mero acciden­
te involuntario por parte de la reo, pues como se 
ha dicho fue categórica en manifestar que el se­
gundo disparo se produjo en forma fortuita en el 
forcejeo que ámbos sostenían con el resulit.aM. 
mencionado, pel-o no acepta y se enfatiza en esto, 
que haya sido ella quien lo haya efectUado; y si 
bien la Sala pata concluir en su -culpabilidad in­
dica que la prueba de dermonitratos fue positiva 
en ella y negativa en el occiso, no puede desear­
~ l.a ¡posibilidad de que el segundo disparo se 
hubiera producido por maniobras que el occiso 
ejercitara en la mano de la procesada al tratar 
de quitarle el arma, produciéndose el fatal disparo. 
La Sala no acepta que hubo forcejeo, pero esta 
CámaTa sostiene que el mismo se produjo y quedó 
probado con el primer reconocimiento judicial 
par~eQte analizado por el Tribunal de Se­
gunda Instancia, en el que se asienta el desorden 
de los objetos que se mencionan en el lugar de 
los hechos; con el dictamen del Psiquiatra Doc­
tor Rolando Francisco Paredes también omitido 
por la Sala sentenciadora, del cual se desprende 
que después de analizar la personalidad del occiso, 
concluye que se trataba de una persona de tipo 
agresivo, con predominio de dificultad de enfren­
tar Jas frustraciones, agresividad muy alta y diag­
nóstico de personalidad .pasivo diagonal agresivo;_ 
y con la declaración de Mar1a Cristina Garcia de 
Escobar, también parcialmente analizada por tal 
Tribunal, quien manifestó que el ahora occiso con 
frecuencia realizaba a.ct.os violentos y que hacia 
disparos en la casa, extremo que fue probado con 

los otros reconocimientos judiciales qUe la Sala 
también omitió. De dichos medios probatorios SOS­
layados por la Sala, fácil es concluir que en el 
forcejeo al que se refiere ,}a reo no fue más que 
una consecuencia de la conducta y situación en 
que se encontraba el occiso el día de los hechos, 
cuyos antecedentes en cuanto a su personalidad 
agresiva, exteriorizada con manifiesta frecuencia, 
quedaron también acreditados con la fichas clír 
nicas, que no obstante haberse incorporado en el 
proceso, fueron omitidas en su valorización ·por 
la Sala, incurriéndose con esto también en el error 
denunciado: Por otra parte, es importante expre­
sar que se abona como indicio fuerte presuncio­
nal del forcejeo, el hecho que en el informe mé­
dieo forense se describe el recorrido del proyectil 
con orificio de entrada en forma circular de cero 
punto seis centimetros por cero punto seis cen­
tímetros de diámetro con zona de enjugamiento 
y contusión en (\a cara antera externa y región 
próxima del brazo izquierdo a siete cenUmetros 
a la izquierda del hueco axilar que perforó obli­
cuamente de afuera adentro, de izquierda a de­
recha y de abajo arriba, y nada se asienta én tal 
informe con respecto a tatuaje o taraceado, zona 
de quemadura. ni de ahumamiento; y lógieo es 
pensar que si eso no aparece en el dictamen, es 
porque no lo presentaba en el cadáver, rpresumién­
dose que ip que se ¡produjo fue un disparo a "bo­
ca de jarro'', lo que contribuye a acreditar el for­
cejeo y a n~;> descartar la posibilidad de que en 
el mismo, el occiso haya maniobrado la mano de 
la :procesada disparándose el arma, pues debe te­
nerse presente, como se asienta en el informe 
balístico que fue omitido totahnen-te por la Sala 
que en eSQS casos, es decir en los forcejeos, 1as 
armas pueden tomar posiciones realmente invero­
símiles; y al ponerse en duda la circunstancia ge­
ner~dora del disparo, acorde con el principio "in­
dubio pro-reo" debe favorecerse a Ja procesada 
en el sentido de absolverla del hecho justiciable, 
pues el disparo fatal, fue consecuencia del force. 
jeo y que pudo haberse ,producido POr ac,eiones 
y maniobras imputables al fallecido. Se concluye 
que la 8ru¡a incurrió en evidente equivocación al 
decidir la condena, pues no realizó una valoración; 
integral de la prueba incorporada a la causa, pues 
se concretó anaildzar sólo lo que afecta a la pro­
cesada, de lo que aceptara, pero omitió totalmen­
te en su valoración o lo hizo en forma par:cial, 
de documentos, testimonios y actuaciones judicia­
les que si hubieran sido analizadas conforme lo 
ordena la ley, el faüo hubiera sido necesariamen­
te de absolución, pues con su razonamiento no se 
apega a la sana critica como lo determina el ar­
tículo 638 del Código Procesal Penal, sino lo que 
hace es contrarita$, pues divide una supuesta con­
fesión con evidente inobservancia de · lo que se 
establece en el articulo 481 del citado Código, en 
el que se reconoce la indivisibilidad de la confe­
sión. Tal precepto es claro al esta~cer que el 
Juez comprobara los hechos que se contenga en 
la confesión, y se faltó en r sto, pues como se 
ha dicho antes, se dejó de ap·.eciar en forma total 
o se hizo en forma parcial de otras pruebas como 
tenia la obligación de hacerlo. El Tribunal cuya 
sentencia se impugna, indica que haciendQ lUSO de 
Ja sana critica que debe privar en el ánimo del 
juzgador, basada en la lógica y la e:xperiencia y 
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de lo que resulte de 'llllO y de otros medios de 
prueba, concluye en la culpabilidad de la reo, pe­
ro en tal¡ fallo sólo se menciona esos aspectos, 
mas no se hizo una argumentación que satisfa­
ciera su decisión condenatoria. De acuerdo con 
todo lo expuesto, este Tribunal Supremo concluye 
que la Sala sentenciadora, sí incurrió en los erro­
res denunciados posibilitando la procedencia del 
recurso que se analiza, al ser notoria ~ equivo. 
cación en que se desenvolvió en el análisis de la 
prueba y porque los errores son de tal na:t~za 
que repercuten indiscutiblemente en la decisión 
de la controversia, debiéndose casar la sentencia, 
sin que sea neceSIU'io analizarse el resto de la 
prueba testimonial, señalados en el recurso por 
estimarse innecesario. 

LEYES AIPLICABLES: 

Las citadas Y. articud¡os: 44, 53, 62, 240, 246, de 
la Constitución de la República; 1, 10 del Código 
Penal; l. 2, 11, 21, 31, 50, 58, 60, fn, 181, 182, 189, 
219, 354, 475, 483, 496, 498, 616, 631, 635, 654, 657, 
669, 740, 741, 742, 743, 745 numeral VID; 752 754 
del Código Procesal Penal; 1. 27, 32, 38, 116,' 157, 
158 y 159 de la Ley del Organismo Judicial, 

POR TANTO, 

LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, CAMARA 
PENAL; declara procedente el Recurso de Casa­
ción mencionado y como consecuencia: CASA la 
sentencia dictada por la Sala Décima de la COrte 
~ Apelaciones el dieciocho de julio de mil nove­
cientos setenta y nueve y al resolver DECLARA: 
Absuelve a la procesada Marla Eugenia Carril¡lo 
Fernández viuda de Tarot del hecho por el cual 
se le sujetó a procedimiento criminal, por no es­
tar demostrada su participación en el mismo; y 
constando que se encuentra detenida se ordene 
su .i}lmediata libertad. Notifiquese y 'con certifi­
caCion de lo resuelto devuélvanse ~ antecedentes 
a donde corresponde. 

(fs.) C. E. Ovando B . - Juan José Rodas. -
J. Felipe Dardón. - R. Rodríguez R. - IWII. 
Torres MOISS. - Ante nú: M. Alvarez Lobos. 

PENAL 
Recurso de Casación interpuesto por Genaro Ro,. 

drigo López Pérez, ~tra la sentencia dictada por 
la Sala Tea-cera de la Corte de Apelaciones. 

DOCTRINA: 

I-CUando se denuncie error de derecho en la 
apreci·ación de la prueba. invocando infracción a 
las. normas de la sana critica; debe formularse 
tesis atendible al respec:to y llenarse los reqúisi. 
tos legales. 

I~-AI producirse tergiversación en cuanto al C(JQ· 

teJuelo de una prUeba lo ptocedente es denunciar' 
J!:JtROR DE HECHO, no de dereeho. 

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, CAMARA PE­
NAL: Guatemala, tres de diciembre de mil nove­
cientos setenta y nueve. 

Se tiene a la vista para resolver, el Recurso de 
Casación interpuesto por Genaro Rodrigo López 
Pérez, contra la sentencia del trece de diciembre 
de mil novecientos setenta y ocho, dictada por la 
Sala Tercera de 1a Corte de Apelaciones y :recaída 
en el proceso que por el delito de Homicidio se 
siguió en su contra, en el Juzgado Segundo de Pri. 
mera Instancia del Ramo Penal. El recurrente es 
de treinta y un años, soltero. guatemalteco, on;, 
ginario de Asintal municipio de Retalhuleu ayu.. 
dante de autobús. La defensa estuvo a cargo del 
Abogado Alfredo Eduardo Lursen Barrios; apa. 
rece como ofendido Leopoldo Hernández como 
acusador particular: Baudilia Hernández López y 
como aC\!83do.r oficial, El Ministerio Público. 

ANTECEDENTES: 

Genaro Rodrigo López Pérez, mediante memo. 
rial de fecha quince de enero del año -en curso. 
interpuso Recurso Extraordinario de Casación en 
contra. de la sentencia dictada por la Sala Terce­
ra de la Corte de _Apelaciones e1 trece de diciem­
bre de mil novecientos setenta y ocho. que confirmó 
con algunas reformas como consta en autos, la 
dictada por el Juzgado Segundo de Primera Ins. 
tancia Penal, que instruyó proceso en su contra 
por el delito de Homicidio en la persona de Leo­
poldo Hernández. El caso de procedencia de di­
cho recurso, es por motivo de fondo que se en­
cuentra contenido en los artículos 744 y 745 nu­
merales V y VIII del Códig0 Procesal Penal. 

EXTRACTO DE LA SENTENCIA RECURRIDA: 

La sentencia de segundo grado, señala como he­
cho concreto y justiciable al procesado Genaro 
Rodrigo López Pérez, el siguiente: Que usted el 
día veintiséis de junio de mil novecientos setenta 
y siete, aproximadamente a eso de las dieciséis 
horas con treinta. minutos, fu!gó a bordo de la ca. 
mioneta de los transportes Rápidos del Sur, marca 
Ford. en la cual trabaja como ayudante, a la 
Avenida iPetapa y seg¡unda calle de la zona doce, 
lugar donde pararon para recoger pasaje, al ba­
jarse tuvo una discusión con el ayudante de los 
transportes 'J!opicana. Leopoldo Hernández, 1por 
disputarse un pasajero, ocasión en la que le pro­
pinó un puñetazo en el pecho, habiendo caido al 
suelo en donde le dio una patada en el pecho, gol. 
pes a cuya consecuencia falleció en el acto, y 
sin haberJe prestado el auxillio correspondiente, 
abordó la camioneta mencionada siguiendo su iti­
nerario. En sus consideraciones de derecho la Sa­
la sentenciadora determina que: "El veintiséis de 
junio del año último, el señor Juez Décimo de Paz 
del Ramo Penal se constituyó en la Avenida Pe­
tapa entre primera y segunda calles de la zona 
doce, donde localizó el cadáver de quien en vida 
reapondió al nombre de Leopoldo Hernández, cons­
tatando que presentaba escoriación en la región 
frontal, posible fractura ae costillas flotantes y 
en este mismo lugar examinó en forma suscinta 
a ~s personas que estaban presentes y se re­
firieron a la causa de la muerte .de este sujeto. 



56 GACETA DE LOS TR.IBUNALES 

Durante la secuela del proceso, se recabó el diC­
tamen del Médico Legista, quien Jo concluyó opi­
nando que la ca'llSa de la muerte del ofendido se 
debió a hemorragia y contusión cerebral conse­
cutiva a, contusión craneana encefálica de cuarto · 
grado y a folio ciento cincuentidós, aparece el 
registro de su óbito. Con ello se llenó a cabalidad 
el cuerpo del delito. El comportamiento dQlaso que 
se le atribuye al reo Genaro Rodrigo López Pérez 
y fuera resumido en el hecho justiciable que se 
le dedujo al abrirse juicio penal, se ha evidenciado 
plenamente con los siguientes medios pr9batorios: 
A) Con los hechos por él confesados, ya que ad­
mite haber estado en el lugar del suceso la con­
currencia de un motivo de fricción con el extinto, 
pues relata que éste en estado de ebriedad quiso 
abordar el autobús donde es ayudante y como 
tienen prohibido permitir el ingreso en este es­
tado, no lo consintió y la reacción de enojo fue 
que le propinó una bofetada, después otra, por lo 
que tuvo que defenderse. Luego a 1a pregunta que 
se le formuló sobre Si en la riña sostenida inter­
!i~ieron otras personas, claramente contestó qrue 
wnoamente fueron ellos dos. Trató de justificar 
su proceder aduciendo que cuando el ofendido le 
tiraba !:>Ofetones, se hizo a un lado, por Lo que 
se cayo y en ese momento el bus donde labora 
continuó su marcha, sin pensar que hubiera muer­
to, ya que si quedó en el suelo &uponía; que era 
por la embriaguez. Esta confesión se toma en la 
parte que le perjudica, pues los hechos calificados 
que contiene no se encuentran debidamente de­
mostrados; y B) En el mismo teatro de los acon­
tecimi~ntos, el .s~ñor .Juez Menor, quien instruyó 
las . primeras dthgenctas del sumario, examinó a 
vanas personas y. de ellas se obtiene eiL dicho del 
seño~, Saúl Tobar Rivera, quien afirmó que ¡pre­
s!'!~Io cuando el imputado a quien solamente iden­
tificó como ayudante de camioneta y cita su nom­
bre de Rodrigo, le dio un trompón al hermano del 
occiso y por ello intervino para que no le conti­
nuara pegando porque se encontraba ebrio y sin 
haber reparado que el otro ya había fa~cido 
El se~or Amadeo Simón Reyes, relató la luch~ 
spstemda en_tre los protagonistas, quienes se arreme­
tl!all con violencia y describió que el inicio de 
1a reyerta la propició el lesionado quien estaba 
tomado de illicor y comenzó a insultar al encau­
sado. y luego, le dio una bofetada. Este sujeto 
fue mdagado como reo y posteriormente varió en 
parte su deposición, ¡per0 al ser valorado oonfor­
lfole l~s reglas que rige nuestro código de enjui­
ciamiento penal, se le asigna plena validez" Fi­
naliza sus consideraciones La SaJa. sentenciadora 
e:xlpresando que "el señor Juez al calificar el he: 
e~~ argumenta que la actividad delictiva debe ti­
pificarse como un delito de homicidio preterinten­
cional en virtud de que hubo falta de voluntad 
homicida, la Cl!~l deduce de lila manera en que 
el ~echo ocurrto y porque preferencialmente el 
m«;dio ~mp1eado no es idóneo para privar de la 
existencia a una persona"; la Sala. sentenciadora 
por el contrario estima "con base en las pruebas 
valoradas y de manera determinante con el juicio 
del perito médico que establece la casualidad de 
la muerte del sujeto pasivo. al encontrar la rela­
ción de efecto entre el golpe que tiene aspecto 
rle puñetazo y la hemorragia que produjo, que tal 
figura no concurre". "Por ello es preciso acudir 

al concepto que da a la atenuante de la preterin­
tencionalidad, que en su texto dice: no haber te­
nido intención de causar un daño de tanta gra­
vedad, como el que se produjo" y concluye que en 
el presente caso: "no existe prueba directa ni in­
directa que haga convencer a este Tribunal que la 
intención deL culpable no era de causar el resultado 
criminoso que produjo, ya qrue si bien el medio 
empleado no era el razonable para producir la muer­
te, el ánimo del imputado fue de ocasionar un da­
ño a la víctima, que en este caso fue fataJ]¡, péro 
de todas formas &e da la causalidad antes con­
cretada'' y por esas razones oalifica el hecho co­
metido por el encausado como constitutivo del de­
lito de homicidio y como consecuencia reforma el 
fallo en ese sentido e impone qcho años de prisión 
inca mutables. 

DEL RECURSO DE CASACION: 

Genaro Rodrigó- López Pérez, mediante memo­
rial de quince de enero del año en curs·o, inter­
puso Recurso de Casación contra la sentencia dic­
tada en su contra el trece de diciembre de mil 
novecientos setenta y ocho por la Sala Tercera de 
la Corte de Apelaciones, invocando como caso de 
procedencia por motivo de fondo, el contenido en 
los artículos 744 y 745 numeral V y vm del Código 
Procesal iPenal, desarrollando en el mismo, ERROR 
DE DEHECHO EN LA APRECIACION DE LA 
PRUEBA Y ERROR DE HECHO EN LA APRE­
CIACION DE LA MISMA. 

En cuanto el Error de Derecho en la Aprecia­
ción de la Prueba, indica el recurrente que la Sa­
la lo cometió: "al haberilie asignado a mi decla­
ración indagatoria la calidad de confesión y como 
consecuencia haberle dado valor probatorio in­
fringiendo con ello los artículos 489 y sus nume­
rales IV y VI. 494, 635, 38, 641, y 701 del Código 
Procesail¡ Penal". Que incurre en error de derecho 
"al tener mi declaración indagatoria como con­
fesión y asignarle valor probatOrio, sin haber cum­
plido con valorar dicha prueba conforme las reglas 
de la Sana Critica, que es obligatorio'• infringien­
do los articulos 638, 641, 489 y sus numerales IV, 
VI y 701 del Código Procesal Penal. Que también 
incurre en otro error de derecho en la apreciación 
de la Prueba, en relación "con mi deciaración in­
dagatoria, al declarar que: Esta confesión se to­
ma en la parte que me perjudica, pues los hechos 
CALIFICADOS que contiene no se encuentran de­
bidamente demostrados", "pero tal manifestación 
de la Sala no fue razonada" infringiendo el ar­
ticulo 490 en eL párrafo 3o. "Incurre en Error de 
Derecho en la Apreciación de la Prueba, al haber 
tomado como declaración de -testigo, la declara­
ciQn. indagatoria de Amadeo Simón Reyes, asig­
nándole un valor que no corresponde, sin haber 
hecho uso de las elemen~s Reglas de la Sana 
Crítica, además infringiendo lo dispuestct en los ar­
t:culos: 451. 638 y 654 numeral m del Códi~ Pro­
cesal Penal". "Incurre en Error de Derecho en la 
Apreciación de la Prueba, al asignarle valor proba­
torio a la declaración prestada por el señor Saúl 
Tobar Rivera, sin haber tomado en cuenta pa­
ra el efecto de que tal declaración no fue toma­
da en las f'ormalidades que la ley tiene señala­
das, por lo que infringió los artículos 638, 652, 
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653 y 654 numeral VI del Código Procesal Penal". 
"Otro Error de Derecho en la Apreciación de la 
Prueba, se establece al asignarle valor probato­
rio como prueba en contra del enjuiciado, a las 
declaraciones de los señores Darío René Ramfrez 
Ramos y Guillermo Fonseca Morales, haciéndo!Qs 
apárecer como manifestantes de hechos que en 
nir¡_gún momento han expresado, retorciendo con­
ceptos vertidos para llegar a un fin, infringiendo 
con tal actuar JP dispuesto en los artículos: 638 
y 653 del Código Proc~sal Penal". Por último. 
"debe señalarse como Error de Dereeho en la 
Apreciación de la Prueba, al no haber considera­
do en la sentencia como atelliWlnte de Responsa­
bilidad Penal la caijficación de hechos que se de­
clararon probados en sentencia, como lo es el de 
Preterintencionabilidad, tergiversando los hechos 
imputados, infringiendo los arlículoo 19, 23, 31, 
33, 39, 55 y 617 numeral m del Código Procesal 
Penlll]¡ y 7o., lOo., 26 numeral 6o. y 126 del Có­
digo Penal y 638 del Código Procesal Penal". "Se 
da otro Error de Derecho en la Apreciación de la 
Prueba, más que una infracción legal es indicio 
o prueba de falta de raciocinio y de desconoci­
miento de la lógica; y que quedó plasmado en la 
consideración que se hlZQ en la sentencia impug_ 
nada, de que el comportamiento doloso que se le 
atribuye ~ reo Genaro Rodrtguez López Pérez y 
que fuera resumido en el hecho justiciable que se 
le dedujo al abrirse juicio penal, se ha eviden­
ciado plenamente "teniendo por infringidos los 
artículos 189 en su 2o. párrafo, 617 numeral lll. 
635 y 641 del Código Procesru Penal. 

DEL ERROR DE HECHO EN LA APRECIACION 
DE LA PRUEBA: 

En lo que respecta a este subcaso, el recurren­
te se concreta a señalar tal error en relación con 
el informe médico forense. aduciendo que el Juz­
gador se equivocó al tomar dicho informe como 
determinante. El recurrente hace un Jarg0 aná­
lisis en relación a sus casos de procedencia y con­
cluye pidiendo que se declare procedente el re­
curso y se case la resolución impugnada declaran­
do absuelto al procesado. El Tribunal de Casación 
lo admitió para su trámite, señalando d!a para la 
vista y es el caso de resolver. 

CONSIDERANDO: 

I 

Al referirse al Error de Derecho en la Apre­
ciación de la Prueba, el subcaso de procedencia 
contenido en el primer párrafo del numeral VIll 
del artículo 745 deL Código Procesal Penal, indica 
que con tal proceder se infringieron por la Sala 
sentenciadora, los artícu1os 489; numerales IV y 
VI; 494, 635, 638, 641, 701, 490 párrafo 3o., 451, 
654 numeral m: 653 numeral VI; 617 numeral ID; 
641 y 189, 19, 23, 31, 33, 39. 55 en su párrafo 2o., 
todos del Código Procesal Penal; 7o., lOo., 11. 2.6 
numeral 6o. y 126 del Código Penal y que sos­
tiene como tesis general. que al tener su decla­
ración indagatoria como confesión y asignarle va.. 
lor probatorio sin haber cumplido con aprecÍIU' 
dicha prueba, conforme las reglas de Ia sana crl.. 

tica, el hecho de haber tomado como declaración 
de testigo, la indagatoria de Amadeo Simón Re­
yes, asignándole un v<rlor que no corresponde sin 
haber hechQ uso de las elementales :reglas de la 
sana crítica; que la declaración de Saúl Tobar 
Rivera a la que se le asignó valor probatorio, no 
fue tomada con las rorma~idades que la ley tiene 
señaladas; que se le asignó valor probatorio en 
su contra, a las declaraciones de Darío René Ra­
m1rez Ramos y Guillermo Fonseca Morales, ha­
ciéndolos aparecer ,como manifestantes de hechos 
que en ningún momento han expresado, retorcien­
do conceptos vertidos para llegar a un fin; que 
no se consideró en la sentencia como atenuante 
de responsabi.J¡idad ·penal, la calificación de hechos 
que se declararon probados en sentencia, como 
lo es el de preterintencionalidad, tergiversando 
los hechos imputados y finalmente acusa de falta 
de raciocinio y de desconocimiento de la lógica, 
a la Sala sentenciadora, en la consideración que 
se hizo ·pattil señalar el comportamiento dokls<:l 
que se le atribuye al reo Genaro Rodrigo López 
Pérez, esta Cámara arriba a la convicción: A- Se­
ñala el recurrente que la Sala sentenciadora in­
currió en el error antes citado, al tener su decla­
ración indagatoria como confesión y asignarle va­
lor probatorio sin haber cumplido con estimar 
dicha prueba conforme las reglas de la sana crí­
tica. Según constancias de autos, está demostrada 
la muerte violenta de Leopoldo Hernández de con­
formidad con los distintos mediiOs de convicción 
que la s• sentenciadora tomó como fundamento 
para proferir el fallo objeto de la impugnación. 
Efectivamente, en la sentencia recurrida, se asien­
ta que el J,uez Décimo de Paz del Ramo Penal, 
el veintiséis de junio del año último, localizó el 
cadáver de Leopoldo Hernández en la Avenida Pe­
tapa entre primera y segunda calles de la zona 
doce, constatando que presentaba escoriación en 
la región frontal, posibles fracturas de costillas 
fLotante::; y en este mismo lugar examinó en for­
ma suscinta a las personas que estaban ,presen­
tes y se refirieron a la causa de la muerte. Du­
rante la secuela del proceso se recabó el dictamen 
del Médico Legista, quien concluyó opinando que 
La causa de la muerte del ofendido se debió a 
"hemorragia y contusión cerebral consecutiva a 
contusión craneoencefálica de cuarto grado". 

Sigue la Sala eJ~:Presando, que el C(}mportamien­
to doloso que se le atribuye al reo. ha quedado 
evidenciado plenamente con los siguientes medios 
probatorios: "A:) Con los hechos por é~ confesados, 
ya que admite haber estado en el lugar del su­
ceso. la concurrencia de un motivo de fricción con 
el extinto'' y "B) En el mismo teatro de los acon­
tecimientos. el señor Juez Menor quien instruyó 
las ;primeras diligt>ncias del sumario, exam'nó a 
varias .personas y de el~las se obtiene el dicho del 
señ'Or Saúl Tobar Rivera". Amadeo Simón Re­
yes. éste fue indagado como reo y posteriormente 
varió en parte su deposición. Lo expresado por 
los testigos propuestos por el propio encausado, 
Daría René Ramírez Ramos y Guillermo Fonseca 
M'Orales; esta Cámara congruente con lo anterior 
considera que no se ha incurrido en el error in­
va~do, ya que la declaración indagatoria del pro­
cesado, se ha tomado como confesión complemen­
tada p:~r 'otros medios probatorios, reúne todos los 
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requisitos exigidos pOr el arbícul0 489 del Código 
Procesal Penal; el análisis de lo anterior, se rea­
lizará oportunamente. 

B-Que también incurre en 0 tro error de dere­
cho en la apreciación de la prueba. al tomar la 
confesión sólo en la parte que le perjudica, pues 
lOl! hechos calif_icados que contiene n0 se encuen­
tran debidamente demostrados, dice el recurren­
te que tal manifestación de la Sala no fue razo­
nada, infringiendo el art1cul0 490 párrafo 3o. Es­
ta Cámara estima, que el razonamiento a que se 
refiere el recurrente tiene su asidero lógico en la 
posible infracción a las riormas de la. sana critica; 

C-'Ei re{lurrente expresa que al tomarse la in­
dagatoria del señor Amadeo Simón Reyes, como 
declaración de testigo, se incurrió en error de de­
recho en la apreciación de la prueba porque no 
se hizo uso de las elementales reglas de la sana 
crítica y que oon ello se infringieron los artícu. 
los 451, 638 y 654 numeral m del Código iProce­
sal Penal. (Este Tribunal considera que no hubo 
error ni iqfracción de los artfouros mendonados, 
puesto que el mismo articulo 451 estipula que las 
declaraciones indagatorias. podrán ser ·tomadas co­
mo declaraciones de testigos si aquellas han de­
jado de serlo, por cualquier concepto y no se 
tratare de hechos mediante !los cuales trató de ex­
culparse, ya que de lo actuado se deduce que no 
hay ánimo de exculparse, y :por lo mismo no 
existe interés directo o indirecto por parte del 
declarante); 

D-Manifiesta el recurrente que también se co­
metió error de derecho en la apreciación de la 
prueba, al dark! valor probatorio a la declara­
ción de Saúl Tobar Rivera la que no f.ue tomada 
c(;m las formalidades que la ley establece, infrin­
giendo !os artfculos 638, 652, 653 y 654 numeral VI 
del Código Procesal Penal. Consta en autos, que la 
declaración en referencia fue tomada en el lugar 
de los hechos .por el Juez de Paz como corresponde 
amparado en el artículo 360 del Código Procesal Pe~ 
nal. por lo que a criterio de esta Cámara no exis­
te la infracción denunciada: 

E-Cita como Error de Derecho en la Aprecia­
ción de la Prueba. el hecho de asignarle valor 
probatorio como prueba en contra del enjuiciado 
a las deallaraciones de Darío René Ramírez Ra­
mos y Guillermo Fonseca Morales, argumentañdo 
que se les hace aparecer como manifestantes de 
hechos que en ningún momento han eJCJ)resado, re­
~orc.ien~o conceptos vertidos para llegar a un fin, 
mfrlngtendo lo dispuesto en los artículos 638 y 
653 del Cqdigo Procesal Penal. Este Tribunal de 
Casación, al analiZBJr lo expresado por el recurren­
te y el contenido del considerando dos de 1a sen­
tencia recurrida, no encuentra la infracción seña­
lada. toda vez que cuando existe TERGIVERSA­
CION en el contenido de una prueba. puede darse 
la posibilidad de ERROR PE HECHO. pero nunca 
de derecho; 

F -Agrega el recurrente que "debe señalarse 
Error de Derecho en la Apreciación de la Prueba. 
el no considerar en la sentencia como atenuante 
de responsabilidad penal, la calificación de he­
chos que se declararon probados, como lo es el 

de preterintencionalidad, tergiversando los hechos 
imputados". El planteamiento formulado en tal 
sentido, encuadra en el caso de procedencia con­

. tenido en el numeral V del articulo 745 del Có-
digo Procesal Penal; razón por la cual¡ por sim­
ple lógica juridica, puede establecerse que nin­
guna relación guarda con el subcaso de proce­
dencia denunciado (Error de Derecho en la apre­
ciación de la prueba) por el recurrente; lo que no 
posibilita el análisis comparativo que obliga la 
*nica inherente al Recurso de Casación. 

En cuanto al Error de Hecho en la apreciación 
de la prueba, dice el recurrente. que el juzgadOr 
se equivocó al tomar el informe forense como de­
terminante, pues el juzgador debió esta~er si 
existían otros medios de prueba que pudieran re­
lacionarse con esta información para poder obte­
ner :una presunción. A este respecto, esta Cámara 
considera que la Sala sentenciadora tuvo razón al 
llegar a esa conclusión, puesto que en el mismo 
informe al ser ampliado en lo conducente dice: 
"por lo que considera que la EXCORIACION EN­
CONTRADA EN EL LADO DERECHO DE LA 
FRENTE del cadáver del señor Leopoldo Hernán­
dez PERMITE PENSAR QUE FUE PRODUCIDA 
POR PU~ETAiO'' es -lógica, toda vez que el mis.. 
mo procesado afirma en su declaración indaga­
toria: "Yo me defendí del ataque de él y él si­
guió tirándome manadas, etc.", de igual manera, 
Amadeo Simón Reyes que es el piloto de 1\a ca­
mioneta, en una declaración indigatoria dijo "el 
que estaba . parado abajo en la banqueta le pegó 
.una manada a Rodrigo, pOr lo que éste al ver es­
to se bajó y comenzaron a pelear arremetiénd~ 
mutuamente con violencia" asimismo, el testigo 
Darío René Ramírez Ramos expresó: "entonces 
hubo un intercambio de golpes pero muy leves 
entre uno de los ayudantes de dicha camioneta 
y la -persona que se encontraba en estado de ebrie­
dad, etc.". Finalmente el testigo Guillermo Fon­
seca Morales manifiesta: "La persona que se en­
contraba en estado de ebriedad, le \COlvió a meter 
una manada más al ayudante a lo que e~ ayudan. 
te no se aguantó más- y entonces fue cuando se 
comenZBJron a intercambiar una serie de golpes 
pero los mismos no fueron muy duros sino que 
por el contrario fueron muy leves, etc.", a~tos 
suficientes para poder establecer tal .presunción, 
por lo que en este ~ntido, el recurso debe d~­
clararse improcedente pues no demuestra l.a eQUI­
vocación del juzgador y as1 debe resolverse. 

CONSIDERANDO: 

n 
Al realizar este Tribunal la confrontación ana­

litica entre: a) El momería! contentivo del recur­
so; b) La sentencia impugnada; y e) Las leyes 
denunciadas como infringidas, con los argumentos 
que a juicio del recurrente justifican ~ infrac­
ción, llega a las siguientes conclusiones fundamen­
tales: 

l-Es conveniente hacer constar, que el recu­
rrente asevera que se cometió el error indicado, 
haciéndolo devenir de lá. no aplicación del siste­
ma de la sana crítica al analizar y valorar la 
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declaración del culpado. PerQ a. wr:n:llar :esis 
al respecto, pretende que se acepte mmo :nfrac­
ción a la ley, lo que afi!-ma que n:> se h:zo apli­
cación de :a expe::-ienca; pe::-o sa razanamiento es 
inaceptab~e. porque lo fundamenta en un h€cho 
hipotético indicando: "que a su vez facilitó, la ;lér­
dida del equilibrio dando lugar a una ca1da que 
ocasionó la lesión en la frente, que le produjo la 
muerte". Y al referirse a la lógica, hace argu­
mentación que más que todo se refieren a la ex­
periencia incurriendo en una sinonimia d~ ambos 
términos, lo que hace su argumentación inacep­
table desde el punto de vista jurídico. De lo an­
terior se concluye que no hay tesis atendible que 
fundamente la infracción al sistema de la sana 
crítica. Lo que hace que este Tribunal no esté 
en posibilidad jurídica· de establecer si se realizó 
error de derecho aili apreciar la declaración del 
cu'pado. 

11-En lo referente al Error de Derecho por la 
n0 aplicación de una circunstancia atenuante es­
te Tribunal de Casación encuentra que en esta 
parte de su recurso el presentado realiza lo que 
podría llamarse una mixtificación inaceptable en­
tre dos casQs de procedencia que se encuentran 
claramente delimitados en la ley procesal penal; 
pues es evidente que confundió el contenido de 
1os numerales V y VIII del artícuio 745 de dicho 
cuerpo legal. No puede decirse que el Tribunal 
sentenciador cometió error de derecho en la apre­
ciación de la prueba, al no considerar una cir­
cunstancia atenuante de responsabilidad -penal, por­
que ello equivale a confundir la Teoría General de 
la Prueba que es procesal, con todo lo referente 
a la graduación de la responsabilidad criminal, 
(que pertenece al derecho estricl:amente sustan­
tivo). 

III-Como ya se consideró, el recurrente en va­
rias ocasiones indicó que al haber TERGIVERSA­
DO la Sala el valor o contenido de una prueba. 
babia cometido error de derecho en su aprecia­
ción, pero de acuerdo también con reiterado cri­
terio de este Tribunal Supremo. tal circunstancia 
da lugar a la existencia de ERROR DE HECHO 
y no de derecho como equivocadamente lo afir­
mó el recurrente. 

IV-En el apartado correspondiente a las "dis­
posiciones infringidas" el recurrente cita varios 
artículos del Código Procesal Penal sin indicar si 
considera infringidas la totalidad de los mismos, 
alguno de sus párrafos o incisos, tal como impera­
tivamente lo dispone 1a doctrina del numeral V 
del Artículo 741 del Códig0 Procesal Penal. 

V-Finalmente, el recurrente debe relacionar ade­
cuadamente las leyes que, contiene el subcaso de 
procedencia con las leyes infringidas, de acuerdo 
a su criterio independientemente, en cada subcaso; 
en el apartado correspondiente, en el presente ca­
so no hizo con la suficiente claridad y precisión. 
Las deficiencias anteriores no es dable jur1dicamen­
te a este Tribunal subsanarlas por lo que debe 
resolverse lo procedente. 

LE'YES APliCABLES: 

Artículos ya citados y 16, 20, 24, 31, 33, 40, 69, 
~-~W.l~l~1~2R~.~-~.~. 
g D,D,D.Q.~.~.~.~.~~7-
741: 745, 757, 759 del Código Procesal :I>enal, 37, 38 
inciso 2o., 157, 158, 159 168, 170 y 172 de la Ley 
del Organismo Judicial, 

POR TANTO, 

LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, CAMARA 
PENAL: al resolver DECLARA: a) IMPROCE­
DENTE el Recurso Extraordinario de Casación in­
terpuesto por Genaro Rodrigo López Pérez contra 
1a sentencia dictada por la Sala Tercera de la 
Corte de Apelaciones, el trece de diciembre de mil 
novecientos setenta y ocho; b) Impone al recurren­
te una multa de veinticinco quetzales (Q25.00) que 
hará efectivos en la Tesorería de Fondos de Jus­
ticia y en caso de insolvencia se convertirá en de­
tención cor:poral a razón de un dfa por cada quet­
zal que deje de pagar; e) Notifíquese y con certi­
ficación de lo resuelto, devuélvanse los antecedentes 
a donde corresponde. 

(Fs.) C. E. Ovando B. - A. E. Mazariegos G. -
J. Felipe Dardón. - R. Rodríguez R. - Fed. G. 
Barillas C. - Ante mí: M. Alvarez Lobos. 

CONTENCIOSO · ADMINISTRATIVO 

Recurso de Casación interpuesto por Ramón Garcla 
Estrany, como mandatario especial y administra­
tivo de "C{lmpañía de Desarroll~ Bananero de 
Guatemala Limitada, contra la sentencia del Tri­
bunal de lo COntencioso-Administrativo. 

DOCTRINA: Es improcedente el Recm~ de Casa­
ción, cuando no se cumplen a cabalidad todos lO!i 
requisitos exigidos por la Ley. 

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, CAMARA CI· 
CIL: Guatemailia, seis de agosto de mil novecientos 
setenta y nueve. 

Se tiene a ·la vista para resolver el Recurso de 
Casación interpuesto por Ramón García Estrany, 
como mandatario judicial especial y Administra­
tivo de "Compañ'ía de Desarrollo Bananero de Gua­
temala, Limitada", contra la sentencia dictada por 
el Tribunal de lo Contencioso-Administrativo, el 
seis de julio de mil novecientos setenta y ocho, 
en el recurso de esa naturaleza número mil cua­
trocientos cuarenta y tres que la entidad que re· 
presenta interpuso contra la resolución número dos 
mil quinientos cincuenta y cuatro, dictada por la 
Dirección General de Aduanas con fecha diez y 
siete de marzo de {ni! novecientos setenta y seis 



60 GACETA DE LOS TRIBCNALES 

ANTECEDE..'\"TES: 

El ocho de diciembre de mil novecientos seten­
ta y cinco. el Abogado César Humberto De León 
Paredes, como representante legal de la •'OJmpa­
ñía de Desarrollo Bananero de Guatemala, Li'mita­
tada, interpuso Recurso de Revisión Jerárquica, 
ante el Administrador de Rentas Internas y Adua­
nas de Puerto Barrios, impugnando la Resolución 
número S guión dos mil setenta y dos dictada por 
dicho funcionario. 

El ~urrente pidió que no se incluyera en la 
liquidación de la Póliza de exportación número 
trescientos setenta y siete, el impuesto de exporta­
ción de Banano contenido en el Decreto 83-75 del 
Congreso de ¡,a República: Que BANDEGUA no es 
tá de acuerdo con dicha resolución pues de con­
formidad con los contratos celebrados entre United 

, Fnüt Company (Ahora United Brands Company) y 
el Gobierno de la República, aprobados por los De­
cretos 1499 y 2138 de la Asamfilea Legislativa y 
1137 del ·Congreso de la República y de los cuales 
BANDEGUA es cesionaria, tal impuesto no le es 
aplicable, sobre todo que el embarque que se pre­
tende gravar se efectuó el primero de diciembre 
de mil novecientos setenta y cinco, fecha en Ja cual 
aún no estaba en vigor dicho Decreto 83-75 del 
Congreso de la República; acompañó1 pruebas y do­
cumentos en su solicitud. La Administración de 
Rentas Internas y Aduana de Puerto Barrios, en 
providencia número S guión dos mil ochenta y 
ocho, dio curso al recurso de revisión interpuesto 
y señaló dieciocho días al recurrente para que hi­
ciera valer su inconformidad. La Dirección Ge­
neral de Aduanas mandó recabar informe, el que 
fue elaborado por el Asesor Aduanero Dario de León 
Paredes, quien expuso con fecha diez y siete de 
enero de mii novecientos setenta y seis que: ''Pro­
cede confirmar las operaciones practicadas en la 
Póliza que origina dicha reclamación, ya que el 
impuesto referido está bien aplicado por las Au­
toridades Aduaneras de la Aduana mencionada''. 

El recurrente en su memorial de veinte y cua­
tro de diciembre de mír novecientos setenta y cin­
co, pidió a la Dirección General de Aduanas, que 
se tuviera por expresados los agravios correspon­
dientes, "por evacuada la audiencia conferida, por 
ofrecidas las pruebas propuestas, con lugar el re­
curso y no aplicando el Decreto 83-75 al caso, se 
ordene a la Aduana de Puerto Barrios, que de J.a 
suma de treinta mil quinientos veintitrés quetza­
les con seis centavos, pagados bajo protesta se 
toma el equivalente al pago de dos centavos de 
quetzal pOr cada racimo de banano embarcado, 
de acuerdo con sus contratos y que el excedente 
se les devuelva". 

El diez y siete de marzo de mil novecientos se­
tenta y seis, la Dirección General de Aduanas de­
claró "Sin lugar por improcedente" el Recurso de 
Revisión Jerárquica y confirmó las operacinnes de 
liquidación de la Póliza de exportación número 
377-75 de la Aduana de Puerto Barrios. Por ser 
correcta y legal. 

RECl.~SO DE LO CONTENCIOSO­
AD:\11:\'ISTRA TIVO: 

El diez y seis d€ julio de mil novecientos se­
~enta y seis. el _-\bogado Ramón García Estrany, 
interpuSo ante dicho Tnbmal. en su calidad an­
tEs indicada. Recurso Contencioso-Administrativo, 
en contra de la reso:ución número cero dos mil 
qu:nientos cincuenta y cuatro. dictada por la Di­
rección General de Aduanas con fecha diez y siete 
de marzo· de mil non;cientos setenta y seis, y pi­
dió que se declare con lugar el recurso interpues­
to, que se revoque la resolución aludida. que la 
Compañía recurrente únicamente está obligada a 
pagar dos centavos de quetzal por cada caja o ra­
cimo de banano exportado, que a la recurrente 
n:> le es aplicable la escala de impuestos que de­
termina el articulo lo. del Decreto 83-75 del Con­
greso de la República, subpartida de exportación 
número cero cincuenta y uno guión cero tres guión 
cero uno, rubro correspondiente al año mil nove­
cientos setenta y cinco por cuanto que dicho Decre­
to en ninguna forma modifica, restringe o deroga 
parcial o totalmente los contratos de los cuales di­
cha compañ~a es legítima cesionaria''. Expresa en 
su petición que el embarque de banano que ori­
ginó la liquidación de la pólilza 377-75, fue embar­
cado o porteado con fecha primero de diciembre 
de mil novecientos setenta y cinco y el Decreto 
83-75 entró en vigor el tres de diciembre de ese 
año, lo cual vulnera el principio constitucional de 
la no retroactividad de la Ley. Reitera su peti­
ción de que únicamente se cobre dos centavos de 
quetzal por cada caja de banano exportado y le sea 
devuelto lo cobrado de más y pagado bajo pro­
testa. Acompañó la documentación que estimó ne­
cesaria. 

El Tribunal dio trámite al memorial hasta el 
periodo de prueba en que enmendó el procedi­
mient·o y lo dejó sin efecto por haber dado el Tri­
bunal intervención al Ministerio de Finanzas Pú­
blicas y no a la Dirección General de Aduanas, 
que .fue la que dictó la resoluciÓn recurrida y re­
solviendo conforme a derecho reconoció la perso­
ner!a. del Licenciado Ramón García Estrany, corrió 
audiencia ,por el término de Ley a la Dirección 
General de Aduanas y al Ministerio Público. 

El Director General de Aduanas evacuó la au­
diencia exponiendo que dicho recurso debe decla­
rarse sin lugar toda vez que según se desprende 
del propio expediente y de las constancias proce­
sales del mismo, la entidad recurrente interpuso 
el recurso cuando ya hablan transcurrido los tres 
meses que establece la ley de lo ContenciOSO-Ad­
ministrativo para su interposición. También in­
terpuso la excepeión perentoria de extemporaneidad 
del Recurso Contencioso-Administrativo por haber 
sido interpuesto después de los tres meses que 
establece la Ley. El Ministerio Público fue de­
clarado rebelde. Prueba rendida: la parte adora 
rindió las siguientes pruebas: lo. Fotocopia de la 
escritura pública númPro setenta: 2o. Fotocopia de 
la escritura pública número ciento <:uareqta y nue­
ve (149); 3o. F-otocopia de la Póliza de exporta­
ción nÚimero trescientos setenta y "siete diagonal 
Retenta y cinco (377/75); 4o. Fotocopia legalizada 
del, Acta Notarial de fecha tres de diciembre de 
mil novecientos setenta y cinco: 5o. Fotocopia del 
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recibo fiscal número ciento quince rr.il q!L.'lien:os 
diecisiete (115517); 6o. Reso:uC:ón nlilllero c:;ro dos 
mil doscientos sesenta y nuew '02269t de la Di­
recc'én G€neral de Aduanas: 7o. Fotc:-c<lpia ::J.ar;:a­
da con la letra ''A"; So. Fotocopias rr.arcarias ro::1 
las letras ''B", "C", "D", "E''. Por parte de :a 
Dirección General de Aduanas: lo. El expediente 
Administrativo; 2o. Memorial de evacuación de aU­
diencia del recurso. 

RESOLtJCION RECURRIDA: 

El seis de julio de mil novecientos setenta y 
ocho, el Tribunal de lo ContencioSo Administrati­
vo, previos los trámites de ley, dictó sentencia y 
declaró: I) Sin lugar el Recurso de lo Contencioso 
Administrativo interpuesto por el Licenciado Ra­
món García Estrany en representación de 'la "Com­
pañia de Desarrollo Bananero de Guatemala, Li­
mitada'' (BANDEGUA) y en consecuencia confir­
ma la resolución recurrida; y II) &n lugar la 
excepción 'perentoria interpuesta de Extempora­
neidad del Recurso Contencioso Administrativo, por 
haberlo interpuesto después de tres meses improrro­
gables que establece la ley de lo Contencioso Ad­
ministrativo; Artícuios 157, 158, 159, 163, 169, 179 
clel Decreto 1762 del Congreso de la República. 

Consideró el Tribunal: A) Que de conformidad 
con lo establecido en la cláusula primera del Con­
trato celebrado el dla diez de diciembre de mil 
novecientos cincuenta y seis además de los otros 
impuestos que se mencionan en dicha cláusula. ,la 
United Fruit Company, de cuyos derechos es ée­
·Sionaria la entidad recurrente, se ·obligó a pagar 
también los DERECHOS DE ADUANA entre los 
cuales está comprendido ~1 impuesto de expor­
tación: por consiguiente, habiendo únicamente mo­
dificado el Decreto 83-75 del Congreso de la Re­
pública, el impuesto de exportación de banano y 
no creado un0 nuevo, al cual no estuviera ya su­
jeta la "Compañia de Desarrollo Bananero de Gua­
temala, Limitada", en el presente caso no puede 
hablarse de modificación de los contratos celebra­
dos con la Unitel Fruit Oompany, ni de creación 
de un impuesto al cual no estuviera ya obligada 
la Compañía mencionada; B) Porque hay prueba 
en las actuaciones de que la entidad recurrente, 
antes de que entrara en vigor el Decreto 83-75 men­
cionado. ya estaba pagando el impuesto de ex­
portación de banano, pues en el punto cuatvo ( 4), 
del escrito que contiene el Recurso de lo Conten­
cioso Administrativo, al referirse al pago del im­
puesto dice: "Que de la suma de treinta mil qui­
nientos veintitrés quetzales con seis centavos, se 
tome la parte que a BANDEGUA le corresponde 
pagar a razón de dos centav·os de quetzal por ca­
ja de banano embarcado tal y como se ha venido 
calculando en las pólizas de exportación anterio­
res y de conformidad con los contratos celebrados 
con el Gobierno de la República, debidamente apro­
bados par leyes que se encuentran vigentes y de 
los cuales BANDEGUA es legltima cesionaria''; C') 
Porque no debe confundirse el impuesto de utili­
dades de dos centavos de quetzal por cada racimo 
de banano que exporte la Compañía BANDEGUA, 
a que se refiere la cláusula prím.era del contrato 
celebrado el diez de diciembre de mil novecientos 
cincuenta y seis, con el impuesto de exportación 
a que se refiere el Decreto 83-75 del Congreso de 

la Repí:b:.ica y por ser uno de los DERECHOS DE 
~...DC\.."\A. o DERECHOS ADUANEROS como los 
ce.o~i!:a el ~nciso g) del artículo 3o. del Código 
Acuc.!:e::-o L'I:iforme Cent.."'american:>, está obliga­
da a ?agar tan:bién BA..···;DEGt;A de conformidad 
ca:: lo .:s::ablecido en la misma cláusula primera 
del contra:o aquí menc:or..ado. "Que en cuanto a 
que es i~egal el cobro que se 1e estaba haciendo 
sobre el impuesto de exportación a 1a Compañía 
de Desarrollo Bananero de Guatemala en la péiiza. 
número trescientos setenta y siet.e guión setenta 
y dnco (377-75) aplicándole el impuesto estable­
cido en el Decreto 83-75 del Congreso, porque el 
embarque de banano se verificó el dia primero de 
diciembre de mil novecientos setenta y cinco, fe­
cha en que no estaba en vigar el Decreto que fue 
publicado el dla tres del mes citado, cabe hacer 
la siguiente •observación". El artículo ciento dos 
(102) del Código Aduanero Uniforme Centroame­
ricano, claramente establece, que los derechos, ta­
sas, multas y otros cargos aduaneros serán los 
vigentes a la fecha de aceptación de la póliza 
correspondiente, y como se aprecia del memorial 
presentado por el Licenciado César Humberto de 
León Rodas. el Administrador de Rentas y Adua,­
nas de Puerto Barrios el día ocho del mismo mes 
de diciembre, fue ·el seis de dicho mes que se le 
notificó la resoLución número S guión dos mil se­
tenta y dos (S-2072) de esa Administración que 
declaró ;;in ·lugar su oposición para que no se in­
cluyera en la liquidación de La póliza el impuesto 
de exportación de banano contenido en la Decreto 
re~acionado, y además consta en la fotocopia de 
la citada póliza acompañada a ~s diligencias ad­
ministrativas que ésta fue revisada en la Aduana 
hasta el d;a cuatro del citado diciembre, de lo 
cual se concluye que, cuando entró en vigor el De­
creto 83-75 del Congreso, la .póliza en referencia 
aún no había sido acepbada, por cuya razón. el 
impuesto sobre exportación cobrado por ~ Admi­
nistración de la Aduana de Puerto Barrios no se 
hizo en forma retroactiva con violación de la ley 
constitucional como lo relata el recurrente. 

RECURSO DE CASACION: 

Contra el indicad) fallo Ramón García Estrmy 
en su carácter antes dicho, interpuso Recurso de 
Casación por motivos de fondo. 

El recurrente cita como caso de procedencia el 
artlculo 255 de la Constitución de la República. 
el 50 del Decreto Gubernativo 1881. así eoino el 
articulo 621., inciso lo., 2o. del Código Procesal 
Civil y Mercantil, y expone el por qué de dichas 
leyes. 

ERROR DE DERECHO: 

El interoonente continúa en sus razonamientos y 
dice que el Tribunal de lo Contencioso Administra­
tivo se equiv.acó al valorizat el contrato que ana­
lizó en el fallo al no aplicar las leyes concernien­
tes a la estimativa probatoria que cónstituye el 
contrato celebrado entre la United Fruit Compa­
ny y el Gobierno de la República el primero de 
diciembre de mil novecientos cincuenta y seis. Que 
en virtud de ser 1]a Compañía que representa, le­
gítima cesionaria de la United Fruit Company, 
no está obligada más que · a pagar un impuesto 
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de dos centavos de quetzal por cada racimo de 
banano que exporte, desde el ocho de noviembre 
de mil novecientos cuarenta y nueve. hasta el seis 
de junio de mil novecientos ochenta y uno, na 
pagará por todo el tiempo del contrato ningún otro 
impuesto de exportación u otra clase de cargo 
impuesto, contribuciones directas o indirectas que 
existan o que en lo futuro sean establecidos por 
la Nación, el departamento, las Municipalidades o 
cualquier otra subdivisión de la República. sobre 
el cultivo y explotación del banano; por lo cual 
considera que BANDEGUA, en virtud de sus con­
tratos únicamente está obligada a pagar un im­
puesto de utilidades de dos centavos de quetzal por 
cada racimo de banano que exporte de la Repú­
b!ica hasta el dta seis de junio de mil novecientos 
ochenta y uno y no sujeta al impuesto de expor­
tación que dispone el artículo lo. del Decreto 83-75 
del Congreso de la República. Que por lo eXipues­
to se deduce "Qué el Tribunal sentenciador se equi­
vocó! totalmente al valorizar la Cláusula primera 
del contrato de fecha primero de diciembre de mil 
novecientos cincuenta y seis, aprobado pr>r el De­
creto 1137 del Congreso y al respecto omitió o me­
jor dicho no aplicó las disposiciones relativas a 
la estimativa probatoria determinada en el ar­
tículo 186 del Código Procesal Civil y Mercantil 
al analizar la citada cláusula primera negándole 
el valor que le asigna la ley en todos sus alcances". 

Que el Tribunal de lo Contencioso Administra­
tivo se equivocó totalmente al¡ tratar de v·alorizar 
la cláusula primera del contrato de fecha diez de 
diciembre de mil novecientos cincuenta y seis, que 
fue aprobado por el Decreto 1137 del Congreso de 
la República, omitiendo, no aplicando las dispo­
siciones relativas a la estimativa probatoria de­
terminada por el artículo 186 del C6dig0 Procesal 
Civil y Mercantil, y al verificar el Tribunal a que 
el análisis respectivo a la indicada c]¡áusula ne­
gándole el valor que le asigna la ley, es induda· 
ble que el Tribunal sentenciador cometió grave 
error de derecho en la apreciación de la prueba 
y alcances de la expresada cláus·ula. Que el Tri­
bunal sentenciador en el segundo considerando de 
la sentencia dice: "En cuanto al punto alegado 
por el mandatario de la "Compañia de Desarrollo 
Bananero de Guatemala, Limitada'', sobre que es 
ilegal el cobro que se estaba haciendo a su re­
presentante sobre el impuesto de exportación en 
la póliza número 377-75 aplicándole lo dispuesto 
en el Decreto 83-75 del Congreso. porque el em­
barque de banano a que !¡a misma se refiere se 
verificó el día primero de diciembre de mil no­
vecientos setenta y cinco en la moto-nave Lord 
Niágara, que zal'J)Ó de iPuerto Barrios. fecha en 
oue aún no estaba en vigor el Decreto que fue pu­
blicado el día tres del mes citacio. . . y además 
consta en la fotocopia de la citada póliza acampa~ 
ñada a las diligencias administrativas que ésta fue 
revisada en la Aduana ei día cuatro del citado di­
ciembre. De lo cual se concluye qne cuando en­
tró en vigor el Decreto 83-75 del Con~treso. la Pó­
liza en referencia aún no había sidn aceptada. por 
cuya razón el impuesto sobre exwrtación cobrado 
por la Administración de la Aduana de Puert,o 
Barrios no se hizo en forma retroactiva con vio­
lación de la Ley Constitudonal como lo relata el 
recurrente. Que en este punto el Tribuna! senten-

dador también se equivocó al valorizar la póliza 
de exportación trescientos setenta y siete guión 
setenta y cinco (3'ii-75\, puest:> que habiéndose ve­
r :ficad0 el embarque de banano con fecha primero 
de diciembre de mil no,·ecientos setenta y cinco 
y que por consiguient::: se presumían pagados los 
impuestOs conforme el art:culo 108 del CAGCA (Có­
cigo Aduanero Cenrroamericanol, el cobro que se 
le hizo aplicándo:e el aforo que deternina el ar­
ticulo primero del Decreto 83-í5 cuando éste to­
clavia no se encontraba en \"igencia. de consiguien­
te omitió o' mejor dicho no aplicó las disp::~siciones 
relativas a la estimativa probatoria determinada 
por el ARTICULO 186 del Código Procesal Civil 
y Mercantil, negándole a la póliza el valor que le 
da la Ley. 

VIOLACION DE LAS LEYES APLICABLES, Ma­
nifiesta el recurrente que el Tribunal de lo Con­
tencioso Administrativo, al fallar declarand:J sin 
lugar el recurso interpuesto por su representada 
(BANDEGUA) infringió las leyes y disposiciones 
contractuales siguientes: La cláusula primera del 
oontra'to por el Gobierno de la República y la Uni­
ted Fruit Company (hoy United Brands Com.pany), 
que según dicho contrato la compañía únicamente 
pagará un impuesto de utilidades de d<>s centavos 
de quetzal por cada racimo de banano exportado, 
que esto fÜe violado por el Tribunal sentenciador, 
a1 habérsele aplicado la escala impositiva del ar­
tículo lo. del Decreto 83-75 del Congreso de la Re­
p(lblica. 

Que de conformidad con el artículo primero, 
párrafo segundo del contrato del tres de marzo 
de mil novecientos treinta y seis, que establece 
que "Desde el ocho de noviembre de mil nove­
cientos cuarenta y nueve, hast·a el vencimiento del 
presente contrato (seis de junio de mil novecientos 
ochenta y uno), la Compañía pagará un impuesto 
de utilidades de dos centavos de quetzal por cada 
racimo de banano que eX1)>0rte de la República ... 
Del articulo séptimo del Contrato del siete de no. 
viembre de mil novecientos veinticuatro, del cual 
también es cesionaria mi representada, que dice: 
La compañía a excepción del impuesto de utilida­
des a que se refiere el arUculJO anterior. no paga_ 
rá por todo el tiempo del contrato ningún otro 
impuesto de exportación y otra clase de cargo, 
impuesto; contribuciones directas o indirectas, que 
existen o que en lo futuro sean establecidas por 
la Nación, el departamento, las municipalidades 
o cualquier otra subdivisión de la República, so­
bre el cultivo y explotación del banano". Que al 
haber ignorado los e~esados artículos contrac­
tuales el Tribunal a-quo y resolver en forma de· 
su contenido, deviene en forma ostensible la vio­
lación de los artículos lo. del contrato de fecha 
tres de marzo de mil novecientos treinta v seis 
y siete del contrato del siete de noviembre de mil 
novecientos veinte y cuatro. 

Que tambiPn fue v'oladn oor el Tribunal senten­
ciador el artículo 1593 dPl Código Civil. por cuan­
to la Cláusula primera del contrato celebrado por 
1<~. United Fruit Comnanv (Ahora Uniterl Brands 
Company). c~n fechn die; de diciembre de mil no­
vecientos cincuenta y seis. establece que la com­
pañía pat:(ará un impuesto de utilidades de dos 
centavos de quetzal por cada racimo de banano que 
exoorte de la República, y quf' el impuesto en es­
cala progresiva del Decreto del Congreso 83-75 en 
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nada le afectan pues en virtud de la Cláusula pri­
mera del contrato del diez de diciembre de mil 
noveciilntos cincuenta y seis, donde están claros los 
términos del referido contrato que no dejan ningu­
na duda sobre la intención de las parteS, el Tríbu­
nal sentenciador, estaba obllgado a fallar. de con­
fomúdad con los preceptos contenidos en e. arJ.c;llo 
1593 del Código Civ'J, y a! no hacerlo as: violó d:-
cho artículo totalmente. . 

Que también el Trib~al de lo Con~n~oso Ad­
ministrativo violó el articulo 108 del Código Adua­
nero Uniforine Centroamericano (CAUCA) qae di­
ce; "Los Derechos Aduaneros que cause la mer­
cancía por exportarse, deberán estar totalmente 
pagados, o debidamente caucionados, antes de q~; 
sean embarcados en el vehículo que las transporta . 
en tal circunstancia cuando. se hizo eL embarque 
del banano- por medio "de la póliza de Impo~a­
ción'' número 377-75 de 'la Aduana de Puerto Barnos, 
el primero de diciembre de mil novecientos se­
tenta y cinco se presumían totalmente pagado~ o 
caucionados los derechos aduaneros de exportación, 
a pesar de que no estaba en vigor el Decreto 83-75 
del Congreso de la República •. por lo q!-1~ la Ad~.­
na de Puerto Barrios al liqUidar la pohza, aplico 
con efecto retroactivo el artkulo lo. del Decreto 
83-75 puesto que esta ley entró en vigor e~ . tres 
de diciembre de miL novecientos setenta y cmco, 
por lo que también violó el Tribunal setenciador 
el artículo 43 de la Constitución de la RepúbJica, 
que dice: "La Ley no tiene efecto retroactivo, sal­
vo en materia penal cuando favorezca al reo", por 
lo que el Tribunal. al ignorarlo y en contra de su 
contenido, los violó. 

DE LA APLICACION INDEBIDA DE LAS LE­
YES APLICABLES, expone -.: recurrente que el 
Tribunal de lo Contencioso Administrativo en el 
considerando primero inciso C) se apoya en lo pre­
ceptuado en el inciso g) del artículo 3o. del Código 
Aduanero Centroamericano (CAUCA), cuando cali­
fica como derechos de Aduana o Derechos Adua­
neros, los impuestos qUe la Compañia pagó bajo 
protesta en la aplicaciW1 indebida que se le hace 
del artículo lo. del Decreto 83-75 del Congreso· de 
la República, porque dicha aplicación que hace . el 
Tribunal a-i}uo es equivocada, puesto que _1~ clau­
sula primera del Contrato del diez de dic1embre 
de mil novecientos cincuenta y seis únicamente 
obliga a la Compañia al pago de un impuesto de 
dos centavos de quetzal por cada racimo de bana­
no que exporte, ''Es decir, que es un impuesto es­
pecífico y calificado corno de UTILIDADES POR 
EXPORTACION DE BANANO, no por DERECHO 
ADUANERO O DERECHOS ADUANEROS como lo 
califica indebidamente el Tribunal sentenciador, que 
por tal motivo el Tribunal sentenciador hizo apli­
cación indebida de la ley jurídicamente aplicable. 

Por último pidió: Que en su oportunidad se de­
clare procedente el Recurso de Casación interpues­
to y fallando conforme a la Ley se case la sen­
tencia impugnada y se declare oon lugar eL Re­
curso Contencioso-Administrativo interpuesto contra 
la resolución número cero dos mil cincuenta y cua­
tro dictada por la Dirección General de Aduanas, 
oon fecha diez y siete de marzo de mil novecien­
tos setenta y seis y se hagan las demás declara­
ciones pertinentes. 

Transcurrida la vista es el caso de resolver. 

CONSIDERANDO: 

En el momento procesal de realizar el estudio 
comparativo obligado para todo Recurso de Ca~a­
c~ón, este Tribunal advierte que en el memonal 
con~e1tivo del Rt:curso de Casación se ha come­
::do Ia cm:sión de no señalarse cuál fue la última 
~otlíicación que se hizo de la resolución recurri­
da como :o es:ablece el inC:sa tercero del articulo 
619 del Código Proc.:.sai Civil y :\Iercantil. En efec­
to, este artículo exige que en el esc:rito de inter­
posición del RecurSo de Casación se haga constar 
la fecha de la notificación al recurrente y de la 
última si fueren varias las partes en el juicio, 
pues se limitó a decir que "Fue notificada tanto 
a la Empresa recurrente como Dirección General 
de Aduanas y Ministerio Público ei dia treinta de 
noviembre de este año". Por oonsiguiente, como 
no es posible al Tribunal suplir omisiones en que 
incurran las partes, dada la naturaleza extraordi­
naria, técnica y limitada del Rec-urso de Casación 
imperativamente debe éste ser desestimado. 

LEYES APLICABLES: 

Artículo 50 de lo Contencioso Administrativo 66, 
86 87, 88, 619, 621 inciso lo. y 2o.; 627, 628, 633, 
635, del Código Prócesal Civil y Mercantil, 32, 38 
inciso 2o., 157, 159, 163, 164, 189, de la Ley del Or­
ganismo Judicial, 

POR TANTO, 

La Corte Suprema de Justicia. Cámara Civil, con 
fundamento en lo considerado y leyes citadas, de­
sestima el Recurso de Casación que se examina; 
condena al recurrente al pago de las costas del 
mismo y a una multa de quinientos quetza*s que 
deberá hacer efectiva dentro del término de cin­
co días en la Tesorer1a del Organismo Judicial 
y a la que en caso de insolvencia, conmutará con 
treinta días de prisión simple: Notifíquese, repón­
gase el papel empleado en la forma de Ley bajo 
apercibimiento de que si no lo hace dentro de cin­
co días se le impondrá una multa de cinco quet­
zales, y ~on certificación de lo resuelto, devuél­
vanse los antecedentes. 

(Fs.) Carlos Enrique Ovando Barillas. - A. Ma­
zariegos G. - Fed. G. Barillas C. - Herib. Rebles 
A. - R. Rodríguez R. - Ante mí: M. Alvarez 
Lobos. 

CONTENCIOSO · ADMINISTRATIVO 

Recurso de Casación interpuesto por Henry Her­
nández Crovella, contra el auto dictado por el 
Tribunal de lo Contencioso Administrativo. 

DOCTRINA: En el proceso Contencioso Adminis­
trativo, el término. de abandono comieuza a con­
tarse desde la última diligencia practicada en él 
sea o no de notificación. " 
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CORTE SD"PRE~IA DE JUSTICIA. CA.\1ARA CI­
VIL, Guatemala, ocho de agosto de mil novecien­
tos setenta y nueve. 

Se tiene a la vista para resolver el Re::urso de 
Casación interpuesto por Henry Hernández Cr;we­
l!a contra el auto dictado por el Tribunal de lo 
Contencioso--Administrativo, el veinticuatro de ju­
lio de mil novecientos setenta y ocho, en el que 
se declara sin lugar el recurso de reposición inter­
puesto por el mencionado contra la resolución de 
fecha veinticuatro de ese mismo año, en el que 
se declara con lugar el abandono del recurso Con­
tencioso-Administrativo promovido por el mismo 
recurrente ante el Tribunal de lo Contencioso Ad­
ministrativo. Fueron partes en el recurso Conten­
cioso-Administrativo, además del recurrente, el Ins­
tituto Nacional de Transformación Agraria y el Mi­
nisterio Público, y como coadyuvantes Ana Josefa 
Hernández Ponciano de Ortega e hijas. 

ANTECEDENTES: 

El veintidós de julio de mil novecientos s¡:!tenta 
y ocho Ana Josefa Hernández Ponciano vluda de 
Ortega, María Consuelo del Rosario Ortega Her­
nández y Ana Silvia Ortega Hernández de Reiché, 
se presentaron por medio de memorial ante el Ins­
tituto de Transformación Agraria (INTA), pidiendo 
que la parcela "B" del parcelamiento "Cuyuta'', 
en jurisdicción de Masagua, Departamento de Es­
cuintla, inscrito en el Registro de la Propiedad 
bajo el número 280, folio 280 del l,bro 33 de Es­
cuintla, de la cual era adjudicatario Ricardo Or­
tega Vela, quien era esposo y padre, respectiva­
mente, de las presentadas y quien falleció el día 
diez y ocho de julio de mil novecientos setenta y 
seis, les sea adjudicado de conformidad con las dis­
posiciones legales y reglamentarias del INTA, pues 
las beneficiarias de las parcelas adjudicadas a los 
jefes de un hogar serán las personas por él indi.­
cadas y o las personas llamadas a heredarlo de 
conformidad con la ley. Acompañó: A) Certifica­
ción de nacimiento y de fallecimiento del adjudi­
catario Ortega Vela; B) Certificación de matrimo­
nio del adjudicatario y de la presentada; C) Par­
tidas de nacimiento de las dos hijas habidas con 
el adjudicatario y la peticionaria. 

Que como beneficiarias de Ortega Vela se les 
adjudique la referida parcela y se oficie al Regis­
tro de la Propiedad, a efecto de que se registren 
a sus nombres dicha parcela, haciéndose lo mismo 
en los archivos y demás departamentos del INTA. 
Con fecha veintidós de julio de ese mismo año, el 
Instituto Nacional de Transformación Agraria dio 
curso al memorial mandado oir a la sección de 
Beneficiarios. 

El cinco de julio de mil novecientos setenta y 
seis, Henry Hernández Crovella y Herculano Her­
nández en memoriales diferentes se presentaron 
ante el INTA pretendiendo se les reconociera como 
cesionarios de los derechos que Ortega Vela tiene 
sobre la parcela a que se hace referencia. 

Con fecha veintisiete de diciembre de mil nove 
dentas setenta y seis, el Instituto Nacional de 
Transformación Agraria resolvió, después de hacer 
las consideraciones que estimó pertinentes, otorgar 
la sucesión hereditaria de la parcela "B" del par­
celamiento "Cuyuta" a Ana Josefa Herriández 
Ponciano viuda de Ortega y a sus hijas María 
Consuelo del Rosario y Ana Silvia, ambas Ortega 

Hernández, correspondiendo a la primera la direc­
ción y representación de la comunidad familiar y 
al mismo tiempo. denegar la pretendida cesión de 
derechos sobre la mencionada parcela que hace el 
Coronel Hernández Ponciano a favor de su hijo 
Henry Hernández Crovella. 

Contra lo resuelto por el INTA Hernández Cro­
vella interpuso recurso de revocatoria el que fue 
declarado sin lugar. 

RECURSO DE LO CONTENCIOSO­
ADMINISTRATIVO: 

El veintiuno de julio de mil novecientos setenta 
y siete, Henry Hernández Crovella, interpuso, ante 
dicho Tribunal, recurso Contencioso-Administrativo 
contra la resolución número cinco, dictada por el 
Consejo Nacional de Transformación Agraria con 
fecha quince de marzo de mil novecientos setenta 
y siete, y pidió se admita para su trámite el pre­
sente recurso, se tenga como su Abogado director 
al Licenciado Aquiles Linares MoraJes, que se dic­
te sentencia declarando: "a) Revocando la reso­
lución administrativa número cinco (5) de fecha 
quince de marzo de mil novecientos setenta y sie­
te, dictada por el Consejo Nacional de Transfor­
mación Agraria, que motiva el presente recurso 
Contencioso-Administrativo y resolviendo de con­
formidad cop. la Ley se declaren improcedentes 
las gestiones planteadas por las señoras Ana Jo­
sefa Hernández Ponciano viuda de Ortega, María 
Consuelo del Rosario Ortega Hernández de Cam­
pos y Ana Silvia Ortega Hernández de Reiché, la 
legalidad y legitimidad de mi derecho para con­
tinuar y concluir el expediente iniciado para que 
se me autorice la transferencia a mi favor de la. 
propiedad de la parcela "B" del parcelamiento 
"Cuyuta". municipio de Masagua, departamento 
de Escuintla, inscrito en el Registro General de la 
Propiedad como finca Rústica número doscientos 
ochenta (280). folio doscientos ochenta (28Ü'), del 
libro treinta y tres (33) de la Reforma Agraria; 
b) Haciendo el pronunciamiento sobre costas que 
corresponda" 

El Tribunal dio trámite aJ memorial, corrió au­
diencia al Instituto Nacional de Transformación 
Agraria y al Ministerio Público y emplazó a las 
señoras Ana Josefa Hernández Ponciano viuda de 
Ortega, María Consuelo del Rosario Ortega Her­
nández de Campos y Ana Silvia Ortega Hernández 
de Reiché, el Presidente del Instituto Nacional de 
Transformación Agraria evacuó la audiencia. ex­
poniendo que el Consejo Nacional de Transforma­
ción Agraria emitió la resolución número cinco del 
quince de marzo de mil novecientos setenta y sie­
te. relacionada con la paFCela "B" del parcela­
miento Agrario ''Cuyuta" en Masagua, departa­
mento de Escuintla, al revocar el recurso de re­
vocatoria interpuesto contra la resolución número 
cero tres mil seiscientos catorce proferida por el 
Instituto, que al resolver declaró s1n lugar el re­
curso interpuesto por dicho profesional (Hernández 
Crovella) y confirmó en todas sus partes el fallo 
recurrido en virtud de los hechos siguientes: A) 
Que de conformidad con la Ley de Transformación 
Agraria (Decreto 1551 del Congreso de la Repúbli­
ca) en su Capítulo IV, relativo al patrimonio fami­
liar que norma la sucesión hereditaria y establece 
(Artículo 93) que, al fallecimiento del titular. los 
herederos tendrán igual derecho y obligaciones que 
el que lo constituyó, sien,do herederos del causan-
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te la esposa Q concubina del mismo y sus deseen· 
dientes directos en primer grado, debiendo acredi­
tar estos extremos ante el Instituto. Que habiendo, 
fallecido el titular de la parcela "B" de Cuyuta 
que lo era Ricardo Ortega Vela, su esposa Ana 
Josefa Hemández Ponciano de Ortega y sus hijas 
María Consuelo del Rosario y Ana Silvia Ortega, 
en vista de los respectivos atestados, el Instituto 
hizo la declaración de la sucesión hereditaria del 
patrimonio familiar agrario, por ser lo correcto 
y legal y para que así los beneficiarios de dicho 
programa puedan en forma rápida económica re­
solver los problemas sucesorios al faltar la cabe­
za de la familia, que por tales razones es ilógico 
que quiera sujetarse las sucesiones agrarias a los 
juicios sucesorios de carácter civil, tal como lo 
pretende el recurrente''. 

B) Que el patrimonio familiar es de carácter 
indivisible, los herederos legales por mayoría de­
signarán la persona que deba continuar con la di· 
rección del mismo y la forma en que constituirán 
la comunidad, todo mediante la asesoría y apro­
bación del Instituto, motivo por el cual se aprobó 
la designación de la señora Ana Josefa Hernández 
Ponciano para dirigir la representación familiar 
de la parcela "B", lo cual no se- podría efectuar 
dentro del fuero civilista, pues está regulado por 
normas de carácter puramente agrario y no de 
una propiedad particular como lo pretende el re­
currente. 

C) Que el patrimonio familiar agrario es inalie­
nable y únicamente puede traspasarse a otra per­
sona que reúna los requisitos para ser beneficia­
rio de la reforma agraria, previa autorización del 
Instituto, por lo cual se tuvo en cuenta lo siguien­
te: l. Que el señor Ricardo Ortega Vela, titular 
de la parcela "B" Cuyuta, en ningún momento so­
licitó la autorización para transferir o ceder dicho 
inmueble; e) 2. Que por tal razón el Instituto Na­
cional de Transformación Agraria no ha concedi­
do tal autorización para que se diere traspaso a la 
parcela, razón por la cual el mismo es nulo lpso 
Jure; e) 3. Que la transferencia de un patrimonio 
familiar, tiene que ser a favor de una persona que 
reúna los requisitos de ley, para ser beneficiados 
de un patrimonio familiar agrario, mismo que por 
su calidad de profesional no reúne el recurrente, 
doctor Henry Hernández Crovella, de conformidad 
con el artículo 104 del Decreto número 1551 del 
Congreso de la República, e) 4. La supuesta trans­
ferencia de la parcela "B" de Cuyuta, a favor del 
doctor Henry Hernández Crovella, además de no 
haberse efectuado con la autorización previa del 
Instituto, le fue otorgada por el padre de éste, Co­
ronel Hérculano Hernández Ponciano, y no por el 
propietario de dicha parcela. 

Finalmente pidió que se dicte la sentencia co­
rrespondiente, declarando sin lugar el recurso de 
lo Contencioso-Administrativo, interpuesto por 
Hernández Crovella y que se conforme el fallo re­
currido, el que se encuentra ajustado a la ley y 
se condena en costas al recurrente. 

El dieciocho de julio de mil novecientos setenta 
y siete, el Tribunal de lo Contencioso-Administra­
tivo tuvo por evacuada la audiencia y reconoció 
la personería del Presidente del Instituto Nacio­
nal de Transformación Agraria y tuvo por contes­
tada a la demanda en sentido negativo y por ofre­
cidas las pruebas. 

Al evacuar la audiencia, la parte demandada ma­
nifestó que no debió dársele trámite porque la re·· 
solución impugnada no ha vulnerado un derecho 

----~ 

de carácter administrativo, establecido anteriormen­
te en favor del reclamante por una ley, un regla­
mento u otro precepto administrativo; que el re 
clamante pretende que el Instituto Nacional de 
Transformación Agraria le reconozca una cesión 
que no reúne Jos requisitos legales para que 
el reclamante pasara a ser beneficiario de una 
parcela. la que ha motivado estas diligencias" 
que él pretende aún que se vulnere el derecho de 
ellos como legítimas sucesoras y beneficiarias del 
titular de tal parcela. 

Que han hecho ver, como consta en el expedien­
te, que el poder ejercitado por Herculano Hernán­
dez Ponciano, "Además de haber sido obtenido 
pocos días antes del fallecimiento del adjudicata­
rio titular de dicha parcela, fue obtenido con ma­
licia y el supuesto poderdante fue informado de 
que lo que firmaba era una escritura de devolu­
ción de la parcela, luego de disolverse una socie­
dad que había consti,tuido con el señor Herculano 
Hernández siendo éste el administrador de tal so­
ciedad; cabe hacer notar que cuando a don Ricar­
do Ortega Vela (poderdante), le hicieron firmar 
tal poder ya no podía leer, su enfermedad estaba 
muy avanzada y poco después murió". Que el 
mencionado poder no contiene facultad expresa 
para ceder derechos y menos los derechos que el 
supuesto poderdante tenía sobre la parcela "B". 

Que ellas sustentan el mismo criterio que tiene 
el Instituto Nacional de Transformación Agraria 
en su resolución, en el sentido que ii el adjudica­
tario titular, jefe del patrimonio familiar hubiera 
deseado otorgar tal poder para el fin que fue ejer­
citado por el apoderado, a dicho otorgamiento de­
bieron haber comparecido ellas tres, ya que sien­
do esposa e hijas, respectivamente, eran y son las 
beneficiarias directas legales del patrimonio fa­
miliar constituido en la parcela "B". 

Que el interponente del recurso Henry Hernán­
dez Crovella, pretende hacer valer mediante la es­
critura número 62 que en esta ciudad autorizó el 
Notario Luis Beltranena Valladares, aduciendo que 
le asiste el derecho en virtud de la compraventa 
que contiene dicho instrumento, celebrado entre su 
padre Herculano Hernández Ponciano como apode­
rado de Ricardo Ortega Vela; para que a este res· 
pecto cabe argumentar lo siguiente: a) El poder 
fue obtenido con malicia y sin el real consenti­
miento del "poderdante' ya antes referido; b) Di­
cho poder no contiene facultad para ceder dere­
chos sobre dicha parcela; e) Al otorgamiento de 
dicho ''poder'' no comparecimos nosotras como be­
neficiarias directas y legales del patrimonio fami­
liar formado con dicha parcela; continúa argu­
mentando que tampoco hubo precio pagado, ya que 
ni el supuesto vendedor ni ellas recibieron un solo 
centavo; pero que lo fundamental y que no tomó 
en cuenta el Notario autorizante, ni el vendedor 
fue lo siguiente: "Artículo 94 de la Ley de Trans­
formación Agraria", siendo el patrimonio familiar 
INDIVISIBLE, los herederos legales por decisión 
mayoritaria designarán a la persona que deba con­
tinuar con la dirección del mismo y la forma en 
que constituirán la comunidad, todo lo cual debe 
hacerse con la asesoría y aprobación del Instituto". 
"Artículo 78: Las fincas rústicas y al hogar fami­
liar que integran la propiedad del patrimonio fa­
miliar son a, más de indivisibles INALIENABLES 
E INEMBARGABLES"_ 

Que el apoderado, Coronel Herculano Hernández 
Ponciano y el comprador (hoy interponente del re­
curso) no cumplieron con los requisitos que exige 



66 GACETA DE LOS TRIBUNALES 

la Ley de Transformación Agraria para poder ad­
quirir la propiedad. Que la resolución dictada a su 
tavor por el Instituto !'\acional de Transformacion 
y confirmado por el Cónsejo Nacional de Trans­
fonnación Agrari,a, está sujeta a la realidad de las 
cosas, y la Ley de Transformación Agraria, por lo 
que a ellos no les queda más que respaldar debi­
damente dicha resolución (la que motivó el recurso 
Contencioso-Administrativo) y oponerse a la pre­
tensión injusta e ilegal del doctor Hernández Cro­
vella que trata de despojarla del único bien que 
les pertenece por sucesión y benefic;arias directas 
del fallecido titular y prop:etario de la parcela 
"B", y finalmente piden que se declare sin lugar 
el recurso interpuesto por el doctor Hernández 
Crovella, se confirme la resolución impugnada y se 
condene en costas al interponente. 

En resolución, de fecha veintiocho de julio de mil 
novecientos sesenta y siete el Tribunal de lo Con­
tencioso-Administrativo resolvió teniendo como ter­
ceras coadyuvantes con el Instituto Nacional de 
Transformación Agraria a las presentadas. 

El recurrente Hernández Crovella pidió que per­
sonalmente fuera ratificado el memorial por las 
presentadas, lo que así se hizo, con excepción de 
los puntos que se refiere a que hubo malicia en la 
obtención del poder, por haber ya fallecido la per­
sona que se los dejó. A solicitud de parte se tuvo 
por rebelde al Ministerio Público. 

Con fecha veintitrés de febrero de mil novecien­
tos setenta y ocho la parte coadyuvante pidió que 
se tuviera por abandonado el recurso po¡.- haber 
transcurrido ya el término ~egal establecido por la 
ley para tal efecto, lo que pedían se declarara con 
lugar. El Tribunal de lo Contencioso-Administrati­
vo abrió el incidente correspondiente y mandó oir 
al recurrente Hernández Crovella, quien alegó lo 
que estimó pertinente; y finalmente se abrió_ a 
prueba el incidente. Vencido el término de prueba 
tanto el recurrente como la parte coadyuvante pi­
dieron que se tuviera como prueba de su parte, 
con citación contraria, las propias actuaciones del 
proceso en el que constan las diversas diligencias 
y gestiones que se han producido y documentos 
que se acompañaron. así como el 111emorial pre 
sentado por Hernández Crovella con fecha veinti­
trés de novi,embre de mil novecientos setenta y 
seis, además pide, la parte coadyuvante, que la 
Secretaría del Tribunal informe si el recurrente 
Hernández Crovella promovió en el recurso pre­
sentado por él con el número mil seiscientos vein­
tiuno (1621) durante el tiempo comprendido del 
veintitrés de noviembre de mil novecientos se­
tenta y siete al veintitrés de febrero de mil nove­
cientos setenta y ocho. El recurrente Hernández 
Crovella en memori,al de fecha tres de mayo de 
mil novecientos setenta y ocho pidió que se declara­
ra la nulidad de las notificaciones hechas a Ana Sil­
via Ortega Hernández de Reiché por no haber podido 
ser not'Jicada ya que se encuentra fuera del país 
y pidió se tramitara el incidente respectivo; ha­
biendo resuelto el Tribunal de lo Contencioso-Ad­
ministrativo: "Espérese a que se resuelva el in­
cidente de abandono planteado Arts". 

Vencido el término de prueba en que las partes 
pidieron, que se tuviera en su favor las constan­
cias de autos, el Tribunal dictó resolución al vein­
ticuatro de mayo de mil novecientos setenta y 
ocho y en ello considera que por haber transcu­
rrido el tiempo que señala la ley, debe declarar­
se el abandono interpuesto y como consecuencia 

firme la resolución contra la que se recurrió y con­
dEna en las causas al interponente del recurso con­
:ra esta Ultima resolución, interpuso el presenta­
do recurso de reposición que, tramitado en la for­
ma legal. fue declarado sin lugar, en auto de vein­
::cuatro de julio de mil novecientos setenta y ocho, 
con base en los argumentos expuestos en la reso­
lución anterior. 

RECL'RSO DE CAS.A.CIOX 

Henry Hernández Crovella se presentó ante esta 
Corte el cuatro de enero del presente año. mani­
festando que interponía Recurso de Casación con 
tra el auto definitivo de fecha veinticuatro de julio 
de mil novecientos setenta y ocho en el que se 
declare sin lugar el recurso de reposic1ón lUter­
puesto contra el auto de veinticuatro de mayo de 
mil novecientos setenta y ocho que declaró con 
lugar el abandono planteado por Ana Josefa Her­
nández Ponciano viuda de Ortega y María Consue· 
lo del Rosario Hernández Ortega de Campos, que 
actúan como coadyuvantes del Instituto Nacional 
de Transformación Agraria. 

El recurso se introdujo por motivo de fondo, se­
ñalando como casos de procedencia los contenidos 
en el inciso lo. del artícwo 621 del Código Proce 
sal Civil Y. Mercantil consistente en violación e in­
terpretación errónea de la ley. Estimó como in· 
fringidos por el Tribunal sentenciador los artículos 
590 del Código Procesal Civil y Mercantil, 50 de la 
Ley de lo Contencioso-Administrativo, Decreto Gu­
bernativo mil ochocientos ochenta y uno artículos 
142, 11 inciso 3o. y 12 párrafo 2o. de la Ley del Or­
ganismo Judicial, Decreto 1762 del Congreso de la 
República, y estimó que hubo interpretación enó­
nea del artículo 21 de la Ley de lo Contencioso-Ad 
ministrativo. Basó su recurso en el artículo 255 
de la Constitución de la República. 

En lo que se refiere al Recurso de Casación por 
motivo de fondo, el recurrente denuncia violación 
del artículo 21 dcl Decreto Gubernativo 1881, el que 
categóricamente estatuye que el abandono del re. 
curso de lo Contencioso-Administrativo se tendrá 
por consumado cuando hayan transcurrido tres me 
ses sin que el recurrente promueva en él. Estima 
que dicho precepto legal no es completo en su re­
gulación, que es insuficiente para normar la ma­
teria, pues no indica cuándo empiezan a correr 
los tres meses y tampoco qué diligencias o actos 
procesales interrumpen el abandono. Que este mis­
mo abandono de la Ley de lo Contencioso-Adminis­
traüvo es el que regula el Código Procesal Civil y 
Mercantil como caducidad de la Instancia, pues am­
bos persiguen sancionar la negligencia procesal en 
que incurren las partes actoras en un juicio. Que 
como considera que el artículo 21 de la Ley de lo 
Contencioso-Administrativo es incompleta e insufi· 
ciente, debe hacerse una aplicación de conformidad 
con lo dispuesto por el artículo 50 de la misma ley 
de la norma contenida en el artículo 590 del Códi­
go Procesal Civil y Mercantil, y manifiesta: "Para 
el efecto del artículo citado son aplicables el Códi- . 

, go Procesal Civil y Mercantil de conformidad con 
lo dispuesto por el artículo II de las disposiciones 
finales del citado Código Procesal Civil y Mercan­
til y la Ley del Organismo Judicial de conformi­
dad con el artículo III párrafo segundo de las dis­
posiciones transitorias y finales de la misma Ley 
del Organismo Judicial". Que considera que la apli­
cación del artículo 590 del Código Procesal CiviJ. y 
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Mercantil es procedente en el recurso de lo Conten­
cioso-Administrativo por ser incompleto e insuficiente 
el artículo 21 de lo Contencioso-Administrati\·o para 
normar todos los aspectos relacionados cc::c e: a3a::­
dono del recurso o caducidad de la :ns:anc:á cc-:::J k 
llaman en materia civil y :\Ieré:a::t::. 

Que el Tribunal de lo Comcncoso-Adm:.nis:rati­
vo en la resolución recurrida Sienta el cr~ter;o que 
la regulación contenida en el citado preceptc es 
completa y suficiente, lo cual no es c:erto. Que es 
incompleta e insuficiente por cuanto dicho precep­
to no norma suficientemente situaciones como las 
siguientes: ''A partir de qué momento corre el 
plazo de tres meses, ni indica qué gestiones inte­
rrumpen el abandono" : que esto sí está completo 
en otra ley aplicable al recurso de lo Contencioso­
Administrativo tal como el artículo 590 del Có­
digo Procesal Civil y Mercantil. Que la expresión 
contenida en el artículo 50 de la Ley de lo Conten­
cioso-Administrativo, "en lo que fueren aplicables 
y compatibles con la naturaleza de este procedi­
miento especial'', debe tomarse en su exacto sen­
tido y así poder llegar a la conclusión de que si 
hay una ley general del país dentro del ordenamien­
to jurídico, que puede .aplicarse supletoriamente 
dentro del campo de lo Contencioso-Administrativo 
por estar acorde con la naturaleza propia del mismo. 
Cita en apoyo de sus argumentos lo dicho por Mario 
Marroquín Nájera en su tesis "La justicia en la Ad­
ministración Pública, los recursos jerárquicos. Estu­
dio especial sobre el recurso Contencioso-Adminis· 
trativo". 

Continúa insistiendo en que el artículo 21 de la 
Ley de lo Contencioso-Administrativo es incomple­
to e ineficaz para regular la institución del aban­
dono y que procede plantear la interrogante si­
guiente: "En que contradice la naturaleza propia 
del recurso Contencioso-Administrativo, en aplicar 
supletoriamente normas que en relación a mi mis­
ma institución procesal sí regulan con claridad y 
precisión aspectos tales como: a) Cuándo empieza 
a correr el plazo; b) Qué actos interrumpen el 
abandono o caducidad de la instancíp; tal como 
son las normas contenidas en los artículos qui­
nientos ochenta y nueve (589) inciso primero y 
quinientos l\<)venta del Código Procesal Civil y 
Mercantil". 

Continúa manifestado el recurrente que, si se 
hubiera interpretado correctamente el artículo vein­
tiuno de la Ley de lo Contencioso-Administrativ.o, 
el Tribunal debió haber aplicado supletoriamente 
las normas contenidas en el artículo 590 del Códi­
go Procesal Civil y Mercantil, por contener ésta la 
norma para resolver el caso ya que a la misma 
lo remitía expresamente al artículo 50 de lo Con­
tencioso-Administrativo y doce párrafo segundo 
de la Ley del Organismo Judicial. Que una ley pos­
terior en el tiempo, el Códi,go Procesal Civil, y Mer­
cantil, que no deroga la Ley de lo Contencioso-Ad· 
ministrativo, en su artículo 590, con, palabras di­
ferentes, pero con el mismo sentido, en el mismo 
caso. "Al efecto este último precepto citado dice: 
Caduca la primera Instancia por el transcurso de 
seis meses sin continuarla''. Hace un análisis al 
respecto y llega a la conclusión de que ambas pa 
labras "promueva" y "sin continuarla" quieren de. 
cir lo mismo, que no obstante esto. la Ley de lo 
Contencioso-Administrativo no contiene ninguna. otra 
norma que desarrolle a su artículo veinti)lno; y sí 
la tiene el Código Procesal Civil y Mercantil, en 

relación a 1a misma institución procesal, en sus 
artículos quinientos óchenta y nueve y quinientos 
n¡wenta. 

Que en relación al submotivo violación de leyes, 
el T:-:i:r¡¡nal de ln Contencioso Administrativo al 
a~:r.::ar l:!'.ica:neme el artículo vemti;;no de la ley 
:ie lo Contenc:oso-Adminrstrath·o, no hizo una co­
:rrec:a elección rie las normas aplicables para re­
solver el caso planteado. violando c;m ello. los ar­
tículos qumientos no•·enta del Código Procesal Ci­
vil y ::\lercantil; cincuenta de la Ley de lo Conten­
cioso-Administrativo y artículos 11 inciso 3o.. cien· 
to cuarenta y dos 'y doce párrafo segundo de la 
Ley del Organismo Judicial, por las razones si­
guientes: Una adecuada y correcta elección de las 
normas aplicables hubiera obligado a aplicar la 
disposición contenida en el artículo cincuenta de la 
Ley de lo Contencioso-Administrativo y en virtud 
de la misma, en aplicación del artículo doce, pá· 
rrafo segundo y lo dispuesto por el artículo once 
inciso tercero, ambos de la Ley del Organismo Ju­
dicial, aplicar el artículo quinientos noventa del 
Código Procesal Civil y Mercantil, el que, en el 
caso sub-judice, contiene la respuesta legal a as· 
pectos tan importantes como los siguientes: a) 
Cuándo empieza a correr el plazo necesario para 
que opere la caducidad de la instancia o abando­
no como se le llama para los efectos del recurso Con­
tencioso-Administratjvo. El precepto citado al efecto 
dice: "Los plazos corren después de la última dili­
gencia practicada, en el proceso sea o no de noti­
ficaci,ón". "En consecuencia, en el caso sub-judice 
la última diUgencia practicada como consecuencia 
de mi gestión es la resolución de fecha veinticinco 
d~ noviembre de mil novecientos setenta y siete y 
como consecuencia, habiendo aplicación de la nor­
ma contenida en el artículo ciento cuarenta y dos 
(142) inciso segundo de la Ley del Organismo Ju. 
dicial, los TRES MESES necesarios para que opere 
la caducidad vencían el veinticuatro de febrero de 
mil novecientos setenta,y ocho (1978), y no el veintL 
trés del mismo mes, fecha en que las señoras Ana 
Josefa Hernández Ponciano viuda de Ortega y 
María Consuelo del Rosario Ortega Hernández de 
Campos, presentaron su solicitud para que se de­
clare el abandono". Que en memorial que para el 
efecto presentó, el veintiocho de marzo de mil no­
vecientos setenta y ocho, manifestó al Tribunal de 
lo Contencioso-Administrativo que dicha solicitud 
era prematura, porque los tres meses necesarios 
no habían transcurrido y por lo mismo, la gestión 
de abandono deberá declararse improcedente; que 
los plazos comienzan a correr desde la última di­
ligencia practicada en el proceso. Debe recordarse 
que el Código Procesal Civil y Mercantil, es u112 
ley nueva que recoge ideas nuevas, principios y 
doctrinas jurídicas más modernas y por el con­
trario la Ley de lo Contencioso-Administrativo data 
de mil novecientos treinta y seis, sus normas son 
escuetas como sucede con el artículo veintiuno que 
no es suficiente para regular "institutos procesa­
les como el abandono''. 

Recibido el recurso en esta Corte, se señaló día 
para la vista, habiendo presentado alegato la par­
te coadyuvante. Siendo el caso de dictar el fallo 
correspondiente. 

CONSIDERANDO: 

l. El artículo 50 de la Ley de lo Contencioso-Ad­
ministrativo establece que todas las disposiciones 
del Código de Enjuiciamiento Civil y Mercantil y 
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las de la Ley, Ley Constitutiva del Organismo Judi­
cial, regirán como leyes supletorias en lo Conten­
cioso-Administrativo, en lo que fueren aplicables 
y compatibles c<>n su naturaleza. Estos dos 
cuerpos de Leyes fueron sustituidos por el 
Código Procesal Civil y Mercantil y Ley 
del Organismo Judicial, respectivamente, a cu­
yas disposiciones debe estarse. Todo lo relativo 
al abandono o la caducidad en cuanto a lo que no 
está expresamente previsto en la Ley de lo Con­
tencioso-Administrativo, debe regularse por las dis­
posiciones del Código Procesal Civil y Mercantil; 
pues no sería lógico ni jurídico que sus disposi­
ciones fueren supletorias sólo parcialmente, ya que 
en su totalidad son aplicables y compatibles con 
aquella ley. COmo al Ley de lo Con¡tencioso-Admi­
nistrativo guarda silencio en lo relativo al principio 
del cómputo o la interrrupción del término del 
abandono, debe estarse a lo dispuesto en su artícu­
lo 590 del Decreto Ley 107 que dispone que los plazos 
corren desde la última diligencia practicada en el 
proceso sea o no de notificación; y que la gestión 
que haga alguna de las partes y toda diligencia en 
el proceso, interrumpen la caducidad. Como el Tri­
bunal sentenciador principió a contar el término 
del aban,dono desde la fecha de la última gestión 
hecha por el recurrente, o sea desde el veintitrés 
de noviembre de miJ novecientos setenta y siete 
dicho Tribunal no resolvió en contra de lo dispuesto 
por el artículo 590 del Código Procesal Civil y 
Mercantil citado como violado, lo que hace impro­
cedente el recurso y así debe declararse. 

ll. Según el artículo 21 de la Ley de lo Conten­
cioso-Administrativo se tendrá por abandonado un 
recurso cuando transcurran 3 meses sin que el re­
currente promueba en él. Tal plazo ocurre de con­
formidad con el artículo 590 del Código Procesal Ci­
vil y Mercantil aplicable en virtud de lo dispuesto 
por el artículo 50 de la Ley de lo Contencioso-Ad­
ministrativo, desde la fecha de la última diligen­
cia practicada, sea o n.o de notificación. En el pre­
sente caso, como se ve en el considerando anterior 
han transcurrido más de los tres meses estableci­
dos por la Ley, por cuya causa tampoco por este 
submotivo el recurso puede prosperar. 

m. Que el recurrente invoca, como motivo de 
fondo, leyes puramente procesivas como violadas 
y éstas no guardan concordancia con dicho moti­
vo de casación, por lo cual tampoco procede ha­
cer el examen comparativo que contiene el fallo, 
por impedirlo la falta de concordancia lógica en­
tre esos elementos indispensables y así debe de­
clararse. 

LEYES APLICABLES: 

Las citadas y artículos 66, 86, 88, 619, 621 inciso 
lo. y 2o. ; 627, 628, 633, 635 del Código Procesal Ci 
vil y Mercantil y 32, 38 inciso 2o.; 157. 159, 163, 
164, 169 de la Ley del Organismo Judicial, 

POR TANTO, 

La Corte Suprema de Justicia, Cámara Civil, de­
sestima el Recurso de Casación que se examina y 
condena al recurrente: I. Al pago de las costas 
del mismo; II. Al pago de una multa de cincuen 
ta quetzales que deberá hacer efectiva en la Teso 
rería de Fondos de Justicia dentro del término de 
cinco días, la que en caso de insolvencia conmu-

tará con treinta días de prisión: m. A la reposi­
Clon legal del papel empleado. dentro de igual 
término. bajo apercibimiento de imponerle una mul­
ta de cinco quetzales. Xotifiquese y con certifica­
ción de lo resuelto devuelvanse los antecedentes. 

(Fs.).-C. E. Ovando B. - R. Rodríguez R. -
Fed. G. Barillas C. - Herib. Robles A. - Juan 
José Rodas. - Ante mí: M. Ah-arez Lobos. 

CONTENCIOSO· ADMINISTRATIVO 

Recurso de Casación interpuesto por CARLOS HUM· 
BERTO SOTO MAZARIEGOS representante legal 
de "GUATEMALA MINING CORPORATION & 
COMPAÑIA LIMITADA" de nombre comercial 
"TRANSMETALES LIMITADA". 

DOCTRINA: La Sala sentenciadora, no puede tergi­
versar el contenido de una prueba, si ésta no se 
mencionó en la senttmcia recurrida. 

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, CAMARA CI­
VIL: Guatemala, seis de noviembre de mil nove­
cientos setenta y nueve. 

Se tiene a la vista para resolver el Recurso de 
Casación interpuesto por CARLOS HUMBERTO SO­
TO MAZARIEGOS representante legal de "GUATE­
MALA MIMING CORPORATION & COMPAÑIA LI­
MITADA" de nombre comercial "TRANSMETA­
LES LIMITADA", contra la sentencia proferida por 
el Tribunal de lo Contencioso-Administrativo con fe­
cha veintinueve de marzo del corriente año, en el 
recurso número mil setecientos cuarenta y cuatro. 

OBJETO DEL JUICIO: 

El vein.ticuatro de mayo de mil novecientos se­
tenta y ocho el recurrente en la calidad apuntada 
interpuso recurso Contencioso-Administrativo con­
tra la resolución número quince mil novecientos se­
senta y nueve del veintidós de diciembre de mil no­
vecientos setenta y siete, dictada por el Ministe­
rio de Fin.anzas Públicas, la que declaró sin luga1· 
el Recurso de Revocatoria hecho valer contra la 
resolución DFLO-R doscientos sesenta y nueve de 
fecha primero de junio de mil novecientos setenta 
y siete, emitida por la Dirección General de Ren­
tas Internas dentro del expediente relacionaqo con 
la liquidación que se le formu:ó a la declaración 
Jurada del Impuesto sobre la Renta de la empre­
sa identificada en el acápite, correspondiente al 
período de imposición del primero de enero al 
treinta y uno de diciembre de mil novecientos se­
tenta y cuatro, con el propósito de obtener que se 
revoque la resolución al principio mencionada pro­
ferida por el Ministerio de Finanzas Públicas y 
que se absuelva a la entidad recurrente de los 
ajustes formulados por la omisión del Impuesto 
del Timbre en ventas no declaradas y por la omi­
sión de los timbres fiscales en operaciones entre 
compañías. En rebeldía del Ministerio Público, se 
tuvo por contestada la demanda en sentido nega­
tivo. 
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PRL'EBAS RE::-.o"TIIDAS: 

Por la parte impugnadora: a) El expedien:e Adr:-l:. 
nistrativo. 

Por el l\.linisterio de Finanzas Públ1cas: a • Ei 
expediente administrativo; b} Las constancias pro­
cesales del recurso contencioso. 

El Ministerio Público no rindió prueba alguna. 

SENTENCIA RECURRIDA: 

El Tribunal de lo Contencioso-Administrativo, 
declaró sin lugar el Recurso interpuesto con base 
en la sigutente consideración: "La Dirección Ge­
neral de Rentas Internas por medio de resolución 
número DFLC guión R guión doscientos cincuenta 
y nueve de fecha primero de junio de mil nove­
cientos setenta y siete, aprobó la liquidación for 
mulada por el Departamento de auditoría, a la 
declaración jurada de renta presentada por la Em­
presa "Guatemala Mining Corporation & Compa­
ñía Limitada" de nombre comercial "TRANSME­
TALES LIMITADA" por el período comprendido 
del primero de enero al treinta y uno de diciembre 
de mil novecientos setenta y cuatro, mandando 
emitir las corr~spondientes órdenes de pago por 
las cantidades de diez y siete mil setecientos cua­
renta y nueve quetzales con cuarenta y siete cen­
tavos (Q17,749.47), por omisiones del 1¡:npuesto de 
papel sellado y timbres fiscales e igual cantidad 
por concepto de multa con base en los artículos 
(3o.) tercero numeral veintidós (22) del Decreto 
Legislativo 1831, 16 del Decreto Legislativo 1153 y 
69 de la Constitución de la República; el repre­
sentante legal de la empresa interpuso recurso de 
revocatoria contra dicha resolución, manifestando 
que en su oportunidad invocaría ante el Ministe­
rio de Finanzas Públicas las razones legales que 
creía convenientes para redargüir los conceptos de 
esa resolución. El citado Ministerio dictó la reso­
lución número quince mil novecientos sesenta y nue­
ve (15969) de fecha veintidós de diciembre de mil 
novecientos setenta y siete, estimando que de los 
informes y constancias del expediente, se determi­
nó por la Dirección General de Rentas Internas, 
que la empresa recurrente dejó de declarar para 
los efectos del pago de impuesto del timbre, ven­
tas que ascendieron a la suma de doscientos no 
venta y cuatro mil quinientos treinta y dos quet­
zales con veintitrés centavos (Q294,532.23) y que 
omitió dicho impuesto en nóminas de salarios y 
sueldos, así como en cierta documentación relacio­
nada con operaciones comerciales; y de conformi­
dad con dictámenes del Ministerio Público, de la 
Dirección de Estudios Flnancieros, e informes y 
constancias que aparecen en el relacionado expedien­
te, declaró sin lugar el recurso de revocato~ia inter­
puesto. El Sr. Carlos Humberto Soto Mazanegos, re­
presentante legal de dicha empresa al interponer el 
presente recurso Contencioso-Administrativo contra 
la última resolución mencionada, manifestó que 
según el Auditor Fiscal Sr. Víctor Augusto Beteta hu­
bo una supuesta omisión del impuesto sobre yen­
tas en el ejercicio de referencia sobre !a cantidad 
de doscientos noventa y cuatro mil quinien­
tos veintidós quetzales con veintitrés centavos 
(Q294,522.23) ajuste que es improce~en~~ por cuan­
to se originó de un error de apreciacwn del refe­
rido Auditor, que comparó los ingresos que pre­
sentó en su declaración jurada del impuesto sobre 

la Renta que ascendieron a la cantidad de un mi­
llón seteCientos cuarenta y seis mil ochocientos 
m:.e·;e quetzales con cincuenta y dos centavos 
Q.L7.;6JJ09.52; con la tarjeta de eontrol del im­
pue~to ;;;.:¡bre ventas número cuarenta y seis mil 
cua:rocientos cuarenta y tres guión cero (46,443-0) 
en :.a cual aparecen ventas declaradas por un mi­
.:::b. cuatrxiencos cincuenta y dos mil doscientos 
se:er.ta y siete. con veintinueve centavos (~1.452 
2";7.29: y ia d:lerencia de doscientos noventa y cua­
tro mil quinientos tremta y dos quetzales con vein­
titrés centavos lQ.294.532..23 es lo que ei señor Au­
ditor considera omisió~ de ..-entas afectas al imp!Jes­
to del timbre; el recurrente hace una exposición 
de las circunstancias que concurrieron para justi­
ficar que no se omitió el impuesto en ese rubro, 
incluso que fue emitido el cheque número diez mil 
cincuenta y seis (10056) a cargo del Banco 
Granai. & Townson por la cantidad de cinco mil 
quinientos treinta y dos quetzales con seis centa­
vos (Q5,532.06) para cubrir el impuesto del Tin1 
bre correspondiente a la venta líquida del cuarto 
embarque de concentradQ de cobre por valor de 
doscientos setenta y seis mil seiscientos dos quet­
zales con ochenta y un centavos (Q276,602.81), tal 
como consta en fotocopia obrante en autos. Que en 
lo referente a omisión de timbres fiscales en ope­
raciones de financiamiento proveniente de la casa 
matriz en los cheques de Transmetales Limitada 
giró a nombre de la. empresa Recursos del Norte 
Limitada durante el año de mil novecientos seten 
ta y cuatro, existe una supuesta omisión del im­
puesto del timbre; lo que no es cierto, pues el au­
ditor se basó en lo que dispone el artículo 2o., in­
ciso e) numeral 5o. del Decreto Legislativo 1831 
"Documentos públicos y privados de cualquier cla­
se en que se contraigan obligaciones que den por 
resultado el pago, cobro, transmisi6n o cancela 
ción de algún valor". Y los cheques a que se ha­
ce referencia en la cédula número seis fueron 
emitidos por Transmetales Limitada para ser de­
positados a cuenta de "Recursos del Norte" no 
en calidad de préstamo ni como pago o cancela­
ción de un valor, es decir, sin generar ningún tipo 
de obligación, sino como una simple situación o 
transferencia del financiamiento que le correspon­
de a "Recursos del Norte" provenientes de la 
Casa Matriz en Nueva York por cuyo motivo no 
están afectos al impuesto del timbre esas canti­
dades. Del estudio del expediente administrativo 
que se tuvo como elemento de prueba a solicitud 
de las partes, se ve que en reálidad hay una di­
ferencia entre la cantidad que fue declarada (de­
claración jurada de rentas) y la consignada en la 
tarjeta de control del impuesto sobre ventas nú­
mero cuarenta y seis mil cuatrocientos cuarenta y 
tres guión cero, que ascien,de a doscientos noven­
ta y cuatro mil quinientos treinta y dos quetzales 
con veintitrés centavos (Q294,532.23) y que el Au­
ditor Fiscal estimó como omisión de ventas afec­
tas al impuesto del Timbre; asimismo se esta­
blece que no fue probado fehacientemente, que se 
haya pagado el impuesto mencionado sobre dicha 
cantidad que la parte recurrente aprecia como 
"venta estimada" proveniente del embarque de 
concentrado de cobre número cuatro del diez de 
noviembre de mil novcientos setenta y cuatro; por­
que si bien aparece fotocopia de un cheque nú· 
mero diez mil cincuenta y seis (10056) emitido a 
cargo del Banco Granai & Townson por la canti­
dad de cinco mil quinientos treinta y dos quetza­
les con seis centavos (Q5,532.06) éste según aparece 
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en dicha fotDcopia ~folio númer0 oc::o de a:.:w:; 
se extendió a favor de la Dirección Ge:-..erc.: i;: 
Rentas internas para pagar el ::!'.puesto del :::r.­
bre por el período comprendido del pr-in:erü :e 
enero al treinta v uno de marzo de :::rul no\·ecien­
tos setenta y crrico y no para el p¡;riod·J que ;;e 
estaba liquidando. En cuanto al otro a:uste te­
cho a la empresa recurrente, relacionado c.):: 
"Omisión Operaciones entre Ccmpañías ··por la 
cantidad de diez mil novecientos diez y ocho quet­
zales exactos (~10,918.00). Este ajuste se le hizo 
a la empresa citada por los timbres fiscales orm­
tidos en las operaciones de traslado de fondos a 
la empresa "Recurso del Norte Limitada", el cual 
a jui.cio del Tribunal está bien fundado; porque s1 
bien la empresa contribuyente argumentó que los 
cheques que dieron lugar a las operaciones indi­
cadas con la otra empresa "Recursos del Norte 
Limitada" sólo fueron emitidos para ser deposi­
tados a cuenta de esta empresa, como una situa­
ción o traslado del financiamiento proveniente de 
la casa matriz en el extranjero y no con carác­
ter de préstamo, ni como pago o cancelación de 
un valor, tampoco generando ni,nguna obJigación. 
también lo es que, estos extremos no fueron debi­
damente probados ni en las diligencias admi­
nistrativas ni en esta instancia. En memorándum 
de fecha doce de noviembre de mil novecientos 
setenta y seis la señora Auditor Fiscal Dalila Ci­
fuentes de Pontaza se di,rigió al Jefe de la Divi­
sión de Liquidación para que se establecieran tres 
puntos relacionados con las operaciones entre las 
dos empresas citadas, lo que no se llevó a cabo, 
ni en esta instancia la recurrente probó esos ex­
tremos sobre todo que el traslado de fondos no 
tiene el carácter de préstamo, pago o generación 
de obligaciones. Y por último en cuanto al ajuste 
que aparece en la cédula número cinco (5). "Omi­
sión de nómina de salarios" por novecientos cua­
renta quetzales con ochenta y tres centávos 
(~940.83) no fue impugnado mediante el presente 
recurso, por lo que lógicamente tiene que ser 
confirmado. En tal virtud, en vista de la falta de 
prueba para desvanecer los ajustes formulados a 
la declaración jurada de rentas de la empresa 
de mérito por el período de mil novecientos seten­
ta y cuatro, no queda sino declarar sin lugar el 
recurso Contencioso-Administrativo interpuesto y 
confirmar la resolución que lo motivó". 

RECURSO DE CASACION: 

Expresa la recurrente que lo interpone por mo­
tivos de fondo, por error de hecho en la aprecia­
ción de las pruebas, contra la sentencia dictada 
por el Tribunal de lo Contencioso-Administrativo 
con fecha veintinueve de marzo de mil novecien­
tos setenta y nueve, dentro del Recurso Conten­
cioso-Administrativo que se tramitó en dicho Tri­
bunal bajo el 1:\Úmero un mil setecientos cuarenta 
y cuatro (1744), a cargo del Oficial segundo (2o.) 
el que a su vez interpuso contra la resolución 
número quince mil novecientos sesenta y nueve 
(15,969), de fecha veintidós (22) de d:ciembre de 
mil novecientos setenta y siete (1977), dictada, por 
el Ministerio de Finanzas Públicas. "De confor­
midad con lo que establece el artículo doscientos 
cincuenta y cinco de la Constitución de la Repú­
blica de Guatemala, en materia contencioso-ad­
ministrativa procede el Recurso de Casación con­
tra las sentencias y autos que pongan fin al pro­
ceio. El caso de procedencia del presente recurso 

se encuentra contenido en el artículo seiscientos 
-,-e:nt::':.u:o • 621. • inciso segundo (2o.) del Código 
?r·xesaJ. Crnl y ~ercantil -Decreto Ley 107-. 
E: n;::;¡_¡rso que :nterpon.go se funda en error de 
::Ct:c:·J e:: la apreciación de las pruebas aportadas 
demr;:; del jUicJO. al haberse tergiversado su con­
ten.do. tal como lo demuestro con los siguientes 
ht:chos el .Tribunal de lo Contencioso-Adminis­
trath-o dejó de apreciar la pr¡¡eba- en, ~u verda­
dero significado. dado q:1e se ha equivocado al 
aiirmar en la seruencia impugnada, que "en vis­
ta de la falta de prueba para desvanecer los ajus­
tes formulados a la declaracién jurada de renta 
de la Empresa de mérito, por el. período de mil 
novecientos setenta y cuatro, no queda sino de­
clarar sin lugar el recurso Contencioso-Adminis­
trativo interpuesto y confirmar la resolución que 
lo motivó", lo cual no es cierto, como lo demues­
tro a continuación: a) Mi representada, así apor­
tó prueba abundante dentro del juicio, estando 
la misma contenida en el expediente administra­
tivo, así como en los anexos que enumeró del uno 
al trece y que acompañó con la demanda, por 
medio de la cual, se interpuso el recurso Conten­
cioso-Administrativo y que también obran en el 
expediente administrativo; b) El Tribunal no apre­
ció correctamente la prueba, pues con los docu­
mentos que obran en el expediente, se aprobó ple­
namente que la sociedad que represento, no ha 
omitido ninguna declaración sobre ventas ni omi­
tido el pago del Impuesto del Timbre sobre las 
mismas, habiéndose acreditado fehacientemente 
que sí cumplió con el pago del Impuesto del Tim­
bre que se pretende cobrar, con los documentos 
aportados y que constituyen pruebas indubitables 
y auténticas, consistentes en: I.-La declaración ju­
rada del Impuesto sobre la Renta del período com­
prendido del primero de enero al treinta y uno 
de diciembre de mil novecientos setenta y cuatro, 
-marcada- con el número dos-; II.-El anexo de 
la citada declaración jurada del Impuesto sobre 
la Renta, sobre el estado de costo de desarrollo 
diferido, en la que, en la partida referente a IN­
GRESOS POR EMBARQUE DE CONCENTRADOS 
DE COBRE, se especificó claramente que los em­
barques liquidados del primero de enero al trein­
ta de septiembre de mil novecientos setenta y 
cuatro, ascendía a un millón cuatrocientos cincuen­
ta y dos mil doscientos setenta y siete quetzales 
con veintinueve centavos y que los embarques es­
timados en el período del primero de octubre al 
treinta y uno de diciembre de mil novecientos 
setenta y cuatro se ESTIMABAN en doscientos 
noventa y cuatro mil quinientos treinta y dos quet­
zales con veintitrés centavos, dicho documento se 
encuentra marcado con el número tres. Nótese 
que el mismo se faccionó el trece de marzo de 
mil novecientos setenta y cinco. Es decir, que tan­
to en .la declaración jurada del Impuesto sobre la 
venta, como en el anexo de la misma, se decla­
raron la totalidad de los embarques de mil nove­
cientos setenta y cuatro que comprendían ventas 
ya liquidadas y percibidas y ventas estimadas, de­
vengadas pero no percibidas, y a ello se debió la 
confusión del Auditor, quien encontró una diferen­
cia entre las cantidades señaladas en la declara­
ción jurada del Impuesto sobre la Rettta y las can­
tidades sobre las cuales se había pagado el lm 
puesto del Timbre, conforme los datos que apare­
cían en la tarjeta de control de pago de dicho 
impuesto, diferencia que tuvo su origen en el em­
barque número cuatro efectuado por mi repre-
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sentada el diez de no\ien:bre de mil no\·ec¡entos 
setenta y cuatro; IIT.-Efectivarner:te. el extremo 
indicado se acreditó con el documento marcado 
con el número cuatro. consistente en el certifica­
do de origen,. por medio del cual la Cámara de 
Comercio de Guatemala. hizo constar que el em­
barque zarpó el diez de noviembre de mil nove­
cientos setenta y cuatro en el buque "Merced"; 
la hoja de exportación en la que consta que el 
embarque en el buque "Merced" se amparó con 
la póliza número dos mil ochocientos sesenta y 
cinco (2,865), hoja que se encuentra sellada en 
la aduana Santo Tomás de Castilla con fecha 
veintisiete de noviembre de mil novecientos se­
tenta y cuatro, el cuadruplicado de la póliza de 
exportación número dos mil ochocientos sesenta y 
cinco y el conocimiento de embarque número ST­
uno; IV.-Además, tambi,:!n se puso a la vista el 
documento marcado cDn el número cinco, consis­
tente en el documento denominado "Póliza Diario 
Transmetales Ltda", que acredita las . ventas bru­
tas estimadas por la sociedad para su registro 
provisional del valor estimado del referido embar­
que. Es decir, que analizando correctamente la 
documentación señalada, se llega ineludiblemente 
a la convicción plena de que efectivamente, la en­
t;dad que represento. en su declaración jurada del 
impuesto sobre la Renta, declaró sobre el total de 
los ingresos devengados, aunque no percibidos en 
su totalidad, ya que la misma fue presentada en 
marzo de mil novecientos setenta y cinco, y aún 
no se había percibido el valor del cuarto embar­
que. causante de la diferencia a la cual me he 
venido refiriendo: e) El pago del impuesto de la 
diferencia de tales ventas, se encuentra acredita­
do con el documento marcado con el número siete, 
consistente en la factura por mayor número cero 
cero cero cuatro (0004), de fecha veintiocho de fe­
brero de m'J novecientos setenta y cinco, fecha 
en la que se facturó la venta estimada a que se 
refiere el anexo de la declaración jurada del Im­
puesto sobre la Renta del período de mil novecien­
tos setenta y cuatro, factura en la cual se especi­
ficó que tal facturación correspondía al concen­
trado proveniente es Oxec, embarcado en el vapor 
"Merced". según póliza de exportación número 
dos mil ochocientos sesenta y cinco (2865), así co­
mo con los documentos marcados con los números 
ocho que consisten, el primero. en el cheque que 
por la cantidad de cinco mil quin'entos treinta y 
clos quet7ales con seis centavos. se giró contra la 
Dirección General de Rentas Internas por el Im­
puesto del Timbre del período del primero de ene­
ro al treintiuno de marzo de mil novecientos se 
tenta y cinco. y el segundo, que es la declara­
ción jurada oara el pago del impuesto sobre ven­
tas o servicios. en la que aparece que la única 
venta fue por la m'sma cantidad que se consigna 
en la factnra de fecha veintiocho de febrero de 
mil novecientos setenta y cinco. que es la que 
cobra el embarquf' efectuado en el mes de no­
viembre bajo la póliza número dos mil ochocien· 
tos sesenta y cinco. Por consiguiente. con el che­
que númerél diez mi! cincuenta y seis (10056), gi­
rado con fecha veintiocho de abril de mil nove­
c'entos setent¡¡ y cinco se pagó el impuesto. que 
según Pl Auditor. se encuentra omitido en el año 
de mil novecientos setenta y cinco no habién, 
dose pagado en dicho año, poraue se declaró la 
venta como estim<~da y se percibió hasta el año 
de mil novecientos setenta y cinco, como clara­
mente consta en la documentación que se acom 

pañó :r obra en el expediente, de la que se des 
prende sin ninguna duda, todo lo relacionado y la 
que fue tergiversada en su contenido por el juz­
gador, quien no la analizó correctamente; 
d) En conclusión, si bien es cierto, que se prueba 
en el proceso que existe diferencia entre las ven­
tas declaradas en la declaración jurada del Im­
puesto sobre la Renta correspondiente al año de 
mil novecientos setenta y cuatro y las ventas so­
bre las cuales se pagó el Impuesto del Timbre con­
forme la tarjeta de control del mismo, también 
es cierto que quedó, demostrado que la diferencia 
que aparece como no pagada en el año del mil 
novecientos setenta y cuatro, corresponde al valor 
de la venta que se declaró como estimada. pero 
que no había sido percibida y que dicho valor se 
percibió mediante factura de fecha veintiocho de 
febrero de mil novecientos setenta y cinco y que 
se pagó el impuesto correspondiente a dicha ven­
ta, el veintiocho de abril de mil novecientos se­
tenta y cinco, por haber sido en ese período -pri­
mer trimestre de mil novecientos setenta y cinco­
en que fue percibido su valor; por lo que, al asen· 
tar el Tribunal que el referido pago se hizo para 
pagar "el Impuesto del Timbre por el período com· 
prendido del primero de enero al treinta y uno 
de marzo de mil n.ovecientos setenta y cinco y no 
para el período que se estaba liquidando ha ter­
giversado la prueba .e incurrido en claro e inequí­
voco error de hecho, puesto que el documento es­
tá acreditando el pago del impuesto de la venta 
estimada en el período que se estaba liquidan­
do y que fue percibida en el período en el que se 
hizo efectivo el pago, conclusión a la que se lle­
ga del examen de las pruebas rendidas y que he 
individualizado, la que es indubitable y que pone 
de manifiesto, repito, la equivocación en que in­
currió el juzgador, cuyo error influyó decisiva­
mente en el fallo. En consecuencia, obran en au­
tos los documentos relacionados en la presente ex­
posición que evidencian el error de hecho en que 
se ha incurrido en la apreciación de las pruebas 
señaladas, que ~in lugar a dudas demuestran la 
equivocación del juzgador. En relación al reajuste 
efectuado en la omisión de operaciones entre com­
pañías. por la cantidad de diez mil novecientos 
dieciocho quetzales exactos, cabe hacer las mis­
mas consideraciones, puesto que obran en el ex­
pediente administrativo los documentos auténticos, 
marcados con los Nos. diez, once. doce y trece, con­
sistentes en copia legalizada de la escritura nú­
mero sesenta y cuatro. autorizada en esta ciudad 
el once de junio de mil novecientos setenta y cua­
tro, por el Notario Emilio Mendía Paredes; copia 
legalizada de la escritura número sesenta y cin­
co. autorizada por el Notar·.o Emilio Mendía Pa­
redes en esta ciudad, el dieciocho de junio de mil 
novecientos setenta y cuatro, con las que se prue­
ba que la socia o casa matriz de Recursos del 
Norte Limitada !Guatemala Sulphur and Resource 
Corporation y Compañía Limitada) y de Trans­
metales Limitada (Guatemala Mining Corporation 
y Compañía Limitada) es la ent',dad "BASIC RE· 
~OURCES INTERNATJONAL. S. A." comproban­
te de depósito del Bank of America a nombre de 
mi representada por la cantidad de cincuenta mil 
quetzales y los cheques números nueve mil se­
tecientos noventa y seis, del ve'nte de mayo de 
mil novecientos setenta y cuatro, por quince mil 
quetzales, cheque número nueve mil setecientos se­
senta y cinco clel veinticuatro de mayo de mil 
novecientos setenta y cuatro. por treinta mil quet-
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zales, cheque número nueve mil setecientos, del 
diecisiete de mayo de mil novecientos setenta y 
cuatro por la cantidad de cincuenta mil quetzales. 
cheque número nueve mil seiscientos nue\·e del 
nueve de mayo de mil novecientos setenta y ct:a­
tro. por la cantidad de veinticinco mil que;:zales; 
y cheque número nueve mil quinientos cincuen:¡¡ 
y nueve, girado el dos mayo de mil novecientos se­
tenta y cuatro, por la cantidad de ocho míl quet­
zales, girados todos a favor de Recursos del Nor­
te Limitada, tales documentos demuestran que la 
casa matriz de las entidades, entre las que se rea­
lizó la operación de traslado de fipanciamiento, es 
precisamente la entidad "BASIC RESOURCES 
INTERNATIONAL S. A.", con sede en la ciudad 
de Nueva York y que mi representada deposita 
en su cuenta en, el Banco de América, los fondos 
provenientes de "Basic Resources International,' 
S. A. y que a la entidad Recursos del Norte Li­
mitada, mi representada le transfiere las canti­
dades que le corresponden, mediante los cheques 
identificados en cuyos "vouchers" se consignó cla­
ramente que el motivo de la operación era "PARA 
FINANCIAMIENTO" y no en pago de obligación 
alguna, préstamo u otra operación que generara 
ningún tipo de obligación, razón por la que no es­
taba sujeta .al transferencia al pago del Impues­
to del Timb1e, tales documentos fueron tergiver­
sados en su_ contenido y no fueron por lo tanto de­
bidamente apreciados por el juzgador, quien al no 
tomar en cuenta la naturaleza y origen de las 
operaciones incurrió en error de hecho que dio 
origen a la equivocación del juzgador, lo que in­
fluyó decisivamente en el fallo dictado. Por las 
razones expuestas vengo a interponer el presente 
recurso de casación, por motivos de fondo, por 
error de hecho cometido por el juzgador en la 
apreciación de las pruebas rendidas". 

Transcurrida la .:vista es el caso de dictar sen­
tencia. 

CONSIDERANDO: 

Manifiesta el representante legal de la empre­
sa, que su impugnación se basa en el artículo 621 
inciso 2o. del. Código Procesal Civil y Mercantil, 
que contiene el submotivo error de hecho en la 
aprec'1ación de las pruebas aportadas al juicio, 
por haberse tergiversado su contenido. Al 
respecto asevera que su representada sí rindió 
prueba abundante, y no como se afirma en la 
sentencia impugnada, prueba que individualiza en 
el apartado que trata sobre los HECHOS del re­
curso interpuesto. Al examinar el fallo recurrido 
se encuentra que solamente se apreciaron como 
elementos de prueba: La· declaración jurada de 
renta; la tarjeta de control del i~puesto sobre ven­
tas número cuarenta y seis mil cuatrocientos cua­
renta y tres guión cero; y la fotocopia del cheque 
número diez miol cincuenta y seis, emitido a car­
go del Banco Granai & Townson por la cantidad 
de cinco mil quinientos treinta y dos quetzales, con 
seis centavos, a favor de la Dirección General de 
Rentas Internas. Ahora bi.en, el representante le­
gal al acusar el error de hecho. en la apreciación 
de las pruebas anteriormente indicadas, defiende 
la tesis de que éstas fueron tergiversadas, pero sin 
señalar con la precisión debida en qué forma lo 
fueron, por lo que no puede este Tribunal deter­
minar si se cometió o no el error acusado. En lo 
ClUe atañe a los restantes documentos puntualiza­
dos por el impugnante en su recurso, los que tam-

bién sostiene que fueron tergiversados, cabe ad­
vertir que éstos ni siquiera se mencionaron en el 
fallo proferido por el Tribunal de lo Contencioso­
Administrativo, por lo que resulta inadmisible la 
tesis del recurrente que fueron tergiversad""' tales 
doc:.:mentos. En cor:.secuencia. dado el carácter 
emillentemente tÉCnico. limitado v formalista del 
recurso que se analiza no puede ·prosperar y así 
se debe decidir. 

LEYES APLICABLES: 

Artículos 255 de la Constitución de la República; 
66, 86, 87, 88, 621 inciso 2o., 627, 633, 635 del Cédi­
go Procesal Civil y Mercantil; 27, 38 inciso 2o., 
143, 157, 159, 163, 169 de la ley del Organismo Ju­
dicial, 

POR TANTO, 

La Corte Suprema de Justicia, Cámara Civil, 
DESESTIMA el recurso interpuesto; condena al 
recurrente al pago de ·las costas causadas; le im­
pone una multa de doscientos quetzales que debe­
rá hacer efectiva en la Tesorería del Organismo 
Judicial, dentro del término de cinco días, la que 
en caso de insolvencia conmutará con diez días 
de prisión· lo condena asimismo a reponer el pa­
pel emple~do al del sello de ley, dentro de igual 
térmíno de cinco días, bajo apercibimiento que si 
no cumple, se le impondrá una multa de cinco 
quetzales. Notifíquese y con certificación de lo re­
suelto, devuélvanse los antecedentes. 

(Fs.)-C. E. Ovando B. - Fed. Barillas C. - He­
rib. Robles A. - R. Rodríguez R. - Rol. Torres 
Moss. - Ante mí: M. Alvarez Lobos. 

CIVIL 

Recurso de Casación interpuesto por el Ingeniero 
OSWALDO PORRES GRAJEDA como represen­
tante legal del Instituto Nacional de Comercia­
lización Agrícola, en el juicio ordinario laboral 
seguido por SONIA ELIZABETH HERNANDEZ 
GUERRA· contra la mencionada empresa, en el 
Juzgado Primero< de Trabajo y PreVisión Social 
de la Primera Zona Económica. 

1 
DOCTRINA: En materia laboral, se admite la ca­

sación en forma excepcional, con el único fin de 
plantear la INCONSTITUCIONALIDAD de deter­
minada ley que se haya aplicado al caso con­
creto; si se aparta de ese propósito el recurso 
deviene improcente. 

II 
La inaplicabilidad de determinada ley a un caso 

concreto, por cualquier motivo, no implica que 
esa ley sea INCONSTITUCIONAL, si la misma no 
está en pugua o contraviene una norma de la 
Carta Fundamental. 

CORTE SUPREMA u~ JUSTICIA: CAMARA 
CIVIL: GUATEMALA, tres de julio de mil nove­
<:ientos setenta y nueve. 
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Se ve para resolver el Recurso de Casación in­
terpuesto por el Ingeniero OSWALDO PORRES 
GRAJEDA como repreS€ntante legal del Instituto 
Nacional de Comercialización .-\gnco:a. en el j;_¡i­
cio ordinario laboral segmdo por SO~L\ ELIZA­
BETH HERXA..'v"DEZ GCERRA contra la menc..o­
nada empresa, en el Juzgado Primero de Traba­
jo y Previsión Social de la Primera Zona Econó­
mica. 

Al'iTECEDENTES: 

El nueve de diciembre de mil novecientos seten­
ta y siete, la actora se presentó ante el referido 
Juzgado exponiendo: que inició su relación de tra­
bajo, con la entidad demandada el dos de diciem­
bre de mil novec:enllos setenticuatro, hasta el día 
veintiuno de noviembre de mil novecientos seten­
t siete en que fue despedida directa e injustificada­
mente, mediante Acuerdo No. dos mil trescientos 
cuarenticuatro, en el cual se ordena cancelarle to 
das sus prestaciones que por ley le corresponde con­
forme Reglamento Interior de Trabajo. Que al pre­
sentarse a recoger el cheque respectivo, el Jefe 
de Auditoría Interna se opuso a ello y se le obligó 
a acudir a los Tribunales a deducir sus acciones; 
que al momento de ser despedida desempeñaba 
el puesto de Secretaria General de la Institución, 
por lo que demandaba indemnización por despido 
injustificado, vacaciones, aguinaldo proporcional, 
sueldo retenido y salarios caídos. Citó como leye~ 
aplicables el Decreto 101-70 del Congreso de la Re· 
pública que es la Ley Orgánica de INDECA la que 
lo rige pr:.vativamente y sus Reglamentos (ar­
tículo 6), y, que en sus relaciones con sus traba­
jadores se norma por el Reglamento Interior de 
Personal (Arto. 46); que el artículo 106 del Regla­
mento de Personal establece que las autoridades 
de trabajo aplicando el Código de Trabajo son 
competentes para conocer de conflictos surgidos 
de la aplicación de dicho reglamento. Ofreció sus 
medios probatorios, pidiendo finalmente que se con­
denara a la Empresa. 

El veintiuno de febrero de mil novecientos se­
tenta y ocho, día y hora para la comparecencia 
de las partes a juicio oral, la parte demandada 
(!NDECA). manifestó verbalmente que procedía a 
contestar en sentido negativo la demanda por par­
te de la Institución y que agotados los trámites 
se le absolviera de la misma. No rindió ninguna 
prueba de su parte. 

A la !l-Udiencia señalada el día y hora del trein­
ta y uno de marzo de m;J novecientos setenta y 
ocho, para recibir el resto de la prueba, no com­
pareció la entidad demandada, ni se excusó de 
as'stir. El día catorce de abril de mil novecientos 
setenta y ocho se dictó sentencia condenando al 
Instituto Nacional de Comercialización Agrícola en 
todas las acciones que se le dedujeron. 

DE LA EXCEPCION DE INCONSTITUCIONALIDAD 

Por apelación de la sentencia interpuesta por la 
Jnstituciób demandada, los autos fueron elevados a 
la Sala Segunda de la Corte de Apelaciones de 
Trabajo y Previsión Social; en esta instancia, el 
Inst'tuto Nacional de Comercialización Agrícola, al 
evacuar la audiencia que por cuarenta y ocho ho­
ras le fuera conferida para que exprese los moti­
vos de su inconformidad expuso: "Que al evacuar 
la audiencia antes mencionada, vengo a interponer 
la Excepción de Inconstitucionalidad de la aplica-

ción en el caso concreto que nos ocupa del Código 
de Trabajo y el Reglamento de Personal del Ins­
t:tuto :\acional de Comercialización Agrícola espe­
c r;camente en su artículo 106 con base en los si­
guientes extremos. . . "argumentos que puedan re­
sunlirse en la siguiente manera: que la actor a se 
fundó para reclamar en la Ley Orgánica de 
D."DECA, Decreto 101-iO del Congreso de la Repú­
blica, en el Reglamento de Personal de D."DECA, 
y en el Código de Trabajo; que las leyes ante­
riores no son aplicables a este caso concreto. toda 
vez que al hacerse se viola el precepto constitu­
cional calcado en el articulo 117 de la Constitución 
de la República, si tomamos en cuenta que TII."DE­
CA es una institución Estatal, autónoma, con fines 
públicos y con fondos provenientes del Estado, o 
sea que INDECA no tiene funciones similares a las 
empresas de carácter privado; que en consecuen­
cia INDECA por ser una Institución Estatal Autóno­
ma, sus relaciones con los trabajadores deberán 
regirse por la Ley dei Servicio Civil; que no debe 
apl~carse el párrafo segundo del artículo 117 de la 
Con~titución de Ja República ni regirse con rela­
ción al personal a su servicio oor sus leyes y re­
glamentos y supletoriamente por el Código de Tra­
bajo. Que ciertamente el artículo 106 del Regla­
mento de Personal, Acuerdo Gubernativo 22-72 es­
tablece que los coi)flictos relativos a la aplicación 
de las normas de este Reglamento, serán conoci­
das por las autoridades de trabajo de conformidad 
con el Código de Trabajo: "pero este artículo tam­
bién deviene en inconstitucional al pretender apli­
carlo al caso concreto del presente juicio, pues en­
tra en contradicción con el artículo 117 de la Cons­
titución de la República, (párrafo primero)". Que 
los tribunales observaran el princip:o de que la 
Constitución prevalece sobre cualquier, ley o Tri­
bunal Internacional, según Arto. 96 del Dto. núme­
ro 8 de la Asamblea Constituyente de la República; 
el artículo 172 de la Constitución. determina que 
ninguna ley podrá contrariar las disposiciones de 
la Constitución, y las que violan o tergi.versan los 
medios constitucionales son nulos ipso jure; y apli­
car el Código de Trabajo en este caso entra en 
contradicción con la Constitución de la Rep(¡blica 
conforme artículo 117. Finalmente en el Cap. De­
recho: reitera que la Jey aplicable al caso es la Ley 
del Servicio Civil por lo que "aplicar el Reglamen­
to de Personal de INDECA al presente caso en lo 
que contraríe a la Constitución de la República, 
asimismo al Código de Trabajo es inconstitucio­
nal". Que debe resolverse esta excepción como 
punto de derecho y pidió al Tribunal que al dictar 
sentencia declarada con lugar la excepción de in­
constitucionalidad planteada y, "que el Código de 
Trabajo y el Reglamento de Personal de INDECA, 
en su artículo 106 no son ap1icables al presente 
caso planteado en contra de la Institución que re­
presento por inconstitucionales". 

El catorce de agosto de mil novecientos setenta 
y ocho, junto con un memorial Sonia Elizabeth 
Hernández Guerra (actora) acompañó a la Sala 
respectiva una fotocopia de la providencia dictada 
por la Dirección de la Oficina Nacional del Servi­
c:o Civil fechada el veinte de diciembre de mil 
novecientos setenta y siete por la que se resuelve 
que de conformidad con el Reglamento de Perso­
nal del Instituto Nacional de Comercialización Agrí­
cola es compétencia de las autoridades de traba­
jo resolver su caso conforme el Cód\~o de Traba­
jo, prueba que se tuvo presente para su oportu­
nidad. 
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El Tribunal de segundo grado tuvo por inter­
puesta la Excepción de Inconstitucionalidad plan­
teada, dándole el curso corresp~mdiente. El ::\li­
nisterio Público no evacuó la audiencia que se le 
mandó conferir; en cambio, la parte actora, pre­
sentó un largo alegato refutando cada uno de los 
puntos en que se basó la excepción de que se tra­
ta. La demandante insiste en que todas las leyes 
y reglamentos de INDECA hablan de la aplica~ 
ción del Código de Trabajo en sus relaciones con 
sus trabajadores; que la parte patronal desea 
manejar su Ley Orgánica y su Reglamento de 
Personal a su antojo y conveniencia. Que el ape­
lante aporta jurisprudencia pero que la única se­
mejanza que guardan entre sí estos casos con el 
presente es que se trata de entidades autónomas 
estatales, ya que tanto el INDE como AVIATECA. 
a que se refiere el recurrente, tienen disposicio­
nes que preveen casos de prestaciones laborales o 
sea sus leyes específicas, sm que ninguna de ellas 
remitan al Código y Tribunales de Trabajo su re­
solución, y por no tener estas instituciones (EL 
INDE) Reglamento de Personal, debe aplicarsele 
la Ley del Servicio CiviL Que "También es de no­
tar que en los casos jurisprudenciales del INDE y 
de AVIATECA citados antes, los demandantes no 
aparecen que se hayan dirigido al Servicio Civil en 
busca de alguna luz; mientras yo sí me dirigí al 
Servicio Civil, sin ni siquiera hacer mención del 
Reglamento del Personal, y el Servicio Civil res­
pondió inhibiéndose de conocer y dándose por en­
terado del Reglamento de Personal y sus disposi 
ciones (acompaño fotocopia legalizada de la peti­
ción y de la respuesta del Servicio Civil). Como 
puede constatar la honorable sala nos encontra­
nws en presencia de un caso muy, pero muy di 
ferente aquellos citados como Jurisprudencia" 
"2,3. Durante toda la primera instancia la deman­
dada (ahora apelante) consintió en el procedimien-­
to laboral, tuvo e hizo uso de todos los recursos 
a su alcance, no compareció a la audiencia que se 
le fijó para recibir la prueba que ella solicitó, es­
pecífi,camente la confesión judicial d~ la actora, y 
ahora al verse perdida, para salvar responsabili­
dades, viene a esgrimir el argumento de la in­
constitucionalidad''. 

Por último la parte actora indica: "2.4. En cuan­
to a la técnica misma de la excepción interpues­
ta, el apelante mismo está confundido: que pide 
¿Que se declare inconstitucional el Reglamento?, 
¿.que se declare inconstitucional la Ley Orgánica?, 
¿que se declare inconstitucional la aplicación?, 
¡que se declare inconstitucional total o parcial?, 
No hubiese sido procedente técnica y jurídicamen­
te más que interponer un recurso de incompeten­
cia por razón de la materia lo cual hubiera lle­
vado a un Conflicto de Jurisdicción entre el Juzga­
do Primero de Trabajo y Previsión Social y la Ofi­
cina Nacional de Servicio Civil. Esto último hubie­
ra s'do lo más honesto y lo más acertado". 

FALLO RECURRIDO 

Con tales antecedentes con fecha veintitrés de 
noviembre ,de mil novecientos setenta y ocho, la 
Sala Segunda de Apelaciones de Trabajo y Previ­
sión Social dictó SENTENCIA, v en lo que con­
cierne a la EXCEPCION DE INCONSTITUCIONA­
LIDAD PLANTEADA que interesa para la reso­
lución del presente caso, sostuvo: "Y, CONSI­
DERANDO: IJ que el artículo 117 de la Constitu 
ción de la República. establece que las relaciones 

del Estado y de sus entidades descentralizadas, au­
tónomas y semiautónomas. con sus trabajadores, 
se regirán por leyes especiales que tendrán por 
objeto obtener la mayor eficiencia de la función 
pública y la estabilidad de los trabajadores idó­
neos. Las instituciones anteriormente indicadas que 
no sean sostenidas con fondos del Estado y que 
realicen funciones económicas similares a las em­
presas de carácter privado se regirán en relación 
con el personal a su servicio, por sus leyes y re­
glamentos y supletoriamente por el Código de Tra­
bajo. El Estado a través de los organismos corres­
pondientes.' emitió la Ley Orgánica del Instituto 
Nacional de Comercialización Agrícola y el Regla­
mento de Personal de INDECA; para determinar 
los modos y formas de aplicación de ese precepto 
constitucional, pues Francisco Walker Linares, en 
el Tratado de Derecho de Trabajo, dirigido por 
Mario L. Deavali, Tomo I, pág. 330, edic. La Fe 
Buenos Aires, 1964, dice: no basta establecer en 
los textos constitucionales los principios que por la 
naturaleza de su enunciado tie~n el carácter de 
programático. Es necesario que la legislación res­
pectiva les dé la vigencia consiguiente, pues de lo 
contrario quedarán reducidos a declaraciones sin 
eficacia alguna, lo que desnaturaliza el precepto 
y la esencia del principio constitucional, germinan­
do un escepticismo en relación al mismo y, como 
consecuenc_ia, la pérdida de la fe en la natUrale­
za del precepto constitucional. La tarea del legis­
lador importa, por ello, la obligación a quien la 
ejerce de cumplir con las disposiciones constitu­
cionales, para que los derechos y garantías consti­
tucionales no sean vanas promesas que resienten 
la eficacia del régimen constitucional democrático, 
que tiende a garantizar la esencia y realizaci.ón de 
los derechos humanos y sociales. Il) El Organis­
mo Legislativo, emitió el Decreto 101-70, Ley Orgá­
nica del Instituto Nacional de Comercialización 
Agrícola, el que en su artículo 3o., establece DIS­
CRECIONALIDAD FUNCIONAL. El Gobierno de la 
República garantiza al INDECA la discrecionali­
dad funcional necesaria para el cumplimiento de 
su cometido, especialmente en lo relacionado con: 
lo .... 2o. La Administración de su personal, inclu 
yendo selección, nombramiento y remoción, de 
acuerdo con un reglamento específico que debe ser 
aprobado por el Organismo Ejecutivo. III) El Or­
ganismo Ejecutivo, a través del Ministerio de Tra· 
bajo y Previsión Social, emitió el Acuerdo Guber­
nativo número: 2-71, de fecha seis de septiembre 
de mil novecientos setenta y uno, que es el Regla­
mento de Personal de INDECA, con fundamento. 
según lo determina el Por Tanto, de dicho Acuer· 
do, en el artículo 117 y 189 inciso 4o., de la Cons­
titución de la República, el que en su artículo lo. 
indica: Las relaciones del Instituto Nacional de 
Comercialización Agrícola (que en lo sucesivo se 
denominará EL INSTITUTO O INDECA), con sus 
trabajadores se regirán por su Ley Orgánica y 
por los reglamentos debidamente aprobados, en la 
forma que establece la ley. El artículo 4o. dice: 
Todos los trabajadores del instiuto, además de lo 
previsto en el contrato de trabajo, gozarán de los 
derechos siguientes:. . . inciso g) A recibir su in­
demnización correspondiente, en caso de despido 
injustificado, de acuerdo con, este Reglamento y el 
Código de Trabajo; en el artículo 106 de este mis­
mo cuerpo legal, 'reza: Después de agotada la vía 
conciliatoria, los conflictos relativos a la aplica­
ción de estas normas, serán conocidos por las au­
toridades de trabajo. de conformidad con el Códi-
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go de Trabajo. IV) El señor José Guillermo Gon· 
zález Meneos, quien actuó en la audienc:a del d:a 
veintiuno de febrero del año en curso, en repre. 
sentación de la entidad demandada. ffijJ l:te:-~­
mente: La terminación de la relación la.bvra: pc::­
parte de IXDECA. en relación a la parte acta::-a. 
se encuentra contemplado dentro del artículo 9E 
inciso k del Reglamento de Personal del Inst:tuto. 
es decir que la causa del despido la entidad de­
mandada, la fundamentó, en el mismo Reglamen­
to, del cual hoy interpone excepción de Incons­
titucionalidad únicamente del artículo 106 del mis­
mo, cuando como ya se analizó también el artículo 
30 inciso g) del mismo cuerpo legal, nos remite 
al Código de Trabajo para la indemnización corres­
pondiente, en caso de despido injustificado y con­
tra este precepto, no interpone el recurrente, di­
cha excepción. V) El artículo 96 del Decreto No. 8 
de la Asamblea Constituyente, dice: Los Tribuna­
les de justicia observarán siempre el principio de 
que la Constitución prevalece sobre cualquier ley 
o tratado internacional y el 172 de la Constitución 
dice: Ninguna ley podrá contrariar las disposicio­
nes de la Constitución. Las leyes que violen o ter­
giversen los mandatos constitucionales son nulos 
ipsojure y ya se analizó anteriormente, que ni el 
Código de Trabajo, ni el artículo 106 del Regla­
mento de Personal del Instituto Nacional de Co­
mercialización Agrícola, contradicen los artículos 
117 y 172 de la Constitución de la República, sino 
que contienen normas para determinar los modos 
y las formas de aplicación de estos preceptos. Los 
cuerpos legales contra los cuales se interpone la 
excepción de Inconstitucionalidad, en ningún mo­
mento contradicen vulnera o infringen las garan­
tías constitucionales; en consecuencia la excepción 
de Inconstitucionalidad, planteada por la entidad 
demandada, es improcedente. Artículos 96, 100, 101, 
102, 103 de la Ley de Amparo, Habeas Corpus y 
de Constitucionalidad y leyes citadas". 

RECURSO DE CASACION 

El Ingeniero Oswaldo Porres Grajeda a nombre 
y representación del Instituto Nacional de Comer­
cialización Agrícola, con el auxilio del Abogado Os­
ear Rivera Iriarte, interpuso el recurso que se exa­
mina, de conformidad con el artículo 101, párra­
fo primero y segundo de la Ley de Amparo, Ha­
beas Corpus y de Constitucionalidad y con base en 
los artículos 620 párrafo primero y 621, inciso pri­
mero del Código Procesal Civil y Mercantil espe­
cíficamente por "VIOLACION DE LEYES". 

Manifiesta a la letra: "6o. ARTICULOS E IN­
CISOS DE LA LEY QUE SE ESTIMAN INFRIN­
GIDOS Y DOCTRINAS LEGALES EN SU CASO. 
6.1 Artículos e incisos de la Ley que se estiman 
infringidos. En la sentencia recurrida se han vio­
lado los artículos siguientes: Artículo 117 de la 
Constitución de la República; Artículo VI. Párrafo 
segundo del título XII, 'capítulo único, disposicio­
nes transitorias del Decreto 1748 del Congreso de 
la República (Ley de Servicio Civil). 6.2 Doctrinas 
Legales que se estiman infringidas en el presente 
caso: existe jurisprudencia adecuada al presente 
caso, habiéndose asentado en varios fallos de la 
Corte Suprema de Justicia, Cámara Civil, la doc­
trina: La aplicación del Código de Trabajo, a lal'l 
entidades autónomas, descentralizadas sostenidas 
con fondos del Estado, para solucionar sus rela­
ciones laborales, viola el artículo 117 de la Cons­
titución de la República. Me refiero a los juicios 

ordinarios laborales segui.dos pór trabajadores del 
Instituto Nacional de Electrificación (INDE) en 
centra de esta misma, al interponer Recurso de 
Casació:-1 P."-' parte de la demandada; resolucio­
!:!<:5 de fec=::as díecisé:s de julio de rniJ novecientos 
sete:::a y rio:;. veinte de julio, veintiséis de julio, 
\E:::t::::.'n de septiembre. veintiséis de octubre, to­
ces ce: n:::r::J año. rrjl novecientos setenta y dos, 
publicadü:;: en la Gaceta ce Los Tribunales del Or­
gan:;:n::> Judicial. segundo semestre 1 Julio-diciem­
bre' de ese rrúmo a.J¡o. El fallo de casación del 
juicio ordinario planteado por ex emp:eados de la 
Empresa Guatemalteca de Aviación A\'IATEC\. 
en contra de dicha Empresa. de fecha treinta de 
Agosto de mil novecientos setenta y tres que apa­
recen en La Gaceta de los Tribunales, segundo se­
mestre de mil novecientos setenta y tres. Publi­
cación del Organismo Judicial". 

Después de copiar literalmente el primer consi­
derando en sus tres párrafos de la sentencia re­
currida, en relación a la excepción interpuesta de 
Inconstitucionalidad del Código de Trabajo y del 
Reglamento de Personal, el recurrente afirma que 
la Sala hace transcripción literal del artículo cons­
titucional 117, sin analizar los casos diferentes de 
aplicación de cada uno, pues sólo dice que el Es­
tado emitió las leyes correspondientes para deter­
minar los modos y formas de aplicación de este 
precepto y hace equivocada referencia a la Ley 
Orgánica y al Reglamento de Personal de INDE­
CA, terminando la Sala por sostener que a INDE · 
CA le es aplicable el párrafo segundo del referido 
artículo. Que, "La Honorable Sala en su· afán de 
hacer valer el error citado entra a analizar tanto 
la Ley; Orgánica como el Reglamento de Personal 
de INDECA. Si bien es cierto el artículo tercero de 
dicha ley, la cual cita, establece discrecionalidad 
funcional garantizada por el Gobierno de la Repú­
blica; también lo es que esa discrecionalidad no 
puede traspasar los límites legales establecidos, ni 
mucho menos llegar a contradecir a nuestra car­
ta magna, lo mismo podemos decir para refutar 
el análisis que hace ese Tribunal del Acuerdo Gu­
bernativo de fecha seis de septiembre de mil no­
vecientos setenta y uno QUE ES REGLAMENTO 
DE PERSONAL DE INDECA cita del mismo los 
artículos lo., 3o., 4o., el artículo lo., 3o., 4o., y 30 
como cualquier otro artículo de ese Reglamento 
o de la Ley Orgánica que haga referencia al Códi­
go de Trabajo, simplemente lo hace con un carác· 
ter de aplicación analógica, explicativa, aclarativa 
de las normas del reglamento, tal el caso de la 
indemnización; pero de ninguna manera amplián­
dolas. De ser así esto último, los trabajadores de 
INDECA al regirse extensivamente por el Código 
de Trabajo tendrían derecho a organizarse sindical· 
mente, a la huelga, y a otros derechos que como 
secuela distorsionaría la naturaleza y fines del Ins­
tituto como institución estatal cre:~.do a través del 
Decreto 101-70". 

"En relación al artículo 106 calificado por noso­
tros de inconstitucional al interponer la excepción, 
podemos decir, que precisamente por devenir en 
inconstitucional es que impugnamos su aplicación, 
puesto que aunque dicho artículo de ese Reglamen­
to remita a las autoridades de trabajo para cono· 
cer los conflictos relativos a la aplicación de sus 
normas, de conformidad con el Código de Traba 
jo, estos Tribunales no pueden entrar a conocer, 
esos conflictos puesto que existe organi!!mos espe­
cíficos, asi como un procedimiento establecido en 
la Ley de Servicio Civil. Por las razones que más 
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adelante apuntaremos. sostenemos que D.TIECA es 
una Institución que debe aplicársele el primer pá­
rrafo del artículo de la O:lnstitución de la Repúbli­
ca; y por ende la ley específica que la rige debe 
ser la Ley de Senicio Civil. El Reglamento de 
Personal del Instituto, no tiene como fuente úni­
camente a la Ley Orgánica, sino también a la Ley 
de Servicio Civil, la que en su título Unico Artículo 
VI ordena a las Instituciones, con las caracterís­
ticas de INDECA emitir sus propios reglamentos 
que rijan sus relaciones con el personal que tra­
baja a su disposición. Lo que no significa facul­
tar a las instituciones sostenidas con fondos del 
Estado, por medio de sus reglamentos a que sal­
gan del ámbito de su control y aplicación, en fran­
ca contradicción con la misma ley y la Constitu­
ción de la República, como se pretende hacer en 
el presente caso al aplicar la Sala el artículo 106 
del Reglamento de Marras". 

"2. RAZONES POR LAS CUALES ESTIMO VIO­
LADAS LAS DISPOSICIONES LEGALES CITADAS 
EN EL NUMERAL. I DE ESTE MEMORIAL. Por 
falta de diligencia la Honorable Sala en la reso­
lución impugnada, no hace un adecuado análisis 
del artículo constitucional 117 de la Constitución de 
la República, por lo que no hace la debida aplica­
ción de dicho artículo, violando la ley al no cum­
plir lo que ésta dispone. La violación de la ley 
puede producirse por la mala elección de la nor­
ma aplicada al caso concreto o por la no aplica· 
ción de la norma específica al conflicto de intere­
ses sometido a estudio y decisión. Veamos el ar­
tículo de la Constitución de la República, establece 
que las relaciones del Estado y de sus entidades 
descentralizadas, autónomas, semiautónomas con 
sus trabajadores se regirán por las leyes especia­
les que tendrán por objeto obtener la mayor efica­
cia de función pública y la estabilidad de los traba­
jadores idóneos. Las instituciones anteriormente in­
dicadas que no sean sostenidas con fondos del Estado 
y que realicen funciones económicas similares a las 
empresas de carácter privado, se regirán en rela­
ción con el personal a su servicio, por sus leyes 
y reglamentos y, supletoriamente, por el Código 
de Trabajo; al aplicar esta norma al caso de IN­
DECA. es necesario analizar la naturaleza, fines, 
actividades y origen de los fondos de la Institución 
para determinar cuál de los dos párrafos del ar­
tículo citado se adecúa al caso concreto que nos 
preocupa. El artículo lo. de la Ley Orgánica de 
INDECA, contenida en el Decreto 101-70 del Con­
greso de la República establece que la Institución 
que represento es Estatal, autónoma, descentrali­
zada por lo que sus relaciones con sus trabajado­
res debe regirse por leyes especiales, de acuerdo 
a lo que reza el primer párrafo del artículo cons­
titucional ya indicado, siendo esa ley especial, la 
Ley de Servicio Civil contenida en decreto 1748 
del Congreso de la República. Tómese en cuenta 
que en esas mismas relaciones en cuanto a las 
prestaciones y garantías de los trabajadores del 
Instituto, también debe aplicarse el Reglamento de 
Personal, el cual como dijimos anteriormente, tie­
ne su fuente en la mi,sma Ley de Servicio Civil 
como en la Ley Orgánica de INDECA. Pero el Ar­
tículo 106 del Reglamento de Personal del Instituto 
Nacional de Comercialización Agrícola, aunque así 
lo establezca no puede aplicarse al caso concreto 
que nos ocupa por remitir los conflictos laborales 
que surgieren entre el personal y el Instituto a los 

TribunalEs de Trabajo. puesto que para eso existen 
órganos administrativos competentes, según la Ley 
de Senicio Ci\il ... 

''Por qué no puede aplicarse el párrafo segundo 
del artículo constitucional citado: PRIMERO: Por­
que Th'DECA como Institución Descentralizada Au­
tónoma es Sostenida con fondos del Estado: El Tí­
tulo IV. Régimen Económico y Financiero Capítulo 
I Régimen Económico de la Ley Orgánica del IN­
DECA, establece cor, claridad el patrimonio de 
INDECA, constituyéndose el mismo con su capital 
propio, bienes que sean transferidos o demás re­
cursos obtenidos, como está dispuesto en el Artícu 
lo 24. El artículo 27 de la misma ley indica, al ha­
blar del capital de operaciones de INDECA que es­
te capital se constituye entre otros recursos por 
las aportaciones que el Gobierno de la República 
ha hecho durante cada ejercicio fiscal desde mil 
novecientos setenta y uno, año en que fue funda­
dada la Institución, a la fecha, en partidas anua­
les como consta en los Acuerdos Gubernativos, agre­
gados a los autos, en que aprueba el Presupuesto 
de INDECA por treinta y dos millones cuatrocientos 
siete mil ochocientos cuarenta y nuev~ quetzales 
correspondiente al año de mil novecientos seten­
ta y ocho y que principió a surtir sus efectos a par­
tir del primero de enero en curso, y el acuerdo 
que amplió el presupuesto de ingresos del Instituto 
para el ·mismo ejercicio fiscal en la cantidad de 
seiscientos noventa mil cincuenta quetzales exac­
tos, acuerdos debidamente publicados en el Di.ario 
Oficial. Además, el capital que obtiene mediante 
la contratación de préstamos internos y externos, 
siempre cuentan con el aval del Estado. Agrégue­
se a lo anterior los aportes que otorga el Gobier­
no de la República para financiar operaciones de. 
fomento con fines de estabilización de precios. Lo 
anterior consta en los artículos 26, 27 y 28 de la 
referida Ley Orgánica. 

Continúa exponiendo que, INDECA es una ins­
titución autónoma Descentralizada que no realiza 
funciones Económicas similares a las Empresas de 
carácter privado, conforme a su Ley Orgánica lo 
establece, es decir que no efectúa funciones eco­
nómicas similares a las empresas de carácter pri­
vado, pues tiene establecidas las clases de opera­
ciones que debe realizar, conforme artículo 22 de 
la Ley Orgánica no tiene fines lucrativos ni por 
finalidad obtener ganancias en provecho propio, 
objetivo de enriquecimiento, -señalando otras fun­
ciones propias del organismo; y que si bien es cier­
to, que el artículo 40 de la misma Ley Orgánica, 
autoriza al Instituto para cobrar por cualquier ser­
vicio de los que presta, no significa de ninguna 
manera actividad mercantil, ni lucrativa, sino la 
prestación de servicio estatal; por lo que no ame­
rita la aplicación del segundo párrafo del artículo 
117 de la Constitución de la República, sino por 
el contrario debe aplicarse el primer párrafo de 
dicho artículo. 

"De este análisis concluímos que INDECA es 
una institución sostenida con fondos del Estado 
y que no realiza funciones económicas similares 
a las empresas de carácter privado, por lo que no 
puede regirse en relación con el personal a su 
servicio únicamente por sus leyes y reglamentos y 
supletoriamente, por el Código de Trabajo, como 
lo establece el párrafo segundo de la Ley que ana­
lizamos, sino principalmente por la Ley específica, 
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que es la Ley del Servicio Civil, aplicando correc­
tamente el primer párrafo de la misma ley cons­
titucional citada". 

"3. RAZONES POR LAS CUALES ESTIMO VIO­
LADAS LAS DOCTRINAS LEGALES APLICABLES 
AL CASO. Al alegar la infracción de doctrina le­
gal, cumpliendo con lo que establece el artículo 62i 
del Código Procesal Civil y :\fercantil. he citado 
en el numeral I de este memorial más de cinco 
fallos uniformes del tribunal de casación que enun­
cian un mismo criterio, en casos similares al pre­
sente, y no interrumpidos a la fecha por ütro en 
contrario. La doctrina legal asentada en dichos fa­
llos reza: LA APLICACION DEL CODIGO DE 
TRABAJO A LAS ENTIDADES AUTONOMAS DES­
CENTRALIZADAS SOSTENIDAS CON FONDOS 
DEL ESTADO PARA SOLUCIONAR SUS RELA­
CIONES LABORALES, VIOLA EL ARTICULO 117 
DE LA CONSTITUCION DE LA REPUBLICA. Al 
no hacer aplicación de esta doctrina legal, la que 
ni siquiera fue considerada por la Sala que profi­
rió el fallo apelado, se viola la misma a pesar de 
que le fue citada en el memorial presentado por 
INDECA, de fecha catorce de julio del corriente 
año, por lo dicho anteriormente, podemos afirmar 
que INDECA es una Institución Estatal, autónoma, 
descentralizada, sostenida con fondos del Estado: 
según lo argumentado en el número III inciso :ro. 
de este memorial. Por lo que la aplicación del Có­
digo de Trabajo a INDECA, para solucionar los 
conflictos laborales que surjan entre la entidad 
que represento y sus trabajadores, viola el artícu­
lo 117 de la Constitución de la República, ya que 
este tipo de conflictos laborales deben solucionarse 
conforme a las nomas de sus leyes constitutivas y 
la Ley de Servicio Civil, sin recurrir al Código de 
Trabajo". 

Efectuado el día dE' la vista procede resolver, 

CONSIDERANDO: 

En el memorial que contiene el recurso que se 
examina, el representante del Instituto Nacional 
de Comercialización Agrícola, al señalar el caso de 
procedencia que exige ei inciso 4o. del Artículo 619 
del Código Procesal Civil y Mercantil, dice tex­
tualmente: ''El presente recurso de Casación es 
procedente de conformidad con el artículo 101, pá­
rrafo primero y segundo de la Ley de Amparo, 
Hábeas Corpus y de Constitucionalidad contenido 
en el decreto número ocho de la Asamblea Consti­
tuyente de la República de Guatemala; y de acuer­
do con los Artículos 620, párrafo primero y 621, 
inciso primero del Código Procesal Civil y Mer­
cantil, contenido en el Decreto Ley número 107, en 
virtud de que el presente Recurso de Casación se 
interpone por violación de leyes". De lo transcrito 
anteriormente se advierte que el recurrente, en el 
presente asunto, solamente ha señalado un caso de 
procedencia, el de VIOLACION DE LEYES conte­
nido en el inciso primero del artículo 621 del Có­
digo Procesal Civil y Mercantil, y, siendo así, el 
examen posterior debe recaer única y exclusiva­
mente sobre el submotivo antes relacionado. 

Como puede apreciarse de lo expuesto en el pá­
rrafo anterior. el recurrente ha invocado el artícu­
lo 101 de la Ley de Amparo, Hábeas Corpus y de 
Constitucionalidad en sus dos párrafos para fun­
damentar la procedencia del Recurso de Casación 
interpuesto, toda vez, que tratándose de una sen­
tencia recaída en un juicio ordinario laboral, el ci­
tado recurso solamente puede plantearse de acuer-

do con la disposiCión legal indicada, ya que la ca· 
sación que establece el artículo 620 del Código Pro­
cesal Civil y :\:Iercantil, en el que también se apo· 
ya el recurrente, sólo comprende las sentencias o 
autos definitivos de segunda Instancia que termi­
nen !os iuicios ordinarios de mayor cuantía de ín­
dole ¿\il. Aclarado lo anterior, procede analizar­
se Sl el caso invocado por el recurrente, o sea el 
de \"IOLACIOX DE LEYES. es el apropiado para 
el caso sub-litis. En primer lugar se observa que 
el recurrente. al señalar como submotivo el de 
violación de leyes1 pre\isto en el inciso lo. párra­
fo lo. del citado artículo 621 del Decreto Ley 107, 
está incurriendo en el error de considerar que la 
casación para el proceso laboral es igual que para 
los procesos civiles, mercantiles o contenciosos ad­
ministrativos que la admiten en todos los casos 
expresamente consignados en los artículos 621 y 
622 del Código Procesal Civil y Mercantil. De acep­
tarse la equiparación señalada, tendría que admi­
tirse también que los efectos del Recurso de Casa­
ción contra las sentencias de segunda instancia 
que terminan los procesos ordinarios de mayor 
cuantía de índole laboral, serían los mismos para 
los Recursos de Casación que proceden contra las 
sentencias o autos definitivos que se producen en 
el proceso civil, lo cual es un craso error, ya que 
la casación interpuesta contra las sentencias labo­
rales citadas, obligarían según el caso al Tribu­
nal de Casación, a resolver sobre el fondo de la 
cuestión debatida, o anular lo actuado desde que 
se cometió la falta en esta última situación, si el 
recurso se hubiera interpuesto por quebrantamien­
to substancial del procedimiento, lo que no es ad­
misible jurídicamente, ya que el único objeto a 
considerar es el de que, establecida la inconstitu­
cionalidad total o parcial de una ley o reglamento, 
se declare que el precepto legal es inaplicable 
al caso planteado, tomando en consideración que la 
casación en contra de las sentencias de segunda 
instancia laborales se limita únicamente a conocer 
sobre la inconstitucionalidad de una ley o regla­
mento. De todo lo expuesto se infiere que el recu­
rrente no hace la correspondiente fundamentación 
de derecho adecuada a su pretensión, pues la vía 
por él escogida de VIOLACION DE LEYES no puede 
transformarse en un asunto de inconstitucipnalidad; 
ya que los supuestos legales y de hecho, expues­
tos en el recurso, no tienen ningún vinculo con la 
situación de la excepción planteada. 

Claramente preceptúa el párrafo segundo del ar­
tículo 246 de la Constitución de la República, que, 
en casos concretos, en cualquier instancia y en ca­
sación, antes de dictarse sentencia, las partes po­
drán plantear la inconstitucionalidad total o parcial 
de una ley y el triJmnal deberá pronunciarse al res­
pecto y si se declarara la inconstitucionalidad, la 
sentencia se limitará a establecer que el precepto 
legal es inaplicable al caso planteado y será trans­
crito al Congreso, principio que está consagrado 
en la Ley de Amparo, Hábeas Corpus y de Consti­
tucionalidad. La inconstitucionalidad es un vicio ob­
jetivo del cual puede adolecer cualquier ley, siem­
pre y cuando los principios que ésta regula estén en 
pugna o contraríen lo preceptuado por la Constitu­
ción de la República; empero, en manera alguna, 
puede plantearse la inconstitucionalidad de una ley, 
haciendo uso del submotivo de violación de leyes, 
como lo hace el recurrente, porque el hecho de que 
los Tribunales violen determinada ley, de ninguna 
forma ese yerro daría motivo para estimar incons­
titucional la ley violada si no tiene tal defecto. 
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Por todo lo que se ha dejado expuesto anteriormen­
te, se llega a la conclusión sobre la inadmisibili­
dad del recurso interpuesto. 

LEYES APLICABLES 

Artículos citados y 66, 86, 87, 88, 627, 628, 633 y 
635 del Código Procesal Civil y Mercantil: 32. 38 
inciso 2o., 143, 157, 159, 163 y 169 de la Ley del 
Organismo Judicial, 

POR TANTO, 

La Corte Suprema de Justicia, Cámara Civil, 
DESESTIMA el recurso de casación de que se ha 
hecho mérito; condena al recurrente en las costas 
del mismo y le impone una multa de cien quet­
zales que deberán enterar en la Tesorería del Or­
ganismo Judicial dentro del término de cinco días, 
la que en caso de insolvencia conmutará con diez 
días de prisión. NOTIFIQUESE y con certificación 
de lo resuelto devu¡f!lvanse los antecedentes al Tri­
bunal de su origen. 

(Fs.)-C. E. Ovando B. - Marco T. Ordóñez 
Fetzer. - Julio García C. - Fed. Barillas C. -
Herib. Robles A. - Ante mí: M. Alvarez Lobos. 

CIVIL 

Recurso de Caaación interpuesto por el Ingenie­
ro Oswaldo Porrea Grajeda como represen­
tante legal del Instituto Nacional de Comer 
cializac:ión Agrícola, en el juicio ordinario 
laboral seguido por Obdulio de León de León 
contra la mencionada empresa, en el Juzga­
do Primero de Trabajo y Previsión Social de 
la Primera Zona Económica. 

DOCTRINA: l.-En materia laboral, se admite 
la casación en forma excepcional, con el 
único fin de plantear la INCONSTITUCIO­
NALIDAD de determinada ley que ae haya 
aplicado al caso concreto; si se aparta de ese 
propósito el recur&o devien·e improcedente. 

11.-La i aplicabilidad de determinada ley a 
un caso concreto, por cualquier motivo, no 
implica que esa ley sea INCONSTITUCIONAL 
si la misma no está en pugna o contraviene 
una norma de la Carta Fundamental. 

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, CAMA­
RA CIVIL: Guatemala, cinco de julio de mil 
novecientos setenta y nueve. 

Se tiene a la vista para resolver el recurso de 
casación que Oswaldo Forres Grajeda a nombre 
y en representación del Instituto Nacional de Co­
mercialización Agrícola (INDECA), interpone 
contra la sentencia de la Sala Segunda de la 
Corte de- Apelaciones de· Trabajo y Previsión 
Social dictada el catorce de febrero del año en 
curso, en el juicio ordinario promovido contra 
dicha entidad por Obdulio de León de León, 
ante el Juzgado Primero de Trabajo y Previsión 
Social de la Primera Zona Económica. 

ANTECEDENTES: 

~Ianifiesta el actor de León de León que ini­
ció vinculo laboral con la Dirección General 
del )!inisterio de Agricultura, el primero de 
agosto de mil novecientos sesenta y uno y que 
el treinta y uno de marzo de mil novecientos 
setenta y uno lo absorbió el Instituto ~acional 
de Comercialización Agrícola por haber desapa­
recido la mrección General de ~ercadeo Agro­
pecuario; y que laboró en la segunda entidad 
hasta el cuatro de octubre de mil novecientos 
setenta y seis cuando presentó renuncia del 
cargo, oportunidad en la que solicitó. se tomara 
en cuenta al hacer su liquidación, lo preceptua­
do por el artículo 101 del Reglamento del Per­
sonal de INDECA, en el sentido de que el traba­
jador con más de diez años de servicio tiene 
derecho a una recompensa en dinero equivalen­
te al promedio mensual del salario completo 
que haya devengado, en el último semestre por 
cada año de servicio o la parte proporcional que 
le corresponda por fracción de año; apoya asi­
mismo su pedimento en el artículo 105 de la 
disposición reglamentaria citadá, en lo referente 
a los derechos y garantías adquiridos por los 
trabajadores de la entidad, con anterioridad a la 
fecha de _cuando entró en vigor dicho regla­
mento. 

Que su renuncia fue aceptada por Acuerdo 
del Gerente General del Instituto en el que 
se dispone que se le cancelaran las prestaciones 
que por Ley le corresponden y posteriormente, 
agotada la vía admistrativa reitera que se in­
cluyera en su liquidación la prestación de re­
compensa preceptuada en los artículos regla­
mentarios ya citados y en base en la resolución 
veintiséis del veintidós de marzo de mil nove­
cientos setenta y uno de la Junta Directiva de 
INDECA, que reconoce derechos de antigüedad 
a los que fueron absorbidos por la Exdirección Ge­
neral de Mercadeo Agropecuario. Expone tam­
bién de León de León que sobre la solicitud 
para que se le cubra la citada prestación el 
Asesor Jurídico del Instituto, dictaminó que 
carece de base legal en la reclamación de re­
compensa y que al habe.r apelado de ello, se le 
notificó la resolución GG-treinta y nueve se­
tenta y siete del veintiuno de abril del año 
pasado en la cual la Gerencia ratifica, aprue­
ba los dictámenes emitidos por la Asesoría Ju­
rídica y manifiesta que es improcedente el de­
recho a la prestación señalada por el artículo 
101 del Reglamento de Personal de INDECA. 

Agrega también, que para los efectos de la 
liQuidación se deben tomar en cuenta quince 
años, dos meses y cuatro días de servicios, ha­
biendo devengado en el último semestre sueldos 
de cuatrocientos veinticinco quetzales al mes, 
cifra que debe tomarse como base para la li­
quidación, la que asciende a seis mil cuatro­
cientos cincuenta quetzales, prestación que le 
corresponde en concepto de recompensa por el 
tiempo laborado que ya indicó el exponente y 
por daños, perjuicios y costas causadas por, las 
que se computarán, al final de la liquidación. 

El Juzgado le dió trámite a la demanda la 
cual fue contestada en sentido negativo por el 
Representante de INDECA quien interpuso con­
tra la misma la excepción perentoria de inexis­
tencia de la reclamación efectuada por el actor, 
basado en que no le son aplicables los artículos 
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101 y 105 del Reglamento de Personal de la 
Ley Orgánica de Th"DECA, pues c:zando éste 
entró en vigor solamente ten:ía derecho a las 
prestaciones que confiere el artículo 61 de la 
Ley de Servicio Chil; hizo referencia al caso 
de la Licenciada Carmen ~Iarina Grajeda, cita­
do como precedente por de León de León, pero 
objetó que a dicha persona se le cubrieron otras 
prestaciones porque terminó su relación labo­
ral por despido. 

El Juez al dictar sentencia DECLARA: "I) 
SIN LUGAR la excepción perentoria de inexis­
tencia de la reclamación efectuada por el actor; 
II) CON LUGAR la demanda promovida por 
Obdulio de León de León contra el Instituto 
Nacional de Comercialización Agrícola INDE­
CA; III) En consecuencia, condena a la entidad 
demandada, a pagar dentro del tercero día 
de encontrarse firme el presente fallo la cantidad 
de SEIS MIL CUATROCIENTOS CINCUENTA 
QUETZALES, CON CINCUENTA Y CUATRO 
CENTAVOS; IV) SIN LUGAR la demanda, en 
cuanto a la condena en costas y en cuanto a los 
daños y perjuicios solicitados por el actor, por la 
naturaleza de las prestaciones y del proceso 
laboral. NOTIFIQUESE y extiéndase las copias 
de ley'~. 

El Gerente General del Instituto Nacional de 
Comercialización Agrícola apela de este fallo y 
al darle audiencia para manifestar los motivos de 
su inconformidad, entre otros conceptos expresa: 
"SEGUNDO: Asimismo, al evacuar la audien­
cia antes mencionada, vengo a interponer la 
Excepción de Inconstitucionalidad de la apli­
cación en el caso concreto que nos ocupa del 
Código de Trabajo y el Reglamento de Perso­
nal del Instituto Nacional ... ., Comercialización 
Agrícola, especüicamente en su artículo 106". 

SENTENCIA RECURRIDA 

Inicia sus consideraciones afirmando que el 
artícul<? 117 de la Constitución de la República, 
determma que "Las relaciones del Estado y de 
sus entidades descentralizadas, autónomas se­
miautónomas, con sus trabajadores se regirá~ por 
leyes especiales que tendrán por objeto obtener 
la mayor eficacia de las funciones públicas y 
la estabilidad de los trabajadores idóneos. Las 
instituciones anteriormente indicadas que no 
sean sostenidas con fondos del Estado y que 
realicen funciones económicas similares a las 
empresas de carácter privado, se regirán en 
relación con el personal a su servicio, po; sus 
leye~ y reglamentos, y supletoriamente, por el 
Código de Trabajo"; hace un análisis de la nor­
ma supradicha estimando que el Estado como 
síntesis de intereses, justifica su personalidad 
a través de sus fines que se materializan en los 
diferentes órganos de la administración, y que 
e!l esa virtud, emitió la Ley Orgánica del Ins­
tituto Nacional de Comercialización Agrícola 
y se emitió el respectivo reglamento de Perso· 
nal de INDECA, para determinar los modos y 
f~rmas de aplicación de este precepto. Al con­
tmuar con el desarrollo de sus razonamientos 
expresa que cabe apreciar asimismo, que d~ 
conformidad con la doctrina del artículo 172 
de la Carta Magna, ninguna ley podrá contra­
riar las disposiciones de la Constitución· las 
leyes que violen o tergiversen los mandatos . 

con;;tit1:d.ona:es son nulos ipaojure. Agrega. 
ademá-5, :a Sala Sentenciadora; ''IIIJ Que, del 
análisis del Código de Trabajo, como del ar­
tíc;¡lo lül del Reglamento de Personal de ese 
Instituto, se aprecia que. no contradicen la 
doctrina contemplada en el artículo 117 de la 
Constitución de la República, pues dichos cuer­
pos de leyes contienen normas sustantivas y 
procesales que indican cuál es la mecánica a 
seguir para la efectividad respectiva, en este 
caso, el actor de este asunto, señor Obdulio de 
León de León, reclama pago de una prestación 
de recompensa contenida en el artículo 101 del 
Reglamento de Personal de INDECA, y, siendo 
que del estudio de las normas respectivas de 
estos cuerpos de leyes en su aplicación a este 
asunto, no contienen normas que vulneren e 
infrinjan el espíritu de normas constitucionales. 
En esa virtud, al no adquirir vida jurídica-le­
gal la excepción de inconstitucionalidad inter­
puesta por el Gerente General del Instituto 
Nacional de Comercialización Agrícola INDE­
CA, en esta instancia, lo procedente es decla­
rarla sin lugar". 

La Sala Sentenciadora continúa con los fun­
damentos de su fallo, haciendo un recuento de 
los cargos desempeñados por de León de León, 
hasta el treinta y uno de marzo de mil nove­
cientos setenta y ].lno y que según se despren­
de de la demanda a esa fecha al instituirse el 
Instituto Nacional de Comercialización Agríco­
la INDECA, fue absorbido por dicha institu­
ción, por· el hecho de haber desaparecido la 
Dirección General de Mercadeo Agropecuario. 

Aprecia, también, la segunda instancia que 
de León de León el cuatro de octubre de mil 
novecientos setenta y seis, renuncia del puesto 
que desempeñaba en la referida institución y 
que del estudio de Jo anteriormente externado, 
se evidencia que dicha persona ha venido pres­
tando sus servicios al Estado en distintas depen­
dencias y, siendo que el Estado, como ya se dijo, 
desenvuelve sus fines por medio de sus órga­
nos, cabe entonces apreciar la continuidad de 
trabajo del demandante, continuidad que asien­
ta base para evidenciar su antigüedad, extremo 
que se robustece con la circunstancia de que 
los trabajadores de INDECA fueron absorbí· 
dos de la Exdirección General de Mercadeo 
Agropecuario, se les reconocen sus derechos de 
antigüedad, y, siendo que el referido derecho 
no puede. ser disminuido en su lapso de trabajo, 
en esa VIrtud, lo resuelto en primer grado está 
correcto y debe sostenerse, "extremos éstos 
últimos que también se imponen en lo que atañe 
a la declaración que se hace en lo que se refie­
re a declarar sin lugar la demanda en cuanto 
a 1~ p~tición de condena en costas' y daños y 
perJUiciOs, por la naturaleza de las prestacio­
nes y del proceso laboral". En base a lo ante­
rior la Sala dicta sentencia y "DECLARA: SIN 
LUGAR la excepción de inconstitucionalidad in­
terpuesta por el Gerente General del Instituto 
Nacional de Comercialización Agrícola INDE­
CA; y SE CONFIRMA la sentencia examinada". 

RECURSO DE CASACION 

El interponente manifiesta que el presente 
recurso "es procedente de conformidad con los 
artículos 101, párrafos primero y segundo de 
la Ley de Amparo, Hábeas Corpus y de Cons-
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titncionalidad contenido en el Decreto número 
8 de la Asamblea Constituyente de la Repú­
blica de Guatemala; y de acuerdo con los ar­
tícúlos 620, párrafo 19 y 621, inciso primero del 
Código Procesal Civil y Mercantil, del Decreto 
Ley número 107, en virtud de que el presente 
Recurso de Casación se interpone por viola­
ción de leyes"_ 

Acusa como violados en la sentencia impug­
nada los siguientes artículos: 117 y 172 de la 
Constitución de la República; Artículo VI, pá­
rrafo 29 del Título XII, Capítulo "Cnico Dispo­
siciones Transitorias del Decreto 1748 del Con­
greso de la República (Ley de Servicio Civil). 

Afirma que existe jurisprudencia adecuada 
al presente caso, habiéndose asentado en varios 
fallos de la Corte Suprema de Justicia, Cámara 
Civil, esta doctrina: "La aplicación del Código 
de Trabajo, a las entidades autónomas descen­
tralizadas, sostenidas con fondos del Estado, 
para solucionar sus relaciones laborales, viola 
el artículo 117 de la Constitución de la Repú­
blica". Para reforzar su criterio cita las reso­
luciones de esta Corte, Cámara Civil del die­
ciséis de julio; veinte de julio; veintiséis de 
julio; veintiséis de octubre; veintiocho de sep­
tiembre, respectivamente, todas del año de mil 
novecientos setenta y dos y repite literalmente 
la doctrina antes asentada por él, sobre la ju­
risprudencia. 

Cuando fundamenta su recurso, hace refe­
rencia a los hechos de la demanda y recuerda 
que en Segunda Instancia interpone INDECA, 
la excepción de "Inconstitucionalidad de la Ley, 
de la aplicación en el caso concreto que nos 
ocupa del Código de Trabajo y el Reglamento de 
Personal del Instituto Nacional de Comercializa­
ción Agrícola (INDECA), específicamente de 
su artículo 106 al evacuar la audiencia que le 
fuera conferida al Instituto, argumentando los 
motivos legales por los cuales los Tribunales de 
Trabajo no pueden conocer demandas o recla­
maciones laborales hechas por los empleados de 
la Institución en contra de la misma, por las 
circunstancias fundamentales de que INDECA, 
de conformidad con el artículo 117 de la Cons­
titución de la República, de acuerdo a su pro­
pia Ley Orgánica contenida en el Decreto 101-
70 del Congreso de la República, debe regirse 
por la ley especial (Ley de Servicio Civil), a 
que remita el artículo constitucional mencio­
nado". 

Reitera su criterio de que al sentenciar la 
Sala declaró sin lugar la excepción planteada 
infringiendo los artículos constitucionales 117 
y 172, los apartados de la Ley de Servicio 
Civil ya mencionados y la doctrina legal citada. 

En el apartado, análisis de la sentencia re. 
currida copia nuevamente el CONSIDERANDO 
que contiene el texto íntegro del artículo 117 
de la Constitución de la República. Insiste en 
mencionar los argumentos referentes a ese con­
siderando y reitera lo expresado por la Sala, en 
los números romanos li y III, relatados en lí­
neas anteriores de este resumen del recurso. 
En seguida dice: "La Sala al principio de dicho 
considerando hace la transcripción literal del 
artículo constitucional 117 sin analizar los ca­
sos diferentes que contiene el ámbito de apli­
cación de cada uno de sus párrafos; afirmando 
que con fundamento en esta norma constitu­
cional se emitió la 1 ey Orgánica de INDECA 

y el Reglamento de Personal del Instituto. La 
realidad es que Sala parte de una premisa fal­
sa al fundamentar su fallo debido a que deja 
por sentado entre líneas, así porque sí, sin previo 
análisis, que a INDECA le es aplicable el párra­
fo segundo sin tomar en cuenta lo argumenta­
do por mí al evacuar la audiencia conferida". 
Acusa que la Sala no entra a examinar la Ley 
Orgánica del IXDECA ni el Reglamento de 
Personal del mismo. Que dicha Ley y su regla­
mento, cuando hacen ref<>rencia al Código de 
Trabajo, siipplemente lo hacen con un carácter 
de aplicación analógica, explicativa, aclarativa 
de las normas de la ley, o el reglamento, tal el 
caso de la indemnización, pero que de ninguna 
forma puede ampliarse de tal manera que todas 
las normas del Código de Trabajo puedan ser­
les aplicables. De ser así, arguye, además los 
trabajadores de INDECA tendrían derecho a 
sindicalizarse, a la huelga y a otros derechos que 
como secuela distorsionaría la naturaleza y fines 
del INDECA como Institución Estatal creada 
por el Decreto 101-70 del Congreso de la Re­
pública. 

En relación al artículo 106 que el recurrente 
califica como inconstitucional al interponer la 
excepción y que por ello impugna su aplicación, 
indica que aunque dicho artículo remita a las 
autoridades" de trabajo para conocer los con­
flictos relativos a la aplicación de sus normas, 
de conformidad con el Código de Trabajo, es­
tos Tribunales no pueden entrar a conocer esos 
conflictos puesto que existen organismos espe­
cíficos, así como un procedimiento establecido 
en la Ley de Servicio Civil. Señala el mismo 
impugnador, que el Reglamento de Personal del 
Instituto, no tiene como fuente única a la Ley 
Orgánica, sino también a la Ley del Servicio 
Civil conforme su Título Unico artículo VI que 
ordena a las institucioned como la que represen­
ta, a emitir sus propios reglamentos que rijan 
sus relaciones con el personal que trabaja a su 
disposición. Esto, expresa, no faculta a las ins­
tituciones sostenidas con fondos del Estado por 
medio de sus reglamentos a que salgan del ám­
bito de su centro y aplicación, en franca con­
tradicción con la misma ley y la Constitución de 
la República, como se pretende hacer en el 
presente caso al aplicar la Sala el artículo 106 
del Reglamento de marras. Continúa afirman­
do, que los artículos que cita la sala no con­
tradicen en nada lo argumentado por INDECA 
al hacer valer la excepción interpuesta. Además, 
adiciona el siguiente párrafo: "En el por tanto 
de la sentencia en relación a la Excepción de 
Inconstitucionalidad de la Sala al resolver de­
claró: SIN LUGAR la excepción de Inconstitu­
cionalidad interpuesta por el Gerente General 
del Instituto Nacional de Comercialización 
Agrícola (INDECA); y SE CONFIRMA la sen­
tencia examinada. Esta resolución parte preci­
samente de lo erróneo considerado por la Sala 
como lo expuse arriba y de la mala aplicación 
de la ley, habiendo hecho caso omiso de la doc­
trina legal a que más adelante haremos men­
ción". 

El recurrente expone también: "29 Razones 
por las cuales estimo violadas las disposiciones 
legales citadas en el numeral primero de este 
memorial". Y repite el argumento de que por 
falta de diligencia la Honorable Sala en reso­
lución impugnada no" hace un adecuado análi-
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sis del artículo Constitucional 117, por lo que 
no hace la debida aplicación de dicho artículo, 
violando la ley al no cum{llir lo que ésta dis­
pone"-

Sostiene que: "La violación de la ley puede 
producirse por mala elección de la norma apli­
cada al caso concreto o por la no aplicación d11 
la norma específica al conflicto de intereses 
sometido a estudio y decisión"- Desarrolla su 
razonamiento reiterando la cita del artículo 
117 de la Constitución; en esta fase del recur­
so aduce que al aplicar esta norma al caso de 
INDECA, es necesario analizar la naturaleza, 
fines, actividades y origen de los fondos de la 
institución para determinar cuál de los dos pá­
rrafos del artículo citado se adecúa al caso 
concreto que nos ocupa. 

Que el artículo 1 Q de la Ley Orgánica de 
INDECA, contenida en el Decreto 101-70 del 
Congreso de la República, establece que la Ins­
titución es estatal, autónoma, descentralizada 
por lo que sus relaciones con sus trabajadores 
deben regirse por leyes especiales, de acuerdo 
a lo que reza el primer párrafo del artículo 
constitucional ya indicado, siendo esa Ley es­
pecial la Ley de Servicio Civil. A este argu­
mento adiciona lo que sigue: "Tómese en cuen­
ta que en esas mismas rélaciones en cuanto a 
las prestaciones y garantías de los trabajadores 
del Instituto, también debe aplicarse el Regla­
mento de Personal, el cual como dijimos ante­
riormente, tiene su fuente en la misma Ley de 
Servicio Civil, como en la Ley Orgánica de 
INDECA pero el artículo 106 del Reglamento 
de Personal del Instituto de Comercialización 
Agrícola, aunque así lo establezca no puede 
aplicarse al caso concreto que nos ocupa por 
remitir los conflictos laborales que surgieren 
entre el personal y el Instituto a los Tribunales 
de Trabajo, puesto que para eso existen órga­
nos administrativos competentes, según la Ley 
de Servicio Civil". 

Con el propósito de reforzar sus puntos dé 
vista, el interponen te manifiesta: "2.1 Por qué 
no puede aplicarse el párrafo segundo del 
Artículo Constitucional Citados: PRIMERO: Por­
que INDECA como Institución Centralizada 
Autónoma es sostenida con Fondos del Estado". 

Al respecto indica el recurrente que el Título 
V, Régimen Económico y Financiero, Capítulo 
I Régimen Económico de la Ley Orgánica de 
INDECA establece con claridad el patrimonio 
de la Institución,constituyéndose el mismo con 
su capital propio, bienes que sean transferidos 
o demás recursos obtenidos, como está dispuesto 
en su artículo 27; al hablar del capital de ope­
raciones de INDECA que, este capital se cons­
tituye entre otros recursos por las aportaciones 
que el Gobierno de la República ha hecho durán­
te cada ejercicio fiscal, desde mil novecientos 
setenta y uno, año en que fundada la Institución, 
a la fecha, en partidas anuales como consta en 
los Acuerdos Gubernativos agregados a los 
autos, y pasa a relacionar los montos de las 
aportaciones, refiere que además el capital que 
obiene mediante la contratación de préstamos 
internos y externos, siempre cuentan con el 
aval del Estado. Agréguese a lo anterior los 
aportes que otorga el Gobierno de la República 
para financiar operaciones de fomento con fi-

nes de estabilización de precios. Lo anterior 
consta en los artículos 26, 27 y 28 de la refe­
rida Ley Orgánica"_ 

Arguye también el interponente que: "2.2. 
SEGl:~DO: Porque INDECA es una Institución 
Autonóma Descentralizada que no Realiza Fun­
ciones Económicas Similares a las Empresas de 
Carácter Privado". 

Y agrega: Claramente la Ley Orgánica en su 
artículo 39 establece los objetos de INDECA 
como una Institución Estatal, responsable de 
promover las funciones y servicios de mercado 
de la producción del país. Es decir, que no 
efectúa funciones económicas similares a las 
empresas de carácter privado; estando estable­
cidas las clases de operaciones que debe realizar 
atendiendo al Título III Capítulo Unico, Opera­
ciones, artículo 22 de las misma Ley Orgánica, 
conceptos que el recurrente indica se enuncian 
en los considerandos de la tantas veces mencio­
nada Ley Orgánica de la entidad. Desarrolla, 
asimismo el primero y segundo considerandos 
del Decreto 101-70, "como es velar porque la 
población del país obtenga los productos agríco­
las que forzan la base de su alimentación, a 
precios razonables y justos"; y "participar en 
la función estabilizadora de precios, de merca­
do, y de abastecimientos de productos agrícolas 
de consumo básico promoviendo la eficiente pro­
ducción y protegiendo justamente a los consu­
midores". Aclara al respecto que si bien es cier­
to que el artículo 40 de la Ley Orgánica auto­
toriza para cobrar por cualquier servicio de los 
enumerados en este mismo artículo, no significa 
de ninguna manera actividad mercantil ni lu­
crativa, sino la prestación de servicio estatal, 
cubriendo los costos causados. 

Y remata su ataque a la sentencia de segun­
da instancia, cuando dice: "Con lo argumentado 
se descarta rotundamente que el INDECA rea­
lice funciones económicas similares a las em­
presas de carácter privado, por lo que no ame­
rita la aplicación del segundo párrafo del ar­
tículo 117 de la Constitución de la República 
sino que por el contrario debe a¡:licarse el pri­
mer párrctfo de dicho artículo". 

Enfatiza el personero de la entidad que, "De 
este análisis concluimos que INDECA es una 
Institución sostenida con fondos del Estado y 
que no realiza funciones económicas similares 
a las empresas de· carácter privado por lo que 
no puede regirse en relación con el personal a 
su servicio únicamente por leyes y reglamentos 
y supletoriamente, por el Código de Trabajo, 
como lo establece el párrafo segundo de la Ley 
que analizamos, sino principalmente por la Ley 
específica que es la Ley de Servicio Civil, apli­
cando correctamente el primer párrafo de la 
misma· Ley constitucional citada". 

Reproduce el principio del artículo 172 de la 
Carta Magna y trata de fortalecer su argumen­
tación con el reiterado concepto de que "en el 
caso presente y al aplicarse el Código de Traba­
jo para dirimir los conflictos laborales surgidos 
entre los empleados de INDECA y esta Institu­
ción contraría la disposición constitucional con­
tenida en el artículo 117_ Violándose por lo tan­
to esta norma y lo que prescribe el artículo 172 
de la Constitución de la República". 

Trae a colación el recurrente el artículo 627 
del Código Procesal Civil y Mercantil indicando 
que ha citado en su memorial introductivo del re-
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curso más de cinco fallos uniformes del Tribunal 
de Casación que enuncian un mismo criterio, en 
casos similares al presente y no interrumpidos 
a la fecha por otro en contrario. Da el texto lite­
ral de la doctrina sentada, que ya se incluyó 
en otro documento en líneas anteriores y fina­
liza así: "Al no hacer aplicación de esta doc­
trina legal, la que ni siquiera fue considerada 
por la Sala que profirió el fallo apelado, se 
viola la misma a pesar de que fue citada en el 
memorial presentado por INDECA, de fecha 
dieciséis de noviembre de mil novecientos se­
tenta y ocho, por lo dicho anteriormente pode· 
mos afirmar que INDECA es una Institución 
Estatal autónoma descentralizada sostenida con 
fondos del Estado: Según lo argumentado en el 
numeral III inciso 29 de este memorial, por lo 
que la aplicación del Código de Trabajo a IN­
DECA, para solucionar los conflictos laborales 
que surjan entre la entidad que representó y 
trabajadores, viola el artículo 117 de la Cons­
titución de la República, ya que este tipo de 
conflictos laborales deben solucionarse confor­
me a las normas de sus leyes constitutivas y 
la Ley del Servicio Civil, sin recurrir al Có­
digo de Trabajo". 

Efectuada la vista procede dictar sentencia. 

CONSIDERANDO: 

En el memorial que contiene el recurso q1Ae 
se examina, el representante del Instituto Na­
cional de Comercialización Agrícola, al señalar 
el caso de procedencia que exige el inciso_ 49 
del artículo 619 del Código Procesal Civil y 
~Mercantil, dice textualmente: "El presente re­
curso de Casación es procedente de conformidad 
con el articulo 101, párrafo primero y segundo 
de la Ley de Amparo, Hábeas Corpus y de Cons­
titucionalidad contenido en el Decreto número 
ocho de la Asamblea Constituyente de la Re­
pública de Guatemala; y de acuerdo con los 
artículos 620, párrafo primero y 621, inciso 
primero del Código Procesal Civil y_ Mercantil, 
contenido en el Decreto Ley número 107, en 
virtud de que el presente Recurso de Casación 
se interpone por violación de leyes". De lo 
transcrito anteriormente se advierte que el re­
currente, en el presente asunto, solamente ha 
señalado un caso de procedencia, el de VIOLA­
CION DE LEYES contenido en el inciso prime­
ro del artículo 621 del Código Procesal Civil y 
Mercantil y, siendo así, el examen posterior 
debe recaer única y exclusivamente sobre el 
submotivo antes relacionado. 

Como puede apreciarse de lo expuesto en el 
párrafo anterior, el recurrente ha invocado el 
artículo 101 de la Ley de Amparo, Hábeas 
Corpus y de Constitucionalidad en sus dos pá­
rrafos para fundamentar la procedencia del 
Recurso de Casación interpuesto, toda vez, que 
tratándose de una sentencia recaída en un jui­
cio ordinario laboral, el citado recurso solamen­
te puede plantearse de acuerdo con la disposi­
ción legal indicada, ya que la casación que es­
tablece el artículo 620 del Código Procesal 
Civil y Mercantil, en el que también se apoya 
el recurrente, sólo comprende las sentencias o 
autos definitivos de segunda Instancia que 
terminen los juicios ordinarios de mayor cuantía 
de índole civil. Aclarado lo anterior, procede 

analizarse si el caso invocado por el recurrente, 
o sea el de VIOL~CION DE LEYES, es el apro­
piado para el caso sub litis. En primer lugar se 
observa que el recurrente, al señalar como sub­
motivo el de violación de leyes, previsto en el 
inciso 19 párrafo 1 Q del citado artículo 621 del 
Decreto Ley 107, está incurriendo en el error 
de considerar que la casación para el proceso 
laboral es igual que para los procesos civiles, 
mercantiles o contenciosos administrativos que 
la admiten en todos los casos expresamente con­
signados en los artículos 621 y 622 del Código 
Procesal 'Civil y Mercantil. De aceptarse la equi­
paración . señalada, tendría que admitirse tam· 
bién que los efectos del Recurso de Casación con­
tra las sentencias de segunda instancia, que 
terminan los procesos ordinarios de mayor 
cuantía de índole laboral serían los mismos para 
los recursos de casación que proceden contra las 
sentencias o autos definitivos que se producen en 
el proceso civil, lo cual es un craso error, ya que 
la casación interpuesta contra las sentencias la­
borales citadas, obligarían según el caso al Tri­
bunal de Casación, a resolver sobre el fondo de la 
cuestión debatida, o anular lo actuado desde que 
se cometió la falta en esta última situación, si 
el recurso se hubiera interpuesto por quebran­
tamiento substancial del procedimiento, lo que 
no es ad~isible jurídicamente, ya que el único 
objeto a considerar es el de que, establecida la 
inconstitucionalidad total o parcial de una ley 
o reglamento, se declare que el precepto legal 
es inaplicable el caso planteado, tomando en 
consideración que la casación en contra de las 
sentencias de segunda instancia laborales se 
limita únicamente a conocer sobre la incostitu­
cionalidad de una ley o reglamento. De todo lo 
expuesto se infiere que el recurrente no hace 
la correspondiente fundamentación de derecho 
adecuada a su pretensión, pues la vía por él 
escogida de VIOLACION DE LEYES no puede 
transformarse en un asunto de inconstituciona­
lidad, ya que los supuestos legales y de hecho, 
expuestos en el recurso, no tienen nin_gún víncu­
lo con la situación d~ la excepción planteada. 

Claramente preceptúa el párrafo segundo del 
artículo 246 de la Constitución de la República 
que, en casos concretos, en cualquier instancia 
y en casación, antes de dictarse sentencia, las 
partes podrán plantear la inconstitucionalidad 
total o parcial de una ley y el Tribunal deberá 
pronunciarse al respecto y si se declarara la 
inconstitucionalidad la sentencia se limitará a 
establecer que el precepto legal es inaplicable 
al caso planteado y será transcrito al Congre­
so, principio que está consagrado en la Ley de 
Amparo, Hábeas Corpus y de Constitucionali­
dad. La inconstitucionalidad es un vicio objetivo 
del cual puede adolecer cualquier ley, siempre 
y cuando los principios que ésta regule, estén en 
pugna o contraríen lo preceptuado por la Cons­
titución de la República; empero, en manera 
alguna, puede plantearse la inconstitucionalidad 
de una ley, haciendo uso del submotivo de vio­
lación de leyes, como lo hace el recurrente, por­
que el hecho de que los Tribunales violen deter­
minada ley, de ninguna forma ese yerro daría 
motivo para estimar inconstitucional la ley vio­
lada si no tiene tal defecto. Por todo lo que se 
ha dejado expuesto anteriormente, se llega a la 
conclusión sobre la inadmisibilidad del recurso 
interpuesto. 
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LEYES APLICABLES: 

Artículos citados y 66, 86, 8i, 88, 62i, 628, 
633 y 635 del Código Procesal Civil y Mercan­
til; 32, 38 inciso 29, 143, 157, 159, 163 y 169 
de la Ley del Organismo Judicial, 

POR TANTO, 

La Corte Suprema de Justicia, Cámara Civil, 
DESESTIMA el recurso de casación de que se 
ha hecho mérito; condena al recurrente en las 
costas del mismo y le impone una multa de cien 
quetzales que deberá enterar en la Tesorería 
del Organismo Judicial dentro del término de 
cinco días, la que en caso de insolv!_!ncia conmu­
tará con diez días de prisión. NOTIFIQUESE y 
con certificación de lo resuelto devuélvanse los 
antecedentes al tribunal de su origen. 

(Fa.) C. E. Ovando B.-Marco T. Qrdóñez Fet­
zer.-Julio García C.-Fed. G. Barillas C.­
Herib. Robles A.-Ante mí: M. Alvarez Lobos. 

CIVIL 

Recurso de Casación interpuesto por el Ingenie­
ro Oswaldo Porras Grajeda, como re,presen­
tante legal del Instituto Nacional de Comer­
cialización (INDECA), en juicio ordinario 
laboral seguido por Arbelio López Sosa en 
el Juzgado Tercero de Trabajo y Previsión 
Social de la Primera Zona Económica. 

DOCTRINA: l.-En materia laboral, se admite 
la casación en forma excepcional, con el úni­
co fin de plantear la INCONSTITUCIONALI­
DAD de determinada ley que se haya apli· 
cado al caso concreto; si se aparta de ese 
propósito el recurso deviene improcedente. 

11.-La inaplicabilidad de determinada ley a un 
caso concreto, por cualquier motivo, no im· 
plica que esa ley sea INCONSTITUCIONAL, 
si la misma no está en pugna o contraviene una 
norma de la Carta Fundamental. 

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, CAMA­
RA CIVIL: Guatemala, veinticuatro de julio de 
mil novecientos setenta y nueve. 

Se tiene a la vista para resolver el Recurso 
de Casación interpuesto por el Ingeniero Os­
waldo Porres Grajeda, como representante le· 
gal del Instituto Nacional de Comercialización 
Agrícola, recaída contra la sentencia dictada por 
la Sala Primera de la Corte de Apelaciones de 
Trabajo y Previsión Social el día treinta de no­
viembre de mil novecientos setenta y ocho, en 
el juicio ordinario laboral seguido por Arbelio 
López Sosa contra la mencionada Empresa, en 
el Juzgado Tercero de Trabajo y Previsión So· 
cial de la Primera Zona Económica. 

AXTECEDEXTES: 

El catorce de diciembre de mil novecientos 
setenta y siete, el actor se presentó ante el 
referido Juzgado exponiendo: Que inició su 
relación laboral con la Empresa demandada, 
el primero de agosto de mil novecientos setenta 
y seis hasta el diecisiete de agosto de mil nove­
cientos setenta y siete en que fue destituido 
por Acuerdo número dos mil ciento sesenta y 
nueve, directa e injustificadamente, sin habér­
sela cubierto to,das sus prestaciones que por 
ley le corresponden; que al ser despedido des· 
empeñaba el puesto de Jefe de la Sección de Con­
tabilidad del Instituto con un salario de seis­
cientos veinticinco quetzales mensuales, por lo 
que la entidad demandada debe pagarle la in­
demnización correspondiente de conformidad con 
el Acuerdo 101-70, del Congreso de la Repú· 
blica y el Código de Trabajo. Ofreció sus prue­
bas e hizo sus peticiones de trámite pidiendo 
finalmente que se condene a la Empresa de· 
mandada. 

El día quince de noviembre de mil novecientos 
setenta y siete, día y hora para la compárecencia 
de las partes a juicio oral, la parte demandada 
a través de su representante legal, eontestó por 
escrito la demanda en sentido negativo e inter­
poniendo la excepción perentoria de falta de 
derecho del demandante. Fundamentó su deman­
da, ofreció sus pruebas y pidió que en sentencia 
~e declare sin lugar la demanda interpuesta por 
Improcedente y se absuelva a INDECA del pago 
de la prestación pretendida p<lr López Sosa. Con 
tales antecedentes, el Tribunal de primer grado 
dictó sentencia con fecha dos de mayo de mil 
novecientos setenta y ocho, declarando sin lu­
gar la excepción interpuesta y con lugar la 
demanda en su totalidad. 

Por apelación de la Institución demandada, 
Jos autos fueron elevados a la Sala Primera de 
la Corte de Apelaciones de Trabajo y Previsión 
Social. En esta instancia el Instituto Nacional 
de Comercialización Agrícola, al evacuar la au­
diencia que le fuera conferida, interpuso: Excep· 
ción de Inconstitucionalidad de la aplicación en 
el caso concreto que nos ocupa del Código de 
Trabajo y el Reglamento de Personal del Insti­
tuto Nacional de Comercialización Agrícola, 
expresamente en su artículo 106 y pidió que en 
sentencia se declara: a) Con lugar la excepción 
de Inconstitucionalidad planteada por el Insti­
tuto Nacional de Comercialización Agrícola; b) 
Que el Código de Trabajo y Reglamento· de 
Personal del Instituto Nacional de Comerciali­
zación Agrícola en su artículo .1 06 no son 
aplicables al caso planteado por el señor Ar­
gelio López Sosa, por Inconstitucionales. 

SENTENCIA RECURRIDA: 

La Sala Primera de la Gorte de Apelaciones, 
dictó sentencia. con fecha treinta de noviembre 
de mil novecientos setenta y ocho y declaró: A) 
Sin lugar la excepción de inconstitucionalidad 
de la aplicación en el caso concreto del Código 
de Trabajo y el Reglamento de Personal del 
Instituto de Comercialización Agrícola, especí· 
ficamente del artículo 106; interpuesta en esta 
Instancia por la entidad demandada; y B) Con­
firma la sentencia apelada en todos sus puntos. 
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Para el efecto, en lo tocante a la excepción de 
lnconstitucionalidad planteada, el Tribunal de 
Segundo Grado dice en su primer considerando; 
"En esta Instancia el representante legal del 
Instituto de Comercialización Agrícola, interpu­
so la excepción de Inconstitucionalidad de la apli­
cación en el caso concreto del Código de Tra­
bajo y del artículo 106 del Reglamento de Per­
sonal de esa Institución. Excepción que confor­
me el artículo 102 de la Ley de Amparo, Habeas 
Corpus y de Constitucionalidad debe ser siem­
pre resuelta como punto de derecho sobre ella 
no podrá rendirse prueba; sin embargo para 
su resolución se podrá consultar e invocar an­
tecedentes, dictámenes, opiniones, elementos 
doctrinarios y jurisprudencia. El artículo 117 
de la Constitución de la República establece lo 
siguiente: Las relaciones del Estado y de sus 
elltidades descentralizadas, autónomas y semi­
autónomas, con sus trabajadores se regirán por 
leyes especiales que tendrán por objeto obtener 
la mayor eficiencia de la función pública y la 
estabilidad de los trabajadores idóneos. Las 
Instituciones anteriormente indicadas que no 
sean sostenidas con fondos del Estado y que 
Ycalicen funciones económicas similares a las 
empresas de carácter privado, se regirán en re­
lación con el personal a su servicio, por sus le­
yes y reglamentos y, supletoriamente, por el 
Código de Trabajo, con fundamento en esta 
norma Constitucional, el Congreso de la Repú­
blica emitió la Ley Orgánica del Instituto Na­
cional de Comercialización Agrícola (Decreto 
101-70) y también con base en la misma norma, 
y además en la contenida en el artículo 189 
inciso 49 de la Constitución, el Ministerio de 
Trabajo y Previsión Social por Acuerdo Gu­
bernativo 22-71, aprobó el Reglamento de Per­
sonal de dicho Instituto. Leyes dictadas para 
establecer los modos y formas de aplicar aque­
llos preceptos constitucionales. Doctrinariamen­
te se considera que una norma jurídica es 
inconstitucional y de consiguiente ilegítima, 
cuando viola una prohibición expresa contenida 
en la Constitución o cuando el órgano que la 
dicta carece de competencia para crearla. Tam­
bién se estima inconstitucional una ley si el ór­
gano competente la crea transgrediendo las 
normas constitucionales que reg-ulan su forma­
ción (Tesis de Licenciatura de Luis René San­
doval). Editorial Epoca, página 59 (cincuenta y 
nueve). (El Control de Constitucionalidad de 
las leyes). En consecuencia, la inconstitucionali­
dad de una ley, se da, cuando sus disposiciones 
contradicen, vulneran o infringen las garantías 
constitucionales; por lo mismo es imposible que 
exista dicho confrontamiento entre la Ley fun­
damental y la ley ordinaria, teniedo que pre­
valecer aquélla y quedar ésta inoperante o 
afectada de invalidez. Ahora bien, al crearse 
el Instituto Nacional de Comercialización Agrí­
cola, se le invistió de discrecionalidad funcional 
y así el Arto. 49 reza lo siguiente: El Gobierno 
de la República garantiza a INDECA la discre­
cionalidad funcional necesaria para el cumpli-

ya citado, a través del Organo respectivo, y 
con fundamento además en los artículos 117 y 
189 inciso 49 de la Constitución de la Repúbli­
ca, y este reglamento en su artículo 19, esta­
blece que las relaciones del Instituto Nacional 
de Comercialización Agrícola (que en lo suce­
sivo se denominará el Instituto o INDECA) 
con sus trabajadores se regirán por su Ley 
Orgánica y por los reglamentos debidamente 
aprobados en la forma que establece la ley, y 
en su artícul0 30, dice: Los trabajadores del 
Instituto, además de lo previsto en el contrato 
de trabajo, g >zarán de los derechos siguientes: 
g) a recibir su indemnización correspondiente, 
en caso de despido injustificado, de acuerdo 
con este reglamento y _pl Código de Trabajo, 
y luego el artículo 106, atacado de inconstitu­
cionalidad, dice: Después de agotada la vía 
conciliatoria, los .eonflictos relativos a la apli­
cación de estas normas. serán conocidas por las 
autoridades de trabajo, de conformidad con el 
Código de Trabajo. Al contestar la demanda 
el representante legal de esa Institución la fun­
damentó en el artículo 98 inciso j) del Regla­
mento de Personal de INDECA, el que señala 
que son causas justas que facultan al Instituto 
para dar por terminado el contrato de trabajo 
sin responsabilidad de su parte las siguientes: 
.i) Cuando el trabajador al celebrar el contrato 
haya inducido en error a las autoridades su· 
periores o funcionarios del Instituto preten­
diendo tener cualidades, condiciones o conoci­
mientos que evidentemente no posee. Causal 
{Ue también se encuentra establecida en el Có­
digo de Trabajo en el Arto. 77 inciso i) y g), 
como se ve el Instituto se apoya en su regla­
mento y en el Código Laboral para funda­
mentar el despido del actor; y sobre el cual hoy 
plantea la excepción de Inconstitucionalidad 
específicamente del Arto. 106, pero como s~ 
dejó asentado el artículo 30; inciso g) de su 
reglamento, remite al Código de Trabajo en los 
casos de despido injustificados, precepto con­
tra el cual omitió interponer la aludida excep­
ción; además el Arto. 172 de la Constitución 
de la República dice lo siguiente: "Ninguna ley 
podrá contrariar las disposiciones de la Consti­
tución. Las Leyes que violen o tergiversen los 
mandatos constitucionales son nulas ipso jure" 
y como se desprende que ni el Código de Tra~ 
bajo ni el Arto. 106 del Reglamento de Per­
sonal de INDECA, contradicen los artículos de 
la Constitución citados por el recurrente como 
violados; sino que aquéllos contienen las normas 
que determinan los modos y formas de aplica­
ción de estos preceptos, y como las normas 
legales contra las que se interpuso la excepción 
citada, no existe contradicción o disconformi­
d~~:d, ni vulneran la Constitución de la Repú­
blica, la excepción de inconstitucionalidad que 
planteó la institución demandada debe decla­
rarse sin lugar. 

RECURSO DE CASACION: 

miento de su cometido, especialmente en lo El Ingeniero Oswaldo Porres Grajeda, a nom-
relacionado con: 19 ... 2) La Administración bre y representación del Instituto Nacional de 
de su personal incluyendo selección, nombra- Comercialización Agrícola (INDECA) con el 
miento y remoción de acuerdo con un Regla- auxilio de los abogados Osear Rivera Iriarte y 
mento específico, que debe ser aprobado por el Eduardo Arévalo Lone interpuso el presente 
Organismo Ejecutivo. Por este imperativo se Recurso de Casación contra lo resuelto por la 
emitió el Reglamento de Personal de INDECA " Sala Primera de Apelaciorres de Trabajo y Pre-
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VIsion Social de la Primera Zona Económica, 
cuya parte que interese para el caso: se ha 
dejado transcrita en la parte correspondiente de 
este recurso. 

Para el efecto expone: ''59 CASO DE PRO­
CEDEXCIA, INDICAXDO EL ARTICL'LO E 
INCISO QCE LO CONTENGA. El presem:e 
Recurso de Casación es procedente de confor­
midad con el artículo ciento uno, párrafo pri· 
mero y segundo de la Ley de Amparo, Habeas 
Corpus y de Constitucionalidad contenido e~ el 
Decreto número ocho de la Asamblea Constitu­
yente de la República de Guatemala; Y de 
acuerdo con los artículos seiscientos veinte 
párrafo primero y seiscientos _v~intiuno inci~o 
primero del Código Procesal Civil, y Merc:;nhl, 
contenido en el Decreto Ley numero ciento 
siete en virtud de que el presente Recurso de 
Casa~ión se interpone por violación de leyes" 
cita como violados los artículos 117 de la Cons­
titución de la República, a!tícul~ yr, p~rraf.o 
segundo del Título XII, capitulo umco, disposi­
ciones transitorias del Decreto 7748 del Con­
greso de la República. 

En otro párrafo expone: "Razones por las 
cuales estimo violadas las disposiciones legales 
y doctrinas citadas en el numeral 1 de este me­
morial como se dijo anteriormente, la Honora­
ble Sala en la Resolución impugnada no hace un 
adecuado análisis del artículo constitucional 117 
de la Constitución de la República, por lo que 
no hace la debida aplicación de dicho artículo 
violando la ley al no cumplir lo que ésta dis­
pone". 

Que al aplicar dicha norma al caso de IN­
DECA, es necesario analizar su naturaleza; 
fines actividades y origen de los fondos de la 
institución para ver cuál de lo~ do~ ~ár_rafos 
de la misma se adecúa al caso; sigue msistlendo 
en que la L~y de Servici_o, Civil es la ley ~spe­
cial que la rige, en relacwn con sus trabaJado­
res y que el artículo 106 del Reglamento de 
Personal de INDECA no puede aplicarse al 
caso concreto, por remitir los conflictos labor~­
les entre esta última y su personal, a los Tri­
bunales de Trabajo, sino como lo indic.a la Ley 
de Servicio Civil. Que no puede aplicarse el 
párrafo segundo del artículo Constitucio!J.al . ~i­
tado, primero porque INDECA como Institucwn 
Centralizada Autónoma es sostenida con fondos 
del Estado y segundo por que INDECA es una 
Institución Autónoma Descentralizada que no 
realiza funciones económicas similares a las Em­
presas de carácter privado. 

"De este análisis concluimos que INDECA es 
una Institución sostenida con fondos del Estado 
y que no realiza funciones económicas simila­
res a las empresas de carácter privado por lo 
que no puede regirse en relación con el per­
sonal a su servicio únicamente por sus leyes 
y reglamentos y supletoriamente, por el Código 
de Trabajo como lo establece el párrafo segun­
do de la ley que analizamos, sino principalme~­
te por la Ley específica, que es la Ley de S~rvi­
cio Civil, aplicando correctamente el primer 
párrafo de la misma Ley Constitucional citada". 

Por último pidió: Que esta Cámara en el mo­
mento de resolverse case el fallo impugnado y 
dicte sentencia conforme a la ley. 

Efectuada la vista es el caso de resolver. 

CONSIDERANDO: 

En el memorial que contiene el recurso que 
se examina el representante del Instituto Na­
cior.al de Comercialización Agrícola, al señalar 
el caso de procedencia que exige el inciso 49 
del artíc~Io 619 de Código Procesal Civil y 
2\Iercantil. dice textualmer:te: ··El presente Re­
curso de Casación es procedente de conformidad 
con el artículo ciento uno, nárrafo primero y 
segundo de la Ley de Amparo, Hábeas Corpus 
y de Constitucionalidad contenido en el De­
creto número ocho de la Asamblea Constitu­
yente de la República de Guatemala; y de 
acuerdo con los artículos seiscientos veinte, 
párrafo primero y seiscientos veintiuno inciso 
primero del Código Procesal Civil y ).1ercantil, 
contenido en el Decreto Ley número ciento 
siete, en virtud de que el presente Recurso 
de Casación se interpone por violación de leyes. 
De lo transcrito anteriormente se advierte que 
el recurrente, en el presente asunto, solamente 
ha señalado un caso de procedencia, el de VIO­
LACION DE LEYES contenido en el inciso 
primero del artículo 621 del Código Procesal 
Civil y Mercantil, y siendo así, el examen pos­
terior debe recaer única y exclusivamente sobre 
el submotivo antes relacionado. 

Como puede apre-ciarse de lo expuesto en el 
párrafo anterior, el recurrente ha invocado el 
artículo 101 de la Ley de Amparo, Hábeas 
Corpus y de Constitucionalidad en sus dos 
párrafos para fundamentar la procedencia del 

- Recurso de Casación interpuesto, toda vez que 
tratándose de una sentencia recaída en un jui­
cio ordinario laboral, el citado recurso sola­
mente puede plantearse de acuerdo con la dis­
posición legal indicada, ya que la casación que 
establece el artículo 620 del Código Procesal 
Civil y Mercantil, en el que también se apoya 
el recurrente, sólo comprende las sentencias o 
autos definifivos de segunda i>J.stancia que ter­
minen los juicios ordinarios de mayor cuantía 
de índole civil. Aclarado lo anterior, procede 
analizar si el caso invocado por el recurrente, 
o sea, el de violación de leyes, es el apropiado 
para el caso sub litis. En primer lugar se obser­
va que el interponente al señalar como submo­
tivo el de violación de leyes, previsto en el 
inciso 19 párrafo 19 del citado artículo 621 del 
Código Procesal Civil y Mercantil, está incu­
rriendo en el error de considerar que la casa­
ción para el proceso laboral es igual que para 
los procesos civiles, mercantiles o contencioso­
administrativos que la admiten en todos los 
casos expresamente consignados en los artículos 
o21 y 622 del Decreto Ley 107. De aceptarse 
la equiparación señalada, tendría que admitirse 
también que los efectos del Recurso de Casación 
contra las sentencias de segunda instancia que 
termina los procesos ordinarios de mayor 
cuantía de índole laboral, serían los mismos pa­
ra los recursos de casación que proceden contra 
las sentencias o autos definitivos que se producen 
en el proceso civil, lo cual es un craso error, 
ya que la casación interpuesta contra las sen­
tencias laborales citadas, obligarían según el 
caso al Tribunal de Casación a resolver sobre 
el fondo de la cuestión debatida, o anular lo 
actuado desde que se cometió la falta en esta 
última situación, si el recurso se hubiera im-
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puesto por quebrantamientos substancial del 
procedimiento, lo q:¡e no es admhible j¡¡ridica­
mente ya q:le el 'inico objeto a considerar es 
el de que, establecida la inconstitucionalidad 
total o parcial de una ley o reglamento, se de­
clare que el precepto legal es inaplicable a! 
caso planteado, tomando en consideración q~e 
la casación en contra de las sentencias de se­
gunda instancia laborales se limita únicamente 
a conocer sobre la inconstitucionalidad de una 
ley o reglamento. De todo lo expuesto se in­
fiere que el recurrente no hace la correspon­
diente fundamentación de derecho adecuada a 
su pretensión, pues la vía por él escogida es de 
violación de Leyes, no puede transformarse en 
un asunto de inconstitucionalidad, ya que los 
supue·stos legales y de hecho, expuestos en el 
recurso, no tienen ningún vínculo con la situa­
ción de la excepción planteada. 

Claramente preceptúa el párrafo segundo del 
artículo 246 de la Constitución de la República 
que, en casos concretos, en cualquier instancia 
y casación, antes de dictarse sentencia, las par­
tes podrán plantear la inconstitucionalidad 
total o parcial de una ley y el Tribunal deberá 
pronunciarse al respecto y si se declara la in­
constitucionalidad, la sentencia se limitará a 
establecer que el precepto legal es inaplicable 
al caso planteado y será transcrito al Congreso 
de la República; principio que está consagrado 
en la Ley de Amparo, Habeas Corpus y de Cons­
titucionalidad. La Inconstitucionalidad es un 
vicio objetivo del cual puede adolecer cualquier 
ley, siempre y cuando los principios que ésta 
regulen estén en pugna o contraríen lo precep· 
tuado por la Constitución de la .República; 
empero, en manera alguna, puede plantearse 
la inconstitucionalidad de una ley, haciendo uso 
del submotivo de violación de leyes como lo hace 
el interponente, porque el hecho de que los 
Tril!unales violen determinada ley, de ninguna 
forma ese yerro daría motivo para estimar 
inconstitucional la ley violada si no tiene tal 
defecto. Por todo lo que se ha dejado expuesto 
anteriormente, se llega a la conclusión sobre la 
inadmisibilidad del recurso interpuesto. 

LEYES APLICABLES: 

Artículos citados y 66, 86, 87, 627, 628, 633 
y 635, del Código Procesal Civil y Mercantil, 
32, 38 inciso 2Q; 143, 157, 159, 163 y 169 de 
la Ley del Organismo Judicial, 

POR TANTO, 

La Corte Suprema de Justicia, Cámara Civil, 
DESESTIMA el Recurso de Casación de que 
se ha hecho mérito, condena al recurrente en 
las costas del mismo y le impone una multa 
de cien quetzales que deberá enterar en la 
Tesorería del Organismo Judicial dentro del 
término de cinco días, la que en caso de insol­
vencia conmutará con diez días de prisión, NO­
TIFIQUESE y con certificación de lo resuelto, 
devuélvanse los antecedentes al Tribunal de su 
origen. 

(Fa.) C. E. Ova.nd,o B.-M. T. Onlóñez Fet­
zer.-Julio García C.-Fed, G. Sarillas C.­
Herib. Robles A.-Ante mí: M. Alvarez Lobos. 

CIVIL 

Casación interpuesta poi' el Ingeniero Oswaldo 
Porrea Grajeda. a nombre y representación 
del Instituto Nacional de Comerc:ia.lizac:ión 
Agrícola (INDECA), contra la sentencia 
dictada por la Sala Primera de Apelaciones 
de Trabajo y Previsión Social de fecha vein· 
ticuatro de mayo de mil novecientos setenta 
y nueve. 

DOCTRINA: l.-En materia laboral, se admite 
la casación en forma excepcional, con el úni• 
co fin de plantear la INCONSTITUCIONALI· 
DAD de determinada ley que se haya aplica 
do al casó concreto; si se aparta de ese pro· 
pósito el recurso deviene improcedente. 
II.-La inaplicabilidad de determinada ley a 
un caso concreto, por cualquier motivo, no 
implica que esa ley sea INCONSTITUCIO­
NAL, si la misma no está en pugna o con• 
traviene una norma de la Carta Fundamental. 

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA: CAMA· 
RA CIVIL: Guatemala, veinticinco de julio de 
mil novecientos setenta y nueve. 

Se tiene a la vista para resolver, el Recurso 
de Casación interpuesto por el Ingeniero Oswal· 
do Porres Grajeda a nombre y representación 
del Instituto Nacional de Comercialización 
Agrícola (INDECA), contra la sentencia dic­
tada por la Sala Primera de la Corte de Apela­
ciones de Trabajo y Previsión Social de fecha 
veinticuatro de mayo de mil novecientos seten­
ta y nueve, en el juicio ordinario laboral que 
en seguida se identifica. 

ANTECEDENTES: 

A nueve de diciembre de mil novecientos 
setenta y siete se presentó ante el Juzgado Ter· 
cero de Trabajo y Previsión Social de la Pri· 
mera Zona Eeonómica, José Fernando Barneond 
Gomar demandando en la vía ordinaria de tra­
bajo a la referida entidad por despido injusti­
ficado; expone que inició su relación laboral el 
treinta de abril de mil novecientos setenta y 
cuatro; que fue despedido directa e injustifica­
damente el veintiuno de noviembre de mil no­
vecientos setenta y siete, mediante Acuerdo 
dictado por el Gerente de INDECA, del cargo 
que desempeñaba en ese momento como Jefe 
del Departamento de Almacenamiento y Conser· 
vación, apareciendo en el punto tercero de tal 
resolución la orden de cancelarle todas las pres­
taciones que le corresponde, no obstante lo 
cual, al presentarse a cobrarlas se le indicó que 
no se le harían efectivas. Que como consecuen­
cia demanda: indemnización, vacaciones, agui­
naldo proporcional, salario retenido y salarios 
caídos. Citó las leyes aplicables al caso y final­
mente pidió que se declarara eón lugar la de· 
manda por despido directo injustificado y se 
condene al INDECA a pagarle las prestaciones 
demandadas. El cuatro de agosto del mil nove­
cientos setenta y ocho, siendo el día y hora 
para la comparecencia a juicio oral, mediante 
escrito presentado por la parte patronal, agre­
gado a los autos, ésta contestó la demanda en 
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sentido negativo y a la vez interpuso la 
EXCEPCION PERENTORIA DE INCONSTI­
TUCIONALIDAD de la aplicación en el caso 
concreto del Código de Trabajo y el Reglamento 
de Personal del Instituto Nacional de Comer­
cialización Agrícola, específicamente en su 
artículo 106, toda vez que las leyes en que se 
basa el acto, la Ley Orgánica de IXDECA De­
creto 101-70 del Congreso de la República, el 
Reglamento de Personal de INDECA, y el Có· 
digo de Trabajo, no son aplicables al caso 
concreto, ya que al hacerse ésto, se viola el 
artículo 117 de la Constitución de la República 
si se toma en cuenta que INDECA es una 
Institución Estatal, autónoma, con fines públi­
cos y con fondos provenientes del Estado. Pi­
dió que se declarara sin lugar la demanda; con 
lugar la excepción de inconstitucionaliP,ad plan­
teada; y, que "El Código de Trabajo y el Re· 
glamento de Personal del Instituto Nacional de 
Comercialización Agrícola en su artículo 106 
no son aplicables al caso planteado por el Li­
cenciado José Fernando Barneond Gomar; C) 
Que con base en lo anterior no se entre a 
considerar y resolver las pretensiones formula­
das por el actor en su demanda". Con tales 
antecedentes, el Tribunal de Primer Grado dic­
tó sentencia con fecha quince de diciembre de 
mil novecientos setenta y ocho, declarando sin 
lugar la excepción de que se trata y con lugar 
la demanda en su totalidad. 

SENTENCIA RECURRIDA: 

La Sala Primera de la Corte de Apelaciones 
de Trabajo y Previsión Social, mediante sen­
tencia dictada el día veinticuatro de mayo de 
mil novecientos setenta y nueve, confirmó la 
sentencia en todos sus puntos. Para el efecto, 
en lo tocante a la excepción de Inconstitucio­
nalidad planteada por la parte demandada reza: 
"CONSIDERANDO: Siendo que se ha plantea­
do por la demanda, en vía de excepción, la in­
constitucionalidad del artículo 106 del Regla­
mento de Personal de la empresa demandada, 
debe ser resuelta como punto de derecho sobre 
la que no podrá rendirse prueba, pero se admite 
que para su resolución se podrá consultar e 
invocar antecedentes, dictámenes, opiniones, 
elementos doctrinarios y jurisprudencia. Se 
pretende que tal artículo y el Código de Traba­
jo no son aplicables al presente caso porque 
viola y está en contradicción con el artículo 
117, primer párrafo y 172 de la Constitución 
de la República. El primero de estos últimos 
artículos establece lo siguiente: Las relacio­
nes del Estado y de sus entidades descentrali­
zadas, autónomas y semiautónomas, con sus 
trabajadores, se regirán por leyes especiales que 
tendrán por objeto obtener la mayor eficiencia 
de la función pública y la estabilidad de los 
trabajadores idóneos. Las instituciones anterior­
mente indicadas que no sean sostenidas con 
fondos del Estado y que realicen funciones eco­
nómicas similares a las empresas de carácter 
privado, se regirán, en relación con el personal 
a su servicio, por sus leyes y reglamentos y, 
supletoriamente, por el Código de Trabajo. El 
segundo, dice: Ninguna Ley podrá contrariar 
las disposiciones de la Constitución. Las Leyes 
que violen o tergiversen los mandatos constitu­
cionales son nulas ipsojure. Con fundamento 

en la primera de éstas normas constitucionales 
el Congreso de la República emitió la Ley Or­
gánica del Instituto Nacional de Comercializa­
ción Agrícola (Decreto 1(}1-70); y también con 
base en la misma norma, y además en la con­
tenida en el artículo 189 inciso 49, de la Cons· 
titución, el Ministerio de Trabajo y Previsión 
Social, por Acuerdo Gubernativo número 22-71, 
aprobó el Reglamento de Personal de dicho 
Instituto, leyes dictadas para establecer los mo­
dos y formas de aplicar aquellos preceptos 
constitucionales. Se considera que una norma 
jurídica es inconstitucional y de consiguiente 
ilegítima, cuando viola una prohibición expre­
sa contenida en la Constitución o cuando. el 
órgano que la dicta carece de competencia para 
crearla. También se estima inconstitucional una 
ley si el órgano competente la crea transgre­
diendo las normas constitucionales que regulen 
su formación. (Tesis de Licenciatura de Luis 
René Sandoval, Editorial Epoca, página 59) . 
El control de Constitucionalidad de las Leyes. 
En consecuencia, la inconstitucionalidad de una 
ley se da cuando sus disposiciones contradicen, 
vulneran o infringen las garantías constitucio­
nales; por lo mismo es imposible que exista 
dicho confrontamiento entre la ley fundamental 
y la ley ordinaria, teniendo que prevalecer 
aquella y quedar ésta inoperante o afectada 
de invalidez. Ahora bien, al crearse el Instituto 
Nacional de Comercialización Agrícola, se le 
invistió de discrecionalidad funcional, y así el 
artículo 49, de tal Instituto reza lo siguiente: 
El Gobierno de la República garantiza al IN­
DECA la discrecionalidad funcional necesaria 
para el cumplimiento de su cometido, especial­
mente en lo relacionado con: 19)... 29) La 
administración de su personal incluyendo se­
lección, nombramiento y remoción de acuerdo 
con un reglamento específico, que debe ser 
aprobado po_r el Organismo Ejecutivo. Por este 
imperativo, se emitió el Reglamento de Perso­
nal, a través del órgano respectivo, y con fun­
damento además en los artículos 117 y 199 
inciso 49, de la Constitución de la República. 
Tal Reglamento en su artículo 19, establece 
que las relaciones del Instituto con sus tra­
bajadores se regirán por su Ley Orgánica y 
por los Reglamentos debidamente aprobados, 
en la forma que establece la ley; y su artículo 
30, dice: Los trabajadores del Instituto, ade­
más de lo previsto en el contrato de trabajo, 
gozarán de los derechos siguientes: a) . . . g) 
A recibir su idemnización correspondiente, en 
caso de despido injustificado, de acuerdo con 
este Reglamento y el Código de Trabajo; y su 
artículo 106, atacado de inconstitucionalidad, 
dice: Después de agotada la vía conciliatoria, 
los conflictos relativos a la aplicación de estas 
normas, serán conocidos por las autoridades de 
trabajo, de conformidad con el Código de Tra­
bajo. El Representante legal de dicho Instituto, 
al contestar la demanda en sentido negativo, 
no le reconoció sus pretensiones al actor por 
que dijo existe causa justa en su despido, por 
disposición de la Junta Directiva, cuyos extre­
mos que consideró encuadran dentro del ar­
tículo noventa y ocho inciso K) del Reglamento 
de Personal de INDECA por haber incurrido en 
falta grave a las obligaciones que le impone su 
contrato de trabajo (causal que también la es­
tablece el Código de Trabajo (artkulo 77). Es 
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decir, que la causa del despido la fundamento 
en su mismo Reglamento del cual y únicamen­
te en su artículo 106 interpone la excepdón 
de inconstit<:ciona1idad, cuando también el ar­
típulo 30 inciso gl de tal cuerpo legal remite 
al Código de Trabajo para la indemnización cc­
rrespondiente en caso de despido ir.justi:ficado, 
y es de advertir que contra este últin:o artic:;.­
lo citado el recurrente no interpusto dicha 
excepción, o sea que el Representante del Ins­
tituto demandado se apoya en su Reglamento 
para fundamentar el despido del actor, sobre 
el cual hoy plantea la excepción de inconstitu­
cionalidad, específicamente del artículo 106). 
Pero como ya se dijo, el artículo 30 inciso g) 
de su reglamento, remite al Código de Trabajo 
en los casos de despido injustificado, precepto 
contra el cual omitió interponer la aludida 
excepción. El artículo 96, del Decreto número 
8 de la Asamblea Constituyente dice: Los Tri­
bunales de Justicia observarán siempre al prin­
cipio de que la Constitución prevalece sobre 
cualquier ley o tratado internacional, y el ar­
tículo 172 Constitucional dice: Ninguna ley 
podrá contrariar las disposiciones de la Consti­
tución. Las leyes que violen o tergiversen los 
mandatos constitucionales son nulas ipso-jure 
Por todo lo anterior se concluye en que ni el 
Código de Trabajo, ni el artículo 106 del Re­
glamento de Personal del INDECA contradicen 
las disposiciones legales citadas por la deman­
dada para fundamentar la excepción de incons­
titucionalidad interpuesta, más bien tales nor­
~:;ts determinan los modos y formas de ·aplica­
Clon de esos preceptos, por lo que· ni contradi­
cen, vulneran o infringen las garantías consti­
tucionales, razones por las que la excepción de 
mérito declarada sin lugar por el juzgador debe 
confirmarse". 

RECURSO DE CASACION: 

El ingeniero Oswaldo Porres Gr.ajeda, a nom­
bre y representación del Instituto Nacional de 
Co~~rcialización Agrícola (INDECA) con el 
aux1ho de los Abogados Osear Rivet•a Iriarte y 
Eduardo Arévalo Lone, interpuso el presente 
Recurso de Casación contra lo resuelto por la 
Sala Primera de la Corte de Apelaciones de 
Trabajo y Previsión Social cuya parte que in­
teresa para el caso, se ha dejado transcrita en 
en la parte correspondiente de este recurso. 

Para el efecto expone: "E. CASO DE PRO­
CEDENCIA, INDICANDO EL ARTICULO E 
INCISO QUE LO CONTENGA. El presente 
Recurso de Casación es procedente de confor­
midad con los artículos 101, párrafos primero 
Y segundo de la Ley de Amparo, Hábeas Corpus 
y de Constitucionalidad contenido en el Decreto 
número 8 de la Asamblea Constituyente de la 
República de Guatemala; y de acuerdo con los 
artículos 620, párrafo primero y 621, inciso 
primero del Código Procesal Civil y Mercantil, 
del Decreto Ley número 107, en virtud de que 
el presente Recurso de Casación se interpone 
por violación de leyes". Cita como violados los 
artículos 117 y 172 de la Constitución de la 
República; VI, párrafo 29 del Título XII, capí­
tulo único, Disposiciones ·Transitorias del De­
creto 1748 del Congreso de la República. 

En este otro párrafo expone: "Dos. Razones 
por las cuales Estimo Violadas las Disposiciones 
Legale,;; Citadas en el Numeral Primero de este 
::-femoria!. Como se dijo anteriormente, la Hó­
r.o:rai:·le Sa~a en la resolución impugnada no 
tace un adecuado análisis del artículo Constitu­
c:c-nal 1:.7 de la Con:>titución de la República, 
por lo q1:e no hace la debida aplicación de 
dicho artículo. vio:ando la ley al no cumplir 
lo que ésta di,;;po!:.e ... 

Que al aplicar dicha norma al caso de I~­
DECA, es necesario analizar la naturaleza, 
fines, actividades y origen de los fondos de la 
institución para ver cual de los dos párrafos de 
la misma se adecúa al caso; :;:igue insistiendo 
en que la Ley del Servicio Ch.il, es la ley espe­
cial que la rige, en su relación con sus traba­
jadores y que el artículo 106 del Reglamento 
de Personal de INDECA no puede aplicarse al 
caso concreto, por remitir los conflictos labo­
rales entre esta última y su personal, a los Tri­
bunales de Trabajo, sino como lo indica la Ley 
de Servicio Civil. Que no puede aplicarse el pá­
rrafo segundo del artículo constitucional citado, 
primero, porque INDECA como Institución 
Centralizada Autónoma es sostenida con fondos 
del Estado; y segundo porque INDECA es una 
Institución Autónoma Descentralizada que no 
realiza funciones económicas similares a las 
Empresas de Carácter Privado. "De este aná­
lisis concluimos que INDEGA es una Imtitución 
sostenida con fondos del Estado y que no rea­
liza funciones económicas similares a las em­
presas de carácter privado por lo que no puede 
regirse en relación con el personal a su servi­
cio únicamente por sus leyes y reglamentos y 
supletoriamente por el Código de Trabajo, co­
mo lo establece el párrafo segundo de la Ley 
que analizamos, sino principalmente por la Ley 
específica que es la Ley de Servicio Civil, apli· 
cando correctamente el primer párrafo de la 
mism.a Ley constitucional citada". 

Por último pidió : que esta Cámara en el 
momento de resolver case el fallo impugnado 
y dicte sentencia conforme a la ley. 

Efectuada la vista es ·el caso a resolver. 

CONSIDERANDO: 

En el memorial que contiene el recurso que 
se examina, el representante del Instituto Na­
cional de Comercialización Agrícola, al señalar 
el caso de procedencia que exige el inciso 49 
del artículo 619 del Código Procesal Civil y 
Mercantil, dice textualmente: "El presente Re­
curso de Casación es procedente de conformidad 
con el artículo 101, párrafo primero y segundo 
de la Ley de Amparo, Hábeas Corpus y de 
Constitucionalidad contenido en el Decreto nú­
mero ocho de la Asamblea Constituyente de la 
República de Guatemala; y de acuerdo con los 
artículos 620, párrafo primero y 621, inciso 
primero del Código Procesal Civil y Mercantil, 
contenido en el Decreto Ley número 107, en 
virtud de que el presente Recurso de Casación 
se interpone por violación de leyes". De lo 
transcrito anteriormente se advierte que el 
recurrente, en el presente asunto, solamente 
ha señalado un caso de procedencia, el de VIO­
LACION DE LEYES contenido en el inciso 
primero del artículo 621 del Código Procesal 
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Ci'l.;l y ::\!ercantil, y siendo así, e! examen po;,:­
terior debe recaer única y exclu;dvamente so­
bre el submotivo antes relacionado. 

Como puede apreciarse de lo expuesto en el 
párrafo anterior, el recurrente ha invocado el 
artículo 101 de la Ley de Amparo, Hábea:; 
Corpus y de Constitucionalidad en sus dos pá· 
rrafos para fundamentar la procedencia de! 
Recurso de Casación interpuesto, toda vez que, 
tratándose de una sentencia recaída en un jui· 
cio ordinario laboral, el citado recurso sola­
mente puede plantearse de acuerdo <'On la 
disposición legal indicada, ya que la casación 
que establece el artículo 620 del Código Proce­
sal Civil y Mercantil, en el que también se 
apoya el recurrente, sólo comprende las sen­
tencias o autos definitivos de segunda Instan­
cia que terminen los juicios ordinarios de mayor 
cuantía de índole civil. Aclarado lo anterior, 
procede analizarse si el caso invocado por el 
recurrente, o sea el de VIOLACION DE LEYES, 
es el apropiado para el caso sublitis. En primer 
lugar se observa que el recurrente, al señalar 
como submotivo el de violación de leyes, pre­
visto en el inciso 1 Q, párrafo 1 Q del citado ar­
tículo 621 del Decreto Ley 107, está incurriendo 
en el error de considerar que la casación para el 
proceso laboral es igual que para los procesos 
civiles, mercantiles o contenciosos administra­
tivos que la admiten en todos los casos expre· 
samente consignados en los artículos 621 y 622 
del Código Procesal Civil y Mercantil. De acep­
tarse la equiparación señalada, tendría que 
admitirse también, que los efectos del Recurso 
de Casación contra las sentencias de segunda 
instancia que terminan los procesos ordinarios 
de mayor cuantía de índole laboral, serían los 
mismos para los recursos de casación que pro­
ceden contra las sentencias o autos definitivos 
que se producen en el proceso civil, lo cual es 
un craso error, ya que la casación interpuesta 
contra las sentencias laborales citadas, obliga­
rían según el caso al Tribunal de Casación, a 
resolver sobre el fondo de la cuestión debatida, 
o anular lo actuado desde que se cometió la 
:falta en esta última situación, si el recurso se 
hubiera interpuesto por quebrantamiento subs­
tancial del procedimiento, lo que no es admisi: 
ble jurídicamente, ya que el único objeto a 
considerar es el de que establecida la inconsti­
tucionalidad total o parcial de una ley o regla­
mento, se declare que el precepto legal es ina­
plicable al caso planteado, tomando eh consi­
deración que la casación en contra de las 
sentencias de segunda instancia laborales se 
limita únicamente a conocer sobre la inconsti­
tucionalidad de una ley o reglamento. De todo 
lo expuesto se refiere que el recurrente no hace 
la correspondiente fundamentación de derecho 
adecuada a su pretensión, pues la vía por él 
escogida de VIOLACION DE LEYES no puede 
transformarse en su asunto de inconstituciona­
lidad, ya que los supuestos legales y de hecho, 
expuestos en el recurso, no tiene ningún vínculo 
con la situación de la excepción planteada. 

Claramente preceptúa el párrafo segundo del 
artículo 246 de la Constitución de la República 
que, en casos concretos, en cualquier instancia 
y en casación, antes de dictarse sentencia, las 
partes podrán plantear la inconstitucionalidad 
total o parcial de una ley y el Tribunal deberá 
pronunciarse al respecto; y si se declarara la 

inconstitucionalidad, la sentencia se limitará a 
establecer que el precepto legal es inaplicable 
al ca;;:o planteado y será transcrito al Congreso, 
principio que está consagrado en la Ley de 
Amparo, Hábea;;: Corpus y de Constitucionali­
éaé. La ir:constitucionalidad es un vicio obje­
th·o del c:1al puede adolecer cualquier ley, siem· 
pre y cuando los principios que ésta regule, 
estén en p:1gna o contraríen lo preceptuado por 
la Constitución de la Rep:lblica; empero en 
manera alguna, puede plantearse la inconstitu­
cionalidad de uy;ta ley, haciendo uso del sub­
motivo de violación de leyes, como lo hace el 
recurrente, porque el hecho de que lo;; Tribuna­
les violen determinada ley, de ninguna forma 
ese yerro daría motivo para estimar inconstitu­
cional la ley violada si no tiene tal defecto. 
Por todo lo oue se ha dejado expuesto ante­
riormente, se llega a la conclusión sobre la inad­
misibilidad del recurso interpuesto. 

LEYES APLICABLES: 

Artículos citados y 66, 86, 87, 627, 628, 
633 y 635 del Código Procesal Civil y Mercan­
til; 32, 38 inciso 2Q, 143, 157, 159, 163 y 169 
de la Ley del Organismo Judicial. 

POR TANTO: 

La Corte Suprema de Justicia, Cámara Civil, 
DESESTIMA el Recurso de Casación de que 
se ha hecho mérito; condena al recurrente en 
las costas del mismo y le impone una multa de 
cien quetzales que deberá enterar en la Teso­
rería del Organismo Judicial dentro del término 
de cinco días, la que en caso de insolvencia 
conmutará con diez días de prisión. NOTIFI­
QUESE y con certificación de lo resuelto de· 
vuélvanse los antecedentes al Tribunal de su 
origen. 

(fs.) C. E. Ovando B.-Marco T. Ordóñez 
Fetzer.-Julio García C.-Fed. G. Sarillas C.­
Herib. Robles A.-Ante mí; M. Alvarez Lobos. 

CIVIL 

Recurso de Casación interpuesto por Natividad 
de Jesús García Solares contra la sentencia 
dictada por la Sala Segunda de la Co-rte de 
Apelaciones. 

DOCTRINA: La compraventa de bienes inmue· 
bies para que se perfeccione necesita, ade­
más de que se otorgue en escritura pública, 
que se inscriba en el Registro de la Propiedad. 

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, CAMA­
RA CIVIL: Guatemala, seis de agosto de mil 
novecientos setenta y nueve. 

Se tiene a la vista pa1·a resolver el Recurso 
Extraordinario de Casación interpuesto por Na­
tividad de Jesús García Solares contra la sen­
tencia dictada por la Sala Segunda de la Corte 
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de Apelaciones, con fecha cinco de septiembre 
del año pasado. en el juicio ordinario seguido 
por Juan ::\Iarcial Garcia Colindres. contra la 
recurrente y Petrona García Colindres de ::\Ie;ia 
ante el Juzgado Cuart{) de Primera Instancia 
de lo Civil, de este departamento. 

ANTECEDENTES: 

Con fecha veintiuno de febrero de mil nove­
cientos setenta y siete se presentó Juan Mar­
cial García Colindres al Juzgado Cuarto de 
Primera Instancia del Ramo Civil, demandando 
a Natividad de Jesús García Solares y a Petro­
na García Colindres de Mejía la nulidad por 
simulación de la escritura número cincuenta 
(50), autorizada en esta ciudad el siete de 
septiembre de mil novecientos setenta y seis 
por el Notario Nery Arnoldo Búcaro Moraga. 
Manifiesta García Colindres que compró en for­
ma verbal a Petrona García Colindres de Mejía 
los derechos hereditarios que le correspondían 
en la finca urbana número veintidos mil dos­
cientos cincuenta (22,250'), folio noventa y 
treS" (93), libro doscientos veinte (220) de 
Guatemala, pero cuando le pidió que le otor­
gara la escritura de compraventa de esos de­
rechos, se negó a efectuarlo, por lo que promo­
vió contra ella en el mismo Juzgado proceso 
ordinario para obtener el reconocimiento de la 
compraventa aludida y para que fuera conde­
nada a otorgarle la respectiva escritura. Que en 
ese juicio, la sentencia de primera instancia de 
fecha doce de julio de mil novecientos setenta 
y seis, confirmada por la Sala Segunda de la 
Corte de Apelaciones con fecha trece de octu­
bre del mismo año, se le condenó a otorgarle 
la escritura traslativa de dominio dentro del 
término de diez días, sin ninguna limitación y 
bajo apercibimiento de hacerlo de oficio, el 
Juez en caso de rebeldía y que las demandadas 
sabedoras de lo anterior con dolo, mala fe y en 
abierta colusión, simularon en la escritura pú­
blica número cincuenta (50) el contrato de 
compraventa de los derechos sucesorios en dispu­
ta. Que lo declarado por las demandadas en el 
referido contrato es INEFICAZ, pues esa com­
praventa contenida en la relacionada escritura 
NO ES LO QUERIDO POR LAS CONTRA­
TANTES; lo realmente querido por ellas con 
esa presunta negociación, ES SUSTRAER LOS 
BIENES EN LITIGIO DE LOS DERECHOS 
QUE ME CORRESPONDEN. Terminó pidiendo 
que en sentencia se declare: "a) Con lugar la 
demanda, en consecuencia, nulo el negocio 
jurídico celebrado entre las demandadas Nativi­
dad de Jesús García Solares y Petrona García 
Colindres de Mejía, contenido en la escritura 
pública número cincuenta, autorizada en esta 
ciúdad el siete de septiembre de mil novecientos 
setenta y seis por el Notario Nery Arnoldo Bú­
caro Moraga; b) se manda cancelar y queda 
sin ningún efecto la 511- inscripción de dominio 
de la finca urbana N9 22250, folio 93, libro 220 
de Guatemala, librándose para el efecto despacho 
al Registro General de la Propiedad; e) Que 
los derechos hereditarios que aparecen vendidos 
en la relacionada escritura, corresponden al 
actor en calidad de propietario, en virtud de la 
sentencia judicial de fecha doce de julio de mil 
novecientos setenta y seis de ese mismo Tribu-

na1. recaída en el Juicio Ordinario N9 780-75, 
Xoti:ficador 49; v d'¡ Que se condene en costas 
a :as demandadas". Petrona. García ~olind~es 
cor:teHó la demanda en sentrdo negativo e m­
terp:rso la:; excepciones perentorias de FALTA 
DE DERECHO OBJETIYO EX EL ACTOR 
PARA DDL-\~'DAR LA X"LLIDAD DE L~ 
IXSTRL"::\IEXTO AJL"STADO A DERECHO 
Ql:E COXTIEXE L.\. ::\1AXIFESTACIOX DE 
VOLL"XTAD DE LAS PARTES; IXEXAC­
TITUD DE LOS HECHOS EXP"LESTOS POR 
EL ACTOR AL CALIFICAR DE SDIL"L.\.DO 
UN CONTRATO REAL; MALA FE EX EL AC­
TOR; y DOLO EN EL ACTOR. 

PRUEBAS APORTADAS: 

Por la parte demandante: a) Copia simple 
de la escritura número cincuenta de fecha siete 
de septiembre de mil novecientos setent~ y seis, 
autorizada en esta ciudad por el NotariO Nery 
Arnoldo Búcaro Moraga; b) Certificación del 
Registro General de la Propiedad donde consta 
la primera y última inscripción de dominio de 
la finca objeto de la litis, e) Declaración de 
parte y reconocimiento de documento por Na­
tividad de Jesús García Solares; d) Fotocopia 
debidamente certificada del proceso ordinario 
número setecientos ochenta-setenta y cinco a 
cargo del notificador cuarto del J'Qzgado Cuarto 
de Primera Instancia Civil donde se entabló 
demanda contra Petrona García Colindres por 
Juan Marcial García Colindres; e) Fotocopia 
certificada por el Juzgado Quinto de Primera 
Instancia de lo Civil del proceso oral de par­
tición número veinte mil doscientos ochenta y 
nueve a cargo del notificador cuarto, seguido 
por Natividad de Jesús García Colindres contra 
Juan Marcial García -Golindres y Petrona García 
Solares. Por la parte demandada: a) Certifica­
ción del Registro General de la Zona Central don­
de constan todas las inscripciones de dominio de 
la finca ya mencionada; b) Copia simple lega­
lizada de la escritura que se pretende sea anu­
lada; y d) Declaración de parte del actor. Con 
fecha diecisiete de abril de mil novecientos 
setenta y ocho el Juzgado Cuarto de Primera 
Instancia del Ramo Civil declaró: sin lugar 
tanto la demanda ordinaria de nulidad por simu­
lación del negocio jurídico, promovida por el 
actor contra las demandadas, como las excep­
ciones -perentorias introducidas. No hubo con­
dena en costas. 

SENTENCIA RECURRIDA: 

La Sala Segunda de la Corte de Apelaciones 
el cinco de septiembre del año recién pasado, 
dictó sentencia en la que consideró: " De con­
formidad con el artículo 1794 del Código Ci­
vil ninguno puede vender sino lo que es de 
su propiedad y la venta de cosa ajena es nula. 
En el presente caso, la demandada Petrona 
García Colindres de Mejía vendió a la también 
demandada Natividad de Jesús García Solares, 
mediante la escritura pública número cincuenta, 
autorizada por el Notario Nery Arnoldo Búca- , 
ro Moraga, en esta ciudad, con fecha siete de 
septiembre de mil novecientos setenta y seis, 
por el precio de quinientos quetzales, la totali­
dad de los derechos que a ella le asisten sobre 
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la finca urbana número veintidós mil doscientos 
cincuenta (22,250), folio noventa y tres 1 !?3), 
del libro doscientos veinte (220) de Guatema­
la, pero resulta que con fecha anterior (el die­
ciséis de agosto d~l mismo año) . la propia 
demandada Petrona Garcia Colindres ya había 
sido notificada de la sentencia dictada por el 
Juez Cuarto de Primera Instancia del Ramo 
Civil Departamental, que declaró con lugar la 
demanda entablada contra ella por Juan )lar­
cial García Colindres, en la cual se le señaló 
el término de diez días para que otorgara la 
escritura traslativa de dominio a favor del men­
cionado actor de los derechos hereditarios que 
le había vendido al ahora también actor Juan 
Marcial García Colindres, sobre la indicada 
finca; dicha sentencia fue confirmada por esta 
Sala el trece de octubre del mismo año, por 
lo cual ya era sabedora de que en virtud de 
fallo judicial de primer grado había dejado de 
ser propietaria de los derechos hereditarios que 
tuvo sobre el relacionado inmueble y, por ende, 
ya no podía venderlos. De suerte que de a(!uer­
do con la norma legal citada supra, la venta 
hecha a la también demandada Natividad de 
Jesús García Solares, deviene nula, razón por 
la cual la demanda tiene que prosperar, y por 
ende, procede revocar la sentencia que motiva 
la alzada dictándose la que en derecho corres­
ponde. En razón de todo lo expuesto, la Sala 
sentenciadora: REVOCA la sentencia apelada 
Y al resolver declara: "1. CON LUGAR la de­
manda ordinaria entablada por Juan Marcial 
García Colindres contra Petrona García Colin­
dres de Mejía y Natividad de Jesús García So­
lares y, en consecuencia, nulo el contrato de 
compraventa de derechos hereditarios contenido 
en la escritura pública número cincuenta, au­
torizada en esta ciudad por el Notario Nery 
Arnoldo Búcaro Moraga, mandándose a cance­
lar la quinta inscripción de dominio de la finca 
urbana número veintidós mil doscientos cin­
cuenta (22,250), folio noventa y tres (93), del 
libro doscientos veinte (220) de Guatemala, 
debiéndose librar para el efecto por el Juez 
de los autos desnacho al Registrador General 
de la Propiedad. II. Que los derechos heredita­
rios que aparecen vendidos en la relacionada 
escritura pertenecen al actor, en virtud de sen­
tencia de fecha doce de julio de mil novecientos 
setenta y seis (debidamente confirmada) dic­
tada por el Juez Cuarto de Primera Instancia 
del Ramo Civil, recaída en el proceso ordinario 
número setecientos ochenta guión setenta y 
cinco (780-75). a cargo del Notificador Cuarto. 
Y III. Se condena en las costas a las deman­
dadas". 

RECURSO DE CA SACIO N: 

Al respecto la recurrente dice: "D. Apoyo al 
presente Recurso en los· casos de procedencia 
contenidos en los incisos 19 y 29 del artículo 621 
del Código Procesal Civil y Marcantil, específica­
mente por violación y aplicación indebida de 
la Ley para el primer caso y error de hecho en 
la apreciación de la prueba con respecto al 
segundo; E. Cito como infringidas las leyes con­
tenidas' en los artículos siguientes: 1125 inciso 
29, 1146, 1148, 1518, 1519, 1576, 1794 y 1808 

del Código Civil; 49 y 166 del Decreto 1762 del 
Congreso de la República (Ley del Organismo 
Judicial)". 

Estima '\iolados en primer lugar los artícu­
lo¡. 1125 inci!;O 29, 1518, 1519 y 1576 del Códi­
go Chil :ra citados. porque a su criterio el 
Tribunal sentenciador en su fallo ignoró total­
mente que conforme la primera de estas nor 
mas, para que se perfeccione un contrato, 
cuando la ley establece determinada formalidad 
para ese efecto, es indispensable que concurra 
en su celebración esa formalidad: conforme la 
segunda de las citadas normas legales, para que 
los contratantes queden obligados al cumplimien­
to de un contrato, es indispensable que éste se 
haya perfeccionado; según el tercer precepto 
legal citado, los contratos que deben inscribirse 
en los registros, tienen que constar en escritu­
ra pública; y de conformidad con la cuarta 
norma mencionada, es obligatoria la inscripción 
en el Registro de la Propiedad, de los títulos 
traslativos de dominio o de derechos reales so­
bre bienes inmuebles. Complementa la argu­
mentación cuando expone: "sostengo en con­
secuencia, que fueron violados por el Tribunal 
sentenciador estas leyes, porque estimo que el 
contrato de compraventa que se supone cele­
brado entre don Juan Marcial García Colindres 
y doña Petrona García Colindres de Mejía, 
quedó perfeccionado con la simple notificación 
de la sentencia en que el Juez de Primer Grado 
condenó a la segunda a otorgar dentro de diez 
días, escritura traslativa de dominio de los de­
rechos de propiedad en litigio, cuando de con~ 
formidad con las leyes que estoy comentando, 
los contratos traslativos de dominio sobre bienes 
inmuebles necesitan para su perfeccionamiento, 
primero, el otorgamiento de escritura pública 
Y segundo, su debida inscripción en el Registro 
de la Propiedad. De esa suerte, queda bien 
claro que la Sala violó estas leyes, al no tener 
en consideración que Petrona García Colindres 
de Mejía, cuando me vendió sus derechos, no 
había otorgado ninguna otra escritura trasla­
tiva de dominio sobre los mismos, ni menos 
que esa escritura se hubiese inscrito en el men­
cionado Registro". 

Acusa en segundo lugar violación del artícu­
lo 1808 del Código Civil, al afirmar que cuando 
la Sala sentenciadora resolvió que es nula la 
venta que de sus derechos en la finca en cues­
tión le hizo Petrona García Colindres de Mejía, 
no tuvo en consideración que conforme ese ar­
tículo, si se vende dos veces un mismo inmue­
ble a personas distintas, prevalecerá la venta 
que primero se haya inscrito en el Registro. 
De manera que, en el presente caso, no puede 
ser nula la venta a mi favor, sostiene la re­
currente, aun cuando fuera cierto que antes de 
venderle a ella se hubieran vendido los mismos 
derechos a Juan Marcial García Colindres, por­
que esa venta no fue inscrita en el Registro de 
la Propiedad. Manifiesta, que: "El supuesto 
contrato de compraventa que se dice celebrado 
entre don Juan Marcial García Colindres y doña 
Petrona García Colindres de Mejía, jamás se 
perfeccionó porque nunca llegó a otorgarse la 
escritura pública exigida por la Ley para este 
efecto, ni ménos se inscribió en el Registro de 
la Propiedad. Violó en consecuencia la Honora­
ble Sala sentenciadora el citado artículo, al de­
clarar nula la venta hecha a mi favor, contra 
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lo que de manera expresa, clara y categórica 
preceptúa esa Ley en cuanto establece que, 
entre dos ventas de un mismo inmueble, sin 
importar siquiera el orden cronológico de su 
celebración, prevalecerá la que hubiere sido 
inscrita en el Registro y sólo en caso de que 
ninguna de las dos se hubiere inscrito, preva­
lecerá la anterior en fecha". 

Estimó en tercer lugar violados por la Sala 
sentenciadora los articules 1146 y 1148 del 
Código Civil, aduciendo que la inafectabilidad 
del derecho de tercero, es la base fundamental 
del Registro de la Propiedad, pues la creación 
del mismo tuvo como base fundamental este 
principio y es bien sabido también que sin su 
observación, se desquicia totalmente la insti­
tución porque, si no se respeta lo que en el 
Registro aparece inscrito, de nada sirve su fun­
cionamiento. Que la inafectabilidad del derecho 
de tercero es la piedra angular sobre que des­
ca;n~a todo el ~istema registra!, porque no cum­
phna su cometido cual es el de tener por cierto 
yerdl'!dero e incontrovertible, lo que aparee~ 
mscrito o anotado. Agrega, que la primera de 
esas normas aduce que la inscripción no con­
valida los actos o contratos nulos según las 
leyes; pero esto no obstante los actos o con· 
tratos que se ejecutan po; persona que en 
Registro aparezca con derecho a ello una vez 
inscritos, no se invalidarán en cuanto ~ tercero 
aunque después se anule o resuelva el derech¿ 
del otorgante, en virtud de causas que no apa­
rezcan del mismo Registr?· Este precepto, se 
cumple en toda su extens10n y contenido en el 
caso que motivó el presente litigio, pues co~sta en 
autos que cuando doña Petrona Garcfa Colindres 
de _Mejía me_ vendió sus. derechos, aparecía como 
leg1tima duena de los mismos en el Registro de la 
Propiedad y no constaba que soportaran ningún 
gravamen, anotación o limitación de cualquier 
clase; Y si después, mediante sentencia profe-

.. /rida ~or la H?norable Sala, el trece de octubre 
de m1l nov~cientos setenta y seis, se declaró 
a~e esos mismos derechos ya habían sido ven· 
~Idos . con ant~riorídad, esta circunstancia, con­
torme la ley citada, no puede nunca, si se pro­
cede en derecho, anular o invalidar la venta 
qll;e . ~e hizo a mi favor, porque cuando se ins­
cnbiO este contrato, no constaba tal hecho en 
el Registro y ni siquiera aparecía anotada la 
demanda sobre la finca cuestionada. Sigue ra­
z~mando, que complemento del precepto ante· 
ri?r, es e_l .contemdo en el artículo 1148 del 
Codi~o Civil, porque este artículo en forma 
tambiéz:. clara, categórica e imperativamente 
determma que, "únicamente perjudicará a ter­
cero lo que aparezca inscrito o anotado en el 
Registro". Siendo estos preceptos tan expresos 
Y claros, no puede explicarse por qué los violó 
~a _Sala, pu!ls además existe superabundante 
JUrisprudencia en el sentido de que el derecho 
de tercero ~n el Rgistro es inafectable. En el 
presente caso, repite, cuando compró no consta­
ba en el Registro de la Propiedad que Juan 
M!'rcial García Colindres hubiese comprado los 
mismos derechos, contaba sí que era dueña de 
los mismos Petrona García Colindres de Mejía 
Y no estaba tampoco anotada en ninguna forma 
la demanda que el primero había planteado 
cotltra la segunda. En consecuencia yo compré 
con "Registro Limpio" y estimo 'que ningún 
T.ribunal, resolviendo conforme a derecho puede 

invalidar el contrato de compraventa que ce­
lebró con Petrona García Colindres de Mejía. 

Por último, agrega, denuncio la violación de 
los artículos 49 y 166 del Decreto 1762 del 
Congreso de la República (Ley del Organismo 
Judicial) porque el primero de ellos dice que 
"Las disposiciones especiales de una Ley, pre­
valecen sobre las disposiciones generales de la 
misma". Para reforzar sus argumentos la re· 
curren te expresa: La Honorable Sala senten­
ciadora dice en las consideraciones de derecho 
de su fallo, que "De conformidad con el ar­
tículo 1794 del Código Civil ninguno puede 
vender sino lo que es de su propiedad y la 
venta de cosa ajena, es nula". Reforzando sus 
argumentos explica que en párrafos anteriores 
ya manifestó que a su juicio,, no está en lo 
cierto la Sala sentenciadora al considerar que 
su vendedora, Petrona García Colindres de Me­
jía, ya no era dueña de los derechos que le 
vendió por el simple hecho de que antes de 
otorgar la escritura traslativa de dominio a· su 
favor, ya había sido notificada del fallo de 
Primera Instancia que la condenaba a traspasar 
esos mismos derechos a Juan Marcial García 
Colindres. Pero aún en el supuesto de que esto 
fuera cierto, .agrega, tampoco tendría razón la 
Sala, porque el artículo 1794 del Código Civil 
co.ntiene _ una disposición de carácter general: 
mientras que las leyes que ella ha ·citado antes 
~on disposiciones especiales para la venta de 
mmuebles y por eso exigen ·expresamente en 
que en esta clase de contratos, forzosamente 
ha de otorgarse escritura pública inscribible 
en el Registro de la Propiedad; de manera que 
conforme aquellas disposiciones legales un~ 
pe_rsona no deja de ser dueña de un in~ueble, 
miEmtras no lo traspase por medio de escritura 
pública y ésta sea inscrita en el Registro de 
la Propiedad. Que por esos motivos la Sala 
de autos violó el artículo 49 de la' Ley del 
Organismo Judicial. 

Afirma la recurrente que el artículo 166 tam­
bi_én. del Decr!'lto 1762 del Congreso de la Re­
publiCa, fu~ vwlada porque según su contenido, 
la sentencia dada en el juicio ordinario entre 
Juan Marcial García Colindres y Petrona Gareía 
Co!indres de Mejía, "no me puede perjuidicar 
desde luego que yo no fui parte en ese juicio 
ni mi derecho de propiedad proviene de los que 
siguieron el juicio, porque aun cuando se trata 
de los mismos derechos de propiedad que fue­
ron objeto de aquel juicio, mi derecho proviene 
de un contrato de compraventa simple, sin que 
tenga que ver este contrato con el provecho 
o perjuicio que la sentencia abribuye a alguno 
de los litigantes''. Sigue manifestando que otra 
cosa sería si ella hubiese tenido eso~ derechos 
como heredera o cesionaria de alguna de las 
partes que siguieron el juicio. Argumenta tam­
bién, que no hay constancia, ni se menciona 
en el fallo, de que ella · tuviera conocimiento 
siquiera de la sentencia en mención y la Sala 
sólo dice que Petrona García Colindres de Me­
jía ya tenía conocimiento de su existencia al 
haber sido notificada del mismo. Que la señora 
antes mencionada en líneas anteriores que fue 
parte en el juicio no resulta perjudicada en 
ningún sentido por esa sentencia, porque ni 
siquiera dice la Sala que está obligada a de· 
volverme el dinero que yo le pagué como precio 
de la cosa vendida y todo resulta porque según 
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sostiene la oponente, el fallo que in:p:¡gna es 
totalmente incongruente con la demanda. por­
que si se hubiera dictado de acuerdo con los 
planteamientos que la misma contiene, se hu­
biera declarado, según las pruebas presentadas, 
si el contrato celebrado entre Petrona García 
Colindres de ::'.lejía y la recurrente, era simula­
do, porque en caso que así hubiera sido claro 
está que ella Natividad de Jesús García Sola­
res no tenía por qué reclamar la devolución del 
precio de la venta, desde luego que ésta no fue 
real como lo aseveró el actor en su demanda 
pero al no ser así, es de suponer o mejor dicho 
debe tenerse por seguro, porque así está con­
signado mediante escritura pública que yo 
pagué el precio de la venta. 

Alega también la recurrente, Aplicación in­
debida del artículo 1794 del Código CiviL Se­
gundo subcaso de procedencia contenido en el 
inciso 1Q del artículo 621 del Código Procesal 
Civil y Mercantil. 

Expone que: Puede decirse que el único 
fundamento pseudo-jurídico de la sentencia que 
motiva este Recurso, es el que se enuncia en 
·las consideraciones de derecho así: "De confor­
midad con el artículo 1794 del Código Civil 
ninguno puede vender sino lo que es de su 
propiedad y la venta de cosa ajena es nula". 
En primer lugar, ya dije en párrafos anteriores 
que no· era este el planteamiento contenido en 
la demanda, es decir, que el actor no pidió la 
nulidad del contrato porque la vendedora haya 
vendido cosa que no le perteneciera, sino porque 
como clara e insistentemente lo indica en el 
escrito de su demanda, porque ese contrato fue 
simulado y el Juez de Primer Grado con mucho 
mejor criterio que el de la Sala, dice en su 
sentencia que el acto~ "en ningún momento 
del proceso evidenció el hecho capital de su 
demanda: la simulación contractual". El ar­
tículo 1794 del Código Civil que la Sala invoca 
como fundamento de su demanda, contiene una 
disposición de carácter general aplicable a toda 
clase de contratos y por eso resulta indebida" 
mente aplicado en este caso, porque se trata de 
un bien inmueble, para cuya contratación con­
tiene disposiciones especiales el mismo Código 
cuando exige el otorgamiento de escrtura pú­
blica y su inscripción en el Registro de la Pro­
piedad. Que el actor no adujo vanta de lo ajeno, 
sino claramente simulación de un contrato y 
que tanto desde el punto de vista procesal corno 
desde el campo sustantivo, tampoco es aplica­
ble esa norma, pues hay disposiciones esencia­
les sobre la materia. Remata el subcaso ase­
gurando que "Está en consecuencia, también 
debidamente establecida esta otra infracción 
de la norma sustantiva civil citada". 

El error de hecho en la apreciación de la 
prueba, lo hace· consistir en el segundo sub­
caso de procedencia contenido en el inciso 2Q 
del artículo 621 del Código Procesal Civil y 
Mercantil y sostiene que son documentos que 
demuestran de modo evidente la equivocación 
del juzgador: Copia simple de la escritura nú­
mero cincuenta, autorizada por el Notario Nery 
Arnoldo Búcaro Moraga en esta ciudad, el siete 
de septiembre de mil novecientos setenta y seis 
y certificación del Registro de la Prop\edad 
Zona Central, de la primera y última inscrip­
ciones de dominio de la finca objeto del litigio 
y de las anotaciones que soporta. 

Es2'rin:e a3lmiSmo. que "La Honorab~e Sa2.a 
s>:ntenciadora, íncurri6 en el error que der:.ln­
cia. al :r.o tener en consideración que lo:; do(;:l­
mentos mencionados.~ demuestran que yo com­
pré los derechos disputados mediante escritura 
nú blíca: que este instrumento se inscribió de­
bidamente en el Registro de la Propiedad y que 
cuando vo compré aparecía corno legítima due­
ña de lo~ derechos vendidos, mi vendedora doña 
Petrona García Colindres de Mejía y que, los 
derechos vendidos, no se encontraban anotados 
de demanda alguna". Que siendo evidente el 
error cometido y que ésta influyó de manera 
decisiva en la decisión final de la sentencia re­
currida es motivo también suficiente por sí solo 
para declarar con lugar el presente asunto. 

Transcurrido el día de la vista, procede dic­
tar sentencia. 

CONSIDERANDO: 

I 

La recurrente, al señalar el primer subcaso 
de procedencia contenido en el mciso 1Q del 
artículo 621 del Código Procesal Civil y Mer­
cantil, estima que la Sala sentenciadora, al pro­
ferir su fallo violó, entre otros, los artículos 
1125 inciso 2Q, 1518, 1519, 1576 y 1808 del 
Código Civil, por que ignoró totalmente que, 
conforme dichas normas, para que se perfeccio­
ne un contrato, cuando la ley establece deter­
minada formalidad para ese efecto, se indis­
pensable que concurra en su ceJebración esa 
formalidad; que para que los contratantes que 
den obligados al cumplimiento de un contrato, 
es indispensable que éste se haya perfeccionado; 
que los contratos que deben inscribirse en los 
registros, tienen que constar en escritura públi­
ca; que es obligatoria la inscripción en el Re­
gistro de la Propiedad, de los títulos traslati­
vos de dominio o de derechos reales sobre bie­
nes inmuebles; y, que si se vende dos veces un 
mismo inmueble a personas distintas, prevale­
cerá la venta que primero se haya inscrito en 
el Registro. En el fallo impugnado el Tribunal 
Sentenciador estimó que el contrato de compra­
venta que se supone celebrado entre Juan Mar­
cial García Colindres y Petrona García Colin­
dres de Mejía, quedó perfeccionado con la sim­
ple notificación de la sentencia en que el Juez 
de Primer Grado condenó a la segunda a otor­
gar dentro de diez días, escritura traslativa de 
dominio de los derechos de propiedad en litigio, 
cuando de conformidad con las leyes que seña­
la. los contratos traslativos de dominio sobre 
bienes inmuebles necesitan para su perfeccio­
namiento, primero, el otorgamiento de escritu­
ra pública y segundo. su debida inscripción en 
el Registro de la Propiedad. De esa suerte, 
queda bien claro que la Sala violó dichas nor­
mas, al no tener en consideración que Petrona 
García Colindres de Mejía, cuando vendió sus 
derechos, no había otorgado ninguna otra es­
critura traslativa de dominio sobre los mismos, 
ni menos que esa escritura se hubiese inscrito 
en el mencionado Registro; así, corno que al 
resolver que es nula la venta que de sus dere­
chos en la finca en cuestión hizo Petrona García 
Colindres de Mejía, no tuvo en consideración 
que conforme el artículo 1808 del Código Civil, 
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si se vende dos veces un mismo inmueble a per­
sonas distintas, prevalecerá la venta que pri!ne­
ro se haya inscrito en el Registro. Ahora bien. 
con respecto a la impugnación señalada es el 
caso de considerar, que efectivamente e! ::::r.­
damento de la sentencia recurrida para dec:a­
rar nula la venta que Petrona García Coiind::-e;:. 
de lfejía le hizo a la recurrente. radica en que 
la primera ya era sabedora de que en virtud 
de fallo judicial de primer grado había dejado 
de ser propietaria de los derechos hereditarios 
que tuvo sobre la finca veintidós mil doscientos 
cincuenta (22250), folio noventa y tres (93) 
del libro doscientos veinte (220) de Guatemala, 
al haber sido notificada de larsentencia dictada 
por el Juez Guar~o de Primera Instancia del 
Ramo Civil, que cleclaró con lugar la demanda 
entablada contra ella por Juan Marcial García 
Colindres, que le señaló el término de diez, días 
para que otorgara la escritura traslativa de do­
minio. Con tal forma de resolver la Sala Se­
gunda de la Corte de Apelaciones realmente 
violó las disposiciones legales mencionadas con 
~nterioridad, pues la compraventa de bienes 
mmuebles para que se perfeccione necesita, 
además de que se otorgue en escritura pública, 
que se inscriba en el Registro de la Propiedad, 
por lo cual, la simple notificación de una sen­
tencia de primer grado, no puede acarrear la 
nulidad de una compraventa que se celebró con 
las formalidades de ley y que se inscribió pri­
mero en el Registro. Y como esa violación 
apareja la casación del fallo recurrido, sin efec­
tuarse el examen de los otros casos de proce­
dencia que -~óntiene la impugnación, por ser 
innecesario, debe dictarse el fallo de conformi­
dad con la ley. 

CONSIDERANDO: 

II 

En el caso sub judice el demandante con la 
escritura pública autorizada en esta ciudad el 
siete de septiembre de mil novecientos setenta 
Y seis por el Notario Nery Amoldo Búcaro 
Moraga y con la certificación del Registro de 
1¡¡. Propiedad donde consta la primera y última 
inscripción de dominio de la finca objeto de 111. 
litis, probó que Natividad de Jesús García So­
lares es propietaria de los derechos hereditarios 
que Petrona García Solares de Mejía tenía en 
la finca motivo del litigio, pues de conformidad 
con lo que determina el primer párrafo del 
artículo 186 del Código Procesal Civil y Mer­
cantil los documentos otorgados por Notario o 
por funcionario o empleado público en ejercicio 
de su cargo, producen fe y hacen plena prueba, 
salvo el derecho de las partes de redagiiirlos 
de nulidad o falsedad, lo que no aconteció en 
Pste juicio. Asimismo, con certificación del 
.Tuz¡¡:ado Cuarto de Primera Instancia del Ramo 
Civil, demostró plenamente la existencia del 
proceso número setecientos ochenta-setenta y 
cinco, a cargo del Notificador Cuarto, entablado 
.:oontra Petrona García Colindres de Mejía, por 
medio de cuyo proceso, se condenó a la demanda­
da a otorgarle a Marcial García Colindres la 
e~critura traslativa de dominio de los derechos 
hereditarios en contienda, fallo emitido el doce 

de julio de mil novecientos setenta y seis. Ahora 
bien, no obstante lo anteriormente expuesto, el 
demandante no probó en ningún sentido los he­
chos medulares de la demanda, cuales son que el 
:r..egocio jurfdico que trató de anular se hubiera 
realizado mediante simulación y que en la 
compraventa que el mismo er.cierra, hubiera 
mediado dolo. mala fe ~· colusión. como tam­
poco Iogró demostrar que hubiera existido falta 
de voluntad entre dichas personas para cele­
brar la compraventa. De todo lo considerado, 
se infiere' la improcedencia de la demanda plan­
teada por ::'IIarcial García Colindres, contra 
~atívídad de Jesús García Solares y Petrona 
García Colindres. Las excepciones perentorias 
interpuestas, no se analizan separadamente, 
por considerarse innecesario dado el resultado 
del presente proceso. Y apareciendo de los autos 
que dichas personas litigaron con evidente bue­
na fe, no hay especial condena en costas. 

LEYES APLICABLES: 

Leyes citadas y artículos: 1257, 1284, 1285, 
1286, del Código Civil; 66, 86, 87, 88, 126, 
128, 186, 574, 620, 627, 628, 630, 635 del 
Código Procesal Civil y Mercantil; 32, 38 inciso 
2<?, 143, 157, 159, 163, 164, 169, de la Ley del 
Organismo Judicial. 

POR TANTO: 

La Corte Suprema de Justicia, Cámara Civil, 
CASA la sentencia recurrida y resolviendo con­
forme a derecho DECLARA: I-SIN LUGAR 
la demanda ordinaria entablada por Juan Mar­
cial García Colindres, contra Natividad de Je­
sús García Solares y Petrona García Colindres 
de Mejía; II-En consecuencia, absueltas estas 
últimas de dicha demanda; III.-No hay espe­
cial condena en costas. Repóngase por el 
recurrente el papel empleado al del sello de ley, 
dentro del término de cinco días bajo aperci­
bimiento de que si no- lo hiciera se le impondrá 
una multa de cinco quetzales. NOTIFIQUESE 
y con certificación de lo resuelto vuelvan los 
antecedentes al Tribunal de su origen. 

(Fs.) A. E. Mazariegos G.-Julio García C.­
Fed. G. Barillas C.-Herib. Robles A.-R. Ro­
dríguez R.-Ante mí: M. Alvarez Lobos. 

CIVIL 

Recurso de Casación interpuesto por Nata­
lía Hernández Arana de Hernández, contra la 
sentencia de la Sala Quinta de la Corte de 
Apelaciones de fecha doce de febrero de mil 
novecientos setenta y nueve, recaída en el 
juicio Ordinario promovido Albertina Casta­
ñeda de Lemus contra la recurrente. 

DOCTRINA: Comete e·rror de hecho en la apre· 
ciación de las pruebas, el Tribunal que omite 
examinar o tergiverse el contenido del docn­
mento o acto auténtico tomado como baae • 
para dictar el fallo. 
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CORTE SUPRE':\!A DE JUSTICIA, CA~IA­
RA CIVIL: Guatemala, siete de agosto de míl 
novecientos setenta y nueve. 

Se tiene a la vista para resoh·er el Recur:::o 
de Casación interpuesto por Xatalia Hernández 
Arana de Hernández contra la sentencia dictada 
por la Sala Quinta de la Corte de Apelaciones 
el doce de febrero del corriente año, recaída en 
el juicio ordinario seguido en el Juzgado Prime­
ro de Primera Instancia del Departamento de 
Jutiapa por Albertina Castañeda sin otro ape­
llido de Lemus contra la recurrente. 

ANTECEDENTES: 

Aparece en las actuaciones que el trece de ju­
nio de mil novecientos setenta y siete, se presentó 
al Juzgado mencionado Albertina Castañeda de 
Lemus iniciando juicio ordinario de nulidad ab· 
soluta de unas Diligencias Voluntarias de Titula­
ción Supletoria y Reivindicación de Propiedad 
contra Natalia Hernández Arana de Hernández, 
exponiendo para el efecto que por escritura pú­
blica autorizada en Jutiapa el treinta de septiem­
bre de mil novecientos treinta y uno por el No­
tario Antonio Castañeda, le compró a Juana 
Avila viuda de Najarro una fracción de diecio· 
cho varas de frente por veinticuatro de fondo, 
equivalente a quince metros cuatro centímetros 
por veinte metros con seis centímetros, lo que da 
una área total de trescientos un metros cuadrados 
con setenta centímetros, la cual se inscribió a su 
nombre como quinta inscripción de dominio de 
la finca urbana número cuatro mil ochocientos 
cinco ( 4805), folio veinte (20) del libro cua­
renta y siete (47) de Jalapa-Jutiapa y que fi­
gura exclusivamente a "'" favor al cancelarse la 
cuarta inscripción de dominio que pasó a formar 
finca distinta a favor de Sofía Arévalo de Ríos; 
que por el transcurso de los años las colindan­
cías de su finca ubicada en la cuarta calle po­
niente entre séptima y octava avenida norte, 
Barrio Cerro Colorado, desaparecieron, ya que 
lindaba: norte y poniente, Juana Avila viuda de 
Najarro; oriente, Cipriana Trejo; y sur, Plazue­
la del Hospital, calle de por medio. 

Actualmente está enmarcado dentro de las 
colindancias siguientes: Norte y poniente Ber­
nardo Aquino; oriente, Abelino Trejo Silva; 
sur, cuarta calle poniente en medio, con Mer­
cado Municipal; que su hijo Luis Mamerto Pa­
dilla Castañeda convivió con Morelia Hernán­
dez Samayoa y como tal le dio el inmueb1e para 
que lo habitara. Posteriormente, al fallecer su 
hijo, dispuso que su nuera continuase habitando 
su propiedad, pero al trasladarse ésta a la po­
blación de Atescatempa, dejó como inquilina a 
Natalia Herández Arana de Hernández, a lo 
que también estuvo de acuerdo; sin embargo, 
últimamente se enteró que Natalia Hernández 
Arana de Hernández, ante el Juzgado Segun-. 
do de Primera Instancia de Jutiapa, inició di­
ligencias de Titulación Supletoria de un raíz al 
que le consignó un área de doscientos setenta 
y cuatro metros cuadrados dentro de las si­
guientes medidas y colindancias: Norte, ocho 
metros Bernardo Aquino; oriente, quince me­
tros, Abelino Trejo Silva; sur, quince metros, 
con predio del Antiguo Hospital o Campo de la 
feria, hoy Mercado Municipal, calle de por me­
dio; y poniente, doce metros, Bernardo Aquino; 

que e: inmueble anterior es el mismo de su 
exclush·a propiedad y fue titulado indebida­
n:er.te. r..o obstante tener registro, por lo que 
se \'e En la imperiosa necesidad de iniciar de­
ma:r:da ordinaria de nulidad absoluta de unas 
i:iigeneías ,-oluntarias de titulación supletoria 
para que se mande cancelar la primera inscirp­
ción de nosesión de la finca urbana dos mil 
novecientos uno (2901). folio cuarenta ( 40) 
del libro ochenta y cinco ( 85) de Jalapa...Jutia­
pa, a nombre de la demandada; que tal como 
lo plantea, el inmu,eble de marras tiene inscrip­
ción registra! anterior, se ha titulado algo de 
su pertenencia y, hay una razón fundamental 
de impugnación· del procedimiento voluntario 
de información supletoria que lo hace anulable, 
como es la circuntancia de simulación que 
hubo entre cónyuges, pues el esposo de la de­
mandada, Saúl Hernández Samayoa, tenía la 
calidad de empleado público en Jutiapa, ya que 
era oficial tercero de la Gobernación Departa­
mental y para burlar la ley, simularon una 
negociación por la cual le donó a la demandada 
el bien referido para poder, en colución titu· 
lar sin obstáculos, que también el inmueble 
titulado, de acuerdo con las extensiones lineales 
que le hace aparecer la demandada, da un 
área de ciento cincuenta y cinco metros cua­
drados con veinticinco centímetros; sin embar­
go, se tituló una extensión de doscientos seten­
ta y cuatro metros cuadrados con setenta y cin­
co centímetros, lo que también hace anulable 
el título supletorio y como consecuencia la 
cancelación de la primera inscripción de pose­
sión de la finca que fraudulentamente se for­
mara. 

Aparece en el memorial de demanda que la 
actora señaló sus fundamentos de derecho, ofre­
ció pruebas y formuló su petición, para que 
en sentencia se declare: Con lugar la demanda 
ordinaria de nulidad de unas diligencias volun­
tarias de Titulación Supletoria y Reivindicación 
de propiedad que inicia Albertina Castañeda de 
Lemus contra Natalia Hernández Arana de 
Hernández y, como consecuencia: a) La nulidad 
de las diligencias voluntarias de titulación su­
pletoria seguidas por Natalia Hernández Arana 
de Hernández en el Juzgado Segundo de Prime· 
ra Instancia de Jutiapa, que fueron aprobados 
en auto del cuatro de marzo de mil novecien­
tos setenta y seis por la manifiesta mala- fe al 
titularse un inmueble con registro anterior; b) 
Nula la primera inscripción de posesión de la 
finca urbana dos mil novecientos uno (2901), 
folio cuarenta ( 40) del libro ochenta y cinco 
( 85) que aparece a nombre de la demandada; 
e) Que dentro del tercero día, Natalia Hernánc 
dez Arana de Hernández debe restituirle en la 
posesión de su finca cuatro mil ochocientos cin­
co (4805), folio veinte (20) del libro cuarenta 
y siete ( 47) de Jalapa-Jutiapa, bajo apercibí· 
miento de ordenar el lanzamiento a su costa, 
por corresponderle la posesión plena civil y 
material de la misma; y d) Que se condene al 
pago de las costas procesales a la demandada. 
Natalia Hernández Arana de Hernández inter­
puso la excepción previa de Prescripción Nega­
tiva o extintiva en la-demandante y adquisitiva 
para la demandada, la cual fue declarada sin 
Jugar por el Juzgado Primero de Primera Ins­
tancia de Jutiapa, en resolución proferida el 
nueve de agosto de mil novecientos setenta y 
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siete. La Sala Quinta de la Corte de Apelacio· 
nes coniirmó la resolución recurrida, al e:otimar 
que la prescripción negativa o extintim :oólo 
opera en los llamados derechos personale:o. p'.les 
no habiendo ningún precepto o norma q¡¡e 
establezca la prescripción extintiva, negativa o 
liberatoria en contra el propietario, debe con­
cluirse que en el caso presente no opera en 
contra de Albertina Castañeda de Lemus. En 
cuanto a la prescripción adquisitiva estimó que, 
si bien es cierto que por mandato legal, salvo 
disposiciones especiales, el dominio sobre bienes 
inmuebles y demás derechos reales sobre los 
mismos, se adquieren por prescripción, por el 
transcurso de diez años, también es cierto que 
es necesario el justo titulo que en el presente caso 
y por el momento no se da, puesto que precisa­
mente es la existencia válida del título suple­
torio registrado a favor de la demandada, la 
que es objeto de discusión en el presente juicio 
ordinario y mientras no haya decisión definiti­
va no puede invocarse el justo título para ad­
quirir por la parte demandada. 

Al contestarse la demanda se hizo en sentido 
negativo por la interesada e interpuso las excep­
ciones perentorias de PRESCRIPCION ADQUI­
SITIVA EN LA DEMANDA, como consecuencia 
de la conversión de la inscripción de posesión 
del título supletorio en inscripción de dominio; 
PRECRIPCION EXTINTIVA EN LA PARTE 
ACTORA, por haber caducado su derecho si es 
que lo tenía en el inmueble cuya nulidad y rei­
vindicación demanda, pues de conformidad 
con el artículo 643 del Código Civil. Son suscep­
tibles de prescripción todas las cosas que están 
en el comercio de los hombres"; FALTA DE 
IDENTIDAD Y DEMAS CARACTERISTICAS 
ESENCIALES DESDE EL PUNTO DE VISTA 
REGISTRAL, DE LÁ FINCA INSCRITA A FA­
VOR DE LA S~ORA ALBERTINA CASTA­
'&EDA DE LEMUS, CON EL RAIZ INSCRITO 
A FAVOR DE LA DEMANDADA; FALTA DE 
DERECHO EN LA DEMANDANTE PARA 
DEMANDAR LA NULIDAD DEL TITULO SU­
PLETORIO Y LA REIVINDICACION DE PRO­
PIEDAD, por ser su acción infundada e impro­
cedente de conformidad con la ley; DE INEFI­
CACIA DEL TITULO REQUERIDO DE CON­
FORMIDAD CON LA LEY, LA SE:&ORA 
ALBERTINA CASTA:&EDA DE LEMUS, para 
demandar la nulidad de la finca urbana nú­
mero 2,901, folio 40 del libro 85 de Jalapa­
Jutiapa, por haberse adquirido por mandato 
legal la propiedad por la usucapión, circuns­
tancia que hace inobjetable cualquier acción 
tendiente a su reivindicación y nulidad. 

PRUEBAS: 

La parte actora rindió las siguientes: A) Cer­
tificación del Registro General de la Propiedad 
que contiene: a} De la primera a la quinta 
inscripción de dominio de la finca urbana cuatro 
mil ochocientos cinco, folio veinte del libro 
cuarenta y siete de Jalapa-Jutiapa; b) Primera 
inscripción de posesión de la finca dos mil no­
vecientos uno, folio cuarenta, del libro ochenta 
y cinco de Jalapa-Jutiapa, formada a favor de 
Natalia Hernández Arana de Hernández con 
base a diligencias voluntarias de titulación su­
pletoria; B) Actas que contiene las declaracio­
nes de los testigos: Celestino Sarceño Esquive!, 

Andrés Vivas, l!atías Salguero Sandoval y Cé­
sar Augusto Salguero Porras; C) Acta que con­
tiene la diligencia de reconocimiento judicial 
pract;cado el d:ía catorce de julio de mil nove­
cientos setenta y siete; D) Certificación de la 
Gobernación Departamental de Jutiapa, en la 
cual con:ota que por acta de fecha veintiocho 
áe enero de mil novecientos sesenta y cuatro 
Saúl Hernández Samayoa recibió el cargo de 
Oficial Tercero y por aeta de fecha treinta de 
abril de mil novecientos setenta y uno, el mismo 
señor entr,egó el puesto de Oficinista II de la 
misma dependencia; E) Fotocopia de la certifi­
cación extendida por el Juzgado Segundo de 
Primera Instancia de Jutiapa, que contiene el 
duplicado del auto que aprobó las diligencias 
voluntarias de titulación supletoria seguidas por 
la demandada; F) Certificación del Registro de 
la Propiedad, Zona Central, en la que se transcri­
ben, de la primera a la octava inscripción de 
dominio de la finca ochocientos noventa tres 
(893), folio ciento cinco (105) del libro diez 
(10) de Jalapa-Jutiapa, propiedad de Rosa Es­
quive! González quien compró de Cipriano Treja 
Flores; G) Certificación del Registro de la 
Propiedad, Zona Central, en la que consta de 
que la quinta inscripción de dominio de la 
finca cuatro mil ochocientos cinco ( 4805), fo­
lio veinte .(20) del libro cuarenta y siete ( 47) 
de Jalapa-Jutiapa corresponde a la demandante, 
y consta también que se canceló la cuarta ins­
cripción de dominio de la finca mencionada 
anteriormente, por haber pasado a formar la 
finca mil quinientos ochenta y siete (1587)', 
folio ciento noventa y cinco (195) del libro 
setenta y seis (76) de Jalapa-Jutiapa, propie­
dad de la misma Sofía Arévalo de Ríos; H) 
Constancia del Secretario de la Municipalidad 
de Jutiapa, en la que se indica que el predio 
donde se encuentra construido el Mercado Mu­
nicipal de Jutiapa, es el mismo donde estuviera 
el hospital y que posteriormente fue campo de 
la feria; 1) Testimonio de la Escritura Públlca 
número cuarenta y cuatro, autorizada en Ju­
tiapa el treinta de septiembre de mil novecien­
tos treinta y uno por el Notario Antonio Cas­
tañeda, en donde consta que, Albertina Casta­
ñeda de Lemus compró a Juana Avila ·v. de 
Najarro, el nueve de enero de mil novecientos 
veintiocho, una fracción compuesta de dieciocho 
varas de frente por veinticuatro de fondo de 
la finca cuatro mil ochocientos cinco ( 4805), 
folio veinte (20) del libro cuarenta y siete 
( 47) del Tercer Registro de la Propiedad de 
Inmueble; J) Certificación del Registro de la 
Propiedad, Zona Central que contiene las ins­
cripciones de dominio de la finca urbana un 
mil quinientos ochenta y siete (1587), folio 
ciento noventa y cinco ( 195) del libro setenta 
y seis (76) de .Jalapa-Jutiapa, que se formó en 
su primera inscripción a favor de Sofía Arévalo 
.de Ríos, con base en los derechos que le apa­
recían en la finca cuatro mil ochocientos cinco 
(4805), folio veinte (20) del libro cuarenta y 
siete ( 47) de Jalapa-Jutiapa; K) Fotocopia del 
documento otorgado por José Víctor Morán 
Villela a favor de ·Gilda Morelia Hernández de 
Padilla, en la cual hace constar el primero que 
es propietario de un sitio con casa de adobe y 
techo de teja, cuya extensión consta en el Re­
gistro respectivo y que colinda al norte y po- ,. 
niente, con los herederos de Marcelino Ríos; 
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sur, con el predio que ocupaba el hospital anti­
guo o sea el Campo de la Feria; y oriente, con 
Avelino Trejo Silva; así como que dicho predio 
se lo vende a Gilda :Morelia Hernández de Pa­
dilla; L) Declaración de parte de la demandada. 

La parte demandada rindió: A) La diligen­
cia de Reconocimiento Judicial practicada por 
el Juez Primero de Primera Instancia de Jutia­
pa el catorce de julio de mil novecientos seten­
ta y siete; B) Declaración de los testigos Ber­
nardo Aquino Aguilar y Leandro Dionicio Vi­
rula; C) Fotocopia de la certificación extendida 
por el Juzgado Segundo de Primera Instancia 
de Jutiapa, que contiene el auto que aprobó 
las diligencias voluntarias de titulación suple­
toria, proferida el cuatro de marzo de mil no­
vecientos sesenta y seis a favor de Natalía 
Hernández Arana de Hernández, encontrándose 
al pie de dicha certificación, la razón del Regis­
tro de la Propiedad, Zona Central, que se 
registró a favor de la señora antes mencionada 
la primera inscripción de posesión de la finca 
urbana dos mil novecientos uno (2901), folio 
cuarenta ( 40) del libro ochenta y cinco ( 85) 
de Jalapa-Jutiapa; D) Fotocopia del documento 
autenticado por el cual José Víctor Morán Vi­
llela vendió a Gilda Morelia Hernández de Pa­
dilla el inmueble objeto de la litis; E) Fotoco­
pia de la Escritura Pública dieciocho, autorizada 
en Jutiapa el quince de marzo de mil novecien­
tos setenta y cuatro por el Notario Elíseo Mar­
tínez Zelada, en la que consta la venta que de 
Morelia Hernánde7! Samayoa viuda de Padilla 
le hizo a Saúl Hernández Samayoa; F) Testimo­
nio de la escritura pública cuarenta y cuatro, 
por la actora adquirió la finca cuya reivindica­
ción solicita; G) Certificación del Registro Ge­
neral de la Propiedad que contiene la inscrip­
ción de dominio de la finca cuatro mil ochocien­
tos cinco (4805), folio veinte (20) del libro 
cuarenta y siete (47) de Jalapa-Jutiapa; (H) 
Fotocopia de la certificación que contiene el 
auto que aprobó las diligencias voluntarias de 
titulación supletoria a favor de la demandada; 
I) Certificación del Registro General de la Pro­
piedad que contiene la primera inscripción de 
posesión de la finca dos mil novecientos uno 
(2901), folio cuarenta (40) del libro ochenta 
y cinco (85) de Jalapa-Jutiapa; J) Certificación 
del Registro antes mencionado, que contiene 
las inscripciones de dominio de la finca un mil 
quinientos ochenta y siete (1587), folio ciento 
noventa y cinco ( 195) del libro setenta y seis 
(76) de Jalapa-Jutiapa. Los documentos com­
prendidos de la letra F) a la J) son los mismos 
que la parte actora presentó como pruebas de 
su parte; K) Declaración de parte de la de­
mandante. 

SENTENCIA RECURRIDA: 

La Sala Quinta de la Corte de Apelaciones 
confirmo la sentencia de primera instancia que 
había declarado: 1 9) Con lugar la demanda 
ordinaria de Nulidad Absoluta de Diligencias 
Voluntarias de Titulación Supletoria y de Rei­
vindicación de Propiedad, instaurada por la 
señora Albertina Castañeda de Lemus en contra 
de Natalia Hernández Arana de Hernández; 29) 
En consecuencia, nulas en lo absoluto las dili­
gencias voluntarias de titulación supletoria 
seguidas por la señora Natalia Hernández Arana 

de Hernández ante el Juzgado Segundo de Pri· 
mera Instancia Departamental y que fueron 
aprobadas con fecha cuatro de marzo de mil 
novecientos sesenta y seis; 39) Nula asimismo 
la primera inscripción de posesión de la finca 
urbana número dos mil novecientos uno (2901), 
folio cuarenta ( 40) del libro ochenta y cinco 
(85) de Jalapa y Jutiapa, lograda a favor de 
la misma, Hernández Arana de Hernández por 
la aprobación de las diligencias voluntarias de 
titulación supletoria aludidas; y por ende nula 
también la segunda inscripción de dominio que 
sobre la relacionada finca se hizo con fecha 
treinta de septiembre de mil novecientos setenta 
y siete; 49) Condena a la demandada Natalia 
Hernández Arana de Hernández, para que den­
tro de tercero día de quedar firme esta senten­
cia, restituya a su demandante Albertina Casta­
ñeda de Lemus en la propiedad y posesión de 
la finca urbana número cuatro mil ochocientos 
cinco (4805), folio veinte (20), libro cuarenta 
y siete (47) de Jalapa-Jutiapa, que figura ex· 
clusivamente a favor de la parte actora bajo 
la quinta inscripción de dominio y que ilegal­
mente detenta dicha enjuiciada; 59) Al estar 
firme el presente fallo manda cancelar las ins· 
cripciones ya referidas, debiendo presentar la 
interesada copia certificada de esta sentencia 
al Registro de la "Propiedad Inmueble de la 
Zona Central; 69) Por constar en autos que la 
demandada Hernández Arana de Hernández 
actuó de mala fe, se le condena además en las 
costas procesales; 79) Por las razones expues­
tas en el considerando re::¡pectivo, sin lugar las 
excepciones perentorias de prescripción adqui· 
sitiva en la demandada, la de prescripción ex­
tintiva en la parte actora, la de falta de iden­
tidad y demás características esenciales desde 
el punto de vista registra! de la finca inscrita 
a favor de la demandante con el raíz inscrito 
a favor de la demandada, la de falta de derecho 
en la demandante para demandar la nulidad 
del título supletorio y la reivindicación de pro­
piedad y, la ineficacia de título requerido de 
conformidad con la ley en la actora, las cuales 
fueron interpuestas por la parte demandada 
al contestar la demanda". Para arribar a la 
conclusión señalada, la Sala estimó que la parte 
actora demostró los siguientes hechos: A) Su 
derecho de dominio pleno sobre la finca urbana 
cuatro mil ochocientos cinco ( 4805), folio vein­
te (20) del libro cuarenta y siete (47) de 
Jalapa-Jutiapa, acreditado con el testimonio de . 
la escritura pública autorizada en la ciudad de 
Jutiapa el treinta de septiembre de mil nove­
cientos treinta y uno por el Notario Antonio 
Castañeda, así como la certificación respectiva 
del Registro General de la Propiedad; B) Que 
las fincas -propiedad de la actora y de Sofía 
Arévalo de Ríos- tuvieron como finca matriz la 
número ochocientos noventa y tres (893), folio 
ciento seis ( 106) del libro diez ( 1 O) de "Ins­
cripciones", hecho acreditado con certificación 
del mismo Registro General de la Propiedad; y 
con atestado del mismo registro, que Blanca 
Lidia Ríos Arévalo de Morales, donataria de 
Sofía Arévalo Menéndez viuda de Ríos, vendió 
a Bernardo Aquino Aguilar la finca que, con 
los derechos que ésta tenía sobre la número 
cuatro mil ochocientos cinco ( 4805) se inscri­
bió a nombre de Sofía Arévalo viuda de Ríos 
con el número mil quinientos ochenta y siete 
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( 1687), folio ciento noventa y cinco ( 196) del 
libro setenta y seis (76) de Jalapa-Jutiapa, 
estableciéndose de los mismos documentos que 
esta última finca colinda, por los rumbos norte 
y poniente, con la de la demandante que a su 
vez colinda al sur, con el predio de la antigua 
Escuela Práctica, que después fue Hospital Na­
cional y por último Mercado Municipal, calle 
de por medio, demostrada esta última colindan­
cía con informe obrante en el proceso. Todas 
estas fincas, con registro anterior, forman 
cuadro a la titulada supletoria por la deman­
dada; C) Que la finca propiedad de la actora, 
registrada el ocho de octubre dé mil novecien­
tos treinta y uno, es la misma que se, inscribió 
a favor de la demanda al número dos mil nove­
cientos uno (2901), folio cuarenta (40) del 
libro ochenta y cinco (85) de Jalapa-Jutiapa, 
conclusión a la que se arriba, en vista de los 
documentos públicos referidos y en especial con 
el reconocimiento judicial practicado por el 
Juez Segundo de Primera Instancia de Jutiapa; 
D) Que las diligencias de titulación supletoria, 
redargüidas de nulidad, se ~siguieron con cono­
cimiento de que la fracción a titularse estaba 
registrada, evidenciado este extremo con el 
documento autenticado ante notario, por el que 
José Víctor Morán Villela transfirió a Gilda 
Morelia Hernández de Padilla el sitio titulado. 
En ese documento se indicó por Morán Villela, 
que vendía una fracción de terreno cuya "ex­
tensión consta en el Registro respectivo•·, con 
lo que se concluye que la demandada tituló 
supletoriamente un bien registrado y violó fla­
grantemente la ley que norma el procedimiento 
estatuido para el efecto. Tal violación incide 
desfavorablemente en dichas diligencias y el , 
auto de cuatro de marzo de mil novecientos 
sesenta y seis que las aprobó, causando su 
nulidad absoluta, puesto que se siguieron con­
traviniendo leyes prohibitivas expresas. Son nu­
las de nulidad absoluta también las inscripciones 
de posesión y de dominio que de la misma finca 
se hicieron a favor de la demandada. 

Agrega también la Sala que, habiendo de­
mostrado la actora que el bien titulado suple­
toriamente es el mismo que hubo por compra 
que hizo a Juana Avila viuda de Najarro y que 
la demandada lo detenta actualmente, por im­
perativo legal deberá restituirse el patrimonio 
de la demandante, siendo procedente la acción 
reivindicatoria que ejercita; y que por lo ex­
puesto al}teriormente, así como por estar de­
mostrado que la demandada al iniciar, seguir y 
fenecer las diligencias de titulación supletoria 
lo hizo de mala fe, procede la sanción que se 
aplicará en la parte decisoria de la sentencia. 
Al analizar las excepciones interpuestas al 
contestarse la demanda, dice la Sala que, en 
relación a la prescripción extintiva en la de­
mandante y adquisitiva para la excepcionante, 
se advierte que su fundamento en lo que atañe 
a la USUCAPION, consiste en que la posesión 
fue convertida en dominio por el transcurso 
del tiempo, cabe argumentar que originándose 
ese pretendido derecho de un hecho ilícito, 
éste no puede generar ningún éfecto jurídico, 
toda vez que a la luz del derecho aquellos actos 
no tienen existencia; en lo que se refiere a la 
prescripción extintiva, por haber caducado su 
derecho si ea que lo tenía en el inmueble, ne­
cesario es recordar que según argumentó la 

Sala oportunamente, procede únicamente en los 
derechos personales y estas acciones no versan 
sobre reclamaciones de tal índole; que la de ,. 
falta de identidad en la finca cuatro mil ocho­
cientos cinco ( 4805) con la dos mil novecientos 
uno (2901), por lo dicho en el considerando 
respectivo, es improcedente; que la de falta 
de derecho en la demandante, también debe 
declararse sin lugar, toda vez que la actora 
evidenció tener dominio sobre el raíz titulado 
supletoriamente, reforzada dicha evidencia por 
la actitud de la misma demandada cuando in­
terpone dichas excepciones de prescripción pues-
to que la sola interposición de esa clase de 
excepciones lleva implícita la afirmación del 
derecho del demandante; y que, en lo atinente 
a la última excepción ~de ineficacia de título 
requerido de conformidad con la ley, en la 
señora Albertina Castañeda de Lemus, para 
demandar la nulidad de la finca número dos 
mil novecientos uno (2901), folio cuarenta 
(40) del libro ochenta y cinco (85) de Jalapa­
Jutiapa, por haberse adquirido por mandato 
legal la propiedad por USUCAPION, circunstancia 
que hace inobjetable cualquier acción tendien-
te a su reivindicación y nulidad- es el caso 
repetir aquí lo dicho en renglones arriba, res­
pecto a que ninguno de los actos ejecutados 
por la actora, como tampoco el auto aprobato­
rio de la-s diligencias de titulación supletoria 
tiene existencia jurídica, por lo que padeciendo 
de un pecado original, no puede haber jurídi­
camente conversión de la posesión en dominio 
pese al transcurso del tiempo. 

RECURSO DE CASACION: 

Natalia Hernández Arana de Hernández in­
terpone su recurso por motivos de fondo y al 
exponer los casos de procedencia señala como 
primero: "Error de hecho en la apreciación de la 
prueba"; menciona como pruebas erroneamente 
apreciadas; documento de fecha doce de octubre 
de mil novecientos cincuenta y siete autenti­
cado por el Notario Manuel Vicente Leiva y 
Leiva, mediante el cual José Víctor Morán 
Villela vendió a Gilda Morelia Hernández de 
Padilla la finca objeto de la litis; y fotocopia 
legalizada de la escritura dieciocho, autorizada 
por el Notario Elíseo Martínez Zelada, el quince 
de marzo de mil novecientos sesenta y cuatro 
que contiene el contrato de compraventa de la 
misma finca, celebrado entre Morelia Hernán­
dez Samayoa viuda de Padilla y Saúl Hernández 
Samayoa. Al referirse el primer documento, 
dice la recurrente que la apreciación del Tri­
bunal Sentenciador es totalmente errónea en 
primer lugar, porque ella no intervino en nin­
guna forma en el negocio a que se refiere ese 
documento; y en segundo, porque la expresión 
que se analiza, "cuya extensión consta en el 
registro respectivo", es por demás vaga y ambi­
gua, desde luego que no indica a qué "registro" 
se refiere, ni determina o identifica el inmue­
ble, es decír, no dice bajo qué número, folio 
y libro pudiera estar inscrito si es que se refiere 
al Registro de la Propiedad, siendo además bien 
sabido que suele denominarse registro fiscal a 
la matrícula para el pago del impuesto territo­
rial; existe también registro municipal para el 
pago de los impuestos de esa naturaleza; pero 
lo más significativo, de que la intención del 



GACETA DE LOS TRIBlJNALES 99 

Tribunal Sentenciador sólo fue la de perjudi­
carla y favorecer a la otra parte, es que tomó 
en cuenta esta expresión imprecisa del docu­
mento, en el que no intervino en ninguna forma. 
y en cambio omitió estimar que en escritura 
número dieciocho, autorizada por el Notario 
Eliseo Martínez Zelada, mediante la cual :1\!o­
relia Hernández Samayoa viuda de Padilla ven­
dió el inmueble a Saúl Hernández Samayoa, en 
forma clara, expresa y categóricamente se 
consignó al final del punto primero, que el 
bien vendido "no tiene registro ni matrícula 
fiscal". Concluye la recurrente que, el error 
de hecho que denuncia, consiste en que el Tri­
bunal Sentenciador tergiversó a su antojo y 
deliberado propósito, el contenido del documen· 
to de fecha doce de octubre de mil novecientos 
cincuenta y siete, autenticado por el Notario 
Manuel Vicente Leiva y Leiva, otorgado por 
José Víctor Morán Villela a favor de Gilda 
Morelia Hernández de Padilla y omitió estimar 
el contenido del otro documento señalado, en 
cuanto se refiere a lo expresado en esos docu­
mentos auténticos, con relación al registro de 
la finca titulada supletoriamente. 

Señala como segundo el de "Violación de 
Ley" y como infringidos los artículos 637, 650, 
651 reformado por el artículo 29 del Decreto 
Ley 218, 1144 del Código Civil; y 29 del De­
creto 232 del Congreso de la República. Con 
relación al artículo 637 del Código Civil, dice 
la recurrente que éste, en forma clara, expresa 
y categórica estatuye que la posesión registrada 
de un inmueble, una vez consumado el término 
de diez años desde la fecha de la inscripción 
del título en el Registro de la Propiedad, se 
convierte en inscripción de dominio y puede 
oponerse a cualquier otra inscripción de pro­
piedad del mismo bien. Esto no obstante, la 
Sala Sentenciadora, ignorando este precepto, 
declaró sin lugar la excepción perentoria de 
Prescripción que, con base en este precepto, 
se opuso a la demanda, estando debidamente 
probado en el juicio que ella obtuvo título 
supletorio y lo inscribió en el Registro de la 
Propiedad desde el dos de septiembre de mil 
novecientos sesenta y seis y la demanda no fue 
presentada sino hasta el trece de junio de mil 
novecientos setenta y siete, es decir, cuando 
ya habián transcurrido diez años, nueve meses 
y diez días de haberse consumado en su favor 
la prescripción adquisitiva o en otros términos, 
de haberse convertido en inscripción de domi­
nio la de posesión que se· hizo a su favor; que 
el civilista Federico Puig Peña, en su conocida 
obra denominada "Compendio de Derecho Civil 
Español", página doscientos setenta y uno, tomo 
II, cuando trata de la usucapión dice: "Esta 
tesis·, recogida por el nuevo artículo 35, ha 
dado lugar a una copiosa e interesante biblio­
grafía que trata de analizar los caracteres de 
esta situación. Independientemente de las con­
sideraciones que se han aportado para determi­
nar la exacta naturaleza jurídica del contenido 
del Art. 35, deducimos, con Roca Sastre, que 
el tratamiento ventajoso que el mismo estable­
ce se -polariza en dos resultados: Uno de carác­
ter categórico y terminante y otro, de carácter 
simplemente presuntivo. El primero, es conside­
rar a la inscripción con el carácter de JUSTO 
TITULO para lll adquisición de la propiedad 
por medio de la prescripción. O, lo que es lo 

mismo, que la inscripción por sí misma, inde­
pendientemente del título lo que la produjo, 
es considerada como título hábil para usucapir", 
que como se \"e, es la inscripción la considera-­
da titulo hábil o justo título para adquirir 
el dominio, sin tener en consideración o como 
dice el autor "I~J)EPEXDIEXTE~IEXTE" del 
título que la produjo; que en los fallos --que 
la recurrente consigna en su recurso- la Cor­
te ha sustentado el mismo criterio expuesto 
por el comentarista de Derecho Civil, Puig 
Peña, en el sentido de que la inscripción de la 
posesión en el Registro de la Propiedad, cons­
tituye el justo título requerido para adquirir 
por usucapión el dominio de un inmueble; que 
Jos artículos 637, 650, 651, 1144 del Código 
Civil estatuyen que el derecho de dominio sobre 
un inmueble se adquiere por prescripción y que 
el justo título para adquirir el dominio por 
este medio, es la inscripción en el Registro de 
la Propiedad del auto mediante el cual se 
aprueban las diligencias de titulación supleto­
ria, siempre que haya transcurrido diez años 
de la fecha de esa inscripción. Sin embargo, 
la Sala Sentenciadora, para negarle el derecho 
que conforme estas leyes ampara su dominio 
sobre el bien objeto del litigio, recurrió a la 
falsa argumentación de que las diligencias vo­
luntarias de titulación supletoria adolecen de 
nulidad absoluta ·por cuanto ella sabía que el 
inmueble cuestionado estaba inscrito en el Re­
gistro de la Propiedad a nombre de la deman­
dante, basando esta aseveración en la incorrecta 
apreciación de la prueba como ya se dejó ex­
puesto; que en conclusión, denuncia como vio­
lados por la Sala Sentenciadora los artículos 
637, 650, 651, reformado por el artículo 29 del 
Decreto Ley 218, 1144 del Código Civil y 29 
del Decreto 232 del Congreso de la República, 
porque determinando todos ellos que el domi­
nio sobre un inmueble se adquiere por pres­
cripción adquisitiva o usucapión por el trans­
curso de diez años de la fecha en que se ins· 
cribe en el Registro el título supletorio, declaró 
sin lugar la excepción perentoria de prescrip­
ción adquisitiva interpuesta por ella, contra­
riando notoriamente los mandatos legales con­
tenidos en esas leyes. 

Para el mismo caso de "VIOLACION DE 
LEY", señala también como infringidos por la 
Sala Sentenciadora los artículos 464, 612, 618, 
620 y 632 del Código Civil; que fue violado el 
artículo 464 del Código Civil, porque al decla­
rarse con Jugar la demanda, se le priva del 
derecho que le asiste de gozar y disponer 
del inmueble que adquirió de entera con­
formidad con la ley, al consumarse a su 
favor la prescripción adquisitiva; que los ar­
tículos 612, 618, 620, 623 y 632 del Código 
Civil se violaron, porque al aprobarse por el 
Tribunal correspondiente las diligencias de in­
formación supletoria, se tuvo por probado que 
ella poseía de manera quieta, pública y pacífica 
el inmueble titulado y que su posesión, unida 
a los de sus antecesores, databa de más diez años 
que siempre se le reputó poseedora de buena 
fe y poseía como dueña la finca en cuestión con 
justo título, pues si estas circunstancias 'no se 
hubiesen establecido plenamente, no se hubiera 
otorgado a su favo:r; el título supletorio debida­
mente inscrito en el Registro de la Propiedad; 
que al acoger la demanda, la Sala Sentenciadora 
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ignoró totalmente el contenido de estas leyes, 
desde luego que no la tuvo como legítima 
poseedora ni menos como Iegí~ma propie­
taria desde que se consumó a su favor la 
prescripción adquisitiva. Acusa además como 
violados por el Tribunal Sentenciador, lvs ar­
tículos 171 inciso 29 y útimo párrafo del Decre­
to 1í62 del Congreso de la República, que 
contiene la Ley del Organismo Judicial; 22, 
23 y 24 del Decreto 232 también del Congreso 
de la República. El inciso 29 del artículo 171 
del Decreto 1762 del Congreso de la República 
preceptúa que son sentencias ejecutoriadas 
aquellas contra las que no hubiese interpuesto 
Recurso en el término señalado por la Ley; y 
en el párrafo final de este artículo se indica 
que las disposiciones contenidas en el mismo, 
rigen para los autos. En consecuencia, de con­
formidad con esta Ley, el auto de fecha cuatro 
de marzo de mil novecientos sesenta y seis, 
mediante el cual el Juez Segundo de Primera 
Instancia de Jutiapa aprobó las diligencias de 
titulación supletoria, tiene el carácter de sen­
tencia ejecutoriada, porque no se interpuso 
contra el mismo ningún recurso. Por otra parte, 
los artículos 22, 23 y 24 del Decreto 232 del 
Congreso de la República estatuyen la forma 
de actuar en caso de oposición a las diligencias 
de titulación supletoria por quien se considere 
con igual o mejor derecho, determinando. con­
cretamente que la oposición en tal caso debe 
tramitarse en vía ordinaria y que, si la acción 
deducida en esa forma no prosperare, se apro­
barán las diligencias a favor del solicitante; 
que tanto la parte actora como los Tribunales 
de Instancia, cometieron un grave error; la 
parte actora, porque demandó expresamente la 
nulidad de las diligencias voluntarias de titula­
ción supletoría y los Tribunales, porque admi­
tieron en ese sentido la demanda y fallaron 
declarándola con lugar, cuando lo correcto hu­
biera sido que la demanda se enderezara contra 
el título extendido e inscrito en el Registro de 
la Propiedad, pues contra los procedimientos 
judiciales, están i_nstituidos los Recursos Lega­
les, pero una vez concluido un proceso· o ac­
tuación como en el present-e caso, ya no puede 
invalidarse mediante un juicio ordinario, porque 
el vicio señalado, de existir, no se cometió en 
la tramitación de tales diligencias porque al 
ser aprobadas por el Tribunal, se estableció 
indudablemente que se habían cumplido todas 
las exigencias de la Ley de la materia y, si la 
demandante consideraba asistirle mejor derecho, 
tenía expedita la vía ordinaria para deducir 
su oposición a su solicitud, pero como no lo 
hizo así, ya precluyó su derecho para impugnar 
tales diligencias; que de conformidad con los 
preceptos legales citados, era totalmente im­
procedente la demanda de nulidad de las dili­
gencias de titulación supletoria y fue por ello 
que interpuso la excepción perentoria de Falta 
de Derecho, la cual fue también declarada im­
procedente, no obstante estar bien claro que 
la actora ya no tenía derecho para impugnar 
las diligencias voluntarias de referencia. Señala 
como tercer caso de procedencia el de "Aplica­
ción". Indebida del artículo 1301 del Código 
Civil. Este artículo, en el que pretende funda­
mentar su fallo la Sala Quinta de la Corte de 
Apelaciones, a juicio de la recurrente, fue 
aplicado indebidamente porque este precepto 

hace referencia a la nulidad absoluta de los 
negocios jurídicos, pero las diligencias volun­
tarias de información supletoria que declara 
nula la Sala, no puede considerarse como un 
negocio juridico. supuesto que no contiene de­
claración de voluntad de parte o consentimiento 
y capacidad de quienes en él intervienen. Esas 
diligencias son actuaciones judiciales tendien­
tes a obtener la declaración de voluntad del 
Organismo jurisdiccional sobre la materia so­
metida a su conocimiento. El negocio jurídico, 
como lo expresa claramente el articulo 1251 
del Código ' Civil, requiere la expresión de la 
voluntad y aceptación de las partes que inter­
vienen en el mismo, lo cual no ocurre cuando 
se somete al conocimiento de un Tribunal la 
decisión de un asunto, porque en esto no es la 
parte interesada quien expresa su voluntad sino 
pide a la autoridad que exprese la de la Ley y 
una vez expresada mediante el fallo, es válida 
sea o no aceptada por las partes, mejor dicho, 
éstas quedan obligadas a cumplir lo resuelto; en 
consecuencia, la· Sala al fundamentar su sen­
tencia en el citado artículo 1301 del Código 
Civil, aplicó indebidamente esta Ley, porque 
no estaba sometida a su conocimiento la va­
lidez de un negocio jurídico sino lo que se le 
planteó fue la nulidad de actuaciones judiciales 
ya fenecida~. 

Transcurrida la vista procede resolver. 

CONSIDERANDO: 

I 

Cuando el Recurso de Casación se interpone, 
invocando error de hecho; en la apreciación de 
las pruebas, el recurrente deberá indicar en 
qué consiste el error alegando, a su juicio, e 
identificar, sin lugar a dudas, el documento o 
acto auténtico que demuestre la equivocación 
.del juzgador. 

A juicio de la interesada, el error en que 
incurrió la Sala consiste, en primer lugar, en 
haber tergiversado el contenido del documento 
de fecha doce de octubre de .mil novecientos 
cincuenta y siete, autenticado por el Notario 
Manuel Vicente Leiva y Leiva, otorgado por 
José Víctor Morán Villela a favor de Gilda 
Morelia Hernández de Padilla ya que, si en 
dicho documento Morán Villela claramente in­
dicó que vendía una ·fracción de terreno cuya 
"extensión consta en el Registro respectivo", 
es indudable que la apreciación que el Tribunal 
hace de dicha frase es totalm<ente errónea, 
porque no intervino la recurrente en el negocio 
a que se refiere dicho atestado y la expresión 
que se analiza es por demás vaga y ambigua, 
desde luego que no indica a que Registro se 
refiere; y, en segundo lugar, en haber omitido 
estimar ~l contenido de la escritura número 
dieciocho, autorizada por el Notario Elíseo Mar­
tínez Zelada el quince de marzo de mil nove­
cientos sesenta y cuatro, otorgada por Morelia 
Hernández Samayoa viuda de Padilla a favor 
de Saúl Hernández Samayoa, ya que en dicho 
documento, clara, expresa y categóricamente 
se consignó al final del punto PRIMERO, que 
el bien vendido "no tiene registro l\i matricula 
fiscal ... ". Habiendo cumplido la recurrente 
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con los requisitos de rigor, procede hacer el 
cotejo de los doeun:en:o:; relacionados con el 
fallo de examen, de lo cual se llega a la cor.­
clusión que sí incurr:ó la Sala en el error de 
hecho que se alega, pues, si €sta r.o hubiera 
omitido estimar el contenido de la escritura 
número dieciocho, en la parte que indica la 
interesada no hubiera llegado a la conclusión 
de que las diligencias de titulación supletoria 
se siguieron con conocimiento de que la frac· 
ción cuya titulación supletoria se solicitó, esta­
ba registrada, pues de ser cierto este extremo, 
lo natural es de que en el documento autenti­
cado por el Notario Manuel Vicente Leiva y 
Leiva, también se hubiera consignado el nombre 
completo del Registro para evitar cualquier 
duda y se hubiera indicado además el número, 
folio y libro de la inscripción, indicio éste que 
si hubiera dado lugar para que se. pensara que, 
con conocimiento de causa, se había titulado 
un bien que estaba registrado. En tal virtud, 
por háberse demostrado de modo evidente la 
equivocación del juzgador, por medio de los 
dos documentos relacionados, es procedente ca­
sar la sentencia recurrida y fallar conforme a 
la Ley. No siendo necesario entrar a conocer 
de los otros casos de procedencia · también 
invocados por la recurrente. 

II 

De los hechos expuestos en la demanda, la 
parte actora logró establecer: A) Que es pro­
pietaria de la finca inscrita en el Registro de 
la Propiedad, Zona Central, bajo el número 
cuatro mil ochocientos cinco ( 4805), folio vein· 
te (20) del libro cuarenta y siete (47) de Ja­
lapa-Jutiapa, ubicada en la cuarta calle ponien­
te, entre séptima y octava avenida norte, Ba-­
rrio "Cerro Colorado" de la ciudad de Jutiapa. 
Hecho establecido: Con el testimonio de la es­
critura número cuarenta y cuatro, otorgada en 
Jutiapa a treinta de septiembre de mil nove­
cientos treinta y uno, ante los oficios del No­
tario Antonio Castañeda; con las certificaciones 
del Registro de la Propiedad, Zona Central, que 
la demandante rindió como pruebas de su parte; 
con la información testimonial de Celestino Sar· 
ceño Esquive!, Andrés Vivas, César Augusto Sal­
guero Porras y M a tías Salguero Sandoval; y con 
el reconocimiento judicial llevado a cabo por el 
Juez Primero de Primera Instancia de Jutiapa 
el catorce de julio de mil novecientos setenta y 
siete; B) Que Natalia Hernández Arana de 
Hernández, ante el Juzgado Segundo de Prime­
ra Instancia de Jutiapa, inició diligencias vo­
luntarias de titulación supletoria de un raíz al 
que le consignó el área de doscientos setenta 
y cuatro metros cuadrados, dentro de las me­
didas y colindancias siguientes: Norte, ocho 
metros, Bernardo Aquino; oriente, quince me­
tros, Avelino Trejo Silva; sur, quince metros 
con predio del antiguo Hospital o Campo de la 
Feria, hoy Mercado Municipal, calle de por 
medio; y poniente, doce metros, Bernardo Aqui­
no. Extremo que evidenció con fotoco"pia del 
duplicado que contiene la certifieáción exten­
dida del auto que aprobó las diligencias de ti­
tulación supletoria a favor de la demandada; y 
con certificación del Registro de la Propiedad, 
Zona Central, que contiene la primera inscrip-

ci6n de posesión de la finca número dos mil 
no•ecientos uno 12901), folio cuarenta ( 40) 
del libro ochenta y cinco 1 85) de Jalapa-Jutia­
pa, hec!:a a fa,·OI· de la demandada; C) Que 
la :finca cuatro mii ochocientos cinco ( 4805), 
propiedad de la demandante, :¡.- la finca dos mil 
novecíentos uno 1 2901), propiedad de la de­
mandada, constituyen el mismo raíz. Hecho es­
tablecido: Con el reconocimiento judicial lle­
vado a cabo por el Juez Primero de Primera 
Instancia de Jutiapa el catorce de julio de mil 
novecientos setenta y siete; y con la informa­
ción testimonial d'e las cuatro personas arriba 
mencionadas; D) Que Saúl Hernández Samayoa 
recibió el cargo de Oficial Tercero de la Gober­
nación Departamental de Jutiapa el veintiocho 
de enero de mil novecientos sesenta y cuatro 
y entregó el puesto de Oficinista II de la mis­
ma Gobernación el treinta de abril de mil no­
vecientos setenta y uno. Hecho probado con 
la certificación extendida por la Gobernación 
Departamental de Jutiapa el diez de junio de 
mil novecientos setenta y siete. Con base en 
los hechos anteriormente establecidos y en las 
circunstancias de que la demandada tituló un 
bien que ya estaba registrado a favor de la 
demandante; que los esposos Saúl Hernández 
Samayoa y Natalia Hernández Arana de Her­
nández, simularon una negociación por la cual 
el primero le donó a la segunda el inmueble 
objeto de la litis, ya que siendo Hernández 
Samayoa Oficial Tercero de la Gobernación 
Departamental no podía titular el raíz objeto 
del juicio; y que al raíz se le asignó una ex· 
tensión mayor que la que forman sus exten­
siones lineales dadas por la demandada al so­
licitar la titulación supletoria, la demandante 
pidió que en sentencia se declarara: a) La nuli­
dad absoluta de las diligencias voluntarias de 
titulación supletoria seguidas por Natalia Her­
nández Arana de Hernández en el Juzgado Se­
gundo de Primera Instancia de Jutiapa, que 
fueron aprobadas en auto del cuatro de marzo 
de mil novecientos sesenta y seis; b) Nula la 
primera inscripción de posesión de la finca ur­
bana dos mil novecientos uno (2901), folio 
cuarenta ( 40) del libro ochenta y cinco ( 85) 
de Jalapa-Jutiapa, que aparece a nombre de 
Natalia Hernández Arana de Hernández; e) 
Que dentro de tercero día, la demandada debe 
restituirle la posesión de la finca cuatro mil 
ochocientos cinco (4805), folio veinte (20) del 
libro cuarenta y siete (47) de Jalapa-Jutiapa; 
y d) Que se condene al pago de las costas pro­
cesales a la demandada. Con respecto a la pri­
mera de las pretensiones hechas valer en la 
demanda por Albertina Castañeda de Lemus, 
esta Corte ha sostenido el criterio que la nuli­
dad de los actos procesales está condicionada 
a lo dispuesto, para esa materia, en el título 
IV del libro VI del Código Procesal Civil y 
Mercantil, dentro del proceso respectivo, y en 
lo que atañe a la nulidad de los autos o sen­
tencias, a ser impugnados mediante los recur­
sos de apelación o casación en cuyo caso pueden 
invalidarse dentro de los límites y según las 
reglas peculiares a esos medios de impugnación. 
Pero, de ninguna manera es posible justificar 
la nuliáad como procedimiento ajeno e inde­
pendiente del proceso, cuando éste se ha 
tramitado conforme a las formalidades p:iescri­
tas por la Ley y los actos . procesales han pre-
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cluido, porque sería hacer nugatorio el prin­
cipio de inmutabilidad de la cosa juzgada y 
propiciar la inseguridad jurídica. En el presente 
caso la demandante pretende la nulidad en 
juicio ordinario de las diiigencías de titulación 
supletoria y como consecuenc:a, 1a :nulidad y 
cancelación de b primera in.scripci6n. de pose­
sión de la finca dos mil novecit:n.tos uno • 28ü1 1, 

folio cuarenta ( 40} del libro ochenta y cinco 
(85) de Jalapa-Jutiapa. con base en que dichas 
diligencias se siguieron por Natalia Hernández 
Arana de Hernández a· sabiendas de que el bien 
estaba registrado; que se simuló una donaciór. 
para que la esposa de Saúl Hernández Samayoa 
pudiera titular el raíz, ya que él, por ser em­
pleado de la Gobernación Departamental donde 
está situado el inmueble, no podía hacerlo; y 
que a la finca se le asignó un área mayor a 
la que le correspondía de acuerdo con las ex­
tensiones lineales que se le asignaron. De ser 
yiertos los extremos señalados, la demandante 
bien pudo formular su oposición a las diligen­
cias voluntarias de titulación supletoria y en 
ese caso obtener una resolución favor~ble a sus 
intereses, pero pretender en juicio ordinario la 
nulidad de dichas diligencias cuando éstas se en­
cuentran terminadas y la resolución que se dictó 
en ellas firme, ya no es posible, pues, como se 
dijo anteriormente, la nulidad de los actos pro­
cesales sólo es viable dentro del mismo proceso, 
no fuera de él; en consecuencia, por razones 
antes dichas, no puede declarse la nulidad de 
las diligencias de titulación supletoria seguidas 
en el Juzgado Segundo de Primera Instancia 
de Jutiapa por Natalia Hernández Arana de 
Hernández y, por consiguiente, tampoco la nu­
lidad de la primera inscripción de posesión de 
la finca dos mil novecientos uno (2901), folio 
cuarenta ( 40) del libro ochenta y cinco ( 85) 
de Jalapa-Jutiapa. 

Dentro del juicio promovido, la actora tam­
bién ejercitó acción reivindicadora para que 
dentro de tercero día, la demandada le resti­
tuya la posesión ele la finca objeto de la litis. 
Al .respecto debe tenerse presente que la de­
mandante probó ser propietaria del inmueble 
que Natalia Hernández Arana de Hernández 
tituló en el Registro General de la Propiedad, 
Zona Central, bajo el número dos mil novecien­
tos uno (2901), folio cuarenta (40) del libro 
ochenta y cinco (85) de Jalapa-Jutiapa; empero, 
como la demandada interpuso contra esta acción 
la excepción perentoria de prescripción adqui­
sitiva, es procedente que previo al estudio de 
la acción reivindicadora, se analice el funda­
mento de la excepción mencionada. En lo ati­
nente a ésta, la demandada estableció con cer­
tificación que contiene el auto que aprobó las 
diligencias de titulación supletoria y con la 
constancia registra! que aparece al pie de la 
mi::;ma, que la primera inscripción de posesión 
de la finca dos mil novecientos uno (2901) ya 
referida, se hizo a su favor desde el día dos 
de septiembre de mil novecientos sesenta y seis; 
y, con la declaración de la demandante, que 
obra a folio ciento noventa y siete (197) de 
los autos "que la actora, antes de presentar la 
demanda promovida en el presente juicio, no 
había presentado ninguna otra reclamación re­
lativa al mismo inmueble, contra la demandada, 
o sea· que, desde el dos de septiembre de mil 
novecientos sesenta y seis, al trece de junio de 

mil novecientos setenta y siete en que se pre­
sentó la demanda por la parte actora, no se 
ejercitó ninguna acción contra Natalia Hernán­
dez Arana de Hernández que afectara su po­
sesión; en tal virtud, estando establecido que 
la parte actora no interrumpió la prescripción 
por un lapso mayor de diez años contados desde 
el d:a dos de septiembre de mil novecientos se­
::;enta y seis, en que se efectuó la primera ins­
.::ripción de pose::;ión a favor de la demandada, 
es procedente que en el caso de la sub-litis, se 
declare con lugar la excepción perentoria de 
prescripción adquisitiva en la demandada. Por la 
forma en que se resuelve el presente asunto 
y por ser innecesario, no se entra a conocer 
de las demás excepciones perentorias interpues­
tas por la demandada, debiéndose a¡:;,imismo 
eximir de las costas procesales a la parte ven­
cida por constar que litigó con evidente buena 
fe. 

LEYES APLICABLES: 

Artículos: 26, 66, 86, 87, 88, 112, inciso a), 
126, 127, 128, 129, 139, 161, 186, 574, 613, 
614, 615, 616, 617, 620, 621, inciso 29, 630, 
635, del Código Procesal Civil y Mercantil; 612, 
620, 637, 642, 643, 649, 650, 651, 653, 654, 
1125, inciso 39, 1144, 1145, del Código Civil; 
32,-38, inciso 29, 143, 157, 159, 163, 169, 
172 y 180, del Decreto 1762 del Congreso de 
la República, 

POR TANTO, 

La Corte Suprema de Justicia, Cámara Civil~ 
CASA la sentencia recurrida y resolviendo 
conforme la ley DECLARA: l. Sin lugar la 
demanda de nulidad absoluta de las diligencias 
de titulación supletoria seguidas por Natalia 
Hernández Arana de Hernández; en el Juzgado 
Segundo de Primera Instancia de Jutiapa. 11. 
Sin lugar la demanda de nulidad de la primera 
inscripción de posesión de la finca dos mil 
novecientos uno (2901), folio cuarenta ( 40) 
del libro ochenta y cinco (85) de Jalapa-Ju­
tiapa que aparece a nombre de la demandada. 
III. Absuelta en consecuencia Natalia Hernán­
dez Arana de Hernández de las dos reclama­
ciones antes mencionadas. IV. Con lugar la 
excepción perentoria de la Prescripción Adqui­
sitiva en la demandad!!-: en consecuencia sin 
lugar la demanda de reivindicación de la pro­
piedad planteada por Albertina Castañeda de 
Lemus. V. Exime a la demandante del pago de 
las costas procesales. 

Notifíquese, repóngase el papel empleado al 
sellado de ley, por la demandante, bajo apercibi­
miento de imponerle una multa de cinco quet­
zales si no lo hiciere dentro del término de 
cinco días y, con certificación de lo resuelto, 
remítase los antecedentes al Tribunal de origen. 

(fa.) A. E. Mazariegos G.-Juan José Rodas 
-Julio García C.-Fed. G. Sarillas C.-Herib. 
Robles A.-Ante mí: M. Alvarez Lobos. 
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CIVIL 

Recurso de Casación interpuestQ por Ana María 
del Oar:tmm Micheo Ayuso de Fernández, contra 
la sentencia dictada por la Sala Segunda de la 
Corte de Apelaci<mes e¡ dnco de junio de mil 
nGVecientos setenta y nueve, recaída en el Juicio 
Ordinario seguido en el JuzgadCJ Cuarto de Fa­
milia por la recurrente contra Carlos René Fer­
nández Rueda. 

DOCTRINA: Para que prospere el Recurso de Ca­
sación por Error de Derecho en la apreciación 
de las pruebas, debe estabJecerse que en la sen­
tencia recurridla realmente se ha apreciado el 
documento o acto auténtico señalado por el re­
currente. 

CORTE SUPREMA DE. JUSTICIA, CAMARA 
CIVIL: Guatemala, catorce de agosto de mil 
novecientos setenta y nueve. 

Se tiene a la vista para resolver el Recurso 
Extraordinario de Casación interpuesto por Ana 
Maria del Carmen Micheo Ayuso de Fernández, con­
tra la sentencia dictada por la Sala Segunda de 
la Corte de Apelaciones el cinco de junio del 
corriente año, en el juicio ordinario de divorcio 
seguido por la recurrente contra Carlos René 
Fernández Rueda. 

ANTECEDENTES: 

El seis de febrero del año próximo pasado, Ana 
María del Carmen Micheo Ayuso de Fernández, 
se presentó al Ju:~:gado Cuarto de Familia. de­
mandando el divorcio de su esposo Carlos René 
Fernández Rueda. Invocó para el efecto, como 
causales, las contenidas en los incisos 2<? y 3<? del 
artículo 155 del Código Civil, o sea, las relativas 
a malos tratamientos de obra, provocación de 
riñas y disputas continuas, injurias gra.ves y 
ofensas al honor, y atentando de uno de los cón­
yuges contra la vida del otro. 

La parte demandada contestó dicha demanda 
en sentido negativo e interpuso contra la misma 
la excepción perentoría de inexistencia de los 
hechos en que la señora Micheo Ayuso de Fer­
nández hace sustentar su pretensión. Reconvino 
a la vez, de la parte actora, el divorcio con base 
en la causal contenida en el inciso 1 <? del artículo 
155 del Código Civil, por estimar que su esposa 
cometió infidelidad. Dicha reconvención fue con­
testada por la demandante en sentido negativo y 
se interpuso contra ella la excepción perentoria 
de inexistencia de los hechos en que el señor 
Carlos René Fernández Rueda hace sustentar su 
reconvención. 

PRUEBAS: 

Por parte de la actora se rindieron las siguien­
tes: 1) Fotocopia de una carta de fecha dos de 
diciembre de mil novecientos setenta y siete 
enviada al Banco Inmobiliario por el Juzgado 
Cuarto de Familia, en la que se ordena al Ge­
rente que retenga a favor de la actora la suma 
de dos mil quetzales de la cantidad depositada 
en la cuenta del demandado; 2) Trece recibos 
extendidos por la empresa "Saúl Méndez M.", a 
favor de la actora por la comora de casi mires; 

3) Once recibos extendidos a la demandante por 
concepto de pago de servidumbre; 4) Dos fac· 
turas extendidas a favor de la actora por compra 
de una estufa y un refrigerador; 5) Carta re­
mitida a Ana María Micheo A., por José Luis 
Dorigoni S., Secretario General Encargado del 
Despacho de la Superintendencia de Bancos, fe­
licitándola por haber obtenido el segundo puesto 
en el concurso interbancario de mecanografía; 
e) Carta de recomendación extendida por Alfredo 
l\Iury Luna, Encargado de Asuntos de Personal 
de la Superintendencia de Bancos, a favor de la 
actora; 7) Fotocopia de un pasaje en avión 
extendido a nombre de Ana )iaría Fernández por 
la Pan American World Airways, Inc.; 8) Foto­
copia de la nota enviada por los miembros del 
Concejo Municipal de fecha ocho de diciembre de 
mil novecientos setenta y siete, promoviendo in­
cremento salarial del personal secretaria! de la 
Alcaldía, Secretaría General y Secretaría Auxiliar 
del Concejo; 9) Certificaciones de las actas de 
las sesiones del Concejo Municipal de fechas: 
once de diciembre de mil novecientos setenta y 
cinco, veinticinco de enero y catorce de di­
ciembre de mil novecientos setenta y siete y dos 
de febrero de mil novecientos setenta y ocho, 
relativas a los salarios del personal al cual per­
tenece la actora; 10) Constancia del Secretario 
Auxiliar del Concejo de la Municipalidad de 
Guatemala, donde constan las fechas, días, horas 
y lugares de las sesiones del citado Concejo, 
durante el terremoto y huelga municipal; 11) 
Ejemplar del Diario "El Gráfico", en el que se da 
a conocer las amenazas de muerte· para cinco 
miembros del Concejo de la Municipaliclad de 
Guatemala; 12) Constancia extendida por el 
licenciado Julio Fernando Martínez Gálvez, en 
la que se hace constar que la actora desempeñó 
el cargo de secretaria de la Sección de Banca Es­
tatal del Departamento Bancario de la Super­
inrendencia de Bancos, demostrando puntuali­
dad en su asistencia y responsabilidad en los 
trabajos; 13) Recorte de prensa que contiene 
el accidente que sufrió la demandante; 14) Acta 
notarial que hace alusión al accidente sufrido 
por Ana María de Fernández; 15) Certificación 
extendida por el doctor Hernán Balz M., en la 
que se establece que los días dieciséis de sep­
tiembre' y nueve de noviembre de mil nove­
cientos setenta y siete, atendió a Ana María del 
Carmen Micheo Ayuso de Fernández, quien pre­
sentaba golpes contusos la primera vez, en la 
región dorsal del lado derecho y en la pierna 
derecha, y en la segunda vez, g-olpes contusos 
en el brazo derecho y región lumbar igualmente 
en ambas piernas. De las pruebas rendidas por 
la parte actora, la Sala Segunda de la Corte 
de Apelaciones, en resolución dictada el vein­
ticuatro de octubre del año pasado, declaró que 
los recibos que la actora presentó, de la Casa 
"Saúl E.. Méndez M.", no son auténticos; y en 
resolución del Juzgado Cuarto de Familia de 
fecha cuatro de agosto de mil novecientos 
setenta y ocho, que también resolvió un inci­
dente de impugnación de documentos, declaró 
r~rc'almpnte falso la constancia que con fecha 
diez y siete de marzo del año pasado extendió 
el Secretario Auxiliar del Concejo Municipal. 
Dicha resolución fue confirmada por la Sala 
Jurisdiccional. 

Por el demandado se rindieron: 1) Declara­
ción de la parte actora; 2) Informe de la Tra­
ba}adora Social del Tribunal; 3) Informes del 
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Secretario del Cuerpo de Detectives de la 
Policía Xacional, relativo a la investigad&!"! q:¡e 
se llevó a cabo de Ana ::\íaria áel Carr.le!'. 
:\Iicheo de Fernández ~- :\!ario ·wer.ees!ao Al­
burez Escobar; 4 ¡ Doc;:;mentos aportados nor 
la demandante con su solicitud inicial. cor:Si;,­
te~tes .en: certificación de la partida· de ma­
tr:un.o.~ro de las parte:;, en la cual aparece 
tamb1en que optaron por régimen económico 
de comunidad de bienes, certificaciones que 
contiene las partidas de nacimiento de los 
menores Carlos René y Anelís. de apellidos Fer­
nández Micheo; y fotocopia de dos comproban­
tes extendidos por Compañía Importadora de 
Automóviles, Sociedad Anónima CIDEA, a favor 
del demandado; 5) Fotocopia de la nota que 
el cuatro de junio de mil novecientos setenta y 
cuatro, remitió el Superintendente de Bancos a 
la demandante; 6) Certificación del secretario 
de la Dirección ~eñeral de Migración, en la que 
cons,ta q~e Mano W. Al~urez Escobar y Ana 
Mana Mrcheo Ayuso salieron con destino a 
México, en el vuelo quinientos dos de Pan 
American, el veintitrés de mayo de mil nove­
cientos sete~t~ y siete e ingresaron al país, en 
el vuelo qumrentos uno de Pan American el 
t~~inta de mayo !fel mismo año; 7) Certiffca­
cwn del secretariO del Cuerpo de Detectives 
de la Policía Nacional, en la que consta que no 
puede otorgarse la certificación de la investi­
gación que se solicita; 8) Certificación del se­
cretario de la Dirección General de Migración 
e~ la que ~o!lsta que se le e~tend~ó pasaport~ 
numero qumrentos catorce mil seiscientos se­
tenta y uno a Ana Maria del Cannen Micheo 
Ayuso; 9) Ejemplar del Diario "El Imparcial" 
en el que se menciona la defensa que d~ 
la actora hizo el señor Alburez Escobar; 10) 
Constancia del director del "Noticiero 2 000" 
que se refiere a la defensa mencionada e~ 
el número anterior; 11) Documentos presen­
tados por la actora al contestar la reconvención 
y Que se detallaron del número 1) al 11) del apar­
tado de pruebas rendidas por la demandante· 
12) Información testimonial de Santas Rufina Ya~ 
Par, María Isabel Castellanos García y Ana 
María García Avila de Robles; 13) Informe del 
Juez Cuarto de Primera Instancia Penal en el 
que se dice que en dicho Juzgado se i~struye 
Proceso Penal contra Ana Mari1a del Carmen 
Ayuso de Fernández y Mario W enceslao Al· 
burez Escobar por el delito de Adulterio en­
contrándose en la fase sumarial; 14) Const~ncia 
del subdirector del Departamento de Personal del 
Banco de Guatemala, en la que se manifiesta 
que Carlos René Fernández Rueda no tiene 
nin~ún reporte en su contra por cdnducta in­
debida en los centros recreativos y vacacionales 
de la institución. 

Pa.r~ mejor proveer el Juzgado Cuarto de 
Fam1ha mandó traer a la vista los siguientes 
documen~os presentados por el demandado: a) 
Cons1;anCJa extendida por el ingeniero Carlos 
Valencia Villa.señor, Gerente General de Plas­
tival, S. A., en la que se indica que la empresa 
que representa se dedica a la elaboración de 
moldes plásticos y maquilas de los mismos y 
que nunca ha patrocinado cursos de capacitación 
ni otorgado . becas con ese fin; y b) Documento 
autenticado por el que Ana María del Carmen 
Micheo Ayuso, le cede los derechos de compra 

del lote catorce, manzana M., tipo C, Sección 
Do¡; del Boulevard del Sur a Luisa Lilian Micheo 
A:.--:;:s¡; de Herbruger. 

SENTENCIA RECURRIDA 

_La Sala Segunda de la Corte de Apelaciones, 
<L cor.ocer en grado. c·:mfinnó la sentencia de 
Pl"!mer~ imtanc_ia en sus p1.<nUJs I}, Il), III), 
1\ 1! \ III 1 y XI .f ; revvcó el punto VI¡, decla­
ranao: A1 Que el :re::·~=- Car:cos René Fecnández 
~Iicheo, queda bajo la custodia y cuidado de su 
padre Carlos ~ené F;;_rnández Rueda; B1 Que 
la menor Anehs Fernandez ~Iicheo, queda bajo 
la custodia y cuidado dé su madre Ana María 
del Carmen Micheo Ayuso; C) Para que el padre 
pueda relacionarse con su hija Anelis, podrá 
recogerla o mandarla a recoger para pasar 
con ella un fin de sem~na si y otro no; y para 
que la madre se relaCione con su hijo Carlos 
R.ené, pueda recogerlo o mandarlo a recoger y 
pasar con él, al fin de semana que no le co­
rresponde al padre; y modifica el punto VII) 
en el sentido de que Carlos René Fernández 
Rue~~· sólo ~ebe pasar pen~ión alimenticia para 
su hiJa Anehs, por la cantidad de ciento vein­
ticinco quetzales. Para el efecto consideró: 
"I) ,Ana María del Carmen Micheo Ayuso de 
Fernandez, demandante y reconvenida dentro 
del presente juicio, apeló de los numerales 1) 
Il), III), IV), VIII) y XI) contenidos en 1~ 
parte declarativa del fallo subido en grado y 
al expresar agravios dijo: En cuanto al pu~to 
I que declara sin lugar la demanda de divorcio 
promovida por mi, mi impugnación obedece a 
que el Juzgador estimó que, si bien es cierto 
que fui objeto de malos tratamientos y de 
golpes por parte del señor Carlos Re~ Fer­
nández Rueda, que los mismos no fueron con­
tinuos, circunstancia ésta que carece de un 
an~lisis más detenido y profundo, puesto que 
cas1 desde el día del matrimonio fui golpeada y 
maltratada por el señor Fernández Hueda. Al 
respecto cabe hacer ver, que lo cierto es que 
la única prueba rendida por la interesada para 
demostrar la¡; causales invocadas, consiste en 
la certificación médica extendida por el doctor 
Herman Balz M. (F.160), de la que se des­
prende que la señora Micheo Ayuso de Fernán­
dez, fue atendida por dicho profesional los días 
dieciséis de septiembre y nueve de noviembre 
de mil novecientos setenta y siete, quien según 
lo asevera dicho profesional presentaba golpes 
contusos la primera vez en la región dorsal del 
lado derecho y en la pierna derecha, y en la 
segunda vez que fue vista. presentaba igual­
mente go~pes contusos. en el brazo derecho y 
f'n la regron Jumbar, Igualmente en ambas pier­
nas pero. de ese solo medio probatorio no 
puede deducirse que dichos · golpes hayan ' sido 
caiUSados por el señor Fernández Rueda. Il) 
En lo que atañe a los puntos Il), III), IV), 
VIII). XI). cabe decir QUe en autos obra prueba 
documental y testimonial suficiente para pro­
nunciarse en la forma que en dichos puntos se 
Pronunció el Juez a quo y. además, pesan con­
tra la señora Micheo Ayuso de Fernández. ¡n-a­
ves presunciones humanas que conooerdan con 
las demás :pruebas rendidas en el proceso. III) 
E! demandado y reconviniente, Carlos R.ené Fer­
n!=lndez Rueda. apeló concretamente clel punto 
VI) que se refiere a que los menores hijos pro-
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creados por ambos, quedan bajo el cuidado de 
la madre. Con respecto a tal situación, que la 
Sa!a estima de y:tal. i!!lpor:ancia. cabe hacer 
ver los siguientes razonamientos: 19} Que en 
autos existe constancia material de que la madre 
en múltiples oportunidades, ha privado de su 
compañía y de sus cuidados a sus hijos ae tan 
corta edad: y 2o.; Que también se evidencian 
de los autos extremos que para este efecto 
colocan a la madre en precaria situación. Tales 
circunstancias inducen a la Sala a concluir en 
que el menor Carlos René, dado su sexo y su 
edad, debe quedar bajo la custodia y cuidado 
del padre; y por el contrario, la menor Anelís, 
dado su sexo, su corta edad y el hecho de que 
prácticamente no se ha relacionado con su 
padre, debe quedar bajo la custodia y cuidado 
de la madre. Se impone, empero, hacer saber 
a ambas partes, que las cuestiones relativas a 
guarda de menores no se resuelvan en forma 
oefinitiva y pueden variarse si por la conducta 
de quien los guarda y cuida, se pone en peligro 
su integridad moral o física". 

RECURSO DE CASACION 

Con el auxilio del Abogado Marco Antonio 
Dardón Castillo, Ana María del Carmen Micheo 
Ayuso de Fernández, interpuso el Recurs:> de 
Casación que se examina, el que funda el caso 
de procedencia contenido en el inciso 29 del 
¿>rtículo 621 del ródigo Procesal Civil y Mer­
cantil relativo a Error de Derecho en la apre­
ciación de la prueba testimonial y Error de 
Derecho en la apreciación de la prueba docu­
mental. Para el efecto alega: "La señora 
Santas Rufina Yac Par y María Isabel Caste­
llanos García, declaró como testigos propuestos 
por Carlos René Fernández Rueda y el Tribunal 
Sentenciador al analizar dicho testimonio estimó 
que tal deposición fue prestada en forma 
clara y precisa y que coinciden en afirmar que 
el día dos de diciembre de mil novecientos 
setenta y siete, en altas horas de la noche en 
el inmueble· habitado por la señora Mi~heo 
Ayuso de Fernández, se encontraba un señor 
quien no era el esposo de la misma. Tal apre­
ciación constituye un grave error del Juzgador 
pues Carlos René Fernánde·z Rueda, al recon: 
venir el divorcio, invocó como causal el inciso 
1 Q .del artículo 155 del Código Civil y que se 
refiere a la INFIDELIDAD, en el presente 
caso, imputada en mi contra. Pero es el caso 
que la única parte de las decla1;aciones testi­
moniales prestadas que llamó la atención del 
Juzgador, es totalmente imprecisa, ya que no 
sólo no indicaron la hora, sino que tampoco 
identificaron plenamente a la persona que según 
ellas se encontraba a altas horas de la noche 
en .mi ~asa. Por ello resulta que la prueba 
tel:timomal rendida conlleva un subjetivismo 
eVIdente en lo referente a la apreciación para 
cada persona en identificar a otra persona y 
en cuanto a las horas del día. Pero aparte de 
lo señalado, a mi juicio estimo que se cometió 
error de de.recho fundamentalmenl:P, porque de 
las declaraciones prestadas no se infiere en nin­
gún momento algún hecho claro, preciso y concre­
to que constituya un hecho y un estado de con­
ducta. que una persona muestra. De lo indicado 
anteriormente se establece que el Tribunal de 
S~j!'undo Grado no examinó correctamente el 
dicho de los testigos, ni comparó en su cabal 

sentido sus declaraciones, y lo peor del caso 
es que lo que se~ún dicen los testigos que pre­
senciaron, no fue expuesto por ellos en forma 
clara, verídica y fehaciente, consecuentemente tal 
n:ec!io de prueba, en la forma recibida no 
re;;.:!ta idónea como tampoco suficiente para 
la ;,robar:za de la causal invocada por el re­
conviniente, sobre todo que los testigos nunca 
manifestaron haber visto algún hecho consti­
tutivo de infidelidad, por ello el Tribunal su­
perior al confirmar lo dicho por el Juez Cuarto 
de Familia, cometió error de derecho en la 
apreciación de la prueba ya que no analizó 
conforme a la sana crítica, el testimonio de 
las personas mencionadas y por ello infringió 
el artículo 161 del Código Procesal Civil y 
Mercantil". 

"El informe rendido por el señor Juez Cuarto 
de Primera Instancia del Ramo Criminal de este 
departamento, sobre la existencia del proceso 
que por delito de adulterio sigue en ese Tri­
bunal el señor Carlos René Fernández Rueda 
en mi contra, le fue con.cedido plena validez 
por el Tribunal Juzgador; sin embargo, de la 
lectura serena de dicho informe se deduce: que 
el m.ismo indica la existencia de un proceso 
criminal en el cual se me imputa un hecho 
calificado como delito, pero en ningún momento 
se informa sobre la existencia de una sentencia 
firme dictada en" mi contra por delito alguno; 
ya que dentro del indicado proceso, ni siquiera 
se dictó orden de captura en mi contra, por no 
existir mérito para ello y la Honorable Sala 
Jurisdiccional confirmó la resolución del señor 
Juez Cuarto de Primera Instancia de lo Crimi­
nal en virtud de la apelación hecha por el señor 
Carlos René Fernández RU!€da. Este extremo 
agravante nara el TrihunRl de Segunda Instan­
cia, pues es principio jurídico que la existencia 
de los procesos obedece al régimen de legalidad 
imperante en los estados de derecho, que para 
juzgar y condenar a una persona se requiere 
de juicio previo. De tal manera que con dicho 
informe queda evidenciado que se ventilaba un 
proceso para establecer si los hechos imputados 
en mj contra se llegaría a probar; pero el Tri­
bunal Colegiado no podría adelantarse a dar 
por probado y existente un delito que estaba 
aún en fase de juzgamiento por el Juez compe­
tente; por ello es que se cometió error de 
derecho al concedoerle plena validez al docu­
mento que contiene el informe del señor Juez 
de lo Criminal indicando, aun sin existir senten­
cia definitiva. E's fundada esta impugnación 
porque la sentencia de Segundo Grado al refe­
rirse a esta prueba, sólo dice que en autos obra 
prueba documental suficiente para pronunciarse 
en la forma que en dichos puntos se pronunció 
Pl .Jue;r, a nun "'<>tn en virtud de aue e<> único 
documento público que obra en autos, ya que 
todos los otros documentos son privados y que 
jamás fueron ratificados ante Juez competente; 
pero ambos Tribunales no entraron al análisis 
consciPnte de los documentos, en con!';ecuencia. 
cometió error de derecho y violó el artículo 186 
del Código Procesal Civil y Mercantil, al otor­
garle fuerza probatoria a dicho informe. 

En conclusión, agrega la recurrente, en el caso 
~ub judfce, se cometió error de derecho, 'PUes 
claramente las declaraciones prestadas testimo­
nialmente por la señora Santas Rufina Yac Par 
v María Isabel Castellanos García, no demues­
tran evidentemente hechos que constituyen acto 
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o actos de infidelidad como ellas mismas 1o 
manifestaron en sus declaraciones testimoniales; 
y el informe del señor Juez Cuarto de Primera 
Instancia de lo Criminal de eo.-te departamento, 
no establece el resultado final del proceso cri­
minal seguido en mi contra, ni indica tampoco 
que el Tribunal de lo Penal haya resuelto sobre 
el hecho sujeto a prueba, constituye un acto de 
infidelidad o una conducta delictiva. 

Efectuada la vista procede resolver. 

CONSIDERANDO: 

Como ha quedado establecido en el apartado 
correspondiente al Recurso de Casación inter­
puesto, la recurrente impugnó el fallo dictado 
por la Sala Segunda de la Corte de Apelaciones 
por haberse cometido, según su criterio, error 
de derecho en la apreciación de las declaracio­
nes de las testigos Santas Rufina Yac Par y 
María Isabel Castellanos García; y error de 
derecho en la apreciación del informe rendido 
por el Juez Cuarto de Primera Instancia de lo 
Criminal: sin embargo, con respecto al error de 
derecho cabe estimar que, para que el mismo 
prospere en un caso dado, debe establecerse: 
a) Que en la sentencia recurrida realmente se 
ha apreciado el documento o acto auténtico 
señalado por el impugnan te; b) Que el intere­
sado, además de citar los artículos violados ha 
expuesto las razones por las cuales estima que 
dichas normas leg-ales han sido infringidas; e) 
Que al apreciar el documento o acto auténtico, 
el juzgador efectivamente se ha equivocado; y d) 
Que el recurrente ha indicado en qué consiste el 
error cometido por el Tribunal de Segundo 
Grado. Ahora bien, al efectuarse el estudio 
comparativo concerniente al caso sub litis, se 
advierte: Que en el fallo impugnado no se men­
cionan las declaraciones de las testigos Santas 
Rufina Yac Par y María Isabel CasteUanos Gar. 
cía, ni el informe del Jue·z Cuarto de Primera 
Instancia de lo Criminal, por lo cual no puede 
alegarse que en el presente asunto la Sala ha 
cometido el error apuntado, al apreciar pruebas 
de las cuales no hizo mérito especial; que en el 
escrito contentivo del Recurso de Casación, la 
interesada sí señala como violados los articulos 
161 y 186 del Código Procesal Civil y Mercantil, 
pero no expone las razones por las cuales estima 
infringidas tales disposiciones legales; tampoco 
se establece que el Juzgador se haya equivocado 
al apreciar las pruebas indicadas por la recu­
rrente, pues si no las menciona en su fallo, 
obvio es que no pudo equivocarse con respecto 
a ellas; y, al hacer referencia al error en que 
se incurrió, se comprueba que la Sala, como 
auedó expuesto anteriormente, no fundamentó 
directamente su fallo en las pruebas que men­
ciona la recurrente. Por las deficiencias antes 
señaladas y ·dado el carácter extraordinario, 
formalista y limitado del Recurso de Casación, 
debe desestimarse el recurso interpuesto. 

LEYES APLICABLES: 

Artículos 66, 86, 87, 88, 619, incisos 59 y 69, 
620, 621, inciso 29, 627, 633 y 635 del Código 
Procesal Civil y Mercantil, 26, 32, 38, inciso 
?.o .. 14:1. 157. 159. 163, 169 y 180 de la Ley del 
Organismo Judicial, 

POR TANTO, 

La Corte Suprema de Justicia, Cámara Civil, 
DESESTBIA el Recurso de Casación interpues­
to; condena a la recurrente al pago de las costas 
respectivas y le impone una multa de cincuenta 
quetzales, que deberá hacer efectiva en la 
Tesorería del Organismo Judicial dentro del 
término de cinco días y que en ca.."' de insol­
vencia conmutará con diez días de prisión; y a 
la reposición del papel empleado al del sello de 
ley, dentro de igual término, bajo apercibi­
miento de imponerle una multa de cinco quet­
zales si no cumpliere. Notifíquese y con cer­
tificación de lo resuelto devuélvanse los ante-
cedentes. " 

(Fs.).-C. F. Ovando B.-Julio García C. -Fed. 
G. Barillias C.-Herib. Robles A.-P. Rodríguez 
R.-Ante mi: M. Alvarez Lo!J()s. 

CIVIL 

Recurso de Casación interpuesto por Soma Mo,:~.te­
rQ Carazo" ~ La.rraoudo, contr-a la sentencia dic­
tada pe.- l'a Sala Segu¡nda de la Corte de Apela­
ciones. 

DOCTRINA: Los defectos en el planteamiento del 
Recurso de Casación, imposibilitan el análisis 
CC>mparativ~ p·ropio de este Recurso Extraordi­
nario. 

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. CAMARA 
CIVIL: Guatemala, seis de septiembre de mil 
novecientos setenta y nueve. 

Se tiene a la vista para resolver el Recurso 
de Casación interpuesto por Sonia María Mon­
tero Carazo de Larraondo, contra la sentencia 
dictada por la Sala Segunda de la Corte de 
Apelaciones, el quince de diciembre de mil 
novecientos setenta y ocho, en el juicio ordi­
nario que dicha persona entabló a Héctor 
Enrique Larraondo Yzeppi ante el Juzgado Cuarto 
de Familia de este departamento. 

ANTECEDENTES: 

La recurrente expuso que: contrajo matri­
monio por segunda vez con el demandado, el 
veintinueve de junio de mil novecientos setenta 
y cuatro; optaron el régimen económico de 
comunidad de bienes Y.t procrearon tres hijos 
de nombres Carlos Enrique, Sonia Marisa y 
Gustavo Adolfo, todos de apellido Larraondo 
Montero y menores de edad. El demandado 
desde la fecha de haber celebrado segundas 
nupcias no ha cumplido con su obligación de 
proporcionar alimentos. E'n esa situación de­
mandó a su referido esposo en la vía oral de 
alimentos ante el propio Juzgado Cuarto de 
Familia conforme aparece del expediente nú­
mero ocho mil' trescientos, notificador segundo, 
La demanda fwe declarada proceqente y con­
firmada por la Sala JurisdicciOnal; se le conde­
nó a proporcionar para su esposa y menorel! 
hijos la suma de ochocientos quetzales en con-



GACETA DE LOS TRIBUNALF.S 107 

cepto de pensión alimenticia. El no pagó en 
tiempo la pensión provisional, dice la deman­
dante, fijada en dicho juicio oral, sino que lo 
hizo hasta que estuvo firme la sentencia de 
segundo grado, que fijó la pensión provisional 
y la correspondiente al mes de mayo de mil 
novecientos setenta y siete. Que la causal de 
demanda en el juicio ordinario de divorcio, es 
la negativa infundada de uno de los cónyuges 
a cumplir con el otro o con los hijos comunes 
los deberes de asistencia y alimentación a qu':! 
está legalmente obligado. 

Su petición de fondo la formuló así: Se declare 
con lugar la presente demanda; el patrimonio 
conyugal constituye comunidad de bienes y debe 
dividirse a razón del cincuenta por ciento para 
cada uno de los cónyuges de todos los bienes, 
derechos y acciones; se mande a cancelar la 
partida de matrimonio número mil setecientos 
ochenta y nueve, folio tres, libro veintinueve de 
matrimonios notariales; que los hijos comunes 
quedan en poder de la demandante; que el mon­
to de los alimentos queda como fue fijado en 
el juicio oral referido antes; se garanticen los 
alimentos con hipoteca; se condena en costas al 
demandado. 

Esta persona contestó la demanda en sentido 
negativo, afirmando que su desoeo como padre 
y esposo ha sido y será siempre cumplir con 
sus obligaciones como lo ha hecho; y después 
de vertir otros conceptos con igual sentido, 
interpuso las excepciones perentorias de inexis­
tencia de la causal invocada para demandar el 
divorcio, cumpliendo de la obligación de prestar 
alimentos, tanto en efectivo c:>mo en especie y 
la de pago por consignación. 

PR..UEBAS RENDIDAS: 

Parte actora: a) Confesión ficta de Héctor 
Enrique Larraondo Yzeppi: b) Fotocopia cer· 
tificada por el Juzgado Cuarto de Familia de 
las sentencias de Primera y Segunda Instancias, 
recaídas en oel juicio oral número ocho mil 
trescientos, notificador segundo, instruido en 
ese mismo Tribunal c::mtra Larraondo Yzeppi; 
e) Certificación de la . partida de matrimo~i? 
de la interesi'da con d1cha persona: d) CertJfl. 
caciones de las partidas de nacimiento de los 
hijos comunf's entre ?mbas partes; e) Certifi­
cación del Registro Civil de esta ciudad, que 
contiene el aviso notarial donde consta el régi­
men de comunidad absoluta que rige el matri­
monio de las partes: f) Despacho librado por 
el Jm~z Cuarto de Familia al Registro de la 
Propiedad, que se razonó por embargo precau­
torio decretado sobre el patrimonio conyugal; y 
g) Fotocopia legalizada extendida por el mismo 
Tribunal sobre la consignación número ocho 
mil novecientos troeinta y uno a cargo del oficial 
tercero y a favor de la actora. 

Parte demandada: a) Declaración personal a 
prestarse por la actora; b) Las sentencias de 
primera y seg-unda instancia del juicio oral nú­
mero ocho mil trescientos del notificador segun­
do, juicio mencionado antes; e) Los doc~mentos 
que acompañó la actora en sus memonales de 
fechas veintisiete de febrero y quince de marzo 
de ntil novecientos setenta y ocho, referentes a 
las fotocopias legalizadas doe las consig~aciones 

números ocho mil novecientos treinta y uno y 
e~~::¡ mil trescientos. a cargo de los oficiales 
tercero y segundo del mismo Juzgado y a, favor 
di" :a z:::•.JTa: d' Informe de la secretarta del 
propio Tribunal sobre la existencia de las dili­
gencias de consignación siguientes: ocho mil 
no\ecientos treinta y uno, nueve ntil cuatro, 
nueve mil ciento uno, nueve mil trescientos 
setenta y cuatro, nueve mil quinientos dieciséis, 
nueve mil seiscientos catorce v nue\·e mil seis­
cientos diecinueve de los notiffcadores tercero y 
primero del Tribunal ya dicho y a. favor _d.e la 
actora. quienes son las partes en dichas dihgen­
cias y las fechas en que se han efectuado. 

SENTENCIA RECURRIDA1 

Conoció la de primer grado que declara: "1) 
CON LUGAR, las excepciones perentorias inter­
puestas por el demandado: IN E XI S TE N C I A 
DE LA CAUSAL INVOCADA PARA DEMANDAR 
EL DIVORCIO; CUMPLTIVIIENTO DE LA OBLI­
GACION DE PRESTAR ALIMENTOS TANTO EN 
ESPECIE COMO EN EFECTIVO y la de PAGO 
POR. CONSIGNA C ION: II) En consecuencia, 
SIN LUGAR, la demanda de divorció en la vía 
ordinaria promovida por la señora: Sonia María 
Mon1lero Carazo de Larraondo contra Héctor 
Enrique Larraondo Yzeppi; III) No se hace 
ninguna declaración con respecto a la liquida­
ción del patrimonio conyugal, en virtud de que 
la demanda de divorcio ha sido declarada sin 
lugar; IV No hay especial condena en costas ... " 
Dentro de sus consideraciones expuso: "Il) En 
el presente caso, la causal invocada por la actora 
Sonia María Montero Carazo de Larraondo, 
para obtener el divorcio de su esposo Héctor 
Enrique Larraondo Yzeppi, consistente en "la 
negativa infundada de uno de los cónyuges a 
cumplir con el otro o con los hijos comunes, los 
deberes de asistencia y alimentación a que está 
legalmente obligado" y contenido en el inciso 
7Q del artículo 155 del Código Civil, a critoerio 
de esta Cámara no fue plenamente probada por 
quien tenía e] "onus probandi" o carga de la 
prueba, es decir, por la actora mencionada. En 
efecto: si bien es cierto que •el ahora demandado 
Héctor Enrique Larraondo Yz.eppi, lo fue ante­
riormente a •efecto que se le fijase una pensión 
alimenticia a favor de sus menores hijos, tam­
bién lo es que en aquel -entonces la pretensión 
alimenticia de la propia demandante fue exa­
gerada; tanto es así que esta Sala rebajó la 
pensión fijada por el Juez de primer grado, al 
conocer en apelación de la sentencia a la suma 
doe ochocientos quetzales mensuales, con la que 
sí ha cumplido el señor Larraondo Yzeppi -de­
mandado ahora del divorcio-, pues el pago de 
la pensión alimenticia definitiva fijada ha sido 
intentando consignaciones efectuadas, lo que 
hace evidente, como lo asienta el Juez sentencia­
dor, que... "Po hubo de su parte en nin!I1Jn 
momento, el deseo de incumplir con sus obli­
gaciones''. 111) En consecuencia, y siendo que 
la sentencia venida en grado, acoge las excep­
ciones interpuestas: declara sin lugar la de­
manda; no hace declaración con respecto a la 
liquidación del patrimonio conyugal por subsis­
tir el vínculo matrimonial; y no hace especial 
condena en costas, en virtud de que se estima 
que la demandante litigó con evidente fuena fe, 
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resulta arreglada en un todo a derecho y por lo 
tanto debe confirmarse. Artículos: el citado; 
y 158, 159, 278, 280 y 287 del Código Civil; 
51, 96, 126, 127, 128, 177, 178, 186, 572, 573, 
574 y 603 del Código Procesal Civil y Mercan­
til; lo. y 2o. de la Ley de Tribunales de Familia" 

RECURSO DE CASACION: 

La recurrente planteó su recurso con base en 
los submotivos interpretación errónea de la ley 
contenida en el inciso 19 del artículo 621, 
del Código Procesal Civil y Mercantil; y, error 
de Derecho y error de hecho en la apreciación 
de las pruebas contenido en el inciso 29 del 
artículo -621- del Código Procesal Civil y 
mercantil; as1 como artículos e inciws de la 
Ley que se estiman infringidos los siguientes: 
126, 127, 139, 178, 186 del Código Procesal 
Civil y Mercantil; 139, inciso 19; 154, inciso 29¡ 
155, inciso 79; 159, inciso 19 del Código Civil. 
Al referirse concretamente a los casos de ·pro­
cedencia la recurrente dice: "En lo que res­
pecta al subcaso interpretación -errónea de la 
ley la Sala sentenciadora manifestó que a cada 
parte corresponde aportar al proceso la prueba 
de sus afirmaciones y asienta categóricamente 
que a su "criterio" no probó plenamente la 
causal contenida en el artículo 155, inciso 
79 del Código Civil. La Sala interpretó erró­
neamente la ley que contiene esta causal de 
divorcio porque no obstante aceptar que el 
demandado lo fue también, demandado, para que 
se le fijase pensión alimenticia, también asienta 
que en aquel entonces (refiriéndose al Juicio 
Oral) la pretensión alimenticia por mí inten­
tada fue exagerada y que tanto fue así que la 
Sala rebajó la pensión fijada. Precisamente el 
inciso 79 del artículo 155 del Código Civil reza: 
"La negativa de uno de Jos cónyuges a cumplir 
con el otro o con los hijos comunes, los deberes 
de asistencia y alimentación a que está legal· 
mente obligado". De acuerdo con el artículo 89 
de la Ley del Organismo Judicial el texto claro 
del inciso transcrito debe entenderse en su 
sentido natural y obvio ya que no admite nin­
guna otra interpretación pU'esto que la negativa 
infundada del cónyuge obligado en dicha causal 
no está condicionada a que un Tribunal fije 
mayor o menor cuantía de p<ensión sino que el 
espíritu de esa norma es precisamente que oesa 
negativa sea una causal para el divorcio me­
diante causa determinada. Cabe decir, que si 
mi esposo no hubiese negado infundadamente su 
deber . de asistencia y alimentación jamás hu­
biera confrontado una demanda oral de fijación 
de pensión alimenticia. La Sala acepta que 
hubo una condena para que mi esposo cumpliera 
con la pensión alimenticia y el solo hecho de 
que mi pretensión en juicio oral hubiera cul· 
minado con la fijación de la pensión, es sufi­
ciente para tener por demostrado que mi esposo 
incumplió sus deberes de asistencia y alimen­
tación, de manera que la Sala interpretó erró· 
neamente la ley contenida en el inciso 79 d-el 
artículo 155 del Código Civil; 2) La sala sen­
tenciadora interpretó erróneamente el inciso 
19 del artículo 139 del Código Civil porque la 
comunidad de bienes termina por la disolución 
del matrimonio. Dicho Tribunal hizo tal inter­
pretación errónea porque derivada de la inter­
pretación errónea de la ley an~eriormente citada 
(inciso 79 del artículo 155 del Código Civil) 

consideró que no existía causal de divorcio por 
no haber sido demostrada la causal invocada; 
3) También violó el inciso 2 del artículo 154 
del Código Civil al interpretar esta norma en el 
sentido de que no existió causal para demandar 
el divorcio porque según la Sala no se demostró 
la causal invocada o como dice ella n.o cumplí 
< on el 'cnus probandi', lo cual no es cierto 
porque sí está probada la causal como adelante 
lo haré ver al analizar la falta de examen en 
la Sala d·e los documentos aportados al proceso; 
4) Tambi,én la Sala interpretó erróneamente el 
inciso 19 del artículo 159 del Código Civil, 
puesto que dijo que no entraba a conocer (in­
ciso III) del único Considerando) de la liqui­
dación del patrimonio conyugal por subsistir el 
vínculo matrimonial. Esa interpretación erró­
nea es consecuencia directa de la infracción 
de los artículos 178 y 186 del Código Procesal 
Civil y Mercantil que adelante analizaré; III) 
En cuanto al error de derecho en la aprecia· 
ción de la prueba, la Sala manifestó que la 
presentada no probó la causal invocada en la 
demanda porque mi €sposo intentó el pago de 
¡, ww;ón ?limen•ic;a me.-li?nt-:o c"nsie:nr.ciones 
efectuadas lo que hace oevidente, dice· la Sala, 
que no hubo en ningún momento el deseo de 
incumplir por el demandado sus obligaciones, es 
decir, que para la Sala no tuvo ningún objeto 
el juicio oral que fijó pensión alimenticia por­
que gegún ella con las consignaciones de pen· 
siones alimenticias quedó desvirtuado que el 
demandado hubiera incumplido su obligación, 
de manera que al negarle valor a la sentencia 
de segundo grado que fijó la pensión alimen­
ticia, la Sala faltó a las reglas legales sobre 
la materia probatoria puesto que el documento 
que demuestra la causal de divorcio no fue ta­
chado de vicio alguno ni redargüido de nulidad 
y al negarle ese valor bajo pretexto de que no 
se probó un hecho y estando la prueba en el 
texto del propio documento y negarle valor es 
frltar a la ley; porque aquella decisión judi­
cial contenida en tl'll documen•o envuelve su 
propia prueba; IV) En lo que respecta al error 
de hecho en la apreciación. de las pruebas, la 
Sala omitió hacer el examen de la prueba do­
cumental consistente en: la certificación que 
prueba la causal invocada como base de la de­
manda no fue analizada por la Sala sino que 
se limitó a afirmar que dicha causal no fue 
probada por mí. La confesión ficta del deman­
dado de la cual la Sala hizo caso omiso de ella 
como sí no hubiera existido. Asimismo la Sala 
ignoró la existencia de la certificación de ma­
trimonio de la presentada con mi esposo en la 
que además se asienta el régimen económico a 
que está sujeto el matrimonio. Al no examinar 
esos tres documentos se cometió te! error de 
hecho en la apreciación de las pruebas, puesto 
que si la Sala hubiese leído esos documentos 
seguramente el criterio sustentado en el fallo 
hubiera sido al contrario, ya que de ellos se 
desprende que el demandado actuó al margen 
de la ley al no cumplir con sus deberes alimen­
ticios. También incurrió en error de hecho en 
la. apreciación de la prueba al omitir hacer un 
examen jurídico de la demanda, que es la base 
de la discusión judicial, lo que dio origen a todos 
los demás errores por omisión en el examen 
de las pruebas señaladas. Véase que también 
existe, y la Sala lo ignoró, el auto que declaró 
confeso al demandado ya que la sentenoia ni 
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siquiera lo menciona; como se ...-e del texto de 
la sentencia contra la que recurro también se 
ignoró el documento que prueba plenamente el 
régimen económico del matrimonio; V) De todo 
lo expuesto se infiere que la Sala violó el ar­
tículo 126 del Decreto-Ley 107 porque no obs­
tante estar demostrado, con los tres documentos 
indicados en el numeral inmediato anterior, la 
evidente equivocación del juzgador al no apre­
ciar el valor probatorio de los mismos ya que 
afirmó por un lado que a cada parte corres­
ponde la. carga de la prueba para demostrar 
sus respectivas proposiciones de hecho y por el 
otro acepta que el demandado fue condenado a 
pagar pensión alimenticia y sin embargo dice 
que yo no probé tal extremo. Asimismo violó 
el párrafo final del artículo 127 del Decreto-Ley 
107 puesto que contrario a esa norma apreció 
con las reglas de la Sana Crítica, documentos 
que p.or sí solos tienen valor legal ya que la 
ley se los otorga expresamente y consecuencia 

de ello es que violó el artículo 139 del Decreto­
Ley 107 puesto QUe el declarado confeso puede 
rendir prueba en contrario y el demandado no 
lo hizo, olvidando la Sala que el documento que 
una parte presente al proceso, siempre probará 
en su contra lo que es aplicable al auto que 
decl;~ró c~'nfeso al clemandado; luego entonces 
violó también el artículo 186 del Decreto-Ley 
107 porque éste da pleno valor a los documentos 
autorizados por notario, funcionario o empleado 
tpúblico y así lo declara tal artículo, el que al 
mismo tiempo otorga derecho a las partes para 
redargüirlos de nulidad o falsedad lo que no 
hizo el demandado". 

Transcurrida la vista procede resolver. 

CONSIDERANDO: 

-I-

En cuanto al caso de procedencia, basado en 
el inciso 19 del artículo 621 del Código Pro­
cesal Civil y Mercantil, o sea, interpretación 
errónea de la ley, la recurrente señala como 
infringidos los artículos 155, inciso 7o.. 139, 
inciso 19, 154, inciso 29 y 159, inciso 19 del 
Código Civil. Al examinar el submotivo alegado 
y las argumentaciones sobre el mismo vertidas 
por la recurrente, cabe recordar, que la inter­
pretación errónea de la ley, se deriva de un 
mal entendimiento de la norma; es decir, darle' 
un sentido diverso del que verdaderamente tiene 
lo cual no pudo haberse producido en el pre­
S"ente caso, ya que la Sala sentenciadora se con­
cretó a considerar que la causal contenida en 
el inciso 79 del artículo 155 del Código Civil 
no había sido probada plenamente, sin entrar 
a ningún tipo de interpretación; y por el mismo 
motivo tampoco pudo haberse incurrido en in­
terpl"etación errónea en relación al inciso 19 
artículo 139, que trata sobre que la comunidad 
de bienes termina por la disolución del matri­
monio, pues la Sala no interpretó en ningún 
momento esta disposición legal. En lo que 
respecta a los incisos 29 del artículo 154 del 
Código Civil y 19 del artículo 159 del mismo 
cuerpo jurídico, no puede sostenerse que se 
hayan interpretado erróneamente por la Sala 
sentenciadora, ya que los mismos no fueron 
incluidos dentro del fallo recurrido. En canse-

cuencia esta Corte Cámara Civil aprecia que 
Eo se configuró el submotivo ut supra y por 
ello el recurso no puede prosperar basándose 
en el l!'Jsmo. 

-II-

La rec:.1r:rente c.cusa tarr::ú~n en su recurso, 
error de derecho en la apreciación de las 
pruebas, contenido en el inciso 29 del artículo 
621 del Código Procesal Civil y )!ercantil, 
conforme lo aceptado por esta Corte, Cámara 
Civil, para que prospere el susodicho subcaso 
debe establecerse: a) Que en la sentencia recurri­
da realmente se ha apreciado el documenb o acto 
auténtico señalado por el impugnan te; b) Que 
el interesado, además de citar los artículos 
violados, haya expuesto las razones por las 
cuales estima que dichas normas legales han 
sido infringidas; e) Que a.I apreciar el docu­
mento o acto auténtico, el juzgador efectiva­
mente se haya equivocado: y d) Que el recu­
rrente haya indicado en qué consiste el error 
cometido por el Tribunal de Segundo Grado. Al 
examinar el apartado del recurso que trata 
sobre el submotivo referido se estima que no 
se dan los presupuestos demarcados en los lite­
rales que preceden· por las siguientes razones: 
1) En la sentencia recurrida no se. hizo apre­
ciación de documentos o acto auténtico que 
haya sido señalado por la impugnante; 2) No 
se citaron por la impugnad')ra al tr11tar el error 
de derecho artículos que hayan sido violados; 
3) Como no fue apreciado ningún documento 
o acto auténtico, la Sala sentenciadora no pudo 
haberse equivocado al dictar su fallo; 4) La re­
currente no indicó en qué consiste el error 
cometido por el Tribunal de Segunda Instancia, 
lo que le era imposible cumplir, desde el mo­
mento que no se produjeron los requerimientos 
numerados anteriormente. En consecuencia, por 
las deficiencias señaladas, la Cort•e Suprema 
Cámara Civil, estima que no se produjo el sub­
motivo aducido, por lo cual el recurso interpues­
to no puede prosperar en base al mismo. 

-III-

En lo que respecta el error de hecho en la 
apreciación de las pruebas que la impugnadora 
hace valer, con base en el inciso 19 del artículo 
621 del Código Procesal Civil y Mercantil, la 
jurisprudencia y la ley ha consagrado que para 
la existencia del mismo, debe indicarse en qué 
consist~ el error alegado, a juicio del recu­
rrente; e identificar en el caso de error de 
hecho, sin lugar a dudas, el documento o acto 
auténtico que demuestre la equivocación del 
juzgador. Al entrar a conocer sobre este sub­
motivo,. se encuentra con que la reeurrente 
no identificó, sin lugar a dudas, el documento o 
acto auténtico que demuestre la equivocación 
del juzgador, pues _ella sostiene que la Sala 
omitió hacer el examen de la prueba documental 
consistente en: Certificación que prueba la 
causal invocada como base de la dell).anda, pero 
no especificó con los detalles procedentes y sin 
lugar a dudas, cuál es esa certificación; la con­
fesión ficta mencionada, tampoco se encuentra 
identificada, ya que no se indica a cuál confe-
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s:o:1 ficta se refiere y dende se encuentra el 
documento o acto auténtico que la contiene, 
además, no señala las preguntas y respuestas 
de la citada confesión que demuestre palpable. 
mente la equivocación del juzgador; y la cer­
tific<>dón de ma:rimonio. igualmente citada. por 
sí misma no es capaz de probar la causal de 
divorcio como lo pretende la recurrente. En 
cuanto a la demanda, también traída al caso, 
debe advertirse que no fue tenida como prueba 
dentro del juicio; y en lo que se refiere al 
auto que se dice declaró confesa a la contra­
parte, debe tenerse en cuenta que no es un 
elemento de convicción que pueda demostrar la 
equivocación del juzgador. Por lo expuesto 
anteriormente y dado que en el Recurso de 
Casación no es posible adivinar la intención de 
los recurrentes por su carácter extraordinario, 
técnico y limitado, debe desestimarse -también 
por este otro submotivo el recurso interpuesto. 

LEYES APLICABLES: 

Las citadas y artículos: 66, 86, 87, 88, 619. 
inciso 69, 621, 627, 633, 635 del Código Pro­
cesal Civil y Mercantil; 32, 38, inciso 29, 143, 
157, 159, 163, 169 y 180 de la Ley del Orga­
nismo Judicial, 

POR TANTO, 

La Corte Suprema de Justicia, Cámara Civil, 
DESESTIMA el Recurso de Casación interpues­
to· condena a la recurrente al pago de las costas 
ca~sadas; le impone una multa de cien quet­
zales que deberá hacer efectiva en la Tesorería 
del Organismo Judicial dentro del término de 
cinco días y en caso de insolvencia conmutará 
con diez días de prisión; y a la reposición del 
papel empleado al del sello de ley, dentro de 
igual término, bajo apercibimiento de imponerle 
una multa de cinco quetzales si no cumpliere. 
Notifíquese y con certificación de lo resuelto 
devuélvanse los antecedentes. 

(Fs.).-C. E. Ovando B.-Juan José Rodas.-Julio 
García C.-Fed. G. Barillas C.-Uerib. Robles A.­
Ante mf: M. Alvarez Lobos. 

CIVIL 

Recurso de Casación interPUesto por Marta Julia 
Archila Morales, contra la sentencia dictada por 
la Sala Segunda de la Corte de Apelaciones, el 
cuatro de mayo del año en curso. 

r:OCTRINA: Quebranta substancialmente el proce­
dimient.o el Tribunal que se niega a conocer del 
bndo di' la cuestión planteada, teniendo obliga· 
ción de hacerlo. 

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, CAMARA 
CIVIL: Guatemala, dieciséis de octubre de mil 
novecientos setenta y nueve. 

Se tiene a la vist& para resolver el Recurso 
Extraordinario de Casación interpuesto po:r 
Marta Julia Archila Morales, contra la sen-

ter.cia dictada por la Sala Segunda de la Corte 
de Apelaciones el cuatro de mayo del año en 
curso, recaída en el juicio ordinario seguido en 
el Juzgado Cuarto ae Primera Instancia del 
Rarr:·:> Civ:l por la rec:L--:-ente. c·:n~::-a la m::>rtual 
de Antonio Hemández Valdez, representada por 
Ernesto Fernández Arrm:•). n•::r:~::-aC:o com:> ad­
ministrador de la citada· mortual. 

ANTECEDENTES: 

Consta ,en las actuaciones que el siete de 
marzo d'el año próximo pasado, se presentó al 
Juzg8do menc-ionado. Mart;;¡ Jn!ia Archila M::>­
rales, iniciando juicio ordinario para que en 
sentencia se declare que la mortual de Antonio 
Hernández Valdez, por medio de su adminis· 
trador, está obligado a otorgar a su favor la 
escritura traslativa de dominio de la finca nú­
mero treinta y siete mil novecientos noventa y 
siete ( 37997), folio ciento dieciséis ( 116) del 
libro trescientos diecinueve (319) de Guatema­
la, incluyendo en la misma el agua que la surte, 
consistente en media paja de agua municipal c.on 
título y registro número cuarenta y cuatro mil 
ochocientos ochenta y siete (44887); que la 
base para solicitar tal declaración, se encuentra 
en el hecho de qup la presentada y el señor 
Antonio Hernández Valdez celebraron contrato 
de compraventa, por el que dicho señor le ven­
dió la finca mencionada con anterioridad, así 
como el agua cuyo título ya se consignó; que 
el referido contrato consta en documento pri­
vado que suscribieron el veinticuatro de no­
viembre de mil novecientns setenta y siete pero 
como el vendedor falleció el veintisiete de no­
viembr·2 del año últimamente citado, sin que 
haya podido cumplir con otorgar la escritura 
traslativa de dominio del inmueble que vendió, 
no obstante que se obligó a ello en el documento 
privado citado, comparece a demandar a la 
mortual para que se eleve a escritura pública 
el contrato válidamente celebrado en documento 
privado. En la misma demanda la interesada 
citó las disposiciones legales que fundamentan 
su derecho, ofreció pruebas y solicitó el trámite 
respectivo, a efecto de aue en sPntencia se 
formule la declaración arriba indicada. 

La mortual de Antonio Hemández Valdez, 
por medio del administrador Ernesto Hemández 
Arroyo, contestó la demanda en sentido nega­
tivo y por no constarle, según dijo, que se haya 
celebrado la negociación indicada, pidió que al 
dictarse sentencia se hiciera de conformidad 
con la ley y pruebas rendidas. 

PRUEBAS: 

La parte actora rindió las siguientes: a) Fo. 
tocopia del documento privado otorgado por 
Antonio Hernández Valdez y Marta Julia Ar­
chila Morales, por medio del cual aparece que 
el primero le vendió a la segunda, por el precio !-' 
de dos mil ochocientos quetzales, la casa si­
tuada en la séptima calle tres guión cuarenta 
y nueve de la zona siete de esta capital, inscrita 
en el Registro de Inmuebles al número treinta 
y siete mil novecientos noventa y siete, folio 
dieciséis del libro trescientos diecinueve de Gua. 
tf'mala, incluvendo la ID'edia paja de agua mu­
nicipal con título y registro número cuarenta y 
cuatro mil ochocientos ochenta y siete, compro-
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metiéndose el vendedor en dicho instrumento a 
dar la formal escritura ante Abogado; y b) D•c­
tamen del experto Calixto Pe·ez Sazo. 

La parte demandada rindió como prueba: el 
dictamen del experto Héctor René Rh·era 
Méndez. 

SENTENCIA RECURRIDA: 

La Sala Segunda de la Corte de Apelaciones 
al proferir su fa!Jo en el presente asunto con­
sideró: que la actora Marta Julia Archila Mo­
rales, al radicar el proceso sucesorio intestado 
de Antonio Hernández Valdez, manifestó que 
" ... radico el presente juicio sucesorio a efecto 
de que se nomb11e administrador de la mortual 
para que la represente en juicio y op:>rtuna­
mente se haga la declaratoria de herederos que 
corresponde de conformidad con la ley; es 
decir, agrega la Sala, que según ella misma, 
podían haber herederos a quienes una vez re­
conocidos como tales, competería exclusivamen­
te la representación de la n;10rtual, conforme lo 
estipula el párrafo final del artículo 509 del 
Cómgo Procesal Civil y Mercantil (aunque mien­
tras tanto la personería del adminisLrador es 
inobjetable). Es por ello que el Juez senten­
ciador tiene razón al declarar sin lugar la de­
manda, pues como bien asienta " ... en el pre­
sente caso no se cumplieron con las formalida­
des procesales que exig>e la ley para la radica­
ción del sucesono, putt. no se nicwron Jas publi­
caciones correspondientes, citando a presuntos 
herederos o personas que tuvieran interés en 
la mortuoria, a la juntd conciliatol'ia que para 
el efecto se había señalado; además. no constan 
los informes de los registros de la propiedad 
para tener certeza de que el causante no otorgó 
testamento o donación doe los bienes que dejó, 
y no haber indicado si ignoraba o no los nom­
bres y residencia de los parientes en línea 
recta y del cónyuge supérstite o a falta de 
ellos, de los parientes colaterales dentro del 
cuarto grado ... ". Estas circunstancias, ex­
pone la Sala en su fallo, aunque aparezca en 
autos fotocopia del documento que contiene la 
venta que a la actora hiciera el causante en 
documento privado, de la finca número treinta 
y siete mil novecientos noventa y siete (37,997), 
folio ciento dieciséis (116) del libro trescientos 
diecinueve (319) de Guatemala, y de media 
paja de agua municipal, cuya compraventa 
debió constar en escritura pública, de acuerdo 
con el artículo 1576, primer párrafo del Código 
Civil, la demanda no puede prosperar, porque 
ya no está vivo el vendedor para confesar per­
sonalmente su obligación y el medio de prueba 
escrita (documento privado), solamente podría 
esgrimirse como prueba, pero contra los here­
creros del causante, a quienes obviamente, afec­
taría en sus derechos el otorgamiento de la 
escritura traslativa de dominio pretendida, no 
así al administrador, porque él no es el pro­
pietario. En consecuencia, la Sala, al proferir 
su fallo, CONFIRMA la sentencia apelada, sin 
per¡mcw de que la actora pueda hacer valer 
su derecho contra los herederos reconocidos o, 
en su~ caso, contra el Estado y las Universidades, 
en el supuesto que, previas las formalidades del 
caso, se declare vacante la sucesión. 

RECURSO DE CASACION: 

:\!arta J;,üía Archila :uorales interpone su 
r.:~uno . por m.otiYos de forma y de fondo, 
:;e::alanav q:.re ~ q::ebrantó substancialmente el 
proce·;::in:iez::o y :;e incurrió en Yiolación de 
leyes. 

Señala como primer caso de procedencia el 
contenido en el inciso 1 Q del articulo 622 del 
Código Procesal Civil y :\Iercantil, que establece 
el Recurso de Casación: "Cuando el Tribunal 
se niegue a conocer teniendo obligación de ha­
cerlo". En el presente caso, agrega, es evidente 
que se quebrantó sustancialmente el procedi­
miento, porque el Tribunal de Segunda Instan­
cia se negó a conocer del fondo de la cuestión 
planteada, o sea declarar que la mortual de 
Antonio Hernández Valdez, por medio de su 
administrador, está obligado a otorgar a su 
favor la escritura traslativa de dominio. Al 
confirmar el fallo que desestima la demanda en' 
primera instancia, solamente considera los as­
pectos legales que se relacionan con la perso­
nería del administrador de la mortual, por lo 
que el punto declarativo de la sentencia se basa 
en un estudio completamente alejado y ajeno a 
la controversia 'Planteada, que no fue sometido 
a conocimiento del· Tribunal por las partes del 
juicio, lo que implica una negativa de la Sala 
Segunda de la Corte de Apelaciones, a juzgar 
el caso sometido a su jurisdicción. En este 
sentido se infringió el artículo 240 de la Cons­
titución de la República, que dispone que co­
rresponde a los Tribunales la potestad de juz­
gar, que la función judicial se ejerce con exclu­
sividad por la Corte Suprema de Justicia y 
demás Tribunales de jurisdicción ordinaria o 
privativa y que la administración de justicia 
es obligatoria; el 27 de la Ley dd Organismo 
Judicial, que concuerda con el citado anterior­
mente y que determina los Tribunales que in­
tegran el Organismo Judicial, entre los cuales 
•está la Corte de Apelaciones del Ramo Civil; 
1 1?, 59 y 21 del Código Procesal Civil y Mer­
cantil, este último en relación con los artículos 
38, inciso 91?,. 41 y 45, inciso d) de la Ley del 
Organismo Judicial, por lo que se establece la 
jurisdicción y competencia en materia civil; el 
acuerdo 53-71 de la Corte Suprema de Jus­
ticia, qu•e designó a la Sala Segunda de la Corte 
de Apelaciones el conocimiento de los asuntos del 
Juzgado Cuarto de Primera Instancia de lo Civil, 
así como los artículos 12, 20, 163 y 169 de la 
Ley del Organismo Judicial;- 602 y 610 del 
Código Procesal Civil y Mercantil. A los fines 
del presente recurso y en relación al artículo 
625 del Código Procesal Civil y Mercantil, se­
ñala que era virtualmente imposible pedir al 
Tribunal de Primera Instancia la subsanación 
de la falta cometida, porque se cometió al 
dictar sentencia que al interponer la apelación 
se pidió la subsanación de esa falta, al mani­
festar en el alegato del día de la vista que el 
Juez de primer grado tenía el deber jurídico 
de pronunciarse sobre el fondo de la pretensión 
y acogerla o desestimarla, atendiendo solamente 
a las pruebas rendidas y al derecho aplicable 
a la controversia, pero en ningún caso rechazar 
la demanda por el motivo que lo hizo; y se 
solicitó que se revocara la sentencia de primer 
grado y se pronunciara sobre las pretensiones 
contenidas en la demanda. 
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Como segundo caso de procedencia se seña!a 
el contenido en el inciso 29 del artículo 622 
del Código Procesal Civil y )lercantH, que lo 
establece: "Por falta de personeria er: quien 
los haya representado. Al respecto. dice q:-;e ~2. 
Sala sentenciadora com1ceró que el adminis· 
trador de la mortual adolece de FALTA DE 
PERSOXERL.\ pa?a representarla en el juicio 
ordinario y, expone lo anterior, porque S:l 

análisis en la parte considerativa del fallo se 
circunscribe a examh1ar los aspectos legales que 
se relacionan con dicha personería, que fue 
oportunamente reconocida por el Tribunal y no 
fue cuestionada por las partes del juicio. At ha­
cer su fallo en la falta de personería en el admi­
nistrador de la mortual, la Sala Segunda de la 
Corte de Apelaciones, no sólo efectúa un análisis 
errado y alejado de la ley, sino que sienta un 
funesto precedente que contraría el criterio sus- -
tentado por los Tribunales de la República, los 
cuales han considerado válida dicha represen­
tación en aplicación de lo preceptuado por el 
artículo 509 del Código Procesal Civil y Mer­
cantil, cuya finalidad es justamente facilitar el 
ejercicio de acciones contra mortuales, mientras 
no se haya reconocido a los herederos. Con lo 
considerado por la Sala infringió el artículo 26 
del Código Procesal Civil y Mercantil. En re­
lación con los artículos 116 y 118 del mismo 
Código, al resolver de oficio sobre una excep­
ción que sólo puede ser propuesta por la parte 
demandada, infringió el artículo 45 del Código 
Procesal Civil y Mercantil que dispone, que los 
representantes deberán justíficar su personería 
en la primera gestión que realicen y en el 
presente caso, el administrador de la mortual 
justificó la suya en la primera gestión que 
hizo, o sea al contestar la demanda, sin que 
hubiera sido objetada esa personería por la 
parte contraria o por el Tribunal, que justamen­
te la reconoció con base en el documento jus­
tificativo; e infringió el artículo 509 del citado 
Código, al preceptuar que, mientras no se haya 
reconocido a los herederos, podrá el juez auto­
rizar al administrador para intentar demandas 
que tengan por objeto recobrar bienes o hacer 
efectivos derechos pertenecientes a la mortual 
o de CONTESTAR LAS DEMANDAS que con­
tra ésta se promuevan, así como cualquier otra 
diligencia extrajudicial, prevé que .. en cualqúier 
tiempo, mientras no se haya reconocido a los 
herederos, el administrador autorizado para 
contestar demanda, tenga la personería su­
ficiente para llevar a término los procesos que 
se entablen contra la mortual, la circunstancia 
de estar autorizada para contestar demandas, 
implica que el administrador tiene la facultad 
de comparecer a cualquier otra diligencia re­
lacionada con el ·proceso, ya se refiere a pro­
banza, a excepciones o a recursos, hasta su 
fenecimiento. El ya mencionado artículo 509 
del Código Procesal Civil y Mercantil, no con­
diciona la personería del administrador a que 
se cumplan los requisitos enumerados por la 
Sala sentenciadora, que son presupuestos dentro 
del juiéio sucesorio para la declaratoria de 
herederos en la sucesión intestada, el recono· 
cimiento de los mismos en la testamentaria, 
pero en ningún caso, tales presupuestos. son 
necesarios para la validez en juicio de los actos 
del administrador ya investido de la autoriza­
ción correspondiente. Al afirmar la Sala que 
una vez reconocidos los herederos, a éstos com· 

pete exclusi,~amente la representación de la 
mortual y que por ello carece de personería el 
adn:iniHrador de la sucesi6n demandada, in­
c·.:!"!"'2, también e::J. >""Íolación del artículo 509 del 
C.5digo ProC€5al Cidl y )1ercantil, por cuanto 
~::. e~ :;:·re:;en:e caso. prH:isamente porq;¡e no han 
:;:d·:· rec·}nocidc·~ los hereéeros, fue demandada 
:a n:or::1al -cc.r n:Eñio de su adnünistrador, o sea 
q~e s.e está- en ul!a e~pa. di~~in~ del juicio su­
ce.sorro a la c-onsidera::ia nor 1a ~ala. 

El tercer caso de procedencia lo basa en e! 
inciso 6<? del artículo 622 del Código Procesal 
Civil y :V!ercantil, que establece que, hay quebran­
tamiento substancial del procedimiento. "Por 
incongruencia del fallo con las acciones que 
fU'eron objeto del proceso". Para el efecto 
expone que la sentencia recurrida adolece del 
vicio Extra petite partium, puesto que hace un 
pronunciamiento fuera de lo pedido por las 
partes, lo que pu-ede comprobarse mediante el 
examen de la demanda y su contestación. El 
fallo no hace pronunciamiento alguno respecto 
de la petición de sentencia contenida en la de­
manda y declara improcedente ésta, con base 
en una falta de personería no alegada por la 
parte demandada. Con ello infringió los ar­
tículos 26 del Código Procesal Civil y Mercantil, 
por cuanto éste ordena que el Juez debe dictar 
su fallo congruente con la demanda, lo que no 
se ha observado en el presente caso; y por igual 
razón, también infringió el artículo 163 de la 
Ley del Organismo Judicial; así como el artículo 
82 de la misma ley. 

La casación de fondo la basa la recurrente 
en el inciso lo. del artículo 621 del Código 
Procesal Civil y Mercantil, en lo que respecta 
a "Violación de Leyes"; y para el efecto expone, 
que al considerar la Sala que la demanda no 
puede prosperar porque ya no está vivo el ven· 
dedor para confesar personalmente su obliga­
ción y el medio de prueba (documento privado), 
solamente podría esgrimirse como prueba con-
tra los herederos del causante, a quienes obvia­
mente afectaría en sus derechos el otorgamiento 
de la escritura traslativa de dominio pretendida, 
se violó el artículo 1576 del Código Civil, el 
cual, si bien preceptúa en su primera parte, 
que los contratos que tengan que inscribirse en 
los registros, cualquiera que sea su valor, de­
berán constar en escritura pública, tampién en 
su segundo párrafo dispone que, sin embargo, 
los contratos serán válidos y las partes pueden 
compelerse recíprocamente al otorgamiento de 
·escritura pública, si se establecieren sus requi­
sitos esenciales por la confesión judicial del 
obligado o por OTRO MEDIO DE PRUEBA 
ESCRITA. En el presente caso, por falleci­
miento de uno de los otorgantes no pueden pro­
barse los requisitos esenciales del contrato por 
confesión judicial, pero sí se probaron en el 
proceso por medio de prueba escrita. La Sala 
violó el artículo 1791 del Código Civil, porque 
la compraventa del inmueble quedó perfeccio­
nada entre las partes desde el ·momento que se 
convino en la cosa y en el precio, de suerte que " 
el otorgamiento de la escritura pública que 
pretende es solamente un requisito para poder 
inscribir su derecho en el Registro de la Pro­
piedad, que no puede afectar los derechos de 
los herederos porque la finca objeto de la com­
praventa no es un bien relicto sino que le 
pertenece de conformidad con el contrato válido 
celebrado entre vendedor y compradora. Pide 



GACETA DE LOS TRIBcXALES 113 
-------------

que se declare cor: :ugar el recurso por qc.:ebrar:­
tamiento s¡¡bstar..cial dei nrocedim~r:to con ba~e 
en las infracciones denu!'iciada;:, se ca::e la :;en­
tencia recurrida y anular lo actuado desde la 
sentencia de primera instancia y se Iemita?: lo;: 
autos al Tribunal corre;:pondiente para que 
dicte la sentencia con arreglo a la ley; y para 
el caso de que se declare improcedente el re­
curso por motivo de forma, se declare con lugar 
la Casación por motivo de fonda, se case la 
sentencia recurrida y se dicte el fallo que en 
derecho corresponde. 

Transcurrido el día para la vista, procede 
resolver. 

CONSIDERANDO: 

La recurrente interpuso Casación por motivos 
de forma, con base en el caso de proced•encia 
contenido en el inciso 1 <:> del artículo 622 del 
Código Procesal Civil y Mercantil, porque el 
Tribunal de Segundo Grado se negó a conocer 
del fondo de la cuestión planteada teniendo 
obligación de .hacerlo, con lo cual infringió los 
artículos 240 de la Constitución de la Repú­
blica; 12, 20, 27, 163 y 169 de la Ley del 
Organismo Judicial: 19, 59, 21 del Código Pro­
cesal Civil y Mercantil. Este último en relación 
con los artículos 38, inciso 99, 41 y 45 inciso 
d) de la Ley del Organismo Judicial; acuerdo 
53-71 de la Corte Suprema de Justicia; y 6~2 
y 610 del Código Procesal Civil y Mercant~l. 
Para el efecto argumenta que la sentenc1a 
dictada por la Sala Segunda· de la Cor~ de 
Apelaciones, al confirmar el fallo de Primera 
Instancia, considera solamente aspectos legales 
que se refieren a la personería del administra­
dor de la mortual de Antonio Hernández Valdez, 
sin entrar al estudio de fondo de la contro­
versia, que se refiere a la obligación de otorgar 
escritura pública para formalizar la compra 
venta de un inmueble celebrada en documento 
privado, por lo que el punto de la sentencia, 
que declara sin lugar la demanda, se basa en 
un estudio completamente alejado a la litis, que 
no fue sometido a conocimiento del Tribunal 
por las partes del juicio, lo que implica lUla 
negativa de la Sala a juzgar ~1 caso plan~eado. 
Ahora bien, efectuado el estud10 comparat1vo de 
rigor, este Tribunal observa que efectivamente 
la Sala Segunda de la Corte de Apelaciones, al 
confirmar la sentencia apelada sólo consideró 
aspectos legales que se refieren a la personería 
del administrador de la herencia, sin entrar a 
estudiar el fondo de la demanda, que tiene por 
objeto se declare que la Y:Dortual de 4n_tonio 
Hernández Valdez, por med10 de su admmlst:a­
dor, está obligada a otorgar escritura traslat1va 
de dominio de la finca treinta y siete mil nove­
cientos noventa y siete (37997), folio ciento 
dieciséis ( 116) del libro trescientos diecinueve 
(319) de Guatemala. Al proceder en tal forma, 
es indudable que la Sala efectuó un estudio 
ajeno a lo pedido en la demanda, que conlleva 
una negativa del Tribunal sentenciador a juzgar 
el caso puesto bajo su jurisdicción, lo cual trae 
consigo la infracción del artículo 240 de la 
Constitución de la República citado por la 
interesada, que dispone, entre otras cosas: que 
corresponde a los Tribunales la potestad de 
juzgar; que la función judicial se ejerce c~n 
exclusividad por la Corte Suprema de Justic1a 

y demás Tribunales de jurisdicción ordinaria y 
pr:vat:..-a: y que la Administración de justicia 
es ob}rgatc-ria. De consigliiente, habiéndose que· 
bramado sub::tancialmente el procedimiento por 
:os mo:iv:::s indicados. proc-ede casar el fallo 
impligr..ado sin hacer el estlidio de las otras 
ieye;; citada;; como infringida::. ni de los otro;; 
casos de procedencia invocados por la recu­
rrente. por ser innece;,ario. 

Esta C-ámara estima aderr:ás, q;¡e en el asunto 
aubjudice se cumplió con lo preceptuado por el 
artículo 625 del Código Proce:;al Chil y ~Ier­
cantil, pues no habiendo sido posible pedir la 
subsanación de la falta en Primera Instancia, 
por haberse cometido al dictarse el fallo de 
primer grado, la misma se pidió en Segunda 
Instancia al interponerse el Recurso de Ape­
lación. 

' LEYES APLICABLES: 

Leyes citadas y artículos: 66, 86, 87, 88, 615, 
617, 631, 635 del Código Procesal Civil y Mer­
cantil; 26, 32, 38, inciso 2o., 143, 157, 159, 163, 
169 de la Ley del Organismo Judicial, 

POR TANTO, 

La Corte Suprema de Justicia, Cámara Civil, 
CASA la sentencia recurrida y anula lo actuado 
desde que se cometió la falta, o sea, desde el 
fallo de Primera Instancia, inclusive; en con­
secuencia manda remitir los antecedentes para 
que nuevamente se dicte la sentencia conform:! 
a la ley; se imputan las costas y la reposición 
de las actuaciones a la Sala Segunda de la 
Corte de Apelaciones; repóngase el papel em­
pleado al del sello de ley, dentro de cinco días; 
bajo apercibimiento de imponerle una multa de 
cinco quetzales para el caso de incumplimiento. 
Notifíquese y con certificación de lo resuelto 
devuélvanse los antecedentes. 

(Fs.).-C. E. Ovando B.-Julio García C.-Fed. 
G. Barillas C.-Herib. Robles A.-Rol. Torres 
Moss.-Ante mí: M. Alvarez Lobos. 

CIVIL 

Recurso de Casación interpuesto por Salvador En­
carnación Villegas Melgar, contra la sentencia 
dictada por la Sala Segunda de la Corte de Ape­
laciones. 

DOCTRINA: 

A) No se quebranta substancialmente el procedi­
miento, cuando se invocan vicios cometidos en 
un proceso distinto del que motiva la Casación. 

B) Es defectuoso y por lo tanto n0 puede pros­
perar, el Recurso en que se alega violación y 
aplicación indebida de las leyes, si en el mismo 
no se exponen las razones por las cuales se es­
timan infringidas Jos artículos citados. 

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, CAMARA 
CIVIL, Guatemala, veintinueve de noviembre de 
mil novecientos setenta y nueve. 
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Se tiene a la vista para resolver el Recurso 
de Casación interpuesto por Salvador Encarna­
ción Yillegas ::lfelgar, contra la sentencia dic­
tada por la Sala Segunda, de la Cone de Apela­
ciones con fecha ocho de marzo de mil nove­
cientos setenta y nueve, en el juicio ordinario 
seguido por el recurrente contra Blanca Augus­
ta Rosales Orellana de Solórzano. 

ANTECEDENTES: 

Aparece de las actuaciones que el dieciocho 
de noviembre de mil novecientos setenta y seis, 
se presentó ante el Juzgado Sexto de Primera 
Instancia Civil, Salvador Encarnación Villegas 
Melgar, exponiendo que oen ese Tribunal se _si­
guió el procedimiento ejecutivo número veintiún 
mil seiscioentos catorce, a cargo del notificador 
primero, en el cual fue parte actora Blanca 
Augusta Rosales Orellana de Solórzano y de­
mandada Gloria Leticia Pensami-ento Romero, 
habiéndose embargado en el mismo, la finca 
urbana número treinta y un mil cero noventa y 
nueve (31099), folio dosci>entos siete (207) del 
libro doscientos setenta y cuatro (27 4) de Gua­
temala, al requerirse a la ejecutada de pago por 
la suma de seiscientos quetzal es ( Q600.00), más 
inter•eses y costas procesales. Que el Ministro 
Ejecutor, en dicho juicio no cumplió con las for­
malidades de Ley al requerir de pago a la de­
mandada ya que la casa donde se constituyó 
estaba desocupada desde el primero de octubre 
de mil novecientos setenta y tres, porque la de­
mandada se la había vendido al compareciente 
desde el dieciocho de septiembre de ese año; 
qu•e hubo una simulación de notificación y re­
querimiento a Gloria Leticia Pensamiento Ro­
mero, la que dio lugar al remate del inmueble 
de su pro·piedad con un valor de doce mi! 
quetzales (Q12,000.00), con lo cual se adjudicó 
a la parte demandante en el juicio ejecutivo, 
un bien sin haber habido oposición, pues a la 
parte demandada no se le notificó personalmen­
te las diferentes actuaciones judiciales, como 
son la sentencia, el proyecto de liquidación 
formulada y su aprobación, ni el término para 
otorgar la escritura traslativa de dominio, cuyo 
testimonio se registró el nueve de julio de mil 
novecientos setenta y seis. El demandante 
Villegas Melgar agrega también que estuvo 
fuera del país, habiendo regresado el dos d·= 
octubre del año anteriormente mencionado, tal 
como lo prueba con su pasaporte, por lo cual 
no se dio cuenta del juicio ejecutivo ya que 
no existió notificación que se le hubiera hecho; 
que la señora de Solórzano, no obstante cons­
tarle que él se encontraba fuera del país, pre­
tende quedarse por la suma de seiscientos 
quetzales (Q600.00), con una propiedad que 
vale doce mil qU'etzales (Q12,000.00) y con ello 
enriquecerse indebidamente. De todo lo ante­
rior se enteró a su regreso, al ser notificado su 
inquilino el licenciado Osear Murga_ ~runi, que 
sería lanzado con todo y su fam1ha del m­
mueble, con lo que se cometería una injusticia 
en su contra, pues jamás ha sido citado, oído y 
vencido en juicio, por cuyo motivo pidió la nulidad 
de todo lo actuado en el juicio ejecutivo nú­
mero veintiún mil seiscientos catorce ya re­
lacionado; nulidad de la primera notificación y 
del requerimiento; nulidad del remate, de la 
escritura de adjudicación y de la consiguiente 
inscripción en el Registro de la Propiedad, por 

esiar fundadas en actuaciones judiciales nulas 
conforme la ley. Se demandó concretament~ la 
nulidad de la escritura pública de transferencia 
de dominio autorizada por el notario Osear Ade­
mar Robles Roda,:, con fecha nueve de julio de 
mil noveciento;: ~etenta y seis y la nUlidad de 
la octava imcripcién de dominio de la finca 
rematada número t:reinta y un mil cero noventa 
y nueve 131099 •, fo:io doscientos siete 1207), 
libro doscientos setenta y cuatro t274) de Gua­
temala, inmueble que deberá reinscribirse a su 
nombre como legítimo propietario que es y, con­
denarse al· demandado al pago de daños y per­
juicios causados. Con fecha treinta de noviem­
bre de mil novecientos setenta y seis, Gloria 
Leticia Pensamiento Romero pidió se le tuviera 
como tercera coadyuvante en dicho juicio, lo que 
así se resolvió. 

Blanca Augusta Rosales Orellana Je Solór­
zano, por medio de su mandatario Mario Rugo 
Solórzano Barrientos, antes de contestar la de­
manda interpuso excepciones previas de falta de 
personalidad •en el actor y falta de capacidad 
legal en el demandante; de caducidad y pres­
cripción. El Tribunal de primer grado acogió 
las de falta de personalidad en el actor y de 
caducidad y declaró sin lugar las otras dos, 
fallo que confirmó la Sala Jurisdiccional al 
conocer en grado. El veintidós de mayo de mil 
mil novecientos setenta y ocho, la Corte Suprema 
de Justicia al conocer, casó el auto recurrido y 
declaró sin lugar las excepciones previas de falta 
de personalidad en el actor y de caducidad a que 
se ha hecho referencia. La emplazada al contes­
tar negativamente la demanda, expuso que todo 
lo afirmado por el actor es falso y absurdo; 
ofreció pruebas en su favor y pidió oportuna­
mente se dicte sentencia, se declare sin lugar 
la- demanda y se condene en costas al actor. 

PRUEBAS RENDIDAS: 

Por la parte actora: A) Declaración de la 
demandada; B) Certificación del Registro de la 
Propiedad en que consta la inscripción a favor 
de la misma; C) Testimonio de la escritura nú­
mero doscientos setenta y ,nueve autorizada el 
dieciocho de septioembre de mil novecientos 
setenta y tres, por el notario Ovidio Villegas 
Orantes, en que consta la compraventa celebra­
da entre Gloria Leticia Pensamiento Romero y 
Salvador Encarnación Villegas Melgar, debida­
mente registrada a favor del demandante; D) 
Fotocopia del pasaporte del actor; E) Testimo­
nio de la escritura pública de mandato número 
setenta y autorizada por el notario Carlos 
Augusto Carbone! Durán; F) El propio proce­
dimiento ejecutivo seguido por Blanca Augusta 
Rosales Orellana de Sólorzano contra Glo­
ria Leticia Pensamiento Romero, n ú m e r o 
veintiún mil seiscientos catorce del notificador 
primero del Juzgado Sexto de Primera Instancia. 
Civil de este departamento; G) Certificación 
extendida por el Tribunal de primer grado del 
procedimiento ejecutivo citado; H) Declaración 
personal de los testigos Juan Francisco Gatica 
Valladares y Humberto Mieres Síguere; por 
parte de la tercera coadyuvante: A) Escritura 
de compraventa celebrada entre ella y Salvador 
Encarnación Villegas Melgar, autorizada por el 
notario Ovidio Villegas Orantes; B) Declaración 
testimonial de Carlos Arana García y Roberto 
Morataya; C) Por la demandada: A) Los docu-
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mentos que acompañó el autor a los autos; 
B) Certificación del Registro de la Propiedad 
que constan todas las inscripciones de dominio 
de la finca urbana número treinta y un mil 
noventa y nueve (31099), folio doscientos siete 
(207) del libro doscientos setenta y cuatro 
(274) de Guatemala; C) Fotocopia legalizada 
del testimonio de la escritura número setenta y 
uno del nueve de julio de mil novecientos se­
tenta y seis autorizada por el notario Osear 
Ademar Robles Rodas que contiene la adjudi­
cación en pago otorgada por el Juez Sexto de 
Primera Instancia de lo Civil, en rebeldía de 
Gloria Leticia Pensamiento Romero, a favor 
de Blanca Augusta Rosales Orellana de Solór­
zano, de la finca urbana número treinta y un 
mil cero noventa y nueve (31099), folio dos­
cientos siete (207) del liQrO doscientos setenta 
y cuatro (274) de Guatemala; D) El expediente 
original del juicio ejecutivo ya relacionado; E) 
Declaración ficta de Gloria I.Jeticia Pensamiento 
Romero F) Acta notarial levantada por el 
notario Fredy Alberto de. León, el doce de julio 
de mil novecientos setenta y ocho a solicitud de 
la demandada; G) Dictamen de expertos: H) 
Certificación de la S1ala Segunda de la Corte 
de Apelaciones constituida en Tribunal de Am­
paro; por parte de Gloria Leticia Pensamiento 
Romero: A) Declaración de la demandada; B) 
Los documentos que se encuentran agregados a 
Jos autos; G) Testimonio de la escritura de 
compraventa autorizada por el notario Ovidio 
Villegas Oran tes; D) Declaración testimonial de 
Carlos Arana García y Roberto Morataya. 

SENTENCIA RECURRJDA: 

La Sala Segunda de la Corte de Apelaciones 
al conocer en grado consideró: "Esencial para 
dilucidar la presente controversia resulta veri­
ficar si la demanda ejecutiva entablada por 
Blanca Augusta Rosales Orellana de Solórzano 
contra Gloria Leticia Pensamiento Romero, le 
fue notificada personalmente a esta última, por­
que de esta circunstancia se derivan las demás 
pretensiones de nulidad ejercitadas por el autor 
Salvador Encarnación Villegas Melgar. Al res­
pecto cabe advertir que en la fotocopia de los 
pasajes del juicio ejecutivo número veintiún mil 
seiscientos catorce, a cargo del oficial primero, 
tramitado ante el Juzgado Sexto de Primera 
Instancia de lo Civil departamental, aparece 
que el nueve de octubre de mil novecientos 
setenta y tres, se constituyó el Ministro Ejecu­
tor (quien goza de fe pública) del Juzgado 
mencionado en el lugar que indicó (que fue 
el señalado por la ejecutante) e hizo constar 
textualmente: 'PRIMERO: Presente que se en­
cuentra en este acto la damandada, señora 
Gloria Leticia Pensamiento Romero, le notifico 
la resolución dictada el cinco del mes en curso, 
y a la vez le requiero el pago de la suma de 
seiscientos quetzales exactos, más intereses y 
costas procesales, que de plazo vencido es en 
deberle a la señora Blanca Augusta Rosales 
Orellana de Solórzano, parte actora en el juicio, 
notificación y requerimiento que le hago entre­
gándole cédula en forma personal, respondién­
dome la señora Pensamiento Romero que no 
puede hacerme efectiva dicha suma en este 
momento. SEGUNDO: En vista de la respuesta 
dada al requerimiento; TRABE EMBARGO 
sobre el bien inmueble número treintiún mil 

noventinueve (31099), folio doscientos siete 
(207) del libro doscientos setenta y cuatro 
(2i4) de Guatemala, debiendo librar el des­
pacho respectivo al Registro de la Propiedad 
para la anotación respectiva'. (Folio cinco). 
II. Yerificado el extremo de que la notificación 
ti€ la demanda y el requerimiento de pago fue 
hecho personalmente a la ejecutada, conviene 
señalar que en la fotocopia de la certificación del 
Registrador General de la Propiedad (folios 
diesciséis y di.escisiete, de la primera pieza), 
consta que con fecha nueve de octubre del 
mismo año se anotó el embargo sobre la finca 
citada, la cual si bien fue inscrita en nombre 
del actor Salvador Encarnación Villegas Melgar, 
lo fue con fecha posterior a la anotación del 
embargo, o sea, el diecisiete del mismo mes y 
año, por venta que le hiciera precisamente 
Gloria Leticia Pensamiento Romero y de ahí 
que ni siquiera una tercería excluyente de do­
minio le hubiera prosperado al actor mencio­
nado, porque el que es primero en tiempo es 
primero en derecho, según principio de derecho 
registra!. Amén de que el Registro de la Pro­
piedad es público y por ende, el comprador 
debia haberse enterado -consultando previamen­
te libros respectivos- que sobre la finca qu•z 
se le vendía pesaba una anotación de embargo, 
pues perjudica a tercero lo que aparezca ins­
c-rito o anotado en el Registro y tal anotación 
indudablemente le perjudicaba legalmente III.­
La notificación de la demanda ejecutiva al 
ahora demandante era completamente innecesa­
ria, puesto que él no era parte ni deudor de la 
señora Blanca Augusta Rosales Orellana de 
Solórzano y el inmueble no estaba gravado con 
hipoteca, pero en cambio sí estaba anotado de 
embargo, anterior a la fecha en que fue inscrito 
el dominio a favor del demandante, quien si lo 
compró precisamente a la deudora Gloria Le-

- ticia Pensamiento Romero, jurídicamente debió 
estar enterado de que sobre el inmueble en 
cuestión pesaba un embargo anotado y que por 
ende lo compraba en esas circunstancias, por lo 
que no debió registrar su escritura de compra­
venta, extemporáneamente. IV.-En Consecuen­
cia, no existiendo las anomalías denunciadas con 
relación ~1 j_uicio ejecutivo identificado supra, ni 
por consigUiente el acta de remate, la adjudi­
cación a la ejecutante ni la inscripción regis­
trada a favor de ésta, la sentencia apelada se 
arregla estrictamente a la ley en todos sus 
pronunciamientos y por consiguiente, su confir­
mación se impone, máxime que al actor le 
queda expedita la acción de saneamiento por 
evicción contra su vendedora". 

RECURSO DE CASACJON: 

Salvador Encarnación Villegas Melgar, inter­
p_uso el presente Recurso de Casación por mo­
tivo de forma con fundamento en los incisos 39 
y 79 del artículo 622 del Decreto-Ley 107; y de 
fondo_ c~m base en el art!culo 621, incisos 19 y 29 
del Codigo Procesal Civil y Mercantil, o sea por 
error de hecho y de derecho en la apreciación 
doe las pruebas y por violación. Aplicación in­
debida e interpretación errónea de las leyes. 

En cuanto a la Casación de forma, dice qu<= 
se violaron los artículos 67 y 332 del Decreto­
Ley 107; 134 y 135 de la Ley del Organismo 
Judicial. En efecto, la sentencia recurrida fue 
dictada por dos Magistrados titulares de la Sala 
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Segunda de la Corte de Apelaciones Luis René 
Sandoval y Roberto de la Hoz Zepeda y firmada 
por el licenciado Luis Emilio Anzueto López. 
como integrante del Tribunal sentenciador, que 
únicamente fue llamado sin llenar los trámites 
establecidos por los artículos 134 y 135 del 
Decreto del Congreso de la República 1762, 
infringiendo dichas leyes que son de carácter 
obligatorias, pues no se hizo saber por qué 
razón o causa real no la firmó el otro Magis­
trado titular del mencionado Tribunal, ya que 
solamente existe una razón en que la Secretaría 
asienta que: "El licenciado Servio Tulio Aquino 
Barillas no conoce en este asunto por razón 
de que el licenciado Carlos Augusto Carbone! 
Durán, dirige a la parte actora : proceder que 
no existe disposición legal que la respalde en 
lo absoluto: pues debió tramitarse legalmente la 
excusa de d1cho Magistrado, indicado con cla­
ridad cual es el motivo de su -excusa si real­
mente la tiene, en forma legal". 

Que la Sala infringió el inciso 3Q del artículo 
622 del Decreto-Ley 107; porque falta y consta 
como prueba en el juicio ejecutivo que a él no 
se le tuvo como parte, ni se le notificó absolu­
tamente nada de dicho procedimiento "y este 
extremo fue fundamental, notificarme personal­
mente ninguna de las resoluciones en dicho 
procedimiento, con lo cual se infringió concre­
tamente el artículo 67 del Decreto-Ley 107; al 
negárseme por esa artimaña, el derecho de res­
catar mi propiedad de conformidad con el 
artículo 322 del Decreto-Ley 107, artículo que 
me favorece al darme el derecho de rescatar 
el inmueble pagando el precio de la liquidación 
a qu.e ascendió el total de las obligaciones re­
clamadas por la señora Blanca Augusta Rosale~:~ 
O rellana de Solórzano; siendo esta la base fun· 
damental de la sentencia; al afirmar qu-e dichas 
notificaciones no son necesarias y me deniega 
mi calidad de propietario del inmueble, lo cual 
consta lo contrario en las constancias procesales 
del juicio ejecutivo antes identificado". Que 
la sentencia fue dictada por dos Magistrados y 
no por tres como lo manda la ley, pues cada 
Sala se integra con tres Magistrados propietarios 
y dos suplentes, para los casos que sean nece­
sarios y la presida el Magistrado que designe la 
Corte Suprema de Justicia de conformidad con 
el artículo 42 de la Ley del Organismo Judicial; 
"por lo que en este caso fueron infrigidos los 
artículos 134, 135 y 42 de la mencionada Ley 
del Organismo Judicial, Decreto del Congreso 
de la República 1762; al no verificar los trá­
mites legales correspondientes y conociendo un 
Magistrado Suplente, que firmó la sentencia, sin 
haberse integrado el Tribunal de conformidad 
con la Ley". 

Que si se acepta la Jurisprudencia de despojar 
en esa forma a los prop:Peta:rios sin ser oídos 
citados, ni vencidos en juicios, es un precedente 
lamentable, ilegal y que mantiene solamente la 
ley de la fuerza. En lo que respecta a la 
CASACION DE FONDO el recurrente sostiene 
la siguiente: A) De conformidad con el artículo 
621, inciso 2Q del Decreto-Ley 107, error de 
hecho en la apreciación de la prueba, al infringir 
los artículos 127, 177, 186, 322 del Decreto-Ley 
107, Código Procesal Civil y Mercantil. 

La Sala Segunda de la Corte de Apelaciones, 
cometió error de hecho en la apreciación de las 
pruebas documentales que se tuvieron como 
prueba porque de los documentos siguientes: de 
.a certilicación del procedimiento ejecutivo nú­
mero veintiún mil seiscientos catorce (21614). 
a cargo del notificador y oficial primero del 
Juzgado Sexto de Primera Instancia de lo Ci­
vil. aparece claramente que jamás fue notilica­
do de lo actuado; y consta en esa misma cer­
tificación. que aparece agregado a dicho jui­
cio certificación de la propiedad objeto de 
la litis, que yo era el propietario al momento 
de ordenarse el remate del inmueble, finca 
urbana número treinta y un mil noventa y nueve 
(31099), folio doscientos siete (207.) del libro 
dosdentos setenta y cuatro (274) de Guatema­
la; dicho lanzamiento fue ordenado con fecha 
veintiséis de agosto de mil novecientos setenta 
y seis; así como que compré con registro limpio 
del día dieciocho de octubre de mil novecientos 
setenta y tres, autorizada por el notario Ovi­
dio Villegas Orantes, donde consta que la finca 
de mérito está registrada a mi nombre; y que 
el embargo fue anotado posteriormente a la 
fecha en que compré, o sea el día nueve de 
octubre de mil novecientos setenta y tres; tanto 
es así que con fecha veinticuatro de septiembre 
de mil novecientos setenta y tres, por escritura 
número setenta (70), autorizada por el notario 
Carlos Augusto Carbone! Durán, di en arrenda­
miento el inmueble relacionado; y además cons­
ta que salí al extranj-ero, con mi pasaporte. 

En otros términos: !._:_Escritura de compra­
venta número doscientos setenta y nueve 
(279) de :flecha dieciocho de octubre de mil 
novecientos setenta y tres, autorizada por el 

' notario Ovidio Villegas Oran tes· H.-Contrato 
de arrendamiento número setenta· (70) de fecha 
primero de octubre de mil novecientos setenta 
y tres autorizada por el notario Carlos Augusto 
Carbone! Durán; !H.-Anotada la demanda del 
procedimiento ejecutivo que siguió Blanca Au­
gusta Rosales Orellana de Solórzano, con fecha 
nueve de octubre de mil novecientos setenta y 
tres y IV.-Salí del país, según consta en mi 
pasaporte; pero fundamentalmente -en el proce­
dimiento ejecutivo no se me notificó vedándome 
el derecho de rescate de mi propiedad. Y visto 
así el asunto el Tribunal recurrido cometió error 
de hecho en la apreciación de la prueba 
al afirmar que había comprador con anotación, 
dicha finca, lo que no es cierto, pues a la fecha 
en que compré el registro óe dicho inmueble 
estaba completamente limpio. 

Por lo expuesto considero que está claro el 
error de hecho que cometió la Sala Segunda 
de la -Corte de Apelaciones, al no considerar en 
tiempo cada uno de los documentos para hacer 
su considerando, y por ello llega a la conclusión 
de que notificárseme es innecesario en el pro­
cedimiento ejecutivo que se revisa; por medio 
del juicio ordinario que estoy siguiendo y por 
cuya razón vengo por este medio a interponer 
Recurso de Casación al no estar de acuerdo con 
el contenido, tanto de la sentencia contra la 
cual lo interpongo, sino de lo actuado por dicho 

Tribunal. 
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B) CASO DE PROCEDEXCIA: Articulo 621, 
inciso 19 del Deereto-Ley 10i, por contener 
aplicación indebida de los artículos: 1548, 1553, 
1554 del Código Civil. Decreto-Ley 106 y ar. 
ticulos 1149 inciso 2o. del Código Civil. citado. 
La Sala Segunda de la Corte de Apelaciones, 
hizo aplicación indebida de los artículos 1548, 
1553, y 1554 del Código Civil; porque a mi 
juicio, mi demanda no pedía al mencionado 
Tribunal una consulta jurídica, sino justicia; y 
la forma de aplicación de dichos artículos son 
propios de la consulta que hice a mis abogados; 
pero el caso es que con dicho consejo, el Tri­
bunal únicamente deroga oexpresamente una ley 
vigente, artículo 322 del Decreto-Ley 107 y los 
Tribunales carecen del poder legislativo, que de 
conformidad con la Constitución de la República 
es privativo del Organismo Legislativo: "Con­
greso de la República de Guaflemala", la cual 
viola flagrantemente no sólo por ese hecho sino 
porque incumple sus obligaciones Constituciona­
les contenidas en el artículo 240 de la Cons­
titución de la República; pues debe el Tribunal 
impartir justicia de conformidad con las leyes 
de la República y la Constitución; y de plano 
no existe ninguna ley que faculte a un Tribunal 
a derogar las leyes como lo haee el Tribunal 
recurrido, al no darle su eficacia al artículo 322 
del Decreto-Ley 107; al no reconocer del mismo 
que existe un derecho de propiedad protegido 
por la Constitución y las leyes; artículos 
69, de la Constitución de la República; y el 
artículo 53 de la misma Constitución que 
me garantiza el derecho a defender mi pro­
piedad, siendo oído y vencido, citado además en 
forma legal para ello; pero la Sala hace dicha 
aplicación indebida de dichas leyes para apoyar 
su tesis derogatoria de una ley vigente, pues 
claro es que si yo hubiese hipotecado el inmueble 
hubiese sido el único demandado y notificado; 
pero es el caso que el bien permaneció a mi 
vendedora, yo compré con registro limpio, fue 
anotado durante el tiempo en que se tramitó 
pago de alcabala en dependencia del Estado ; y 
luego al ser registrada apareció la anotación 
que ignoré porque el Tribunal sostiene una 
tesis despojatoria de los bienes y violatoria de 
la Constitución con abuso de poder a quitar 
vigencia a una ley clara que el propietario tiene 
el derecho de rescatar sus bienes de la venta 
pública subasta y aún antes de ser escriturada el 
acta de remate, artículo 322 del Decreto-Ley 107, 
pero es cómodo aconsejar, aplicando leyes que no 
vienen al caso para apoyar resoluciones inde­
bidas de los Tribunales y sus actos contrarios 
a la ley y la Constitución, asumiendo actitud 
puramente loegislativa; que no tienen en sí los 
Tribunales en lo absoluto. Y finalmente; Caso 
de Procedencia. Artículo 621, inciso 19 del 
Decreto-Ley 107 por haber violado los artículos 
1285, 1Z86 del Código Civil; con respecto a los 
artículos 19, 29, 39 y 66 de la Ley del Organismo 
Judicial; Decreto del Congreso de la República 
1762. La Sala Segunda de la Corte de Apela­
ciones violó los. artículos 1285, 1286 del Código 
Civil, porque aprueba mediante su sentencia 
actos nulos, ordenar el remate, verificar el 
remate, ordenar el otorgamiento de la escritura 
a quien ya no es propietaria, otorgar la escri· 

tura de adjudicación y registro de este último 
de los actos, si."l. que conste claramente al Tri­
bunal la voluntad de legítimo propietario del 
inmuoeble que fuera anotado, en el procedimien­
to ejecutivo que reclamé su revisión; todo con 
respecto al artículo 1257 del Código Civil que 
fue violado totalmenre; porque en realidad el 
Tribunal me despojó sin conocer mi voluntad 
y por lo consiguiente, no es lógico que la vo­
luntad de quien ya no oera propietaria del in­
mueble fuera la única que debía privar; porque 
a mi juicio el propietario debe expresar, expresa 
o tácitamente su voluntad pues de lo contrario 
sería un despojo que realiza oel Tribunal, cuando 
no se le notifica en casos como el presente, una 
ejecución dentro de las circunstancias a que se 
refiere el presente caso; la simulación cometida 
por el Tribunal está bien clara, salvo para quien 
no la quiere entender, y más aún, el propietario 
no externó ninguna voluntad, y fue despojado, 
por lo consiguiente los actos relacionados no 
pueden tener relevancia alguna y validez, en 
lo absoluto, por ser originados de una simula­
ción de parte del Tribunal y que ampara la 
Sala recurrida con su tesis de ser innecesaria la 
notificación al propietario del inmueble por 
rematarse de parte del Tribunal y más aún, que 
da origen a un d~spojo judicial por abuso de 
poder". 

CONSIDERANDO: 

1 
En lo que concierne al primer caso de pro­

cedencia invocado por quebrantamiento subs. 
tancial del procedimiento, sostiene el recurrente, 
que como consta en el juicio ejecutivo seguido 
por Blanca Augusta Rosales Orellana de Solórza· 
no contra Gloria Leticia Pensamiento Romero, 
aportado como prueba al proceso, a él no se le 
tuvo como parte ni se le notificó absolutamente 
nada, con lo cual se infrigió el artículo 67 del 
Decreto-Ley 107 y se le negó con esa artimaña, 
el derecho de rescatar su propiedad de confor­
midad con el artículo 322 del mismo Decreto. 
Al respecto cabe hacer notar que lo afirmado 
por el interponente no .puede analizarse de 
acuerdo con el inciso 39 del artículo 632 del 
Código Procesal Civil y Mercantil en que se 
sustenta, porque este precepto se refiere a 
sujetos y notificaciones del proceso en que se 
ha dictado la sentencia impugnada, y no a otro 
juicio distinto, por lo que el recurso que se 
examina no puede prosperar por este pretendido 
vicio procesal. 

II 

El otro caso por infracción procedimental está 
relacionado con el inciso 79 del artículo 622 
del Código Procesal Civil y Mercantil; de cuya 
lectura se infiere que este precoepto contiene 
dos situaciones diferentes, a saber: "haberse 
dictado la resolución por un número de Magis­
trados menor que el señalado por la ley" y "por 
Magistrado J.oegalmente impedido", dualidad ésta 
en la que no paró mientes el presentado, pues 
su impugnación la vincula, indistintamente, a los 
dos supuestos normativos, citados, lo cual impide 
a este Tribunal hacer el estudio correspondiente. 
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III 

En cuanto a los motivos de fondo, afirma el 
interesado que la Sala Segunda de la Corte 
de Apelaciones cometió error de hecho en la 
apreciación de las pruebas; pero del estudio del 
memorial contentivo del recurso, se advierte 
que no cumplió con señalar sin lugar a dudas, 
los documentos o actos auténticos que demues­
tren de manera evidente la equivocación del 
juzgador; tampoco indica en qué consiste el 
error en que incurrió el Tribunal sentenciador 
respecto de cada una de las pruebas apreciadas; 
ni cual es la incidencia que tienen en el resul­
tado del proceso; omisiones que imposibilitan 
hacer el análisis comparativo, para establecer si 
se cometió vicio alegado. 

IV 

Finalmente alega el interponente también con 
base en el artículo 621 del Código Procesal 
Civil y Mercantil, aplicación indebida de los ar­
tículos 1149, inciso 29, 1548 y 1554 y violación 
de los artículos 1285 y 1286, todos del Código 
Civil, en relación con los artículos 19, 29, 39 y 
66 de la Ley del Organismo Judicial; submotivos 
que esta Cámara no puede conocer por no 
exponerse las razones por las cuales se estuvieran 
infringidas cada una de las disposiciones lega­
les mencionadas. 

LEYES APLICABLES: 

Las citadas y artículos: 619, 620, 621, inciso 
19 · 62'2 627, 633, 635 del Código Procesal 
Civll y Mercantil; 157, 159, 163, 164 y 169 del 
Organismo Judicial, 

POR TANTO, 

La Corte Suprema de Justicia, Cámara Civil, 
con base en lo considerado, leyes citadas DE­
SESTIMA el Recurso de Casación interpuesto; 
condena al recurrente al pago de las costas del 
mismo y le impone una multa de cincuenta 
quetzales que deberá hacer efectiva dentro del 
término de cinco días en la Tesorería del Orga· 
nismo Judicial, la que en caso de incumplimiento 
conmutará con diez días de prisión simple, lo 
obliga a reponer el papel suplido por el del sello 
de ley dentro de igual término, bajo apercibi­
miento de imponerle la multa de cinco quetzales 
si no cumpliere. Notifíquese y con certificación 
de lo resuelto devuélvanse los antecedentes. 

(Fs.).-C. E. Ovando B.-Julio Garcia C.-Fed. 
G. Barillas C.-Herib. Robles A.-Rol. Torres 
Moss.""'"Ante mí: M. Alvarez Lobos. 

CIVIL 

Recurso de Casación interpuesto por Erick Wellmann 
Molina, contra la sentencia de la Sala Primera 
de la Corte de Apelaciones preferida el trece de 
agosto de mil novecientos setenta y nueve. 

DOCTRI.'IiA: Quebranta substancialmente el pro­
cedimiento, por incongruencia del fallo con las 
acciones que fueron objeto del proceso, el Tri­
bunal que, al dictar sentencla, no respeta los 
términos en que fue formulada la petición en la 
demanda. 

CORTE SI:PRDIA DE Jt:STICL~, CA)IARA 
CIVIL: Guatemala, catorce de diciembre de mil 
novecientos setenta y nueve. 

Se tiene a la vista para resolver el Recurso 
de Casación interpuesto por Erick Wellmann 
Malina, contra la sentencia dictada por la Sala 
Primera de la Corte de Apelaciones. el trece da 
agosto del año en curso, en el juicio ordinario 
seguido en el Juzgado de Primera Instancia de 
Alta Verapaz por el licenciado Rugo César 
Morales y Morales, en su carácter de mandata­
rio judicial de la entidad "The Central Ame­
rican Holding Corporation". 

ANTECEDENTES: 

El veinticuatro de abril del año próximo 
pasado, el licenciado Rugo César Morales y Mo­
rales como mandatario judicial de la entidad 
mencionada-, se presentó ante el Juez de Pri­
mera Instancia de Alta Verapaz, exponiendo que 
Erick Wellmann Melina obtuvo titulación supletoria 
de un sitio ubicado en el Barrio de Sauta Elena 
del Pueblo de ·Santa Cruz, Alta Verapaz, el 
cual tiene las medidas y colindancias siguientes; 
nor1Je, cuarenta y ocho metros, con Manuel 
López; oriente, cincuenta metros, con Ramiro 
Ruiz Torres; calle de por medio; y poniente, 
cincuenta y cinco metros, con Francisco Tul; lo 
que da una extensión superficial de dos mil 
quinientos veinte metros cuadrados; que el in­
mueble antes relacionado es el mismo que se 
encuentra registrado a nombre de la Sociedad 
que representa, por lo cual se opone en tiempo 
a tales diligencias, pidiendo que en senúencia se 
declare: "a) Con lugar la presente demanda 
ordinaria de oposición a las diligencias de 
titulación supletoria identificadas con el número 
208-76, seguidas por el señor Erick Wellmann 
Malina, que consecuentemente se deje sin efecto 
cualquier inscripción que el demandado hubiere 
realizado con base en tales diligencias; b) Que 
con base a la prueba aportada al proceso, mi 
representada "The Central American Holding 
Corporation", ·es la únida prop!etaria del in­
mueble relacionado, identificada en el Registro 
de la Propiedad con el número dos mil setenta 
y cinco (2075), folio ciento ochenta y dos (182), 
del libro veintinueve (29) de Alta Verapaz; e) 
Que se ordene certificar lo conducente a un 
Juzgado del Ramo Penal, a fin de que el deman­
dado responda por la infracción el artículo 69 
de la Ley de Titulación Supletoria; d) Que se 
condene en costas a la parte demandada". 

Erick Wellmann Malina contestó la demanda 
en sentido negativo e interpuso la excepción 
perentoria de falta de derecho en la parte 
actora, porque, a su juicio, existe jurispruden­
cia de la Sala Primera de la Corte de Apela­
ciones de que la demanda ordinaria de oposición, 
deduciendo igual o mejor derecho, debe plan-
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tearse y substanciarse durante el trámite de las 
diligencias de titulación y nunca después de que 
éstas han sido aprobadas y el derecho real ins­
crito en el Registro, pll'E!s la resolución final 
aprobatoria de las diligencias de titulación 
supletoria tiene carácter de cosa juzgada, ya 
que quedó firme por no haberse interpuesto 
Recurso de Apelación contra ella. 

PRUEBAS RENDIDAS: 

Por la parte actora: a) Certificación de las 
diligencias voluntarias de titulación supletoria 
seguidas por Erick Wellmann Molina; b) Certi­
ficación del Registro de la Propiedad, Zona 
Central, en la que consta que The Central Ame­
rican Holding Corporation, por cesión es dueña 
de la finca dos mil setenta y cinco (2075), folio 
ciento ochenta y dos (182), del libro veinti­
nueve (29) de Alta Verapaz; e) Fotocopia del 
testimonio de la escritura pública número vein­
tiséis, autorizada el catorce de mayo de mil 
novecientos cincuenta y uno por el Notario José 
Santa Cruz Ríos, por la que Prisciliano Daniel 
Gómez Ruiz cede y traspasa a favor de Roberto 
Clinton Ingram Cooper una fracción de la finca 
antes relacionada, que tiene prometida en ven­
ta de parte de Rutilia Molina Valiente; d) Fo­
tocopia de la escritura número cuatro, autoriza­
da el cuatro de febrero de mil novecientos 
cincuenta y dos por el Notario José Santa Cruz 
Ríos, por la que Eric y Federico, de apellidos 
Molina \Vellmann le venden a Roberto Ingram 
Clinton Cooper la finca aquí mencionada; e) 
Fotocopia de la escritura número nueve, auto­
rizada el seis de marzo de mil novecientos cin­
cuenta y nueve, por el Notario Ricardo Ortiz 
Molina, por la que James Junior Hudson Ro­
binson, apoderado de Perla Dixon Stánley 
viuda de Ingram, cede y traspasa a The Cen­
tral American Holding Corporation varios in· 
muebles, entre los que se encuentran los dere­
chos de promesa de venta que fueron traspasa­
dos a Roberto Clinton Ingram Cooper para la 
compra de una fracción de terreno de la 
finca relacionada en este apartado y cuyo tras­
paso corresponde hacer a Rutilia Molina Va­
liente; f) Reconocimiento Judicial. 

Por la parte demandada: a) Certificación 
que contiene el auto emitido por el Juzgado de 
Primera Instancia de Alta Verapaz el veinti­
siete de julio de mil novecientos setenta y siete, 
por el que se aprueban la diligencias de titula­
ción supletoria a favor de Erick Wellmann Mo­
lina, y anotación del Registro General de la 
Propiedad, en la que se hace constar que se 
registró a favor de Erick Wellmann Molina la 
primera inscripción de posesión de la finca ur­
bana seis mil ciento noventa y tres (6193), 
folio ochenta y cuatr.a (84) del libro ciento siete 
(107) de Alta Verapaz; b) Constancia del Al­
calde Municipal de Santa Cruz Verapaz, por la 
que se hace constar que Erick W e liman Molina 
ha poseído desde hace muchos años un inmue­
ble ubicado en esa cabecera municipal, del cual 
se dan las colindancias y demás hechos que le 
constan al Alcalde; e) Información testimonial 
de Wencesll'!o Grando, Francisca Tul Tul y 
Rosa1inda Hernández O.; d) Reconocimiento 
Judicial. 

SEXTEXCIA RECURRIDA: 

La Sala Primera de la Corte de Apelaciones, 
al conocer en grado, formuló la siguiente de· 
claración: "Revoca la sentencia apelada y re­
solviendo correctamente, DECLARA: NULO el 
título supletorio obtenido por el señor Erick 
Wellmann Molina ante el Juzgado de Primera 
Instancia de Alta Verapaz, en las diligencias 
voluntarias número 208.76; en consecuencia, 
ordena cancelar la primera inscripción de pose­
sión de la finca número seis mil ciento noventa 
y tres (6193), folio ochenta y cuatro (84) del 
libro ciento siete (107) de Alta Verapaz, li­
brándose el despacho respectivo al Regil;;tro 
General de la Propiedad para ese efecto. Con­
dena al pago de las costas procesales al deman­
dado". Consideró en la sentencia que: "De la 
comparación de las medidas y colindancias que 
proporcionan el reconocimiento judicial, los do­
cumentos presentados por la parte actora para 
justificar su dominio y las que menciona la 
certificación del título supletorio del demanda­
do, se concluye que hay identidad en los inmue­
bles descritos por tales medios probatorios, por 
lo que la pretensión de la parte actora debe 
acogerse, sin que sea óbice para el pronuncia­
miento respectivo, la circunstancia señalada por 
el demandado, o sea, que en la parte petitoria 
de la demanda se expresó que se declarara con 
lugar: "la presente demanda ordinaria de opo­
sición a las diligencias de titulación supletoria 
identificadas con el número 208-76", pues debe 
entenderse dicho petitorio de acuerlo con los 
hechos expuestos en la demanda, así como con el 
resto de las peticiones que ésta contiene, los que 
claramente demuestran que lo s.alicitado es la nu­
lidad del título supletorio obtenido por el señor 
Wellmann Molina, quien ninguna prueba documen­
tal aportó relacionada con la posesión que dijo tener 
sobre el bien titulado, anterior a las diligencias 
que siguiera con ,ese objeto. Pero si esta argu­
mentación no fuera suficiente para acoger las 
pretensiones dé demanda, de acuerdo con el ar-

, tículo 39 de la' Ley del Organismo Judicial, los 
actos ejecutados contra el tenor de la ley son 
nulos, razón por demás suficiente para declarar 
la procedencia de la demanda, pues lo ilícito y 
evidente produce nulidad absoluta, lo que sucede 
con el título supletorio relacionado que se obtu­
vo por violación de la ley de la materia, ya que 
se trata de un inmueble que tiene inscripción 
registra! contra la cual inocuo resulta la prueba 
testimonial rendida por el demandado de su po­
sesión actual. Como el fallo impugnado no se 
encuentra concebido en estos términos, no puede 
mantenerse y debe revocarse declarándose la nu­
lidad correspondiente y ordenándose cancelar en 
el Registro de la Propiedad la primera inscrip­
ción de posesión a que dio origen la titulación 
substanciada, así como condenando al vencido al 
pago de las costas· procesales, por no favocerle 
exención legal alguna". 

RECURSO DE CASACION: 

Erick Wellmann Molina interpuso casacwn 
por motivos de forma y de fondo; señaló como 
caso de procedencia, para la casación de forma 
el contenido en la fracción final del inciso 69 del 
artículo 622 del Código Procesal Civil y Mer-
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cantil por incongruencia del fallo con las accio­
nes que fueron objeto del proceso; y para la 
casasión de fondo, violación, aplicación indebida 
e interpretación errónea de las leyes, subcasos 
contenidos en el inciso 19 del artículo 621 del 
mismo código; y también error de hecho y error 
de derecho en la apreciación de la prueba. con­
tenidos ambos en el inciso 29 del mismo artículo. 
Estimó como infringidos los siguientes artículos e 
incisos de la ley; en la casación de forma. el 26 
fracción primera, 61 incisos 49 y 69, y 106 del 
Código Procesal Civil y Mercantil y 163 de la Ley 
del Organismo Judicial; en la casación de fondo, 
615, 620, 621, 628, 629, 633 y 1301 del Código 
Civil; 19, 29 y 22 del Decreto 232 del Congreso 
de la República; 49 del Decreto 31-78 del Con­
greso de la República; 126, 127 última fracción 
y 128 del Código Procesal Civil y Mercantil. Al 
referirse a la casación por motivo de forma, 
argumenta el recurrente que la parte actora no 
pidió que se declarase la nulidad del título su­
pletorio obtenido a su favor sin embargo, la 
Sala sentenció declarando tal nulidad y razonó 
que no es óbice para hacer el pronunciamiento 
respectivo, la circunstancia señalada por el de­
mandado o sea, que la parte petitoria de la de­
manda expresó que se declarara con lugar "la 
presente demanda ordinaria de oposición a las 
diligencias de titulación supletoria" " pues debe 
entenderse dicho petitorio de acuerdo con los 
hechos expuestos en la damanda, así como con 
el resto de las peticiones, los que claramente 
demuestran que lo solicitado es la nulidad del 
título supletorio ... ". Agrega también el recu· 
rrente que la parte actora no argumentó en su 
demanda que las diligencias de titulación suple­
toria ni el título emitido pudieran ser nulos, ni 
consignó en los fundamentos de derecho, una 
sóla razón o una disposición legal tendiente 
a basar petición alguna de nulidad; que al dic­
tar su fallo incongruente con las peticiones de la 
demanda, infringió los incisos 49 y 69 del ar­
tículo 61, 26 y 106 del Código Procesal Civil 
y Mercantil y el 163 de la Ley del Organismo 
Judicial, porque no tomó en cuenta la petición, 
los fundamentos de derecho consignados en la 
demanda y al resolver en forma diferente, in­
fringió las normas señaladas. Con respecto a 
la casasión de fondo, estimó el recurrente que 
la Sala sentenciadora cometió err<>r de hecho, 
pues habiéndose practicado tres reconocimien­
tos judiciales, solamente tomó en cuenta el 
acta que contiene el reconomiento solicitado por 
la parte actora y omitió el examen de los re·­
conocimientos pedidos por él y que tuvieron 
lugar el catorce de febrero y el nueve de marzo 
de este año; y como estas diligencias influyen 
en forma determinante en la decisión, porque 
contienen datos que no aparecen en el reco­
nocimiento judicial que examinó el Tribunal, 
estima que se cometió error de he·cho, ya que 
las mismas comprueban la equivocación del juz_ 
gador. También asegura que se cometió error 
de derecho en la apreciación del segundo reco­
nocimiento practicado a las nueve horas del día 
nueve de marzo del corriente año, pedido por 
la parte actora, y en la apreciación de la cer­
tificación expedida por el Registrador de la 
Propiedad de la Zona Central de fecha siete 
de octubre de mil novecientos setenta y seis, 
porque no apreció el mérito de tales pruebas 
de acuerdo con las reglas de la sana crítica, 

como exige la primera parte de la fracción 
final del artículo 127 del Código Procesal Civil 
y )fercantil. que señala como infringido, así 
como el 126 del mismo Código, porque la parte 
actora no probó los hechos constitutivos de su 
pretensión y, sin embargo, el Tribunal los dio por 
est.ablecidos para fundamentar su fallo. Con rela.. 
ción a la interuretación errónea de la ley, sostie­
ne el interesado que la Sala S€ntenciadora infrin­
gió el artículo 49 del Decreto 31-78 del Congreso 
de la República que establece que: '"toda pen:ona 
que consid,ere que sus derechos han sido afec­
tados por efecto de titulaciones supletorias, 
podrá ejercitar las acciones que en derecho 
procedan", porque las leyes sucesivas, entre 
ellas el Decreto 232 del Congreso de la Repú­
blica, han establecido la norma que permite a 
una persona oponerse a las diligencias que per­
sigan la obtención de un título supletorio, pero 
estas diligencias deben estar en trámite para que 
proceda una acción en tal sentido. Si las dili­
gencias han concluido, podrán proceder otras 
acciones pero nunca un oposición para que se 
suspendan las ya terminadas. También conside­
ra erróneamente interpretado el articulo 3o. 
de la Ley del Organismo Judicial, ya que los 
tribunales sólo tienen facultades para declarar 
la nulidad de oficio cuando adviertan que existe 
de carácter substancial en las causas criminales. 
Al referirse al submotivo, Violación de Ley, 
estima infringida la norma contenida en el ar­
tículo 82 de la Ley del Organismo Judicial, pri­
mera fracción, porque ésta impide a los Tribu­
nales ejercer su ministerio si no es a petición 
de parte y la Sala sentenciadora resolvió una 
nulidad, sin que hubiera petición de parte, in­
curriendo en la violación denunciada, al igno­
rar dicha norma. Con relación al submotivo, 
Aplicación indebida de la ley, estima infringi­
dos los artículos 615, 628, 629, 633 y 1301 del 
Código Civil. En cuanto a los tres primeros, 
dice el recurrente que no existe prueba en el 
proceso de que haya ejercido poder sobre el 
inmueble que tituló: en situación de dependen­
cia que lo hubiera retenido en cumplimiento de 
instrucciones que hubiese recibido de persona 
alguna o que hubiera sido poseedor de mala fe. 
Al contrarío, en la diligencias rindió prueba 
para establecer la posesión a nombre propio 
y de buena fe. El artículo 633 del Código Civil 
reconoce al poseedor de un inmueble el derecho 
de solicitar la titulación supletoria, por lo mis­
mo es inaplicable a una resolución judicial en 
que se declara ilegalmente la nulidad no pedida 
de un título supletorio ya inscrito en el Registro 
y el artículo 1301 del Código Civil, si bien no 
aparece entre las leyes citadas en la sentencia, 
su contenido sirvió de base a la argumentación 
en que se basó la sentencia impugnada al ase­
verar que lo "ílicito y evidente produce la nuli­
dad absoluta, lo que sucede con el título suple­
torio relacionado que se obtuvo con violación 
de la ley de la materia", sin tomar en cuenta 
que sólo está contemplada en nuestra legisla­
ción para los negocios jurídicos, por lo que no 
es aplicable para otras situaciones como la que 
dio origen a la sentencia. Por la misma razón, 
tampoco es aplicable el artículo 1302 del mismo 
Código, que también señala como aplicado in­
debidamente, porque sólo abarca también a los 
negocios jurídicos. , 

Efectuada la vista procede resolver. 
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COXSIDERAXDO: 

Como el recurrente cita entre los casos de 
procedencia de su recurso, el contenido en la 
fracción final del inciso 69 del artículo 622 del 
Código Procesal Civil y ~fercantil, se hace ne­
cesario examinar en primer término este as.. 
pecto de la impugnación, dados los efectos que 
habrían de derivarse de su procedencia. Según 
ha quedado relacionado, el interponente alega 
que el fallo es incongruente con ias acciones 
que fueron objeto del proceso, porque el punto 
petitorio fundamental de la demanda se contrae 
a l).ue, al dictar sentencia, se declare: a) Con 
lugar la presente demanda de oposición a las 
diligencias de titulación supletoria identifica­
das con el número 208-76, seguidas por el señor 
Erick Wellmann Molina, que consecuentemente 
se deje sin efecto cualquier inscripción que el 
demandado hubiere realizado con base en tales 
diligencias" y el Tribunal de Segundo grado, al 
revocar el fallo, declaró: NULO el título su­

'pletorio obtenido por el señor Erick Wellmann 
Molina ante el Juzgado de Primera Instancia 
de Alta Verapaz, en la diligencias voluntarias 
que identifica en la sentencia; en consecuencia, 
ordena concelar la primera inscripción de pose­
sión de la finca número seis mil ciento noventa 
y tres (6193), folio ochenta y cuatro (84) del 
libro ciento siete ( 107) de Alta Vera paz. Al 
analizar los términos en que está concebida la 
demanda, pero especialmente del párrafo en 
que la parte actora concreta los puntos petito­
rios de la misma, se advierte que la acción del 
actor está enderezada a obtener: que se deje 
sin efecto cualquier inscripción que el deman­
dado hubiere realizado con base en las diligen­
cias de titulación supletoria; que se declare que 
The Central American Holding Corporation es 
la única propietaria del inmueble registrado al 
número dos mil setenta y cinco (2075), folio 
ciento ochenta y dos (182) del libro veintinueve 
(29) de Alta Verapaz; que se certifique lo cOn· 
ducente a un Juzgado del Ramo Penal, a fin de 
que el demandado responda por la infracción 
al articulo 69 de la Ley de Titulación Supleto­
ria; y que se condene en costas a la parte 
demandada. En el caso de examen la Sala Sen­
tenciadora, al declarar la nulidad del título su­
pletorio, sin que aparezca dicha pretensión en 
la parte petitoria de la demanda, efectivamente 
incurrió en el vicio de incongruencia e infringió 
los artículos 61, en sus incisos 49 y 69, y 106 
del Código Procesal Civil y Mercantil, pues se 
apartó de los fundamentos de derecho en que 
se apoya la solicitud y no respetó la petición 
formulada en la misma; asimismo infringió los 
artículos 26 del mismo Código y 163 de la Ley 
del Organismo Judicial que establecen que las 
sentencias deben ser congruentes con la deman­
da. En consecuencia, por ser manifiesta la vio­
lación al procedimiento, procede casar el fallo 
recurrido y resolver lo procedente, sin que sea, 
necesario por virtud de los efectos de esta deci­
sión, efectuar el análisis de la sentencia con 
relación a los otros casos de procedencia de­
nunciados. 

LEYES APLICABLES: 

Artíc:r:os citados y 66, 86, 87, 88, 619, 620, 
624, 625, 627, 631 y 635 del Código Procesal 
Civil y ~fercantil: 26, 32. 38 inciso 29, 143, 157, 
159 y 180 de la Ley del Organismo Judicial, 

POR TAXTO, 

La Corte Suprema de Justicia. Cámara Civil, 
CASA la sentencia recurrida y como conse­
cuencia manda que la Sala Primera de la Corte 
de Apelaciones resuelva con arreglo a la ley; 
se imputan las costas a la Sala que motivó el 
recurso. Notifíquese y con certüicación de lo 
resuelto devuélvanse los antecedentes. 

(Fa.) C. E. Ovando B.-J. Felipe Dardón G. 
-Julio García C.-Fed. G. Barillaa C.- R. 
Rodríguez R.-Ante mí: F. Gutiérrez. 

ACUERDO NUMERO 102-79 

La Corte Suprema de Justicia, 
Que para la pronta administración de justicia 

se hace necesario la equiparación de trabajo de 
los Tribunales; y, habiéndose constatado confor­
me las estadísticas respectivas que el Juzgado 
Primero de Primera Instancia del departamento 
de Huehuetenango tiene un volumen de trabajo 
que excede al del Juzgado Segundo de Primera 
Instancia del mismo departamento, es procedente 
que uno de los Juzgados de Paz que tiene el 
primero pase a la jurisdicción del último, 

POR TANTO, 

Con base en los artículos 240 de la Constitu­
Cion de la República, 27, 37, 38, 52, y 62 de la 
Ley del Organismo Judicial, 

ACUERDA: 

a) Que el Juzgado de Paz de la cabecera de 
Huehuetenango, quede bajo la jurisdicción 
del Juzgado Segundo de Primera Instan­
cia del departamento de ese nombre; 

b) Los expedientes que a la fecha en que 
entre en vigor este Acuerdo provenientes 
de dicho Juzgado menor, se tramiten en el 
Juzgado Primero de Primera Instancia de 
Huehuetenango, continuarán substancián­
dose en el mismo; Y. 

e) Este Acuerdo entrará en vigor el día pri­
mero de noviembre del corriente año. 

Dado en el Palacio del Organismo Judicial. 
en Guatemala a los quince días del mes de octu­
bre de mil novecientos setenta y nueve. 

Comuníquese. 

(Fa.) C. E. Ovando B.-Juan José Rodas.-Jo­
sé Felipe Dardón G.-Julio García C.-F. Bari­
llaa C.-Heriberto Robles A.-R. Rodríguez R. 
-Rol. Torres Mo ... -Juárez y Aragón.-Ante 
mí: M. Alvarez Lobos. 

; . 

• 
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ACUERDO NUMERO 116-79 

La Corte Suprema de Justicia, 

CONSIDERANDO: 

Con la emisión del Decreto 45-79 del Congreso 
de la República, los asuntos pertenecientes a la 
jurisdicción privativa de Sanidad son atribuidos 
directamente a las autoridades administrativas 
que en el mismo se especifican, exceptuándose 
los de carácter delictivo, que serán conocidos por 
los Tribunales del Orden Penal, lo cual hace que 
el Juzgado actual de Sanidad no sea legalmente 
necesario; 

CONSIDERANDO: 

Que en la actualidad han aumentado en forma 
evidente los asuntos judiciales de familia, lo que 
determina la conveniencia de crear un nuevo tri­
bunal para la pronta y cumplida administración 
de justicia en ese ramo, 

POR TANTO, 

Con fundamento, en lo preceptuado en los ar­
tículos 240 de la Constitución de la República, 
27 inciso B), y 38 inciso 19 de la Ley del Orga­
nismo Judicial, 

ACUERDA: 

Artículo 19-Se suprime el Juzgado de Sa­
nidad. 

Artículo 29-Los asuntos pendientes que se 
encuentren en el desaparecido Juzgado de Sa­
nidad, pasan a las siguientes dependencias y tri­
bunales: 

a) Asuntos administrativos: a la Dirección 
General de Servicios de Salud; 

b) Asuntos judiciales de carácter penal: en 
forma equitativa a los Juzgados ordi­
narios. 

Artículo 39-Los Juzgados de toda la Repú­
blica no desempeñarán en lo sucesivo funciones 
privativas de Sanidad, debiendo enviar de inme­
diato los asuntos en tr-ámite a donde corres­
ponde. 

Artículo 49-Crear el Juzgado Quinto de Fa­
milia con sede en esta capital, con las asigna­
ciones presupuestarias del extinguido Juzgado, 
y otras que se consideren necesarias. 

Artículo 59-Se crean para dicho Juzgado las 
siguientes plazas: 

Sueldo mensual 

2. Trabajadores Sociales, ~210.00 cada uno, 
igual ~420.00. 

3. Oficiales Ramo Familia, ~230.00 cada uno 
igual 0690.00. Ql.llO.OO. ' 
Total: Un mil ciento diez quetzales (~.1,110.00). 

Artículo 69-Las plazas creadas que se indica111 
en el punto que antecede, así como los comple­
mentos, demás gastos y ajustes, se cubrirán con 

cargo a fondos privativos del Organismo Judicial, 
en tanto se logra su inclusión en el Presupuesto 
General de Gastos de la ::\ación. Los emolumentos 
que devengarán los titulares del nuevo Juzgado, 
serán ig-uales a los que devengan los laborantes 
de los Juzgados de Familia que se encuentran 
en funciones. 

Artículo 79-Transcribir lo conducente a la 
Dirección Técnica del Presupuesto, para los 
efectos de las transferencias respectivas. 

Artículo 89-EI Juzgado Quinto de Familia 
que se crea, queda bajo la jurisdicción de la 
Sala Segunda de la Corte de Apelaciones. 

Artículo 99-El presente Acuerdo surte sus 
efectos inmediatamente, comuníquese por el me­
dio más rápido a los Tribunales de· la República 
correspondientes. 

Dado en el Palacio del Organismo Judicial: 
en la Ciudad de Guatemala, a los diecinueve 
días del mes de noviembre de mil novecientos 
setenta y nueve. 

Comuníquese. 

(Fs.) C. E. Ovando B.-A. E. Mazariegoa G. 
-Juan José Rodas.-José Felipe Dardón C.­
Julio Carcía C.-F. Barillas C.-Heriberto 
Robles A . ....:....R. Rodríguez R.- Rol. Torrea Moas. 
-Ante mí: M. Alvarez Lobos. 

ACUERDO NUMERO 121-79 

La Corte Suprema de Justicia, 
Con vista de la comunicación del Ministerio 

de Comunicaciones y Obras Públicas, relativa 
al nombramiento de los Representantes de Gua­
temala para el Tribunal de Arbitraje de la Gor· . 
poración Centro Americana de Servicios de Na­
vegación Aérea; y, en conformidad con el artícu­
lo 25 del Convenio de dicha Corporación, 

POR TANTO, 

ACUERDA: 

Designar a los Magistrados de esta Corte, 
Licenciados José Felipe Dardón García, Alvaro 
Rolando Torres Moss y Federico Barillas Calcia, 
candidatos para integrar el Tribunal de Arbitra· 
je de la Corporación Centro Americana de Servi­
cios de Navegación Aérea. 

Dado en el Palacio del Organismo Judicial, 
en la dudad de Guatemala, a los veintisiete días 
del mes de noviembre de mil novecientos setenta 
y nueve. 

Comuníquese·. 

(Fs.) C. E .. Ovando B.-Juan José Rodas.­
José Felipe Dardón C.-Julio Carcía C.-Heri­
berto Robles A.-F. Barillas C.-R. Rodríguez 
R.-Rol. Torree Mosa.- Juárez y Aragón.­
Ante mí: M. Alvarez Lobos. 
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Juzgado 139 de Paz Penal ....................... . 

SEGUNDO NIVEL 

Juzgado 19 de Paz Penal ........................ . 
Juzgado 29 de Paz Penal ....................... . 
Juzgado 39 de Paz Penal ........................ . 
Juzgado 49 de Paz Penal ........................ . 
Juzgado 59 de Paz Penal ........................ . 
Juzgado 69 de Paz Penal ........................ . 

320 

Juez 

311 
148 
138 
137 

100 

286 
293 

Tele e.cueha 

517888' - 28209 

Secretaría 

309 
147 
130 
101 

111 27006 
100 27511 
117 28130 
107 28130 
287 532157 
292 535527 

116 27512 
109 27512 
113 27513 
135 27513 
124 27515 
126 27515 

DIRECTORIO TELEFONICO DE LA TORRE DE TRIBUNALES 

Juez Secretaria Directo• 
TERCER NIVEL 

Juzgado 59 de Familia . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 112 
Juzgado 129 de Paz Penal . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 289 
Juzgado 29 de 1 ~ Instancia de Tránsito . . . . . . . . . . . . . 157 
Juzgado 39 de 1 ~ Instancia Civil . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 159 

CUARTO NIVEL 

Juzgado 1 Q de 1 ~ Instancia Penal ................. . 
Juzgado 29 de 1~ Instancia Pen-al ................. . 
Juzgado 39 de P Instancia Penal . . . . . . . . . . . . . . . . . 279 
Juzgado 49 de lll- Instancia Penal ................. . 

103 
291 
290 
299 

158 
162 
152 
120 

28679 

21946 
22841 
23434 
23435 

1 
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QUINTO NIVEL 

Juzgado 19 de Paz Civil . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 205 
Juzgado 29 de Paz Civil . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 176 
Juzgado 39 de Paz Civil . . . . . . . . . . . . . . . . • . . . . . . . . . 170 
Juzgado 89 de Paz Penal . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 336 
Juzgado 100 de Paz Penal . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 313 
Juzgado 119 de Paz Penal . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 306 

SEXTO NIVEL 

Juzgado 59 de 111- Instancia Penal 
Juzgado 6o de 111- Instancia Penal 
Juzgado 7o de 1~ Instancia Penal 
Juzgado 8o de 111- Instancia Penal 
Juzgado 9o de 1' Instancia Penal 

SEPTIMO NIVEL 

187 

Juzgado lo de 11!- Instancia Civil . . . . . . . . . . . . . . . . . . 255 
Juzgado 29 de 11!- Instancia Civil . . . . . . . . . . . . . . . . . . 256 
Juzgado 49 de 11!o Instancia Civil . . . . . . . . . . . . . . . . . . 277 
Juzgado 1 o de 11J. Instancia Tránsito . . . . . . . . . . . . . 253 
Juzgado lOO de 111- Instancia Penal ............... . 

OCTAVO NIVEL 

Juzgado 19 de 'l'rabajo ......................... . 
Juzgado 20 de Trabajo .... , .................... . 
Juzgado 39 de Trabajo . o ••••••••• o ••••••••••••••• 

Juzgado 49 de Trabajo .... o, •••••••••••••••••••• 

Juzgado 49 de Paz Civil ........ o •••••••••••••••• 

Juzgado 5,9 de Paz Civil ...... o •••••••••••••••••• 

NOVENO NIVEL 

Sala t• de Trabajo 

269 
273 
263 
274 
168 
160 

Presidente ............... o •••••• o • • • • • • • • • • • • • • • 119 
Vocal 19 ............. o ••• o • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • 125 
Vocal 29 ............ o o.. • • • • .• • • • • • • • • • • • • • • • • • • 123 
Secretaría .................................... . 

Sala 2~ de Trabajo 
Presidente . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 283 
Vocal 19 .. . . . .. . . .. • .. .. .. .. .. .. .. . .. .. .. . .. .. 284 
Vocal 29 . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 285 
Secrelta.ría . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 282 

Sala 1~ de Apelaciones 
Presidente . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 118 
Vocal lo . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 122 
Vocal 29 . . . . . • . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 108 
Secretaría .................................... . 

TRIBUNAL CONTtNCIOSO-ADMINISTRA TÍVO 

Presidente . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 276 
Vocal 10 .. .. . .. .. .. .. .. .. .. .. . .. .. .. .. . .. . .. .. 295 
Vocal 29 . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 281 
Se·cretaría ............ o • • • • • • • • • • • • • • ••••••••• 

DECIMO NIVEL 

Sala tiJ. Corte de Apelaciones 
Presidente .................... · ................ . 
Vocal 19 . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 198 
Vocal 29 . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 247 
Secr~taría . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . • 190 

206 
174 
175 
312 
337 
307 

188 
171 
184 
183 
186 

266 
258 
259 

84859 
84959 
84857 

23436 
23837 

532163 
24642 
25048 

250 538232 
264 25147 

260 
271 
262 
275 
131 
164 

28922 

85043 

80211 

27516 

125 
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EsteaaioDft 
Sala 2lJ. Corte de Apelaciones 
Presidente ........ , ........................... . 
Vocal 19 ..................................... . 
Vocal 29 .........................•............ 
Secretaria ..................................... . 
Oficiales ...................................... . 
Sala 3• Corte de Apelaciones 
Presidente .................................... . 
Vocal 1.1? ..................................... . 
Vocal 29 ..................................... . 
Secretaría .................................... . 
S.Ia 4• Corte de Apelaciones 
Presidente .................................... . 
Vocal 19 ..................................... . 
Vocal 29 ..................................... . 
Secretaría .......................•....... · ...... . 

DECIMO PRIMER NIVEL 

TRIBUNAL DE CUENTAS 

Presidente .... o • o • o •••••••••••••••••••••••••••• 

Vocal 19 .... o ••• o. o. o o •••••••••••••••••••••••• 

Vocal 29 ........... o o ••••••••••••••••••••••••• 

Secretaría ...... o o • o o •• o ••••••••••••••• o ••• o •••• 

Juzgado 59 Instancia Civil ........................ . 
Juzgado 69 Instancia Civil ..................... · .. . 
Juzgado 79 Instancia Civil ....................... . 

DECIMO SEGUNDO NIVEL 

288 
192 
246 
288 
193 

150 
153 
151 

155 
154 
156 

134 
145 
18,8 
181 
Juez 
136 
294 
332 

Juzgado 19 de 11!- Inst. de Cuentas . . . . . . . . . . . . . . . . . . 169 
Juzgado 29 de 11!- Inst. de Cuentas ...•............. _. 167 
Juzgado 19 Económico-Coactivo . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 161 
Juzgado 29 Económico-Coactivo . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 178 
Juzgado 39 Instancia de Tránsito . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 173 
Archivo y Recopilación de Leyes del Tribunal de Cuentas 

DECIMO TERCER NIVEL 
Jefe 

Jefatura Administrativa . . . . . . . • . . . . . . . . . . . . . . . . . . 115 

Auditor 
Comisión Liquidadora . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 304 
Pagaduría y Caja .. _ ...... ,_..................... 238 
C.on~ ............•.......................... 201 
Arquitecto . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . • . . . . . . . . . . . . . . . 128 
Planillero . . . . . . . . . . . . . . . . . . . • . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 127 
Contralor . . . . . . . . . . . . . • . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 121 

DECIMO CUARTO NIVEL Maai.traclo 

Magistratura Coordinadora,.de la Jurisdicción para Me-
nores ......................................... . 

Juzgado 69 de Paz Civil ......................... . 
Juzgado 3 de lnst. Menores .. o ••••••••••••••••••••• 

DECIMO QUINTO NIVEL 

SALAS DE VISTA TORRE DE TRIBUNALES 

DECIMO SEXTO NIVEL 

324 

Juez 
163 
222 

Taller Reparación Equipo de Oficina . . . . . . . . . . . . . . 321 
Casa Máquina Ascensores . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 191 

132 
297 
280 

172 
166 
165 
177 
326 
237 

114 

242 

143 
244 

Directo• 

80311 

85030 

85'744 

534105 

21543 

84421 

535572 
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TRIBUNALES FUERA DEL EDIFICIO CENTRAL 

Juzgado 99 de Paz Penal, La Florida, 4" Calle 10-32 
zona 19 

Juez ......................................... . 
Secretario .................................... . 
Juzgado 19 y 29 de 11!- Instancia para .Menores, 71!> avení· 
da 20-58 zona 1 ... -....................•........ 

Directoa 

910544 
910532 

24716 

127 



NOMINA DE LOS FUNCIONARIOS DEL ORGA. ''IS~IO 1UDICIAL 

lo. DE JULIO AL 31 DE DICIEMBRE DE 1979 

PRESIDENTE DEL ORGANISMO JUDICIAL 

PRESIDENTE DE LA CORTE' SUPREMA DE JUSTICIA 

PRESIDENTE DE LA CORTE DE CONSTITUCIONALIDAD 

Licenciado: CARLOS ENRIQUE OVANDO BARILLAS 

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA 

CAMARA PENAL 

Presidente ............................ . 
Magistrados ........................... . 

CAMARA CIVIL 

Presidente ............................ . 
Magistrados ........................... . 

Secretario ............................ . 
Subsecretario ......................... . 

SALAS DE APELACIONES 

Licenciado Carlos Enrique Ovando Barillas 
Licenciado Apolo Eduardo Mazariegos 
Licenciado Juan José Rodas 
Licenciado Vicente René Rodríguez Ramírez 
Licenciado José Felipe Dardón 

Licenciado Carlos Enrique Ovando Barillas 
Licenciado Julio García Castillo 
Licenciado Rolando Torres Moss 
LicenCiado Federico Barillas Calzia 
Licenciado Heriberto Robles Alvarado 
Licenciado Miguel Alvarez Lobos 
Licenciado Héctor Fernando Gutiérrez Mendoza 

Sala Primera de la Corte de Apelacion.ea (Sede en eata capital) 

Presidente 
MagiStrado 
Magisl!rado 
Magistrado 
Magistrado 
Secretario 

Suplente ................... . 
Suplente ................... . 

Licenciado Alvaro Rolando Torres Moss 
Licenciado Hugo Américo Lobos Hernández 
Licenciado Jorge Luis Godínez Gonzales 
Licenciado Julio César Faggiani Torres 
Licenciado Carlos Ramiro Reyes Leal 
Licenciado Rodrigo Fortuny Martínez 

Sala Segunda de la Corte de Apelacio,nea (Sede en esta capital) 

Presidente 
Magistrado 
Magistrado 
Magistrado 
Magistrado 
Secretaria 

.. 
•••••• o ••••• o ••••••••• o •• o ••• 

Suplente ................... . 
Suplente ................... . 

Licenciado 
Licenciado 
Licenciado 
Licenciado 
Licenciado 
Licenciada 

Luis Alfonso Juárez y Aragón 
Roberto de la Hoz Zepeda 
Servio Tulio Aquino Barillas 
René Arturo Villegas Lara 
Luis Emilio Anzueto López 
Mirna del Carmen Ruano de Najarro 

liala Tercera d.e la Corte de Apelaciones (Sede en esta capital) 

Presidente . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . Licenciado Francisco Fonseca PenedCI 
Magistrado . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . Licenciado César Arnulfo Rodrig·uez 
Magistrado . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . Licenciado José Erasmo Miranda Moscoso 
Magistrado Suplente . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . Licenciado Alfonso Carrillo Castillo 
Magistrado Suplente . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . Licenciado Rodolfo Vielman Castellanos . 
Secretaría . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . Licenciada Alicia Barillas Martínez de Valdez 
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Sala Cuarta de la Corte ele Apelacionea (Sede en esta capital) 

Presidente 
Magistrado 
Magistrado 
Magistrado 
Magistrado 
Secretaria 

Suplente ................... . 
Suplente ................... . 

Licenciado César Augusto Villalta 
Licenciado Miguel Angel Gonzales Estrada 
Licenciado Rodrigo Herrera Moya 
Licenciado José Luis Vargas Orellana: 
Licenciado Alvaro Solórzano Barrientos 
Licenciada Oiga Esther )forán Gonzales 

Molina 
de 

Sala Quinta de la Corte de Apelac:ione. (Sede en Jalapa) . 

Presidente 
Magistrado 
Magistrado 
Magistrado 
Magistrado 
Secretario 

Suplente ................... . 
Suplente ................... . 

Licenciado Ronán Arnoldo Roca Menéndez 
Licenciado Eliseo Martínez Zelada 
Licenciado Humberto Velásquez Aguirre 
Licenciado Marcos Rodolfo Bolaños 
Licenciado Rubén Pérez Morales 
Señor Vidal Rodríguez Noriega 

Sala Sexta de la Corte de Apelaciones (Sede en Zacapa) 

Presidente 
:Magistrado 
Magistrado 
Magistrado 
Magistrado 
Secretario 

Suplente ................... . 
Suplente ................... . 

Licenciado Roberto Salvador Cuéllar 
Licenciado Francisco Zetina Pacheco 
Licenciado Jorge Paúl Castellanos Fernández 
Licenciado Rolando Romeo Cabrera 
Licenciado Romilio Lemus Ruiz 
Señor Carlos Humberto Ursúa 

Sala Séptima de la Corte de Apelaciones (Sede en Quezaltenango) 

Presidente 
Magistrado 
Magistrado 
Magistrado 
Magistrado 
Secretario 

Suplente ................... . 
Suplente· ...................• 

Licenciado Horacio Mijangos Morales 
Licenciado Rubén Pérez¡ Morales 
Licenciado Harold Wolley Nuila 
Licenciado Fausto Angel Barrios Morales 
Licenciado Carlos Leonidas Gamboa Romeo 
Licenciado Manuel Raymuntlo Velarde 

Sala Octava de la CoJ:"te de Apelac:ioDea (Sede en Quezaltenang~) 

Presidente ............................ . 
Magistrado ......•............ • ........ . 
Magistrado ..... ~ .•.................... 
Magistrado Suplente. 
Magistrado Suplente ................... . 
Secretario ............................ . 

Licenciado Víctor Raúl Barrios Romano 
Licenciado Otto Marroquín Guerra 
Licenciado Otto Salvador Vaides Ortiz 

Licenciado Erick Alvarez Mansilla 
Licenciado Osberto Augusto Alvarado Maldon.ado 

Sala Novena ele la Corte de Apelac:ion" (Sede en Antigua Guatemala) 

Presidente 
Magistrado 
Magistrado 
Magistrado 
Magistrado 
Secretaria 

s~pl~~i~ . ~ : : : : : : : : ~: : : : : : : : : : 
Suplente ................... . 

Licenciado Gustavo Antonio de Leun Asturias 
Licenciado Alberto Arévalo Andrade 
Licenciado Víctor Manuel Sarceño Villanueva 
Licenciado Guillermo Alvarez del Cid 
Licenciado Regina.ldo Sierra Calderón 
Señorita Gilda Amparo Flores Arévalo 

Sala Décima de la Corte de Apelacionea (Sede en eata capital) 

Presidente .......•..................... 
Magistrado ........................... . 
Magistrado ........................... , 
Magistrado Suplente ................... . 
Magistrado Suplente ................... . 
Secretario _ ............................• 

Licenciado Tomás Baudilio Navarro Batres 
Licenciado Urbano Gramajo Castilla 
Licenciado Guillermo Héctor Morales Hernánde:a 
Licenciado Vicente Sagastume Pérez 
Licenciado Manuel García Gómez 
Licenciado José Arturo Moreira García 
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JUECES DE PRIMERA INSTANCIA DEPARTAYEXTO DE GUATEMALA 

RAMO CIVIL 

Primero .............................. . 
Segundo .............................. . 
TeTeero .............................. . 
Cuarto ............................... . 
Quinto ...................... · · ·. · · · · · · 
Sexto ................................ . 
Séptimo .............................. . 

RAMO PENAL 

Primero .............................. . 
Segundo .............................. . 
Tercero .............................. . 
Cuarto ............................... . 
Quinto ............................... . 
Sexto ................................ . 
Séptimo .............................. . 
Octavo ............................... . 
Noveno ........................ · ..... ·. 
Décimo .............................. · .. 

Tribunal para Menores 

LicenCiado Jorge Enrique Quiroa ~iota 
Li~enciado Otto )farroquin Guerra 
Licenciado Carlos Guzmán Estrada 
Licenciado )fauro Roderico Chacón Corado 
Licenciado José Yíctor Taraeena Alba 
Licenciado Francisco Vásquez Castillo 
Licenciado Carlos Gracias Arriola 

Licenciado Fernando Antonio Bonilla Martínez 
Licenciado Rodrigo Herrera Moya 
Licenciado Jaime Rafael Marroquín Garrido 
Licenciado Julio Ernesto Morales Pérez 
Licenciado Baudilio Portillo Merlos 
Licenciado Elíseo Antonio Ochoa Aguirre 
Licenciado Enrique Pellecer Hernández 
Licenciado Ramiro de Jesús Guerra Figueroa 
Licenciado Raúl Sao Villagrán 
Licenciado Jorge Alberto Valvert Morales 

Juez . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . Licenciado Ramón Francisco Gonzales Pineda 

JUECES DE PAZ DE LA CAPITAL 

RAMO CIVIL 

Primero .............................. . 
Segundo ............................ · ·. 
Tercero .............................. . 
Cuarto ............................... . 
Quinto ............................... . 
Sexto ................................ . 

RAMO CRIMINAL 

Primero .............................. . 
Segundo .............................. . 
Tercero .............................. . 
Cuarto ............................... . 
Quinto ............................... . 
Sexto ................. ·. · · · · · · · · · · · · · · 
Séptimo .............................. . 
Octavo ....................... , ....... . 
Noveno ............................ · · .. 
Décimo ............................... . 
Undécimo ............................. . 
Décimo Segundo ...................... . 
Décimo Tercero ....................... . 

Bachiller Oswaldo Meneses Escobar 
Bachiller Roberto Anchissi Cáceres 
Bachiller Manuel Francisco Quiñónez Gonzales 
Bachiller Felipe Arturo Castillo de León 
Bachiller María Isabel Prem Carías 
Bachiller Ramiro Humberto Alfaro García 

:Bachiller Romeo Sandoval Vásquez 
Bachiller Luis Fernando Argueta Bonne 
Bachiller Jorge Rodolfo Rivera Bosch 
Bachiller Rodrigo García Castillo 
Bachiller Carlos Antonio Alvarez Roca 
Bachiller Rigoberto Efraín Paredes Urbina 
Bachiller Willievaldo Contreras Valenzuela 
Bachiller Romeo Sandoval Vásquez 
Bachiller Javier Oswaldo Alegría Díaz 
Bachiller Julio Roberto Contreras Quinteros 
Bachiller Max Ramiro Leal Espinoza 
Bachiller Angel Antonio Comte Cojulún 
Bachiller Mario Hilario Leal Barrientos 

JUECES DE FAMILIA DEL DElPART.[MENTO DE GUATEMALA 

Primero .............................. . 
Segundo ............................... . 
Tercero .............................. . 
Cuarto ............................... . 

Licenciado Carlos Rubén García Peláez 
Licenciado Luis Ricardo Soto López 
Licenciado César Homero Méndez 
Lice.nciado Héctor Edmundo Zea Ruano 

JUECES DE PAZ DEL MUNICIPIO DE GUATEMALA 

Primero de Paz de Mixco ............... . 
Segundo de Paz de Mixco ............... . 
San José Pinula ....................... . 
San Juan Sacatepéquez ................ . 
Amatitlán ............................ . 

Bachiller Héctor Efraín Trujillo Aldana 
Bachiller José Augusto Morales Rojas 
Bachiller Marco Horacio Mejía Ramazzini 
Bachiller Gustavo Ezequiel Morales L. 
Bachiller Claudio Herrera Hermosilla 
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Villa Canales .......................... . 
Villa Canales .......................... . 
Chinautla ............................. . 

Bachiller Marco Tulio Molina Zelada 
Bachiller Ernesto Salvador Alvarez Gálvez 
Bachiller Sergio Ernesto Alvarez Meneses 

JUECES DE PRE\IERA INSTANCIA DEPARTA)!EXTALES 

Alta Verapaz .......................... . 
Baja Verapaz ......................... . 
Chim.altenango ........................ . 
19 de Chiquimula ...................... . 
29 de Chiquimula ...................... . 
El Progreso ........................... . 
19 de Escuintla ........................ . 
29 de Escuintla ........................ . 
19 de Huehuetenango ................... . 
29 de Huehuetenango ................... . 
19 de Iza·bal ........................... . 
29 de Izaba! ............•............... 

Jalapa ............................... . 
19 de Jutiapa .......................... . 
29 de Jutiapa .......................... . 
El Petén .............................. . 
1 Q de Quezaltenango .................... . 
29 de Quezaltenango .................... . 
Familia de Quezaltenango ............... . 
19 de El Quiché ....................... . 
29 de El Quiché ....................... . 
Retalhuleu ............................ . 
Sacatepéquez .......................... . 
19 de San Marcos ...................... . 
29 de San Marcos , ..................... . 
Coatepeque ........................... . 
19 de Santa Rosa ....................... . 
29 de Santa Rosa ...................... . 
Sololá ................................ . 
19 de Suchitepéquez .................... . 
29 de Suchitepéquez .................... . 
Totonicapán ........................... . 
Zacapa ............................... . 

Licenciado José Ricardo Gómez Samayoa 
Licenciado :.\iarco Antonio )lejía Cabrera 
Licenciado :.\fariano Alfonso Cabrera García 
Licenciado Salvador Figueroa 
Licenciado Manuel Antonio Aguilar Letona 
Licenciado Salvador Contreras López 
Licenciado Juan Francisco Pérez García 
Licenciado Manuel Vicente Roca Menéndez 
Licenciado Julio René García y García 
Licenciado Carlos Joaquín Sosa !\-larroquín 
Licenciado Rigoberto Urzúa Marroquín 
Licenciado Moisés Osear Leonel Hernández 

España 
Licenciado Olegario Antonio Labbé Morales 
Licenciado Manuel Alfonso Ramírez Villeda 
Licenciado Rubén Aníbal Delgado Paz 
Licenciado Víctor Manuel Marroquín Cardona 
Licenciado Emilio Rodríguez Barrutia 
Licenciado Edwing E'dmundo Domínguez Rodas 
Licenciado Francisco Armando López Barrios 
Licenciado Miguel Angel García ·Hernández 
Licenciado Jorge Alejandro Rodríguez Vásquez 
Licenciado Rubén Antonio Berganza Sandoval 
Licenciado Felipe García Cano 
Licen,·iado Juan Carlos Ocaña Mijangos 
Licenciado Manuel Angel Galindo Leal 
Licenciado José María Barrios Martínez 
Licenciado Héctor Aní•bal de León Velasco 
Licenciado René Eduardo Solís Ovalle 
Licenciado María Eugenia Villaseñor Velarde 
Licenciado Héctor Augusto Valde·z Díaz 
Licenciado Luis Ricardo Soto López 
Licenciado Julio César del AguiJa Orozco 
Licenciado Enrique González Rodríguez 

TRIBUNALES DE TRABAJO Y PREVISION SOCIAL 

Sala Primera de Trabajo y Previsión Social 

Presidente ............................ . 
Magistrado ............................ . 
Magistrado ............................ . 
Magistrado Suplente .................... . 
Magistrado Suplente ................. · ... . 
SeiCretario ............................ . 

Sala Segunda de Trabajo y Previsión Social 

Presidente 
-Magistrado : : : : : : : : : : : : : : : : : •: : : : : : : : : : : : 
Magistrado ............................ . 
Magistrado Suplente .................... . 
Magistrado Suplente .................... . 
Secretario ............................ . 

Licenciado Osear Najarro Ponce 
Licenciada Zoila Esperanza de León Mar.tínez 
Licenciado Donaldo García Peláez 
Licenciado Byron Díaz Orellana 
Licenciada Ana Josefa Castro 
Bachiller Pedro Al va Jordán 

Licenciada María Luisa Juárez Ca-stellanos 
Licenciado René Barillas Calzia 
Licenciado Héctor González Pineda 
Licenciado César Homero Méndez 
Licenciado Eugenio Mota Asturias 

ZONA ECONOMICA DE TRABAJO Y PREVISION SOCIAL 

Zona Número l. Guatemala 

Juez Primero . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . Licenciado Carlos Rubén García Peláez 
Juez Segundo • . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . Licenciado Raúl Alfredo Pimentel Afre 
Juez Tercero . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . Licenciado Víctor Manuel Rivera Woltke 
Juez Cuarto . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . Licenciado Felipe García Cano 
Jurisdicción: Guatemala, Chimaltenango, El Progreso, Sacatepéquez y Santa Rosa 
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Juez Segundo . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . Licenciado Raúl Alfredo Pimentel Afre 
Juez Tercero . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . Licenciado Víctor Manuel Rivera Woltke 
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Juez Cuarto ....................... "·.. Licenciado Carlos Humberto Morales Romero 
JurüdOc:ción: Guatemala, Chimalteaango, El Progreso, Sac:atepéquez, y Santa Rosa. 

Número Doa: (Con sede en Escuintla, ca­
becera) 

Juez . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . Licenciado Felipe García Cano 
Juriadicción: Eacuintla. 

Número Trea: (Con sede en Mazaten!IIIlgu) 

Juez . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . Licenciado Luis Ricardo Soto López 
Jurisdñ:ción: Retalhuleu, Suchitepéquez. 

Número Cuatro: (Con sede en Quezaltenango) 

Juez . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . Licenciado Alfonso Nicolás Tobar López 
Jurisdicción: Quez.altenango, San Marcos, To-

tonkap&n. 

Número Cinco: (Con sede en Cobán, Alta Ve~ 
rapaz) 

Juez . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . Licenciado Salvador Figueroa 
Jurisdicción: Alta Verapaz y Baja Verapaz. 

Número Seia: (Con sede en Puerto Barrios) 

Juez . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . Licenciado Moisés Osear. Hernández España 
Jurisdicción: Chiquimula, Izaba! y Zaca~. 

Número Siete: (Con sede en Jalapa) 

Juez . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . Licenciado Luis Alberto Cordón y Cordón 
Jurisdicción: Jalapa y Jutiapa. 

Número Ocho: (Con sede en Santa Gruz del 
Quiché) 

Juez . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . Licenciado Juan Francisco Pérez García 
Jurisdicción: El Quiché y Solalá. 

Número Nueve: (Con sede en El Petén) 

Juez . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . Licenciado Valentín del Valle Góngora 
Jurisdicción: El Petén. . 

Número Diez: (Con sede en Huehuetenango) 

Juez . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . Licenciado Julio René García y García 
Jurisdicción: Huehuet>enango. 

TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO 

Presidente 
Magistrado 
Magistrado· 
Magistrado 
Magistrado 
Secretario 

Suplente .................. · · 
Suplente ................. · · · 

Licenciado 
Licenciado 
Licenciada 
Licenciado 
Licenciado 
Licenciado 

Roberto Klée Fleshman 
Valentín Gramajo Castilla 
Ana María Vargas Dubón 
Roberto Martínez Recinos 
Carlos Gabriel Navarro 
Héctor Mazariegos Tobar 

de Ortiz 

TRIBUNAL DE CONFLICTOS DE JURISDICCION 

Presidente 
Magistrado 
Magistrado 

Licenciado Osear Virgilio Taracena Polanco 
Licenciado Ramón Montenegro Alegría 
Licenciado Carlos Octavio de León Toledo 
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Magistrado Suplente ................... . 
Magistrado Suplente ................... . 
Secretario ............................ . 

Licenciado EnriqUe Tercero Castro 
Licenciado Ricardo René Chacón 
Licenciado ~iguel Alvarez Lobos 

MAGISTRADOS DEL TRIBUNAL DE SEGU!'DA IXSTAXCIA DE CCE~""TAS 

Presidente 
Magistrado 
Magistrado 
Magistrado 
Magistrado 
Secretario 

Suplente ................... . 
Suplente .................. · · 

Licenciado Luis René Sandoval llartínez 
Licenciada Oiga Argentina Cerón de G~rcia 
Licenciada Consuelo Ruiz Scheel 
Licenciado José Barillas Calzi.a 
Licenciado Italo Alejandro Orellana 
Licenciado Vederico Guillermo Sáenz 

JUECES DE LOS TRIBUNALES DE CUENTAS 

Primero 
Segundo 

JUECES DE LO ECONOMICO COACTIVO 

Primero .............................. . 
Segundo .............................. . 

Licenciado Ricardo Alvarez Gonzales 
Licenciado Tácito Orozco Gonzales 

Licenciado Carlos Alfonso Alvarez 
Licenciado Marciano Castillo Rodas 

JUECES DE PRIMERA INSTANCIA DE TRANSITO 

Primero 
Segundo 
Tercero 

JUECES DE PAZ D-E TRANSITO 

Primero .............................. . 
Segundo .............................. . 
Tercero .............................. . 
Cuarto ............................... . 

Licenciado Roberto Aníbal Valenzuela 
Licenciada Carmen Elgutter Figueroa 
Licenciado Eduardo Antonio Sotomora 

Bachiller Osear Barillas 
Bachiller Napoleón Gutiérrez Vargas 
Bachiller Carlos Ignacio Guerrera Cordero 
Bachiller Julio Raúl Arce 

JUECES SUPLENTES DE PRIMERA INSTANCIA 

JUEZ DE PAZ SUPLENTE 

SERVICIO MEDICO FORENCE 

Jefe del Departamento Médico ......... . 
Jefe de Casos Hospitalarios ............ . 
Médico Auxiliar ...................... . 
Médico Auxilfar .· .................... :. 
Médico Auxiliar ........................ . 
Médico Auxiliar ........................ . 

• 

Licenciado Miguel Angel García Guillermo 
Licenciado Hiram Ordónez 

Licenciado Marco Tulio Monroy Rivera 

Doctor Arturo Carrillo 
Doctor Arturo Carrillo 
Doctor Abe! Girón Ortiz 
Doctor Alonso René Portillo Paiz 
Doctor Alfredo Gil Gálvez 
Doctor Gilberto Sajché Sosa 

MEDICOS FORENSES D-EP~RTAMENTALES 

Médico Forense de Alta Verapaz ......... . 
Médico Forense de Baja Verapaz ......... . 
Médico Forense de Coatepeque .......... . 
Médico Forense de ChimaltenaJngo ....... , 
Médico Forense de Escuintla ........... . 
Médico Forense de Huehuetenango ...... . 
Médico Forense de· Izaba! -· ............ . 
Médico Forense de Jalapa .............. . 
Médico Forense de Jutiapa ............. . 
Médico Forense de Quezaltenango ....... . 
Médic() Forense de El Quiché ........... . 
Médico Forense de Retalhuleu .......... . 
Médico Forense de Sacatepéquez ........ . 

Doctor Moisés Eduardo Cortés 
Doctor Guillermo Rubén Arriola 
Doctor Juan Santa María 
Doctor Emilio Mendizábal Ferrigno 
Doctor Erick de León 
Doctor Jorge Luis Altuve Escobar 
Doctor Angel María V ásquez 
Doctor Héctor Guillermo Cárcamo 
Doctor Otoniel Morales RQ!dán 
Doctor lzabel lxquiac López 
Doctor Hipólito Dardón Letona 
Doctor Erwin Alarcón Recinos 
Doctor Carlos Contreras ·Pacheco 

/ 
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Médico ForehSie de San Marcos ....... , . 
Médico Forense de Suchitepéquez. ....... . 
Médico Forense- de Santa Rosa .......... . 
Médico Forense de Totonicapán ......... . 
Médico Forense de Zacapa ............. . 
Médico Forense de Tiquisate ........... . 
Médico Forense de Zacapa ............. . 
Médic-o Forense de Tiquisate ........... . 
Médico Forense de Poptún, Petén ........ . 
Médico Forense de El Petén ........... . 

ARCHIVO GENERAL DE PROTOCOLOS 

Doctor Francisco Pratdezaba 
Doctor Julio C. Posadas Vasadas 
Doctor Miguel Angel Montepeque 
Doctor Jorge A. Estrada Serrano 
Doctor Edwin Leonel Sierra Santos 
Doctor Ramiro Augusto Cardona 
Doctor Edwin Leonel Sierra Santos 
Doctor Ramiro Augusto Cardona 
Doctor Tomás Azurdia Arriaga 
Doctor Plinio Dardón Valenzuela 

Director .................... , . . . . . . . . . . Licenciado Manuel Cordón Duarte 

PATRONATO DE CARCELES Y LIBERADOS 

Director . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . Licenciado Carlos Arturo Valvert Cruz 

JUNTA CENTRAL DE PRISIONES 

Presidente . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . Licenciado Carlos Arturo Valvert Cruz 

JUNTAS REGIONALES DE PRISIONES 
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Quezaltenango . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . Licenciado Enrique Adolfo Rodríguez Juárez 
Eacuintla . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . Licenciado Julio Augusto Reyes 

DEPARTAMENTO DE ESTADISTICA JUDICIAL 

ARCHIVO GENERAL DE TRIBUNALES 

DIRECCION FINANCIERA 

Director Financiero .................... . 
Auditor Intenno ....................... . 
Tesorera ............. · ................ . 

Bachiller Samuel Hen-era Month 

~achiller Mario Rodolfo Lima 

Perito Contador Arturo Morales Figueroa 
Licenciado Mario Hidalgo M-onzón 
Contadora Dora Julia Castillo de del Valle 

JURISDICCION DE LOS TRIBUNALES 

SALAS DE LA CORTE DE APELACIONES 

Sala Primera (Guatemala) 

Juzgado 19 de 11!- Instancia de Jo Civil . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . Guatemala 
Juzgado 39 de 11!- Instancia de lo C'iviJ . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . Guatemala 
Juzgado 59 de 11!- Instancia de lo Civil . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . Guatemala 

Los A.s.untos Civiles y de Familia de los Juzgados de Primera Instancia de 
los Departamentos de: ~ 

Alta Verapaz 
Baja Verapaz 

1 Q de 11!- Instancia de Escuintla 
El Petén 

29 de 1~ Instancia de Suchitepéquez 

Los Asuntos Civiles del Juzgado de Sanidad de Guatemala 

Y Jos Asuntos Civiles de Sanidad de los Juzgados de Primera Instancia 
de los Departamentos de: 

Alta Verapaz 
Baja Verapaz 

1 Q de 11!- Instancia de Escuintla 
29 de 11!- Instancia de Suchitepéquez 
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Sala Segunda (Guatemala) 

Juzgado 29 de 1~ Instancia de lo Civil ......................... . 
Juzgado 49 de 1~ linstnacia de lo Civil ......................... . 
JuzgadÓ 69 de 1~ Instancia de lo Civil ......................... . 
Juzgado 79 de 1~ Instancia de lo Civil ......................... . 
Juzgado 19 de Familia ....................................... . 
Juzgado 29 de Familia ....................................... . 
Juzgado 39 d-e Familia ....................................... . 
Juzgado 49 de Familia ....................................... . 

Guatemala 
Guatemala 
Guatemala 
Guatemala 
Guatemala 
Guatemala 
Guatemala 
Guatemala 

Y los Asuntos Civiles de Sanidad del Juzgado 29 de 1~ Instancia de Es­
cuintla. 
Juzgado de Familia del Departamento de Escuintla. 

Sala Tercera (Guatemala) 

Juzgado 19 de 1~ Instancia de lo 
Juzgado 29 de 1~ Instancia de lo 
Juzgado 79 de 1 'lo Insta111cia de lo 

Criminal 
Criminal 
Criminal 

Guatemala 
Guatemala 
Guatemala 

Y los Asuntos Penales de los Juzgados de 1'l- Instancia de los Departamentos 
de: 

Baja Verapaz 
El Petén 

Tribunal de la Base de Poptún "General Luis García León" 
Los Asuntos Penales de Sanidad de los Departamentos de: 

Baja Verapaz 
El Petén 

Sala Cuarta (Guatemala) 

Juzgado 39 de 1 'lo Instancia de lo Criminal . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . Guatemala 
Juzgado 49 de 1'l- Instruncia de lo Criminal . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . Guatemala 
Juzgado 89 de 1'l- Instancia de lo Criminal·....................... Guatemala 

Tribunal Militar de la .Zona Central "General Justo Rufino Barrios" 
Y los Asuntos Penales de Sanidad del Juzgado de 1'l- Instancia de: 

Alta Verapaz 
19 de 1 'lo Instancia de Suchitepéquez 

Sala Quinta (Jalapa) 

Conocerá de los Asuntos Civiles, Penales y de Familia de: 
Juzgado 19 de 1'l- Instancia de Jutiapa 
Juzgado 29 de 1~ Instancia de Jutiapa 
Juzgado 19 de 1'l- Instancia de Santa Rosa 
Juzgado 29 de 1 'lo Instancia de Santa Rosa 
Juzgado de. 1'l- Instancia de Jalapa 

Tribunal Militar de la Zona de Jutiapa "General Aguilar Santa María" 
Y los Asuntos Civiles y Penales de Sanidad de: 

Juzgado 19 de 1'l- Instancia de Jutiapa 
Juzgado 29 de 1 'lo Instancia de Jutiapa. 
Juzgado 19 de 1fl. Instancia de Santa Rosa 
Juzgado 29 de H Instahcia de Santa Rosa 

Y Tribúnal Militar de la Zona de Jutiapa "General Aguilar Santa María" 

Sala Sexta (Zacapa) 

Conocerá de los Asuntos Civiles, Penales y Familia de: 
Juzgado 19 de 1fl. Instancia de· Chiquimula 
Juzgado 29 de 111o Instancia de Chíquimula 
Juzgado 19 de 1'l- Instancia de Izabal (Asuntos Penales) 
Juzgado 29 de 111- Instancia de Izabal (Asuntos Civiles y Familia) 
Juzgado de 1fl. Instancia de El Progreso 
Juzgado de 1fl. Instancia de Zacapa 

Tribunal Militar de la Zona de Zacapa "Capitán General Rafael Carrera'!. 
Y la Base Militar de Puerto Barrios 
Y los Asuntos Civiles y Penales de Sanidad de: 
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Juzgado 1 Q de 111- Instancia de Chiquimula 
Juzgado 29 d.e 111- Instancia de Chiquímula 
Juzgado 1 Q de 111- Instancia de Izaba! (Asuntos Penales) 
Juzgado 29 de 111- Instancia de lzabal (Asuntos Civiles) 
Juzgado de 111- Instancia de El Progreso 
Juzgado de 111- Instancia de Zacapa 

Tribunal Militar de la Zona de Zacapa "Capitán G.ene·ral Rafael Carrera" 
Y la Base Militar de Puerto Barrios 

Sala Séptima (Quezaltenango) 

Conocerá de los Asuntos Civiles, Peuales y de Familia 
Juzgado 19 de 111- Instancia de Quezaltenango 
Los Asuntos Civiles Penales y de Familia de: 
Juzgado 19 de 111- Instancia de · Huehuetenango 
Juzgado 29 de 11!- Instancia de Huehuetena.ngo 
Juzgado 29 de 111- Instancia de San Marcos 
Juzgado de 111- Instancia de Coatepeque 
Juzgado de llcl Instanda de Totonicapán 

Trrbunal Militar de la Zona "General Manuel Lisandro Barillas" 

Los Asuntos Civiles, Penales y de Sanidad de: 
Juzgado 1<? de 1'!> Instancia de Huehuetenango 
Juzgado 29 de 111- Instancia de Huehuetenango 
Juzgado 1 e:> de 111- Instancia de Quezaltenango 
Juzgado 29 de 1"' Instancia de San Marcos 
Juzgado de llcl Instancia de Coatepeque 
Juzgado de llcl Instancia de Totonicapán 
Juzgado Militar de la Zona "General Manuel Lisandro Barillas" 

Sala Octava (Quezaltenango) 

Conocerá de los Asuntos de Familia, Civiles y Penales de: 
Juzgado 29 de 111- Instancia de Quezaltenango 
Juzgado 19 de !!el Instancia de San Marcos 
Juzgado 29 de lll- Instancia de Huehuetenango 
Juzgado de Familia de Quezaltenango 
Juzgado de llcl Instancia de El Quiché 
Juzgado 2<? de lll- Instancia de El Quiché 
Tribunal Militar "General Gregorio Solares", El Quiché 

Sala Novena (Antigua. Guatemala) 

Conocerá de los Asuntos Civiles, Penales, de Familia, Civiles y Penales de Sanidad de: 
Juzgado de lll- Instancia de Sacatepéquez 
Juzgado de 111- Instancia de Sololá 
Juzgado de 1 1!- Instancia de Chimaltenango 

Los Asuntos Penales de: 
Juzgado 19 de 111- Instancia de Escuintla 
Juzgado 2<? de 1"' Instancia de Escuintla y 

Los Asuntos Penales de Sanidad de: 
~ 

Juzg·ado l'? de 1!1- Instancia de Escuintla 
Juzgado 2<? de 1ll- Instancia de Escuintla 

Sala Décima (Guatemala) 

Corresponden los Juzgados de: 
Juzgado 59 de H Instancia de lo Criminal 
Juzgado 69 de 1 1!- Instancia de lo Criminal 
Juzgado 99 de 1 1!- Instancia de lo Criminal 
Juzgado 109 de lll- Instancia de lo Criminal 

Y los Asuntos Penales de Samidad de: 
Juzgado 19 de 1 1!- Instancia de Suchitepéquez 
Juzgado de 1 q. InstanCia de Alta Vera paz 

Guatemala 
Guatemala 
Guatemala 
Guatemala 
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TRIBUXALES DE TRABAJO 

Sala Primera de la Corte de Apelaciones de Trabajo 

Zona Económica Xúmero l:no 1 Sede en esta capital) 
Juzgado 39 y 49 de Trabajo 
Zona Económica Kúmero Dos (Sede en Escuintla) 
Zona Económica Número Cuatro lSede en Quezaltenango) 
Zona Económica Número Cinco (Sede en Cobán) 
Zona Económica Número Nueve (Sede en El Petén) 

Sala Segunda de la Corte de Apelaciones de Trabajo 

Zona Económica Número Uno (Sede en esta capital) 
Juzgado 19 y 29 de Trabajo 
Zona Económica Número Tres (Sede en Mazatenango) 
Zona Económica Número Seis (Sede en Izabal) 
Zona Económica Número Siete (Sede en Jalapa) 
Zona Económica Número Ocho (Sede en Quiché) 
Zona Económica Número Diez (Sede en Huehuetenango) 

TRIBUNAL DE CUENTAS DE SEGUNDA INSTANCIA 

Juzgado 19 de Cuentas 
Juzgado 29 de Cuentas 
Juzgado 39 de Cuentas 
Juzgado 19 de lo Económico de lo Coactivo 
Juzgado 2<? de lo Económico de lo Coactivo 
Juzgado 3<? de lo Económico de lo Coactivo 

JUZGADOS DE PRIMERA INSTANCIA 

Ramo Civil (Guatemala) 

Juzgado 

Juzgado 

Juzgado 

Juzgado 

Juzgado 

Juzgado 

Juzgado 

19 Juzgado 1<? de !'Rz de lo Civil 
Juzgado 109 de Paz (Asuntos Civiles) 
Y los Asuntos Civiles del Juzgado de Paz de San Pedro Ayampuc 

29 Juzgado 29 de Paz de lo Civil 
Y los Asuntos Civiles de los Juzgados de Paz de Chuarrancho 

3<? Juzgado 39 de Paz de lo Civil 
Y los Asuntos Civiles de los Juzgados de Paz de MiKco, 
Santa Catarina Pinula 

4<? Juzgado 49 de Paz de lo Civil 
Y los Asuntos Civiles de los Juzgados de Paz de Amatitlán, 
San José del Golfo 

59 Juzgado 5<? de Paz Civil 
Y los Asuntos Civiles de los Juzgados de Chinautla. 
San Juan Sacatepéquez 

69 Juzgado 9<? de Paz Civil (Asuntos Civiles) 
Y los Asuntos Civiles de los Juzgados de Paz de: 
Palencia ~ 
San Raymundo 
San Pedro Sacatepéquez (Guatemala) 
San Miguel Petapa 

79 Juzgado 69 de Paz de lo Civil 
Y los Asuntos Civiles de los Juzgados de Paz de: 
Fraijanes 
San José Pinula 
Villa Nueva 
Villa Canales 

Ra•o Crimin;al (Guatemala) 

Juzgado 1<? Juzgado 79 de Paz de lo Penal 
Juzgado 89 de Paz de lo Penal 
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Juzgado 29 Juzgado 19 de Paz de lo Penal 
Juzgado 109 de Paz de Asuntos Penales 

Juzgado 39 Juzgado 29 de Paz de lo Criminal 
Juzgado 119 de Paz de lo Criminal 

Juzgado 49 Juzgado 4° de Paz de lo Criminal 
Juzgado 12° de Paz de lo Criminal 

Juzgado 59 Juzgado 3Q de Paz de lo Criminal 
Juzgado 29 de Tránsito 

Juzgado 

Juzgado 

Juzgado 

Juzgado 

Juzgado 

69 Juzgado 99 de Paz de lo Criminal {Asuntos P~nales) 
Juzgado 19 de Tránsito 
Y los Asuntos Penales del Juzgado de Paz de Mixco 

79 Juzgado 69 de Paz de lo Criminal 
Y los Asuntos Penales de los Juzgados de Paz de: 
Juzgado de Paz de San Raymundo (Ramo Penal) 
Juzgado de Paz de Fraijanes (Ramo Penal) 
Juzgado de Paz de San José del Golfo (Ramo Penal) 
Juzgado de Paz de San Pedro Sacatepéquez 
(Departamento de Guatemala) 
Juzgado de Paz de San Juan Sacatepéquez 
(Departamento de Guatemala) 

89 Juzgado 59 de Paz de lo Criminal 
Y los Asuntos Penales de los Juzgados de Paz de: 
Juzgado de Paz de Amatitlán (Ramo Penal) . 
Juzgado de Paz de Santa Catarina Pínula (Ramo Penal) 
Juzgado de Paz de San Pedro Ayampuc (Ramo Penal) 
Juzgado de Paz de Chinautla (Ramo Penal) 

99 Juzgado 139 de Paz de lo Criminal 
Juzgado 39 de Tránsito 

109 Juzgado 49 de Tránsito 
Y los Asuntos Penales de los Juzgados de Paz de: 
Juzgado de Paz de Chuarrancho (Ramo Penal) 
Juzgado de Paz de Villa Ganales (Ramo Penal) 
Juzgado de Paz de Palencia (Ramo Penal) 
Juzgado de Paz de Villa Nueva (Ramo Penal) 
Juzgado de Paz de San Miguel Petapa (Ramo Penal) 

TRIBUNALES DE fAMILIA 

Juzgado 19 Gonocerá de los Asuntos de Familia de los Juzgados de Menores 
de los Municipios de: 
Chuarrancho 
San José Pínula 
San Juan Sacatepéquez (Guatemala) 
San Raymundo 
San Pedro Sacatepéquez (Guatemala) 

Juzgado 29 Conocerá de los Asu~¡tos de Familia de los Juzgados Menores de los 
Municipios de: 

Juzgado 

Fraijanes 
Mixco 
Santa Gatarina Pínula 
Villa Canales 
Villa Nueva 

39 Conocerá de los Asuntos de Familia de los Juzgados Menores de los 
Municipios de: 
Amatitlán 
Chinautla 
San José del Golfo 
San Miguel Petapa 
San Pedro Ayampuc 
Palencia 
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JUZGADOS DE PRIMERA INSTANCIA DEPARTAMENTALES 

Chiquimula 

Chiquimula 

Eacuintla 

Eacuintla 

Jutiapa 

Jutiapa 

Juzgado 1 Q de 11!- Instancia 
Chiquim ula (cabecera) 
Conceución Las Minas 
!pala • 
Jocotán 
San José la Arada 

Juzgado 21? de !lit Instancia 
Juzgado de Paz de: 
Camotán 
Esquipulas 
Olopa 
Quezaltepeque 
San Jacinto 
San Juan Ermita 

Juzgado 11? de ll!o Instancia 
Juzgados de Paz de la Cabecera y los Asuntos Civiles y Penales de los 
Juzgados de Paz de: 
Masagua 
Guanagazapa 
Puerto de Iztapa 
San Vicente Pacaya 
Siquinalá 

Juzgado 29 de la ll!o Instancia de los Juzgados de Paz de: 
Puerto de San José 
Palín 
La Gomera 
Tiquisate 
Santa Lucía Cotzumalguapa 
Nueva Concepción 
La Democracia 

Juzgado 19 de 1l!o Instancia de los Asuntos Civiles y Penales de: 
Jutiapa (cabecera) 
Atescatempa 
Conguaco 
El Adelanto 
Jalpatagua 
Jerez 
Moyuta 
Pasaco 
Yupiltepeque 

Juzgado 2<? de !lit Instancia de los Asuntos Civiles y Penales de los 
Juzgados de Paz de: 
Asunción Mita 
Agua Blanca 
Comapa 
El Progreso 
Quezada 
San José Acatempa 
Santa C'atarina Mita 
Zapotitlán 
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Quesaltenanco 

Juzgado lQ de 111- Instancia 
Juzgado 1Q de Paz de la Cabecera y los Asuntos Civiles y Penales 
de los Juzgados de Paz de: 
Cabricán 
Cajolá 
El Palmar 
Huitán 
Olintepeque 
Palestina 
San Carlos Sija 
San Juan Ostuncalco 
San Framcisco La Unión 
San Miguel Sigüilá 

Quezaltenango 

Juzgado 29 de 1~ Instancia 
Juzgado 29 y 39 de Paz de la Cabecera y los Asuntos Civiles y 
Penales de los Juzgados de Paz de: 
Almolonga / 
Cantel 
Concepción Chiquirichapa 
La Esperanza 
Salcajá 
San Mateo 
San Martín Sacatepéquez 
Sibilia 
Zunil 

JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA DE COATEPEQUE 

Tendrá jurisdicción sobre Juzgados de Paz de: 

San Marcoa 

San Marcoa 

Coatepeque (cabecera) 
Colomba 
Flores, Costa Cuca 
Génova del Depto. de Quezaltenango 
El Quetzal 
La Reforma 
Nuevo Progreso 
Ocós 
Pajapita 
Tecún Umán del Depto de San Marcos 

Juzgado 19 de 111- Instancia 
Juzgado de Paz de la Cabecera Departamental y los Asuntos Civiles y 
Penales, Familia y Civiles y Penales de Sanidad de los 
Municipios de: 
C'atarina 
Esquipulas, Palo Gordo 
El Tumbador 
Malacatán 
San Cristóbal Cucho 
San Miguel Ixtahuacán 
San Rafael Pie de la Cuesta 
San Lorenzo 
Tacaná 
Tajumulco 
Tejutla 
Río Blanco 

Juzgado 29 de 11J. Instancia y los Asuntos Civiles,· Penales, Familia, 
Civiles y Penales de Sanidad de los Municipios de: 
Comitancillo 

f 
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Concepción Tutuapa 
Ixchiguán 
Sipacapa 
San Antonio SacaU!péquez 
San José El Rodeo 
San José Ojetenán 
San Pablo 
San Pedro Sacatepéquez 
Sibinal 

Huehuetenango 

Juzgado 19 de 1'1- Instancia y de Familia 
Corresponderán los Juzgados de Paz de: 
San Mateo Ixtatán 
Malacatancito 
Guilco 
Nentón 
San- Pedro Necta 
J acaltena.ngo 
San Pedro Soloma 
San Ildefonso Ixtahuacán 
Santa Bárbara 
La Democracia 
San Miguel Acatán 
San Rafael La Independencia 
Todos Santos Cuchumatán 
San Juan Atitán 

Huehuetenange 

Santa Rosa 

Santa Rosa 

Juzgado 29 de 1~ Instancia, Trabajo y Previsión Social de la Déci­
ma Zona Económica, corresponderán los Juzgados de Paz de: 
Santa Eulalia 
H uehuetenango 
Chiantla 
Golotenango 
San Sebastián Huehuetenango 
Tectitán 
Concepción 
San Juan Ixcoy 
San Antonio Huista 
San Sebastián Coatán 
San Gaspar Ixchil 
Santa Cruz Barillas 
Aguacatán 
San Rafael Petzal 
Santa Ana Huista 
La Libertad 
Santiago Ghimaltenango 

Juzgado 19 de 1 ~ Instancia 
Conocerá d~ los Juzgados de Paz de: 
Barberena 
Santa Rosa de Lima 
Nueva Santa Rosa 
Casillas 
San Rafael Las Flores 
San Juan Tecuaco 
Pueblo Nuevo Viñas 

Juzgado 29 de 1 '!- Instancia 
Conocerá de los Juzgados de Paz de: 
Cuilapa (cabecera) 
Oratorio 
Santa María Ixhuatán 



laabal 

lzabal 

El Quiché 

El Quiché 
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Chiquimulilla 
Guazacapán 
Taxisco 
Santa Cruz Naranjo 

Juzgados de Asuntos de Familia, Penales de: 
Juzgado 19 de 1 ~ Instancia 
Puerto Barrios (cabecera) 
Morales 

Juzgado 29 de 1' Instancia 
Los Amates 
El Estor 
Lívingston 

Juzgado 19 de 1' Instancia 
Santa Cruz del Quiché (cabecera) 
Saca pulas 
San Bartolomé J ocotenango 
Ghajul 
Patzité 
San Juan Gotzal 
San Pedro J ocopilas 
Santa Lucía La Reforma 
Chiché 

Juzgado 29 de 1• Instancia y Juzgado de Trabajo y Previsión Social 
de la 8' Zona: Económica, corresponderán los Juzgados de Paz de: 
Ohichicastenango 
Chinique 
Zacualpa 
San Antonio Ilotenango 
Canillá 
Cunén 
Joyabaj 
Nebaj 
San Andrés Sajcabajá 
San Miguel Uspantán 

Suchitepéquez 

Juzgado 19 de 1~ Instancia 
Mazatenango (cabecera) 
Santo Domingo Suchitepéquez 
San Lorenzo 
Patulul 
Santa Bárbara ~ 
San Miguel Panán 
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ESTADISTICA 

RESOLUCIONES Dictadas por el PRESIDENTE DEL ORGANISMO JUDI· 
CIAL y de la CORTE SUPREMA DE JUSTICIA y por la CORTE SUPREMA DE 
JUSTICIA, durante el Semestre comprendido del 19 de julio al 31 de diciembre 
de 1979: 

Presidente del Organismo Judicial . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 451 

Presidente de la Corte Suprema de Justicia . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 240 

Total 

Cámara Penal 

AUTOS . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 160 

AUTOS PENALES (CORTE) . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 12 

Recursos de Casación . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 7 

RecursOs de Amparo . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 14 

Recursos de Exhibición Personal . . . . . . . . . . . . 2 

691 

Total . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 195 

Cámara Civil 

AUTOS . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 66 

AUTOS CIVILES (CORTE) . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 69 

SENTENCIAS: Recursos de Casación Personal . . . . . . . . 14 

Total . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 149 

TOTAL DE RESOLUCIONES DICTADAS EN EL SEMESTRE 1,035 



RESOLUCIONES DICTADAS POR LOS TRIBUNALES DE JUSTICIA 

DE LA REPUBLICA, DURANTE JULIO A DICIEMBRE DE 1979 

Decreto• 

87,777 

202,530 

TOTAL RAMO CIVIL 

TOTAL RAMO PENAL 

Decreto• 

2,928 

RAMO CIVIL 

Autos Sen t. 

22,222 - 3,670 

RAMO PENAL 

87,975 

RESUMEN 

Dec:retoa 

87,777 

202,530 

290,307 

A u toa 

22,222 

87,975 

110,197 

RAMO TRABAJO 

Autos 

961 

5,342 

Sen t. 

85 

Sen t. 

3,670 

5,342 

9,012 

RAMO CUENTAS Y ECONOMICO COACTIVO 

Decretos Autos Sen t. 

5,973 2612 254 

RAMO MEDICO FORENSES 

lnformea Emitidoa Autopsias Exhumacionea 

13,999 22 

Total 

113,669 

295,847 

Total 

113,669 

295,847 

409,516 

Total 

3,974 

Total 

8,839 

Total 

16,874 



ABOGADOS Y NOTARIOS INSCRITOS DURANtE EL SEGUNDO 
SEMESTRE DE 1979 

l. Gilda Lily Cuevas Cojulún 
2. Luz María Mercedes Montenegro Camblor 
3. Joel Isaí López Santizo 
4. Diven Ayerdi Fernández 
5. Marta Beatriz Altolaguirre Larraondo 
6. Jaime Leopoldo Valenzuela Sácher 
7. Leonel Gonzalo López Monterroso 
8. Enrique Aceituno Contreras 
9. Edgar Rolando Solano Pereira 

10. Dora Evangelina Villela Antony 
11. Moisés Osear Leona! Hernández España 
12. César Augusto Villatoro de León 
la. Olga Lilia Monge Flores de Velásquez 
14. Homero Avila Mont 
15. Danilo Encarnación de León Juárez 
16. Guillermo Enrique Pacheco Gramajo 
17. Hernán Jacobo Hidalgo Marroquín 
18. Héctor Fernando Gutiérrez Mendoza 
19. José Fernando Rosales Méndez Ruiz 
20. Angel Bernardo Granados Orellana 
21. José Antonio Paz Arriola 
22. Roberto Morales Paniagua 
23. Aura Delfina Palala Zepeda 
24. Rudy Amilcar Soto Ovalle 
25. José Cándido Quezada Zamora 
26. Marco Antonio Arriola Zúñiga 
27. Alfonso Castil\o Ramírez 
28. Julia Enriqueta Velásquez Recinos 
29. Rodolfo Colmenares Arandi 
30. Susette Marbela Ivonne Córdova Benítez de Valdés 
31. Víctor Manuel Rpdríguez Martínez 
32. Alvaro Hugo Sagastume González 
33. Ricardo Julio Silva Cordero 
34. Sylvia Beatriz Espinoza Guzmán 
35. Julio César Chacón Linares 
36. Julio Roberto Díaz Durán García 
37. Joel Gamarro Román 
38. Ana Leslie Samayoa Ruiz 


